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ABOGADO. 

Ver: Honorarios de abobados y procuradores. 
ACCIDENTES DE TRABAJO 

Ver: Acumulación de beneficios, 3; Sentencia. 

ACOJO* DE REPETICION. 

Ver: Constitución Nacional, 51, 55; Impuestos Internos, 2, 
3; Jurisdicción y competencia, 26; Pago, 3; Recurso ex- 
trsordinario, 29, 43. 

ACCION PENAL. 

Ver: Prescripción, 9. 
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Ver: Constitución Nacional, 15. 

ACUMULACION DE ACCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 5. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS ('). 

Jubilaciones j pensiones nacionales. 

1. El art. 40 de la ley n« 4349 se opone a la acumulación de 
una jubilación y una pensión civiles: p. 164. 

(■) T«r twbits: OowtitaeUs Nseiossl, 21. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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REPÚBLICA ARGENTINA 



ADUANA 



fiutont irisaciones provenientes de otras leyes, 

S. El derecho a loa beneficios establecidos por la ley 11.729 
no se halla excluido por las disposiciones de Jas leyes de 
jubilaciones y pensiones: p. 35. 

3. Los beneficios de la ley íl(¡88 son «empatilles <-n> los es- 
tablecidos por las leyes de jubilaciones, pensiones y sub- 
sidios: p. 117, 

4. Los beneficios establecidos por la ley 11.739 y !as leyes 
de jubilaciones y pensiones responden a necesidau ■> y fina- 
Jidadcs diferentes y no se excluyen entre cüos: p. 474. 

ADUANA. 

Importación. 
Ubi* 4» d*rteh«a> 

Kttakíec* micntot que elaboran materia prima nacional. 

1. Siendo dos operaciones» técnicamente distintas la fabri- 
cación del cemento y la extracción de la piedra caliza ne- 
cesaria [tara aquella, no procede extender a la primero la 
prescripción que el art. 4'' de la ley 11.281 acuerda a las 
explotaciones mineras: p. 131. 

3. Para que proceda ta liberación de derechos de aduana 
fundada en el art. 33 de la ley 12 345 y en la circunstancia 
de ser necesaria la importación por no producirse en el país 
la cantidad suficiente, requiérese la prueba de que el intere- 
sado no pudo obtener en él los elementos que importó: p. 131. 

8. El art. 33 de la ley 12.345 excluye expresamente de la 
liberación de derechos de aduana a los "aci-i-surios" men- 
cionados por el art. 3° de la ley 11.588, carácter que tienen 
los "cuerpos moledores" que integran los "molinos a bo- 
las" utilizados por las fábrica» de cemento: p. 131. 

A Ei art. 33 de la ley 12.345 al eximir del pago de derechos 
de aduana a las maquinarias y materiales utilizados en el 
proceso de elaboración cuando su introducir ión sea nece- 
saria por uo producirlos la industria nacional, lo hace con 
presciudencia de la calidad de los mismos, salvo que ésta 
hiciera al producto prácticamente inulilizablc : p. 131. 

fl— rt wtriot . 

K. La expresión "productos de la tierra", empleada en el 
art. 5, inc. e), de la ley 11587, se refiere a lo* frutos del 
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país que tengan aquella característica; por lo cual la exen- 
ción (jue aquél prevé no alcanza al petróleo crudo de pro- 
cedencia extranjera; p. 287. 

Operaciones varias. 

6. A los efectos de la aplicación de la tarifa establecida por 
el art. 5", inc. d) de la ley 11.251 no corresponde dividir 
el tiempo total de horas transcurrido desde el momento de 
entrada hasta el de salida para dividirlo en períodos de 24 
horas y determinar así el importe exigible, sino que el cómpu- 
to debe hacerse por días, considerándose como días enteros 
tanto la traición del día de entrada como la del día de salida; 
con prescindenciu de lo dispuesto en el decreto del 31 de 
octubre de 1ÍKÍÍ), reglamentario de aquel artículo, por tra- 
tarse de operaciones anteriores al mismo: p, 403. 

Infracciones . 

7. £1 despachante de aduana que cumplió todas sus obliga- 
ciones legales y reglamentarias y no incurrió en negligencia 
al tramitar un permiso de exportación otorgado por una 
aduana terrestre, no puede ser legalmente responsabilizado 
por la extracción clandestina realizada con anterioridad por 
el exportador para quien gestionaba el permiso que éste, sin 
conocimiento de aquél, se proponía aplicar a la mercadería 
Objeto del coutrubuudo: p. 42. 

ADUANA INTERIOR. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 29. 

AFIRMADOS. 

Ver: Constitución Nacional, 54; Impuesto, 4; Recurso ex- 
traordinario, 24. 

ALCOHOL. 

Ver: Impuestos Internos, 4. 
ALIMENTOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6, 7. 



iM BANCO H1POT1CARIO SAOlOBAI, 

ALQUILER. 

Ver: Constitución Nacional, 16, 19, 20. 

APREMIOS ILEGALES, 

Ver: Jurisdicción y eompenteeia, 18. 

ARBITROS. 

Ver: Constitución Nacional, 48; Recurso extraordinario, 19. 



B 

BASCO DE LA NACION {'). 

1. Los arts. 17 de la ley 4507 y 28 del decreto reglamenta- 
rio 14.959 no eximen al Banco de La Nación de actuar en 
papel sellado en los juicios en tríVmite ante los tribunales 
provinciales ni a sus apoderados de usar la estampilla que, 
como impuesto al ejercicio de las respectivas profesiones, 
establecen las leyes locales con abstracción de quien sea 
el patrocinante o el mandante y de cual aea la naturaleza 
de la causa. Las operaciones "propias" a que se refiere 
el decreto son aquellas para cuya realización se ha consti- 
tuido el Banco, carácter que no tiene la actuación judicial 
del mismo: p. 258. 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL ( 2 ). 
Principios generales, 

L El Congreso tiene facultades para dotar al Banco Hipo- 
tecario Nacional de todas las prerrogativas que considere 
necesarias o convenientes para el mejor resultado de sus 
operaciones y para substraerlo a las normas provinciales, 
siempre que no se afecte alguna prohibición de la Const. 
Nacional. Asi. no son oponihles al Banco las leyes provin- 
ciales en lo referente al procedimiento que aquel debe seguir, 
según su ley orgánica, para el depósito judicial del saldo 
de precio cuando median embargos: p. 534. 



(1) Ver Umbiíní Impuesto, 1. 

(2) Ver también: Juriidicctfn j rompetencm, 8, 26; Rüi-ursíi es- 
traordinurio, *5. 
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Régimen legal. 

2. La obligación de poner el sobrante a disposición da loe 
jueces respectivos, que el mi. 76 de la ley 8172 modificado 
por la ley 10.676 impone al Banco Hipotecarin Nacional, 
queda cumplida por este, eu el caso de existir varios embar- 
gos, con el depósito de los fondón en el Banco de la Nación 
a la orden conjunta de aquéllos. No incumbe al Banco dilu- 
cidar la prefación de los embargos para hacer el depósito a 



CAMARA DE ALQUILERES. 

Ver: Constitución Nacional, 20. 

CAMINOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 13. 

CIUDAHIA 7 NATURALIZACION 

Ver: Ley de sellos, 2; Recurso extraordinario, 32. 

CLAUSULA PENAL. 

Ver: Renuncia. 

COMERCIO INTER PROVINCIAL 

Ver: Constitución Nacional, 52; Provincias. 

COMPENSACION. 

L El crédito invocado por el ocupante de un lote fiscal en 
concepto de mejoras introducidas en éste, cuya existencia 
y valor no han sido formalmente reconocidos por represen- 
tante de la Nación autorizado para ello, no es compensable 
con el crédito del Pisco por derecho de pastaje: p. 214. 



COMPRAVENTA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5, 30; Renuncia. 
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Ver: Patronato nacional. 
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CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, G, 45, 54; Impuesto, 4. 

COHSTITUCION NACIONAL 
Principios generales. 

1. No debe considerarse a la Nación como un solo territorio 
para un so.o pueblo únicamente con el objeto de oponerse 
a las extralimitacioncs de la potestad fiscal de las provin- 
cias, sino también en favor de la plenitud de dicha potea- 
tad, que es ta base material de sustentación de las autono- 
mías estaduales: p. 521. 

Control de constitucionalidad. 
Facultades del Poder Judicial. 

2. No siendo el monto det sellado exorbitante, la determi- 
nación del mismo queda iibrada a la prudencia legislativa, 

(nauacepuble de revisión judicial: p. 113. 

Ibierés púa Impugnar ta constttncionilidad. 

3. La alegada desigualdad de derechos que otorga a los 
propietarios el deerelo 18.200 no autoriza al arrendatario a 
interponer el recurso extraordinario fundado en el art. 16 
de la Gonst. Nacional : p. 7G. 

4. La violación del principio de la igualdad no puede ser 
invocada por quien no ha sido víctima de e.la: p. 71. 

0. No procede tomar en consideración las impugnaciones 
de orden constitucional formuladas contra el decreto 33.302/ 
45 con motivo de disposiciones del mismo extrañas a la 
materia del litigio; como lo son los arta. 48, 49, 62, 77 en 
un juicio sobre cobro del sueldo anual complementario es- 
tablecido por el art. 45: p. 430, 

Impuestos y coa tribu clones. 

6. No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
que desestima la impugnación de la valuación de un in- 
mueble, aun cuando se haya alegado la eoufiscuioriedad 
del impuesto territorial, por no estar n unidos los extre- 
mos necesarios para el ejercicio del control de constitucio- 
nalidad: p. 124. 



C») Ver también; Costa.; Impuestos, B. 
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Derechos y garantías. 
Defensa en Juicio. 

Procedimiento y sentencia, 

7. La negativa del tribunal de segunda instancia a decretar 
prueba referente a la prescripción no vulnera — en princi- 
pio — la garantía de la defensa en juicio, con más razón 
si el recurrente pudo solicitarla en el transcurso del juicio: 
p. 183. 

8. No existe violación de la defensa en juicio si fué oído el 
procesado y fueron recibidas las pruebas ofrecidas en bu 
descargo: p. 253, 

9. La denegación de una prueba que, ante la interpretación 
atribuida por la sentencia al art. 3' de la ley 12.713, sería 
ineficaz pura modificar la decisión, no importa violación 
de la defensa en juicio: p. 96. 

Le>j anterior ji jueces naturaUs. 

10. El art. 18 de la Const. Nacional no se opone a que sea 
uno eu vez de otro ó<¡ los jueces permanentes el que inter- 
venga en la causa con arreglo a lo que establezca las leyes 
procesales: p. 225. 

11. El art 18 de la Coitst. Nacional es ajeno a la cuestión 
referente a saber si ante lo dispuesto por la ley 12.833 co- 
rresponde a los jueces federales o a los ordinarios de la Ca- 
pital conocer en las causas sobre infracciones a la lev 12.591 
en que medió resolución condenatoria del 1\ E. : p. 30. 

12. El art. 18 de la Const. Nacional es ajeno a la cuestión 
referente a saber si en una causa sobre infracción a la ley 
I2.71;i es competente la justicia correccional o la del tra- 
bajo de la Capital con arreglo a tas respectivas normas 
locales cuya interpretación no incumbe a la Coi-te Supre- 
ma: p. 96. 

Derecho de propiedad. 

13. El permiso para instalar un negocio obtenida bnjo una 
determinada reglamentación de policía municipal no com- 
porta un derecho adquirido u que las condiciones de la 
respectiva explotación no sean modificadas en el futuro: 
p. 71. 

14. El derecho de propiedad, como los otros derechos in- 
dividuales, está supeditada en sus alcnnces y modos de ejer- 
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cicio a loa que requiera el orden público. Es inviolable en 
cuanto su ejercicio no obste al bien común, fundamento de 
todo derecho individual, y, por ende, anterior y superior 
a ellos: p. 430. 

15. La jurisprudencia de la Corte Suprema ha limitado a 
los casos de derechos acordados por actos administrativos 
reculares la protección de las cláusulas constitucionales re- 
ferentes a la propiedad y a la defensa en juicio: p. 178. 

16. En caso de grave perturbación económica y social es lí- 
cita la reducción por el Estado de los alquileres y la prórroga 
de los contratos de locación. La rebaja de los arrendamien- 
tos que no priva de renta a los propietarios, aunque ella 
sea inferior a la de ciertos títulos de renta pública, es cons- 
titucional: p. 10. 

17. La imposición al empleador de la obligación de pasar 
a sus empleados que se retiran voluntariamente una retri- 
bución proporcionada a su antigüedad - es, en príneipio, 
violatoria del derecho de propiedad : p. 454. 

18. La fijación de un precio de venta inferior al de adquisi- 
ción del artículo por el vendedor, establecido por el P. E. 
en ejercicio de las facultades que le acuerda la ley 12.501 
no es violatoria del derecho de propiedad: p. 2S2. 

Igualdad. 

19. La excepción de las rebajas acordadas a los edificios 
nuevos no es inconstitucional s p. 10. 

20. No contraría la garantía de la igualdad ante la ley la 
reducción de los alquileres impuesta sobre el monto de loa 
cobrados en diciembre de 1942. Las desigualdades que pu- 
dieran resultar del establecimiento de ese punto de referen- 
cia fijo y general están subsanadas por la facultad acorda- 
da a la Cámara de Alquileres de modificar Un porcientoa 
de rebaja en casos excepcionales debidamente justificados: 
p. 10. 

Comtitucionalidad e inconstitucionalidad. 

Leyes nacionales. 

31 Es inadmisible la impugnación de la ley 11.729 fundada 
cu el ari. 16 de la Const. Nacional y en la circunstancia 
de que el empleador realiza aportes a la respectiva caja 
de jubilaciones: p. 474. 
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22. La ley 4144, de expulsión de extranjeros, es constitu- 
cional: p. 39. 

23. El art. 67 del decreto 33.302/45 aplicado respecto do 
empleados despedidos con posterioridad a la videncia da 
aquel no es violatorio del art. 17 de Ja Const. Nacional: ps. 
474 y 481. 

Impositivas. 

24. No es inconstitucional la reposición de $ 3 por llana 
exigida para las actuaciones tinte los tribunales de seirunda 
instancia en la Cap. Federal: p. 113. h 

Proetsatet. 

25. La facilitad atribuida al Jefe de Policía de la Can Fe- 
deral para dictar edictos sobre faltas, establecer y aplicar 
sanciones Plumarias dentro de los límites fijados por el 
art 27 del Cod. de Proccds. Criminales no es violatoria de 
la Const. Nacional ¡ p. 253. 

rana*. 

26 La ley 4144 sobre expulsión de extranjeros no es con- 
traria a loa arta. 14. 20 y 95 de la Const. Nacional: p. 408' 

^an^VW r° S : nf " n ? cio " aI «* ^ben 'espetar las disposi- 
iTn lí J i i c ". va «wpwmacfa sobre toda, 

las normas de derecho positivo asegura el art, 31 de la mis- 
ma . p. ci4. 

Decretos ucioiuUea. 
Ejército y armada. 

28. Los decretos 29.375/44 y 19.285/45, reformatorios de 
la ley orgánica del ejército, ratificados por Ja lev 12.913, no 
son inconstitucionales por razón de su origen; p" 263. 

Impuestas Internos, 

29. Es inválida la reglamentación general — art. 35, inc. 4*, 
ap. 2» del tít. II — qne establece que los cigarros en infrac- 
ción en cuyos anillos vitolas no figura leyenda alguna re- 
ferente a su origen nacional, pagarán el mavor impuesto 
correspondiente a los importados: p. 380. 

30. El art. 23 del tít. VII de la Reglamentación General de 
Impuestos Internos es constitucional: p. 495. 
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Jubilación?» y pauiown. 

9L Ratifi.-a.lo el decreto 26.214/44 por la ley 12.021. debe 
desestimarse la meonstitucioualidod del primero fundada 
en el origen del mismo: p. 332. 

32. El decreto 26.214/44, cu cnanto excluye el cómputo de 
las remuneraciones extraordinarias para establecer el mon- 
to de la jubilación, no es viotatorio de la igualdad asegura- 
da por el art. 16 de ia Const. Nacional; p. 3.')2. 

Patio». 

33. El decreto 4297/44, de creación de los tribunales de fal- 
tas de la ciudad de Buenos Aires, no es inconstitucional por 
razón de su oripen: p. 184. 

34. El decreto 26.527/44, en cuanto excluye de los beneficios 
del art. 4* del decreto 1580/43 a los locatarios de inminables 
de propiedad de Estado o de sus entidades autárquicas cuan- 
do estas los requieran para sus propias necesidades y con 
destino a uso público, no es velatorio del art 16 de la Const. 
Nacional: p. 22. 

36. El decreto 20.942/44, que nidifica el art. 52 del Cód. 
Penal, es válido por razón de su oripen: p. 562. 

36. Una vez dictada sentencia de desalojo no puede impe- 
dirse su cumplimiento por aplicación de las normas que ni 
efecto pudieran dictarse que serían violatorias de los arta. 
17 y 18 de la Const. Nacional. No importa que en el curso del 
jucio se formulara reserva de acogerse al decreto 21.876, 
si la invocación efectiva del mismo es posterior al fallo final 
de la causa i p. 25. 

37. El decreto 33.302/45 no es inconstitucional por razón 
de su origen: p. 430. 

38. El urt. 45 del decreto 33.302/45, en cnanto impone a los 
patrones la Obligación imprevista de papar el sueldo anual 
complementario Correspondiente al ejercicio de! año lí>45, 
concluido cuando se promulgó el decreto, comportú ujia 
relroactividud requerida por exigencias de orden público, 
frente a la cual no existen derechos adquiridos. Por ello 
la norma mencionada no es violatoria de las disposiciones 
de lo Const. Nacional que aseguran el derecho de propie- 
dad: p. 430. 

39. El art. 45 del decreto 33.302 '45 no es violatorio del art. 
16 de la Const. Nacional ¡ p. 430. 
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40. Los decretos 32.347/44 y 33,302/45 son válidos por ra- 
zón de su origen: p. 481. 

41. El decreto 24.846/44, que n .nidifica el sistema de tarifas 
a establecerse, por las ¿«¡misiones «le salarios creada por la 
ley 12.713, no es inconstitucional por razón de su origen: 
p. 222. 

42. El decreto 0375/43 referente a la división del territorio 
de í.ns Andes no os inconstitucional por razón de su origen: 
p. 225. 

43. El art, 40 del decreto 7G18/44, en cnanto da derecho 
al perioilista que se retira voluntariamente a cobrar a sn 
empleador una retribución proporcionada a la antigüedad 
en el servicio que dicho precepto denomina impropiamente 
"indemnización", y en cuanto dispone (pie a efecto de calcu- 
larla se computen tanto los servicios prestados ítníes como 
después de la vigencia del decreto, no es violatorio del art. 
17 de la Const. Nacional : p. 454. 

44. El decreto 1740/45 no es inconstitucional por razón de 
su origen ni es violatorio del derecho de propiedad en cnan- 
to obliga a los empleadores a eonceder vacaciones pagas 
atendiendo a servicios prestados con anterioridad a su san- 
ción, con respecto a los cuales aquél pudo considerar defini- 
tivamente liquidadas sus obligaciones-, p. 46(3. 

45. A falta de prueba demostrativa de que la aplicación del 
art, 45 del decreto 33.302/45 es ruinoso para el patrón, co- 
rresponde rechazar la impugnación fundada en esa circuns- 
tancia y en las disposiciones de 9a Const. Nacional que ase- 
guran la libertad de trabajar y comerciar: p. 430. 

46. Habiéndose reconocido y declnrado por In ley 12.P-48 la 
validez y obligatoriedad del d reto n° 32.347/44 relativo a 
la creación de los tribunales de la justicia del trabajo con 
efecto retroactivo a la fecha de la publicación del mismo y 
sin interrupción alguna desde entonces. !o que no es cons- 
titnrioHalrrr-nte objetable por tratarse de normas de derecho 
público contra 'as que no existen derechos adquiridos, co- 
rresponde rechazar ín impugnación fundada en la inconsti- 
turinunlidad fie dicho decreto pnr razón de su origen, como 
también las objeciones basadas en los arts. 17, Í15 y eoncor- 
dantes de la G<tnstftncÍÓSt y en la designación dr* los jueces 
por el gobierno de fncto: p. 06. 

47. El decreto 3362/45 no es inconstitucional por razón de 
ru origen: p. 320. 



CONST'TUCIOS .VACCOKAI. 



í*«T** proTíaciil*». 

0Ml« Fe. 

48. No habiendo sobre el punto legislación del Congreso 
para todo el país debe admitirse que Ja disposición del decre- 
to T. 14 del 31 de julio de 1043, dictado por el Interventor 
Federal en Suntu t>, por la cual se establece el arbitraje 
obligatorio para la solución de todos los conflicto» y dife- 
rencins de carácter colectivo que se susciten entre empleado- 
res y trabajadores, hállase de/itro de los límites de las atri- 
buciones de las provincias ¡ p. 497. 

Xmpowtoi y contribuciones provinciale». 
Coimtrcio e industria. 

49. Para ser constitucional el impuesto provincial a la in- 
dustria debe recaer verdadera y solamente sobre la riqueza 
creada por la actividad industrial y guardar con ella equi- 
tativa y efectiva proporción. La venta de los productos ex- 
traídos y elaborados es un índice razonable de esa riqueza, 
pues ellos son valores económicos en tanto en cuanto satis- 
facen necesidades o conveniencias: p. 521. 

60. La ley 4198 de la Prov. de Hs. Aires na grav a la venta en 
extraña jurisdicción de los productos elaborados en el te- 
rritorio de aquélla sino que se limita a tomarla como índice 
del valor de la producción industrial para aplicar el impues- 
to correspondiente a cata, el cual conserva su especificidad. 
Kilo no importa violación de la Const. Nacional mientras el 
régimen del gravanfen no obste o perturbe la libre ejecución 
del acto de venta o lo supedite a sus exigencias o interfiera 
la salida de los productos fuera de los límites de ¡a provincia 
o imponga de algú.i modo normas al comercio interprovin- 
cial y siempre que se trate de impedimentos o influencias 
distintos del mero reflejo económico que todo impuesto a la 
producción, a 1a industria o al capital en iriro tiene sobre 
la negociación ulterior de los productos: p. 521. 

Cewmo y produeoión. 
Bttrnoj Alrot. 

61. El impuesto a la introducción de las mercaderías co- 
brado por aplicación del decreto reglamentario de la ley 
8907 de la Prov. de Bs. Airea y declarado inconstitucional 
por la Corte Suprema no es el mismo que el dictamen al 
expendio de esas mercaderías que, por aplicación de una 
nueva reglamentación de dicha ley, se intenta cobrar por 
la venta de aquéllas efectuada después que terminó su cir- 
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culación territorial. Ambos difieren esencialmente por su 
razón de ser, de manera que la mencionada sentencia de la 
Corto Suprema datada en un juicio entre las mismas partea 
y con motivo de las mismas mercaderías, no produce efecto 
de cosa juzgada respecto de la situación planteada con mo- 
tivo de! nuevo cobro y no resulta violada por el fallo del 
tribunal provincial que. declara la validez del nuevo grava- 
men y la procedencia de su cobro: p. 414. 

fflrtmirr'i 

52. El tributo establecido por los arts. 1» y 2" de la ley 
718 de la Frov. de Catamarán es un impuesto a la explotar-ion 
de bosques (pie se aplica con preseindeuein de que baya o 
no transferencia y de que se exporte o no de la provincia 
lo que con ella se oblicué; es decir, que se tratu de un gra- 
vamen a la producción constitucionalmente inatacable des- 
do el punto de su objeto. Lo que Ja ley respectiva dispone 
en cuanto a la oportunidad del pago y las medidas que adopta 
para lograr su percepción antes de que ta riqueza sobre Ja 
cual reeac Haiga del territorio provincial, no autoriza a ca- 
lificarlo de impuesto a la venta ni a la exportación m a 
considerarlo violatorio de las normas constitucionales cobre 
el comercio iuterprovincial : p. 363. 

Ordenanzas municipales. 

63. La reforma del art. 22 de la ordenanza municipal de la 
ciudad de Bs. Aires n' 12.245 por el decreto 7233/46 no es 
violatoria del art. 17 de la Const. Nacional por la circuns- 
tancia de haber alterado el régimen bajo el cual el recurrente 
había obtenido el permiso correspondiente para explotar bu 
negocio: p. 71. 

Efectos de la declaración de inconstitucionalidad. 

64. La declaración de que determinada contribución de rae- 
joras es confiscatoria no es óbice para que, previo reajuste 
del mlonto del gravamen por los organismos pertinentes, a 
fin de ndaptarlo al máximo compatible con la garantía de la 
propiedad, sea nuevamente cobrado al contribuyente: p. 296. 
56 Las sentencias que declaran inconstitucional un impuesto 
no impiden necesariamente a las provincias la nueva per- 
cepción del mismo, si ello puede hacerse sin infringir loa 
principios y garantías aplicados en la resolución judicial, lo 
que puede' ocurrir cuando la invaliden del gravamen pro- 
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venga de las modalidades de su aplicación y no de la eareneia 
de Facultades para establecerlo: p. 414. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 25. 

CONTRATO DE TRABAJO ('). 

1. La regulación Ies;»! de las condiciones de! trabajo de los 
asalariados se propo te compensar Ta situación de inferioridad 
de estos respecto de sus empleadores en la convención retu- 
tiva a ta prestación de sus servicios, obteniendo del emplea- 
dor lo que se considera serI-> debido en justicia ;il asalariado 
y (pie éste no puede lograr mediante el contrato privado 
por la situación desigual en tpie se encuentra: p, 430 

2. El sueldo anual conJpIcincntario (pie establece el art. 45 
del decreto 33.102/45, es uno compensación del trabajo del 
año, que se agrega a ía ordinaria y es por su naturaleza dis- 
tinta e independiente de ésta. Tiene por objeto proporcionar 
al asalariado la percepción al fin del año de una suma global 
que, por el modo de liquidársela, no se Imite afectada a la 
atención de las necesidades cuotidianas ordinarias v le per- 
mita una cierta independencia con respecto . la estrecha re- 
lación del salario con dichas necesidades: p. 430. 

S. Los pationes y obreros tienen, respectivamente libertad 
para contratar o no trabajo ajeno para la propia empresa y 
de ofrecer o no el propio trabajo. Establecida la relación 
contractual, tanto las bases sobre las cuales debe descansar 
cuantc fa regulación ulterior del modo cómo el trabajo ha 
de realizarse y cómo hahrán de ser resueltos los conflictos 
que se susciten durante su prestación, no están librados a la 
voluntad de las par* «s sino a la reglamentación que dicte 
el poder público, en cumplimiento de los deberes de justicia 
distributiva y del fin inmediato de la autoridad, que es el 
establecimiento y resguardo del orden pul. 'ico y de la paz 
norial. La voluntnd de las particulares queda, pues, subor- 
dinada a un conjunto tal de disposiciones leales ineludibles, 
que sólo artificiosamente podrían ser equiparadas las rela- 
ciones referentes a la prestación del trabajo a lo que en el 
régimen de la legislación civil es el contrato de locación 
de servicios. La regulación general y penr.fcinente de las 



(»> Ver tnmhiín: Constituriou Nacional, IX ; l'rovinoiim ¡ Rwurtk- 
extraordinario, 19. 
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relaciones entre asalariados y empleadores es. por su natu- 
raleza, materia propia del derecho privado, si bien presidida 
por e! doble interés público de que el trabajo humano esté 
siempre a cubierto de tener que subordinarse al interés de 
la explotación para la cual se lo requiere, y de que ésta se 
conslituya de tal m do que el inferes particular de los em- 
pleadores y empleados se ordene concertadamente al aope- 
nor interés social que la obra realizada eon el aporte de 
unos y otros debe servir. Lo concerniente a las condiciones 
en que se trabajará en cada circunstancia, o sea la policía 
de! trabajo, es materia del derecho público: p. 497. 

CONTRIBUCION DE MEJORAS. 

Ver: Constitución Nacional, 54; Impuesto, 4; Recurso ex- 
traordinarin. 24. 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 6; Gobierno de facto, 2, 3. 

CORREOS Y TELEGRAFOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1. 

COSA JUZGADA. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 51, 55; Recurso extraordi- 
nario, 21. 

COSTAS (»). 
Naturaleza del juicio. 
Expropiación, 

1. Las costas del .inicio de expropiación deben ser papadas 
con nrreplo a lo dispuesto por el decreto 17.920/44, que es 
constitucioiialmente válido: p. 143 y 158. 

CUESTION ABSTRACTA. 

Ver: Constitución Nacional, 5. 

(i) Ver también: Juríjdicciúii y competencia, 27. 
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CUESTION JUSTICIABLE. 

Ver: Constitución Nacional, 2; Recurso extraordinario, 2, 3. 
CUESTION POLITICA. 

Ver: Gobierno de facto, 2, 3; Jurisdicción y competencia, 
22; Recurso extraordinario, 3. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Responsabilicé J del Estado. 
(HnmUdadn. 

1» El Estado es responsable por el acto de uno de ru» en* 
pleados que procediendo con culpa o neslÍRCncia y en ejer- 
cicio de sus Funciones ha producido un daño a otro emplea- 
do: p. 343. 

Determinación de la indemnización. 

3. Pora determinar e! monto de la indemnización del daño 
causado a loa padrea por la muerte del hijo que contribuía 
al mantenimiento de ios miamos, no debe considerarse el 
porvenir del fallecido con preaeindencia de sus propias acti- 
vidades y su ayuda a sus padres: p. 343, 

DECLARACION JURADA, 

Ver: Impuesto a los réditos. 

DECRETO - LEV. 

Ver: Gobierno de facto, L 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 7, 8, ÍK 11. 15; Expulsión de 
extranjeros, 2; Recurvo extraordinario, 2. 

DEFRAUDACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20, 30; multas. 



(i) Ver también; Expropi«ci6n, 2, 
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DELITOS COMUNES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 13. 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 

DELITOS POR MEDIO DE LA PRENSA 

Ver: Jurisdicción y comlpetcncia, 13, 31, 32. 

DELITOS QUE COMPROMETEN LA PAZ Y LA DIGNI- 
DAD DE LA NACION ('). 

1. Las mnnifesi aciones verbales o escritas del pensamiento 
no están comprendidos en el concepto de actos hostiles a que 
se refiere el art 219 del Cód. Penal. 

Resuelta la camsa por aplicación de la jurisprudencia de la 
Corte Suprema «obre el alcance del art. 219 del Cód. Penal 
y no formulado por el apelante juicio critico alguna de la 
misma, y teniendo adenitis la sentencia apelada fundamento» 
de hecho, debe confirmársela i p. 78. 

DELITOS Y FALTAS CONTRA LA SEGURIDAD T EL 
TRAFICO FERROVIARIO. 

Ver: Recurso extraordinaric, 34. 

DEMANDA. 

Ver: Prescripción, 4. 

DEMANDA CONTENCIOSA 

Ver: Impuesto* Internos, 2, 3. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION (% 

1. Los terceros titulares de derechos sobre la cosa expro- 
piada pueden intervenir en el juicio de expropiación seguido 
contra el propietario, sin que pueda exigirse!* la previa re- 
clamación administrativa que prevé el art. 1* de las leye* 
3.952 y 11.634: p. 94. 

DENUNCIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 58. 



(V) Ver también: ExpahlÓn de extranjero», 2. 

( s ) Ver también: Kccurso ordinario de apelación, 3. 
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DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional, 13, lfí, 23, 3(5. 38, 43. 44; Ju- 
bilación de empipados nacionales, 2; Ley de sellos. 1; Pen- 
siones militares. 2. 3, 4. 

DERECHOS DE PASTAJE. 

Ver: Prescripción, 5; Tierras núblicas,2. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacionnl. 14. 15, lfi. 17, 18, 23. 36, 38. 43, 
44; Ley de sellos, 1; Recurso extraordinario, 28. 

DESACATO. * 

Ver: Jurisdicción y competencia, ID. 31, 32. 
DESALOJAMIENTO 

Ver: Constitución Nacional, 34, 3G; Recurso extraordina- 
rio, 9, 15, 59. 

DESPACHANTE DE ADUANA. 

Ver: Aduana, 7. 

DESPIDO. 

Ver: Acumulación de beneficios, 2. 4; Constituyó» Nació* 
nal, 21. 23. 

DOBLE IMPOSICION 

Ver: Impuesto, 2, 3. 

DOMICILIO ('). 

1, A semejanza de lo que ocurre ron la posesión, el domicilio 
real puede conservarse "sólo ánimo", líl traslado de la resi- 
dencia, por larga que sea su duración, no importa por sí 
sólo camino de aquél. Para ello requiérese 1a intención de 
adquirir otro domicilio y que ella resulte en forma ulara e 
indudable de las circunstancias de cada caso: p. 22Í). 

2. No procede admitir otros casos de domicilio local que los 
taxativamente especificados en el art. !)0 del Cód. Civil o 
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en otras leyes; por lo que no procede atribuir al socio colec- 
tivo de una firma el domicilio que ésta tiene: p. 229. 



EDICTO POLICIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 25. 

EJERCITO. 

Ver: Constitución Nacional, 28. 

ELECCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 
EMBARGO. 

Ver: líaneo Hipotecario K nido nal, 2. 
EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Acumulación de beneficios, 2, 4; Constitución Nacio- 
nal, 21, 23. 

EMPLEADOS PUBLICOS 0). 

Nombramiento y cesación. 

1. La participación directa o indirecta en las ludias política» 
es causa de reiijDción de los secretarios de los jueces fede- 
rales: p. 565. 

2. La preferencia establecida por la acordada de la Corte 
Suprema de fecha 17 de setiembre de 1!)45 en favor de lo» 
empleados judiciales que esitún en condiciones de ocupar por 
ascenso el cargo vacante no eslá suspeditada a la "absoluta 
confianza" que merezcan al juez: p. 5G5. 

EXHORTO. 

Ver: Perdición de instancia, 2. 

EXPORTACION. 

Ver: Aduana, 7. 



{!) Ver también; .lut-ecs, l; Recurso estrsortlinario, 2. 
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BXPBOPIAOION C). 
Principio! generales. 

1. La facultad de expropiar del gobierno federal no está 
■OBpedítada al consentimiento de las provincias, ni aun cuan- 
do los bienes afectados estuvieran destinados a fines de uti- 
lidad pública cu el orden local ¡ p. 5G8. 

Indemnización, 
0«neraUd*dea. 

2. El resarcimiento correspondiente al dueño de la cosa 
expropiada no tiene por objeto ponerla en condiciones de 
substituirla por otra fundamentalmente igual. Aquél debe 
ser fijado con referencia a la fecha de la demanda o de la 
ocupación del bien por el expropindor cuando ésta es ante- 
rior a ta estimación de ios peritos, y con prescindencia de 
la valorización o desvalorizaron experimentada por la pro- 
piedad y el dinero entre esas fechas y la de la sentencia. La 
demora en el papo sólo da derecho a cobrar los intereses 
respectivos, a menos que la indistponibiltdad de la suma res- 
pectiva hubiera causado un perjuicio concreto distinto de 
ta mera improductividad del capital: p. 164. 

Determinación del valor real. 

3. No habiendo los peritos practicado unidos la tasación y 
careciendo de base para comparar razonablemente las con- 
clusiones contradictorias de los mismos, lebe juzgarse Bus 
dictámenes con sujeción a sus propios fundamentos y tenien- 
do en cuenta los antecedentes de ventas de tierras de aná- 
logas características así como el precio por el cual en feuha 
reciente los dueños del inmueble lo ofrecieron en venta a la 
Nación r p. 158. 

4. No habiendo los peritos practicado unidos la tasación y 
careciendo de base para comparar razonablemente las con- 
clusiones contradictorias de los mismos, dehe juzgarse sus 
dictámenes cou sujeción a sus propios fundamentos y te- 
niendo en cuenta los antecedentes de ventas de tierras de 
análogas características, así como la de tratarse de una ex- 
propiación que interrumpe forzadamente una explotación 
ganadera en n.tarclia: p. 143. 



(i) Ver tnmbiín: Costas: Demandas contra la Nación; Hoiiora- 
rioi do abogados y procuradores; Intereses, 1; Jurisdicción J compoteo- 
fii», 28: Prueba, 2; Recurso extraordinario, 14. 



EXPULSION DE EXTRANJEROS 



C, El precio pagado por el Gobierno Nacional como com- 
prador de una chacra lindera con la que Be expropia no 
impide ta fijación de una cantidad mayor con respecto a 
esta última ai todas las operaciones relativos a tierras seme- 
jantes citadas por los peritos arrojan un promedio superior. 
Para determinar el precio a pagarse debe tenerse presente 
la relación inversa existente entre la extensión y el valor de 
los inmuebles, y también que el criterio del valor potencial 
fundado en las posibilidades de una subdivisión no es admi- 
sible sin serias reservas referentes a la extensión que será 
necesario destinar a calles y al riesgo de que no todas las 
operaciones se finiquiten con puntualidad: p. 188. 

Cobro de U Indemnización. 

6. No procede ia oposición al retiro de los fondos deposita- 
dos como precio del bien expropiado, sobre la base de que 
los propietarios del mismo no lian satisfecho el impuesto a 
las ventas establecidos por la ley local por no tratarse de un 
gravamen que afecte al inmueble y para cuya percepción 
no corresponde ocurrir a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema: p. 532. 

Expropiación Indirecta. 

7. La expropiación declarada por ley no faculta al dueño 
para obligar al Estado a hacerla efectiva sobre un bien no 
ocupado por éste, respecto del cual tampoco ha mediado res- 
tricción o perturbación del ejercicio del derecho de propie- 
dad por su titular. Ello, sin perjuicio del derecbo que pudie- 
ra corresponder al propietario para reclamar la reparación 
de los daños y perjuicios concretos — no potenciales — que 
le hubiera ocasionado la expropiación autorizada y no reali- 
zada: p. 199. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS (»). 

1. El P. E. no puede coiustitucionalmente expulsar del país 
al extranjero sometido a proceso ante los tribunales de jus- 
ticia ni, a fin de asegurar su expulsión, mantenerlo detenido 
durante la tramitación de la causa. Tampoco puede disponer 
la expulsión sin oírle previamente, obligación que no pro- 
cede dar por cumplida por la sola intervención del extranje- 
ro en dicho proceso. 

La resolución Vil de la Conferencia Intcramericana sobre 



(l) Ver tambiún: Conatitución Nacional, 22, Sfl; Ha be tu eorpui. 




problemas de la guerra y de la paz no ae opone a esas con- 
clusiones ni podrían constitucionalmente oponerse, lo mismo 

reí Acta de Chaputtcpec y ia Carta de las Naciones TJni- 
: p. 84, 

S. EL solo hecho de que un extranjero haya sido objeto 
1 de una condena criminal en el país no autoriza, en general, 
a prescindir del requisito de la audiencia previa cuando se 
trata de ordenar su expulsión. Corresponde exceptuar de 
esa regla al que fué condenado por infracción al art. 219 
del Código T'enal, ca&0 en el cüai Ia audiencia carece de 
objeto: p. 408. 

r 




FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Jueces, L 

FALTA DE ACCION. 

Ver '. Impuestos Internos, 10. 



FALTAS V CONTRAVENCIONES. 

Ver: Constitución Nacional. 25. 

FERROCARRILES ('). 
Contribuciones, impuestos y tasas. 
CMisnlldsdet. 

1. La inclusión de un bien en ta cuenta capital de una 
empresa ferroviaria no es por sí sola decisiva para substraerlo 
a la facultad impositiva det Estado; p. 546. 

3. Aun cuando l'ig* H en la cuenta capital de la empresa 
ferroviaria y este afectado a la explotación de esta, a falta 
de prueba referente al carácter y a las condiciones de la 
afectación y Ir inclusión a'udidns y de convenio que liberase 
al dueño, no procede declarar exento (leí pajro det impuesto 
territorial durante ese tiempo, al inmueble ocupado por el 
ferrocarril para el servicio d*> su línea, cuya esL-rituraL-tón 
a su favor se efeetuó varios años despu.'s: p. 546. 



{»> Ver trimbii'-n; .Turiídicci/jn y pompett>nci:i, 1.1; Rocutüo «i- 
tr.iOT(I¡n:ir¡o, 34. 
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a 

GASTOS DE JUSTICIA. 

1. Los pastos de los peritos, proporcionados al trabajo en- 
comendado, deben pagarse con independencia de los honora- 
rios que corresponda regular por el dictamen: p. 77. 

GOBIERNO DE FAOTO (>). 

1. Los decretos-leyes dictados por el gobierno de [acto son 
válidos, por razón de au origen, y continúan siéndolo du- 
rante el gobierno constitucional subsiguiente aunque no ha- 
yan sido ratificados por el Congreso: p. 562. 

2. Los gobiernos de hecho tienen facultades legislativas en 
la medida necesaria para gobernar. La determinación de esa 
necesidad en cuanto a la extensión u oportunidad es cuestión 
política ajena al poder judicial, al cual corresponde, sin 
embargo, ejercer el control de la constitucional idad con res- 
pecto al contenido de las sanciones emanadas de esos gobier- 
nos, pues la Constitución es ley supremfci tanto para ellos 
como para los legalmente establecidos: p. 184. 

3. Los gobiernos de hecho tienen facultades legislativas en 
la medida necesaria para gobernar. La determinación de 
esa necesidad en cuanto a la extensión y oportunidad es 
cuestión política ajena a las atribuciones del Poder Judicial, 
al que corresponde, sin embargo, ejercer el control de cons- 
titucionalidad con respecto al contenido de las normas pro- 
venientes de dicho gobierno del mismo modo que si hubieran 
emanado de uno legalmente establecido: p. 225. 



H 

HABEAS CORPUS ( 2 ). 

1. Corresponde confirmar la sentencia que rechaza el habeos 
corpus deducido a favor del extranjero no detenido aún 

(I) Ver también: Constituí iln Nacional, 28, 31, 35, 37, 40, 41, 
4Ü, 41}, 47, 4S; Intervención federal; Jurisdicción y competencia, 22, 
(=) Ver también; Servicio militar, 2. 
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cuya expulsión na sido decretada por el P. E. No obsta a 
ello la circunstancia de que en la instancia extraordinaria 
ante la Corte Suprema se compruebe que con posterioridad 
a la sentencia recurrida se haya producido la detención, sin 
audiencia del interesado: p. 30. 

HONORARIOS (')• 

Empleados a sueldo de la Nación. 

1, La aceptación del cargo por el perito durante la vigencia 
de una ley que le impide percibir honorarios no comporta 
formalización por parte de aquí! del compromiso de no 
cobrarlos ni adquisición por el Fisco del derecho a no pa- 
garlos. £1 perito que aceptó el cargo durante la vigencia 
de la ley 11.672, que estableció un impedimento para cobrar 
honorarios, y presentó su informe mientras regla la ley 12.578 
que suprimió dicho impedimento, tiene derecho a exigir el 
pago del honorario correspondiente a su trabajo: p. 311. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

1. La fijación del monto de los honorarios de los abogados 
y procuradores en los juicios sobre expropiación no debe 
hacerse con sujeción al arancel establecido por el decreto n* 
30.439/44, sin perjuicio de tener presentes las escalas que 
en él ae establecen para Ioh demás trabajos judiciales, a 
fin de procurar la justicia de una proporcionada equipara- 
ción de sus reculaciones en estos casos con las de aquéllos 
contemplados en el decreto: p. 164. 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Ver: Gastón de justicia; Prueba, 1. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 15, 24. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 4, 19. 20. 21, 32, 34, 39; Re- 
curso extraordinario, 9, 26. 



(1) Ver también: Locación de servicio», 1. 
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IMPORTACION. 

Vpt : Aduana. 1, 2, 3, 4. 

IMPUESTO ('). 

Facultades imjioaitivaí de la Nación, provincia» y maniei- 
palidades, 

1. La Const. Nacional no impide a las provincias ni a los 
municipios crear gravámenes que alcancen al Banco de la 
Nación en la medida que las leyes nacionales no lo eximan 
de ellos y en tanto que los tributos aplicados sean módicos 
y no constituyan un entorpecimiento para ta marcha de) 
misma : p, 258. 

Concurrencia. 

3, La superposición de un legítimo impuesto provincial con 
respecto a otros de la misma especie de distintas jurisdic- 
ciones no es inconstitucional : p. 521, 

3. El impuesto al vino y la patente establecidos respectiva- 
mente por las leyes 3906 y 3907 de la Proy. de Buenos Aire» 
recaen sobre dos formas distintas de actividad, por lo qne 
no existe doble imposición por Ib misma causa: p. 414. 

Coníiscadión. 

4. Para determinar la eonfiseatoriedad de la contribución 
de mejoras debe confrontarse la valorización del inmueble 
producida por ellas con la totalidad del gravamen y no con 
el pago parcial cuya repetición se demanda: p. 296. 

IMPUESTO AL COMERCIO E INDUSTRIA, 

Ver: Constitución Nacional, 49, 50, 

IMPUESTO AL CONSUMO. 

Ver: Constitución Nacional. 51; Impuesto, 3. 

IMPUESTO A LA EXTRACCION. 

Ver: Constitución Nacional, 52. 

IMPUESTO A LA INTRODUCCION. 

Ver: Constitución Nacional, 51. 



(l) Ver también: Conititurión Nacional, 2, «, 50, 85; Impuertw 

IhUthos, 2; Ley; Ley de sollos, 1. 
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IMPUESTO A LA PRODUCCION 

Ver: Constitución Nreional, 52. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 49, 50; Expropiación, 6; Pres- 
cripción, 6. 

IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Procedimiento y recursos, 

1, El continuador de una sociedad no puede solicitar en 
juicio informes a la Dir. de Imp. a los Réditos sobre las 
declaraciones juradas de aquella, si los informes afectan a 
bu ex asociado: p. 111. 

IMPUESTO TERRITOR 4L. 

Ver: Constitución Nacional, 6; Ferrocarriles, 2. 

IMPUESTOS FISCALES. 

Ver: Constitución Nacional, 52. 

IMPUESTOS INTERNOS ('). 
Régimen represivo, 

Defraudación j simples infracciones. 

1. No impide la aplicación de las sanciones mtüs graves co- 
rrespondientes a la infracción a las leyes y reglamentos 
de impuestos internos la circunstancia de que el mismo he- 
cho importe infracción a la ley de policía de vinos y sus 
reglamentos: p. 372, 

Procedimiento. 

Vi» contenciosa. 

3. La acción contenciosa del art. 27 de la ley 37(í4 —17 del 
T_ O. — se refiere sólo a las resoluciones administrativas que 
imponen multa. A este juicio no es acumulahle el de repeti- 
ción del impuesto, sin que ello impida la resolución que co- 
rresponda sobre la pena: p. 380. 



(i) Ver taml>Í6n: Constitución Nncionnl, 29, 30; Jurisdircifii 7 
competencia, 10; Multa»; l'rwripeión, 9; Ucearlo extraordinario, 25. 



répcrsmfl INTERNO? fi'l 

3 No son acumulables las acciones fie repetición de im- 
puestos internos y la contenciosa admirativa ¡j» i respec- 
to de la procedencia de las multas automa el art. 27 de la 
ley 37G4, por aer la primera civil y la sepunda penal: p. 25, 

Alcoholes. 

4. No constituye prueba suficiente de la intervención del 
procesado en la fabricación clandestina de akoho la so a 
declaración como testipos de matr.mo.im inqm Uno de la 
casa donde se perpetró la infracción, a su vez suspecnosos 
de participación en ta misma: p. 495. 

Nafta y aceites lubricantes. 

5. No alcanzan a los agentes de \^^fj^¡£?£ 
Fiscales las oblipacíones que respecto a la declarac ón de 
"cia de acíites lubricantes y % 
temos sobre los mismos, impone el *^J*&JÍ £ 
la Reptamentaeión General, replamentario del art. 12 de la 
ley 11.658, modificado por la ley 12.625: p. 572. 

Tabacos. 

6. Para la aplicación del impuesto interno a los charros 
Birví de base el precio que se cobra al consumidor, suscepti- 
ble de ser probado en autos: p. 380. 

Vinos. 

7 La bodepa vendedora, que no ha producido prueba de 
descamo es responsable por la infracción comprobada por 
1« anfiliri». practicado» «gfci muestras «traída. la esta- 
ción de R C. y en el comercio del consignatario, en opor- 
tunidad de la recepción del vino en infracción: p. 372. 
8. Ilahiendo tenido el consignatario intervención en la ex- 
7™„^íAti Ho narte de las muestras, no existe violación (ie 
los al- 5!> F»t£yS de la Reglamentación General de 
las leyes de impuestos internos: p. 372. 
9 La adición de apua a un vino penuino. proliibula por la 
1¿v 12 372 b i lfé susceptible de ser calificado como bebida 
órtifWa a loa efectos del impuesto interno previsto en el 
ÍVt Ir Ar la. lev 12148 — 106 del T. O — y la omisión de 
si pípo au torta a aplicación de las penalidades del art 
36 de U ley 3764 -27 del T. O - para cuya prescripción se 
uplica la ley 11.585: p. 372. 



É12 IMTICHESEs 

Unificación. 

10. Los contribuyentes damnificados por un impuesto pro- 
vincial en contravención a lo establecido en la ley nacional 
12.139, carecen de acción para demandar la nulidad del 
gravamen Fundados en esa circunstancia, sin perjuicio de 
la qne pueda corresponderás para pedir la nulidad det ira- 
puesto si fuera contrario a la Oonst. Nacional, a las teyea 
del Congreso o a los tratadas uon naciones extranjeras : 
p. 414. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Impuesto, 1; decurso extraordinario, 27. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Constitución Nacional, 4!). íiO; Impuesto, 1; Jurisdic- 
ción y competencia. 8. 2fi: Recurso extraordinario. 41. 

INFORME Oí VOCE. 

Ver: Recurso cxiraordmiirm, '.4 

INJURIAS. 

Ver : Prueba, ;{. 

INSANIA. 

Ver: Jubilación de empleados íerroviariov 

INTENDENTE MUNICIPAL. 

Ver: Recurso extraordinario. I, JH: Renuncia. 

INTERESES ('». 

Ralación jurídica entre las partes. 

Expropiación. 

1. El dueño del inmueble exprupiadu qiiH omitió solicitar ta 
entrega del dinero depositado por el listado eou anterioridad 
a la desposesión. carece de dero.-b para exigir intereses so- 
bre esa suma: p. lA'i. 

Extinción del derecho al cobro. 

2, La resolución por la cual el Gobierno Nacional se allana 
a pagar los ¡nlerescs, correspondientes al capital que su aeree- 



(») Ver también: Kipropjuc ¡6n, i¡; Koeur» eitrt ordinario, 14. 
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dor eobró sin formtular reserva por ellos, importa una renun- 
cia total a la liberación establecida por el art. 624, aunque 
dicho allanamiento se haya limitado a los interese» deven- 
gados después de transcurrido el plazo de 60 días que el 
P. E. considera procedente en lugnr del que fija el art. 64 de 
la ley 775: H . 336. 

INTERVENCION FEDERAL ('). 

1. Los interventores federales en las provincias designa- 
dos por el P. E. de fucto están facultados para expedir decre- 
tos-leyes con las limitaciones que aquél tea haya impuesto: 
p. 497, 



Ver: Constitución Nacional. 25. 
JUBILACION Y PENSION. 

Ver: Acumulación de beneficios, l, 2. 3, 4; Constitución Na- 
cional, 21 ; Tíeeurso extraordinario, 36. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

Jubilaciones. 

OllMM. 

K Jiraor diñaría, 

|", Mientras no se acuerde judicialmente la rehabilitación, 
e] afiliado a la Caja Ferroviaria que ha sido declarado insa- 
no se halla comprendido en la disposición del art. 20 de la 
ley lOíióO, aunque los médicos fie aquélla y de la Secretaría 
do Salud Pública dictaminen que no está incapacitado para 
continuar desempeñando su empico: p, 305, 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES (»). 
Fondos de la Caja. 

Í, n decreto 15.501/45 tuvo por objeto ofrecer nuevamen- 
te a los ex legisladores y nx ministros ia oportunidad acor- 



(l) Ver también: Constitución Nacional, 48-, R«curio oitraor 
rlmario, 20. 

(Síí Ver tlimliioii: Arumul.Ti-iAn ilo beneficio*. 1: Cnnititucu.n 

Nacional, 31, 32; KecuMo extraordinario. 56. 
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dada por la ley 11. 923 para acogerse al régimen jubilatorio, 
■m incluir en el carpo que deberá hacerse por los aportes no 
efectuados, otros intereses que Jos que se devenguen a partir 
de la formulación del mismb: p. 486. 

Jubilaciones. 

Exterminación d«l monta. 

2. Para determinar el monto de la jubilación ordinaria co- 
rrespondiente a un afiliado a quien le fué acordada durante 
la vigencia del decreto 26.214/44, aunque había iniciado loa 
trámites con anterioridad, no procede computar las remu- 
neraciones extraordinarias percibidas por aquél: p. 332. 

JUECES (i). 

1- Los jueces federales tienen facultad parj remover por 
af solos a todo el personal de sus j uzeados, inclusive a los 
secretarios. Por tratarse de una facultad privativa, la de- 
terminación de la existencia de la causa de remoción queda 
exclusivamente librada al juez en cada caso Ello no es óbice 
para que la atribución del carácter de causa al motivo in- 
vocado sea objeto de apreciación por parte del superior que 
ejerce la superintendencia: p. 565. 

S. La Corte Suprema carece de facultades para decidir si 
los magistrados incorporados a la justicia federal mediante 
la recepción del juramento respectivo, reíínen o no lea con- 
diciones exigidas por las leyes para su nombramiento: p, 37. 

JUECES NATURALES. 

Ver¡ Constitución Nacional, 10, 11, 12. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver; Recurso extraordinario, 42. 
JUICIO DE ARBITROS. 

Ver: Constitución Nacional, 48; Recurso extraordinario, 19. 

JUICIO POR JURADOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31, 32. 



(»> Ver también: Constitución Nacional, 46; Empleado* público» 
l r 2; Jurisdicción y competencia, 22; Recurso extraordinario, l, 3. 



Ver: Jueces, 2. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA f 1 ) 

Cuestiones de competencia, 

1. En ln decisión rio los conflictos de competencia la Corte 
Suprema debe proceder con nrreplo a lo que establece la 
ley 50: p. 5. 

2. La restricci/iri establecida por el art. 411 del C6d. de 
Procds. Givjl V Comercial de ln Capitnl no ripe respecto de 
la justicia federal ¡ p. 5. 

3. Los conflictos de competencia que se oripinen con mo- 
tivo de la existencia de distintas jurisdicciones tanto de las 
provincias como de la Nación, pueden ser resueltos valida- 
mente por una ley de esta última. Tal es el earíieter del 
art. 4* del decreto 32.347/44 ratificado por la lev 12Í148. 
cuyo alr-anee resultante de sn raz/m de ser no puede ser 
restringido por la sola circunstancia de que nnarezca co- 
locado entre un conjunto de disposiciones tendientes a or- 
panizar los tribunales del trabajo de la Capital: p. 97. 

4. La Corfp Suprema carece de atribuciones para decidir 
los conflictos de competencia trabados entre magistrados or- 
dinarios de la misma jurisdicción territorial, como lo son 
un ju<*j¡ de comercio y otro de los tribunales de la justicia 
del trahajo de 3a Cap Federal : p. 63. 

Competencia territorial. 

Elementos determinantes, 

Lugar <frí cumplimento de ta obligación. 

5. El íuez del topar en que se efectuaron los pacos parcia- 
les es el competente para conocer en el juicio sobre cohrn de 
nna snmn de dinero reclamada ñor el actor como saldo de 
las onerjicinnes comerciales reniñadas con el demandado, 
consistentes en la venta y envfo por el primero de materia- 
les cuyo precio pagaba el secundo pirando al domicilio de 
aquel las sumas de dinero respectivas: p. 63. 



(O Ver ttimhién: Constitución Nacional, ll, 12; Escaño «tra- 
garlo, 38 t 39, 46. 



Htt jimiflTHOClOK Y COMPETENCIA 

L %ffaT dri domicilio áe la* parte: 

6 El domicilio eonynpal determina la competencia de loe 
jueces respecto de la» accionen enserpentes del matrimonio 
promovidas por uno de los esposos contra el otro, entre ellas 
la de alimentos: p. 26. 



7 Corresponde a lo» jaeces del domicilio conyugal, n« 
terado por el alejamiento del marido, conocer en la demanda 
sobre alimentos promovida por la esposa: p. ¿o. 

Competencia federal. 
Por U maUrla. 

f¡m* « »<" P" £ " entidades autár^ca* tfrfwh». 

8. Corresponde a la justicia federal conocer en las eausa* 
* uue son partes entidades autárqu.cas nacionales, como 
S Banco Hipotecario Nacional, aunque aquéllas versen so- 
bre el cobro tic impuestos locales: p. 249. 

Cantar excluido* de ta competencia federal. 

9. Es competente el Juer. en lo Correccional fofe****** 
v no el Juez Federal para conocer en el sumar o»™»™ 
a un menor abandonado a quien se encontró durmiendo en 
un vagón en Puerto Madero: p. 82, 

por Im partonu. 

10 Iva ley 11.924 no lia modificado el art. 21 de la ley 3764 
i los efecíos de la conciencia de los jueces de paz en los 
juicios de impuestos internos: p. :>:W. 

¡Mitinta vecindad. , , 

U. La circunslaucia de que una sociedad anónima domici- 
liada en la Cap. Federo! sepún sus estatutos, tenga en una 
provineia su principal establecimiento no obsta a a proce- 
dencia del fuer., federé qre, por razoo de la d.atiut aveem- 
dad, ha invocado en el juicio que le sipue un vecino de dicha 
provincia: p. 8, 



Por d ¡«flrtr. 

12 Para la procedencia del fuero iVdeial por razón de\ \^ 
Jar en que sí ha eomelido el delito no hasta la aimp le pre- 
sunción de que el delito haya sido cometido en alpuno de 
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los lugares a que se refieren los arts. 23, inc, 4», del Cód. de 
Proeds. Crira. y 3', inc. 4* de la ley 48; sino que se requiere 
que ello aparezca de mi modo claro y expreso: p. 105. 

13. No corresponde a la justicia federal sino a la local, el 
conocimiento de una causa referente ii un delito común co- 
metido en un camino carretero nacional dentro de una pro- 
vincia: p. 516. 

14. No resultando de los autos que la violación de la corres- 
pondencia haya sido cometida mientras la respectiva pieza 
postal se hallaba bajo la custodia o servicio del Correo y 
siendo la justicia federal restrictiva y de excepción, no 
corresponde a ella sino a los tribunales ordinarios conocer 
en la causa criminal correspondiente: p. 28. 

i' lalación de norma» federales. 

16. No corresponde a la .justicia federal sino a la ordinaria 
conocer en el delito de hurto de mercaderías de un vagón 
de ferrocarril, aunque para cometerlo se haya violentado el 
precinto de la puerta de aquel : p. 108. 

16. No corresponde a In justicia federal sino a la provincial 
conocer en el proceso iniciado con motivo de la desapari- 
ción de una bandera argentina del mástil de una escuela 
provincial sin (pie haya sido posible precisar el momento 
y modo en que ello ocurrió ni individualizar el autor del 
heeho, que no supone necesariamente la comisión del delito 
previsto en el art. 9 del decreto 536/45: p. 58. 

17. Con arreglo a la ley 12.833 no corresponde a la justicia 
ordinaria sino a la federal de la Capital conocer en loa re- 
cursos de apelación contra las resoluciones condenatoria» 
por infracción a la ley 12.5ÍÍ1 dictadas por el P. E. Naeio- 
nal : p. 30. 

¡lelito» qut ob*Uiiycn rl normal fiirtcinnamicato de tan inxtitueiones ma 
dónales. 

18. El juez Federa! a cuyo servicio uctunban lop empleados 
de la policía provincial a quienes se imputa la realización de 
¿premios ilegales y lesiones en perjuicio de los procesados 
que por disposición de nnurl tenían bajo su custodia, he- 
chos tendientes a impedí! el esclarecimiento de los delitos 
investigados por dicho magistrado, es el competente para 
conocer en el sanitario instruido con tal motivo contra dichos 
empleados: p. G'5, 

19. El art. 32 de la Const. Nacional no priva al Congreso 
de la facultad de reprimir el desacato cometido contra el 



til* 
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Presidente de la Nación por medio de la prensa ni extluye 
la competencia de la justicia federal para eonorer en la can- 
sa respectiva; p. 519. 

Delito» rn perjuicio de ¡o» bienes y rentas de la Nación y de sus repar 
lición ir t autárquieat. 

30. Corresponde a ta justicia federal conocer en l¡i causa re- 
ferente a la defraudación imputada a nn empleado civil de 
la Diree. Oral, de Administración del Ministerio de Guerra 
consistente en haberse apropiado de una suma de dinero 
de dicha repartición que le fue entregada por un oficial de 
intendencia de la misma para que la depositara en la teso- 
rería respectiva, tarea que en realidad incumbía a este últi- 
mo cumplir personalmente: p. 6S; 

Cojo* varios. 

21. Las multas por infracción a la ley 12.713, in.lpuestas por 
funcionarios administrativos locales y confirmada» por la 
justicia provincial, no pueden ser ejecutadas por intermedio 
de los jueces federales; p, 7G. 

Oempatencl* orlfinJiri» di U Oorte Suprema. 
Generalidades. 

33. La Corte Suprema carece de competencia para conocer 
originariamente en el pedido formulado por un es juez fede- 
ral con el objeto de obtener su reintegración al ejercicio de 
funciones de las cuales fué separado por decreto del gobierno 
de facto fundado en su incapacidad física e intelectual: 
p. 396. 

33. La Corte Suprema carece de jurisdicción originaria pa- 
ra conocer en demandas contra naciones extranjeras: p. 121. 

Agtntes diplomáticos y consulares. 
Embajftdorei y mLclrtio» uuu]rn. 

24. La simple denuncia de Ja comisión de nn hurle, en per- 
juicio de un representante diplomático extranjero o de la 
embajada respectiva, no somete la causa a conocimiento de 
la Corte Snprcn h, si no se atribuye el delito a personas afo- 
radas: p. 131. 

OtBHlt* írtT*nJer«. 

25. Las causas seguidas contra los cónsules por hechos 
f mplidos en el ejercicio de su función de tales son de la 
competencia originaria de la Corte Suprema, siempre que 
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en ellas se cuestione la responsabilidad civil o criminal de 
aquéllos. 

No compete a la Corte Suprema el juicio seguido por un 
oficia] de la marina mercante italiana para que se con- 
dene al cónsul de su país a pairarle la proporción del sueldo 



liana n* 2(5(í v Jos gastos de manutención y enfermedad: 
p. 121. 



Causa» m que en parte una provincia. 

26. Concurriendo los requisitos necesarios para la proce- 
dencia del fuero federal y siendo parte en la causa una pro- 
vincia, la Corre Suprema es competente en ella por vía ori- 
ginaria. Por ello le corresponde conocer el juicio seguido 
por el Banco Hipotecario Nacional contra una provincia por 
repetición del impuesto tcrritorinl fundado en la exención 
que a favor del actor acuerda la ley local 1740; p. 249. 

27. Si bien las ejecuciones seguidas por letrados y apodera- 
dos por cobro de tas costas reguladas en juicios de jurisdic- 
ción originaria son causas incidentales, no corresponde por 
esa circunstancia el conocimiento en Jas misn.bs de la Corte 
Suprema si no aparece» mundos los extremos necesarios 
para que surja su competencia: p. 17. 

0*at*a clrtlei. 

Camas regidas por el derecho común. 

28. El juicio de expropiación seguido por una provincia 

contra habitantes de otra, os de la jurisdicción originaria 

de la Corte Suprema ! p, 572. 
r 

Otuíit nos Tinu Mbn cstiUo«fM MmiH. 

29. Si el establecimiento de una aduana interior Be infiere 
de una disposición reglamentaria y no de la ley que se dice 
reglamentar, se trataría de una extralimitación del decreto, 
cuyo remedio i<n debe buscarse por vía originaria ante la 
Corte Suprema sino ante los tribunales locales sin perjuicio 
del recurso extraordinario: p. 414. 

Competencia penal. 
Delitos en particular. 
Defraudación. 

30. Ha b i endose cometido en la Prov. de Córdoba el delito 
de defraudación consistente en haber vendido nuevamente y 
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escriturado allí inmueble» situado* en la misma que ante- 
riormente habían sido vendidos en la Cap. Federal a otra 
persona por mensualidades que ésta pagaba puntualmente, 
corresponde a los tribunales de aquella provincia conocer 
en el sumario por defraudación iniciado por el primitivo 
eomprador al enterarse de la segunda venta: p. 60. 

31. No habiendo impuesto la Const. Nacional al Congreso 
la obligación de proceder de inmediato ul establecimiento 
del juicio por jurados, aquel ha podido conferir a los tri- 
bunales de justicia de la Cap. Federal competencia para co- 
nocer en los delitos de desacato cometidos por medio de loa 
barios: p. 21. 

32. No habiendo impuesto la Üousi. Nacional al Congreso 
la obligación de proceder de inmediato al establecimiento 
del juicio por jurados, aquel ha podido conferir a los tribu- 
nales de justicia de la Cap. Federal competencia para cono- 
cer en los delitos de desacato cometidos por medio de los dia- 
rios: p. 225. 

Buomíóh. 

Domicilio d«l cuiUU. 

33. El lugar en que el causante, sin familia en el país fue- 
ra de un hermano y un sobrino con quienes no vivía, tenía 
establecido el centro exclusivo de sus negocios de loa que 
no se desentendió en momento alguno, debe ser considerado 
como su domicilio real, aunque por razones de salud hubiera 
trasladado su residencia a una provincia desde la cual hacia 
viajes periódicos para ocuparse directamente de la marcha 
de dichos negocios. Acuellas circunstancias y otras demos- 
trativas de la falta de intención de cambiar el domicilio 
impiden atribuir valor decisivo a las manifestaciones apa- 
rentemente contrarias del testamento por acto público, de- 
hiendo en caso de duda decidirse que no hubo mudanza: 
p. 2lü. 

34. El art. 3285 del Cótl. Civil, comprensivo de todas las 
hipótesis previstas en el art 3284 del mismo, refiérese al 
caso en (|iie «1 heredero único tiene su domicilio legal o real 
en el puís: por lo que no es aplicable id que lo tiene en el 
extranjero aunque pretenda constituir aquí uno especial: 
p, 229. 
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LEY DK HY.i.lÁfH 62! 

JUSTICIA DE PAZ. 

Ver: Constitución Nacional, 47* Jurisdicción v competen- 
lía, 10; Recurso extraordinario, U, 3fi. 

L 

LEGISLACION COMUN. 

Ver: Constitución Nacional, 46; Provincias; Recurso extra- 
ordinario, 16. 

LESIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 18. 




v tf&licncion 



1. En caso de ambigüedad es acertado atenerse a la inter- 
pretación administrativa, favorable al contribuyente» que 
además conduce a una solución justa: p. 572. 

LEY ACLARATORIA. 

Ver: Pensiones militares, 4. 

LEY DE SELLOS (*), 
Sellado aplicable. 

1. Ratificado el decreto 9432 por ta ley 12.922, con efecto 
retroactivo, la reposición de lo actuado debe practicarse con 
«rrefflo a lo depuesto por el primero: ps. 10 y 130. 

Exenciones, 

2. No siendo susceptible de interpretación extensiva las 
leyes que acuerdan exenciones impositivas, no procede exi- 
mir de reposición del sellado sobre la base de lo diapuesto 
en el art, 10 de la ley 346 —que declara que "la carta de 
ciudadanía y las acciones para obtenerla serán gratuitas" — 
a quien fué demandado por rescisión de su carta de ciuda- 
danía : p. 25 



(i) Ver también: Banco dn la Nai'ión ; CrautituciAn Nación»], 2, 
24 ¡ fiocurao extraordinario, 10, Sí. 
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LEY EX-POST FACTO. 

Ver: Prescripción, 8, 10. 

LIBERTAD DE COMERCIAR. 

Ver: Constitución Nacional, 45. 

LIBERTAD DE CONTRATAR. 

Ver: Contrato de trabajo, 3. 

LIBERTAD DE PALABRA 

Ver: Delitos que coit.iprometcn la paz y la dignidad de la 
Nación. 

LITIBCONTEST ACION. 

1. Las cuestiones que, por no hnber sido incluidas en la 
relación prifcesal, no lian podii'o ser objeto de controversia 
entre las partes ludíanse excluidas de la sentencia: p. 414. 

LOCACION. 

Ver: Constitución Nucional, 3. 16, 19, 20, 34, 36; Recurso 
extraordinario, 9, 13, 15, 17, 59. 

LOCACION DE SERVICIOS ('). 

L Desaprobados por la Dirección Nacional de Vialidad, 
con cuya cooperación debía realizar la Dirección Provincial 
de Vialidad la obra pública proyectada, los planos presenta- 
dos por quienes contrataron con esta última subordinando 
a la aprobación del proyecto el pago de sus honorarios, 
debe rechazarse la demanda tendiente a cobrarlos, pues 
debe entenderse que hun querido referirse a la aprobación que 
hiciera posible ejecutar la obra, o sea la que concordante- 
mente prestaran ambas direcciones nacional y provincial. 
En esas condiciones y no habiendo prueba de que la falta 
de aprobación sea arbitraria o injustificada, tampoco pro- 
cede fijar a la provincia u,i plazo para (pie comience a rea- 
lizar la obra: p. 273. 

3. Prorrogado por la Dirección Provincial de Ohras Públi- 
cas el plazo dentro del cual los actores debían entregar el 
proveció fie la ulna a realizar y presentado éste antes del 



(1) Ver también: Contrato de trabajo, 3. 
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vencimiento de la prórroga, no procede aplicar a sus autores 
la multa convenida para el caso de retardo en el cumpli- 
miento de dicha obligación; por lo que debe rechazarse la 
reconvención deducida por la provincia con el objeto de 
cobrar el importe respectivo: p. 273. 

M 

MANDATO. 

Ver: Prueba, 1. 

MARCAS DE FABRICA. 

Ver: Recurso extraordinario, 33. 

MATRIMONIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 6. 
MONEDA. 

Ver: Expropiación. 2. 
MULTAS (<). 

1. Las multas por defraudaciones previstas en la ley de 
impuestos internos son de naturaleza penal y, por regla 
general, lee son aplicables los principios del derecho penal ¡ 
p. 569. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver- Recurso extraordinario, 27. 

N 

NACIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 
NACION. 

Ver; Constitución Nacional, 1. 

(1) Ver tambifin: Constitución Nacional, 25; Impuesto» Intimo», 

2, 3. 
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OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Intereses, 2; Locación de servicios, I, 2; Recurso extra- 
ordinario, 24. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Constitución Nacional, 14, 38. 

P 

PADRON ELECTORAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 

PAOO ('). 
Pago indebido. 
Proteste. 
Forma. 

1. La protesta d»be corresponder concreta y determinada- 
mente a los pagos y al réginwu legal y reglamentario da 
que se trata en el juicio. Para ello es necesario que haya exis- 
tido un pago y que la reserva se baya hecho en oportunidad 
del mismo. En el caso en que se hubieren efectuado otro» 
pagos con posterioridad se requiere, además, que hayan 
sido heL-hos bajo el mismo régimen legal y reglamentario 
objetado en ta protesta mencionada y que ésta se haya refe- 
rido también a dichos p.agos ulteriores: p. 324. 

2. La protesta hecha en vista ie un régimen de percepción 
distinto del que rigió para los pagos de impuestos cuya de- 
volución se reclama no ampara a estos últimos. Tal es el caso 
de la reserva hecha por el Presidente del Centro de Mayoris- 
tas de Tucumán en el acta suscripta el 14 de enero de 1931 
con el Director General de Rentas de dicha provincia: p. 324. 

3. Cuando en In protesta se menciona las razones de invali 
dez del pago del gravamen a que se refiere, Ja repetición deV 
mismo no puede fundarse en otras distintas: p. 414. 

(i) Ver tambiíu: Jurisdicción y competencia, S ; Prescripción, a, a. 
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PAPEL MOHEDA. 

Ver: Expropiación, 2. 

PAPEL SELLADO. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 24; I;ey de sellos, 1, 2; Re- 
curso extraordinario, 20. 

PARTIDA DE NACIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 

PATENTE. 

Ver: Impuesto, 3; Prescripción, 7; Recurso extraordinario, 
4, 18. 

PATRONATO NACIONAL. 

L Tratándose de la erección canónica de una nueva dióce- 
sis conforme a lo solicitado por el Gobierno Nacional, pro- 
cede acordar el pase respectivo sin esperar la llegada de 1» 
bula respectiva, dejando a salvo los derechos correspondien- 
tes al Patronato Nacional que pudieran quedar comprome- 
tidos en el caso : p. 17. 

PELIGROSIDAD. 

Ver: Pena. 

PENA 

1. Pudiendo persistir aún el eBtado de peligrosidad Ppat- 
delictual del condenado, atento sus antecedentes y deficien- 
te personalidad psíquica, es prematu.o ac eder al pedido 
de suspensión de la accesoria de reclusión formulado con 
antelación de varios años a la fecha en que deberá darse 
comienzo a su aplicación. La suspensión autorizada por el 
decreto 20.942/44 es excepcional y requiere elementos de 
juicio indubitables al término de la condena: p. 562. 

PENSION. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1, 3, 4¡ Constitución Nacio- 
nal, 21; Prescripción, 2, 3; Recurso extraordinario, 36. 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 35. 



626 PKNSIOMBS MILITAREN 

PEÍTSIONEB MILITARES (% 

Pensiones a los militares. 
Inutilización para la cantora militar. 
Ejército. 

1. El fundamento de la distinción establecida por los arts, 
16 y 17. y 1S clot lít. HT d<* !n ley 4707 nú debe referirse a 
la tranca determinante de la incapacidad sitio a las circuns- 
tancias en ipm sí* produjo el hecho que originó la inutiliza- 
ción; de ti todo que el b*Miefi-io previsto en el art, 18 BÓto 
procede cuando la inutilización so haya producido en cir- 
cunstancias que podrían haber autorizado un ascenso extra- 
ordinario por mediar un arto de arrojo y valor, tanto en ta 
guerra como en la paz: p. 2(53. 

3. I, os casos de iuui ili/aeióu para la carrera de las anuas 
ocurridos durante el imperio de !n ley 4707 se rigen por 
ísta ruando ha mediado otorgamiento de pensión de retiro 
ton anterioridad a la vigencia del decreto 29.375 '44. liste 
último es aplienhle a tos easos de referencia cuando no nú- 
blese liabido otorgamiento de pensión alguna de retiro por 
la correspondiente, autoridad y siempre (pie el beneficio 
establecido por el mismo no fuere superior ni previsto en la 
ley 4707: p. 263 

A rmada. 

3. La aplicación de tas nuevas normas sohrc retiros por 
inutilización, establecidas [h>t el derretí» 10.700 '4 5, no de 
pende de la fecha en (pie ocurrió el hedió causante de la 
incapacidad sino de que no haya mediado otorgamiento de 
pensión por la autoridad respectiva y de (pie el beneficio 
previsto por dichos decretos no sea superior al establecido 
por las leyes reformadas por ellos: p. 323. 

Guerreros de la Independencia. 

4. El efecto retroactivo que corresponde atribuir a la ley 
12.R13 com|o aclaratoria de la ley 11.412 consiste en la posi- 
bilidad de rever las pensiones regularmente acordadas con 
anterioridad, mas no en convalidar las revisiones decretadas 
administrativamente antes de su sanción respecto de pen- 
siones otorgadas .-on regularidad formal: p. 2<!7. 



(i) Ver tamliiín: Constitución Nacional. '¿*. 
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PERENCIOH DE INSTANCIA. 

1. iií:ri'fr¡if¡óii tic informes periciales interrumpo la pe- 
reUción: p. 104. 

2. Los trámites de dilJífeiíeitoWBtO tle exbortos ante el tri- 
buna! exhortado iiiteíTttmpt'ii la perención: p. 310. 

PERIODISTAS. 

Ver: l '(institución Nacional. 43. 
PERITOS. 

Ver: Expropiación. 3, 4: (Sustos de justicia; Honorarios; Pe- 
rerteiÓñ de instancia. 1: Prueba, 1, 2. 

PERMISO MUNICIPAL. 

Ver: Constitución Nacional. 13, 53 

PODER DE POLICIA. 

Ver: Constitución Nacional, 14. 16, 38; Provincia». 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, % 

PODER JUDICIAL. 

Ver: fJobierno de facto. 2. 3: Recurso extraordinario, 3. 

PODER LEGISLATIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 2. 

POLICIA DE LA CAPITAL. 

Ver: Sentencia. 

POLICIA DE VINOS. 

Ver: Impuestos Internos. J, 9, 

PRECIOS MAXIMOS (*). 

1. El urt. !) de la ley 12,~>ÍJ1 establece una infracción formal 
en el sentido de une la acción es por sí sola suficiente para 
constituir la violación punible ain que sea necesario un re- 

(il Yct también: Constitución Nacional, 11, 18; Jurisdicción j 
.,.mpft<-ncia, 17: Prescripción, 10. 
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sultado determinado ni la prueba de una ganancia injustifi- 
cada, artificial o de la obtención de un lucro desmedido: 
p. 282. 

PRESCRIPCION ('). 
Principios generales. 

1. Las reglas del Cód. Civil sobre prescripción son aplica- 
bles tanto a las relaciones de derecho privado como a las de 
dercelio público, salvo que las leyes respectivas contengan 
declaraciones expresas en contrario. La Nación puede opo- 
ner válidamente esa defensa: p. 87. 

Comienzo. 

2. El plazo de la prescripción decenal empieza a correr des 
de que el acreedor puede ejercer la acción judicial tendiente 
a obtener el reconocimiento y cumplimiento de su preten- 
sión. En el caso de un militar a quien se ha declarado en 
situación de retiro, el plazo de la acción tendiente a cobrar 
una suma mayor que la liquidada por la Contaduría General 
de la Nación y aceptada por el V. E. ae cuenta desde la fecha 
en que el 1*. E. se ajustó a ella para efectuar el pago de la 
pensión: p. 87. 

Interrupción, 

3. No son interruptivos de la prescripción los pagos de la 
pensión efectuados por el V. E. con arreglo a la respectiva 
liquidación, que no revisten el carácter de parciales ni im- 
portan reconocimiento sino desconocimiento de la pretensión 
del militnr retirado a una pensión mayor: p. 87. 

4. Interrumpida ta prescripción por la demanda promovida 
ante un juez incompetente, aquélla cointienza a correr nue- 
vamente a partir de la fecha en que quedó firme la resolu- 
ción que declaró la ineompeteucia: p. 343. 

Tiempo de la prescripción. 
Materia civil, 
Preteripciá* quinquenal. 

5. La prescripción de la acción correspondiente a la Na- 
ción para cobrar derechos de pastaje al ocupante de un lote 

(i) \\r UHiL'ÍOq: CooatitudAn Nacional, 7; Itecurs» eitraordinario, 
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fiscal que lo obtuvo por cesión del arrendatario, no esta 
regula por el art. 4037 sino por el 4027 del Cód. Civil: p. 214. 

Leyea especiales. 
[mputtto a las rédito». 

6 La acción para repetir el impuesto a las ventas papado 
con respecto a un contrato de impresión por quien, ínter 
nretamlo erróneamente la ley 12.143, ereyo que se hallaba 
comprendido en el art. 1' de la mismo, prescribe en el 
plazo de dos años establecido por el art. 24 de la ley U.oW 
(t. o,): p. 554. 

Patente». 

7 El plazo de tres años establecido por el art, 45 de la ley 
11288. para la prescripción de la acción tendiente o cobrar 
las patentes, ha sido modificado por el art. 1* de la ley 
11585 que prevé el plazo de la prescripción de todos los 
impuestos nacionales y rige no sólo para los vigentes cuan- 
do ella fué sancionada sino también para los creados con in- 
terioridad, salvo disposiciones especíale* en las leyes poste- 
riores que deroguen sus disposiciones: p. ¿JJ. 

Prescripción en materia penal. 
Q«nertUdíides. 

B Todo lo relativo a la prescripción en materia penal debe 
ser resuelto con arreglo a las normas legales vigentes cuan- 
do se cometió la infracción: p. 308. 

BitemipciAii. 

Los trámites anteriores a la demanda contenciosa del 
»rt 97 rl*. la lev 37fi4 —17 del T. O. — no interrumpe la prea- 
cr peL d la a' ión penal. No habiendo existido actos ? u- 
Sle "directos contra el contribuyente o para la represión 
de la infracción hecha después de cinco años de cometía 
ésta, la acción penal ha proscripto: p. 569. 

Tiempo. 
Vario*. 

10. No hallándose en vigencia al tiempo de cometerse la 
infracción B la lev 12.591 y al de imponerse la multa, el de- 
creto 15.531/46, por el cual los actos de procedimiento ad- 
ministrado y judicial interrumpen la prescr >P«™ n > ^ 
12.830 que fijó en seis años el término de la misma, correa- 
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pulule prescindir de sus disposiciones para decidir lo refe- 
rente a la prescripción Ho ln multa aplicada por violación 
de la ley 12.591 ! p. M8. 



Ver: Honorarios de abobados y procuradores. 

PROTESTA. 

Ver: Pago, 1, 2, 3. 

PROVINCIAS t'v 

1. Las provincias tienen I» facultad específica de legislar 
en materia de trabajo, adenJns de la que genéricamente les 
corresponde en cuanto ello tiene relación con el orden pú- 
blico local e impone el ejercicio del poder de policía. Aque- 
lla facultad hállase limitada: l* por el art. 67. inc. 11, de 
Ja Const. Nacional con arresto al cual incumbe al Congreso 
legislar lo constitutivo, orgánico y permanente de la ma- 
teria aludida: 2" por la primacía de la legislación nacional 
en las materias respecto de las cuales concurren las facul- 
tades legislativas de la Nación y las provincias, como la 
prevista en los arts. 67, inc. 16, y 107 de la Constitución; 
.1» por el art. 67, ines. 9 y 12 de dicho Estatuto, que reserva 
para el Congreso la atribución de regular al comercio in- 
terprovincial : p. 407. 

PRUEBA <-i. 
Perito*. 

1. Entre las partes y los peritos designados judicialmente 
no hay relación de mandato ni existe en rigor un contrato 
de locación de servicios; si bien el trabajo de aquéllos, por 
tratarse de una actuación impuesta por el procedimiento 
judicial, deberá ser pagado por las partes en la medida en 
que deban soportar las cargas del proceso conforme a lo 
que la sentencia resuelva en cuanto al pago de las costas y 
a lo que disponpa la ley sobre la retribución de los auxiliares 
de la justicia: p. lili. 

3. No habiéndose decretado bajo apercibimiento la audien 
eia señalada en juicio de expropiación, y no habiendo nom- 

(1) Ver también: Constitución Nacional, 48; Intervención Federal. 

(2) Ver l&oinién: fWtitueior. Nacional, ?, 6; Expropiación, 3, 4; 
Uwitn* d> jnitifi»; Honorario.,; ImpueitOi Internos, 4; Perendón de 
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lirado perito el exprnpiudor, corresponde fijar nuevo com- 
parendo a ese efecto, así como para contestar las defensas 
formularias en im escrito que se aprepn por la demandada 
como |)íirlc riel acia: p, 

Prueba en materia penal. 

3. El ¡irt. -tSíí «Id tnd. de Prods. en la Crimina] no rifre en 
un juicio por injurias; por lo cual no es indispensable acom- 
pañar el interrogatorio pura los testigos propuestos en la 
audiencia de art. 575 de Oód. citado. 

Procede solicitar por oficio informe sobre constancias de los 
libros de hospitales y sobre la autenticidad de un suelto 
periodístico. \,n observación formulada n esta prueba sobre 
ln base de (pie ha debido proponérsela como declaración tes- 
timonial debe examinarse en oportunidad de la sentencia: 
p. 77. 

PRUEBA DEL NACIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario. 32. 

PUERTO. 

Ver: Aduana, B. 

R 

RECLUSION. 

Ver: Constitución Nacional, 35; Pena 

RECTIFICACION DE CARTA DE CIUDADANIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 

RECURSO DE NULIDAD. 

1. Ln circunstancia de que no haya analizado todos los arpru- 
nvChtos expuestos por las partes no basta para declarar la 
nulidad del fallo que se pronuncia en forma expresa, posi- 
tiva y precisa sobre la acción deducida, indicando los fun- 
damentos cu i|iic se apoya ta decisión, pues se trata de aura- 
víos reparables por medio de la apelación: p. 87. 

RECURSO DE QUEJA. 

1. La sota invocación de una «arantía constitucional no 
hasta para tener por fundada la queja si de la misma no 
resulta en qué lia podido consistir la violación de aquélla: 
p. 84. 
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2. Vencido el término del art. 231 de la ley 50 con la am- 
pliación por la distancia, la queja debe declararse extempo- 
ránea: p. 103. 

RECURSO DE REVISION. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 1. 

RECURSO EXTRAORDINARIO ('). 

Reauisitos comunes. 
Cuestión Justiciable. 

1. La resolución de 1a Cámara en lo criminal y Correccional 
de la Capital, que por falta de atribuciones al efecto, de- 
niega amparo a los jueces de faltas creados por decreto-ley 
4297, separados por decreto del Intendente Municipal, de- 
cide una cuestión de naturaleza local y es insuseeptible de 
recurso extraordinario : p. 20. 

2. La cesantía de un empleado de la Comisión de Granos 
y Elevadores, dispuesta sin forma de juicio, es ajena al art. 
18 de la Cotisl. Nacional e irrevisible por loa tribunales de 
justicia: p. 5. 

3. La atribución por ley de funciones políticas a magistra- 
dos judiciales no altera la naturaleza de las müsmaa ni auto- 
riza a considerarlas como de íudole judicial ni como emanadas 
de un tribunal de justicia, por lo que no procede el recurso 
extraordinario contra la sentencia de un superior tribunal 
de justicia provincial confirmatoria de una resolución de 
una junta electoral que, aplicando la ley local, inhabilita 
temporariamente a un ciudadano inscripto en un padrón 
municipal: p. 125, 

Requisitos propios. 
Cuestión federal 
Cutttiontl fedérale* tímplet. 
InttrpraiulóB 4* lu l-jc* f«dir*lt*. 

4. Procede el recurso extraordinario fundado en que el 
término de tres años para la prescripción establecida por 
el art. 45 de la ley 11.288 ha sido modificado por c! art. 

(i) Ver también: eonatiturion Nacional, 5, 6, 12, JorUdiecióa 7 
competencia, 29; Rwtireo ordinario de apelación, 2. 
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1» de ta ley 11.585, conforme al cual rige el plazo de diea 
años: p. 2Í)Í). 

Levo federales de carácter procesal. 

6. La decisión referente a la acumulación de acciones versa 
sobre cuestiones procesales y de hecho y no es susceptible de 
recurso extraordinario: p. 25. 

InterpreUcMn de otr»» bortón y icios íídtMles. 

6. Para que proceda el recurso extraordinario sobre la base 
del desconocimiento de resoluciones de la Corte Suprema es 
necesario que exista la posibilidad de conflicto entre el fallo 
apelado y el auto dictado por la Corte Suprema: p, 394. 

CuetttotUM federales compleja*. 
Inconitltntlonalliad da sorra»! y »cto» un do omití. 

7. Procede el recurso extraordinario fundado en la incons- 
titucionulidad del decreto 7(318/44 contra la seuteucia que 
declara su validez: p. 454. 

8. Procede el recurso extraordinario fundado en la incons- 
titucionalidad del decreto 1740/45 contra la sentencia que 
admite su validez: p. 466. 

9. Procede el recurso extraordinario fundado en que el de- 
creto 26.527/44 es violatorio del art. 16 de ta Const. Nacio- 
nal : p. 22. 

10. La inconstttucionalidad alegada y desestimada de dis- 
posiciones de la ley de sellos es cuestión federal que sustenta 
el recurso extraordinario: p. 113. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en la in- 
constitucioualidad del decreto 3362/45, contra la sentencia 
que adnJite su validez y rechaza, por ello, la excepción de 
incompetencia de la justicia de paz letrada de la Cap. Fede- 
ral deducida por el recurrente que sostuvo la competencia 
de los tribunales ordinarios de 1* instancia: p. 320. 

I«coa»Utwctoti«lid»d d« ngnui y tetas municipal» y poUcUltt. 

12. Procede el recurso extraordinario contra ia sentencia 
condenatoria del Tribunal Municipal de Faltas de la ciudad 
de Bs. Aires que admite la validez del art. 22 de la orde- 
nanza 12 245 modificado por el decreto municipal 72JI3/46 
impugnado por el apelante como violatorio de los arts. 16 
y 17 de la Const. Nacional: p. 71. 
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Cueetiones no fedérale* 

¡Htt rrrrlaeión de nnrruu y actúa comunr*. 

13. VA decreto 1H.2Ü0 es de derecho comtoi; p. 7D. 

14. La resolución que declara pro. atiente e) pujío fie inte- 
reses decidí! una cuestión ac«éSoriii y ajena al recurso extra- 
ordinario aun tratando*..- .le juicios de expropiación: p. 102, 

15. I-a ley 12.92(¡ es de derecho común: p. 1(1.1, 

10. La ley 12.7LI es de carácter común : por I» cual la 
interpretación He sus disposiciones es ajena a) recurso extra- 
ordinario : p. 222. 

17. No es federa) la cuestión referente a saber qué debe 
enlcnderse por uso público y si en el caso tiene o no esc ca- 
rácter el que el duefio se propone dar a su inmueble: p. 22. 

Interprétate* de normo* .w acto» lócate* en general. 

18. La cuestión referente n saber si el art. 48 tle la ley 
12.360, precepto de carácter local, importó o no establecer 
de nuevo la prescripción de tres años que preveía el art. 45 
de la ley 11.288, an*ps de su modificación por el art. 1* de 
la ley 11.585, no reviste carácter federal: p. 29!). 

19. Lo decidido en un laudo arbitral sobre cuestiones de 
trabajo dictado por la respectiva autoridad provincial no 
es materia propia del reeurso extraordinario: p. 497. 

20. La cuestión referente a la compatibilidad de un decreto 
expedido por el interventor en una provincia con la consti- 
tución de la misma, no reviste carácter federal: p. 497. 

Inter pretaí.ón dr normas Incale* d> procedimiento*. 

21. Lo referente a ta existencia de cosa jugada en el orden 
provincial, es en principio, ajeno al recurso extraordinario, 
sulvo que medie evidente modificación arbitraria de dere- 
chos acordados por decisiones firmes: p. 394. 

22. La corrección de la constitución y los procedimientos 
de Ion tribunales locales son irremisibles por la Corte Supre- 
ma: p. 394. 

ExclwnAn de lo* eut ttionc* dr hecho. 



23. Si bien las eucst iones de hecho son, en principio, aj" 139 
al recurso extraordinario, dejan de serlo cuando se hallan 
en tan e*rrecba conexión con los puntos de derecho federal 
constitutivos de la materia propia del recurso, que no m 
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los puede, decidir por separado o cuando, en lo que Re refiere 
a Jos lieclios que fundamentan la niterpretadóli del preeepto 
federal de (pie se trata. la decisión no se apoya en pruebas 
resultantes del expediente: p. 546, 

Impoeitoi y tuu. 

24. No procede rever por medio del recurso extraordinario 
las conclusiones de (a sentencia apelada referentes a la me- 
dida en que una obra pública aumentó el valor del inmueble 
servido por ella: p. 2í)f>. 

25. Es cuestión de hedió la determinación de si loa restos 
de las estampillas fiscales adheridas a tos envases permiten 
tener por individualizadas las mercaderías intervenidas y 
descartan la intención de defraudar: p. 183. 

Relación directa. 

Normas exttMa» al juicio. 
Arta 10 i 10 di la ConrUtuclón, 

26. La invocación de la gparantfa de la igualdad, eon rotativo 
de la distinta aplicación de normas no federales, no autoriza 
la concesión del recurso extraordinario: p. 103. 

Sentencias con fundamento* no fe&ttfüeu o ftdaraht consentido*. 

r»DiUun«ntM d« o(d*n local f procnal. 

27. Desechada la inconstitucional idad imputada a un im- 
puesto municipal por razón de su origen, por interpretación 
de las leyes locales 4038 y 12.704, el recurso extraordinario 
es improcedente aun cuando se alegue que esa interpretación 
es errónea : p. 244. 

28. Es discutible que pueda prescindirse de disposiciones 
reglamentarias delegudns a la autoridad administrativa para 
la solución de las cuestiones concretos posteriores a las mis- 
mas, aun cuando dicha solución incumba al mismo funcio- 
nario (pie dictó la reglamentación. La sentencia (pie declara 
la invalidez de un decreto del Intendente Municipal que se 
apartó del que d mismo funcionario dictó antes eon carácter 
reglamentario general de la ley 8R54 y de las ordenanzas 
respectivas, no es susceptible de recurso extraordinario con.» 
insostenible v Frustratoria de l¡i garantía de la propiedad: 
p. 178. 

29. Teniendo la sentencia fundamentos de naturaleza pro- 
cesal y de hecho suficientes para sustentarla el recurso ex- 
traordinario es improcedente. 
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Toda ves que el art. 16 de la Const. Nacional no impone la 
inmutabilidad de loa impuestos, ni causa agravio al art. 17 
de la misma la percepción del gravamen establecido por la 
ley, la sentencia que deniega la repetición del impuesto 
cobrado con arreglo a la interpretación acordada a los arta. 
26 y 107 del decreto 9432 — de naturalt. a local — que ade- 
más declara que el decreto también local 12.511 es modifi- 
catorio y no aclaratorio de los anteriores, no es susceptible 
de recurso extraordinario: p. 24V 

30. El recurso extraordinario es improcedente contra un 
pronunciamiento que declara bien denegado un recurso para 
ante el tribunal local apelado: p. 572, 

31. No procede el recurso extraordinario contra la senten- 
cia del tribunal de 2* instancia que, fundándose en la inter- 
pretación de normas procesales, declara bien denegado el 
recurso de apelación deducido para ante él. No obsta que el 
recurrente haya cuestk.iado )j validez de aquéllas si no 
planteó la cuestión federal de modo que pudiera ser tomada 
en consideración por el fallo de referencia: p. 130. 

r&sdumtoi i* ta úm . 

32. Ka improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que, conforme al art. 2, inc. 1* de la ley 34G no es válida la 
documentación acompañada para probar que el naturalizado 
nació en un lugar del extranjero distinto del que figura en 
su carta de ciudadanía, contra la sentencia que hace lugar 
a la re tif icación de dicho error pedida por el interesado : 
p. 247. 

33. La invocación del art. 6 de la ley 3975 no justifica la 
procedencia del recurso extraordinario contra la sentencia 
que no se funda en la interpretación de aquél sino en apre- 
ciaciones de hecho sobre la posibilidad de confusión que, 
aunque fueran contradictorias, no poürían ser revisadas por 
la Corte Suprema: p. 254. 

34. No discutiéndose la interpretación del art. 84 de la ley 
2873 sino una cuestión de hecho consistente en saber si el 
retiro accidental del guardabarreras impuesto por necesida- 
des fisiológicas, en circunstancias en que no había mediado 
aviso de la proximidad del tren, comportó el abandono del 
puesto a que se refiere el precepto citado, resulta por el 
tribunal de la causa en sentido negativo, es improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto por el fiscal: p. 287. 

36. La circunstancia de que la demanda haya prosperado 
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sobre la base de la prueba producida por el demandado, no 
es razón para calificar a la sentencia de arbitraria y carente 
de fundamento lepat: p. 394. 

36. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, fundada en la circunstancia de que la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Civiles, por resolución aprobada 
por e] P. E. y no anulada, otorgó la pensión no obstante 
tener conocimiento de que la interesada pozaba de una 
jubilación, rechaza la den-anda de dicha repnrtieión ten- 
diente a obtener la devolución de las cuotas indebidamente 
cobradas por la pensionista: p. 164. 

Re90lncí6n contraria. 

37. En las causas que versan sobre la interpretación de 
leyea peñérales de la Nación, que ambas partes consideran 
compatible con eu derecho, la procedencia del recurso ex- 
traordinario, no se supedita a la resolución contraria a la 
pretensión de ntnpuna de ellas, pues la sentencia envuelve 
el desconocimiento de una facultad o no exención fundada 
en una ley federal y e I caso encuadra, entonces, en el art. 
14, inc. 3* de la ley 48 : p. 546. 

38. No procede et recurso extraordinario respecto de reso- 
luciones que admiten la jurisdicción federal, aun cuando se 
invoque el carácter de orden público de las levea que repla- 
mentan la competencia: p. 183. 

39. Es improcedente, por falta de resolución contraria, el 
recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que 
declara la ineonstitucionalidad del decreto 3362/45, modifi- 
catorio de la ley 11.924 sobre justicia de paz letrada de la 
Cap. Federal: p. 483. 

40. Es improcedente el recurso extraordinario contra la 
sentencia del Superior Tribunal de Justicia '.e Entre Ríos 
que, al rechazar la demanda sobre inoonstitueionalidad de 
una ley local promovida ante ó! originariamente por quien 
pudo buscar por otra vía judicial el reconocimiento de su 
pretendido derecho, se abstiene de pronunciarse sobre las 
cuestiones federales ptantendas en ella por carecer de com- 
petencia para hacerlo: p. 211. 

Sentencia definitiva 

Concepto y generalidades. 

41. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que declara en forma definitiva la validez constitucional de 
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un iuJpuesto provincial y ordena llevar adelante la ejecución 
por cobro del mismo: p. 3Gó". 

g&ohtataiu* un irruiré* a la tntenciq definitiva, 

Jotcloi <3« «pr«Blo T íJ«»U«* 

42. lil recurso extraordinario no procedí en principio res- 
pecto di- sentencias di'-t¡idiis en juicios fio apremio tendientes 
a la percepcióa de la renta pública. 

No siendo elevado el impuesto tuyo paj£o ordena la sentencia 
de venta - m*n.l ,24f>— ni palmario el desconocimiento por 
la misma de derechos acordados por un fallo anterior de 
mía Cámara Federal, el recurso exiruordinanu no procede 
re-speeto de la setiteneíu dictada en juicio de apremio: p. líül. 

VmUi 

43. La regla Wiv ¡t repelí no impide la procedencia del 
recurso extraordinario si no lia sitio invocada por el Fisco 
ni aplicada por el tribunal apelado - p. 113. 

Kr.itituHane* pOMterioreM a la srniencia ífr/tJiilii'u. 

44. El recurso extraordinario no procede respecto de reso- 
luciones tendientes a la ejecución de la sentencia final firme 
de la causa, sobre la hase de razones que pudieron invócame 
en el curso del juicio: p. T>72. 

46. Procede el recurso extraordinario fundado por el Banco 
Hipotecario Nacional en la interpret' ion de la ley 8172 
contra la resolución que. si bien no es sentencia definitiva, 
desconoce ci privilegio invocado por aquél sin que baya otro 
modo u oportunidad de obtener su reconocimiento: p. 534. 

Tribunal Superior. 

46. l'rocede el recurso extraordinario fundado en que el 
decreto n" 42ÍJ7/44, de creación de los tribunales tle faltas 
de la ciudad de Buenos Aires, es inconstitucional en cuanto 
modifica el réginWn establecido por el art. 30 del Cód. de 
Proced. Criminales, contra ta sentencia dictada por uno de 
aquellos tribunales que rechaza dicha impugnación y en for- 
ma final condena ai recurrente al pago de una mulla: p. 184. 

RequiaitOB formajes. 
Introducción do U cuestión federal. 

forma, 

47. Es ineficaz, a los efectos del recurso extraordinario, la 
invocación por primera vea ante la Corte Suprema de tra- 
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lados internacionales, vincii linios con el a rt 220 del Cód, 
f'enal. aunque se los baya mencionado en las instancias ordi- 
narias en ¡orina general y comprensiva y sin precisar las 
cláusulas que se consideran transgredidas : p. 78. 

IntaipoMción del recurso. 

Término. 

48. Es extemporáneo el i-icurso extraordinario interpuesto 
antes de dictada la se ni Alicia definitiva del superior tribunal 
de la causa: p. 103. 

49. üi resolución que deniega el recurso extraordinario por 
haberlo interpuesto fuera de término no es susceptible, en 
principio, de revisión por la Corle Suprema: p. 182, 

50. El término de cinco días para interpone ■■ el recurso ex- 
traordinario se computa teniendo en cuenta los dí.is hábiles 
para actuar ante el tribunal ordinario de la causa: p. 15. 

Fundanunt». 

51. Ni la reserva de interponer el recurso extraordinario 
ni su deducción condicional son suficientes para la concesión 
de aquél ; p. 77. 

52. El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expr.-sar l;i ruesMÓii federal ipie se intenta soiiiV'ter a 
la Curie Suprema de manera dura y precisa y contener, 
además, las enunciaciones necesarias para puntualizar la 
vinculación de aquélla con las cuestioné» en litigio, de tal 
muñera rpie su sida lectura permita apreciar lo referente a 
la procedencia del recurso y los puntos sobre que Ka de 
versar el pronunciamiento de la Corte: p. 308. 

53. El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal ipie se intenta someter a 
la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener las 
eliminaciones necesarias pura puntualizar la vinculación de 

aquélla i las cuestiones en litqrio, de tal manera que su 

sol» ]> lura permita apreciar lo referente a la procedencia 
del recurso y los puntos sobre que ha de versar el pronuncia- 
miento de la Corte: p. 532. 

54. N'o suple la deficiencia del fundamento del escrito en 
«pie se interpuso el recurso extraordinario la circunstancia 
de Imeerse referencia en el mismo ¡d memorial presentado 
en oportunidad del ¡ulVme ■» r»r, jinle la Cámara Federal, 
antes del Fallo apelado : p. 4íti¡, 
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56. Par» e! correcto fundamento del recurso extraordinario 
»e requiere ta mención concreta de ta norma nacional invo- 
cada por el acetante: p. 164. 

56. No constituye fundamento suficiente del recurso extra- 
ordinario 1» remisión hecha en el escrito de interposición a 
argumentos formulado!) con antcrioridiid o las manifestacio- 
nes limitadas a dejar constancia de que se cuestiona ln inte- 
ligencia de determinada norma federal sin expresar en que 
eoneÍst« el errur de interpretación ni cuál es él agravio infe- 
rido al derecho federal invocado: p. 303. 
67. Las inJpnfniHcinncfi formuladas en términos peñérale», 
cava relación con la materia del litigio no ha sido puntuali- 
zada ni demostrada no bastan para fundar el recurso extra- 
ordinario: p. 47+. 

Resolución. 

Umitas del pronr.nciuruento 

58. La cuestión procesal referente a las facultades del de- 
nunciante en un juicio criminal, planteada por primera vez 
ante la Corte Suprema, es ajena a la resolución que ésta 
debe pronunciar en el recurso extraordinario: p. 78. 

59. No incumbe a fa Corte Suprema pronunciarse, en el 
recurso extraordinario, acerca del aconimiento a la ley 12.926 
formulado por primera vez ante ella por el inquilino de- 
mandado por desalojo: p. 22. 

60. No procede lomar en consideración la cuestión plantea- 
da por primera vez en el memorial presentado et, la instancia 
extraordinaria ante la Corte Supren.to: p. 481. 



RECUDO OTÍDTNARIO DE APELACION. 
Tercera instancia. 

Generalidades. 

1. La jurisdicción apelada de la Corte Suprema se limita 
a los casos que contemplan las leyes que la gobiernan entre 
loa que no figuran re.-ursos de apelación ni de revisión de 
las senten-ms de tribunales locales en materia criminal: 
p. 1«3 
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Bcr.Uncl.i definitiva. 

Vvxctplo. 

2. La tercer;! instancia ordinaria funciona restrictivamente 
tan silo respecto de las sentencias definitivas o sean aquéllas 
que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo 
Imposible sn continuación; por lo que no procede extender 
¡t esa situación el criterio (pie, a los efectos del recurso ex- 
traordinario, autoriza en ciertos casos de gravamen irrepa- 
rable a equiparar ¡i sentencia definitiva resoluciones que lio 
etienadrarían en el concepto enunciado: p. 125. 

Saotutionei a*téri6ra. 

3. No procede el recurso ordinario contra la resolución que 
se limita a exigir el cumplimiento del requisito previsto en 
el art. 1* de la ley 11.634: p. 125. 

RENTAS PUBLICAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 42. 

RENUNCIA ('). 

1. El exceso en que pudo incurrir d Intendente al convertir 
en la reglamentación de la ley 8854, en lo referente a la 
venta de terrenos sobre la Avenida Tí. 8. Peña, lo que fué 
previsto por la ley como condición resolutoria, en cláusula 
penal, no es óbiee a la validez de esta últimh, si la compra- 
venta se realizó sin observación bajo el régimen del decreto 
mencionado: p. 178. 

RESCISION DE CONTRATO. 

Ver: líenuneia. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Daños y perjuicios. 1. 

RETIRO MILITAR. 

Ver: Pensiones militares. 1. 2. .1. 4. 

RETRO ACTIVIDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 16, 2:1, 36, 38, 43, 44, 46; Hono- 
rarios; Jubilación ile empleados nacionales. 2: Lev de Helios, 
1; Pensiones militares, 2. 3. 4 ; Prer.Tipeión. 8, 10. 

(l) Vci tfiinbit-n: IntcrePt'*, '2. 
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SALARIO MINIMO. 

Ver: Conatitución Nacional, 41. 

SECRETARIOS. 

Ver: Empleados públicos, t? Jueces. 1 ^ 

SENTENCIA (»), 
Principios generales. 

1. No al cunda oportunamente lu falla de derecho de un 
agente do policía a los henefii ios ilc la ley %88 ni tratado 
el punto por la sentencia apelada, n« corresponde pronun- 
ciamiento alguno al respecto: p. ti?. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: Recurso extraordinario. 21. 2s 

SERVICIO MILITAR. 

1. Kl propósito de las disposiciones del decreto 2!).375/44 
reformado por el 14.584/46 y ratificados ambos por la ley 
12.918, en cuanto exime a quienes sostengan a las personas 
que- mencionan en el art, 41, es asegurar a éstas la contri- 
bución que integra el mínimo indispensable para el sostén 
de las misma*: p. 128. 

2. Exceptuado judie i al n> tente de) servicio de las armas el 
mayor ile los hermanos de tina misma clase, no procede in- 
corporarle después a las filas por la circunstancia de que el 
oirn tmvo sido dado de baja "por excedente". Hacerlo im- 
porta una privación ilegal de la libertad que da lugar al 
babeas eorpus: p. 78. 

3. El hermano que sustienc con su trabajo personal a su 
madre y a sus hermanos menores abandonado* por el padre 
está exento del servicio mililar: p. 128. 

SOCIEDAD. 

Ver: Domicilio, 2; Impuesto a los réditos. 

SOCIEDAD ANONIMA. 

Ver; Jurisdicción y competencia. 11. 

SOLVE ET REPETE. 

Ver: I' -curso extraordinario. 41, i:¡. 

(i l'ei umtMín Ulf^aWitlftétoa | Rwur*) i* itidtdad. 
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SUCESION, 

Ver: Jurisdicción y competencia. .14. 
SUELDO, 

Ver: Constitución Nacional. -IH ; Contrato He trabajo. 2. 

SUPERINTENDENCIA. 

Ver: Jueces, 1. 

SUPERPOSICION DE IMPUESTOS. 

Ver: Impuesto. '1. 

T 

TABACO. 

Ver: Constitución Nacional. 1!!»: Impuestos In lentos, (i. 

TARIFAS. 

Ver: Aduana, tí. 

TERCEROS. 

Ver: Pemhiudas contra la nación. 
TERMINO. 

Ver: Recurso extraordinario, 50. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: Constitución Nacional, 42. 

TESTIGOS. 

Ver: Impuestos internos. 4; Prueba. 3. 
TIERRAS PUBLICAS (<)- 

1. El ocupante de un lote fiscal (pie lo obtuvo por cesión 
del jirm.darnienlo con las mejoras introducidas por cate, 
no lienc derecho a extfrir el papo del valor de la» misma» 
por la NBCtÓn si esta no se obligó a ello y no se trata de 
alpUUO de los eaBOB previstos en el iirt. líjM del Cóil. Civil: 
P 214. 

2, Puesto que el derecho de pastaje se liquida ti Imito por 
raheza y no en vista de la extensión de] inmueble utilizado, 
la circunstancia de que, por un error material cometido cu 
la liquídneión correspondiente, ae haya mencionado en la 
demanda sobre cobro de pastaje una extensión de tierra 



fiscal menor que la realmente ocupada no es óbice para que 
la acción prospere en proporción ni número de anímales que 
realmente aprovecharon el inmueble: p. 218. 

TRABAJO A DOMICILIO. 

Ver: Constitución Nacional. !», 12; Jurisdicción y competen- 
cia, 21; Recurso extraordinario, 10. 

TRATADOS. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Recurso extraordinario, 47, 
TRIBUNALES DE TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional, 40, 46; .Jurisdicción y compe- 
tencia, 3, 

TRIBUNALES MUNICIPALES DE FALTAS. 

Ver: Constitución Nacional. M; Recurso extraordinario, 1, 
12, 46. 

U 

UNIDAD NACIONAL. 

Ver: Constitución Nacional. I. 

UNIFICACION DE IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Impuestos Interno». 10. 



VACACIONES PACAS. 

Ver: Constitución Nacional, 44: Recurso itrnordinario, 8. 
VINOS. 

Ver: Impuesto. Impuestos Internos. 1, 7, 9. 



YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES 

Ver: tmpuciiloH luterana, ft. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



REPUBLICA ARGENTINA 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

DE 

JUSTICIA DE LA NACION 

CON LA Rei.AOÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



PUBLICACION DIRIGIDA 

POR LOS 

Dnts. Ramón T. Méndf \ Estpban Imaz v Ricapdo E, Rfv 

SecreUiiot dt\ Trihun». 



VOLUMEN 208 - Entreqas Primera y Segunda 



IMPRENTA LOPEZ 
PerO 666 — Buenos Aires 
1947 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS de LA CORTE SUPREMA 



Año 1947 — Junio y Julio 



JOSE VIEYTES v. COMISION NACIONAL DE ORANOS 

Y ELEVADORES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión 

La cesantía de un empleado do la Comisión de Granos y 
Elevadores, dispuesta sin forma de juicio, es ajena ni art, 
18 de la Const. Nacional e irrevitiible por los tribunales de 
t 1 )- 



DANIEL KRIVIC v. FERROCARRILES DEL ESTADO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

En la decisión de los conflictos de competencia la Corte 
Suprema debo proceder con arreglo a lo que establece la 
ley 50. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones fie competencia. 
Generalidades. 

La restricción establecida por el art. 411 del Cód. de 
Procds. Civil y Comercial de la Capital no rige respecto 
de la justicia federal. 



6 fie junio de 1947. Fallos: 179, 230; 203, S00. 
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FAíJXW DE LA COBTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

T>. Daniel Krivic inició demanda ante la Justicia 
del Trabajo de la Capital contra la Adm. Oral, de los 
Ferrocarriles del Estado, por cobro de indemnización 
do despido. Notificada tal demanda, la aludida Admi- 
nistración líen eral se presentó al Juez de Sección soli- 
citándole se declarara compelen te, y dirigiera oficio a la 
Comisión de Conciliación para que se inhibiera y remi- 
tiré el espediente. 

El Sr. Juez Federal aceedió a tales pedidos, diri- 
giendo el oficio solicitado al del Trabajo, pero éste, 
entendiendo que entre magistrados de una misma juris- 
dicción territorial no cabe plantear contiendas por 
inhibitoria, atento lo dispuesto por el art. 411 del Cód, 
de Proeeds. Ciw y Comercial de la Capital, no se pro- 
nunció sobre la cuestión, requiriendo del Sr. Juez de 
Sección remitiera las actuaciones a la Cámara del Tra- 
ba;.- (fs. lí)). 

El magistrado federal dispuso entonces elevar su 
expediente a V. E. invitando al Sr. Juez del Trabajo a 
hacer otro tanto. 

De le expuesto se desprende que la presente situa- 
ción guarda cierta similitud con la contemplada por esta 
Corte Suprema en 178:28. Conforme a lo allí resuelto, 
soy de opinión que V. E. debe devolver las actuaciones 
al Sr. Juez del Trabajo a objeto de que se pronuncie 
sobre el pedido de inhibitoria que se le formulara, ajus- 
tándose para ello a lo dispuesto en la ley 50, tít. VI. — 
Bs. Aires, marzo 2í> de 1ÍM7, — Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SÜFftEMA 

Bs. Aires, 6 de junio de 1947. 

Autos y vistos: Considerando : 

Que los conflictos de competencia entre jueces que 
aplican leyes procesales diferentes no deben ser resuel- 
tos por la Corte Suprema con arreglo a lo que establecen 
las leyes de carácter local sino a lo que dispone la fe- 
deral n" 50 (Fallos: 178, 28; 181, 270; 182, 187; 207, 
¿16 y los en ellos citados). 

Que dicha ley no contiene la 
da por el art. 411 del Cód. de Proccds. Civ. y 
de la Capital de 1:. República y, por lo contrario, admite 
indistintamente el empleo de la inhibitoria o la declina- 
toria (arts. 45 y sigtes.; Fallos: 178, 28). 

Que, además, la forma en que las leyes han orga- 
nizado la justicia federal y la local en la Capital de la 
República, y la circunstancia de ser aquélla de excep- 
ción y privilegio (Fallos: 101, 70; 170, 166 y 359) y 
tener por misión legítima y propia el resguardo de los 
intereses y de las instituciones federales (Fallos: 197, 
161), impiden extender a dichos tribunales la restricción 
que para los otros establece el art. 411 anteriormente 
citado. 

En su mérito y de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Proc. General, se resuelve devolver los autos al Sr. 
Juez de 1* instancia do los tribunales del trabajo a efec- 
to de que se pronuncie acerca de la contienda de compe- 
tencia por inhibitoria que le ha promovido el Sr. Juez 
Federal de la Capital, a quien se hará saber esta reso- 
lución en la forma de estilo. 

T. D. Casabes — Carlos del Cam- 
pillo — R. Villah Palacio. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



MIGUEL SOTO v. S. A. RE NEO AS HXOS. Y OIA. LTDA. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por 
Uts personas. Distinta vecindad. 

La circunstancia de míe una sociedad anónima domicilia- 
da en la Cap. Federal según sus estatutos, tfiisra en una 
provincia *u principal establecimiento no obsta a la 
procedencia del fuero federal que. por razón de la dis- 
tinta vecindad, lia i n vi nudo en el juicio i|ue le sigue un 
vecino de dicha provincia. 



Dictamen del PaoctrnAW>R General 
Suprema Corto: 

Ante la justicia ordinaria de Mendoza, D. Miguel 
Soto, vecino de aquella provincia, demandó por cobro 
de indemnizaciones de la ley 11. 729 a la S. A. Señeras 
Iínos. y Cía. Ltda. y esta última opuso excepción de 
incompetencia, sosteniendo tener su domicilio en Bs. 
Aires y tratarse de litigio entre argentinos. Desesti 
mada esa excepción por fallo de la Caín, de Apel. en lo 
Civil, Comercial y Minas (fs. 148), t ráese contra el 
mismo un recurso extraordinario, deducido por la de- 
mandada a fs. 153. Lo considero admisible, pues media 
denegación del fuero federal oportunamente invocado 
por la parte boy recurrente. 

La cuestión de fondo planteada estriba en decidir 
si una sociedad anónima, con domicilio legal en la ciudad 
de Bs. Aires, debe conceptuarse vecina de Mendoza por 
°1 becho de tener en aquélla su principal establecimien- 
to. V. E. lia resuelto que a los efectos del fuero, ello no 
basta (176: 199; 184: 181; 188: 165, entre otros). Por 
razón del lugar del contrato, podrán acaso tenor juris- 
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dicción los jueces do Mendoza; pero la acción debió 
deducirse ante la justicia federal mientras el demanda- 
do no renunciara expresa o implícitamente a dicho 
fuero. 

Así corresponderá declararlo si V. E. mantiene di- 
cha jurisprudencia. — Bs. Aires, diciembre 12 de 1946\ 
— Juan Álnirez* 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, (í de junio de 1947. 

Y vistos los autos; "Soto Miguel contra S, A. 
Bcncgas Unos, y Cía. Ltda. por indemnización", en los 
(pjc se lia concedido a la demandada el recurso extra- 
ordinario interpuesto a fs. 153 contra la sentencia de fs. 
HS, denegatoria del fuero federal invocado por aquélla. 

Considerando : 

Que la cuestión discutida en autos ha sido objeto 
de uniformes y reiteradas decisiones de la Corte Supre- 
ma en sentido opuesto a lo resuelto por la sentencia 
apelada (Fallos: 142, 428; lí>í>, Í02j 178, 1M; 184, 101; 
188, 565; 200, 35 y los (pie en ellos se citan), por lo cual 
y con arreglo a los arts. 100 de la Const, Nacional; 2, 
ínc, 2% 9 y 11 de la ley 48; y í)0, inc. 3*, del Cód. Civ., 
procede en el caso de autos el fuero federal invocado 
por la sociedad demandada. 

En su mérito, y de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Proe. General, revócase la sentencia apelada, on lo 
que ha sido materia del recurso. 

T. D. Casares — Carlos del Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 



10 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



EDISTRO M. CORREA v. MANTEL RODRIGUEZ 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantías. Derecho de 
propiedad. 

En caso de grave perturbación económica y social es lícita 
la reducción por el Estado de los alquileres y la prórroga 
de loa contratos do locación. La rebaja de los arrendamien- 
tos que no priva de reata a los propietarios, aunque ella 
seo inferior a la de ciertos títulos do renta pública, ea 
constitucional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantías. Igualdad. 

No contraría la garantía de la igualdad ante la ley la re- 
ducción de los alquileres impuesta sobre el monto de los 
cobrados en diciembre de 1042. Las desigualdades que 
pudieran resultar del establecimiento de ese punto de re- 
ferencia fijo y general están subsanadas por la facultad 
acordada a la Cámara de Alquileres de modificar los por- 
fíen tos de rebaja en casos excepcionales debidamente jus- 
tificados. 

CONSTITUCION X ACION AL: Derechos y garantías. Igualdad. 

La excepción de las rebajas acordadas a los edificios nue- 
vos no es inconstitucional. 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicable. 

Ratificado el decreto 9432 por la ley 12.922, con efecto 
retroactivo, la reposición de lo actuado debe practicarse 
con arreglo a lo dispuesto jmr el primero. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corle: 

De acuerdo eon lo resuelto por V. E. cil 204:401, la 
remisión concreta a los capítulos de la demanda en los 
que se planteó k cuestión federal, constituye fundamen- 
to suficiente del recurso extraordinario interpuesto a 
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fs, 116 de los autos principales, Corresponde, pues, de- 
clinarlo nial denegado a fs. 117. 

En cuanto al fondo del asunto, el fallo apelado se 
funda en apreciaciones de hecho y prueba (insuscepti- 
bles por lo tanto de revisión en la instancia promovida), 
y en la sentencia de V. E. in re "Alfredo R. Castro — 
su sucesión"— (204: 359). Conforme lo tengo dicho en 
numerosos casos anteriores, toca al recto criterio de 
V. E. decidir si en el presente median las circunstancias 
tenidas en cuenta en dicho antecedente para declarar 
la constitucionalidad del decreto tí» 1.580/43. 

De ese análisis resultará si se debe confirmar o 
revocar el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de 
recurso. — Bs, Aires, febrero 14 de 1ÍU7. — Juan Ai- 
ra vez. 



DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de junio de lí)47. 

cedente queja caratulada: ''Recurso 
por el actor en los autos Correa 
Manuel", para decidir sobre 



Y vista la 



M. c. 
su procedencia. 



Y considerando : 

Que la mención concreta del escrito u oportunidad 
en que se planteó en los autos la pertinente cuestión 
federal constituye fundamento suficiente del recurso 
extraordinario interpuesto sobre la base de la misma 
—Fallos : 204, 401 ; 206, 195 y otros—. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Proc. General, se declara mal denegado el recur- 
so extraordinario a fs. 117 de los autos principales. 
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Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que en los escritos de fs. 5 y 101 impugna el recu- 
rrente el dciTelo imm. 1.5 SO como incompatible con los 
alte. 14, 16, 17, 18, 19, 2S, 31, 33 y (¡7, inc. 11, de la Const. 
Nacional. Ton arreglo a las cuestiones que plantea son, 
sin embargo, dos Jas garantías constitucionales que des- 
conocería el decreto cuestionado; la de la propiedad y 
la de la igualdad. La primera, por la rebaja de los al- 
quil e res que el decreto dispone, y la segunda, por la 
forma en que la misma se linee efectiva y por las exen- 
ciones que admite. 

tjue por lo que linee al primer punto esta Corte ha 
declarado que en casos de grave perturbación económi- 
ca y social es lícita la reducción temporal por el Estado 
de los alquileres y la prórroga de los contratos de loca- 
ción. Así se lo decidió en Fallos : 1>Q4, 359, cuya doctrina 
se reiteró en Fallos: 20(i, 158. No es que durante la 
emergencia se suspenda la garantía constitucional de 
la propiedad. Lo que durante la emergencia puede ha- 
cerse legislativamente a su respecto es una reglamen- 
tación tic su uso que contemple las consecuencias de las 
excepcionales circunstancias en orden a la dependencia 
en que muchos se hallan de la propiedad ajena. No toca 
el fundamento do su inviolabilidad el ordenamiento de 
ella que subordine ¿ni ejercicio al bieu común según las 
modalidades de caí la circunstancia, porque no se es 
inviolablemente dueño de imponer mediante ella cuales- 
quiera condiciones a la vida de todos los demás que 
estén necesariamente constreñidos a recurrir a su uso. 

Que igualmente ha decidido esta Corte, analizan- 
do una disposición de la ley 12.591 en una sentencia 
cuyos principios pueden aplicarse en la especie, que las 
restricciones impuestas por leyes de emergencia, que 
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tutelan i iiloiosos vítales de ta comunidad, a las utili- 
dades de los propietarios de artículos de primera nece- 
sidad, son válidas, en tanto no se los obligue a vender 
por debajo del precio regular de costo y sin utilidad 
alguna —Fallos : Ü01, 71—. Con análogo criterio, la limi- 
tación transitoria de los alquileres que no priva de ren- 
ta a los dueños de los inmuebles arrendados, aunque la 
misma sea inferior a la de ciertos títulos de la deuda 
pública, debe declararse también lícita. 

Que, por otra parte, el precio justo de la habita- 
ción indispensable no se debe estimar sólo desdo el 
punto de vista del interés del capital constituido por el 
inmueble que se da en locación, sino también atendien- 
do al promedio de la ganancia ordinariamente mínima 
en el lugar y tiempo de que se trate. La habitación mí- 
nima w puede costar más de lo que pueden soportar 
los presupuestos sostenidos por los sueldos o jornales 
mínimos en un momento dado. En consecuencia, pro- 
ducido un proceso de encarecimiento de los alquileres 
que requiera un remedio tic emergencia como el de que 
aquí se trata, tiene razón de justicia y no lesiona, por 
consiguiente, el derecho de propiedad, un criterio de 
reajuste que los reduzca en relación inversa a! monto. 

Que ol régimen de reducción consistente en impo- 
nerla sobre el precio que se cobraba en diciembre de 
1í)4l! beneficia a los propietarios que aumentaron sus 
alquileres antes de la fecha indicada, tanto más cuanto 
más excesivo lia va sido ol aumento, y perjudica a los 
que para entonces no los habían elevado, tanto más 
cuanto más reducido fuera el arriendo en esa fecha. La 
consecuencia os innegable y comporta injusticia, pero 
es la posible injusticia inevitablemente inherente a las 
medidas legislativas de esta especie constreñidas a tener 
que establecer un punto de referencia fijo y general 



M FAUXM DE LA CORTE SUPREMA 

con sujeción al cual -como en el caso de la ley 11.157—, 
o a partir del enal —como en el decreto cuestionado—, 
lia van de efectuarse las rebajas. 

Que todas las objeciones relativas a consecuencias 
inequitativas y desiguales del decreto en determinados 
casos particulares (alquileres bajos antes del 31 de 
diciembre de 1942, introducción de mejoras, encareci- 
miento de los servicios complementarios cuya presta- 
ción debe mantenerse, etc.) son particularmente ir ad- 
misibles tratándose de! decreto en cuestión porque su 
art. 9' crea una Cámara de Alquileres entre cuyas fa- 
cultades, enumeradas en el art. 10, está la de * 4 autorizar 
ea eada caso concreto de carácter excepcional y debida- 
mente justificado, la modificación de los porcentajes 
de rebaja". Vale decir que el mismo decreto contiene 
una posibilidad de remedio para las desigualdades indi- 
cadas, que no puede ser desatendida a los efectos de la 
solución del caso, porque la objeción de inconstitucio- 
nulidad formulada no está comprendida entre los puntos 
oportunamente propuestos en Ja causa. 

Que la excepción de las rebajas acordada a los edi- 
ficios nuevos no es arbitraria. Tiende, como lo admite 
el propio recurrente, a fomentar la edificación, entor- 
pecida por otros factores, y reposa, por consiguiente, 
sobre razones atendibles, que bastan para desechar la 
tacha de inconstitucional i dad. Pues como también se lia 
declarado reiteradamente la garantía de la igualdad no 
impide que la legislación contyrnple en forma diferente 
situaciones que considera distintas, cuando la discri- 
minación no es irrazonable ni arbitraria — Conf. doet. 
Fallos: 182, 355; 190, 231; 192, 139 y otros. 

Que debe reponerse el papel en la forma que lo 
dispone el decreto 9,432. Este ha sido en efectivo rati- 
ficado por la ley 12.922 con efecto retroactivo, lo que 
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obvia cualquier discusión solnv su aplicación en su- 
puesto* no penales como el de autos 
"Martín Joaquín v. Nicorn Domingo, ii 
por despido**, fallado el 24 de marzo de 

En su mérito y oído el Sr. Proc. General, se decide 
conri rninr la sentencia apelada do fs. 113 en lo que lia 
sido otijeln de recurso extraordinario. Y ordenar se 
practique la reposición pendiente en la forma en que lo 
disimile hi ley ll\'J'22. 

T. D. Casaues — Oahlos del Cam- 
i-illo — K. Villar Palacio. 



nrrcno r,. momn-ari v. aijisttdkk ganpolfi 

IlKRTÍlíllí) O ATjVAKO YUNQUE 

RECURSO EXTRAORDINARIO .* R^tmilos formales. Interposi- 
ción del renmo. Término. 

El térmitm de vinco dhis pora interponer el recurso extra 
ordinario se eninputu teniendo ni cuenta los di;K hubdes 
pitra actuar ante el tribunal ordinnrio de la causa. 



Dictamen del Puocvradoii Oeneiul 
Suprema Corte: 

Notificado el recurrente a fs. 01 de la causa prin- 
cipal de la sentencia do fs, 90, ha interpuesto contra la 
misma recurso extraordinario de apelación para ante 
la Corte Superna (fs. 93). Lo lia hecho después de estar 
consentida dicha sentencia, toda vez que el término 
acordado para interponer el recurso (art. 208, lny 50) 
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había vencido t'ii lu techa , martes 1- do abril ppdo., en 
que presentó el escrito respectivo (cargo de fs. ÍKJ). 

Corres pan de por ello rechazar la presente queja. — 
Bs. Aires, mayo 24 de lí)47. — Saúl M. Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, f¡ de jimio de 1947. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido por el querellado en los autos Moli- 
na r i Diego Luis c. Üandolfi Herrero Arístides o Alva- 
ro Yunque", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 208 de la 
ley 50 y a lo resuelto reiteradamente por esta Corte — 
Fallos: 205, 6» y los allí citados^- el recurso extraordi- 
nario interpuesto el sexto día hábil después del de la 
notificación de la sentencia definitiva del superior tri- 
bunal de la causa es extemporáneo. 

Que el feriado de Semana Santa dispuesto por 
acordada de esta Corte para la justicia federal no pue- 
de ser óbice para el curso de los términos correspon- 
dientes a trámites a realizarse ante los jueces locales, 
extraños a la superintendencia del tribunal. 

Ku su mérito y atento lo dictaminado por el Sr. 
Proa General suplente, se desestima la precedente 
queja. 

T. D. Casares — Carlos del Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 
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AVALLE Y CIA. v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

JURISDICCION 7 COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Cansas en que es parte 
una provincia. Generalidades. 

Si bien las ejecuciones seguidas por letrados y apoderados 
por cobro de las costas reguladas en juicios de jurisdic- 
ción originaria son causas incidentales, no corresponde por 
esa circunstancia et conocimiento en las mismas de la Cor- 
te Suprema si no aparecen reunidos los extremos necesa- 
rios para que surja su competencia (»)■ 



DIOCESIS DE SAN NICOLAS DE LOS ARROYOS 

PATRONATO NACIONAL. 

Tratándose de la erección canónica de una nueva dióeesifl 
conforme a lo solicitado por el Gobierno Nacional, procede 
acordar et pase respectivo sin esperar la llegada de la 
bula respectiva, dejando a salvo los dereclios correspon- 
dientes al Patronato Nacional que pudieran quedar com- 



DlCTAMEN DEL PROCURADOR GeKERAL 

Suprema Corte: 

En 182:263, teugo opuesto algún reparo al pase de 
Bulas cuyos textos originales no hoyan sido presenta- 
dos aún. Empero, atenta la doctrina de V, E. sobre el 
particular, y siempre que se la mantenga por la Corte 



BULA APOSTOLICA 



CCION CANONICA DE LA 





(l) 6 de junio do 1947. Fallo» ; 128. 253. Silencia del 13 de mijo 
do 1930 en "Olmos Alfredo y otro v. Pro«r. de Aírci". 
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tes sobro Patronato, a la comunicación remitida por el 
Sr. Nuncio Apostólico referente a erigir una nueva 
Diócesis en San Nicolás de los Arroyos (Prov. de Bs. 
Aires) y crear en la misma el Obispado respectivo; 
disposiciones ambas oue, según informa a V. E. el P. 
B. Nacional en su nota de fs. 2, responden a deseos 
oportunamente manifestados a la Santa Sede por el 
Gobierno Argentino. — Bs. Aires, abril 29 de 1947. — 
Juan Alvar ez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de junio de 1947. 

Vistos estos antecedentes de los que resulta: 

Que el Excmo. Sr. Presidente de la Nación somete 
a la consideración de esta Corte "a los fines expuestos 
en el inciso 9* del art. 86 de la Const. Nacional" la nota 
en que S. E. el Sr. Nuncio Apostólico da cuenta de que 
S. S. Pío XII ba exi edido la Bula Apostólica de erec- 
ción Canónica de la Diócesis de San Nicolás de los 
Arroyos, accediendo a los deseos del Gobierno Argen- 
tino, manifestados en oportunidad de votar el IT. Con- 
greso do la Nación la ley de presupuesto núm. 12.778 
para el año 1942 por cuyo art. 93 se creó dicho Obispado, 
deseos actualizados en ocasión de tratarse el nuevo pre- 
supuesto para el año en curso en el que fueron incluí- 
dos los cargos y partidas para su funcionamiento. 

Y considerando: 

Que en presencia de las circunstancias expuestas 
por el P. E. ; por tratarse en el caso de la erección ca- 
nónica de una nueva diócesis, cuya creación fuera opor- 
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uln por el Gobierno Argentino y do 
con lo dictaminado por el Si\ Proc. General, 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación presta su 
acuerdo para que el Presidente de la Nación Argentina 
conceda el pase a que se refiere el inc, 9° del art. de 
la Constitución respecto a la creación del Obispado de 
San Nicolás de los Arroyos, dejando a salvo como es de 
práctica los derechos que corresponden al Patronato 
Nacional si de algún modo pnd ! °ran quedar comprome- 
tidos en el caso actual, en cuanto ello importe reconoci- 
miento de jurisdicción y sin perjuicio de la oportuna 



al P. E. con el oficio 




Carlos del Campillo 
Villar Palacio. 



- H. 



Voto del Sr, Ministro D D. Tomás D. Casares 
Y considerando : 

Que aun supuesta la vigencia del régimen constitu- 
cional del pase o "exequátur" sin que se baya concluí- 
do concordato con la Santa Sede (Const. Nacional, art. 
(?7, inc. líí) la erección de que se trata no puede consi- 
derarse comprendida en la posibilidad do retención que 
dicho régimen contempla, dispuesta como ha sido por 
la Santa Sede accediendo a los deseos del Gobierno 
Nacional. La expresión de esos deseos elevada al Sumo 
Pontífice comporta el reconocimiento de que la erección 
es acto propio de Él, y habría contradicción en que soli- 
citado por el P. E. dicho acto y producido como se lo 
solicitó, según resulta de la comunicación a que se ha 
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hecho referencia, cupiérale al solicitante interdecir lue- 
go su efectividad. 

Por lo tunto nada cabe observar y así se declara. 
Comuniqúese al Excmo. Sr. Presidente de la Nación 
en la forma de estilo y devuélvanse e.stns actuaciones. 

T. D, Casaues. 



EMILIO M. MEYEH PELLEGRINI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión 
justHabts. 

La resolución do la Cámara en lo Criminal y Correccional 
de la Capital, que por falta de atribuciones al efecto, do 
niepa amparo a los jueces de faltas creadas por decreto- 
ley 4297, separados por decreto del Intendente Municipal, 
deeide una cuestión de naturaleza local y es insusceptiblc 
de recurso extraordinario. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ba. Aires, 9 de junio de 1Í147. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido en los autos Meyer PeIJegrini Emi- 
lio Martín s/. amparo' 1 , para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando : 

Que según lo expresa el recurrente, D. Emilio 
Martín Meyer Pollegrim, fué separado del cargo de 
Juez de Faltas de la Capital por decreto del Sr. Inten- 
dente Municipal de fecha 6 do mayo del corriente año, 
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dictado en contravención del decreto-ley 4297 de 1944, 
con arreglo al cual sólo pudo ser removido "mediante 
juicio que deberá substanciarse ante la Cám. de Apel. 
en lo Criminal de la Capital, por el procedimiento de la 
ley 11.924". El recurso extraordinario lia sido inter- 
puesto contraía decisión del tribunal citado, ante quien 
el peticionante ocurrió en procura de amparo» al que 
no se hizo lugar. 

Que la cuestión propuesta es así de orden pura- 
mente local. Versa en definitiva sobro la disconformi- 
dad de un decreto del Intendente Municipal con una 
norma —el decreto ley 4297— destinada a regir exclu- 
sivamente en la Cap. Federal, y respecto de las atri- 
buciones que pueda babor acordado a la Cámara en lo 
Criminal y Correccional de la Capital El conflicto de 
poderes que en tales condiciones pueda producirse es 
ajeno a la jurisdicción d<í esta Corte, con arreglo a lo 
decidido reiteradamente en casos análogos —Fallos: 
*J06, 312 y los allí citados. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 



T. D. Casares — Carlos oel Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 



TRIBUNA DEMOCRATA 

JÜR1SD1C10N Y COMPETENCIA i Competencia penal. Delito* en 

particular. Desacato. 

No habiendo impuesta la Const. Nacional al Congreso la 
obligación de proceder de inmediato al establecimiento del 
juicio por jurados, aquél ha podido conferir a loa tribu- 
nales de justicia de la Cap. Federal competencia para 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

¡i 

conocer en Ioh delitos de desacato cometidos por medio de 
los diarios («). 



NACION ARGENTINA v. CORPORACION ARGENTINA 

DE TCRISMO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
d'rat. Cuestione* federales complejas. Ineonstitucionalidad de nor- 
Mas ,1/ netos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que el de- 
creto 26.527/44 es violatorio del art. 16 de la t'onst. Na- 
cional. 

COSSTtTVCÍOX NACIONAL: Constitucional; dad g inconstitucio- 
nulútad. Decretos nacionales. Varios. 

El decreto 26,527/44, en cuanto excluye de los beneficio* 
del art. 4* del decreto 1580/43 a los locatarios de inmue- 
bles de propiedad del Estado o de sus entidades autárq ui- 
eas cuando estas Jos requieran para sus propias necesidades 
y con destino a uso público, no es violatorio del art. 16 de 
la Const, Nacional, 

RECIRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

No es federal la cuestión referente a saber qué debe enten- 
derle por uso público y si en el caso tiene o no ese carác- 
ter el que el dueño se propone dar a su inmueble. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronun- 
ciamiento. 

No incumbe a la Corte Suprema pronunciarse, en el re- 
curso extraordinario, acerca del acogimiento a la ley 
I2.D26 formulado por primera vez ante ella por el inqui- 
lino demandado por desalojo. 



ÍM H de jupio áe 1947. Faltos: 113, 92; 165, 258. 
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Bs. Aires, 9 de junio de 1947. 

Y vistos los autos: " Fisco Nacional contra Corpo- 
ración Argentina de Turismo S. B. L. sobre desalojo", 
eu los que se ha concedido el recurso extraordinario a 
la parte demandada. 

Considerando: 

Que la parte demandada lia puesto en cuestión la 
validez del decreto n* 26.527/44, sosteniendo que en 
cuanto se excluye de los beneficios del art. 4 del decreto 
n* 1580/43 a los locatarios de inmuebles de propiedad 
del Estado o de sus entidades autárquieas cuando estas 
los requieran para sus propias necesidades y con desti- 
no a uso público, se viola el principio de igualdad que 
establece el art. 16 de la Const Nacional. La sentencia 
apelada desestima esa objeción al reproducir los fun- 
damentos de la dictada en primera instancia, por lo que 
el recurso extraordinario es procedente de acuerdo a 
lo dispuesto por el art. 14, inc. 3% de la ley 48 (Fallos: 
184, 223; 191, 165; 196, 167). 

Que según reiterada jurisprudencia el art. 16 de la 
Const. Nacional no impide que la legislación contemple 
en forma distinta situaciones que considera diferentes 
siempre que la discriminación no sea arbitraria ni res- 
ponda a un propósito de hostilidad contra determinada 
persona o grupo de personas (Fallos: 182, 355; 184, 
592; 202, 304; 205, 68; 206, 401). Lejos de esto último, 
el decreto de referencia no tiene otro objeto que el de 
permitir al Estado, mediante la aplicación del régimen 
común existente con anterioridad a la sanción del de- 
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creto n° 1 580/43, el uso de sus propios bienes para la 
satisfacción de necesidades originadas por el desenvol- 
vimiento de las actividades de la admtnist ración. No se 
trata, pues, de una excepción arbitraria sino razonable 
y justa, que, por lo demás, y como lo advierte el Sr. Juez 
Federal recordando el art. 1" del decreto n* 33.059/44, 
no es la única a! régimen del decreto 1580/43. 

Que la cuestión referente a saber qué debe enten- 
derse por "uso público" y si en el caso de autos tiene 
o no ese carácter el que se propone darle la parte acto- 
ra al inmueble ocupado por la demandada, no es de ín- 
dole federal sino común como el decreto de cuya inter- 
pretación se trata {Fallos: 206, 158 y 275). Las conclu- 
siones de la senteneia apelada con respecto a ese punto 
son, pues, irrevisibles por medio del recurso extraor- 
dinario (Fallos citados). 

Que por la razón expuesta precedentemente y por 
no tratarse de una cuestión comprendida en el escrito 
de interposición del recurso extraordinario (Fallos: 
188, 559 j 189, 81 ; 195, 529) no incumbe al Tribunal pro- 
nunciarse acerca del acogimiento a la ley 12.926 formu- 
lado por el locatario en el párrafo IV del memorial 
presentado en esta instancia (fs. 42). 

En su mérito, confírmase la senteneia apelada en 
lo que ha podido ser materia del recurso extraor- 
dinario. 

T. D. Casares — José R. Irusta 
Cornet — Juan César Ro- 
mero Ibarra. 
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PROCURADOR, FISCAL v. ANTONIO NAVARRO 

TANNOS 

LEY DE SELLOS: Exenciones. 

Ño siendo susceptible de interpretación extensiva tas le- 
yes que acuerdan exenciones impositivas, no procede exi- 
mir de reposición del sellado sobre la base de lo dispuesto 
en el art. 10 de la ley 346 —que declara que "la carta de 
dudada nía y acciones para oblenerla serán gratuitas" 
— a quien fu»' demandado por rescisión de su carta de 
ciudadanía (')■ 



X. A. M ATT ALO 1 SIMON LTDA. v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. ('wxlionen federales simples. Interpretación de las leyes fede- 
rales. Leyes federales de carácter procesal. 

La decisión referente a la acumulación de acciones versa 
sobre cuestiones procesales y de hecho y no es susceptible 
de recurso extraordinario ( s ). 

IMPUESTOS INTERNOS: Procedimiento, Via contenciosa. 

No son acumula bles las acciones de repetición de imputé 
tos internos y la contenciosa administrativa que respecto 
de la procedencia de las multas autoriza el art. 27 de la 
ley 3764, por ser la primero civil y la segundo penal ('). 



ENRIQUETA RAPACCE l>E BASSAN v. MARUATELLI 
JUAN Y HUMBERTO PENA 

CONSTITUCION NACIONAL: Cowttitucionntidad e inconstitucio- 
nalidad. Decretos nacionales. Varios. 

Una vez dictada sentencia de desalojo no puede impedirse 
su cumplimiento por aplicación de las normas que al efecto 



(l) 19 de judío do 1947. V. Falloi: ZOC, 177. 

(-) 18 de junio de 134". Fnllos: 130, 329. 
(8) Fallos: 100, 414. 
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pudieran dictarse que serían viohitorias de los arts. 17 y 
18 de la Const. Nacional. No importa que en el curso del 
juicio se formulan» reserva tic acogerse al decreto 21.876, 
rí la invocación efectiva del mismo es posterior al fallo 
final de la causa (>). 



MARIA A. ROSA DE ARENAS v, MARIO ARENAS 

JURISDICCION Y rOMPmmClAi Competencia territorial. Ele- 
mentan determinantes. Lugar del domicilio de las partes. 

El domicilio conyugal determina ta competencia de los 
jueces respecto de la» acciones emergentes del matrimonio 
promovidas por uno de los esposos contra el otro, entre 
ellas la de alimentos. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Ali- 

Corresponde a Sos jueces del domieilio conyugal, no alte- 
rado por el alejamiento del marido, conocer en la demanda 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante los jueces del último domicilio conyugal, ante- 
rior a la separación de los esposos, deben tramitarse 
las acciones que entre éstos se entablen emergentes de 
las relaciones propias del matrimonio. Tal es ía doc- 
trina que emana de los fallos de V. E. en 151: 342; 155: 




<J) 19 de junio de 1947. Fallo»: 202, 840. 



i 
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De la prueba rendida en los expedientes que lian 
sido elevados n la Corte Suprema para que dirima la 
contienda de competencia trabada entre el juez de 1* 
instancia en lo civil de la Cap. Federal y el de igual 
clase en lo civil, comercial y minas de Mendoza para 
conocer en la presente causa sobre petición de alimen- 
tos, surge claramente que en la Cap. Federal tuvieron 
los esposos el referido domicilio conyugal; y que éste 
ha subsistido como tal, en los términos de las disposi- 
ciones legales preindicadas, basta la fecha de iniciación 
de la demanda, 

El análisis de la prueba al respecto lia sido acerta- 
damente hecho por el Sr. agente fiscal a fs. 224/226 
del expediente de la Cap. Federal para llegar a la pre- 
cedente conclusión ; la que ha sido adoptada por el juez 
de la causa a fs. 231. 

No creo necesario insistir sobre el particular; bás- 
teme dar por reproducidos los términos de dicha vista 
para dictaminar en el sentido de que la presente con- 
tienda debe ser dirimida en favor de la competencia 
del juez de la Cap. Federal (art. 9*, Ley 4055). — Bs. 
Aires, junio 10 de 1947. — Saúl M. Escobar. 
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Bs. Aires, 10 de junio de 1947. 

Autos y Vistos : Considerando : 

Que con arreglo a la doctrina do los arts. 90, inc. 9, 
y 100 del Oód. Civil, 53 y 104 de la Ley de Matrimonio, 
y a la jurisprudencia de la Corte Suprema (Fallos: 
19G, 487) debe entenderse que el domicilio conyugal de- 
termina la competencia de los jueces respecto de laa 
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acciones emergentes del matrimonio promovidas por 
uno de los esposos contra el otro, entre ellas la de ali- 
mentos (Cód. Civil, arts. 265, 267, 367; Ley de Matri- 
monio» arts. 51» 68, 78 y sigtes.). 

Que, como lo demuestra el Sr. agente fiscal de la 
Capital en el dictamen de fs. 224 y sigtes, de los autos 
principales, la prueba reunida en estos, clara y termi- 
nante en el sentido de que la ciudad de Bs. Aires fué 
siempre el domicilio conyugal, no ha sido desvirtuada 
por la vaga e imprecisa producida en el incidente de 
inhibitoria. Del estudio de ambos expedientes no resulta 
que el esposo haya hecho gestión alguna para trasla- 
dar efectivamente el domicilio conyugal a Mendoza, si 
bien puede llegarse a la conclusión de que se limitó a 
alejarse del mismo. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador Ge- 
neral a fs. 236 declárase que el Sr. juez de 1* instancia 
en lo civil de la Cap. Federal es competente para cono- 
cer en la causa "Rosa de Arenas María A. c. Arenas 
Mario, alimentos". En consecuencia, remítansele los 
autos y hágase saber al Sr, juez en lo civil, comercial y 
minas de Mendoza en la forma de estilo. 

T. D. Casares — R. Víllar Pa- 
lacio — J. A. González 
Calderón. 



AM ELIDA TERESA CALCIA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Cauta* 
penales. Por el lugar. 

No resultando tle los autos que la violación de la corres- 
pondencia haya sido cometida mientras la respectiva pieza 
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postal se hallaba bnjo la custodia o servicio del Correo y 
siendo la justicia federal restrictiva y de excepción, no 
corresponde a ella sino a los tribunales ordinarios conocer 
en Iu causa criminal correspondiente. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por las razones expresadas a fs. 8, como procura- 
dor fiscal de cámara, que constituyen el fundamento 
del fallo de fs. 10, las que se ajustan a doctrina de V. 
E. allí citada, corresponde dirimir la presente contien- 
da en favor de la competencia del Juez de Instrucción 
en lo Correccional de la Cap. Federal. 

No resulta, en efecto, de autos acreditada la exis- 
tencia de delito federal que justifique la intervención 
del juez de dicho fuero, toda vez que hasta este mo- 
mento no aparece, en la violación de correspondencia 
y substracción de dinero contenido en la misma, la 
complicidad de empleado alguno de Correos y Teleco- 
municaciones de la Nación, ni que la pieza respectiva 
haya estado bajo la custodia o servicio de dicha Repar- 
tición al cometerse el delito que motiva el presento 
sumario (S. C. N.: 196: 45fi). - Bs. Aires, junio i- 
de 1947. — Saúl JÉ* Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de junio de 1947. 

Autos y Vistos : Considerando : 
Que de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema (Palios: 76, 152; 140, 11; 175, 322; 180, 240; 



¿o 
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193, 39; im¡, 4Ü6) para que las causas sobre violación 
o substracción de correspondencia sean de competencia 
de la justicia federal se requiere que el hecho haya sitio 
cometido mientras la respectiva pieza postal se halla- 
ba bajo la custodia o servicio del Correo. 

Que sin excluir la posibilidad de que ello haya ocu- 
rrido, la denuncia da a entender que más probable- 
mente el hecho delictuoso habría sido realizado des- 
pués de la entrega de la correspondencia por el cartero. 
En *odo caso, no resulta de autos su comisión en las 
circunstancias enunciadas en el considerando primero. 

Que por ello y por ser la justicia federal restric- 
tiva y de excepción (Palios: 184, 153; 204, 232) corres- 
ponde excluir de su conocimiento, por ahora, la pre- 
sente causa. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, declárase que corresponde al 
Sr, Juez de Instrucción del Crimen de la Capital inter- 
venir en el sumario iniciado con motivo de la denuncia 
de Amélida Teresa Calcia. En consecuencia, remítan- 
sele los autos y hágase saber al Sr. Juez Federal en 
la forma de estilo. 

T. D. Casares — Auustíx Ñores 
Martínez — José R, Irusta 
Corxet. 



ANtHíKK (i KA DAN ES V (ÍTIÍOS 

CÜXSTITÍ ■( IOX VACÍOS AL: Derecho» tj garantía). Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales 

El art. 18 de la Const. Nacional es njeno a la cuestión re- 
ferente a síiber si unte lo dispuesto por la ley 12.833 corres- 
ponde a los jueces federales o a los ordinarios de la 
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Capital fwitii'cr en las cansas sobre infracciones n ta ley 
liníU en <|i|p medió resolución condenatoria del P. K. 

.iriilSDICClOX Y t OMPKTESVIA: Competencia federal. Cau- 
sas penales. VhUitii'ni fie normas federales. 

Con arreglo ¡i la ley 12.B33 no corresponde a la justicia 
ordinaria sino r la* federal de la Capital conocer en los 
recursos de apelación contra las resoluciones condenatorias 
por infracción a la ley 12.591 dictadas por el P. E. Na- 
cional (*). 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte: 

Entre el Juez Federal en lo Criminal y Corrección 
nal v el de sentencia en lo criminal, ambos de la Capital 
de la Nación, se ha trabado cuestión de competencia 
negativa para conocer en la presente causa por infrac- 
ción a las leyes sobre fijación de precios máximos para 
artículos de primera necesidad. 

Corresponde a V. E. dirimirla atento lo dispuesto 
por el art. 9 ? de la ley 4055. 

Resulta de lo actuado que el P. E. Nacional, a base 
de los sumarios respectivos aplicó multas a varias per- 
sonas por conceptuarlas infractoras a la ley de la ma- 
teria n? 12.5ÍU. Siempre bajo la vigencia de dicha ley» 
los interesados apelaron para ante el juez de sección 
de acuerdo a lo previsto por la misma ; concediéndose- 
les el recurso. 

Durante la tramitación de este se dictó la ley 12.ÜÓÓ 
que, modificando la jurisdicción de apelación, esta- 
bleció —art. 7'— la competencia de los jueces del eri- 



jo En la miirua fecha fueron reaueltau ea igual forma otra» eauaaí 
análogas n lo presente. 
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meu de la Cap. Federal para conocer en las precitadas 
apelaciones. Ello determinó el envío de la eausa por el 
juez de sección, a la justicia ordinaria para su conoci- 
miento; la que a su vez no ha aceptado dicha inter- 
vención. 

Se discute ahora por los jueces en contienda si es 
o no constitucional tal modificación de la jurisdicción 
apelada eu cuanto la misma pueda importar sacar a los 
procesados de sus jueces naturales, anteriores al hecho 
de la causa. 

Cabe hacer notar, desde luego, que para nada está 
en tela de juicio en la presente causa la actuación de 
los jueces administrativos creados por la ley 12.833, 
art. l* t para conocer en la primera instancia a que den 
lugar los procesos por infracción a la ley de precios 
máximos precitada. 

En lo que concierne al reparo constitucional que 
se opone a la intervención de los jueces del crimen debe 
recordarse que la existencia de éstos es anterior a la 
iniciación de la causa; no son, pues, magistrados ex 
post facto, designados especialmente pa- i su juzga- 
miento, única posibilidad en que, de acuerdo a reite- 
rada doctrina de V. E., podría caber la tacha de que 
se les hace objeto. 

Ese aspecto legal de la controversia resulta así de 
fácil Bolución; y la Corte Suprema la tiene adelantada 
en numerosos casos (doctrina de los fallos 138: 219; 
152 : 424; 193: 192, entre otros). 

Las disposiciones de carácter procesal, como la que 
motiva esta disputa, son de orden público, destinadas 
a una mejor organización de los litigios, contra las que 
no pueden invocarse derechos adquiridos. Y la deter- 
minación que por aplicación de ellas se haga acerca de 
cuál de dos jueces permanentes deba conocer, en las 
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condiciones do autos, en un recurso de apelación, re- 
sulta asimismo cuestión de exclusiva ordenación pro- 
cesal que no puede importar, según se lia visto, la subs- 
tracción de la causa a sus jueces naturales. 

Esta solución consulta, por lo demás, los fines que 
inspiraron la sanción de la ley 12.833 en lo que con- 
cierne al carácter de comunes que atribuye a los delitos 
que por la misma se persiguen. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde 
dirimir la presente contienda en favor de la competen- 
cia del Juez de Sentencia en lo Criminal. — Bs. Aires, 
junio 17 de 1947. — Saúl M, Escobar. 
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Autos y Vistos: Considerando: 

Que con motivo de haber acordado el P. E. Nacio- 
nal el recurso de apelación establecido por el art. 9 de 
la ley 12.591 contra el decreto de aquél que impuso 
multa por infracción a la ley de referencia, se discute 
cutre el Sr. Juez Federal en lo Criminal y Correccional 
de la Capital y el Sr. Juez de Sentencia en lo Criminal 
de la justicia ordinaria de la misma ciudad si, ante lo 
dispuesto por la ley 12.833 (Bol. Of. del líi de septiem- 
bre ppdo., pág. 5) debe continuar el primero conociendo 
en la causa cuyas actuaciones le había remitido el P. 
R. o si, por lo contrario, le corresponde hacerlo al ma- 
gistrado mencionado en segundo término. 

Que el art 18 de la Const. Nacional es ajeno a la 
decisión do esa cuestión pues, conforme a la reiterada 
jurisprudencia de la Corte Suprema, el objeto de aquél 
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lia sido proscribir las leyes vx post fado y los juicios 
por jueces o comisiones accidentales o de circunstan- 
cias, especialmente designados para el caso, mas no se 
opone ¡i que sea uno en vez de otro de ios jueces per- 
manentes el que intervenga en la causa, con arreglo a 
la competencia que establezcan, las leyes procesales 
(Fallos: 187, 491 y los citados en el mismo y en el dic- 
tamen del Sr. Procurador General). 

Que, por tanto, \v solución de la cuestión depende, 
en el presente caso, de lo que al respecto disponga la 
ley 12.833. Su art. 7 establece la competencia de los 
jueces del crimen de la Cap. Federal para conocer por 
vía de apelación respecto "de las sanciones que apli- 
quen los jueces'* creados por dicha ley, y el art. 22 
dispone que las causas que se hallaran *'eu trámite 
ante la División Salas Sumariales de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Industria y Co- 
mercio, pasarán en el estado en que se encuentren a 
los jueces creados por esta ley. . . 

Que en el caso de autos la sanción aplicada al re- 
currente no proviene de alguno de los jueces 
por la ley 12.833, sino del P. E. Nacional en 
de la facultad conferida por é 1 art. 9 de la ley 12.591. 
Tampoco se trata de alguna de las causas a que se 
refiere el art. 22 de ln citada ley, pues el P. E. habíase 
desp rendido de su jurisdicción al conceder el recurso 
de apelación para ante el Sr. Juez Federal en lo Cri- 
minal y Correccional de Ja Capital, enviándole las ac- 
tuaciones en que ello se había dispuesto. 

Que la solución de la contienda en el sentido de 
reconocer la competencia de la justicia federal es, pues, 
la <|ue necesariamente imponen los términos claros y 
expresos de la ley 12.833 y, además, la que mejor ar- 
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moni xa con el ea ráete* federal de la autoridad cuya 
decisión se trata de rever. 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase que el conocimiento de esta causa caratulada 
"Proceso seguido a Geadaues Andrés, Andreaehio 
Adolfo, Scaletta Vicente por infracción a la ley 12,591", 
compete al Sr. Juez Federal en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital de la República, a quien se remi- 
tirán los autos haciéndose saber en la forma de estilo 
al Sr. Juez de Sentencia en lo Criminal de la misma 
ciudad. 

T. D. Casares — R. Villar Pa- 
lacio — J. A. González 



FELIPE GREGORIO v. 8. A, PASCUAL 11X08. 

ACUMULAMOS PE BENEFICIOS: ln<hmn¡zaeiones provenien- 
tes de otra* Je ye*. 

EL derecho a los beneficios establecidas por la ley 11.729 
no se halla excluido por las disposiciones de las leyes de 
iüfeifacionés y pensiones (*)■ 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Kl recurso extraordinario interpuesto a fs. .'57 luí 
sido bien concedido a fs. 40. 

En cuanto al fondo del asunto, salvo tratarse aquí 



(O En lo. mi Jim a fecha fueron resuelta» en igual forma variaa cau* 
•4,-14 imríloffas ¡i la préñente. 
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de empleados afiliados a la Cnja de la ley 11.575, versa 
sobre una cuestión similar a la resuelta por V. K. el 
24 de marzo ppdo. in re "Tornillo", con relación a 
obreros comprendidos en el réírimen jubila! orio de la 
ley 11.110. 

Aplicando esa doctrina ni présenle caso, corres- 
ponde ni confirmar el fallo apelado en cuanto pudo si r 
materia de recurso. — Bs. Aires, abril 15 de 1947. — 
Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTK SCPKF.MA 

Bs. Aires, 1Í 7 de junio de 1947. 

Y vistos lo.s autos "Gregorio, Felipe v, Pascual 
Unos. S. A, — indemnización por despido" en los que 
se lia concedido el recurso extraordinario a la parte 
demandada. 

Considerando: 

Que, como declaró la Corte Suprema en el caso 
'Tornillo v. C. I. A. D. E." (Fallos: 207, 209) en el 
transcurso de Ion últimos años nuestra legislación se 
ha orientado en el sentido de que las normas sobre ju- 
bilaciones y pensiones no excluyen los beneficios esta- 
blecidos por las leyes 91ÍSS y 11.729. 

Que basta esta consideración para demostrar la 
innplieabilidad de la jurisprudencia invocada por el 
recurrente, pues ella se fundaba en el espíritu y en la 
base económica d< i la legislación anterior y en li\ viola- 
ción del principio de la igualdad establecido en el art. 
U> de la Oonst. Nacional como consecuencia de una si- 
tuación que lia variado fundamentalmente. 



L'jii su mérito, se confirma la sentencia apelada en 
que lia sido materia del recurso extraordinario. 

T. D. Casahes — R. Viixar Pa- 
lacio — J. A. OtOXZÁLBÜ 

Caloehgn. 



I TAN SíOPRIDO BECKEIÍ Y OTROS 

JUECES, 

Ln Corte Suprema carece de facultades para decidir 8 los 
tmtsdsl nidos mcorporailos a la justicia federal mediante la 
recepoigu del juramento respectivo, reúnen o no las con- 
diciones exigidas por las leyes jiara su mimbra miento. 
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Bs. Aires, 27 de junio de 1047. 

Y vistos: Considerando: 

Que por disposición del art. l g , iuc 2 V , de la ley 
41(i2 estn Corte debe integrarse "con los miembros de 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital". 

Que es facultad privativa de dicha Cámara proce- 
der a la incorporación de los miembros de ella desig- 
nados por el P. E. mediante la recepción del juramento 
pertinente {ley 40ái), art. 25). 

Que recibido el juramento por la Cámara Federal 
y producida con él la incorporación de un nuevo miem- 
bro está fuera de las atribuciones de esta Corte exami- 
nar los títulos de este último en oportunidad de las 
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integraciones a que se refiere el precepto de la ley 416*J 
de que se liizo mención puesto que dicho examen impor- 
taría revisar actos de la Cámara Federal que por ser 
privativos de ella según la disposición legal citada, 
búllanse fuera de la competencia de esta Corte. Esta 
Un declarado, por lo demás, que no le asiste la facultad 
de decidir si los magistrados incorporados a la justicia 
federal reúnen o no las condiciones necesarias para bu 
nombramiento (doctrina de Fallos: 48, 462; 83, 319 — 
COnsid. 4'—; 190, 03 — ^unsid. 5* ítt fine). 

Que la integración dispuesta por el inc. 2 fl del art. 
l tf de la ley 4162 plantea a este Tribunal una situación 
fundamentalmente distinta de la que comporta el régi- 
men de integración del inciso siguiente, pues en el pri- 
mer caso el Tribunal se integra con magistrados deter- 
minados por la ley eme reciben su investidura de tales 
sin intervención de esta Corte, y en el segundo es la 
propia Corte la que al liaeer la lista de conjueces o en 
el acto de incorporarlos en oportunidad de cada inte- 
gración tiene, por disposición expresa de la ley la res- 
ponsabilidad de comprobar que se trate de abogado de 
la matrícula en condiciones constitucionales de ser 



(i) Solicitaba*» la i'xduaión do uno de '09 voenle* do 1* L'amara 
bVdcrnl. «m quien hnbtaso integrado tn Corte Suprem» pora fallar la 
estUB, fundándose i-I pedido cu que aquel no retinta ):íh COhdiciotu-ff 
exigida* por I» lejr |>nrn ser rauariata. 
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T. D. Casares — J. A. González 
Calderón — Agustín Ñores 
Martínez — Maximiliano 

Consol i. 
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JUAN SIGFRIDO BECKER Y OTROS 

CONSTITUCÍOS' NACIONAL: ConstUuáonalida* e iticanstitucio- 
naliflad. Leyes nacionales. Comunes. 

\m ley 4144, de expulsión de extranjero*, es constitucional. 

Ii AREAS CORPUS, 

Corresponde ion firmar la sentencia que rechaza el habeos 
cor ¡tus ¿edueido a favor del extranjero no detenido aun 
cu va expulsión ha sido decretada por el P. E. No obsta 
a ello la t-i re u natalicia de que en la instancia extraordinaria 
ante la Corte Suprema se compruebe que con posteriori- 
dad a la sentencia recurrida se haya producido la detención, 
sin audiencia del interesado. 



Sentencia del Juez Federal. 

Ra. Aires, diciembre 30 de 1946. 

Autos y vistos: Atenta la naturaleza del recurso de habeos 
wrpw y resultando de los propios términos del escrito de fo- 
jas 1/3 que la libertad de las personas en cuyo favor se inter- 
pone no se encuentra restringida j de acuerdo con lo dictami- 
nado por el Sr. Proc. Fiscal, no se hace lugar al presente 
interdicto eon costas. — Juan César Romero Ibarra, 



Sentencia de la CAmara Federal 

Bs. Airea, 12 de febrero de 1947. 

Vistos y considerando: 

Que según resulta de los propios términos del escrito de 
fs 1/3 por el que se interpone recurso de habeas corpus a fa- 
vor de Juan Sigfrido Beeker y otros, el mismo se entabla en 
razón de haber ordenado el P. E. su expulsión del país a cuyo 
efecto se habría dispuesto su detención, medida ésta que aun 
no se ha cumplido. 

Que en tal situación y con arreglo a la jurisprudencia esta- 
blecida por la Corte Suprema en casos análogos (Fallos: t. 19, 
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páp- l!»ü; t. 77, pápr ^Í7 ; t. ¿1». ]iug. i;iüj el preindieado recur- 
so en improcedente -mientras no medie privación o restricción 
efectiva de la libertad de la persona a cuyo favor se deduce. 
Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el Sr, 
Proc. Final de Cámara «e confirma, con costas, la resolución 
apelada de fs. \ vta. — Garlos thl Campillo. — R. Villar Paia- 
ciú, — Carlos Herrera, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de jimio de 1947, 

Y vistos los autos "Reekcr, Juan Sigfrido y otros, 
recurso de babeas corpas", en los que so lia concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 10 contra la 
sentencia dictada a fs. 8 por la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital 

Con si ile rundo : 

Que si bien el babeas corpas procede contra toda 
orden tendiente a restringir sin derecho la libertad de 
una persona (art. (¡17 del Cid. de Proeed. en lo Crimi- 
nal) puesto que la deportación de extranjeros está le- 
galmente autorizada por la ley 4144 y la detención cuya 
amenaza se invocó para fundar el recurso de amparo, 
integra dentro de lo que la ejecución de la expulsión 
requiera razonablemente, la facultad que la norma ci- 
tada acuerda al Presidente, resuelto como ha sido por 
esta Corte que dicha ley os constitucional (Fallos: 
164, piiir. 344) ni la sola emisión del decreto en que se 
dispone expulsar a determinado extranjero, cuyo ca- 
rácter do tal no se niega, ni la detención misma, caso 
de producirse, autorizan por sí solas el habeas corpus 
deducido. Y en cuanto a que Ins detenciones efectuadas 
con posterioridad a la sentencia de la Cámara (fs. 17, 29) 



lo lint irían sido sin dar audiencia al detenido, considerar 
en oportunidad de este recurso extraordinario la ale- 
gada violación de la garantía de la defensa (art. 18 de 
Ja Constitución) importaría decidir la cuestión en ins- 
tancia única como si fuera de la competencia originaria 

del Tribunal. 

Por tanto se continua la sentencia de fu. 8 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. 

T. D. Casares — J. A. González 
Calderón (en disidencia) — 
Agustín Nokes Martínez — 
José R. Irusta Cohnet — 
Maximiliano Consoll 

Disidencia del señor doctor D. Juan A. González 

Calderón 

Considerando : 

Que la ley n" 414 I , sobre expulsión de extranjeros, 
es repugnante a la Const. Nacional, por cuanto viola 
sus arta. 14, lo", 18, 20, 28 y 95 ; que los tratados inter- 
nacionales no pueden conceptuarse como parte de la 
Ley Suprema sino en tanto cuanto son concertados en 
consecuencia de ella {Constitución, art. 31), vale decir, 
siempre que no estén en contradicción con la misma; 
y que, finalmente, esta Corte, en el caso registrado en 
el t. 151, pág. 211, de su jurisprudencia, ha declarado 
procedente el recurso de habeos cor pus contra toda or- 
den o procedimiento tendiente a restringir sin derecho 
la libertad de una persona, de conformidad con lo dis- 
puesto por el art. 617 del Cód. de Proced. en lo Cri- 
minal. 
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Por estos fundamentos, revócase la sentencia de 
Fs, 8 y se hace lugar a los recursos de habeos corpus 
interpuestos a fs. I de estos autos. 

J. A. González Calderón. 



FERNANDO HIDALGO 

ADUANA: Infracciones. Contrabando. 

El despachante de aduana que cumplió todas sus obliga- 
ciones legales y reglamentarías y no incurrió en negligen- 
cia a) tramitar un permiso de exportación otorgado por 
una aduana terrestre, no puede ser legalmente responsa- 
bilizado por ta extracción clandestina realizada con ante- 
rioridad por el exportador para quien gestionaba el per- 
miso quo éste, sin conocimiento de aquél, se proponía 
aplicar a la mercadería objeto del contrabando. 



Sentencia del .Jvez Federal 

Kan Juan, noviembre 30 de 1945. 

Autos y vistos: 

Este expediente caratulado: "Hidalgo Fernando, recurso 
contencioso administrativo contra una resolución aduanera" 
del que resulta: 

Que u fs. 82, se presenta Fernando Hidalgo, por derecho 
propio, haciendo saber que ha deducido ante eí Administrador 
de la Aduana local el recurso contencioso (pie le autoriza el 
art, 1063 de las ordenanzas de Aduana contra la resolución 
administrativa n" 9 de fecha 14 de septiembre de 1944, Reci- 
bido el sumario el recurrente por apoderado y a fs. 87/93 vta, 
expresa agravios contra la sentencia administrativa que le 
impone un cargo de í fi2.362.73 m/n., proveniente de pena 
do comiso," multa y. además, suspensión en sus funciones de 
despachante de Aduana, por el término de seis meses. Se afir- 
ma que la resolución administrativa es injusta porque la ac- 
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tuación del recurrente en la solicitud del permiso de expor- 
tación ii° 1 ha sido correcta y ajustada a las pertinentes normas 
legales. Que según consta en el sumario el despac liante Hi- 
dalgo al gestionar el permiso de exportación n» 1 T cumplió las 
exigencias de los arts. 7i*4 y 7IIÍJ de las Ordenanzas de Adua- 
na, presentando a la Aduana et boleto de embarque para dos 
mil animales ovinos con destino a la República do Chile, por 
cuenta de 1>. Julio Alamos, de Barreal y remitidos a Ramón 
Salas en los Andes; acompañó el certificado de inspección 
sanitaria, la guía de campaña y pagó los derechos de estadís- 
ticas correspondientes. Luego solicitó habilitación pidiendo la 
custodia de los animales a exportarse. Tal se di^e la interven- 
ción del recurrente. Xo obstante la resolución administrativa 
le aplica una pena grave pecuniaria en base a que el exporta- 
dos Julio Alamos hace saber a la Aduana que ha pasado a 
Chile dos mil lanares sin documentación desde su estancia 
"Los Manantiales". Se dice que el despachante Hidalgo es 
ajeno a esa exportación clandestina realizada con anterioridad 
al permiso de embarquqc que gestionaba y que, evidentemen- 
te, se trata de dos operaciones distintas. La gestionada por 
Hidalgo se refiere a una partida clt k dos mil canecas que se 
encontraban en Barreal estancia "San José" donde fueron 
inspeccionadas por el veterinario Wybert, la otra comprende 
un piñio de dos mil cincuenta y siete unidades que de la Es- 
tancia "Los Manantiales" pasó a Chile. Que es incierta tam- 
bién la afirmación del señor administrador de que el despa- 
chante Hidalgo no inspeccionó los animales como oportuna- 
mente se probará. Que por lo demás ninguna disposición le 
obligaba a controlar la hacienda. Que no es concebible que se 
responsabilice al despachante de Aduana por un contrabando 
que ha sido ajeno y en base al art. 27 del decreto 285, que 
establece la responsabilidad directa y personal a Jos despa- 
chantes en las operaciones en que ellos intervengan. Después 
de otras consideraciones se agrega quqe la resolución adminis- 
trativa es nula por aplicación del art. 1034 de las orden an- 
isas. En definitiva se pide la revocatoria del fallo recurrido 
con eostas. A fs. 95-101 se contesta la expresión de agravios 
por el señor Procurador Fiscal quien relata los hechos que han 
dado motivo a la resolución administrativa, agregando que 
luego de gestionado el permiso de exportación por el despa- 
chante Hidalgo y cuando el vista de Aduana se constituyó en 
Barreal para verificar la hacienda, el propietario señor Ala- 
mos Cuadra le expresó que los animales ya habían salido del 
país para evitar los temporales de nieve de la Cordillera, Hecho 
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que se corrobora con la nota de la Superintendencia de Atl ua- 
ná fie Chile que íuformti, que con fecha 17 de abril salieron 
los animales de Barreal internándose en Chile el 25 de abril. 
Que ese bolín configura el delito de contrabando del que seria 
responsable directo el despachante Hidalgo, por aplicación del 
art. 27 del decreto 285, Se estudia la responsabilidad de los 
despachantes de Aduana llegando a la conclusión de que el 
recurrente se lia hecho pasible de la pena impuesta como fir- 
mante del boleto de embarque n* 1 del año 1ÍÍ44. Se afirma 
quo la exportación clandestina realizada por Alamos Cuadra 
es la misma sobre que versa la documentación que el recurrente 
gestionó ante la Aduana y que se pretendía aplicar a una ope- 
ración ya realizada. Se afirma que el delito cae dentro de la 
jurisdicción de Ja Aduana y que por lo tanto no en nula la 
resolución administrativa. Después de otm.s consideraciones 
se pide en definitiva se confirme con costas el fallo admi- 
nistrativo. 

Considerando : 

I. El recurrente, en su expresión de agravios, sostiene 
que el rallo dictado por el Sr. Administrador de la Aduana 
bical es nulo, en razón de carecer dicho funcionario de juris- 
dicción para resolver en osta causa, cuyo conocimiento compete 
originaria mente a la justicia federal. 

La jurisdicción <|e| Administrador de Aduanas para dictar 
pronunciamiento en los cases de infracciones ti defraudaciones 
aduaneras está determinada, en términos generales, en el art. 
l(Wí de las Ordenanzas de Aduana, que dice: "Los jefes de 
las aduanas o receptorías nacionales resolveren administrati- 
vamente Ins cosos de contrabando y los de defraudación de 
la renta por contravención a sus leyes y reglamentos". Esta 
disposición de las Ordenanzas y kus correlativas de los nrts. 
10Ó4 1055 y 1060 modificado "ste último por el art. 66 de la 
ley ££.281, í, o., fijan la Jurisdicción de la Aduana, esta- 
bleciendo la distinción cnire transgresiones administrativas, 
que son las contempladas y penadas por las Ordenanzas de 
Aduana, y «Mitos comunes conexos y penas corporales, atribu- 
yendo el conocimiento de los primeras al Administrador de 
Aduana y de les sega míos, a la justicia. Así el art. fifi citado 
de la tey de Aduana, establece: "En los casos de los artículos 
anteriores y en t i de transgresión simultánea de las leyes de 
Aduana y a las comunes, a que se refiere el art. 1060 de las 
Ordenanzas de Aduana, los atl ministradores sustanciarán ad- 
ministrativamente las transgresiones aplicando las disposieio- 
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nes que correspondan a la iiil'rneeii'in, ya se trate de contrabando 

de dcfraiidae iones, con arresto a las precitadas Ordenanzas, 
debiendo en seguida pasar Ion antecedente» a la justicia ordi- 
naria para que resuelva sobre el delito común o las penas 
corporales f¡ue correspondan". De modo que 1 , en principio, 
siempre el jefe di* Aduana tiene jurisdicción para resolver 
administrativamente las cansas o .sumarios aduaneros, aplican- 
do lns penalidades establecidas en las Ordenanzas a las eon- 

1 ra vene iones, defraudaciones o contrabando sin perjuicio de 
que, cuando se trata de juzgar el contrabando, aplique sólo 
bis penalidades pecuniarias correspondientes y luego eleve al 
juez de Sección los antecedentes, para que se pronuncie sobre 
la pena corporal. 

Ahora bien, esta regla general reconoce una sola excep- 
ción consagrada en el urt. 1034 de las Ordenanzas de Aduana 
que establece la jurisdicción originaria de los Jueces Federales 
para conocer, tanto de las infracciones o defraudaciones adua- 
neros, como del delito de contrabando. Dice ese artículo; "Las 
Aduanas no podrán imponer penas por infracciones a sus 
reglamentos cuando éstas hayan pasad" desapercibidas al tiem- 
po del despacho, siempre que las mercaderías hayan salido de 
su jurisdicción, debiendo recurrir a los Tribunales Nacionales, 
a quienes corresponde en este caso, el eonoeimienlo de la cau- 
sn". En los supuestos contemplados en esta norma legal, los 
administradores, iniciadas las actuaciones, íns deben pasar, sin 
resolución alguna, al Juez de Sección a quien corresponde 
instruir el sumario y dictar, con jurisdicción originaria, el 
fallo pertinente resolviendo sobre la infracción, defraudación 
o contrabando. 

La Corte Suprema de -Justicia de la Nación ha dicho reite- 
radamente y con absoluta uniformidad, que es aplicable este 
artículo de las Ordenanzas, y por consiguiente carecen los 
Administradores de competencia para resolver, cuando lns 
mercaderías motivo de la infr arción han salido del recinto o 
zona donde se ejerce la jurisdicción de las Aduanas ( Fallos: 
SI, 383; ÍÍS, 58; 90, 152 i 100, 317; 1 ¡7. 41!); 04, 107; 150, 366; 
182, 560; m 270; y otros). 

Traídos estos principios al caso ocurrente, y estando acre- 
ditado en autos que los animales ovinos cuya exportación ha 
dado motivo y fundamento a la resolución recurrida, han sa- 
lido de la jurisdicción administrativa de la Aduana, pues los 
antecedentes acumulados demostrarían que al tiempo de ins- 
truirse el sumario ya habían transpuesto el confín y se en- 
contraban en la vecina república de Chile, corresponde declarar 
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la nulidad del fallo dictado pin* el Administrador de tu Aduana 
local por carecer de jurisu.cción para resolver en la causa 
tart. 1034 de las Ordenanzas y jurisprudencia citada). 

II. Resuella la nulidad del fallo nrim¡ni*:mtivn eorriente 
a fs. 63/67 vta. se presenta una situación procesal ya contem- 
plada y resuelta en algunos fallas que registra la jurispruden- 
cia del país. Tribunales del fuero han dicho que no obstante 
la nulidad de Ja sentencia administrativa, si la causa se ha 
sustanciado ante la justicia, puede decidir e i j uta >soljrt? t , 
fondo del asunto (J. A. 14, 1016; 16, 45). Esta solución, que 
el suscripto comparte, para poder aplicarla al suh judiee, »* 
menester hacer algunas discriminaciones previas. 

En primer lugar se ha de tener presente que esta eausi 
en el recurso o acción contenciosa administrativa que el damni- 
ficado por una resolución del Administrador de Aduana, pue- 
de deducir ante la justicia (art. 1063 de las Ordenanzas). 
Esto sentado y pudiendo legalmente considerarse válidas las 
actuaciones, no obstante la nulidad del fallo administrativo, 
correspondería resolver sobre el fondo j pero al estudiar los 
antecedentes del caso se presenta Ja necesidad de distinguir lo 
que puede ser materia de pronunciamiento inmediato, en esta 
vía contenciosa, y lo que debe someterse, previamente, al trá- 
mite de nn proceso criminal. 

En efecto, de la lectura de los autos surge que los hechos, 
que lian sido motivo de investigación, podrían configurar el 
delito de contrabando, delito que no ha sido denunciado opor- 
tunamente al Juzgado, y del que tampoco se hace cargo ta 
resolución administrativa, en su parte dispositiva, donde se 
debió ordenar que pasaran los antecedentes a la justicia para 
su juzgamiento (art. C6, ley 11.281 t. o.). En casos como el 
presente, si el Jefe de Aduana consideraba que tenía jurisdic- 
ción para resolver administrativamente sobre las infracciones 
y penalidades pecuniarias, correspondía, sin perjuicio de la 
tramitación del sumario administrativo, denunciar al Juzgado 
la posible existencia del delito de contrabando, para que^ sin 
demora, se instruyera el proceso correspondiente (art. 66 ley 
11.281 y arts. 212 y 2-l'Í decreto reglamentario). Dictada Ja 
sentencia administrativa y recurrida por la vía contenciosa, 
las actuaciones se hubieran tramitado simultáneamente con el 
proceso criminal y, iiitonces, en el estado actual de la cansa, 
aunque se declarara la nulidad del fallo del Administrador 
podría el suseripto resolver sobre, el fondo del asunto, abar- 
cando el pronunciamiento no sólo la materia propia de la vía 
contenciosa administrativa, sino también, lo referenie al delito 
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do contrallando absolviendo o aplicando, si procedieren, las 
penas corporales y pecuniarias. 

íav. deficiencias de Irámito apuntadas, obligan a excluir 
de esta resolución el juzgamiento del contrabando, cuya asis- 
tencia aparece a prima fneic de tas pruebas acumuladas, pues 
tratándose de un delito que hasta puede ser sancionado con 
pena privativa de libertad, es requisito indispensable previo 
a la sentencia, la snstaneiaeión del proceso penal legislado en 
el Gfiá. de Prne. Criminales, con todas las garantías que con- 
sagra en el sumario y píen a rio, para el inculpado y su defensa. 

En consecuencia, el pronunciamiento a dictarse aquí, que- 
ilii limitado a la materia propia del recurso contencioso admi- 
nistrativo, sustanciado en todos sus trámites ante este Juzgado, 
y lia de versar sobre la presunta responsabilidad del despa- 
chante Fernando Hidalgo, derivada de su intervención en el 
permiso de embarque n* 1 ano 1Í144, gestionado ante la Aduana 
local. Tal sentencia resuelve el fondo de la cuestión, en su 
aspecto administrativo y no podría dar lugar a pronuncia- 
mientos contradictorios, pues, aun en la hipótesis de que el 
recurrente resultara implicado en el proceso que se instruya 
por el delito de contrabando, su culpabilidad emergería de un 
acto distinto reprimido con otra penalidad; en este juicio se 
dilucida la responsabilidad pecuniaria de que habla el an. 
27 del decreto ítf* 285 en qué pudiera haber incurrido por su 
intervención en el trámite del permiso de embarque n» 1 año 
1ÍU4 de la Aduana ¡ocal, en el proceso criminal se juzgaría 
sobre la participación en un delito, ya sea enmo autor o cóm- 
plice y la pena aplicable no podría ser oirá que la establecida 
en el art. 64, ley 11.281. 

tlf. Precisado pues, el alcance de esta sentencia debe 
avocarse el suscripto al estudio y resolución de la causa ins- 
truida por !;i Aduana local, contra el despáchame Fernando 
Hidalgo. La lectura de los antecedentes acumulados en el su- 
mario, convence que la intervención del recurrente en el per- 
miso de embarque referido, no puede justificar que se le apli- 
que ninguna medida represiva. 

En efecto, las constancias de autos demuestran en forma 
clara que la actuación del despachante Hidalgo s<? ha ajustado 
estrié! ámenle a los preceptos que rijeu su profesión. Veamos; 
con fecha 13 de mayo de 1944 el recurrente, por cuenta del 
exportador Julio AÍamos Cuadra, presenta, para su diligen- 
eiamiento ante la Aduana local, el boleto de embarque n' 1 
(fs.2) para 2.000 ovinos con destiuo a Chile. Acompaña el cer- 
tificado de inspección sanitaria, exigido por la convención 
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internacional celebrada entre nuestro país y l a república de 
Chile, expedido por el Dr. Osear M, Wybert veterinario del 
Minblerio de Agricultura de la Nación (R 7), También pre- 
senta la p;i lía i le campaña para el comprador, firmada por el 
propietario Julio Alamos y que identifica los animales (fs. 8). 
Como la exportación sol íci Nula no esta ha sujeta al pago de de- 
rechos aduanera, el despachante Hidalgo abona, oportunamen- 
te, los servicios de estadística, ron ln que quedaban cumplidos 
todos los remudo* Icenles (arts, 7.14 a 761 de las Ordenanzas). 
Tramitado el permiso de embarque el despachante uresem» 
con fecha lt¡ líe mayo una solicitud de habilitación para que 
el vista de Aduana controle ra partida de animales en pie. 
cuya exportación a Chile gestionaba, y también pide custodia 
de dichos animales hasta la salida del país ífs. 80). Los em 
picados de aduana al eonst iluirse en el lugar denunciado para 
controlar y custodiar el arrea de ovinos son recibid os por el 
dueño Alamos Cuadra quien les manifiesta que, con ante- bri- 
dad, los animales ya han sido llevados a Chile! 

Tales las antecedente* del easo y la actuación del despa- 
chante Hidalgo \"o obstante la claridad del asunto, en lo que 
al recurrente concierne, y que lus pruebas acumuladas en ei 
sumario administrativo más bien comprometen la situación 
del exportador que confiesa haber pasado a Chile, sin docu- 
mentación, una arrea de animales ovinos, el Administrador, 
en la porte dispositiva, se limita a responsabilizar al rcem rente 
por infracción al art. 7ó!) de las Ordenanzas, es decív, por 
haber intervenido como despaehante en una exportación de 
animales sin guía, y Le aplica la pena draconiana de cincuenta 
y dos mil trescientos sesenta y dos pesos nacionales con cen- 
tavos. 

En verdad no se advierte de donde puede derivarse tama 
ña responsabilidad. Se dice en los fundamentos del fallo adrai 
iiistrativo que Ja actuación (le Hidalgo ha quedado comprome- 
tida con la declaración de Echeverría Alamos (fs. íiO) y los 
informes pn!iei;des de í's. .">7/."iS. Esas serían las únicas priieb^s 
de cargo, La primera acreditaría que el despachante Hidalgo 
no llegó a | a estancia "Los Manantiales" del exportador a 
controlar las anímales que deberían pasar a Chile. El propio 
recurrente no niega tal hecho, pues de acuerdo a las instruc- 
ciones que .su comitente dehió darle, el permiso se gestionó 
para 2.000 ovinos que estaban en Barreal en la estancia "San 
José'*, distante kilómetros de "Los Manantiales". La exis- 
tencia de estos animales no puede discutirse pues el veterinario 
ron firma haberlos inspeccionado en ese lugar, con fecha 12 
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de mayo, y la importancia tic la hacienda que posee el expor- 
tador,* unas 15.000 cabezas, hace posible que presentara al 
veterinario " :1 ¡ despachante para verificar mi grupo de dos 
mil animales con su marca, en cualquier momento. En cuanto 
a los informes policiales de fs. 57/58 que tienden a demostrar 
que el recurrente no viajó a Calingas! a durante la primer 
quincena del mes de mayo, tle modo que no piulo controlar 
ka existencia de los animales, la presunción que de ellos surge 
ha sido totalmente destruida por la prueba rendida ante el 
Juzgado (declaración de Cor tez fs. 133 informes policiales 
fs. 168 y 173) quedando en pie la afirmación del recurrente 
de que inspeccionó loa animales minos. Pero aún en el caso 
de que el despachante no hubiera podido demostrar (pie ha 
cumplido con esa diligencia nunca podría ser motivo esa omi- 
sión de responsabilidad alguna, no sólo porque no existe pre- 
cepto legal que lo obligue a ello, sino porque al solicitar habi- 
litación a la Aduana, antes de la exportación, pedía al vista 
de aduana el control y custodia de los animales en pie (fs. 80) 
con lo tpie se cumplía sobradamente el requisito de verificación 
previa de la mercadería o frutos del país que se pretende 
exportar. En resumen, nada queda de los cargos formulados 
al recurrente, eo los fundamentos del fado administrativo. 

Con respecto a la parte dispositiva de la sentencia que 
me ocupa, la penalidad que se aplica al despachante Hidalgo 
ya no se hace derivar de falta de inspección de los animales 
que se pretendía exportar, sino de una vinculación entre el 
permiso de embarque gestionado por Hidalgo y la salida clan- 
destina del país de animales sin documentación que se habría 
realizado unos treinta días antes, por el exportador Alamos 
Cuadra. Se atribuye complicidad al despachante en la ma- 
niobra de documentar eon posterioridad la exportación clan- 
destina y se le responsabiliza por no haber presentado la guía 
de campaña, correspondiente a los animales ya salidos del 
país. Brevemente destacaré lo infundado de esta resolución. 

Nada autoriza en autos a considerar que el despachante 
Hidalgo tuviera conocimiento y menos participara en los pro- 
pósitos del exportador de aplicar el permiso de embarque que 
gestionaba por intermedio del recurrente, a una expnrlaeión 
clandestina ya realizada. Por el contrario, el pedido de habi- 
litación de fs. 80 demuestra palmariamente, que desconocía las 
intenciones de su comitente, pues de no ser así no hubiera 
solicitado a la Aduana el control y custodia de los animales 
hasta la salida del país. Por lo demás, de acuerdo al art, 27 
del decreto 285 la responsabilidad de los despachantes de Adua- 
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na, en los despachos que tramiten, sólo puede nacer; " por 
sus propios aetos y loa de sus apoderados y dependientes" 
nunca por hechos ajpnos y anteriores al despacho en que hayan 
intervenido. Aún cabe agregar que tampoco sería procedente 
la aplicación de la penalidad del art, 759 de Jas Ordenanzas 
de Au uaná a una exportación de animales en pie a Chite reali- 
zada sin unía, por cuanto dicha norma legal expresamente se 
refiere a "Los efectos o frutos del país que adeuden derechos 
a su exportación al extranjero" no siendo en consecuencia 
aplicable a aquellos productos o frutos de] país de libre ex- 
portación, tomo loa de autos sólo sujetos al pago de servicio de 
estadística. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
dieho que el derecho de estadística no es un derecho a la 
exportación ni a la importación y que las disposiciones penales 
de las Ordenanzas de Aduana no se aplican a los fraudes que 
se cometan respecto de los derechos de estadística (J. A. t. 
XII, pág. 9). Conclusión lógica pues la función primordial de 
la Aduana es de carácter fiscal y las disposiciones punitivas 
de las Ordenanzas tienden a evitar y reprimir las evasiones 
al pago de los derechos aduaneros y transgresiones en los regla- 
mento^ que produzcan disminución de la renta fiscal. Caso 
omiso de estos principios se hace en la resolución administra- 
tiva, en la que se aplican penalidades pecuniarias gravísimas 
por una defraudación aduanera, que de existir, no habría pro- 
ducido perjuicio fiscal alguno. 

En conclusión, la falta de responsabilidad del despachante 
Fernando Hidalgo, por su gestión en el permiso de embarque 
n* 1 del a fin 1044 de que se trata, es evidente v cabe <l celara ría 
en esta vía contenciosa. 

Se ha hecho cargo el proveyente y discutido las conclu- 
siones del fallo administrativo no obstante su nulidad, por 
ententler que la materia de este recurso, o acción contenciosa, 
ha versado, precisamente, sobre las cuestiones consideradas y 
resueltas en la sentencia administrativa, pues la parte acusa- 
dora ha sostenido y pedido la confirmación del fallo del Jefe 
de Aduana y el recurrente, a su vez, la revocatoria del mismo. 

Por tan tu, argumentos concordantes del recurrente, y 
disposiciones leirales citadas, resuelvo: l v Declarar nula la 
resolución administrativa corriente a fs. liít/(¡7 de autos. 2' 
Declarar exento de la responsabilidad prevista en el art. 27 
del decreto 2Sf¡, al despachante Fernando Hidalgo por su in- 
tervención en el permiso de embarque u w 1 año 1944 tramitado 
ante la Aduana local. > Resultando a prima /flete de autos la 
existencia del delito de contrabando, fórmese proceso, por se- 
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parado y con las copias eximidas del sumario administrativo, 
pase al despacho a los efectos de] aillo preceptuado en et art. 
182 del Cód. de Proe. Criminales. 4 V Comunicar id Sr. Director 
Cíen eral de Aduanas, el incumplimiento, en autos, de las nor- 
mas establecidas en los arte. 66 de la ley 11.281 y 242, 243 del 
decreto regimientan o, por parte del mi ministrador local y en 
su condición de auxiliar de la justicia. .V Costas cu el urden 
causado. — Carlos Alberto Cuello. 



Sen-tentia de i,a C Amara Federal 

Mendoza, 5 de julio de 1946. 

Vistos : 

Y considerando • 

Que siendo la providencia recurrida de fs. 187 vta. — por 
la (pie se tiene por parte en la causa, a í>. Pedro A. Pérez — , 
de carácter meramente interloeutoria. lia debido ser objeto del 
recurso de reposición, con apelación en .subsidio, conforme a 
lo preceptuarlo por los ¡iris. 498 y 5ÍH) del Cód. de Proced, 
Crim.; y no liabicndo.se deducido dicho recurso, y sí sólo el de 
apelación, corresponde declarar mal concedido este último, 
interpuesto directamente por don Fernando Hidalgo ; y así 
se resuelve. 

Que la sentencia de primera instancia ha sido apelada por 
el Sr. Procurador Fiscal y por D. Pedro A. Pérez, en lo prin- 
cipal; y por D. Fernando Hidalgo, sólo en cuanto no impone 
las costas n la parte vencida. 

Que el Sr. Fiscal de Cámara se apravia en cuanto la sen- 
ten cin rechaza la tesis sustentada por el Sr, Procurador Fiscal 
de primera instancia, de que el Despachante de Aduana, Sr. 
Hidalgo, no observó cumplidamente las previsiones legales y 
reg la mentar ¡as a su cargo, respecto del boleto de embarque 
de fs. 2, sosteniendo que el nombrado Despachan te no revisó 
la hacienda a que dicho holeto se refiere, que a su decir, estaba 
en Barreal — el día 13 de mayo de 1044—. Funda tal conclu- 
sión en una serie de razonamientos sobre la base del tiempo 
que debió emplear en el viaje y los informes suministrados 
por la autoridad policial del hipar, acerca de la hora en que 
pasó por uno de los puntos de tránsito, y en la experiencia 
personal que tiene formada el Sr. Fiscal de Cámara sobre 
el tiempo que ise emplea en el viaje de San Juan a Barreal ¡ 
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antecedentes que lo indinen u afirmar que el chofer del ca- 
mión en que Ilitlalfro manifiesta haber hecho el viaje a dicho 
lucrar, no habría sido sincero en su declaración. Sostiene tam- 
bién el señor Fiscal de Cámara, que la sentencia da nn alcance 
excesivo al art. 1U34 de las Ordenanzas tic Aduana, porque 
interviniendo un despachante que se responsabiliza ante la 
receptoría de las operaciones (pie prohija, no tiene ya mayor 
gravitación el tpu» la mercadería haya sido sustraída al contri)! 
ad nanero, por lo que el despachante, como responsable de 
aquí' Ha, es pasible de las infracciones que corresponda imponer 
y de los impuestos a liquidar; y (pie en todo caso, lu sanción 
de la ley ir 7 11 .281, en su art. 70, posterior a las Ordenanzas 
de Aduana, ha hecho perder su gravitación al citado art. 1034 
de dichas Ordenanzas; de donde resultaría que la Aduana 
tenía jurisdicc ión para entender en la presente causa. Oliser- 
va. además, que el hecho de que no exista perjuicio fiscal, 
no importa que no esté configurado el contrabando, puesto 
<pie para que él exista, bastan actos tendientes a sustraer la 
mercadería de la verificación aduanera. Y finalmente, impugna 
el punto 4 V de la parte dispositiva de la sentencia, sosteniendo 
que la actuación del Administrador de la Aduana no ha sido 
objeto de estudio especial, y que a su opinión adhieren los 
represen imites dd Ministerio Público; y que por lo ricnuK 
no se ha alegado (pie dicho funcionario haya obrado ron mali- 
cia. Termina pidiendo, en concreto, la revocación del fallo y 
se resuelva la causa de acuerdo al petitorio de te, 95-%, o pea. 
confirmado, con costas al recurrente Sr. Hidalgo, la resolución 
aduanera de fs. 0ÍI/G7. 

Que los agravios del Sr. Pérez conenerdnn, en lo funda- 
mental con los del Sr. Fiscal de ( amara; agregando (pie. de 
acuerdo a lo establecido |iiy* el art. l!7 del decreto n* 2tf."> de 
fecha 24 de noviembre de W8$ t que reglamenta las funciones 
de los despachantes de Aduana, el Sr. Hidalgo es responsable 
personal y directamente de las infracciones que se habrían co- 
metido respecto de la hacienda de referencia, por no haber 
tomado niiiirunn precaución al solicitar el permiso de práctica, 
ni haber cumplido con las requisitos que imponen los arts. 
1í)8. 930/934 de la ley K10. y 120/129. 237/239 del decreto 
reglamentario de la ley n* 11.281 ¡ siendo además responsable 
de las sa tu- ion es impuestas, porque ante ta Aduana es el do. 
aumentante fie la mercadería salida de contrabando, enmo 
firmante del hnleto de entrega n v 1, año 15)44» de acuerdo con 
lo dispuesto ñor bis arts. 111 y 113 de la ley 810; 93 de la 
n" 11.281. 278 y 279 del decreto reglamentario de la misma. 
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(¿ue el presente re<-ur>o eoiileiicioso-admiriistraf ivo. ha 
sido promovido por D. Fernando Hidalgo contra la resolución 
de í's. G:í-07 dictada por el Su. Administrador de la Aduana 
de San -Juan, en sumario ¡nst ruido con motivo de supuesta* 
infracciones en que aqin'l habría incurrido en su intervención 
(romo despachante de Aduana, en el permiso de embarque n* 
1, añíi 1944, pon iente a I's. 2. de fecha 1:1 tle mayo de 1S144, eo- 
rrespondiente n una hacienda de propiedad de D. Julio Alamos 
Cuadra, que debía exportarse a Chile i imputándosete a Ili- 
daliro haber faltado a sus deberes establecidos en el decreto 
n* 28ó de 24 de noviembre de lí>33, al no constituirse a veri- 
ficar lo documentado, en el hipar donde debía encontrarse la 
hacienda a exportar, ''actuando con excesivo con fianza, cre- 
yendo lea buen te la veracidad de la operación a realizarse", 
siendo así que esa operación estaba destinado a cubrir tina 
exportación clandestina verificada en el mes de abril del mismo 
año por el nombrado Alamos Cuadra. Sr. Administrador 
de la Aduana, no le imputaba, pues, al Despachante II idalgo. 
ser autor o cómplice en el contrabando de referencia, ni si- 
quiera que ni formular el boleto de embarque de fs. 2, lo hi- 
ciera con el deliberado propósito de cubrir el contrabando 
qué le atribnve a Alamos Cuadra, sino que simplemente lo 
responsabiliza administrativamente de ese hecho, por no ha- 
berse constituido en la Estancia "Manantiales". dond<; a su 
entender, debía encontrarse la hacienda a exportar, infrm- 
giendn así mis deberé» establecidos en el Decreto n» 2S5 de 
referencia. 

Que se-'ún lo establece el art. 27 de ese decreto, regla- 
mentario de la profesión de despachantes de Aduana, "los 
despachan tes serán personal y directamente responsables de 
los carpos que resulten en su contra por stt.s propios actos \t 
tos de su* apoderados a dependientes en los despachos que 
efectúen y operaciones cu que intervengan../'; sin que la 
citada disposición, ni ninguna otra, responsabilice a los des- 
pachan les por los actos de sus comitentes y de las personas 
de ellos dependientes. En tal situación, y de acuerdo a la 
doctrina jurídica que informa nuestra legislación, según la 
cual, cada persona responde de sus propios actos, adentras 
no haya disposición legal que le obligue por los actos de ter- 
ceras personas en determinadas sil naciones previstas, no es 
dable atribuir a la citada disposición reglamentaria el alcance 
que le asignan los recurrentes. 

Que según se expresa en el certificado y guia de campana 
de fs. 8. suscrito por el Sr. Alamos Cuadra como remitente 
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de la ha rienda a quo se refiere el pedido de permiso de em- 
barque de fs. 2, y lo confirma Hidalgo en su presentación de 
fs. 80, la misma se encontraba en Barreal, y allí fué revisada 
por el médico- veten na rio. según certificado "de fs. 7, e» fecha 
12 de mayo de 1944 > sea. el día anterior a lu presentación 
del pedido de embargue tle fs. 2; y m bien el señor Alamos 
Cuadra expresa en mi presentarión de fs. 1, de feeha 22 del 
mismo mes, que la hacienda se había encontrado al ser solici- 
tado el embarque, en su estaueia de "Manantiales", tal mani- 
festación no (Hiede afectarle a Hidalgo, por ser extraño a ella. 

Que como lo ha dee tarado el chofer Maréelo Cortés i fs. 
133), el día 12 de mayo de 1944 condujo a Hidalgo de la 
Ciudad de San rlutin a Harreal, finca de Alamos Cuadra, re- 
gresando el día 13, a mediodía; sin que tal declaración haya 
sido desvirtuada ron ninguna otra prueba, no siendo bastante 
para ello \ax simples presunciones resultantes de los cálculos 
hechos por el Sr. Fiscal de Cámara y el apoderado det Sr. 
Pérez, sobre el tiempo en (pie pudo hacerse el viaje, y de la 
e\[ii-r¡eriria personal adquirida por dicho funcionario, por 
no eslar basados unos y otra, en datos fidedignos y debida- 
mente controlados en autos. 

Que acreditado como se halla, el cumplimiento por parte 
del despachante Hidalgo, de la única gestión que él ha podido 
realizar para comprobar la exactitud de la operación de em- 
barque solicitada, antes de que ella se llevara a cabo, y no 
concretándose por el Administrador de la Aduana, ni por 
las partes recurrentes, ningún otro hecho u omisión de parte 
de INdalgo, en infracción a sus obligaciones legales o regla- 
mentarias no procede responsabilizarle por actos real iza dos 
por su comitente o los dependientes del misino, conforme al 
citado art, 27 del decreto ir* 28ó ya mencionado. 

Que las disposiciones contenidas en los arts. 1!)8, 930/934 
de la ley 810. y 126/12!). 237/239 del decreto reglamentario 
de la ley n" 11.2*1. citados por el Sr. Fiscal de Cámara, v 
tos art*. 111 y 113 de la ley 810. 9:i de la tr* 11.281 v 278 V 
279 del decreto reglamentario de la misma, invneados por la 
parte de Pérez, no tienen aplicación alguna al caso de autos, 
por cuanto no es dable responsabilizar a Hidalgo en esta cau 
sa, por los actos de contrabando que pueda haber cometido 
Alamos Cuati ra eon anterioridad en una operación en que 
no intervino en forma alguna Hidalgo, y ya que la Admiuis- 
tra-ión .Ir Aduana sólo le ha imputado omisión en el cum- 
plimiento iU deberes reglamentarios respecto del permiso de 
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embarque de l's. 2, lo que. como se ha visto precedentemente, 
no ha ocurrido. 

Que descartada, así, del presente recurso contencioso- 
administrativo, lu responsabilidad atribuida a Hidalgo por las 
infracciones que se le imputaran por el Sr. Administrador 
de la Aduana de San Juan, carece de objeto el pronunciarse 
acerca de la cuestión relativa al alcance del art, 1034 de las 
Ordenanzas de Aduana, propuesta por las recurrentes, ya 
que ella está vinculada al pretendido contrabando imputado 
a Alamos Cuadra y del que se lia intentado responsabilizar 
ii dm i ilustrativamente a Hidalgo. 

Que en cuanto al punto 4' de la parte dispositiva de la 
sentencia, y de que se agravia el Sr. Fiscal de Cámara, no 
causa perjuicio alguno al Fisco, ni siquiera al señor Admi- 
nistrador de Aduana, ya que no contiene pronunciamiento 
alguno concreto en su contra, y sí sólo una apreciación res- 
pecto de su proceder que, aún en el caso de que fuera equivo- 
cada, no le afectaría en su condición de funcionario, ya que 
quien habrá de juzgar sobre dicho proceder, será el señor 
Director Gcueral de Aduanas. 

Que dada la naturaleza de las cuestiones debatidas, es 
equitativa la exención de costas que contiene la sentencia 
recurrida, correspondiendo declararlas en igual forma las de 
segunda instancia. 

Por estos fundamentos y los demás concordantes de la 
sentencia apelada, se la confirma en lo que ha sido materia 
de apelación, sin costas; declarándose mal concedido el recurso 
interpuesto respecto de la providencia de fs. 187 vta. — Jorge 
Vera VaUejo. — José E Rodríguez Saa. — Agustín de la 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Bs. Aires, 3 de '■ 

Y vistos los autos "Hidalgo Fernando, recurso con- 
tencioso administrativo <?/. una resolución aduanera* 1 , 
en los que se han concedido los recursos ordinarios de 

y pOT el apoderado del Sr. Pedro A. Pérez (fs. 255) 
contra la sentencia dictada a fs. 246 por la Cámara 
Federal de Mendoza. 
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Considerando: 



Qiu; t ! fallo administrativo de fs. lili, juzgando 
probado el delito de contrabando que atribuye al expor- 
tador Julio Alamos Cuati ra, se desenlien de de éste en 
la parte resolutoria para referirse tan sólo al despa- 
chante Fernando Hidalgo a quien, no obstante recono- 
cer que se trata do un "comerciante honesto y de pro- 
cederes eo r rectísimos", aplica las sanciones de comiso, 
multa y suspensión por entender que procedió "con 
excesiva confianza creyendo leal mente la veracidad de 
la operación a efectuarse" at no haberse constituido a 
verificar lo documentado 4 'en la creencia de estar fren- 
te a una operación legal", con lo cual habría faltado ai 
deber que le imponía su profesión (fs, G5 vta.). 

Que aun prescindiendo de la cuestión referente a la 
falta de jurisdicción de la autoridad administrativa 
por haber salido de ella las mercaderías (art. 1034 de 
las Ordenanzas de Aduana y Fallos; 147, 319; lül), ¡ío'u"; 
18f>, 1Í7Í*); de que, como advierte el Sr. Juez Federal, 
por no haber adoptado la administración las medidas 
correspondientes no fué proseguida la causa contra el 
autor o los autores del supuesto contrabando a fin de 
establecer la existencia de éste y la responsabilidad de 
aquéllos y no puede, por lo tanto, considerarse probado 
dicho delito; de que éste, del cual se declara a Hidalgo 
cómplice indirecto a pesar de ta omisión precedente- 
mente señalada (fs. 67), es la base indispensable para 
imponer responsabilidades por las consecuencias de la 
infracción; aun prescindiendo de todo ello, la sanción 
aplicada a Hidalgo sería igualmente improcedente 
Pues, como lo ponen de manifiesto las sentencias de 
primera y segunda instancias, las actuaciones produci- 
das tanto administrativa como judicialmente llevan a la 
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conclusión de que el despachan lo Hidalgo cumplió todas 
sus obligaciones legales y reglamentarias y no incurrí 5 
en negligencia alguna, con lo cual la resolución condena- 
toria cae por falta de la base en que se apoya. Por otra 
parte, nada autoriza ;i decidir que el despachante no ha- 
ya podido ser engañado del mismo modo que lo fue, se- 
gún lo establece la resolución de la Aduana en el punió 4"' 
de t's. íió, el veterinario que revisó la hacienda el día 
anterior. 

Que en las circunstancias expuesta», a las cuales se 
agrega que el despachante Hidalgo actuó en todo mo- 
mento haciendo constar el nombro del dueño y remitente 
de la hacienda para quien solicitaba la autorización y 

lizución por las respectivas autoridades (fs. 2, 7, 8, 80 
y 121 ), la intervención de aquél en el trámite del permiso 
a que se refiere la resolución de fs. G.'j no hasta, como 
lo demuestra la sentencia recurrida, para responsabili- 
zarlo por la extracción de la hacienda realizada con an- 
terioridad y sin su conocimiento,, como lo admite la 
Aduana, por el exportador para quien realizaba la ges- 
tión de referencia. Los arta. 171, 338, 595, óí)0, 842, 847, 
1027, 1028 y 103í> do las Ordenanzas de Aduana tampo- 
co permiten modificar osa conclusión pues, como re- 
sulta de sus propios términos, se refieren a situaciones 
distintas de la examinada en esta causa. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia ape- 
lada se resuelve confirmarla, debiendo pagarse tam- 
bién en el orden causado las costas de esta instancia. 

T. D. Casares — R. Villar Pa- 
lacio — J. A. González 
Calderón. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia falétal Ca**a» 
penales. Vtniacirfn de normo* federales. 

Xo corresponde a la justicia fulera i sino a I» provincial 
conocer en el proceso iniciado con motivo tic la desapari- 
ción de una bandera argentina de! mástil de tinti escuela 
provincial .sin (pie haya sirio posible precisar el momento 
y modo en que ello ocurrió ni individualizar ei autor del 
hecho, que no supone necesariamente la comisión del delito 
previsto en el art. !) del decreto 536/45. 

Dictamen del Proctkadok General 
Suprema Corte: 

Advertida la desaparición de una bandera argentina 
del mástil donde estaba izada, perteneciente a la Es- 
cuela Provincial N* 58 de la localidad de Lucas Gonzá- 
lez (Depto. Nogoyá, Prov. de Entre Ríos), fué instruido 
el correspondiente sumario policial, remitiéndoselo luego 



pruebas que permitieran individualizar al autor o auto- 
res del presunto hurto cometido, fué dictado auto de 
sobreseimiento provisional. 

Entretanto, tomado conocimiento del hecho por me- 
dio de la prensa, el Sr. Juez Federal de Paraná, concep- 
tuando ser de su competencia el juzgamiento de la causa, 
por tratarse de un delito do carácter federal a base de 
lo dispuesto por los arta. 9 y 47 del decreto del P. E. 
Nacional n* 536/45, libró oficio inhibitorio al Sr. Juez 
de Nogoyá, requiriéndole la remisión de las actuaciones; 
y como éste no declinara su competencia y aquél insis- 
tiera en su declaración anterior, se recurre a V. E. para 
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que, en virtud tío lo dispuesto por el art. do la ley 4055, 
dirima el conflicto jurisdiccional resultante. 

De lo actuado lias ta el presente no surge que exista 
desacuerdo entre los señores jueces de Xogoyá y de Pa- 
raná que justifique la intervención de V. E. a base de 
lo dispuesto por el art. í> do la ley 4055. 

En efecto, ni el primero niega la jurisdicción de la 
justicia federal para conocer en la causa caso de confi- 
gurar el lieclio origen de estas actuaciones un ultraje a 
la bandera argentina, ni el segundo niega la jurisdic- 
ción do los tribunales provinciales para juzgar el hecho 
si éste constituyese un hurto simple. Y cabe recordar que 
en este último sumario existe sobreseimiento provi- 
sional. 

En consecuencia, corresponde devolver los autos se- 
guidos ante la justicia federal a objeto de que, si el juez 
de la causa lo considera pertinente, prosiga la instruc- 
ción del sumario iniciado. En este supuesto, si proce- 
diese, se verá si lia llegado o no la oportunidad de aplicar 
al caso de autos el decreto invocado por el Sr, Juez Fe- 
deral, cuya validez constitucional ha sido estudiada por 
V. E, en 204 : 354. — Bs. Aires, abril 17 de 1947. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, *J de julio de 1947, 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que de los autos sólo resulta, como lo dice a fs. 8 
el Sr. Juez de 1' Instancia de Nogoyá, que la bandera 
de la escuela provincial n e 58 desapareció del mástil en 
que estaba colocada sin que haya sido posible precisar el 
momento y modo en que ello ocurrió ni individualizar la 
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<¿ue este beelio no presupone necesariamente que la 
bandera Isa ya sido ultrajada ni que lo fuera pública- 
mente, como lo requiere la disposición invocada por el 
Si*. Juez Federal. Ultraje significa, según el Diccionario 
de la Academia Española, "ajamiento, injuria o despre- 
cio, de obra o de palabra", y en las circunstancias ante- 
riormente expuestas no es posible ni siquiera eliminar la 
hipótesis de que baya sido lomada sin propósito alguno 
de agravio. 

Por ello y lo dictaminado por el Mr. Procurador 
líene ral y siendo, además, ía justicia federal restrictiva 
y de excepción (Fallos: 184, lóíJ; Ü04 t '2'¿'2) declárase que 
el Sr. Juez de 1* Instancia de la ciudad de Xogoyá 
— Prov. de Entre Kíos— es el competente para conocer 
en el sumario referente a la denuncia formulada el 9 de 
octubre de l°4(i por D* Antonia Rossomando. En con- 
secuencia, remítansele los autos y hágase sabor al Sr. 
Juez Federal en la forma de estilo. 

T. IX Oasaues — R. Villar Pa- 
lacio — J. A. Goxüález 
Caloekóx. 



PAULOS ALBERTO PALt'ATKIíliA 

JURlSDfCCIOy Y CO.UPETKXCIA: Competencm penal Delito* 
t. i articular, Defraudación. 

1 la bi endose cometido en ta Prov. de Puntaba el delito de 
defraudación consistente en haber vendido nuevamente v 
escriturado allí inmuebles situados en ta misma une ante- 
riormente habían sido vendidas en la Cap. Federal a otru 
persona por mensualidades i|uc ésta payaba puntualmen- 
te, corresponde a los tribunales de acuella provincia co- 
nocer en el sumario por defraudación iniciad» por el pri- 
miiivo comprador al enterarse de tu secunda venta. 
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Dictamen pkl Pkocuhadoh Gkxeral 



Suprema l ío ríe: 

La "Sociedad Parque Río Ceballos" vendió a Ro- 
berto Gregorio Pardo en .ibril de 1943, y a Julio Vi- 
vaneo Martínez en mayo del mismo año, dos terrenos 
situados en el nombrado pueblo de la Prov. de Córdoba 
Ambas operaciones se realizaron en la Cap. Federal 
donde la sociedad tenía instaladas oficinas, y como se 
denunciara la venta por secunda vez de los mismos lo- 
tes, se instruyó sumario por defraudación en el cual se 
inhibió de entender el Sr. Juez de Instrucción de la 
Capital por considerar que los hecbos incriminados se 
habrían cometido en la ciudad de Córdoba, ante cuyos 
tribunales, por lo demás, se siguió un proceso con 
motivo de acusación entre los miembros de la expresada 
sociedad, vinculado a los hechos que se denuncian en la 
presente causa. Por su parte el juez de esta ultima 
ciudad estimando que la operación de Martmez se 
había concluido en Bs. Aires, y que cu el proceso pre- 
citado recavó sentencia definitiva, resolvió no abocarse 
al conocimiento de la causa. Al mantener el JW® de 
instrucción de la Capital su decisión anterior, ha que- 
dado trabada la contienda de competencia negativa que 
corresponde dirimir a V. E. (art. 9', ley 40.i;>). 

]>c autos surge que el delito que motiva el proceso 
actual sería el de defraudación, cometido al no cum- 
plirse una operación de venta de unos terrenos reali- 
zada en la Capital Federal en razón de haber s do los 
mismos enajenados ulteriormente en la ciudad de Cór- 
doba, según escrituras públicas pasadas en la misma 

ea R*"ulta evidente, pues, que si ha existido delito, éste 
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se lia cometido en la ciudad de Córdoba en oportunidad 
de venderse inmuebles motivos de una operación ante- 
rior. Üneso a ello Ja circunstancia de existir allí el pro- 
ceso a que antes he hecho referencia. 

Corresponde entonces el conocimiento de la causa al 
Sr. Juez de Instrucción de Córdoba de aeuerdo a lo esta- 
blecido por el art. 102 de la Const, Nacional. 

Ku tal sentido solicito a V. E. dirima la presente 
contienda de competencia. — Bs, Aires, junio 23 de 
1047. — Saúl .1/. Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 3 de julio de 1947. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Qi -o, como lo demuestra a fs. 32 y 3G el Sr. Jues de 
Instrucción de la Cap. Federal, los hechos constitutivos 
del supuesto delito de defraudación lian ocurrido en la 
Provincia de Córdoba. 

Que conforme a lo dispuesto por el art. 102 de la 
Const. Nacional, y art. 34 del Cód. de Proceda. Crimi- 
nales y a la jurisprudencia de la Corte Suprema (Fa- 
llos: 182, 277; lOfí, 543) dicho lugar determina ta com- 
petencia de los tribunales ante los cuales debe tramitar 
la causa respectiva. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador Ge- 
neral declárase que el Sr. Juez de Instrucción de 1* No- 
minación de la ciudad de Córdoba es el competente para 
conocer en la denuncia sobre defraudación formulada 
por Roberto Ciregorio Pardo contra Carlos Alberto Cal- 
ca! erra. En consecuencia, remítansele los autos y hágase 
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saber al Sr. Juez de la Cap. Federal en la forma de 
estilo. 

T. D. Casahks — B. Villar Pa- 
lacio — J. A. González 
Caldeuón. 



H, A. BUNOE Y IIOIÍN Ltda. v. .(AI ME REUS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Ctteatwnea de compelen*™. 

Intervención de la Corte Suprema. 

La Corte Suprema carece tic atribuciones para decidir los 
con nietos de competencia trabados entre magistrados or- 
dinarias de la misma jurisdicción territorial, como lo son 
un juez de comercio y otro de los tribunales de la justicia 
del trabajo de la Capital Federal (*). 



FRANCISCO M I NKLLl K HIJOS v. ANTONIO GRILLO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Ele- 
mento» determimtutv». Lugar del cumplimiento de la obligación. 

El juez del Ultra r en que se efectuaron los pa<ros parciales 
es el competente para conocer en el juicio sobre cobro de 
una suma de dinero retí lomuda por el actor como saldo de 
fas operaciones comerciales realizadas enu el demandado, 
consistí ntcs en !¡t venta y envío por el primero de materia- 
les cuyo precio pa fiaba el secundo ¡zi raudo ni domicilio de 
a<|Ut'I las sumas; de dinero respectivas. 

DlCTAMlíN' l>EL PllOCl T HAIKUE CitíNKIlAL 

Suprema Corte ; 

La razón comercial Francisco Minelli e Hijos con 
domicilio en esta Capital, demandó unte la justicia de 

(i) U de jntio do 1047, Fallos: ISO, 12; 187, 411; 101, 180. 
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paz letrada do la misma a Antonio Orillo, comerciante 
de Bahía Blanca, por cobro ik'l precio de mercaderías; 
y romo W demandado ha ocurrido ante la justicia ordi- 
naria del lugar de su domicilio plante-ando inhibitoria, 
y los Kivs. jueces de ambas jurisdicciones se concep- 
túan competentes, viene aflora la contienda jurisdiccio- 
nal así t ra baila pura (pie V. K. la resuelva. 

El demandado niega haber comprado la mercan fía 
origen del pleito, pero los elementos de juicio existen- 
tes en el expediente principal, en especial el informe de 
fs. 72, pericia contable de fs. $2 W t y la carta de fs. 10-í 
( reconocida por el demandado al absolver posiciones 
U's. 1IÍ) vla.)i establecen <¡uc ln operación se realizó. 
No está acreditado se conviniese domicilio especial para 
el pago, pero surge de esos antecedentes con suficiente 
claridad, que el mismo debía efectuarse en la Capital 
Federal. 

A mérito de ello, y de acuerdo con reiterada doc- 
trina de V. R, la presente contienda deberá ser diri- 
mida a favor de la competencia del Sr. juez de la Ca- 
pital. Así conesponde declararlo. — Bs. Aires, junio 
:iÜ de 1ÍJ47. - Sutil M. Escobar. 



FALLI > ME LA HOlíTE SI'PREMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1947, 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que las constancias de los autos principales ponen . 
de manifiesto la existencia de relaciones comerciales 
regulares entre el actor y el demandado, consistentes 
en la venta y envío por el primero de materiales, cuyo 
precio pagaba el segundo girando n la Cap. Federal, 
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lugar del domicilio del acreedor, las sumas de dinero 
respectivas (informes del F. C. del Sud agregado a 
fs- 72; telegramas de fs. 73 a 79 e informe del Correo 
de fs. SO; correspondencia transcripta a fs. 82 y sigtes. 
e informe del perito contador de fs. 88; carta de fs. 104 
reconocida a fs. 116 y absoluciones de posiciones de fs. 
117 y sigtes. y 157 y sigtes.). 

Que la demanda persigue el cobro del saldo de 
$ 1.140,21 m/n. que, según el actor, le adeuda el deman- 
dado a raíz de dichas operaciones comerciales. 

Que según reiterada jurisprudencia de la Corte 
Suprema el lugar en que se efectuaron los pagos par- 
ciales, que en el caso de autos lo es la Cap. Federal, 
determina la competencia de los tribunales para cono- 
cer en el juicio respectivo (Fallos: 177, 474; 184, 406; 
187, 612; 193, 5). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Proa General 
declárase que el Sr. Juez de Paz Letrado de la Cap. 
Federal es el competente para conocer en el juicio pro- 
movido por Francisco Minelli e lujos contra Antonio 
Orillo sobre cobro de pesos. En consecuencia, remítan- 
sele los autos y hágase sabor al Sr. Juez de 1* Instancia 
de Bahía Blanca en la forma de estilo. 

T. D. Casares — Caklos del 
Cam tillo — R. Villar Pa- 
lacio. 



JOSE MARIA ROSALES Y OTROS 

JURISDICCION 1 COMPETENCIA: Competencia federal Cau- 
ta* penales. Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de ta» 
instituciones nacionales, 

El juc/. federal a cuyo servicio actuaban los empleados de 
la policía provincial a quienes se imputa la realización de 
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apremios ilegales y lesiones en perjuicio de los procesado» 
que por disposición de aquél tenían bajo su custodia, he- 
cbos ton dientes a impedir el eselnree i miento de los delitos 
investigados por dicho niafr'sirudo, es el competente para 
conocer en el sumario instruido con tal motivo contra di- 
chos empleados. 

Dictamen del Peoguhadok General 
Suprema Corte: 

Los defensores de cuatro personas procesadas ante 
la justicia federal de La Plata, denunciaron con el es- 
crito de fs. 1/3 apremios ilegales y lesiones inferidas 
a sus defendidos en dependencias policiales do la Prov. 
de Bs. A tres. Después de realizadas varias diligencias, 
el juez, de acuerdo con el dictamen fiscal de fs. 79, se 
declaró incompetente a fs. 81, remitiendo los anteceden- 
tes al del crimen en turno en diciembre de 104(5. Este 



tamen de fs. 89, quedó trabada contienda de competen- 
cia negativa que corresponde dirimir a V. K. en virtud 
de lo dispuesto por el art 9" do la ley 4055. 

En cuanto al fondo del asunto, las declaraciones de 
Luis Angel López {fs. 5 y 45); José María Rosales (fs. 
17 y 75) ; Juan Carlos Franco (fs. 72) ; y fíeinaldo Gar- 
cía (fs. 77), revelan que los hechos denunciados se ha- 
brían producido con motivo de un proceso que se ven- 
tila en la justicia federal de La Plata, donde están im- 
plicadas las personas que en éste aparecen como vícti- 
mas, y los castigos habrían tenido por finalidad obtener 
que declarasen en determinado sentido. Se intentaría, 
así, a estar a la denuncia, de falsear la verdad de los 
hechos producidos en cuyo esclarecimiento sólo tiene 




onsideró incompetente, por lo 
el requisito exigido en el dic- 
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jurisdicción ol Juez Federal. Ello, al restar elementos 
tle juicio para la decisión de la cansa, importaría una 
gravo obstrucción del buen servicio del poder judicial 
de la Nación. 

El delito cometido por funcionarios policiales cu 
momentos que oslaban al servicio de dicho poder, y los 
hechos (pie dan origen a esto juicio, guardarían, pues, 
estrecha vinculación con el investigado por el Sr. «TncK 
Federal. Hay usí marcada analogía entre el presente 
caso y el resuelto por V. E. en 193 : 345. Además» media 
la circunstancia de (pie el Sr. Juez de Sección ha preve- 
nido en el conocimiento de la causa (arts. 34 y 36 del 
Cód. de Proceda. Criim). 

Pienso, pues, que corresponde dirimir la presente 
contienda en favor de la competencia del señor Juez 
Federal de La Plata el que debe continuar interviniendo 
en este proceso. — Bs. Aires, julio 2 de 1947. — SaiV 
M. Escobar. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 11 de julio de 1047. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que en el presente sumario impútase a varios em- 
pleados de la policía de la Prov. de Bs. Aires que actua- 
ban al servicio del Sr. Juez Federal de La Plata, la 
realización de hechos delictuosos en perjuicio de los 
procesados que tenían bajo su custodia, —apremios ile- 
gales y lesiones—, con el propósito de impedir el escla- 
recimiento de los delitos de conspiración e intimidación 
públicas investigados por el juez de sección mencio- 
nado. 

Que de ser ciertos los hechos denunciados impor- 
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turían, sin duda alguna, obstrucción al buen servicio 
del poder judicial de la Nación, lo cual basta para de- 
terminar la competencia do la justicia federal de acuerdo 
a lo dispuesto por el art. 3, ine. 3*, de la ley 48 y al 
nrt. 23, inc. 3*, del Cód. de Proceds. Crim,, conforme 
a la interpretación que les atribuye la jurisprudencia 
de la Corte Suprema (Fallos: 193, 345; 197, 161). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
(rene ral declárase que el Sr. Juez Federal n v 2 de La 
Plata es el competente para conocer en el presente su- 
mario caratulado "Rosales José María, Franco Juan 
Carlos, García Reinaldo, López Luis Angel, víctimas do 
apremios ilegales y lesiones". En consecuencia, remí- 
tansele los autos y llágase saber al Sr. Juez del Crimen 
de In Prov. de Bs. Aires en la forma do estilo. 

T. D. Casahks — Carlos del 
Campillo — R. Villau Pa- 
lacio. 



HORACIO 1MÍ1ETO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Cau- 
sas penales. Delitos en perjuicio de ío,i bienes y rentas dé ta Nación 
'/ dr nts, rtparticioni'x antár*¡uicas. 

Corresponde a la justicia federal conocer en la causa refe- 
rente a la defraudm-ión imputada n un empleado civil de 
la Direc, Oral, de Administración del Ministerio de Gue- 
rra consistente en haber w apropiado de una suma de di- 
nero de dicha repartición que le fiu- entregada por un ofi- 
cial de intendencia de la misma para que la depositara en 
la tesorería respectiva, tarea (pie en realidad incumbía a 
este último cumplir personalmente, 
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Dictamen del Proci'kador General 
Suprema Corte: 

El empicado civil de ia D"r. Oral, de Administra- 
ción del Ministerio de Guerra, Horacio Prieto, fué co- 
misionado por un oficia] de intendencia a cuyo cargo 
es t¡i lia esa función, para depositar en h tesorería de 
!a misma Dir. Grnl. $ 4.457,7:3 provenientes de la venta 
de rezagos. Prieto se apropió del dinero, y al ser descu- 
bierto entregó $ 3.490, que guardaba en su domicilio. 
Intimado a que restituyera el total defraudado en el 
perentorio término de dos horas, obtuvo en préstamo 
de un familiar $ 907,75 que ingresaron también en Te- 
sorería. 

Iniciado el sumario de práctica por la justicia mi- 
lila r, Prieto promovió cuestión de competencia por in- 
hibitoria ante o! Juez Federal en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital de la Nación. Este se avocó al cono- 
cimiento del asunto mediante el auto de fs. 6 de la causa 
res] lectiva en razón de haber de el i nado su intervención 
en la misma la justicia militar, de acuerdo a las coas 
tancias de fs. 8 y 9. Después de deducida acusación por 
el ministerio fiscal (fs. 70), el Sr, Juez Federal resolvió 
declarar la incompetencia del tribunal a mérito de lo 
dispuesto por el art. 2f> del Cód. de Proccíls. Crim. Con- 
sideró además que In distracción de los fondos se pro- 
dujo fuera de Ins lugares de exclusiva jurisdicción 
federal, y (pie la lesión patrimonial se había producido 
en perjuicio personal del oficial que comisionó al acu- 
sado para realizar el depósito (fs. 72). Enviados los 
autos al Sr. Juez de Instrucción en lo Criminal de la 
Capital, este magistrado también se declaró ineompe- 
tenie (fs. fl), y al mantener el Sr. Juez Federal su deei- 
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alón anterior (fs. 5), ha quedado t ralmda la contienda 
de competencia negativa que debe resolver V. E, de 
conformidad con lo dispuesto por el art. í>' de la ley 4055. 

Trátase como se ve, de la apropiación indebida de 
fondos pertenecientes al Estado, cometida por un em- 
picado ul servicio del mismo. 

Debe concluirse pues, que a la justicia federal co- 
rresponde conocer en la causa por aplicacíúu de lo dis~ 
puesto en el art. 3* ím 3% de la ley 4S (g. C X. : 141!, 29 ; 
144: 1M). 

Por lo demás — corroborando esta conclusión— si 
existiera duda acerca de la jurisdicción en que se co- 
metió el delito — caso de autos atenta sus particulari- 
dades — su juzgamiento correspondería al juez que pre- 
vino en la causa, que lo es según se ha visto, el de sec- 
ción de la Cap. Federal (art. .10 de] QétiL de Proceds. 
Crim.}. 

A mérito de las razones precedentemente expues- 
tas, eorrespomle dirimí r la presente contienda en favor 
de la competencia del precitado juez federal. — Bs. 
Aires, junio 27 de H>47. — Stutl M, Escobar. 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 11 de julio de 1!>47. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que según lo dispuesto por el art. 3, ine. de la 
ley 48, y con arreglo a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema (Fallos: 11J7, lfil) incumbe a la justicia fede- 
ral el juzgamiento de loa delitos que atenten contra los 
bienes y rentas de la Nación y los de sus reparticiones 
au túrquicas. 
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Que ése es el cuso de autos, como lo pone de ma- 
nifiesto el Sr. Auditor General de Guerra y Marina y 
el Sr. Procurador General en sus dictámenes de fs. 44 
de los autos principales y fs. 7 de este incidente sobre 
inhibitoria respectivamente. 

Por ello declárase que el Sr. Juez Federal en lo 
Criminal y Correccional de la Capital es el competente 
para conocer en la causa promovida contra Horacio 
Prieto sobre defraudación. En consecuencia, remítan- 
sele los autos y hágase saber al Sr. Juez de Instrucción 
cu lo Criminal n" 4 en la forma de estilo, 

T. 1), Casares — Carlos del 
Campillo — R. Villar Pa- 
lacio. 



OAZZOLO Y CU. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, 6 T u«ttófi f*> 
de ral Cuestiones ffderales complejas. Inconfitiiucionalidad de nor- 
mas ¡t actos municipales y policiales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia con- 
denatoria del Tribunal Municipal de Faltas de la ciudad 
de Bs. Aire» que admite la valides del nrt. 22 de la orde- 
nanza 12.245 modificado por el decreto municipal 7233/46 
impugnado por el apelante eomo viola torio de los arts. 16 
y 17 de la Const. Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Derecho de 
propiedad. 

El permiso para instalar un negocio obtenido bajo una 
determinada reglamentación de policía municipal no com- 
porta un derecho adquirido a que las tundiciones de la 
résped iva explotación no sean modificadas en el futuro. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Constilueiowlidatl e ineonatitvcio- 
nalidad. Ordenanzas municipales. 

La reforma del art. 22 de la ordenanza municipal de Ja 
ciudad de Hs. Aires n* 12.245 por el decreto 7233/4G no 
es violatoria del art. 17 de la Const. Nacional por la cir- 
cunstancia de haber alterado el régimen bu jo el cual el 
rerurrente liuhía obtenido el permLsu correspondiente para 
explotar su negocio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. In- 
terés para impugnar la constitucionalidad. 

La violación del principio de la igualdad no puede ser 
invocada por quien no ha sido víctima de ella. 



Dictamen del Pno. itrador General 
Suprema Corte: 

Un juez municipal do faltas de esta ciudad, impuso 
multa de quince pesos —o tres días de arresto en su 
defecto— a Luis Gazzolo, propietario de la boüe "Pic- 
cadílly", por haberse comprobado que permitía la per- 
manencia de mujeres solas en dicho establecimiento a 
la 1,45 de la mañana, contraviniendo lo dispuesto por 
el art. 22 de la ordenanza municipal 12.245 ampliado por 
decreta 7233/40, de tu Intendencia, Contra ese fallo se 
ha concedido recurso extraordinario para ante V. E. 
fundado en que viola los derechos de la mujer, y quie- 
bra la igualdad ante la ley, prohibir el acceso de mu- 
jeres solas a locales donde se las admite acompañadas 
por hiimbrcs; distingo arbitrario e insostenible, a juicio 
del recurrente (fs. 4-9). El Sr. Juez a quo aplicó dicha 
ordenanza, entendiendo que median razones de morali- 
dad suficientes para sustentar el distingo aludido (fs. 
11 ) ; y ante esta instancia no se ha presentado Gazzolo 
a mejorar su recurso. 
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Estudiado el caso, advierto que no consta en qué 
términos planteó el recurrente la cuestión federal ante 
el Sr. «Juez. Admitiendo lo fuese en iguales términos 
que a fs, 4-í), correspondería mantener por sus funda- 
mentos lo resuelto en primera instancia, pues V. H3, 
tiene reiteradamente resuelto que la igualdad ante la 
ley no se rompe cuando esta última establece distingos 
razonables. A tal respecto, atento el estado actual de 
nuestras costumbres no encuentro irrazonable que las 
autoridades manicomios adopten algunas precauciones 
para que ciertos lugares de la ciudad ofrezcan suficiente 
garantía de moralidad a quienes los frecuenten en busca 
de honesto esparcimiento. Cabe recordar que el actual 
redamo no se trae por mujer bonesta a quien se le ne- 
gara permanecer en la Imite sino por el propietario del 
establecimiento, sin ofrecer elemento alguno de criterio 
acerca de la profesión de las mujeres solas cuya perma- 
nencia a deshoras de la noche motivó la multa. 

Llego, así, a la conclusión de que no se ha justifi- 
cado en este caso la tacha do íncoustilucionalidad mate- 
ria del recurso. — Bs. Aires, febrero 20 de lí)47. - 
Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 11 de julio de 1947, 

Y vistos los autos seguidos contra Gazzolo y Cía. 
por infracción al decreto municipal 7233/46 que modi- 
ficó el art. 22 de la ordenanza 12.245, en los que se ha 
concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 4 
contra la resolución del Juzgado n' 2 del Tribunal Mu- 
nicipal de Faltas dictada a fs. 11. 
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Considerando: 

Que cíe la sentencia apelada tanto como de la reso- 
lución que concede el recurso extraordinario resulta 
que la cueslirn constitucional fué oportunamente intro- 
ducida. V como la sentencia, que es definitiva, fué con- 
traria al derecho que el recurrente coi^idera amparado 
por las disposiciones "onstitucionnles que invoca, el re- 
curso es procedente. 

Que la impugnación se dirige contra el decreto 
municipal 7'2.'i;i/4U que modificó el art. 2*2 de la orde- 
nanza 12.24Ü redactándolo efl la siguiente forma: "En 
los locales a que se refiere el artículo anterior no será 
permitida la actuación de bailarinas de pista, emplea- 
das para bailar o alternar con los concurrentes, ni el 
acceso al local y permanencia en él de mujeres solas". 
La reforma consistió en el agregado de la parte final: 
**...ni el acceso al local ni permanencia en él de mu- 
jeres solas *\ Se la objeta, V porque alteró el régimen 
bajo el cual so había obtenido el permiso produciendo 
con ello un efecto retroactivo que viola el derecho de 
propiedad del recurrente pues Instaló su negocio en vista 
de la reglamentación anterior y no le hubiera eonve* 
nido instalarlo bajo el actual, y porque viola el prin- 
cipio de igualdad al tratar desigualmente a las mujeres 
solas y a las acompañadas sin que medie razón sufi- 
ciente para la distinción. 

Que el permiso obtenido bajo una determinada 
reglamentación de policía municipal un comporta de 
ninguna manera un derechu adquirido a que las con 
«liciones de la respectiva explotación no sean modifi- 
cadas en t | ful uro. Pretenderlo importa tanto como 
considerar que el orden público para cuyo resguardo 
so establecen esas reglamentaciones puede tenerse que 
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subordinar alguna vez al interés del comercio para 
cuya explotación se otorgó el permiso. 

Que, por lo demás, el agregado en cuestión res- 
ponde ra ¡«o nal) le mente al propósito de hacer efectiva 
la característica establecida en la primera parte del 
artículo reformado. T,n actuación de bailarinas para 
alternar con los concurrentes que el precepto prohibe 
rs prácticamente imposible de evitar si para ello la 



autoridad municipal licnc que comprobar en cada caso 
(pie la mujer de que se trate es empleada del negocio. 
Puesto que en el régimen municipal la "boite" se 
distingue del cabaret en que la actuación aludida que 
se permite en los últimos se excluye de los primeros, 
es obvio que la autoridad municipal está facultada 
para imponer las disposiciones reglamentarias que la 
experiencia muestre ser indispensable para mantener 
la distinción que obedece a claros y serios motivos mo- 
rales. 

Que la violación del principio de igualdad sólo 
ser alegada por quien se considere víctima de 
como bien observa el Sr. Procurador General 
no es ninguna de las mujeres solas cuya presencia en 
el local prohibió la autoridad municipal, quienes ale- 
gan la violación, sino el dueño del negocio en razón 
de que la desigualdad aludida perjudica la explota- 
ción do este último. Lo que quiere decir que este capí- 
tulo del recurso se confunde en realidad con el tratado 
precedentemente puesto que no es en razón del desigual 
tratamiento de las mujeres une la objeción podría con- 
siderarse aquí sino en razón del perjuicio cansado al 
recurrente por una reglamentación municipal de su 
negocio sancionada después de otorgársele el permiso 
pertinente. 

Por lauto y de acuerdo enn lo dictaminado por el 
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Sf. Procurador General se confirma la sentencia apc~ 
lada en cuanto ha sido materia del recurso. 

T. D. Cabaiies — Caiilob del 
Campillo — Ií. Villaü Pa- 
lacio. 



ERNESTINA HUCHA DE KAN RA v. MANUEL 
ARIAS DIAZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales, interpretación de normas y actos comunes. 

El decreto 18,290 es de derecho común (*). 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitudonalidad. In- 
terés para impugnar ¡a constituctonalidad. 

La alocada dcsi^uuldiid de ti (Tochos que otorga a lus pro- 
pietarios el derroto 1H.2W) nn autoriza ni arrendatario a 
interponer id rwiir.sn extraordinario fniuládo en el art. 16 
do la Const. Naoional 



NACION ARGENTINA v. 4!» AUTENTICOS 

JURISDICION Y COMPETENCIA: Competencia federal Causa* 

petHtte*. Caso.* varias. 

Las mulus por infraeción a la ley 12.713, i ni puestas por 
funcionarios administrativos locales y confirmadas por Ja 
justicia provincial, no pueden sor ejecutadas por interme- 
dio de )o.s jueces tolérales ("). 



(l> 1 1 ilu julio üe JU47. V. KhIIob; Jíio, 460. 
I») FaIIwi: 181, M2¡ IMI, M ; 11IU, 3SU. 

i») II itr jallo lie 11» 17. PiiII.ik; ¡MíS. -UX; 200, ¡>)0 y :iui. 
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MARIA F. SANSOT Y OTROS v. JUAN A. CÜFRE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Bí^ííO* fórmale*. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

Ni la reserva de interponer el recurso extraordinario ni 
su deducción condiciona! son suficientes para la concesión 
de aquél ('). 



DIIÍRCCION DE PARQUES NACIONALES v. BENITO 
V K RE E RTRR COHEN 

GASTOS DE J VST ÍCI A. 

Los gastos de los peritos, proporcionados al trabajo enco- 
mendado, deben pagarse con independencia de los honora- 
ríos que corresponda regular por el dictamen ( 3 ). 



SALVADOR O.IUFFRE v. RICARDO MOSCATI 

PRUEHA: Prueba en materia penal 

El nrt, 4HU del Cód. de* Prnced. en lo Criminal no rige en 
un juicio por injurias; por lo cual tío e.s indispensable 
acompañar id interrogatorio para los testigos propuestos 
en la audiencia del orí. ftT'j del (Vid. citado. 
Procede solicitar por oficio informe sobre constancias de 
los libros de hospitales y sobre la autenticidad de un suelto 
periodístico. La observación formulada a esta prueba so- 
lí re la liase de que lia debido proponérsela como declara- 
ción testimonial debe examinarse cu oportunidad de la 
sentencia (*). 



(1) 11 <1» julio du 1947. 

(2) 11 ile julio <U> 1H47, Fultot: 187, 606. 

(3) ].H oV juliu Je l!U7. 
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ARMANDO II. CKRHI.TTI v. ECGKNIO ZAMPATERRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronun- 
citt miento. 

La cuestión procesal referen ti 1 a las facultades del denun- 
ciante cu un juicio criminal, planteada por primera vez 
ante la forte Suprema, es ajena ¡i la resolución que ésta 
debe pronunciar en el recurso extraordinario ('). 

DELITOS qOE COMPROMETEN LA PAZ Y LA DIGNIDAD 
DE ¿A A ACION. 

han manifestaciones verbales u escritas del pensamiento 
no están comprendida» en el concepto de actos hostiles a 
(jue se refiere el art. 219 del Cód< Penal. 
Resucita la causa por aplicación de la jurisprudencia de 
la Curte Suprema sobre rl n lean ce del art. 219 del Cód, 
Pena! y no formulado por el a peinóte juicio crítico alguno 
de la misma, y teniendo además la sentencia apelada fun- 
damentos de heeho. debe con firma neta ( 3 ). 

RE(iRSO RX TU A ORDINARIO : Requisita-» formales, Introtlvc 
vión ite ta cuestión federal Forma. 

Es ineficaz, a los efectos del recurso extraordinario, la in- 
vocación por primera vez ante la Corte Suprema de tes- 
tados internacionales, vinculados cun el art. 220 del Cód. 
Penal, a uní ¡ue se los baya mención ¡ido en las instancias 
ordinarias en forma genera! y comprensiva y sin precisar 
las cláusula* que se consideran transgredidas ( ¡, ) ( 



HIHiAR FRANCISCO SANTOllOMlNOO 

SERVICIO MILITAR. 

Exceptuado judicialmente del servicio de his armas el ma- 
yor de los hermanos de una misma clase, no procede ineor 



(i) 1S de julio de 1947. VaMo»: 207, t*. 

<a) P*lloi: 202, 480. 

<>) Fulloi: 17». 8; 187. 208 J 506. 
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porarle después a lus filas por la circunstancia do que el 
ni 111 haya sido dado de baja M por xeedcnte". Hacerlo 
importa una privación Ilegal de la libertad que da lugar 
id imbeas corpas. 

Sentencia DEL Juez Federal 

U«surio, junio 17 de P»47. 

Autos v Vistos: El presente recurso de babeas corpus 
interpuesto en favor de Edgar Francisco Santodomingo. 

Y considerando que: 

Primero Según se desprendí' del informe del señor Jefe 
del I) M. 33, obrante a i's. 4, Edgar Francisco Santodomingo 
estuvo primeramente "agregado" al lí. H de Infantería hasta 
el día 7 de mavo ppdo. en que fué trasladado a Paraná donde 
debe cumplir el año de servicio militar obligatorio, por dis- 
posición del comando de la tercera reglón militar. 

Scnumh, Del mismo in forme surge que con fecha 22 de 
noviembre de 1!)4(i. Snntodumtngo obtuvo excepción del servi- 
cio militar por hallarse comprendida en la causa previsto por 
el iuc, (1 art. 41 del decreto 20M''>/U, y que su hermano TiUis 
Oscar Sautodombigo no fui incorporado por excedente. 

Se hace constar igualmente que Edgar Francisco banto- 
domingo fué abusado unte la jumieia federal por no haber de- 
clarado la desaparición de la causal de excepción. 

Tercero. Habiendo sitio exceptuado Edgar Francisco 
Santodomingo sin que su excepción haya sido declarada cadu- 
ca por sentencia judicial posterior, es evidente que la orden por 
la que se le ha incorporado a las tilas carece de fuerza legal, 
pues aceptar lo contrario equivaldría atribuir a las autorida- 
des militares facultades de revisión ¡sobre las sentencias judi- 
ciales, facultad que, en cuanto puedan corresponder, están re- 
servadas a los mismos tribunales. 

Por ello, de acuerdo a los fundamentos del petitorio de 
fs 1 lo dispuesto por el art. (i:t4 del Oód. de Proeeds. i mul- 
líales v oído el Sr. Fiscal, resuelvo: hacer lugar al recurso 
de babeas corpus deducido en favor de Edgar t'rancisoo San- 
todomii.go, ordenando su inmediata libertad, oficiándose a su* 
Rectos al señor dele del Distrito Militar N v -Id. - hnuho l(. 
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la definen aparecen bien puntualizadas en las actuaciones del 
juicio, como en la decisión recaída y en el dictamen fiscal pro- 
cedente. 

Syundfi. Desde que el ciudadano Edgar Francisco San- 
todomingn se halla en goce de una declaración de exención al 
Ktvrvieio militar. expedida por la justicia federal a Ja cual con- 
fiere la lev la potestad necesaria id efecto, es natural que no 
puede ser incorporado, mientras la misma autoridad judicial 
no cancele aquella declaración, revocando el beneficio conce- 
dido. Con prescindencia de lo que establezcan reg lamen tue i ti- 
nos especializadas, es evidente pues, cuál debe ser e! proeedi- 
miento adecuado pura que se decida en definitiva si el ciuda- 
dano exceptuado debe o no cumplimentar su obligación mili- 
tar; o nea. dirigirse a la justicia poniendo en coime i miento 
el hecho sobreviniente —baja del hermano— para habilitar de 
este modo la solución correspondiente. Con ello se armonizan 
las jurisdicciones actuantes, judicial v militar; y tal ra* cabal- 
mente, lo que esta Cámara supe ría en un caso semejante, si 
bien promovido por vía distinta, con el objeto de prevenir difi- 
cultades para lo sucesivo (fallo n v 21.1212 — JIVndizabn] Car- 
los— excepción militar, abril 24/4GJ. 

TnrrrtK La necesidad de tal prudente arbitrio se paten- 
tiza aún más, frente a lo resuelto por la Corte Suprema de 
Justicia en el caso del t. 181. p. 161. que, cu su» lincas (Teñera- 
Ies, guarda estrecha analogía con la situación aquí ofrecida. 
Entre tanto, resulta claro que la detención c incorporación del 
ciudadano Sai itud ominan, mientras subsista el reconocimiento 
judicial de su derecho a la excepción, es ilegítima v debe cesar, 
como lo ha decidido el *i tfuo. Cabe agregar que el Sr. Fiscal 
de Cámara comparte también este criterio, si bien mantiene 
el recurso al solo efecto de provocar el pronunciamiento del 
Tribunal. 

Se resuelve: confirmar la resolución apelada, obrante a 
fs. H, que hace fugar al babeas corpus deducido en favor de 




Juan Varias i/uhary. 



y ordenar en consecuencia 
. — Manuel {¡ranadas, — 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

]3s. Aires, 18 de julio de 1947. 

Y vistos los nulos "San lorio mingo Edgar Fran- 
cisco, habens corpus", en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a ta. 1(J contra la 
sentencia dictada a fs, 14 por la Cámara Federal de 
Apelación de Rosario. 

Considerando: 

Que según el inc. e) del nrt. 63 de la ley 4707, 
—decreto 29.375/44, nrt. 44, inc. G v — , "exceptúase del 
servicio militai - al mayor de loa hermanos pertene- 
cientes a una misma clase'*. En virtud de esta disposi- 
ción se exceptuó a Edgar F, Santodomingo. Poro como 
su hermano fué dado de baja, — no por incapacidad ni 
porque estuviera comprendido en alguna de tas cau- 
sales de ex ce jición, sino "por excedente", es decir, 
como podía haberlo sido cualquier otro ciudadano fí- 
sica y legalmente apto para el servicio militar—, se le 
incorporó a las filas. Si la ley 4707 dispone que de dos 
hermanos en las condiciones a que se refiere el ine. e) 
del art. (¡.'i sólo uno debe incorporarse a las filas y 
este último es excluido, no obstante su aptitud física 
por estar comprendido en el número de los que exceden 
de la cantidad de ciudadanos puesta ese año bajo ban- 
dera, incorporar al hermano mayor exceptuado im- 
porta no sólo tener por caduca una excepción judicial- 
mente reconocida, a pesar de que no haya sobre el 
par) ¡rular decisión judicial ulterior sobre las nuevas 
circunstancias, si a o también dar por producida la ca- 
ducidad sin razón sufiricnte dado que la incorporación 
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del exceptuado no tiene por objeto cubrir la vacante 
dejada por aqr '1 cuyo llamado fué causa de la excep- 
ción, pues según se acaba de explicar no hay tal va- 
cante (Fallos: 181, líil). En consecuencia la incorpo- 
ración de bldgnr Francisco Santo domingo comporta 
por los dos motivos indicados privación ilegal de la 
libertad. 

Por tanto y sus propios fundamentos, se confirma 
la sentencia apelada en Jo que ha sido materia del 
recurso. 

T. D. Casares — Caklos ubi, Cam- 
pillo — R. Villah Palacio. 



RAMON OCHO A 

JURISniClOS Y COMPETENCIA: Competencia federal Por Ut 
materia. Causa» excluida» dm la competencia federal. 

Eh eom pélente el Juez en lo Correeeional de la Cu | tita! 
y no el Juez Federal |>«r« conocer en el sumario instruido 
a na menor ahandomuln n quien ti' enenntrú durmiendo 
en un vjijjón en Puerto Madero. 

DfCTAMKN 1>KL Pli(>CtTR.MMm (¡KXBHAL 

Suprema Corte: 

No se imputa al menor li anión Üchoa de falta o 
contravención (pie hagn necesaria la intervención de la 
justicia. Se lo encontró durmiendo en el interior de un 
vagón cu I t playa de maniobras de Dársena Norte ; 
expresó t i0 tener padre e ignorar dónde se encuentra 
la madre {fs. 4). 

Ka tales condiciones, como lo expresa el Sr. Juez 
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Federal a t's. 14, trátase en el cuso sol arrien te de tutelur 
el i nieves tic un menor aliando! nulo en cumplimiento de 
disposiciones de la ley 10.903, y es evidente que ello no 
compete al fuero de excepción. 

del auto de fs. 14, opino que es competente para conoce r 
en el présenle caso, el Jugado Correcional letra G de 
la Capital, — Hs. Aires, julio 10 de 1947, — Saúl M. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 18 de julio de 1Ü47. 

Autos y Vistos: Considerando ¡ 

Que reiteradamente lia declarado esta Corto que e! 
tuero federal es de excepción y se llalla limitado a lo 
cjttü expresamente determinn Ja ley —Fallos: 184, f£$; 
18!), 2Í y oíros. 

Bu su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador (Jencrnl substituto so declara que 
corresponde conocer en esfn causa al Sr. Juez a cargo 
del Juzgado letra ÍJ en lo Correccional de la (Capital, 
a quien se remitirán los aulos haciéndose saber en la 
forma de esfilo al Sr. Juez, Federal en lo Criminal y 
Correccional de la Capital. 

T. D, Casahkh — Carlos dfx Cam- 
pillo — E. Villa a Palacio. 
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ELISEO r.KIKHA v. JAIMK F. DUYSDALE 

RECURSO VE QUEJA. 

La sola invocación de una garantía constitucional nn basta 
para tener por fundada la queja sí de la misma no resulta 
en qué lia podido consistir la violación de aquéllo 



ALFONSO CIlANTlí AIN 

EXPULSION DE EXTRANJEROS, 

VA V. E, no puede constitucional mente es pul sur ti el país 
al extranjero sometido a proceso ante los tribunales de 
justicia ni, a Tin de aaeguiaí su expulsión, mantenerlo de- 
tenido durante la tramitación de la causa. Tampoco puede 
disponer la expulsión sin oírle previamente, obligación 
que no procede dor por cumplida por la sola intervención 
riel extranjero en dicho proceso. 

La resolución VII de lo Conferencia Intcramericana sobre 
problemas de U guerra y de la paz no se opone a esa* 
conclusiones ni podría constitucionulmente oponerse, lo 
mismo que el Acta de Chapul te pee y la tarta de las Na- 
ciones Unidas. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cauntitmrionatidtíd t invonutilnrio- 

nulidad, Tratados internacional?». 

Los tratados internacionales deben respetar la* disposi- 
ciones do la Constitución Nacional, cuya supremacía sobre 
todas las normas de de recluí positivo asegura i>l art. 31 
de la misma. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, abril 15 de 1947. 

Autm y Vistos: 

Resultando üo Ion antecedentes que obran en autos, que 
Alfonso Ohantrain hc encuentra procesado ante este tribunal. 

ll) 1S r » julio áv 1947. 
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y ex ranciado bajo caución juratoria. como su pues) o autor fl el 
delito que prevé el ¡irt. 21!) del Cód. Penal, y atento lo resuelto 
por el suscripto en casos análogos al presente (Esteban -Jesús 
Amorto, Alfredo Fernández Siiare* y Fernando Ulricli; di- 
ciembre 20 fie ]í)4fi) estima el proveycute que no puede cum- 
plirse el derroto de expulsión del mbmo, hasta tanto no se re- 
suelva definitivamente su sil unción lega i. 

Por ello, y de acuerdo a (o resuelto por este Juzgado en 
los easos análogos de Esteban .Jesús Aniorín, Alfredo Fermín- 
des Suárei: y Fernando Ulricli (-lieicmbre 20 de ]í)46), «e 
liace jugar al recurso de habeos cor pus iulorpueüto ti favor de 
Alfonso Cluintrniu, ordenándose su jimeomta libertad. — Juan 
César Iiomet'& Ihurra. 



SENTENCIA OIS LA CÁMARA FEDERAL 

lis. A iri s, Ifi ile mayo de 1017 

Y vistos: 

Por b>.s fundamentos qtté sostenían el fallo de este tribunal 
in re Frcudenberg Ilellier (febrero 28 ppdo.) (pie, en lo perti- 
nente, se dan por reprodnebtos y lítenlo lo resuelto por la Corte 
Suprema (Fallos; 203; -CM). se confirma la sentencia apelada 
de fs. 18 que linee lugar al recurso de habrás cor'f.ux interpuesto 
en favor de Alfonso Cbantrain. — Carlos dW Cam¡>ülo — ¡ti- 
ear&o Villar Palacio — Carlos Herrera — Horacio (¿(¡reía Rama, 



FALLO DE LA CORTíi SUPREMA 

lí ueuos Aires, 23 de julio de 1047. 

Y vistos los ñutos "Cl :itit rain Alfonso, recurso de 
Imhcns corpus", en bis que se lm concedido el recurso 
extraordinario interpuesto por el señor Fiscal de la 
Cámara Federal de la Capital. 
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Considerando : 

Que, como so demostró on el voto do la pág. 44f> 
del tumo 20fj tic la colección, do Fallos do la Corte Su- 
prema, ol Poder Ejecutivo no puede eonstitucionaJmen- 
te expulsar del país al extra ti joro sometido a proceso 
ante los trihunalcs di- justicia ni, a fin de asegurar su 
expulsión, mantenerlo detenido durante la tramitación 
do la causa. 

Que, por o! ra parto, la intervención del extranjero 
en ol proceso judicial en trámite a que se refiero la 
presentación de fs. 1 no autoriza a dar por cumplida 
Iíi obligación do oírle que eonstítucionahuentc tiene el 
Poder lOjoeutivo cuando aplica la ley 4144 (Fallos: 205, 
5, 434 y 474; 207, 

Que la resolución VII de la Conferencia luterame- 
ricana sobro problemas do la guerra y de la paz trans- 
cripta a t's. 24 vta, no se opone, en modo alguno, a las 
conclusiones precedentes, desde que no establece oí pro- 
cedimiento a seguir para lograr la extirpación de los 
focos a que se refiero. Tampoco podría válidamente 
opimo rao pues, con arreglo al art. 31 de la Constitución 
Nacional que invoca ol apelante, los tratados interna- 
cionales deben respetar las disposiciones do aquélla, 
cuya supremacía sobre todas las normas do derecho po- 
sitivo asegura el precepto de referencia (confr. Wi- 
LLOüCHftY, On lite Cotwtittttinn, párrafos 308 y 314; 
l'i inri pli s, pág. 231); Cooley, Const ituí ional Limita- 
t ¡ruis r pág. 27 en nota). Lo mismo eabríu decir de los 
principios generales del Acta Final de Cbnpultcpee y 
ile la Carta de las Naciones Unidas cuya invocación ha- 
ce el recurrente sin haberlos precisado on autos (l's. 24, 
27 y 2Ü), razón por la cual no basta para ¡til reducir 
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ana cuestión fodoral susceptible de fundar el recurso ex- 
traordinario (Palios: l(il>, 101; 187, 20Ü y 505). 

En sa mi' rito, confírmase la sentencia apelada en 
lo i|iio podido ser materia del recurso extraordi- 
nario. 

T. D. Casabes — Aoustík Ñores 

MAkTÍNK/ - JlhSÉ K. IltUSTA 
COIINBT. 



ERNESTO IIEURTLEY v. NACION ARGENTINA 

RECORSO DE NULIDAD, 

La circunstancia de que no huya analizado todos los argU' 
mentes expuestos por las partes n» basta para declarar la 
nulidad del fallo (pie se pronuncia en forma expresa, posi- 
tiva y precisa sobre la acción deducid», indicando los fun- 
damentos en que se apoya la decisión, pues se trato de agra- 
vios reparares por medio de la apelación. 

PRESCRIPCION: Principios genérate». 

has reglas del Cód. Civil «obre prescripción son aplicables 
tanto a las relaciones de derecho privado como a las de 
derecho público, salvo que las leyes respectiva» contengan 
dec[;iniciones expresus en contrario. La Nación puede opo- 
ner válidamente esa defensa. 

PRESCRIPCION : Comienzo. 

El plnzn de la prescripción dcccmi) empieza a correr des- 
de que el acreedor puede ejercer la acción judicial tendiente 
a obtener el rccoimeimi. oto y cumplimiento de su preten- 
sión. En H caso de un militar a quien se ha dcclsrado en 
si t luición de retiro, el plazo de la acción I endiente a cobrar 
una simia mayor ipie la liquidada por la Contaduría Oe- 
ni r; t de la Nación y aceptada por el 1*. K. se cuenta desde 
la fecha en (pie d P. E, se ujusló a ella |ifira efectuar el 
pa<n> de la pensión 
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PRESCRIPCION : Interrupción. 

Xo son interrupttvos de la prescripción los piídos (le la 
pensión efectuados por el Í\ EL con arreglo a la respectiva 
liquidación, que no revislen el carácter de parciales ni 
importan reconocimiento sino desconocimiento de la pre- 
tensión del militar retirado a una pensión mayor. 



Y vistos: pura resolver ente juieio seguido por Ernesto 
Heuriley contra la Nación, sobre aumento de pensión y cobro 



Resultando: 

1. Que el actor demanda ul Gobierno de la Nación para 
que entupía íntegramente la obligación que le impone el decre- 
to del 1\ E. del 13 de enero de 1932, que ha cumplido sólo en 
forma parcial y en consecuencia le abone la suma de 8.160 
pesos moneda nacional, que le adeuda, mñ.s la cuota mensual 
que vayan venciendo sucesivamente, con intereses y costas. 

Expresa (pie por el decreto antes citado se le concedió el 
retiro, eon el 100 ' ¡ del sueldo de su empleo, Teniente de Na- 
vio, iniiti el 20 f /i por alcanzar el cómputo de sus servicios a 
treinta años, tres meses y quince días. Ahora bien el 100 % 
de su sueldo nn se le ha abonado desde que pitsó a retiro, pues 
se ha omitido el prest. 

Funda s<t derecho en los artículos 12 y 13 del título III 
de ta lev orpinica de la Armada v en el decreto del 11 de enero 
de IH-'ii 

U. Que el Sr. Proe. Fiscal al contestar la demanda, pide 
se la rechace, eon costas. 

Transcribe como mejor contestación el dictamen de] Sr. 
Auditor Oeueral de (hierra y Marina donde dice que la ley de 
presupuesto de ] 907 (507ñ) suprimió el "prest" para los 
oficiales, estableciendo terminantemente cuál sería el snetdo 
con que el oficial, pasaría a retiro. 

Sostiene que esta disposición lcfral ha venido a modificar 
Ja parle pertinente del ¡irt. 13. título I!I de la ley 4H5G y art. 
14, tí!. III de la ley 4707 ya que manda asimismo derogar toda 
disposición en contrario, y es la que está en vijror desde el año 



Sentencia del Juez Federal, 



Bs. Aires, setiembre 11 de 1946, 




1906. 
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Opone pitrif el caso que prospere la demanda la prescrip- 
ción del art. 4027 del (Vid. Civ., respecto de las mensualidades 
atrasadas con anterioridad ¡t los cinco años (ie iniciada la de- 
manda. 

ITT. Que como medida di mejor proveer se libre oficio 
ni Ministerio de Marina ludiendo ti^ormes sobre la liquidación 
de los sueldos del actor. 

V considerando: 

Que el P. E. declaró al teniente í,c navio Ernesto Ileur- 
tley en situación «le retiro con el sueldo íntegro de su empleo 
pur decreto 13 de enero de 1932. pero ai efectuarse e] pago de 
Jos mismos no le ba abonarlo el prest. 

Que según el art. 13 del tít. III de la ley orgánica de la 
Armada se entiende por sueldo, a los efectos de la liquidación 
do la pensión, y cualquiera la situación de revista del interesa- 
do, el total qué recibe el militar cu actividad de servicio y que 
comprende además el sueldo sin suplemento de antigüedad, la 
ayuda de costas y prest. 

Que en un caso en todo similar al presente, al interpretar 
las disposiciones de la ley 4707, sobre retiros, la Corte Suprema 
ha didio "que no obstante la cláusula derogatoria que contiene 
el art. 11 de la ley 5075. reproducida en lo sustancial por las 
leyes 5521, Íi287 y otras posteriores, debe concluirse que éstas 
no derogaron el art. 14 del tít. III de la ley 4707 y que es Éste, 
por lo tanto, el que rige el caso. Esta solución es la que con- 
cuerda con el carácter transitorio de las leyes de presupuesto 
v con la repetición durante cinco años de la misma disposición, 
demostrativa de que el Congreso no consideraba derogado el art. 
de la ley orgánica, sino sólo suspendida su aplicación. — Palios: 
IDO: 130— . Esta interpretación es de estricta aplicación en 
este caso. 

Que con respecto a la prescripción alegada en la defensa 
y que se funda en el art. 40*27 del Cód. Civ., es evidente que 
ella se ba producido con respecto a las mensualidades que se 
reclaman con anterioridad a los cinco años de iniciarse esta 
acción y así se declara — C. S. f t. 150-95 ; 17(i-70 y otros. 

Por estas consideraciones, tullo: haciendo lugar a la de- 
manda y declarando que el Gobierno de la Nación debe abonar 
al teniente de navio Ernesto llcurtley el monto previsto pura 
prest íntegramente, a contar desde cinco años antes de inicia- 
da í'sta demanda -14 de mayo de l!)4"i— con intereses a estilo 
de los (¡ne cobra el Raneo de la Nación desde la notificación 
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de la m\smu y bw onstux del juicio, — KrtitWíto A. Orfiz fía- 
maído. 



Sentencia de la C Amaba Fedebal 

1K Aires. ¡Un il Ifi de 1947. 

Vistos y considerando: 

Que les constancias de mitos < fs. 3 y 28) acreditan que el 
recurrente fué declarado en situación de retiro a su solicitud 
el día 13 de cuero de 193° con rl 100 ';; de! sueldo de su em- 
pleo, más el 20 % sobre dicha pensión, de conformidad a lo 
dispuesto por el art, 33, cap. IV, tít. II y art. 12. tít. III de 
la ley 4Hf>G, siendo en tí de octubre de 1043 (ver fs. 13) que 
so presenta al Ministerio de Jtarim. solteiwindo que le sea abo- 
nado el prest, invocando al efecto lo establecido por el art. 13, 
tít. III do la misma ley, petición ipie le es denegada, por ló 
cual tnitia el presente juicio el 14 de mayo de 1045. 

Quti es indudable que si el actor se lia considerado con 
derecho a ese benefic. ., su acción para reclamarlo quedó expe- 
dita desde el día en que fué declarado en situación de retiro 
y que, en consecuencia, ha debido ejercitaría dentro del térmi- 
no que establece el art. 4023 del (YkL Civ. para evitar su 
caducidad. 

Que la Suprema Corte Nacional lia establecido que todas 
las obligaciones o acciones, aún las pactadas por el Estado, las 
provincias o las comunes, son prescriptibles (art. 3951 del 
código citado), principio que rige tanto para el caso de atra- 
sos en el pago de las pensiones acordadas, como para la acción 
epte so proponga obtener la pensión misma y que el Estado 
aunque actúe como persona del derecho público puede oponer 
esa defensa, agregando (pie dicha acción, conforme a Jo esta- 
blecido por el art. 4023 del mismo código, prescribe a los diez 
anos, o sea en el término máximo requerido para la caducidad 
do las acciones creditorias. contados desde el día en que el 
interesado fuó dado de baja o declarado en situación de retiro 
ta S. N., t. 17(i, púg. 70; 181, pág, -132; 183, pág. 44 v 196. 
pág. 441). 

Que también lia expresado dicho tribunal que aunque la 
prescripción liberatoria se produzca por inacción del titular 
del derecho, tiene un fundamento de interés público, cual es 
la necesidad social de no mantener pendientes las relaciones 
de derecho sin que sean definidas dentro de un término pru- 
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deucial y respetar líis sil uaei mies que deben considerarse 1 con- 
solidadas |>or el transcurso del tiempo, principios que deben 
aplicarse tanto cuanto «6 refieran al patrimonio de los particu- 
lares, como al de entidades de carácter público (t. 17G, pág. 
70). 

Que dicha prescripción no lia sido interrumpida ni por 
las actuaciones administrativas (G. S. X,. t. 173, páfj. 289; 187, 
iiátf, 210 y 2l>0; y 1S!), '2W>) ni. como pretende el actor, 
por ret'ouo ¡miento de la deuda, dado que en ningún momento 
*'l P, ]•]. lia aceitado la procedencia de sus gestiones en el sen- 
tido indicado, siendo precisamente su negativa al respecto lo 
que lo ha determinado a iniciar la presente acción. 

Que en consecuencia, corresponde hacer hurar a la defensa 
de prescripción opuesta en esta instancia por el 8r. Proe. Fis- 
cal de Cámara y en su mérito, rechazar la demanda. 

Por lo tanto se resuelve revocar la sentencia apelada de 
fs. 71 y de fecha 11 de setiembre de lí>46\ y se desestima la 
acción deducida por el actor D. Ernesto Ileurtley; con las 
costas de ambas instancias por su orden de atención a la natu- 
raleza de la cuestión resuelta. — Carla* del Campillo. — Carlos 
Herrera — Horacio Garría fíauts. 



FALLO DE LA. CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 23 de julio tic 1947. 

V vistos los autos "Heurtlcy Ernesto contra Go- 
bierno de la Nación sobre aumento do pensión y cobro 
ile haberes", en los que se ha concedido a la actora el 
recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

• 

Que no obstante los términos generales en que se 
lutlla redactado el considerando respectivo, la sentencia 
de fs. fií) ha contemplado y decidido negativamente los 
cuestiones planteadas por la actora con respecto al in- 
vocado reconocimiento de la deuda —tácito o expreso — 
por el Poder Ejecutivo. 
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Que, ademáis biém lose pronunciado el fallo en 
forma expresa, positiva y precisa sobre la acción de- 
ducida por la recurrente con el objeto de cobrar las 
diferencias de sueldo que reclama, expresando los fun- 
damentos cu que se apoya la decisión del tribunal, con- 
forme a lo establecido por el art. 13 de la ley üO, no 
procede declarar su nulidad sobre la base de no haber- 
se analizado todos los argumentos expuestos por las 
parles (Fallos; 144, 158; 172, 396; 260) 19D, 478) 
tanto monos si se trata tío agravios reparables por me 
dio del recurso de apelación, como lo son todos los que 
invoca la aetora (Fallos: 181, 257). 

Que, como lo lia decidido uniforme y reiterada 
mente la Corte Suprema, las resalas sobre prescripción 
son aplicables tanto a las relaciones de derecho priva- 
do corno a las de derecho público, a menos que las leyes 
respectivas contengan declaraciones expresas en con- 
trario y la Nación puede oponer válidamente esa defen- 
sa (í.'ód. Civil, art. '.mi; Fallos: 17u\ 70; 17í>, 30Ó; 
180, 94; 183, 234; 191, 4Í>0). 

Que por el decreto del 13 de enero de W:V2 "declá- 
rase en situación de retiro, a su solicitud, al Teniente 
de Navio Ernesto Ifourtley, con el cien por ciento 
(100 %) del sueldo de su empleo, más el veinte por 
ciento (20 f /c) sobre dicha p"iisión, que le corresponde 
por alcanzar el compitió de sus servicios a treinta años, 
tres meses y quince días, de conformidad con las dis- 
posiciones del artículo 33, capítulo IV, título II, y con 
la escala, .pie l ija i J artículo 12, título III, de la Ley 
Orgánica de la Armada ir 4S56'\ El actor pretende que 
dicho decreto comprende el ^ prest** cuyo pago se pro- 
cura obtener medíanle este juicio. Sin embargo, no 
sólo resalla así de los términos del decreto, que más 
bien parece excluí río al referirse expresamente al suel- 
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do del empleo, sino que los actos ulteriores del Poder 
Ejecutivo y del propio actor al atenerse el primero a 
pagar y el segundo a cobrar sin observación alguna 
hasta el ti de octubre de 1943 (fs. 13), la suma resul- 
tante de la liquidación efectuada el 31 de enero de 1933 
por la Contaduría General de la Nación, conducen a la 
conclusión du que ambas partes entendieron que el de- 
ereto no reconocía el derecho al " prest" que ahora se 
reclama, sino tan sólo a! sueldo de! grado y al aumen- 
to del 20 % mencionados en 61, en la liquidación de 
fs. 32 y en el informe de fs. 70. 

Que aun cuando así no fuera igualmente habríasc 
cumplido el plazo de la prescripción decenal. Porque, 
como lo ha declarado la Corte Suprema en numerosos 
pronunciamientos (Fallos: 180, 94; 181, 189; 182, 57; 
18G, 36; 193, 359; 195, 2¡i) aquél comienza a correr des- 
de que el acreedor puede ejercer la acción judicial ten- 
diente a obtener el reconocimiento y cumplimiento de 
su pretcnsión. En el caso de autos es innegable que des- 
de el instante en que el Poder Ejecutivo se ajustó a la 
liquidación de la Contaduría Genernl para pagar al 
actor su pensión de retiro, desconoció su derecho a la 
inclusión del "prest" habilitándolo, por consiguiente, 
para demandar judicialmente su reconocimiento. Des- 
de entonces hasta la fecha de iniciación de la demanda 
ha íranscurrido con exceso el plazo del art. 4023 del 
Cód, Civil. 

Que lo expuesto basta purfl demostrar que, en rea- 
lidad, la acción tiende primordialmenlc a obtener el 
reconocimiento del derecho desconocido y como conse- 
cuencia do ello el cobro do las sumas no pugadas, aun 
cuando el actor pretenda que sólo se trata de esto últi- 
mo. Y siendo así, es claro que procede la invocación 
de la prescripción decenal, conforme a la juríspruden- 



" FALLOS DE LA CORTE SITHLÜA 

Cía do ta Corte Suprema (Pullos: I7tí, 70; 180, í)4; 181. 
22íí 182, 156; 197, 553). El fallo del t. lí>5 p. 488, invo- 
en do por el actor, no favorece su tesis, pues refiérese 
a un supuesto en que, contrariamente a lo que ocurre 
en el caso de autos, se había reconocido el derecho del 
militar al grado y haberes que le correspondían y discu- 
tíase tan sólo si se había cumplido o no la prescripción 
en cuanto a las sumas comprendidas en determinado 
período. 

Que los pagos efectuados con arreglo a la liquida- 
ción do fs. 32 no son parciales sino por concepto de todo 
lo que a juicio del Poder Ejecutivo corresponde al ac- 
tor. Tampoco implican la confesión de la existencia del 
derecho del actor al cobro del prest sino todo lo con- 
tra ri« ; por lo que en modo alguno pueden ser conside- 
rados interrnptivos de la prescripción (Código Civil, 
art. 3089; Fallos: 182, 57). 

Por estos fundamentos y los de la sentencia ape- 
lada, confírmase ésta, debiendo pagarse también en el 
orden causado las costas de esta Instancia. 

T. D. Casahks — AursTÍK N t okes 
Martínez - José R. Frusta 
Cornet. 



NACION* ARGENTINA v. .MUNICIPALIDAD DIO (¿I'ILMES 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

Los te roeros tit tila ros tic derrclue sobre tu cosa eso rupia- 
<3a pueden intervenir en el juicio de expropiación seguido 
contra ct propietario, sin que pueda eximírsele la previa 
reclamación Administrativa que prevé el art. 1» de laa 
leyes 3952 y \ 1.634. 
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Dictamen del Procuiiador General 



El Procurador General, por la re prese litación que 
me corresponde en los autos caratulados "Servicios 
Aéreos Cruzeiro Do Sal Ltda., incidente sobre indemni- 
zación de mejoras, en los autos Fisco Nacional v. Mii- 
nicipalidnd de (Quilines por expropiación ejercitando 
la facultad conferida por el art 8* de la ley 4055, a 
V. E. digo: 

En cumplimiento de los deberes que dicha repre- 
sentación me impone, y a objeto de que V. E. decida la 
cuestión propuesta por los procuradores fiscales de pri- 
mera y segunda instancias en el sentido de establecer si 
corresponde o no intervenir en un juicio sobre expropia- 
ción de un inmueble al que s n titula propietario de las 
mejoras existentes en et mismo, mantengo el recurso in- 
terpuesto por mi parte. Esta impugna la presentación 
del propietario de las mejoras, con razones que doy por 
reproducidas para solicitar se revoque el fallo apelado 
en cuanto pudo sor materia do recurso. Bs. Aires, di- 
ciembre 30 do lí)4(¡. — Juan Airaros. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, julio 25 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada "Servicios 
Aéreos Cruzeiro Do Sul Ltda, incidente sobre indemni- 
zación de mejoras en los autos Fisco Nacional v. Muni- 
cipalidad de Quilines por expropiación" en los que se 
ha concedido el recurso extraordinario a fs. 42 vta. 
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Y Considerando : 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs, 42 
se ha fundado exclusivamente* en la inteligencia de las 
leyes 11.634 y 3P;)¿, invocadas por el Proe. Fiscal —a 
fs 34 y fs. 37— para sostener la improcedencia de la ¡n^ 
terveneión acordada en el juicio de expropiación princi- 
pal a la Cía, "Servicios Aéreos Cruzeiro Do Sul Ltda." 
sin el cumplimiento previo de lo dispuesto en el art. V 
do aquellas leyes, y sin que se liayan impartido al men- 
cionado funcionario las correspondientes instrucciones 
para su comparecencia en defensa del Estado Nacional, 
lo que sólo es posible después de notificada la demanda 
pertinente. 

Que la prescinde nei a de la previa reclamación admi- 
nistrativa en circunstancias similares a las de anfos se 
ajusta a la jurisprudencia de esta Corle — Fallos : 188, 
líHi; 204, 183 y G18 entre otros—. VA tribunal ha admi- 
tido por lo demás también la intervención de los terce- 
ros titulares de derechos sobre la cosa expropiada eu el 
juicio de expropiación —Fallos: 183, 147 y otros. 

En su mérito se confirme la resolución apelada de 
fs. 41 en lo que ha poditlo ser objeto de recurso ex fia 
o rd i iinrio. 

T. D. Casares — Carlos del Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 



SALOMON REITBR 

CONSTITUCION NACIONAL: VoiMitucionaUdnd p Íncpn$tittmo. 
wtlidtnk Ocrrctox nocionales. Ynrio». 

Ilabií'iulusñ m?oTif)t>idú v declarado por lu lev 12.948 bi 
validiv. y t.lt]¡>utüHedaíf ¡W decreto ir 1 ;I2.:í47/4J relativo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



97 



o la creación de Jos tribunales de la justicia del trabajo 
eofl efecto retroactivo a ln fecha de la publicación del . 
mismo y sin interrupción alguna desde entonces, lo que 
no es constitucionalmentc objetable por tratarse de nor- 
mas de derecho público contra las que no existen derechos 
adquiridos, corresponde rechazar la impugnación funda- 
da en la inconstitucionalidad de dicho decreto por razón 
de su origen, como también laa objeciones basadas en los 
arts. 17, 95 y concordantes de la Constiiueión y en la 
designación de los jueces por el gobierno de facto ('). 

..INSTITUCION NACIONAL. Derechos y garantía». Defensa en 
juicio. Ley anterior $ jueces naturales. 

El art. lh de la Consl. Nacional es ajeno a la cuestión 
referente a saber si en una causa sobre infracción a la ley 
12.713 es competente la justieia correccional o la del tra- 
bajo de la Capital con arreglo a las respectivas normas 
locales cuya interpretación no incumbe a la Corte Su- 
prema ( a ). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La denegación de una prueba que, ante la interpretación 
atribuida por la sentencia al art. 3* de la h?y 12.713, sería 
ineficaz para modificar la decisión, no importa violación 
de la defensa en juicio ( 3 ). 



MARIA L. VAZQUEZ DE ACCETTA v. 
S. A, CRISTALERIAS PAPINI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

Los conflictos de competencia que se originen con motivo 
de la existencia de distintas jurisdicciones tanto de las pro- 
vincias como de la Nación, pueden ser resueltos válida- 



(1) 25 de julio do 1947. Fallos j 207, 200. 

(2) Fallos: 186, 41; 1S7, 491. 

(*) Fallos: 182. 234 ¡ 190, 21; 193, 487; 204. 344. 
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mente por una ley de esta última. Tal es el carácter del 
art. 4» del decreto 32.347/44 ratificado por la ley 12.948, 
cuyo alcance resultante de su razón de ser no puede ser 
restringido por la sola circunstancia de que aparezca co- 
locado entre un conjunto de disposiciones tendientes a 
(Tiranizar los tribunales del trabajo de la Capital. 



Sentencia del Juez en lo Civil y Comercial de la Plata 

La Plata, setiembre 2G de 1946. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que la demanda por cobro üe indemnización por despido 
seguida por un empleado de comercio, debe sustanciarse ante 
el juez del lugar de la situación del establecimiento en que se 
prestaron loe servicios, aunque se trate de la sucursal y el 
negocio principal se encuentre instalado en otra jurisdicción 
donde también tiene el domicilio el demandado (La Ley, t. 12, 
pág. 440: t 15, pág. 1176; t. 32, pág. 331). 

Quo de las declaraciones de los testigos de fs. 12 vta. y 13 
y del informe del Sr. Juez de Paz de Avellaneda de fs. 13 y 
vta. {art. 140 y 219 C. de Proc.) ha quedado acreditado que 
D. Enrique Accetta, prestaba sus servicios en el establecimien- 
to de las Cristalerías Papini, S. A., que posee en la calle Pavón 
2008. de la ciudad de Avellaneda, en jurisdicción de esta pro- 
vincia. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. 
Agente Pisca! a fs. 16 y dispuesto por los arts. 90, inc. 4 P , 1212 
C. Civil y 5 del de Proc, Resuelvo: declarar la competencia 
del juzgado para entender en el juicio que le sigue Da. María 
Luisa Vázquez de Accetta a Cristalerías Papini, S. A. promo- 
vida ante la Comisión de Conciliación de los Tribunales del 
Trabajo de la Cap. Federal, y consecuencia Milieítesp al Sr. 
Presidente de esta última, se inhiba del conocimiento del juicio 
que motiva estas actuaciones \nr\s. 4'J8, 433 y sigtes. C. de 
Proc. ). — A ndrés D '0 tiofrío. 
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Sentencia del Juez di:l Trabajo de la Capital 

Bs. Aires, febrero 4 de 1!)47. 

Y vistas! Considerando: 

Que sustanciada la prueba ordenada en la providencia rio 
fs. 29. del estatuto de las ociedad demandada glosado a fs. ¿1 
se infiere que el domicilio legid de la misma se em-tientro cons- 
tituido en jurisdicción de esta Capital. 

De la jurisdicción de este tribunal por razón de la materia, 
no puede ser deleitada, siendo sn competencia improrrogable 
ya que el asunto debatido se funda en disposiciones de un 
contrato de trabajo ejercitándose un derecho derivado de las 
disposiciones legales sobre derecho de trabajo. 

Eu consecuencia, atento la expresa disposición del art. 4" 
del decreto 32.347/44, y encontrándnsc probado en el sub lite 
que el domicilio legal de la demandada es en esta Capital, aten- 
to a lo dictaminado a fs. 28 por el Sr. Representante del Minis- 
terio Publico, se declara la competencia del tribunal para 
entender en esta causa, no haciéndose lugar a la reclamación 
que formula el Sr. Juez exhortante a fs. 25, y en su conse- 
cuencia hágasele «aber mediante exhorto con transcripción 
del dictamen de fs. 28, a los eiectos del art. 419 del Cód. de 
Proeds. a fin de que remita los antecedentes a la Suprema 
Corte de Juslicia de la Nación, conforme a lo dispuesto por el 
art. 9* ine. D de la ley 4055 y a los efectos del art. 422 del 
Cód. de Procds. — Juan Muría Lougc. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

La cuestión que motiva la presente contienda de 
competencia, trabada entro un juez del trabajo de la 
Cap. Federal y otro de primera instancia en lo civil y 
comercial de La Plata para conocer en una cansa sobre 
indemnización (ley nacional 11.729) ha sido resuelta por 
la Corte Suprema en casos similares (doctrina de los 
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íallQS 182 ; 153 ; 187 : 289 ; 191 : 170 ; 196 : 186 y 530, entre 
otros). 

De mantener V. E. (Helia doctrina corresponderá 
dirimir la expresada contienda en favor de la competen- 
cia del Juez de La Plata. Bs. Aires, junio 28 de 1947. — 
Saúl M. Escobar. 



motivo de la existencia de distintas jurisdicciones tanto 
de las provincias como de la Nación. 

(¿ue el art. 4 del decreto 32.347/44 ratificado por 
la ley 12.948, por el cual se establece la competencia del 
juez del lugar del trabajo o del domicilio del demanda- 
do o 1 lugar donde se hubíeni celebrado el contrato, a 
elección del demandante, para las causas referentes al 
derecho del trabajo, es, sin duda, una norma nacional 
tendiente a resolver, con la autoridad que le otorga es- 
te carácter, las cuestiones aludidas en el considerando 
precedente. Una de ellas es la que se presenta en el caso 
de autos, en el cual la empresa tiene su domicilio en la 
Cap. Federal y fuera de éste pero en un lugar de la Prov. 
de Bs. Aires muy próximo a aquélla la fábrica que pro- 
duce los artículos de su comercio. 

Que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, la 
circunstancia de que dicho precepto haya sido colocado 
entre un conjunto de disposiciones tendientes a organi- 
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Bs. Aires, 25 de julio de 1947. 



Vitos y Vistos: Considerando: 

Que, como lo estableció la Corte S 
dos : 207, 21 Ü, nada obsta para que una 
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zar los tribunales del trabajo en la Capital Federal no 
basta, por sí sola, para restringir el alcance que real- 
mente tiene y resulta de su razón de ser ( Fallos: 183, 4Í* 
y los allí eitados). 

(¿ue, por otra parte, atribuir a la disposición de 
referencia un alcance más restringido equivaldría a pri- 
varla de todo sentido y eficacia, a convertirla en una 
norma totalmente inútil sin aplicación práctica alguna, 
para lo cual sería menester, además, apartarse de prin- 
cipios reiteradamente aplicados por la Corte Suprema, 
conforme a los cuales no cabe presumir el absurdo o la 
contradicción en los términos de las leyes qne, por lo 
contrario, deben ser interpretadas de modo de dar pleno 
efecto a la intención del Poder Legislativo {Fallos: 18*2, 
4S6; 184, 5; 186, 25S; 190, 571; 192, 183). 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase que el Sr. Juez de la Justicia del Trabajo de lfi 
Capital Federal es el competente para conocer en la 
causa seguida por María L. Vázquez de Accetta contra 
Cristalerías Papini S. A. sobro cobro de $ 10.385 m/u. 

Sr. Juez de 1* Instancia n* 2 en lo Civil y Comercial 
del Departamento de la Capital de la Provincia de Bue- 
nos Aires en la forma de estilo. 

T. D. Casares — Carlos mu Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 
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NACION ARGENTINA v. LIBOlt SOCIIA 

mi wwe» t:\Tiuonhis arWí mq»mm propio», tomitam no 

M'THlea. Interpretación tte nornM* >i arta* comune*. 

Lu resol ue¡*m que declara procedente el pago de intere- 
íhíVi decid» 1 una eiiestuín neresorin y ajena ;il reeursn extra- 
ordinario aun tratándose de juicios de .'xprojúnción. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Ai ros, 25 de julio de 1947. 

V vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de huello deducido por el actor en los autos Gobierno 
ele la Nación c/. Libor Socha", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando : 

Que la cuestión referente a la procedencia del pa- 
go de intereses es, por regla general, ajena al recurso 
extraordinario. Trátase, en efecto, de un punto que de 
ordinario se resuelve por razones de hecho y de derecho 
común — Fallos : 201, 5b* — y que, en todo caso, constitu- 
ye una cuestión accesoria, excluida del conocimiento de 
esta Corte por la vía del art. 14 de la ley 48 —doctrina 
de Fallos: 201, 568 y los allí citados. 

Que la doctrina de los precedentes de Fallos: 195, 
4:21 ; lí>0, 95 y otros análogos, no es aplicable al caso de 
autos en que se ha respetado la garantía constitucional 
entonces contemplada. 

En su mérito, y oído el señor Procurador General 
sustituto, se desestima la precedente queja. 

T. D. Casares — Carlos del Cam- 
pillo — 1?. Viu.au Palacio. 
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JOSE BIENDICIIO 

RECURSO DE QUEJA. 

Vencido el término del art. 231 de la ley 50 con la am- 
pliación por la distancia, la queja debe declararse extem- 
poránea f 1 )- 



MUNICIPALIDAD DE ROSARIO v. FERROCARRIL 
CENTRAL ARGENTINO 

RECLUSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fórmala. Interposi- 
ción dt l recurso. Término. 

Es extemporáneo el recurso extraordinario interpuesto 
antea de dictada la sentencia definitiva del superior tri- 
bunal de la causa ( a ). 



ADOLFO A. LIS v. JACOBO KOHAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito? propios. Relación di- 
recta, Normas extrañas al juicio. Arta. 16 o 19 de la Constitución, 

La invocación de la garantía de la igualdad, con motivo 
de la distinta aplicación de norman no federales, no autori- 
za la concesión del recurso extraordinario (■). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La ley 12.026 es de derecho común ( H ). 



(i) 25 d& julio do 1047. 

V-} 25 do julio de 1947. Fnlloa: 180, 87; 183, 309; 189, 155; 
^«6, J40. 

(3) a.) d<- julio áe 1947. Fallos: 187, 330; 304, 053. 

{*} ÍJoctr. di- Fnlloa; 199, 4UB; 207, 216, 



104 



fallos. i>k la coiíte suprema 



RÁVL A. L, FBRMEPIN v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

PERENCIOS DE 1SST.ÍSCIA. 

La agregación tío in formes periciales interrumpe la pe- 
renciótl. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, julio 25 do 1947. 

Y vistos: Para resolver la perdición de instancia 
deducida a fs. 52 de loa presentes autos seguidos por 
D. Raúl A. L. Fermepin contra la Prov. de Bs. Aires 
sobre inconst. de contribución de afirmados, y 

Considerando: 

Que desde la notificación de la providencia que or- 
dena agregar la pericia a fs, 51 vta. de la prueba de- 
mandada, no ha transcurrido el plazo del art. 1* de la 
ley 4550. 

Que si bien los informes periciales no son presenta- 
dos por las partes, su agregación a la causa no puede 
considerarse como desvinculada do la gestión de aqué- 
llas tendiente a activar el procedimiento, e interrumpe 
en consecuencia el curso de la perdición. En igual sen- 
tido se han pronunciado los tribunales del fuero ordi- 
nario de la Capital — Conf. Jurispr. Arg, } t. 35, p. 896 — . 

En su mérito se recliaza la perdición de instancia 
acusado. Sin costas. 

T. IX (.'amanes — Carlos del Oam- 
Pillo — R. Villah Palacio. 
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RICARDO ROBLES Y OTROS 



JCItlStUCCIOX Y VOMl'KTKXriA: Competencia federal. Can- 
sas penales. Por el lugar. 

Para la procedencia del fuero federal por ruzñu del lugar 
eti que se lia cometida el delito na basta Iti simple pre- 
sunción de (pie el delito haya .sido cometido en alguno de 
los lugares a que se refieren los arts. 23, ine. 4', del Cód. 
de Proeeds. Crim. y 3'\ ine. 4 fl de la ley 48; sino que se 
requiere que ello aparezca de un modo claro y expreso. 

Dictamen del PuocuitAixm General 
Suprema Corto ; 

Resulta de este voluminoso proceso, y en especial 
del expediente administrativo n* 70.229 agregado por 
cuerda separada, quo el 3 de enero de 194G el Jefe de 
la Sección Créditos del Banco Municipal de la Ciudad 



visión Cosnt mociones del Río de la Plata, dependiente 
del Ministerio de Obras Públicas de la Nación, para 
aclarar algunas anormalidades que notaba en certifica- 
dos estendidos a obreros de la citada dependencia para 
tramitar créditos en dicha institución nanearía de acuer- 
do con el decreto n* 6754/943. Ante la evidencia de ha- 
berse cometido actos ilícitos se puso el hecho en conoci- 
miento de las autoridades policiales que instruyeron el 
sumario de práctica con intervención del Sr. Juez de 
Instrucción Dr. Manuel Rodríguez Ocampo, interina- 
mente a cargo del Juzgado ffi 4 (fs. 5). El Sr. juez 
nombrado se declaró incompetente y remitió lo actuado 
al juez federal. También este magistrado cree carecer 
de jurisdicción pnra conocer en el juicio (fs. 2837) y co- 
mo el Sr. juez do instrucción ba insistido en su resolu 




o ante el Contador de la Di- 



106 



KAL.L0S DE l,A CORTE SUPREMA 



ción primitiva (t's. 2816), hu quedado trabada contienda 
de competencia negativa que corresponde dirimir a V. E. 
en log términos del art 9' de la ley 4055, 

En cuanto al fondo del asunto, trataríasc hasta 
ahora a estar a los términos de la denuncia de una de- 
fraudación cometida en perjuicio del Banco Municipal 

Capital de la Nación, y otras de crédito, particulares, 
mediante certificados argüidos de falsos, otorgados por 
empleados del Ministerio de Obras Públicas y extendi- 
dos presumiblemente en el lugar donde prestaban ser- 
vicios, que está sujeto a la jurisdicción exclusiva del 
Gobierno de la Nación. 

Sin embargo, como lo expresa el Sr. Juez Federal 
a fs. 2837, esa actividad ilícita se presenta como delito 
medio para cometer la defraudación. También como lo 
afirma este magistrado y surge del informe de fs. 2820, 
hasta ahora no aparece damnificado el Banco de la Na- 
ción Argentina. En estas condiciones, creo que el se- 
ñor juez de instrucción debe proseguir actuando dado 
que, prima facie, no aparece acreditado el motivo que 
justifique la intervención de la justicia de sección. El 
delito principal — defraudación— resultaría cometido en 
jurisdicción ordinaria; y es doctrina de V. E. que los 
actos preparatorios del mismo no atribuyen distinta ju- 
risdicción (184: 45, entre otros). 

Correspondería, pues, dirimir la presente contien- 
da en favor do la competencia del Sr. juez de instruc- 
ción de la Capital. Bs. Aires, julio 7 de 1A47. - Saúl 
M. Kscobar. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 do julio dé 1947. 

Autos y Vistos : Considerando i 

Que el sumario en el cual se lia planteado la con- 
tienda de competencia negativa entre el Sr, Juez de Ins- 
trucción en lo Criminal de la Capital y el Sr. Juez Fe- 
deral en lo Criminal y Correccional de la misma ciudad 
sometida a la decisión de la Corte Suprema, fué iniciado 
ante el primero de dichos magistrados en enero de 1946 
con motivo de la denuncia a que se refieren las actua- 
ciones de fs. 1 y 2. Según ella, mediante la falsificación 
de certificados de servicios de empleados y obreros de 
la División Construcciones del Río de ta Plata del Mi- 
nisterio do Obras Públicas de la Nación agregados a las 
respectivas solicitudes de crédito del Banco Municipal 
de Préstamos de la ciudad de Buenos Aires, habríaso 
defraudado a éste obteniendo de tal modo que entregara 
dinero en préstamo a personas ajenas a la mencionada 
División. 

Que siendo la jurisdicción federal restrictiva y de 
excepción (Fallos: 184, 153), para su procedencia fun- 
dada en los arts. 23, inc. 4', del Código de Procedimientos 
en lo Criminal y 3, inc. 4% de la ley 48, invocados por el 
señor Juez de Instrucción, no basta la simple presun- 
ción de que el delito baya sido cometido en uno de los 
lugares a que dichas disposiciones se refieren. Se re- 
quiere que ello aparezca de un modo claro y expreso 
(Fallos: 115, 178), lo cual no ocurre en el caso de autos. 

Que a esa solución no obsta la circunstancia de que 
también lia van podido resultar perjudicadas institucio- 
nes nacionales de crédito como el Banco de la Nación, 
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que />Wma /ricíf, sin embargo, no lo habría sido a estar 
ai informe (Je i's. pues en la hipótesis de <{ue ello 

ocurriese bastaría» como advierte a fs. 2837 el Sr. Juez 
Federal, remitir a éste testimonio de las piezas perti- 
nenies pura la instrucción del respectivo proceso. 

En su mérito, de acuerdo n lo pedido por el Sr. Pro 
curador General, declárase que el Sr. Juez de Instruc- 
ción en lo Criminal de la ciudad de Buenos Aires es el 
competente para conocer en esta causa. En consecuen- 
cia, remítansele los autos naciéndose conocer esta re- 
solución al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 



JUMSIHi ( Í(L\ Y IQMPETEXC1A: Competencia federal. Cau- 
sti* penates. PiotatíÓn de normas federafes. 

No correspondí» n I» justicia federal sino a lu ordinaria 
conocer en el delito de hurto de mercaderías de un vagón 
de ferrocarril, aunque para cometerlo se haya violentado 
el precinto de la puerta de aijuel ('). 



Dictamen i>el PaocuRAOoB General 
Suprema Corte: 

La destrucción de precintos con que se aseguran las 
puertas de un vagón que contiene mercancías constituye 

(•) En ¡if"iil sentido fué reMieltu tu la misma focha la causa 9. 290 
"Substracción en perjuicio del V. C. Cía. General Bj. Aire*", e» la cual 
meriiat.ui ta circunstancia de <|ue para cometer el hurto IiabKse violentado 

■■I randado di- I» jmertn del vagón. 



T, D. Casares — Carlos t»el Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 



ANTONIO J. BLANCO Y OTRO 
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un delito que puede afectar la seguridad del tránsito fe- 
rroviario, aunque dicho vagón se encuentre detenido en 
la playa de una estación. 

La rotura ele los vidrios de un vagón, en similares 
circunstancias, justificó la intervención de la justicia do 
sección (S. C. N.: 191: 180). 

La sentencia, pues, de fs. 54 vta. que atribuye el 
conocimiento de la presente causa formada con motivo de 
los hechos precedentemente enunciados a la justicia or- 
dinaria de la Provincia de Bs. Aires, debo ser revocada. 
La doctrina de V, E. en 181 : 28 que se cita en dicha sen- 
tencia se refiere a un caso distinto del actual: para sus- 
traer mercancías de un vagón no se produjeron allí 
deterior js en éste, se aprovechó la destrucción existente 
en las maderas del piso para sacar en esa forma los obje- 
tos hurtados. 

Corresponde, en consecuencia, declarar que la justi- 
cia federal debe seguir conociendo en la presento causa. 
Bs. Aires, julio 2 de 1947. — Saúl M. Escobar. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 30 de julio de 1947. 

Y vistos los autos "Blanco Antonio Jesús y Cortés, 
Rogelio Emilio, hurto", en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 56 por el Sr. 
Proc. Fiscal contra la sentencia dictada a fs. 54 vta. por 
la Cámara Federal de La Plata. 

Considerando : 

Que el hurto de mercaderías de un vagón de ferro- 
carril ha sido reiteradamente considerado por la Corte 
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Suprema como un delito de carácter común de eompcten- 
cia de ios tribunales ordinarios (Fallos: 115, 284 y 404; 
135, 88; 153, 178; 178, 153; 181, 28 y otros) aunque haya 
sido cometido por empicados de la empresa (Fallos: 113, 
150). 

Que la circunstancia de que para cometerlo He liaya 
violentado el precinto que aseguraba la puerta de dicho 
vagón no basta para modificar la solución del caso, pues 
no se trata de un medio empleado para entorpecer la 
marcha del tren (ley 1Í873, art. 81 ; Cód. Penal, art. 1Ü1) 
sino tan sólo para cometer el hurto de referencia. 

Ku su mérito confírmase la sentencia apelada en lo 
que ha sido materia del recurso. 

T. O. C'asaues — Cajo. us del Cam- 
pillo — R. Villar Palacio. 



AÑO 1947 — AOOSTO 



JUAN HOPEE v. ADOLFO HAS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

El continuador de una sociedad nq puede solicitar en jui- 
ció informes a la Dir. de Imp. a los Réditos sobre las 
declaraciones jurados de aquélla, si los informes afectan 
a m ex-asoeiado. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corle: 

Por lo que a la procedencia del recurso extraordi- 
nario se refiere, este caso es equiparable a los resueltos 
por V. E. en 196:575 y 198:316. Dicho recurso, concedi- 
do a fs. 47 vta., resulta así admisible. 

En cuanto al fondo del asunto, cuestiónase una vez 
más si la Dir. Gral. del Imp. a los Réditos está oblignda 
a suministrar a la justicia informaciones relativas a 
determinado contribuyente, cuando este mismo es quien 
lo solicita. Conforme lo expresé al dictaminar en el 
primero de los casos citados (196:577), el art. 69 de la 
ley 11.683 (T. O.) parece haber impuesto el secreto en 
favor del contribuyente, y por ello se trataría de una 
ventaja renuneiable sin que el orden público sufra des- 
medro. V. E. se apartó, entonces, de ese dictamen. 
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Empero la situación actual ofrece un aspecto par- 
ticularísimo : dos ex socios pleitean porque uno de ellos, 
después de liquidada 'a sociedad, pagó a Réditos cierta 
suma que, según el actor, era de carácter social. Como 
el demandado niega existiera tal pago, se hace necesa- 
rio acreditarlo pidiendo informes a la oficina fiscal 
receptora. Ese informe es el que Réditos se niega a 
expedir. 

Atento mediar tan especial circunstancia, y puesto 
que no se trata de relaciones entre el Fisco y un terce- 
ro, voy a permitirme insistir en la opinión que antes 
mantuve. Pienso que Réditos debe expedir el informe 
aludido; y bajo tal concepto, corresponderá mantener 
el fallo de la justicia ordinaria materia de apelación, 
obrante a fs. 43. — Bs. Aires, setiembre 27 de 1946. — 
Jitan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

-Bs. Aires, 6 de agosto de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Prueba 
actora en autos Hofer Juan c. Has Adolfo s. cobro de 
pesos** eu la que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 47 vta. 

Y considerando: 

Que esta Corte, en los precedentes de Fallos: 196, 
575 y 561; 198, 316; 205, 160 y en los que en ellos se 
citan, ha establecido que la reserva dispuesta en el 
art. t* de la ley 12.151 —69 del T. O. de la ley 11.683— 
es imperativa, aún al requerimiento del contribuyente 
de cuyas declaraciones se trate, cuando los informes 
solicitados puedan afectar a terceros. 
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Que en la especie la circunstancia de que D. Juan 
Hofer sea continuador de la sociedad "Hofer y Oía." 
no autoriza a concluir que la información referente al 
reajuste de loa réditos de la misma interesa exclusiva- 
mente a aquél. Por lo contrario, el informe versa tam- 
bién sobre la diferencia del ajuste practicado y las de- 
claraciones juradas del ex bocio D. Adolfo HaB. 

En su mérito, y oído el Sr. Proa General, se revoca 
la resolución apelada de fs. 43. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia t "titiva. Varios. 

La regla solve et repete no impide k , rocedencia del re- 
curso extraordinario si no ha Sido irvocada por el Pisco 
ni aplicada por el tribunal apelado. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fede- 
ral Cuestiones federales compleja». Inconstitucwnaliáad de norma» 
y actos nacionales. 

La ínconstitucionalidad alegada y desestimada de dispo- 
siciones de la ley de sellos es cuestión federal que sustenta 
el recurso extraordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comlitucionalidad e inconatitudo- 
nalidad. Leyes nacionales. Impositivas. 

No es inconstitucional la reposición de f 3 por llana exi- 
gida para las actuaciones ante los tribunales de segunda 
instancia en la Cap. Federal. 




Tomás D. Casare — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lokohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de constiiuc tonalidad. Fa- 
cultades del poder judicial. 

No siendo el monto del sellado exorbitante, la determi- 
nación de) mismo queda librada a la prudencia legislativa, 
insusceptible de revisión judicial. 



Sentencia de i a Cámara Civil Primera 

Ba. Aires, octubre 16 de 1946. 

Y vistos, considerando: 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 66 del decreto 
9432/44, el sellado de actuación ante las cámaras de la justicia 
ordinaria de la Capital, es de $ 3 m/n. por foja, s ; listincio- 
nes por la naturaleza o el monto del asunto. 

Que contribuye a confirmar lo que resulta del texto de la 
norma citada, el hecho d> que en el art. 84 expresamente se 
haya previsto el caso excluido, al disponer que cuando debido 
al fuero de atracción que ejercen loa juicios universales co- 
nozca la justicia de primera instancia en juicios que por su 
monto hubieran pertenecido al conocimiento de la justicia de 
paz "se actuará en el sellado que corresponde a la importancia 
del juicio, con arreglo al art. 81". 

Que el decreto 9432/44 ha instituido claramente un im- 
puesto distinto en cuanto a las actuaciones de la segunda ins- 
tancia en los diferentes fueros, como resulta de lo dispuesto 
en los arts. 83, 86 y 87 inc. b. 

Que como lo ha declarado la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, las excepciones a las leyes impositivas no pueden 
crearse por implicancia o inferencia, sino que deben aparecer 
fuera de razonable duda. "L. L." 12.387. 

Que Ta segunda instancia no es de la esencia de! proceso 
según nuestras leyes, pues no es precepto constitucional, aparte 
de que el código procesal y leyes especiales la niegan en múl- 
tiples circunstancias, y de que los recursos de impugnación bou 
facultativos, de modo que el Estado cumple, en principio la 
función de administrar y asegurar la justicia mediante la sen- 
tencia dictada por el juez de primera instancia, con la que ter- 
mina prácticamente el juicio. En consecuencia, si el ciudada- 
no desconforme recurre a la segunda instancia, para obtener 
un doble pronunciamiento, no puede quejarse por el hecho de 
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que éste se haya establecido con un impuesto mas gravoso en 
relación al de primera instancia o al valor reclamado, ya que 
en virtud de lo expuesto, ha de estimarse que por su cuenta 
y riesgo el interesado provoca la intervención del Tribunal de 
alzada y corre el albur de los gastos que demanda el trámite 
— conf. Sánchez de Bnstamante, Miguel: El recurso de hecho 
en la Capital Federal, N« 9 en "L. L." 39, scc. doet. p. 1100. 

Que siendo ello así y respetándose el principio de la igual- 
dad puesto que no se establece diferencias en situaciones igua- 
les a la del peticionante, de tal manera que el régimen es uni- 
versal por su generalidad, no hay trasgresión alguna a la 
Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
por el representante del fisco, intímase al recurrente integre 
el sello de tres pesos por foja, dentro de cinco días, bajo el 
apercibimiento de multa. Decreto 9432/art. 92. — Ramón Ga- 
rriga. — Argentino O. Barraquero. — Agustín M. Alsina. 
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v i 



Bs, Aires, 6 de agosto de 1947. 

Y viata la precedente causa caratulada : "Inehauspe 
r, su concurso", en la que se ha concedido el 



recurso 



aordinario a fs. 4fi vta. 



Y considerando i 

Que el hecho de no haberse pagado el impuesto que 
objeta el recurrente no obsta en la especie a la proce- 
dencia del recurso, porque la circunstancia aludida no se 
alegó en las instancias ordinarias por el representante 
del Fisco ni impidió el pronunciamiento del tribunal 
apelado —Fallos : 191, 100, 

Que si bien es exacto que con arreglo a la jurispru- 
dencia, la interpretación y aplicación de la ley de sellos 
por los jueces locales de la Capital no da lugar al recurso 

del mismo 
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respecto de las cuestiones de constitucional idad decidi- 
das con ese motivo. Tal supuesto, cuando encuadra como 
on la especie sucede, en el inc. 2* del art. 14 de la ley 48, 
autoriza la intervención de esta 'irte, porque no se 
trata ya de la inteligencia de normas locales, sino de su 
validez constitucional reconocida por el fallo apelado 
— Doct. Fallos: 176, 22; 186, 421 y otros. 

Que en cuanto al fondo del asunto, corresponde 
confirmar el pronunciamiento de fs. 43. A lo expresado 
por el tribunal apelado cabe agregar que la ley de se- 
llos prevé la posibilidad de que quien carezca de medios 
actúe en papel simple —art. 103, inc. 4»—; que las re- 
posiciones a que diere lugar la injusta resistencia al 
reconocimiento de un derecho estacan en definitiva a 
cargo del demandado, por vía de la imposición del pago 
de las costas, y que el sellado exigido — m$n. 3 por foja 
ante la Cámara de Apelación— no es exorbitante. La 
referente al monto del sellado en las instancias de 
alzada es er tales condiciones una cuestión de pruden- 
cia legislativa, insusceptible de revisión judicial. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 43 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LONOHI — 

Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valeszukla. 
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POLO E. BOURGAULT v. NACION ARGENTINA 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Indemnizaciones proveni»nte* 
de otras leytr. 

Los beneficios de la ley 9688 son compatibles con los 
establecidos por las leyes de jubilaciones, pensiones y sub- 
sidios. 

SENTENCIA: Principios generales. 

No alegada oportunamente la falta de derecho de un 
agente de policía a los beneficios de la ley 9688 ni tra- 
tado el punto por la sentencia apelada, no corresponde 
pronunciamiento alguno al respecto. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, mayo 10 de 1946. 

Y vistos : este juicio seguido por Polo Bourgault contra la 
Nación, por accidente de trabajo y, 

Resultando: 

I. Que el acto? manifiesta que como agente de la policía 
montada de la Capital, el día 9 de julio de 1943, al concurrir 
a prestar servicio frente a la fábrica de pinturas "Alba** 
que se encontraba en conflicto con su personal, en el trayecto 
del cuartel a la fábrica de referencia, el equino de la repar- 
tición que montaba tropezó y resbaló, en tal forma, que debió 
realizar grandes esfuerzos para que el caballo no cayera, y 
a consecuencia del violento esfuerzo que realizó sintió un fuerte 
dolor en la región inguinal derecha. Practicado que te fué un 
reconocimiento medico én el Hospital Fernández, al día si- 
guiente, se le diagnosticó bernia inguinal derecha y en el De- 
partamento de policía lo revisó el doctor Alfredo Ferrara, 
quien también diagnosticó la índole de la lesión sufrida y 
aconsejó la intervención quirúrgica. Fue operado por el nom- 
brado facultativo el 20 del mismo mes y el 12 de agosto dejó 
el hospital por indicación médica. 

El resultado de la operación no fué satisfactorio, aconse- 
jándole el mismo médico que lo atendió, una segunda opera- 
ción, según informa el expediente administrativo. Ante la in- 



na 



seguridad del éxito de ta operación y obligado a continuar en 
dicho cuerpo de policía montada, decide no operarse y pro- 
mover esta acción, que por la importancia de la lesión sufrida 
y sueldo de $ 210 m/n. mensuales que percibía, fa estima en 
I 6.000 m/n. o la que en mas o en menos resulte de la prueba, 
con intereses y costas. 

Funda su derecho en las leyes 9688 y 12.647, arta, 1» 2», 
8* ine b), 11, 13, 28 y conos, y deereto reglamentario. 

II. Que ct procurador fiscal al contestar la demanda, 
niega los hechos expuestos porque no le consta su contenido, 
incumbiendo al actor la prueba pertinente. Niega asimismo la 
incapacidad que dice el actor existe, y en el supuesto que así 
fuera, no admite que sea a consecuencia de las funciones que 
desempeñaba. 

En lo que se refiere al monto de la suma reclamada, tam- 
poco le consta el sueldo de $ 210 m/n. mensuales que dice 
percibía, considerando excesivo, para el caso que prosperase 
la demanda el total solicitado, dado que únicamente corres- 
pondería para el caso de una incapacidad absoluta y perma- 
nente, si t unción qiu también deberá ser probada por pI actor. 
Solicita que en definitiva se dicte sentencia rechazando la de- 
manda, eon costas. 

Y considerando: 

I, Que el actor al promover la presente acción, invoca 
\oh beneficios de la ley 9688 de "accidentes del trabajo", dis- 
posiciones concordantes y su decreto reglamentario, para obte- 
ner la reparación del perjuicio sufrido, como consecuencia del 
accidente de que ha sido objeto, mientras prestaba servicio 
eomo agente de la Policía montada de la Capital Federal ; en 
virtud de To cual, debe analizarse en primer término, si es de 
aplicación el régimen de la citada ley. 

IT. Que el Estado queda equiparado a los patrones e in- 
demniza, llegado el caso, si ocupa a empicados q obreros en 
las industrias previstas en la ley 9688 y su dee, regí., cuando 
se trata de industria» o empresas que el Estado explota en su 
carácter da persona jurídica, mas no cuando se trata de acci- 
dentes ocurridos a empleados o funcionarios de la adminis- 
tración pública. 

El juzgado, con arreglo a la jurisprudencia sustentada 
por la Corte Suprema, en sus fallos, entre otros, t. 184, p. 378. 
ha resuelto con anterioridad al presente, el caso "Braga de 
Moavro- María Helvecia c. la Nación, s./indemnización de da* 
Roí y perjuicios", que tramita por ante la secretaría actuaría 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



119 



que, tratándose de una relación regida por disposiciones de 
derecho público, son inaplicables los preceptos de la ley civil. 

III. Que las relaciones del Estado con los componentes 
de la policía de la Capital Federal, cuenta con un sistema pro- 
pio en la ley 4235, para aquellos casos en que los agentes o 
bomberos se inutilicen o pierdan la vida como consecuencia 
de accidentes sufridos al servicio de la repartición. Por con- 
siguiente el actor ha debido recurrir por vía administrativa 
para obtener la indemnización que le acuerda esa ley de pen- 
siones y retiros, y en manera alguna ha podido invocar los 
beneficios de la ley 9688 que, como se ha expresado, no es de 
aplicación en caaos como el sub júdice. 

Por estos fundamentos, falto no haciendo lugar a la de- 
manda deducida por Polo Bourgault contra la Nación, por 
accidento del trabajo; sin costas, por no encontrar mérito para 
ello. — Eduardo A. Oriiz Basualdo. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Bueno* Aires, noviembre 13 de 1946. 

Y 1 considerando : 

La ley 9688 ampara a las víctimas del trabajo mediante 
las correspondientes indemnizaciones patronales. Pero, por 
implicancia, por interpretación analógica, no puede sostenerse 
que el soldado está equiparado al obrero a esos efectos, ni que 
la Nación sea un patrón que está obligado a resarcir e indem- 
nizar al militar que sufre un accidente en el desempeño de 
su función. 

Este tribunal, en 26 de agosto último, al decidir el caso 
Moavro, María Helvecia Braga de* contra la Nación, juzgando 
una situación análoga, resolvió, de acuerdo con jurisprudencia 
de la Corte Suprema que contemplaba casos semejantes, la 
improcedencia de las indemnizaciones emergentes de la ley de 
accidentes del trabajo. 

Sus consideraciones, aplicables al sub júdice, deciden en 
igual sentido esta causa, razón por la cual, se las da por repro- 
ducidas "hrevitatis causa". 

Por ello y sus fundamentos, se confirma, sin costas, la sen- 
tencia apelada. — Horacio García Rams. — Ricardo Villar 
Palacio. — Juan A. González Calderón. 
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Bs. Aires, 6 de agosto de 1947. 

Y vista la precedente causa seguida por D. Polo 
Emilio Bourgault contra el Gobierno de la Nación por 
indemnización de accidente del trabajo, en la que se 
ha concedido el recurso ordinario de apelación. 

Y considerando : 

Que con arreglo a lo resuelto por esta Corte en 
Fallos: 197, 429 y 207, 176, la sola circunstancia de que 
la ley 4235 establezca un régimen especial tendiente a 
estimular el celo en el cumplimiento de sus funciones de 
los agentes de policía y bomberos —Fallos: 182, 432— 
no basta para excluir a los mismos de los beneficios de 
la ley 9688, porque la incompatibilidad derivada del 
carácter de la primera no subsiste después de sanciona- 
da la que lleva el n* 12,647, conforme a la cual la indem- 
nización por accidentes del trabajo no excluye "ninguno 
de los beneficios establecidos en las leyes de jubilacio- 
nes, pensiones y subsidios". 

Que no se ba alegado por la demandada en oportu- 
nidad procesal — fs. 5— la falta de derecho de Bour- 
gault a los beneficios de la ley 9688, sobre la base de 
otras razones que las de hecho allí mencionadas. La 
única cuestión sometida al tribunal es así ahora la de 
la compatibilidad de los beneficios de las leyes 4236 y 
9688, que con arreglo a lo expuesto debe decidirse afir- 
mativamente. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
108. Vuelvan los «utos al tribunal de su procedencia a 
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los efectos de la decisión de las cuestiones pendientes 
en la causa. 



SALVADOR GIUPFRE v. CONSUL GENERAL 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federa!. Compe- 
tencia originaria de ia Corte Suprema. Generalidades. 

La Corte Suprema carece de jurisdicción originaria para 
conocer en demandas contra naciones extranjeras, 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de ta Corte Suprema. Agentes diplomáticos y cor* 
sitiare?. Cónsules extranjeros. 

Las causas seguidas contra tos cónsules por hechos cum- 
plidos en el ejercicio de su función de tales son de la 
competencia originaria de la Corte Suprema, siempre que 
en ellas se cuestione la responsabilidad civil o criminal 
de aquéllos. 

No compete a la Corte Suprema el juicio seguido por un 
oficial de la marina mercante italiana para que se con- 
dene al cónsul de su país a pagarle la proporción del 
sueldo que le corresponde con arreglo a lo dispuesto por 
la ley italiana n* 266 y los gastos de manutención y en- 
fermedad. 



Suprema Corte; 

Se demanda aquí al Cónsul General de Italia por 
el cumplimiento de obligaciones que, se dice, ha tomado 
a su cargo como tal, a base de documentos presentados 
y agregados a autos. 



Tomás D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Lokohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G, Valenzuela, 



DE ITALIA 
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Cualquiera que sea el resultado del litigio, cuyas 
consecuencias no es dado adelantar, lo cierto es que la 
acción aparece entablada contra el expresado cónsul, 
exclusivamente, el que a estar a los términos de la co- 
municación traducida a fs. 9 es el único que debe con- 
testarla en ejercicio por lo demás, de la función pública 
que desempeña (art. 1% inc. 4% ley 48). 

Xo encuentro, pues, mérito para que V. E. se apar- 
te del conocimiento de la presente causa, aceptado ya 
a fs. 27 en cuanto hubiere lugar por derecho de acuerdo 
a doctrina de la Corte Suprema. 

Reproduzco, a tal fin, los dictámenes de esta Pro- 
curación General (fs. 16 y 26) que se ajustan a la preci- 
tada doctrina del tribunal. 

Corresponde, por ello, desestimar la excepción de 
incompetencia opuesta por el demandado a fs. 31/36. 
■ - Bs. Aires, julio 24 de 1 ÍH7. — Saúl M. Escobar. 



Y vista la precedente causa caratulada: "Giuffré 
Salvador a Cónsul General de Italia sobre cobro de 
pesos" a los efectos de decidir la excepción opuesta a 
fs. 31, 

Y considerando : 

Que la demanda de fs, 10 ha sido sin duda dirigida 
contra D. Ricardo Moscati, Cónsul General de Italia. 
Fúndasela en lo dispuesto en la ley italiana n» 266 —de 
7 de abril de 1941— que se sostiene ampara al actor, y 
conforme a \p cual habría debido abonármele el 15 % 




Bb. Aires, 6 de agesto de 1947. 
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del sueldo base correspondiente a los oficiales de bar- 
cos parados en puertos extranjeros, además de lo nece- 
sario para su manutención y otras partidas que detalla. 
El demandado se opondría a pagar lo reclamado, pese 
a estar obligado a ello con arreglo a los documentos 
que se acompañan. Pídese también la devolución de la 
libreta de embarque de Giuffré. 

Sin embargo, en el otro si más digo de fs. 14, el 
actor expresa dada "mi situación a cargo del Gobierno 
italiano se debe aumentar la suma reclamada con la 
de los meses que se devenguen hasta el día del pago y 
con la orden de abonarme, posteriormente con regulari- 
dad mes por mes hasta rai repatriación'*. 

Que aun cuando de la invocación de los derechos 
acordados por la ley italiana 266 y de los términos 



ción de la Nación italiana — lo que bastaría para la 
incompetencia del tribunal, Fallos: 202, 311 y los allí 
citados— cabe desde ya establecer que la misma no 
persigue la declaración de responsabilidad personal 



Que es sin duda cierto que esta Corte ha distingui- 
do a los efectos de la jurisdicción pertinente las causas 
que versen sobre negocios particulares de los cónsules y 
aquellas seguidas contra los mismos por hechos cum- 
plidos en el ejercicio de sus funciones de tales — Fallos : 
22, 176; 82, 392; 122, 129; 198, 278 y otros. Pero es 
también exacto que el tribunal ha decidido que a los 
efectos de su jurisdicción originaria en el segundo su- 
puesto, con arreglo a lo preceptuado en el art. 1% inc. 4% 
de la ley 48, se requiere que en la causa se cuestione 
respecto de los cónsules "su responsabilidad civil o 
criminal con ocasión del ejercicio de su gestión pública" 
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— Fallos : 190, 353 y los allí citados. En la especie, se- 
gún resolta de lo dicho, no está propiamente en disen- 
sión el patrimonio» la libertad o el honor del cónsul 
demandado, sino los derechos de Giuffré, "a cargo del 
Gobierno italiano 1 ' según éste manifiesta. La cansa no 
es así de la competencia originaria del tribunal 

Que la solución del precedente de Fallos : 198, 278 
se justifica sobre la base de la diferencia de las cir- 
cunstancias de hecho entonces contempladas, y en todo 
caso, su doctrina debe completarse con la del presente 
pronunciamiento. 

En su mérito, y oído el Sr. Proe. General sustituto, 
se decide declarar procedente la excepción opuesta a 
f«. 31 declarando en consecuencia la incompetencia del 
tribunal para entender en la presente causa. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lokqhi • — 
Justo L. Alvarkz Rodríguez 
— Rodolfo (t. Valrnzuela. 



EMILIO Z. OASTELLTORT 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de cotutitueionalidad. Im- 
puesto* i/ contribución*». 

No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
que desestima la impugnación de la valuación de un in- 
mueble, aun cuando Be haya alegado la confiscatoriedad 
del impuesto territorial, por no estar reunidos los extre- 
mos neuesarios para el ejercicio del control de constitucio- 
nal i dad (>), 



(i) 6 de agorto de 1947. Pallo»; 193. 378; 196, 8?. 
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ROBERTO COTELLA v. NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Sentencia definitiva. Concepto, 

La tercera instancia ordinaria funciona restrictivamente 
tan sólo respecto de las sentencias definitivas o sean aqué- 
lias que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o 
haciendo imposible su continuación ; por lo que no procede 
extender a esa situación el criterio que, a Jos efectos del 
recurso extraordinario, autoriza en ciertos casos de grava- 
men irreparable a equiparar a sentencia definitiva reso- 
luciones que no encuadrarían en el concepto enunciado 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 

Sentencia definitiva. Resoluciones anteriores. 

No procede el recurso ordinario contra la resolución que se 
limita a exigir el cumplimiento del requisito previsto en el 
art. 1* de la ley 11.634 ( a >. 



SALOMON DEIVER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable. 

La atribución por ley de funciones políticas a magistrados 
judiciales no altera la naturaleza de las mismas ni autoriza 
a considerarlas como de índole judicial ni como emanadas 
de un tribunal de justicia, por lo que no procede el recur- 
so extraordinario contra la sentencia de un superior tribu- 
nal de justicia provincial confirmatoria de una resolución 
de una junta electoral que, aplicando la ley local, inhabili- 
ta temporariamente e un ciudadano inscripto en un padrón 
municipal. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En 22 de abril del corriente año la Junta Electoral 
Municipal de Villa María (Prov. de Córdoba) resolvió 

(l) H de agosto áa 19*7. Falloi: 200, 143. 
(3) Fallos: 1»3, 243. 
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declarar que el ciudadano Simón Deiver, inscripto en 
el padrón de nacionales, se encontraba comprendido en 
la causal de inhabilitación del art 17, inc f de la ley 
orgánica municipal n» 3.373, 7 por lo tanto no podría 
votar hasta que hubiese transcurrido la mitad del tér- 
mino por el que dicho ciudadano sufrió una condena 
judicial. Tal condena, dictada por la Cámara en lo Cri- 
minal y Correccional de Villa María el 9 de abril de 
1945, impuso a Salomón Deiver tres años de prisión, 
con inhabilitación absoluta y perpetua por los delitos 
de malversaciones de caudales públicos calificados y 
reiterados, y fraude calificado (arts. 45-261, 174 inc. 5*: 
y 55 del Cód. Penal). La prisión debía quedar cumplida 
el 28 de junio de 1947; pero en 11 de diciembre de 1945, 
el Sr. interventor federal indultó a Deiver. Como e?a 
resolución de la Junta Electoral fué confirmarla por 
fallo del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba, en 
27 de junio subsiguiente (fs, 30), el interesado trae 
ahora ante V, E. el recurso extraordinario que le fué 
concedido a fs. 4 del incidente respectivo. 

A mi juicio, el recurso es improcedente, y así co- 
rresponde declararlo, puesto que lo discutido y resuelto 
en autos giró en torno a la interpretación del alcance 
del art, 68 del Cód. Penal, relativo al indulto; materin 
no susceptible de revisión por V. E. en la instancia 
extraordinaria autorizada por el art. 14 de la ley n v 48. 
Además, V. E. tiene establecido que no constituyen 
cuestión federal las relativas a la formación de padro- 
nes electorales municipales (189:155, y los allí citados). 

Si, apartándose la Corte de mi criterio decidiere 
abrir el recurso, procederá confirmar por sus funda- 
montos el fallo recurrido. Ninguna duda cabe de que 
existió una condena contra Deiver; y mal pudiera ne- 
garse a las provincias el derecho de excluir témpora- 
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riamente de los padrones locales a penados equipara- 
bles a los que han sido excluidos del padrón nacional 
por las leyes de elecciones que dicta el Congreso. — Bs. 
Aires, octubre 5 de 1946. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos "Deiver Salomón, impugna- 
ción'*, en los que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario interpuesto por aquél. 

Considerando: 

Que la atribución por ley de funciones políticas a 
magistrados judiciales no altera la naturaleza de las 
mismas ni autoriza a considerarlas como de índole ju- 
dicial ni como emanadas de un tribunal de justicia; 
por lo que las cuestiones referentes a la formación de 
tos padrones electorales no son susceptibles de ser so- 
metidas a la decisión de la Corte Suprema ni aun por 
medio del recurso extraordinario (Fallos: 189, 155; 
203, 342). 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Proc. General, declárase improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido por el Tribunal Superior de Jus- 
ticia de Córdoba. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS Tt. LONGHI — 

Justo L. Alvarez Rodríguez 
G. Valehzukla. 
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OSCAR FELIX PACHECO 

SERVICIO MILITAR. 

El propósito de las dispoaie iones del decreto 29.375/44 
reform. do por el 14,584/46 y ratificados ambos por la ley 
12.913, en cuanto eximen a quienes sostengan a las personas 
que mencionan en el art. 41, es asegurar a éstas la contri- 
bución que integra el mínimo indispensable para el sostén 
de las mismas. 

SERVICIO MILITAR 

El hermano que sostiene con su trabajo personal a su ma- 
dre y a sus hermanos menores abandonados por el padre 
está exento del servicio militar. 



Sentencia del Juez Federal 

i 

Córdoba, 18 de marzo de 1947. 

Y vista: la excepción al servicio militar solicitada por Oscar 
Félix Pacheco, por ser sostén de madre abandonada; y 

Considerando : 

Que la causal invocada por el recurrente no se encuentra 
prevista por la ley de la materia y tratándose de una ley de 
excepción» su interpretación debe ser restrictiva. 

Que en el caso de autos el alejamiento del hogar del padre 
del solicitante ha sido voluntario y no obligado por razones de 
orden público como es el que resolviera favorablemente la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, según así resulta de la pu 
blicación periodística acompañada a fs. 4. 

Por tanto y de conformidad con lo dictamir do por el Sr. 
Fiscal suplente, resuelvo: denegar, sin mas trámite, la excep- 
ción al servicio militar solicitada por Oscar Félix Pacheco — 
Fernando Peña. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, mayo 29 de 1947. 

Y vistos; considerando: 

Que el recurso úe nulidad no ha sido fundado a! interpo- 
nerlo ni en esta instancia, no resultando tampot-o que se haya 



incurrido en violaciones a la forma y solemnidad de la sentencia 
y al procedimiento, de aquellas que por expresa disposición de 
!;>. ley anulan las actuaciones, por lo que corresponde rechazarlo 
í Art. 233 de la ley 50). 

Por esto, no se hace lupar al recurso de nulidad y por loa 
fundamentos del fallo apelado, se lo confirma; con costas — 
A. Aliaga. — luis M. Allende. — Rodolfo Otero Cap- 



Y vistos los autos "Pacheco, Oscar Félix, sol. 
excep. militar", en los qne ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto por aquél. 

Considerando : 

Que el pedido de excepción del servicio militar ha 
sido fundado en la circunstancia de ser el solicitante 
único sostén de su madre y de sus hermanos menores 
abandonados por su padre, de quien no se tiene noticia 
alguna desde hace más de seis años. 

Que según el art. 41, inc. 4?, del decreto 29.375/44 
modificado por el decreto 14.584/46, ratificados ambos 
por la ley 12.913, exceptúase del servicio militar "al 
hermano, único sostén con su trabajo personal, de her- 
manos huérfanos de padre o abandonados, que sean 
menores o impedidos", debiendo entenderse que el pro- 
pósito de esta disposición y de las otras que eximen a 
quienes sostengan a las personas qne mencionan, es 
asegurar a éstas la contribución que integra el mínimo 
indispensable para el sostén de las mismas (Fallos: 
202, 106; 204, 26S). 

Que de ser exactos los hechos invocados en la pre- 
sentación de fs. 5 el caso encuadraría en la norma pre- 
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terpretación que se diera al art. 41, inc. 3". Pues La 
circunstancia de que, además de mantener a sus her- 
manos o de contribuir imprescindiblemente a ello tenga 
que hacer lo mismo con la madre, aunque ésta no sea 
viuda, es indiscutiblemente una razón mas en favor 
de la procedencia de la excepción, atento el propósito 
perseguido por la disposición legal. Y es claro que al 
mencionar a los menores abandonados, el art 41, inc. 4% 
se refiere al abandono por el padre, del mismo modo 
que refiere a éste la circunstancia de la orfandad, dando 
asi la misma solución para los supuestos en que las 
consecuencias son las mismas respecto de la situación 
de desamparo en que queda el menor. 

Que, por consiguiente, debe ser recibida la prueba 
que el solicitante ofrece para justificar las circunstan- 
cias en que funda su pedido de excepción. 

Por tanto se resuelve revocar la sentencia apelada 
y devolver los autos a efecto de que se proceda sin 
demora en la forma indicada en el último considerando 
de este fallo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis E. Lonohi — 
Justo L. Alvahez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



CELIA BUSTOS DE QUIROGA v, IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia ron fundamento» no federales o federales consentidos. 
Fundamentos de orden local y procesal. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
del tribunal de 2» instancia que, fundándose en la interpre- 
tación de normas procesales, declara bien denefrado el re- 
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curso de apelación deducido para ante él. No obsta que el 
recurrente haya cuestionado la validez de aquéllas si no 
planteó la cuestión federal de modo que pudiera ser tomada 
en consideración por el fallo de referencia í 1 ). 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicable. 

Ratificado el decreto 9432 por la ley 12.922 con efecto re- 
troactivo, la reposición de lo actuado debe verificarse con 
arreprlo a sus disposiciones p). 



JUAN MARTIN! 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Vtmpetenña federal. Compe- 
tencia oriyinaria de la Corte Suprema. Agente* diplomáticos y consu- 
lares. Emliajadores y ministros extranjeros. 

La simple denuncia de la comisión de un hurto en perjui- 
cio de un representante diplomático extranjero o de la em- 
bajada respectiva, no somete la causa a conocimiento de la 
Corte Suprema, si no se atribuye el delito a personas afo- 
radas ( 3 ). 



S. A. JUAN MTNETTI E HIJOS LTDA. v. NACION 
ARGENTINA 

ADUANA: Importacú'm. Libre de derechos. Establecimientos que ela- 

fcwrfírt materia prima nacional. 

El art. 33 de la ley 12.345 excluye expresamente de la 
liberación de derechos de aduana a los "accesorios" men- 
cionados por el art. 3' de la ley 11.588, carácter que tienen 
los "cuerpos moledores" que inteprari los "molinos a bo- 
las" utilizados por las ffibricas de cemento. 



<l) 8 de aflato de 1047. Fallos: 160, 101; 187, 28 J 505; 192, 104; 
104, 233; 200, 179. 

(2) Fallos: 201, 471; 203, 25; 208, 10. 
(») 8 de agosto do 1947. Folios: 207, 115. 
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ADUANA: Importación. Libre de derecho. Establecimientos que ría- 
botan materia prima nacional. 

El art. 33 de la ley 12.345 al eximir del pago de derechos de 
aduana a las maquinarias y materiales utilizados en el pro- 
ceso de elaboración cuando su introducción sea necesaria 
por no producirlos la industria nacional, Lo hace con pres- 
cindencia de la calidad de los mismos, salvo que ésta 
hiciera al producto prácticamente inutilizable. 

ADUANA: Importación. Libre de derechos. Establecimientos que ela- 
boran materia prima nacional, 

Para (pie proceda la liberación de derechos de aduana 
fundada en el art. 33 de la ley 12.345 y en la circunstan- 
cia de ser necesario La importación p™- no producirse en 
el país la cantidad suficiente, requiérese la prueba de que 
el interesado no pudo obtener en él los elementos que 
importó. 

ADUANA: Importación. Libre de derecho». Etfabúc4m¡éni6* t t ue ela- 
boran materia prima nacional. 

Siendo dos operaciones técnicamente distintas la fabrica- 
ción del cemento y la extracción de la piedra caliza nece- 
saria para aquélla, no procede extender a la primera la 
prescripción que el art. 4° de la ley 11.281 acuerda a las 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, marzo 29 de 1344. 

Y vistos: Estos autos caratulados: "Mínetti Juan e hijos 
y. Gobierno de la Nación, repetición", de los que resulta: 

1* Que a fs. 1 se presenta la actora deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por de- 
volución de la suma de $ 301,184,45 m/n. t que le ha exigido 
indebidamente la Aduana en concepto de derechos de impor- 
tación, en mérito de las siguientes consideraciones: Dice que 
es propietaria de un establecimiento dedicado a la elaboración 
de cemento portland, sito en la Prov. de Salta. 

Que el año 1*>ÍJ7 introdujo al país con destino a éste varios 
equipos de moledoras y que en esa oportunidad, previa solí- 



citud de liberación de derechas, se despacharon de conformidad 
todos los despachos relativos a tos referidos implementos en 
razan del destino señalado y la naturaleza de la materia prima 
industrializada. 

Que posteriormente, debido a una denuncia, se instruyó 
el sumario C-9-1937 que se tramitó en lu Aduana de Santa Fe 
por una pretendida diferencia de calidad de la mercadería 
importada. 

Que, en definitiva, la Aduana impuso una multa equi- 
valente al 10 % del valor del material importado, pero, ape- 
lada dieha resolución, la Corte Suprema de la Nación resolvió 
sobreseer el sumario. 

Que sin perjuicio de ello se le exigieron los derechos co- 
rrespondientes, y no obstante los recliimos interpuestos hubo 
de pairarse la suma reclamada, lo que hizo previa protesta. Se 
sostiene a continuación que la exigencia del pa<¿ü de dieha suma 
es ilegal y arbitraria, toda vez que la liberación originariamente 
acordada se halla amparada por las leyes 11.588 y 12.345, ya 
sea que se considere al material importado como destinado a 
un establecimiento dedicado a la elaboración de materia prima 
de origen nacional, o afectado a la explotación de una mina 
(art. 5', C. de Minería). Luego de hacer una serie de conside- 
raciones más sobre eí particular, pide que se haga lugar a la 
repetición intentada con intereses y costas. 

A fs. 12 se presenta nuevamente la actora ampliando la 
demanda por la suma de $ 29.282,04 m/n. que se ha abonado 
por los mismos conceptos expresados a f. 1. Pide intereses y 
costas. 

2? Declarada ta competencia del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio del 
ramo, a fs. 30 se presenta el Sr. Proe. Fiscal, Dr. Víctor J. 
Paulucci Cornejo, contestando y dice: Que la demanda es 
improcedente. Niega en general todos los hechos que no sean 
materia de su expreso reconocimiento. Afirma qne de acuerdo 
& la ley 12.345 (art. 33) única aplicable al caso de autos, los 
materiales importados no se hallan amparados por la fran- 
quicia que se pretende. Agrega que no se han comprobado la 
importación, el pago y el destino de la mercadería. Opone 
como defensa la disposición contenida en el art. 10 de la ley 
50. A continuación sostiene que tampoco son aplicables al caso 
de autos las disposiciones del C. de Minería y la ley de refor- 
mas 10.273, desde que, una cantera no está sujeta a concesión 
y como consecuencia no se halla comprendida dentro del art. 3^ 
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de conside racione» más sobre el particular y pide en defini- 
tiva que se rechace la demanda con especial condenación en 
costas. 

Considerando: \ v Que la defensa que hace la demandada 
en su escrito de responde (fs. 30) y que funda en el art. 10, 
ley 50, debe desestimarse toda vez que la documentación a 
que se refiere el reclamo intentado en este juicio ha sido su- 
ficientemente individualizada en los escritos de fs. 1 y 12. 
Sin perjuicio de ello, conviene señalar que, cuando se trata 
de documentos públicos archivados en tas oficinas respectivas, 
como en el caso ocurrente, la regla establecida por el recor- 
dado precepto legal no es aplicable según lo ha resuelto en 
forma definitiva la Corte Suprema en casos análogos (Fallos: 
103. 430 y 435; ver también Cám. Fed. Cap., J. A. t t. 21, 
p. 71), razones que toma en consideración el suscrito para 
rechazar la articulación analizada y así se declara. 

_-' Que en cuanto hace al fondo de la cuestión debatida, 
en opinión del juzgado, el reclamo intentado dtbe prosperar en 
la forma solicitada n fs. 1 y 12. 

En efecto: ya sea que se considere si establecimiento al 
que ha sido destinado el material que motiva esta litis como 
una explotación minera o como una planta industrial dedicada 
a la elaboración de materia prima de origen nacional, la libera- 
ción solicitada corresponde de acuerdo con lo dispuesto por las 
leyes 11281 (art. 4*) y 11.588 (art. 1»), o por la ley 12.345 
(art. 33), respectivamente. 

a) En el primero de los supuestos, la exención debe acep- 
tarse desde el momento que no es dable negar fine la explota- 
ción de una cantera reviste el carácter de una actividad minera 
frente a la disposición clara y terminante contenida en el 
ar». 5» del C. de Minería. 

El argumento que se hace en el escrito de responde (fs. 
30) referente a la inaplicabilidad de la ley de reformas 10.273 
(art. 3 W ). no puede en el caso ser eficaz, porque, como se ha 
señalado, la liberación se justificaría en el caso ocurrente al 
amparo de la ley 11 281 (art. 4*). que ha creado a favor dfl 
las explotaciones mineras una liberación de derechos de carác- 
ter general, sin limitación de ninguna especie, y de conformi- 
dad con lo dispuesto por el recordado art. del C. de Minería, 
que reconoce y acuerda a las canteras el carácter de mina de 
tercera categoría (art. 2*, código cit.). 

b) Sin perjuicio de ello debe también admitirse que la 
planta industrial de propiedad de la parte actora os una de 
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aquellos a que se refiere la ley 12.345 (art 33), desde el mo- 
mento que se dedica a la elaboración de una materia prima 
que por su naturaleza (producto del suelo) no puede negarse su 
origen genui ñámente nacional, y dentro de este orden de cosaB 
la procedencia de la liberación perseguida debe acordarse de 
conformidad con lo dispuesto por la recordada ley. 

3' Que en cuanto a los extremos de hecho requeridos por 
la ley para hacer viable la acción intentada (supuesto b), debe 
señalarse que en el caso particular que se analiza ellos no 
podrían ser materia de contestación, desde que la Aduana 
concedió primitivamente la liberación en base, precisamente, a 
que se cumplieron en el momento de la liquidación todos los 
requisitos legales a esos efectos. Pero a mayor abundamiento 
debe también destacarse que la prueDa del cumplimiento de 
esos extremos se hallan ampliamente justificados con la agre- 
gación de los expedientes administrativos que se hallan acu- 
mulados en autos, con lo que se prueba la importancia, solici- 
tud de liberación, destino, pago, protesta, así como la' necesi- 
dad de la importación por no producir la industria nacional, 
material en cantidad y calidad suficientes como para atender 
a las necesidades industriales a que se dedica dicho material 
(ver informe pericial fs. 94, punto 5»), desvirtuándose así la 
negativa formulada por la demandada en su escrito de res- 
ponde (fs. 30). 

4' Que acreditados así los requisitos lépales y de liccho 
en la forma precedentemente expresada, la repetición intenta- 
da debe prosperar de conformidad con lo dispuesto por el 
art. 792 del Cód. Civ„ por la suma de $ 330.466,49 m/n. (ver 
boleta de depósito, fs. 118 y fs. 123, 2* cuerpo exp. agregado). 
Y, por último, en lo que se refiere a la personería del Dr. Gon- 
zález del Solar, la articulación promovida, a fs. 30 debe deses- 
timarse, teniendo en cuenta la agregación del testimonio de 
poder cuya copia testimoniada corre a^repada a fs. 110 de 
estos autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo declarando que 
el Gobierno Nacional deberá devolver a la Cía. Sudamericana 
de Cemento Portland "Juan Minettí e Hijos Ltda. (8. A.) la 
suma de $ 330.466,49 in/n., más sus intereses al estilo de los que 
percibe el Banco de la Nación Argentina desde la fecha de la 
notificación de la demanda, debiendo satisfacerse por su orden 
las costas del juicio y las comunes por mitad, atento la natu- 
raleza y particularidades de la cansa. — Alfonso E. Poccard. 
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Sentencia de la CAmara Federal 

Bs. Aires, abril 3 de 1946. 

Considerando; 

La Corte Suprema tiene declarado eii forma reiterada 
que la franquicia lepa! de que se trata debe ser interpretada 
en consonancia con el espíritu amplio y comprensivo que la 
inspira (185, 32) y en tales condiciones se encuentran los ar- 
tículos introducidos por la actora, ya que resulta obvio el 
objeto de los mismos dentro de sus actividades industriales. 
La sentencia recurrida aprecia con minuciosidad y justeza los 
hechos que sirven de fundamentos a la demanda y )a solución 
que da al pleito es ajustada a derecho y a las constancias de 
autos. 

Por ello, se la confirma en todas sus partes, eon las costas 
de esta instancia. — Carios del Campillo. — Juan A. González 
Calderón, — Com ampliación dp fundamentos: Belísono Ga- 
ché Piran. — En disidencia: Carlos Herrera. — Ricardo Villar 
Palacio. 



Amifliactón de fundamentos 
Y vistos: Considerando: 

Que si bien es cierto que los accesorios de que trata cata 
demanda no están comprendidos en la exención que se otorga 
a las maquinarias y materiales destinados a explotaciones y 
exploraciones mineras, lo mismo corresponde la exención. Es 
el art. 33, ley 12.345, la disposición aplicable al caso, pues se 
trata en el mismo de repuestos destinados a establecimientos 
que elaboran materia prima de producción nacional, que los 
libera de todo derecho. Y aunque es exacto que la disposición 
legal citada no incluye en su texto el termino "accesorios" 
que fif.ni raba en la ley que modifica — ley 11.588, art. 3* — , 
no ha sido del espíritu del legislador el suprimir tal franquicia, 
lo que así entendió también la Corte Suprema en la causa que 
se registra en el tomo 187, pág. 100 al decir "que la ley 12 345 
en su art. 33 modifica a tas 11.281 y 11.588 en dos puntos sus- 
tanciales: a) en cuanto exige para ta franquicia que sea nece- 
sario introducir los artículos por no producirlos la industria 
nacional, y l>) que la totalidad de ta materia prima a que se 



apliquen sean de producción nacional". Es decir, que, a no 
dudarlo, si un aspecto tan fundamental de la ley como es la 
supresión de la franquicia, al repuesto accesorio surgiera del 
texto lega! gestionado, la Corte Suprema en el fallo que cito 
no hubiera dejado de mencionarlo. 

Por otra parte, tal ha sido su criterio al fallar diversas 
pleitos que versaban sobre exenciones en accesorios en el sen- 
tido que comento: así in re Vignoli K. y Cía. v. Gobierno 
Nacional sobre repetición, en julio 14/943, confirmó las sen- 
tencias de 1* y 2» instancias, que por aplicación del ort, 33 de 
la ley 12.345, disponía la devolución de derechos percibidos por 
repuestos. Igual resolución in re "Ledesma Silgar' \ en que el 
Alto Tribunal se pronunciara con fecha julio 30/943. 

Tal ha sido, por otra parte, el criterio del suscrito sus- 
tentado últimamente en e' juicio R. Yignoli v. Gobierno Na- 
cional, fallado con fecha diciembre 27/944. 

En su consecuencia y por aplicación del ort. 33, ley 12.345, 
se confirma la sentencia apelado. Con costas. — B. Oacke Pirón. 



Que la fabrica de cemento de la actora a la cual fueron 
destinados tos accesorios introducidos no puede sostenerse que 
sea una explotación o exploración minera, términos usados por 
el art. 4*, ley 11.281, no obstante el hecho de que en aquella 
se elabora la piedra extraída de la cantera perteneciente n la 
misma firma. El proceso industrial a que dicho material pé- 
treo es sometido para transformarlo en cemento, es distinto y 
perfectamente diforenciable de la explotación minera de refe- 
rencia, por lo cual cabe concluir que los efectos en cuestión 
no estaban amparados por la liberación de derechos que para 
maquinarias y materiales destinados a explotaciones y explo- 
raciones mineras se estableció en el texto legal citado. 

No obsta a esa conclusión la solución dada en definiti- 
va a los juicios de Loma Negra y C.O.I.N.O.R. (Fallos: 191. 5 y 
197, 326, respectivamente), porque en el primero lo íinico que 
se discutió es si correspondía o no la devolución del adicional 
del 10 %, resolviendo la Corte Suprema afirmativamente, en 
razón de lo dispuesto en el art. V t ley 11.681 y en el segundo 
se acordó la devolución de lo* derechos de importación cobra- 
dos por zorras volcadoras y material ferroviario que habían 
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sido destinad*» a la explotación minera, condición que no se 
cumple en el presente. 

Tampoco puede invocarse como precedente el posterior 
caso de Loma Nepra, resucito por este tribunal en octubre 
1V943 y por la Corte Suprema en diciembre IT de ese año, 
porque allí no bc discutió por el Pisco la calidad de estable- 
cimiento minero que la actora invocara, basándose toda la 
argumentación de la demandarla, en las tres instancias, en 
cuestiones de hecho ajenas a la indicada y en la interpretación 
que correspondía atribuir al art. 33 de la ley 12.345. 

Que en cuanto a la franquicia acordada por estf» último 
teito lepa! para las maquinarias destinadas a establecimientos 
que elaboren materia prima de producción nacional, un nuevo 
examen de la cuestión permite 1 lepar a la conclusión de que 
tampoco comprende a las bolas de acero y cuerpos moledores 
qne la actora ha introducido, los cuales no pueden considerarse 
como maquinarias sino como accesorios de las mismas. Es de 
hacer notar que el citado art. 33 de la ley 12.345, derogó ex- 
presamente el art. 3* de la 11.588, que se refería a maquinaria* 
y accesorios, para dejar subsistente la franquicia solamente 
en cuanto a los primeras, con exclusión de los segundos. Es 
evidente también que los efectos indicados no pueden tampoco 
equipararse a los "materiales utilizados en el proceso de ela- 
boración", a que igualmente se refiere el texto indicado. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fs. 114 y, en 
consecuencia se desestima la demanda. Costas por su orden 
dada la naturaleza de tas cuestiones debatidas. —Carlos He- 
rrera. — Ricardo Villar Palacio. 
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Bs. Aires, 13 de agosto de 1047. 

Y vistos los uutos "Minetti, Juan e Hijos Ltda. S. 
A. c. Gobierno de la NfHón sobre devolución (pesos 
330.466,49 m/n.) en los que se ba concedido el recurso 
ordinario de apelacióü interpuesto a fs. 135 vta. contra 
la sentencia dictada a fa. 133 por la Cámara Federal de 
la Capital. 



Considerando : 

Que el alcance de lo dispuesto por e] art. 33 de la 
ley 12.345 está terminantemente fijado no sólo por su 
texto, que no ofrece dudas, sino también por la singular 
circunstancia de que siendo, como es, una disposición 
legal reformatoria del art 3' de la ley 11.588 transcribe 
íntegramente el texto reformado, lo que pone de mani- 
fiesto cuan deliberada fué la modificación, y hace resal- 
tar de un modo directo y expreso el sentido de ella. Y 
bien, el texto anterior liberaba de derechos a las "má- 
quinas y accesorios destinados a establecimientos que 
elaboren materia prima de producción nacional y mate- 
riales utilizados en el proceso de elaboración de aque- 
llas materias primas en dichos establecimientos". Y 
el art. 33 de la ley 12.345 a "las maquinarías que elabo- 
ron materia prima de producción nacional . . . compren- 
didos... los materiales utilizados en el proceso de 
elaboración de todas aquellas materias primas en dichos 
establecimientos, que sea necesario introducir por no 
producirlos la industria nacional". La exclusión de "los 
accesorios" fué, pues, expresa. Tanto que, cuanto en 
contrario resultare de la discusión parlamentaria no 
podría prevalecer sobre una sanción final tan explícita. 
Pero es que el debate parlamentario confirma la prece- 
dente conclusión; Be tuvo expresamente el propósito de 
excluir a Iof accesorios de la liberación (Diario de Se- 
siones, Cám. de Diputados, 1936, IV, p. 69 y sigtes.; 
Cám. de Senadores, 1936, III, p. 790). Es innecesario 
agregar que los accesorios excluidos por la reforma no 
puelen considerarse comprendidos en la expresión 
M materiales utilizados en la elaboración de todas aque- 
llas materias primas" puesto que tanto importaría 
como atribuir a la reforma un juego du palabras con el 



cual se escamotearía su objeto, a lo que ha de agregarse 
que la expresión citada formaba parte del artículo re- 
formado, que hacía mención textual de k>s accesorios, 
demostración de que con una y otra expresión ae alude 
a cosan distintas. 

(¿ue según la descripción pericial de fs. í)4 y la 
explicación de la propia acto ra en su demanda — fs. 4 
— , los cuerpos moledores — bolas y eylpebs — son par- 
tes integrantes de los "molinos a bolas'* de crudo y 
de cocido. La "muquinaria" está constituida por la 
totalidnd de los elementos que la integran. Ni el "mo- 
lino a bolas" es tal sin los cuerpos moledores, ni CBtos 
últimos aisladamente tomados pueden considerarse ma- 
quinarias desde ningún punto de vista. Son partes inte- 
grantes de los "molinos a bolas"; su razón de ser está 
en estos últimos, son pues, en el más estricto sentido 
de la palabra, "accesorios". Y no se lia probado que 
las importaciones de que se trata en esta causa se hi- 
cieran conjuntamente con la de las demás partes de la 
maquinaria que estos cuerpos integran. 

Que, por lo demás, el precepto legal que se examina 
libera de derechos las maquinarias y los materiales uti- 
lizados en el proceso de elaboración cuando sea necesa- 
rio su introducción "por no producirlos la industria 
nacional". NE la letra del precepto ni su finalidad auto- 

tación, como sería la que consistiese en referirse no 
sólo a la cantidad de lo producido por la industria na- 
cional sinu también a una confrontación de calidades 
para llegar a la conclusión de que es necesario — como 
se dice en el texto legal — introducir la maquinaria, el 
accesorio o el material porque el Introducido es de ca- 

Fnera de que se trataría de una estimación no siempre 
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posible en términos objetivos y expuesta, por consi- 
guiente, a caer en la arbitrariedad, es indudable que los 
regímenes impositivos destinados a promover y soste- 
ner una industria nacional naciente — que es el caso de 
la industria argentina — ante la competencia de la ex- 
tranjera consisten, por exigencia de su finalidad, en 
gravar la introducción de los productos extranjeros de 
la misma especie abstracción heclia de la relación en 
que esté bu calidad con la de los que se producen en 
el país, pueato que se trata precisamente de compensar 
la inferior calidad, inevitable en los productos de una 
industria naciente, con respecto a los de las mismas in- 
dustrias extranjeras en plena madurez, con la ventaja 
del precio. Que el procedimiento sea o no bueno es 
cuestión ajena al juicio judicial. Que ésa sea su fina- 
lidad no puede negarse. Es, por consiguiente, desde el 
punto de vista de dicha finalidad que el régimen impo- 
sitivo en cuestión tiene que ser interpretado ; y así juz- 
gado no cabe bacer discriminación de calidades, — como 
no se trate de una inferioridad que haga al producto 
prácticamente inutilizable — , sin contradecir la finali- 
dad aludida, esto es, sin hacerla inalcanzable. (Confr. 
Palios: 189, 312 ult consid.). 

Que, por lo demás, el dictamen pericial de fs. 94 
no es de ningún modo terminante sobre este particular, 
pues aporta dos elementos de juicio que se contradicen: 
los ensayos según los cuales los cuerpos moledores na- 
cionales "parecen tener la misma dureza" que los 
extranjeros, y las referencias de fábricas de cemento 
según las cuales serían de una consistencia mucho me- 
nor. En ninguno de los dos casos se trata de comproba- 
ción hecha por el perito o si no por él, en circunstancias 
y condiciones que asegurasen el rigor técnico y la in- 
dependencia de las apreciaciones invocadas. 
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Que respecto a la cantidad, si bien es cierto que se- 
gún informa el perito la producción nacional es insufi- 
ciente, lo cual hace necesaria la importación de la 
difercnciu, la liberación reclamada por quien recurre a 
la importación tiene que fundarse en la prueba de que 
no le fué posible obtener aquí los accesorios. De lo con- 
trario bastaría que todos los industriales que necesitan 
estos accesorios se refiriesen al dato estadístico de la 
desproporción aludida para que todos pudiesen impor- 
tar sin cargo de derechos de aduana no obstante existir 
una producción nacional que en alguna medida, por 
reducida que fuere, habría podido cubrir sus necesida- 
des. Con lo cual también en este punto la finalidad de 
la ley quedaría frustrada. 

Que la explotación industrial para la que se im- 
portaron los cuerpos moledores es independiente de la 

de los mismos actores destinada a 





el cemento. Se trata, es verdad, del elemento principal 
— la piedra caliza — , pero no puede negarse que el ce- 
mento es un producto dislint o del que se extrae de la 
mina, resultado de la elaboración transformadora que 
se describe en el dictamen do fs. 94. La explotación 
minera es, sin duda, "la primera faz de la fabricación 
del cemento" {fs. U8 vta.), pero explotar un banco de 
arcilla y fabricar cemento son dos operaciones diver- 
sas» de una fundamental diversidad que no es borrada 
por la relación económica en que las dos se hallen y 
[ue proviene de no tener sentido, como dice el perito, 
la explotación separada del banco de arcilla. Lo que 
esto quiere decir es que, por razones económicas, nadie 
la emprenderá sin tener asegurada su conexión con 
una fábrica de cemento, pero no por ello d e ja do ser 
una explotación técnicamente distinta. Lo específica- 
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mente minero —y a ello se refiere la ley 11.281, art. 4» 
— t es sólo la explotación de la cantera (Cód, de Mine- 
ría, art. 5*). 

Por tanto se revoca In sentencia apelada de fs. 133 
y se rechaza, en consecuencia, la demanda. Sin costas, 
por ser revocatorio el pronunciamiento. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Al va hez Rodríguez 
— Rodolfo G. Val^nzuela. 



NACION ARGENTINA v. FLORENCIO OARGALLO 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del rular real. 

No habiendo loa peritos practicado unido» 1a tasación y 
careciendo de base para comparar razonablemente las con- 
cesiones contradictorias de los mismos, debe juzgarse sus 
dictámenes con sujeción a sus propios fundamento» y te- 
niendo en cuenta los antecedentes de ventas de tierras de 
análogas características, así como la, de tratarse de una 
expropiación que interrumpe forzadamente una explota- 
ción ganadera en marcha, 

INTERESES: Rehu-ión jurídica entre las partrs. Expropiación. 

El dueño del inmueble expropiado que omitió solicitar la 
entrega del dinero depositado por el Estado con anterio- 
ridad a la desposesión, carece de derecho para exigir in- 
tereses sobre esa suma. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Las costas del juicio de expropiación deben ser pagadas 
con arrotrlo a lo disrmesto por el decreto 17.920/44, que 
es constitueionalmente válido. 
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SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Ncuquén, noviembre 27 de 1944. 

Y viatoa: 

Los presentes autos seguidos por el Estado Argentino 
contra D. Florencio Gargallo, sobre expropiación de inmueble, 
de cuyas constancias, 

Resulta : 

Que con fecha 3 de setiembre de 1943, fs, 2, se depositó 
en el Banco de la Nación Argentina, sucursal Neuquén, la 
suma de $ 130.160,14 m/n. a los efectos de la expropiación del 
establecimiento "La Verdad", incluyendo las mejoras introdu- 
cidas, ubicado en el ejido del pueblo Las Lajas, departamento 
Picunches, (Gente del Sur), esta jurisdicción, con una 
superficie de 1936 hect., 04 a., 56 ms. 3 , 4690 ero.* dentro de loa 
siguientes linderos: al N. E. ; el río Agrio; al E., propiedad 
de Alejandro Sorondo; al N. SE.; S. y O. propiedad de Rafael 
y Marcelino Herrera Vegas, con destino a la construcción de 
cuarteles para el Tercer Batallón del Regimiento n° 10 de 
Infantería de Montaña Reforzado, (Exp. T* 16/1/C de 21-D.), 
en cumplimiento del decreto del Superior Gobierno de la 
Nación, n* 1838. 

Que con estos elementos de juicio y antecedentes, se pre- 
senta el Sr. Proc. Fiscal del tribunal, fs. 15, iniciando este 
juicio contra el propietario del inmueble, D. Florencio Garga- 
llo o contra quien o quienes resulten propietarios de los in- 
muebles que se expresan, establecimientos "La Verdad" y 
"Ruca Mahuída", entablándose la litis con respecto al prime- 
ro, de acuerdo con la observación formulada, fs. 16, para que se 
actúe por separado con respecto a D. Alejandro Sorondo. 

Que habiéndose corrido traslado de la demanda formula- 
da a fs. 18, fué contestado a fs. 25 vta., en la audiencia se- 
ñalada a sus efectos real izándose con el memorial agregado a 
fs. 27, con el plano respectivo y los interrogatorios corres- 
pondientes, para los testigos que se propusitron y el cuestio- 
nario, para los informes periciales, designándose al tercer 
perito, no habiéndose puesto de acuerdo las partes en la de- 
signación de perito único; se agregan los informes expedidos 
a fs, 55, 62, 64, 72, 73 y 121, este último sobre desafectación 
de la fracción de terreno donada h! Gobierno Nacional, parte 
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del mismo campo, por la suma de $ 74 ; a fs, 103 obra constan- 
cia de valuación de la propiedad ; con esos informes periciales 
y demás diligencias practicadas, quedó el juicio en estado de 
dictar sentencia. 

Y considerando: 

1 ) El dominio del inmueble se acredita coa las constan- 
cias de fs. 12 a 14 y el título de propiedad del mismo, lotes 
15 a 17, Sección XIV, Departamento de Picunches, de] Terri- 
torio Nacional del Neuquén, escritura pasada al folio 318 del 
Registro N» 46 de la Capital Federal, el 25 de noviembre de 
1936, inscripto al tomo VII, folio 267, incripción 4», n» 1939, 
zona Neuquén, por una superficie de 1941 hectáreas, título que 
se encuentra depositado en el Banco Hipotecario Nacional, 
según constancia de fs. de la sucursal en Neuquén. 

2) Según constancias de autos, el expropiado cedió a la 
Dirección General de Irrigación de la Nación, una fracción de 
4128 metros de tierra, ubicadas en el inmueble que se expropia, 
Estancia "La Verdad", gratuitamente, por contrato celebra- 
do el 29 de octubre de 1941, exp. n* 142.591-libros 5-41-14. 

3) Que la cuestión a resolver en esta litis, ha quedado 
reducida a la fijación del precio equitativo del inmueble ex- 
propiado, según el valor de la tierra en esa ubicación y el de 
las mejoras introducidas, de todo lo cual ha tomado posesión 
el Estado oportunamente, como también resulta de las cons- 
tancias de autos, previa consignación de la suma de eiento 
treinta mi] ciento sesenta pesos nacionales, en que ha fijado 
ese importe por el valor del campo y sus mejoras en el tiempo 
de la expropiación, cuando como en el caso hay una dispari- 
dad pronunciada entre los informes analíticos de los dictáme- 
nes periciales de que se hace méritos en este pronunciamiento, 
entre un mínimum ínfimo y un máximum demasiado elevado, 
para situarse en la realidad de la zona y valor de la tierra en 
ta misma, sometida a explotación ganadera, debe seguirse un 
método empírico, antes que el analítico de los informes técni- 
cos, sobre la base de racional promedio de los cuales, con un 
criterio actual ha de fijarse en definitiva, el preeio equitativo 
de la indemnización, teniéndose en cuenta, las condiciones y 
circunstancias en que el campo fué adquirido, la clasificación 
de sus diversas fracciones en que se divide su superficie, como 
también las mejoras introducidas, que han valorizado Ja pro- 
piedad, la tasación primitiva del Banco Hipotecario Nacional, 
el precio de venta de los campos vecinos, el destino de expío- 
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tación a que se encuentra sometido en el momento de ía expro- 
piación y la renta que producía en ese momento. 

4) El propietario Florencio Gargallo, disintiendo con 
el precio de la consignación, estima que el mismo debe estable- 
cerse en la suma de $ 649.170, por cuya diferencia con el 
importe consignado, deduce la acción manifestando que el es- 
tablecimiento de su propiedad, de referencias, es uno de los 
más importantes del Territorio por las comodidades y rendí- 
miento y por las características en razón de su naturaleza y 
ubicación y el factor climatérico, ventajoso para la industria 
ganadera, por tratarse de un clima templado que permite al 
ganado mayor y menor permanecer en el mismo durante todo 
el año, evitando los transportes de hacienda a la invernada o 
a la veranada, dice que además es muy superior el valor con- 
signado a las mejoras introducidas en el establecimiento ex- 
propiado y él ha crecido por la valorización de las tierras en 
general, en el territorio. Establece a estos efectos, en cada 
aspecto del campo, un valor setecientos pesos por hectárea, 
en la parte asfaltada, en una extensión de 120 hect. de nueva 
siembra ; 319 hect. de siembra vieja, a $ 450 por hect; 535 
hect. de campo parejo, con riego, a $ 350 por hect., 165 hect. 
de mallines a $ 300 por hect., 737 hect. de escorial o secano, a 
$ 10 por hect. y 1 1/2 hect. de frutales, a I 3.000 por hect. in- 
cluyendo el saldo en las mejoras existentes en el casco de la 
Estancia, galpones, población, corrales, baños lanares y ga- 
llineros, alamedas, compuestas de 5.000 álamos, a $ 8 c/u. ; 
2.100 sauces, a $ 3 c/u.; 32.000 m. de alambrado nuevo, de 7 
hilos y 22.000 m. de canales de riego, todo lo cual estima en la 
expresada suma de $ 649.170, constando el campo, según la 
mensura del ingeniero Izquierdo, de una superficie de 1936 
hectáreas, entre los linderos expresados. Estos precios son 

5) En el dictamen pericial del expropiante, el precio de 
la expropiación se fija como valor del campo incluyendo sub 
mejoras, en loa términos de la tasación, en la suma consignada 
de ciento treinta mil ciento sesenta pesos nacionales, como re- 
sultante de los precios parciales por fracciones de campo que 
considera equitativas, incluyendo alambrados, canales, planta- 
ciones, mejoras existentes y renta del establecimiento en pro- 
ducción. Estos precios indudablemente, no son equitativos, 
considerando el capital invertido, la expectativa razonable de 
la exploración a que se encontraba sometido y la renta que 
producía entre un 6 y 7 por ciento, según los informes peri- 
ciales. 
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De los dichos dos expertos, el de la parte expropiada, 
hace ascender ese precio en su dictamen, a la suma de pesos 
627.204.92 m/n., siguiendo el mismo inventario detallado pre- 
cedentemente por el expropiado; y el tercero, designado por 
el tribunal, lo fija en su dictamen, en la suma de $ 405.370,70. 
En síntesis, de lo expuesto, se anotan los siguientes cálculos: 

Parte expropiada $ 649.170 

Perito de la expropiada , 627.204,92 

Perito del expropiante 130.160 

Tercer perito „ 405.370 

6) Ha de tenerse en cuenta que en la tasación del Banco 
Hipotecario Nacional, practicada el 14 de marzo de 1924, 
hace veinte anos; se tasaba la propiedad expropiada, en la 
suma de $ 281.805, estimándose que el valor de esos campos 
no estaba tan sólo fijado en la calidad de la tierra, sino tam- 
bién en los capitales invertidos en obras de riegn, teniendo en 
cuenta además que como lo expresa el perito tercero, el pri- 
vilegio del cultivo de alfalfa, que se reconoce al campo, está 
ya utilizado, incluido en el valor de la propiedad, desde que 
aumenta la capacidad del mismo, para la industria ganadera 
de tjue se hace mérito, y por lo tanto, no pueda tasarse esta 
mejora separadamente, como igualmente sucede respecto de los 
canales y alambrados, como mejoras indemnizabas, desde que 
sin ellos, el campo no respondería a su destino, con la consi- 
guiente merma de capacidad y valorización, de modo que con- 
siderarlos según se hace en el dictamen pericial de la expro- 
piada, sería tasar dos veces una misma cosa, evidente error de 
criterio. 

Que por otra parte, debe considerarse también, como se 
manifiesta en el informe del tercer perito, en la inspección 
ocular del campo se constató que además de haberse retirado 
algunas instalaciones que eran mejoras, por necesidades de 
construcción de las obras que se estaban ejecutando, se había 
descuidado la conservación y labor de los canales de riego de 
la anterior primavera, dando como resultado, un embanca- 
miento importante de los mismos, una paralización parcial al 
riego y por consiguiente un rápido empobrecimiento de algu- 
nas partes del campo. 

Esta opinión corrobora la del perito del expropiante, en 
cnanto a la configuración y naturaleza de la tierra, que reúne, 
según el mismo, condiciones ventajosas para su exploración 
al contar con la variedad de terrenos que la configuran, de 
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fácil acceso e igual manejo, que lian permitido ubicar en su 
centro, el casco de Estancia, con las clasificaciones que exami- 
na, de planicie pedregosa o escorial, de nulo o escaso pastoreo ; 
faldeos aprovechables sólo para ganadería en la proximidad 
de los ojos de agua o vertiente que se tornan pastosas; frac- 
ción de Pampa entre el valle de I -\ Lajitas y La Buitrera, 
desmejorada por descuido de la distribución del agua; valles 
y mallines correspondientes a las márgenes de loa arroyos La 
Buitrera y Las Lajas, terrenos, de aluvión, de vegetación ca- 
racterística. Los precios adjudicados en cada fracción así cla- 
sificada por hectárea, son bajos, pero deben servir de base 
para un aumento proporcional al valor equitativo de la indem- 
nización, pues no se trata de establecer un precio para la 
compra-venta entre particulares interesados en una explota- 
ción industrial, agrícola o ganadera. 

7) Estos dictámenes periciales contrastan evidentemente 
con la tasación del Banco Hipotecario Nacional de 1924, en 
más y en menos, pero hay que tener en cuenta que las separa 
un lapso de veinte años, no obstante la valorización que por 
gravitación natural de las circunstancias ha debido recaer 
sobre la capacidad productiva de esos campos en la zona de 
ubicación, hasta el tiempo de la expropiación ; en consecuencia, 
en cuanto hace al valor estricto del campo, estableciendo un 
promedio entre esos informes, la tasación para la Contribución 
Directa Territorial de fs. 5, la pericia del Banco Hipotecario 
Nacional expresada, y el valor de las tierras en la zona, según 
los elementos de juicio acumulados por operaciones de compra- 
venta realizadas en la zona, se puede establecer con buen cri- 
terio, forzosamente empírico, un precio más elevado, como 
promedio entre este mínimum del perito oficial y el máximum 
del tercer perito, incluyendo en ésta los valores computados en 
el dictamen pericial de la expropiada, independientemente del 
valor de las mejoras que se considera más adelante, para esta- 
blecer el valor total de la expropiación. 

Asi el valor atribuido a las distintas fracciones del campo, 
por parte del propietario y de su perito, es excesivo, en cuanto 
al valor de la tierra y de bus mejoras (leal o potencial), en las 
sumas globales establecidas que deben reducirse en sus factores 
analizados, siempre teniéndose en cuenta el capital invertido 
y su renta para el valor de la indemnización, desde que como 
se ha dicho, se trata de una expropiación como utilidad pú- 
blica y no de una especulación de compra-venta o explotación 
industrial jmr particulares interesados en que se computen 
el valor real y el valor potencial de la eosa, desde el punto de 
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vista de una expectativa razonable ante la finalidad de la 
expropiación, que comprenda con el valor de la tierra, valuado 
en sus diferentes fracciones, el de las mejoras existentes, el 
capital invertido y la renta que rendía la explotación ganadera 
de la misma por su propietario. 

8) Corresponde considerar ahora, los elementos de juicio 
aportados por la prueba testimonial acerca del valor de las 
tierras en la zona de la expropiada. El vecino D. Santiago 
Adad a fs. 105, declara haber comprado 50 hect. en la misma 
región de Las: Lajas, pagando pur esa superficie, la cantidad 
de $ 10.000, a razón de $ 200 por hect. ; según el perito del 
expropiante, el vecino de la misma localidad D. Alberto Ascheri, 
compró en el año 1939 en la próxima zona de Loncopué, un cam- 
po compuesto de 417 hect., emparejado, y 150 hect. de pedregal, 
con alambrados, un canal de riego y otro secundario, a razón 
de $ 91 por hect. ; el vecino de la misma, D. Carlos Guevara, 
compró en 1939, un campo de 871 hect., con un canal de riego 
de cinco mil metros, a razón de $ 131 por hect., D. Fernando 
Gustazur y Lavalle compró en Loncopué también, un campo 
de 750 hect. a razón de $ 122 por hect. ; según informes de ve- 
cinos recogidos por el perito tercero, el valor de la hectárea 
en la zona, tierra de mallines oscila entre $ 300 y 500 por hect.; 
el mallín es un índice que regula por la renta cuya produc- 




ción favorece, el valor de las tierras. 

Así pues estimo en síntesis de conclusiones equitativas que 
puede aceptarse, con la reducción que aconsejan estos elemen- 
tos de juicio, el dictamen del perito tercero en el que debe 
incluirse, el de la expropiada por las mismas consideraciones 
reducidas a las justas proporciones con el control del informe 
del expropiante, que también se tiene en cuenta a estos efectos, 
estableciendo las siguientes proporcione» como valor estricto 
del campo para la expropiación: 

790 hect. escorial, a $ 20 la hect. . . $ 15.800 

439 hect. c/Riego, a $ 180 la hect. . . „ 79.020 

178 hect, cultivables, a $ 150 la hect. „ 26.700 

528 hect. variable, a $ 30 la hect 25.450 

1936 hect. Valor del campo $ 146.970 

A esta suma debe agregarse las otras por concepto de renta 
y perjuicio directo por la expropiación, que teniendo en cuenta 
que se trata de una explotación en mediana escala para la 
industria panadera, puede aceptarse un interés del 7 % sobre 
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ana renta calculada, según el tercer informe pericial, en pesos 
27.735 moneda nacional obtenida con la totalidad de los gastos 
y de los productos ; puede considerarse entonces, equitativa, la 
suma de $ 52.000, que debe agre izarse al valor neto del campo 
en concepto de indemnización, 'legando al siguiente total : 

Valor estricto $ 146.970 

Indemnización 52.000 



$ 198.970 

Debe agregarse también como dato ilustrativo, según peri- 
cia, que en el año 1925, este mismo campo de que se trata fué 
vendido en la suma de $ 180.000, siendo después subastado, 
en 1931, sobre base de $ 207.000 reducida luego en sucesivos re- 
mates del Banco Hipotecario Nacional a $ 15.000; el propietario 
actual lo adquirió en $ 56.000 con una hipoteca de $ 41.870, 
ínvirtiendo en mejoras según lo declara, mús de $ 30.000, hasta 
el tiempo de la expropiación. 

9) Todo esto en cuanto al valor de ta tierra, en lo que 
se relaciona con las mejoras existentes, deben distinguirse en 
la apreciación, las que hacen directamente al valor de la 
misma, como los canales de riego cuyo valor está incluido en 
la tasación de las fracciones y las otras que puedan influir en 
la producción para la renta del capital invertido, que debe 
tenerse también en cuenta, para la fijación del precio razona- 
ble por los perjuicios ocasionados por la pérdida de la pro- 
piedad, en la emergencia de desalojarla, al entregar la pose- 
sión al expropiante. En el informe del tercer perito, se esta- 
blecen igualmeute, con ecuanimidad, los intereses y la renta 
del capital a un tipo del 7 y Vá %. parece elevado, según 
el estado de la explotación industrial en el tiempo de la expro- 
piación, año 1943, tratándose de una explotación mediana, 
cuyo capital debe conceptuarse inferior al que resulta del 
dictamen pericial, según la existencia de hacienda y capital 
empleado. En síntesis, lo que debe pagarse por la expropia- 
ción, no ba de ser el capital que representa la explotación in- 
dustrial, sino el valor estricto del inmueble y la indemnización 
que determinen la renta de los capitales empleados y los 
perjuicios que sean consecuencia necesaria de la expropiación 
con la pérdida de la propiedad y sus perspectivas futuras. 

No dejan de tenerse en cuenta las consideraciones princi- 
pales del peritaje oficial, en cuanto aprecia los índiees de valo- 
rización del campo en las sucesivas operaciones de compra- 
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venta e hipoteca que han tenido lugar desde 1D24 y que osci- 
lan entre $ 281.000 y $ 50.000 para reducir el valor de las 
mejoras en los otros dos dictámenes, en la medida proporcional 
en que se ha reducido el valor de la tierra considerando como 
Be ha dicho, que lo que se debe fijar es una justa indemniza- 
ción, antes que una operación de venta satisfactoria, en el mer- 
cado de la producción industrial; y también, teniendo en 
cuenta el estado actual de las mejoras como se establece en 
el informe del expropiante sin haberse demostrado lo con- 
trario, el saldo pendiente del préstamo hipotecario que el 
expropiante debe abonar sin la facilidad del préstamo a largo 
plazo y la perdida de la renta correspondiente al capital in- 
vertido y al porvenir de la industria. 

Debe descontarse, según queda también establecido, del 
importe total en que se fija la indemnización correspondiente, 
la suma de $ 74,30 por concepto de la donación efectuada por 
el expropiado al Estado Nacional, en el año 1942, según re- 
sulta de la constancia de fs, 121. 

10) Corresponde tener presente la jurisprudencia sobre 
la materia, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en 
sus fallos registrados en los ts. 28, pág. 270; 159, pág. 351; 
39, pág. 178; 44, pág. 220; 4, pág. 464 y 82, pág. 415, estable- 
ciendo como normas directivas para la fijación de un criterio 
equitativo en caso de expropiaciones de campos en produc- 
ción, a fin de establecer un precio razonable, la ubicación y 
precio de costo del inmueble a expropiarse y de los campos 
próximos, la renta y loa perjuicios que sean consecuencia di- 
recta de ía expropiación. 

Por estas consideraciones y disposiciones legales de los 
arts. 2511 del Cód. Civ., 16 y concordantes de la ley 189 y 1° 
del decreto tí* 17.920 del Superior Gobierno de la Nación, 
fallo : 

Declarando transferido al Estado Nacional Argentino, 
con las mejoras existentes en el mismo, el inmueble propiedad 
de Florencio Gargat'o, Establecimiento "La Verdad", ubieado 
en el ejido del pueblo Las Lajas, cabecera del Departamento 
Picunches de este Territorio, que consta de una superficie de 
1.936 hect., 4 a., 56 ca. y 4.690 dm. 3 , dentro de los siguientes 
linderos: al N. E. el río Agrio; al E. propiedad de Alejandro 
Sorondo; al N. SE. y S. y O. propiedad de Rafael y Marcelino 
Herrera Vegas, conforme al plano corriente a fs. 13 y aue 
se tendrá como parte integrante de esta resolución; debién- 
dose pagar al expropiado la suma de $ 198.980 m/n. dentro de 
los quince días de notificado el expropiante, con intereses desde 
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la interposición de la demanda, sobre la diferencia entre la 
suma consignada y la establecida al tipo bancario oficial. 

Costas en el orden causado, art. 1 del decreto 17,920. — 
Juan Julián lastra. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, diciembre 13 de 1945. 

Vistos y considerando : 

Que estando las partes de acuerdo en no discutir la pro- 
cedencia de la expropiación demandada, el punto más impor- 
tante y el motivo exclusivo del litigio es la fijación de la suma 
que por ella ha de pagar el Estado Nacional al propietario 
del inmueble que es objeto de la medida. 

Que siguiendo al pie de la letra el tenor del art. 6* de la 
ley 189, cuando esta disposición menciona que en caso de des- 
acuerdo se decidirá lo que corresponda, oyendo a los peritos 
que las partes nombren para apoyar su pretcnsión, cada uno 
de los designados ha extremado los argumentos en cierto sen- 
tido, olvidando que al mencionar la misma cláusula que la 
decisión se tomará según el mérito de los informes, el verda- 
dero sentido de la misión es informar objetiva e imparcial- 
mente, como debe hacerlo todo perito, para orientar y no para 
extraviar al magistrado. 

Que tampoco en el dictamen del perito tercero se observa 
!a condición ideal señalada para que el resultado sea indicar 
el verdadero precio conmutativo del inmueble, en las condi- 
ciones del mercado y en el momento de la expropiación, ajus- 
tado al precepto legal de abstenerse de apreciar las ventajas 
no logradas ya por el propietario, o ganancia hipotéticas v 
correspondientes a iniciativas posible pero no comprendidas 
—art, 16 — 

Siendo así. no es aceptable que después de reconocer el 
perito de fs. 173 la existencia de mejoras en canales cuyo valor 
de ejecución calcula el mismo en $ 104.000 (números redon- 
dos), alambrados por 37.500; edificios por 11.000, árboles fru- 
tales y forestales, siembras y labranzas, todo ello le conduzca 
a la apreciación final, en la que entra por cierto el valor de 
ia tierra libre de mejoras, de que el inmueble vale $ 130.000. 

Las mismas reflexiones, pero del punto de vista opuesto 
de la exageración del valor para llevar la tasación a * 630.000 



aproximadamente, merece el informe de fs. 120, igualmente 
desorientador. 

Ni siquiera ha sido posible obtener que los peritos se 
pongan de acuerdo para que el Juez sepa si hay tantos o 
cuantos árboles de cada especie, tantas o cuantas hectáreas 
alfalfadas, etc. 

Ante ciertos argumentos duda sí se trata de peritos o de 
chalanes de la literatura chV-ica, redivivos en un nuevo am- 
biente. El tribunal se ve precisado a estas reflexiones, algo 
severas, porque estos procedimientos deben cesar definitiva- 
mente y porque el crédito de las decisiones judiciales, el pres- 
tigio mismo de la justicia, se ve comprometido luego, si no se 
logra acertar en medio de tanta disparidad para lo que, por 
otra parte, no es solución adecuada al método de promedios 
entre las apreciaciones periciales, que si se lo adoptara y advir- 
tiera como sistema de resolver conduciría a que cada intere- 
sado emprendiera la carrera exageraciones propicia para reba- 
jar o elevar dicho término medio. 

Que, por otra parte, la propiedad de que se trata ha nido 
objeto de transacciones versátiles, explicables quizá porque 
está en un medio donde las operaciones de compra-venta no 
son frecuentes, donde la falta de capitales del poblador voca- 
cional expone a las liquidaciones desastrosas, y adonde no con- 
curre, sino en actitud de presa, el capitalista capaz de sobrepo- 
nerse a las dificultades, porque los centros de transacciones 
frecuentes le ofi sen seguridad y estabilidad a la inversión y 
le son mejor conocidos. 

El mismo Banco Hipotecario Nacional, siendo sin duda 
correctamente asesorado, acordó antiguos préstamos que con- 
dicen con el valor apreciable de las viejas mejoras, pero hubo 
de liquidar en época de pánico y crisis con malos resultados 
que condujeron a una ventajosísima adquisición al último 
propietario, la cual ha sido también preconizada como ante- 
cedente de depreciación, sin que estrictamente corresponda 
para circunstancias distintas concurrentes en el caso y en el 
momento de expropiarse el inmueble. Como en las subastas de 
los viejos tiempos, hay que decir: "buena prole haga", según 
la fórmula cortesana del adjudicador, y, en consecuencia, apre- 
ciar el valor del inmueble en el momento actual. 

Que, teniendo en cuenta la importancia de las mejoras 
incorporadas a la fin. a, en canales, alambrados y demás cate- 
gorías a que ya se aludió, el tribunal aprecia que el precio 
fijado por el a-gao constituye prudente apreciación. 

Que, en cuanto a los intereses, debe correr desde el rao- 
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mentó de la incautación ba^ta el de la fecha en que fué puesta 
a disposición del expropiado la suma ofrecida y por el rema- 
nente basta que ocurra igual cosa. 

Que, respecto de las costas, la regla del artículo 18 de la 
ley 189 debe mantenerse, como única manera de que la indem- 
nización integral prevista por el art. 16 de la Constitución 
Nacional no sea disminuida por gastos que inciden sobre ella, 
salvo el caso de exceso en la dpfensa que sólo puede tenerse 
por comprobado o cuando el valor ofrecido iguala a la suma 
que fija la decisión judicial. 

En consecuencia, corresponde que el expropiante cargue 
con las costas del juicio. 

Por ello, se confirma la sentencia recurrida, en cuanto 
a la suma básica que fija y se la modifica, en lo tocante a los 
intereses y costas. las que se pagaran conforme a lo que se 
deja establecido en los anteriores considerandos. — Ernesto 
Sourrouillc. — Rcnjamin de ta Vega. — Iaíís Gomóles War- 
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Bs. Aires, 13 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos "Estado Nacional Argentino 
contra Florencio Gargallo, juicio de expropiación", en 
los que se han concedido los recursos ordinarios de 
apelación interpuestos por ambas partes a fs. 265 y 
266 contra la sentencia dictada a fs. 260 por la Cá- 
mara Federal de Bahía Blanca; y 

Considerando : 

Que se comprueba de nuevo en esta causa la irre- 
gularidad de la prueba pericial señalada por el Tri- 
bunal en muchos casos anteriores (Fallos: 201, 560; 
205, 453; 206, 120). En esta misma fecha díctase sen- 
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tencia en los autos "Estado Nacional v. Bagnsi Do- 
mingo (suc), expropiación". Las observaciones hechas 
a su actuación allí de los mismos peritos deben repe- 
tirse aquí. Todo lo cual justifica el severo juicio que 



normas con sujeción a las cuales lia do realizarse en 
adelante la prueba en cuestión {art. 148 de la ley 50), 
puesto que el mal no está en la prueba misma ni en la 
vigente legislación de ella, sino en el modo irregular de 
producirla. La medida para mejor proveer dispuesta a 
fs. 285 impuso la presentación conjunta de fs. 296 en la 
cual los peritos se ratifican en sus dictámenes anterio- 
res y si bien agregan algunas explicaciones son clara- 
mente insuficientes para dar razón atendible de la 
magnitud de sus discrepancias. 

Que prescindiendo del dictamen dei perito pro- 
puesto por la demandada, pues carece de todo punto 
objetivo de referencia, ha de observarse al informe del 
que propuso la actora, que luego de atribuir gran irn- 



hiclu} e ese valor en el precio asignado al campo, que 
es de $ 106.000, con lo cual el valor de la tierra con 
prescindencia de la mejora indicada sería de $ 22.000, 
os decir de poco más de $ 10 la hectárea como término 
medio, no obstante que el mismo perito menciona a 
fs. 195 una venta a 170 kilómetros de Zapala, — el ex- 
propiado está a 63—, en fracciones de dos y tres le- 
guas, — mayt res que la expropiada—, "apto para re- 
gadío" lo que quiere decir que aun no estaba regada, 
del que no dice que estuviera alfalfado en parte como 
el de este juicio, entre $ 17 y $ 26 la hectárea; y otra 
de un campo de pastoreo natural, — éste tiene una im- 





i$ 84.000 
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portante fracción alfalfada—, sin regadío, a $ 18 la 
hectárea ; que luego de calcular en $ 6.800 la renta lí- 
quida anual posible de una explotación ganadera, para 
determinar el capital adopta un rendimiento de] 6 Jo 
y poco más adelante, refiriéndose a arrendamientos 
afirma que deben calcularse a razón del mismo G %, 
equiparación claramente inadmisible; que si bien las 
ventas citadas a fs. 195, en las cuales, entre 1939 y 1941, 
se obtuvieron de | 91 a $ 200 por hectárea, correspon- 
den a extensiones menores que la expropiada, cabía la 
rectificación proporcional correspondiente para utili- 
zar un elemento de juicio que por referirse a campos de 
análogas características y en la misma región, era de 
una objetividad muy superior, por cierto, al cálculo 
conjetural de productividad hecho por el perito y, sin 
embargo, dicho elemento de juicio no aparece utilizado 



en la tasación final donde hay un precio máximo de 
$ 180 para 440 hectáreas y para los demás precios que 



oscilan entre $ 50 y $ 3. Es, pues, patente que se trata 
de una valuación injustificadamente baja, 

Que el dictamen del perito tercero es, también, 
objetable porque no tiae constancia de ninguna opera- 
ción de compraventa de inmuebles más o menos seme- 
jantes al expropiado, porque hace conjeturalmente un 
cálculo de lo que la estancia producía, —no de lo que 
podía producir—, sin ningún elemento concreto de 
juicio, sólo de oídas, pues no se llevaban libros ni ha 
dispuesto el perito de otra documentación ni conoció 
la estancia cuando se la explotaba, cálculo que le lleva 
a fijar en $ 27.735,80 la productividad líquida anual, 
que el perito Izquierdo estimó en $ 6.800, sin que nin- 
guno de los dos se haya preocupado de refutar el 
cálculo tan distinto del otro ; porque al valor de pesos 
169.000 en que tasa el campo libre de mejoras, agrega 
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I 236.000 en concepto de estas últimas, por lo ctial, 
excluyendo las poblaciones avaluadas por él en pesos 
45.000, se tiene un promedio de $ 190 para la totalidad 
del campo, no obstante que este mismo perito atri- 
buye a 738 hectáreas de él un valor de $ 20 cada una, 
lo que quiere decir que su estimación supera en mu- 
cho, para todo lo expropiado el más alto precio obte- 
nido en las ventas de tierras semejantes citadas por 
el perito Izquierdo a fs. 195 y que corresponde a ex- 
tensiones mucho menores, —el precio máximo de $ 200 
la hectárea es de una fracción de 50 hectáreas—. 

Que la tasación del Banco Hipotecario Nacional 
en 1924, de $ 281.805 no puede tomarse en cuenta por- 
que un año después el mismo Banco tasa en $ 182.900. 
Tampoco constituyen elementos de juicio los cuatro 
remates fracasados entre 1931 y 1933 y la venta final, 
este último año en $ 50.000, ni tampoco la de 1936 en 
$ 56.000 porque se trata de épocas de suma depresión 
económica, depresión totalmente superada al tiempo 
de la desposesión — octubre de 1943 (fs. 103) — „ a lo 
cual debe agregarse que según informan los peritos, 
después de la compra del actual propietario introdujo 
importantes mejoras. 

Que por las precedentes consideraciones, los an- 
tecedentes de ventas de tierras de análogas caracte- 
rísticas y la circunstancia de tratarse de una expro- 
íe interrumpe forzadamente una explotación 

fijada en la sentencia en concepto de total indemni- 




expropiado reconoce a fs. 280 vta. no haber 
pedido en estos autos la extracción de lo consignado 
por el Gobierno expropiante, lo cual le inhabilita para 



FALLOS DE LA CORTE SUPUEMA 



reclamar intereses soore ese importe que se depositó 
con anterioridad a la desposesión (fa. 2 y 103). 

Que el señor Procurador General, como repre- 
sentante del Gobierno Nacional, recurre también (fa. 
283 vta.), de la imposición de costas. Este recurso debe 
prosperar porque el preeio fijado está muy por debajo 
del ofrecido más eí 50 fe de la diferencia entre éste 
y el pretendido por el propietario (fs. 33). Siendo así 
el art. 18 de la ley 189 tal como fué reformado por el 
decreto 17.U20/44, cuya constitucional idad reconoció 
esta Corte en Fallos: 204, 534, dispone que las costas 
se paguen en el orden causado. 

Por tanto se confirma en lo principLl la sentencia 
apelada y se reforma en cuanto a las costas, que debe- 
rán pagarse en oí orden causado y las comunes por 
mitad en todas las instancias. 




D, Casares — Felipe S. 
— Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvaro Rodríguez 

— RODOLFO O. VALENZUELA. 



NACION ARGENTINA v. DOMINGO RAGUST, 
— su sucesión — . 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valar real. 

No habiendo los peritos practicado unidos la tasación y 
careciendo ü<- i>use para comparar razonablemente las con- 
clusiones contradictorias de los mismos, debe juzgarse sus 
dictámenes con sujeción a sus propios fundamentos y te- 
niendo en cuenta los antecede otes de ventas de tierras de 
análogas características así como el precio por el cual en 
fecha reciente los dueños del inmueble lo ofrecieron en 
venta a la Nnción. 
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COSTAS: XuluraleraM juicio. Expropiación. 

Las costas del juicio de expropiación deben ser pagadas 
con arreglo a lo dispuesto por d decreto 17.920/44, que 
es constitucionalmetite válido. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos "Estado Nacional Argentino 
sucesión de Domingo Bagusi, juicio por expro- 
i n t en los que se han concedido los recursos ordi- 
narios de apelación interpuestos por ambas partes a 
fs. 214 y 215 contra i.a sentencia dictada a fs. 211 por 
la Cámara Federal de la ciudad de Bahía Blanca; y 




Que una vez más — eonfr. Fallos : t. 201, p. 560 ; 
y sentencias de fechas 23 de agosto de 1946 "Bs. Aires, 
la Provincia v. Salamanca, María Julia Martínez de 
Hoz de y otros" y 16 de octubre de 1946 "Dirección de 
Parques Nacionales v. Vereertbrugghen, Benito*'— el 
tribunal dobió observar la forma de actuar de los pe- 
ritos, que no practicaron unidos la diligencia, como 
era su deber, lo cual hizo posible que cada uno utilizara 
puntos de referencia para la estimación del valor de la 
tierra que no eran tomados en cuenta por los otros, y, 
en consecuencia, se careciese de base para comparar ra- 
zonablemente las tres conclusiones. Basta mencionar la 
suma a que se llega en cada una — $ 558.000, $ 339.000 y 
$ 60,000 — para comprobar la gravedad de la conse- 
cuencia. La medida para mejor proveer dispuesta a 
fs. 231 determinó la presentación conjunta de fs. 239, 
la cual contiene algunas de la* explicaciones que falta- 
ban en las pericias originarias. No se han suplido, sin 
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embargo, todas las deficiencias, pues, si bien cada perito 
enuncia el criterio con que realizó la estimación de la 
tierra, los expertos no se hacen luego cargo de la magni- 
tud de las discrepancias que hay entre sus conclusiones 
y que es por sí sola prueba incontestable de que alguno 
de los criterios era insanablemente defectuoso o que se 
los aplicaba erróneamente, porque es imposible que res- 
pecto al valor de un campo se discrepe entre $ 50 y 
$ 1.000 la hectárea, que son los precios mínimos fijados 
por el perito propuesto por el actor y por el tercero* 

Que en el dictamen del perito propnesto por la parte 
demandada los elementos de juicio son escasísimos y 
están presentados sin la explicación de sus característi- 
cas indispensables para establecer comparaciones. El 
propuesto por la actora llega como valor máximo, sólo 
para 18 hectáreas, a * 350 y el resto lo tasa entre * 250 
y $ 50 la hectárea; el segundo estima 70 hectáreas a 
$ 2.250 cada una. 30 a $ 1.500 cada una y 60 a * 1.000 
cada ana. Las operaciones de compra- venta considera- 
das por uno y por otro son distintas por lo cual la con- 
frontación de los dictámenes se hace imposible y en con- 
secuencia hay que juzgar a cada uno con sujeción a sus 
pro] nos fundamentos. 

Que de las ventas citadas por el perito propuesto 
por la actora hay que descartar la de Angola Castillo de 
un lugfcf más próximo a la planta urbana y que. sin 
embargo, se hace a sólo * 124 la hectárea, y la del campo 
El Porvenir, de más de 5.000 hectáreas, por lo cual no 
puede compararse con una chacra de 180. Respecto a 
la venta de la chacra 7 , a * lSfO la hectárea, hay que 
observar que está más alejada de la población que la de 
los demandados y que la operación tuvo lugar antes de 
que se habilitara el camino al lago Lolog. El mismo 
perito cita la venta de la quinta 8, de 18 hectáreas a 
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$ 1.045 la hectárea. Si se tiene presente esta operación, 
con todas las reducciones que impone la diversidad de 
ubicación y de tamaño, que según el mismo perito en 1927 
el Banco Hipotecario Nacional tasó las chacras expro- 
piadas, sin mejoras, a razón de $ 217 la lieetárea, y que 
a doce kilómetros del lugar, en Villa Quila-Quina, que 
existe sólo en proyecto, Parques Nacionales ofrecía tie- 
rras en venta en la parte residencial con base de $ 200 
la hectárea {fs. 71), resulta injustificadamente bajo el 
precio promedio a que el perito llega. 

Que el cálculo del perito tercero es también suscep- 
tible do graves reservas. La primera de todas, que" tra- 
tándose de tasar dos chacras de 180 hectáreas en total 
a dos kilómetros y medio de la planta urbana, los pre- 
cios de las ventas correspondientes a tierras relativa- 
mente análogas no pueden promediarse con los obtenidos 
por lotes urbanos, pues se trata de inmuebles de dis- 
tinta especie. La segunda, que las ventas en la planta 
urbana con signadas en la planilla de fs. 159 oscilan en- 
tre $ 9.350 y $ 190.000 la hectárea, prueba de que han 
debido mediar muy particulares circunstancias en uno y 
otro caso que era preciso compensar para que estos pre- 
cios pudieran compararse, no obstante lo cual el perito 
no las explica. La tercera que en la planilla citada no se 
indica ¡ú los precios corresponden en cada caso a la 
tierra libre do mejoras o soii simplemente los de la ope- 
ración de compraventa en la cual bien pudieron com- 
prenderse en algunos casos construcciones u otras me- 
joras. La cuarta que no se ve razón suficiente para ex- 
cluir de los puntos de referencia, como lo hace el perito, 
la venta de 10* y Ví> hectáreas a 1,100 metros de la pobla- 
ción, efectuada a razón de $ 1.820 la hectárea, pues la 
falta de aguada, por lo cual el perito la excluye, no 
tiene, según el mismo dice, importancia en la zona pues 
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"hay proximidad y abundancia de agua subterránea". 
Por todo ello los precios por él fijados de $ 2.250 para 
70 hectáreas, $ 1.500 para 30 y f 1.000 para 60, tratán- 
dose de una extensión de 180 hectáreas, entre 8 y 14 ve- 
ces mayor que cualquiera de las fracciones suburbanas 
citadas por él en los planillas de ventas, y situada a 
doble distancia de San Martín de los Andes que la de 
16 y y 2 hectáreas vendida a $ 1.820 la hectárea, son sen- 




Que según constancias de fs. 4 y 5 el 16 do enero 
de 1943 los propietarios ofrecieron la propiedad de que 
so trata al Gobierno Nacional en $ 108.889,30 la tierra 
y $ 92.800,00 las mejoras, lo que arroja para lo primero 
un promedio de $ 600 la hectárea, inferior al que la sen- 
tencia apelada determina. Sin embargo, no debe consi- 
derarse este precio pedido por la tierra con indepen- 
dencia del que se pidió por las mejoras, pues el inmue- 
ble constituye una unidad integrada por la tierra y las 
mejoras. Por consiguiente, si a estas últimas se las 
estima eu menos de lo pedido por los propietarios, 
como se hace en la sentencia recurrida, el hecho de fi- 
jar para la tierra un valor superior al de la propuesta 
de los dueños no importa hacer una estimación más 
alta que la de estos últimos si el precio total no supera 
al protendido por éstos. 

Quo el valor fijado a la tierra en la sentencia de 
que se recurro da un promedio de | 700 la hectárea, el 
cual habida cuenta de las características de extensión y 
ubicación y los precios de las operaciones precedente- 
mente consideradas, es equitativo. 

Quo nada hay que agregar a lo expuesto en las 
sentencias de las dos instancias anteriores sobre el va- 
lor de las mejoras fijado en ella. 

Que no se ha probado la existencia de otro perjui- 
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ció causado por la expropiación que el de la privación 
deí inmueble, indemnizado con el justo precio a que 
se caba de aludir. 

Que la cuestión relativa a los intereses planteada 
a fs. 227 vta. y sigtes. del memorial ante esta Corte es 
extemporánea, pues la sentencia de la Cámrra no con- 
tiene pronunciamiento sobre el particular ni se pidió 
aclaratoria al respecto. 

Que la sentencia recurrida debe ser modificada en 
lo que decide con respecto a las costas del juicio, cuya 
imposición a la demandada solicita el Sr. Procurador 
General a fs. 222. Ellas deben ser pagadas en el orden 
cansado atento lo establecido por el art. 18 de la ley 189 
reformado por el decreto n' 17.920/44 cuya constitu- 
cionalidad declaró esta Corte en Fallos; 204, 534, y la 
circunstancia de ser el precio fijado inferior al ofre- 
cido más el 50 % de la diferencia entre éste y el pre- 
tendido por el propietario (fs. 51). 

^ Por ello confírmase en lo principal la sentencia de 
fs. 211 y se la reforma con respecto a las costas, que 
deberán pagarse en el orden causado y las comunes 
por mitad eu todas las instancias. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
J usto L. Alvahez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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PALLO* DE LA CORTE 8UPBEH A 



PAJA NACIONAL DE JUBILACIONES CIVILES v. ALE- 
JANDRA Í RARBIERI DE CAPURRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re.juititoj propio*, Relación di 
recta. Sentencian con fundamento* tío fedérale* o fedérale* consentidos. 
Exclusión de la* cnestione* de Hecho, Vario*. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia (|iie. fundada en la circunstancia de que la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles, por resolución apro- 
bada por el P. E. y no anulada, otorpó la pensión no 
obstante tener eonoeimiento de (pie la interesada gozaba 
de una jubilación, rechaza la demanda de dicha reparti- 
ción tendiente a obtener la devolución de las cuotas inde- 
bidamente cobradas por la pensionista 

ACUMULACION DE BENEFICIOS^ Jubilación?* y pensione* na- 
cionales. 

El art. 4!) de la ley n' 4349 se opone a la acumulación 
de una jubilación y una pensión civiles ( 2 ). 



VICENTE D 'EMILIO v. SOC. EN COMANDITA 
M. NEUMANN 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Rcottisitn* formóle*. Interposición 

del recurso. Fundamento. 

Para el correcto fundamento del recurso extraordinario 
se requiere la mención concreta de la norma nacional in- 
vocada por el apelante ( a ). 



NACION ARGENTINA v. FEDERICO DUMAS 

EXPROPIA CIOX; Indemnización. Generalidades. 

VA resarcimiento correspondiente al dueño de la cosa ex- 
propiada no tiene por objeto ponerla en condiciones de 



(l) 18 de agosto do 1947. 
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substituirla por otra fundamentalmente igual. Aquél debe 
ser fijado con referencia a la fecha de la demanda o de 
la oeupaeión del bien por el expropiador cuando ésta es 
anterior a la estimación de los peritos, y con prescinden - 
cia de la valorización o desvalorización experimentada por 
la propiedad y el dinero entre esas fechas y la de la sen- 
tencia. La demora en el pago sólo da derecho a cobrar 
los intereses respectivos, a menos que la i «disponibilidad 
de la suma respectiva hubiera causado un perjuicio con- 
creto distinto de la mera improductividad del capital f 1 )- 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

La fijación del monto de los honorarios de los abogados 
y procuradores en los juicios sobre expropiación no debe 
hacerse con sujeción al arancel establecido por el decreto 
n* 30.439/4*, sin perjuicio de tener presentes las escalas 
que en él se establecen para los demás trabajos judiciales, 
a fin de procurar la justicia de una proporcionada equi- 
paración de sus regulaciones en estos casos con las de 
aquellos contemplados en el decreto. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, diciembre 30 de 1944 

1» Y Vistos: estos autos caratulados "Fisco Nacional 
— (Procurador del Tesoro) contra Dumas Federico, Robre 
expropiación — " de cuyo estudio resulta: A fs. 4 se presenta 
el Sr. procurador del tesoro, Dr. Bernardo Velar de Irigoyen. 
en nombre y representación del Gobierno Nacional, a mérito 
del decreto poder agregado a f. 2, manifestando que: "por ley 
n° 12.826, dictada en set. 30/942, se declaró de utilidad pú- 
blica los inmuebles situados en la manzana comprendida entre 
las calles Victoria, Alsina, Defensa y Ba! caree de esta ciudad, 
Capital de la República, designados con los núms. 151 al 161 
de la calle Balcarce; 302 al 314 y 340 al 374 los de la calle 
Victoria y 124 al 164 el de la calle Defensa". 

Per dicha ley se autorizó al P. E. a expropiar los inmuebles 
de referencia, para afectarlos al Banco Hipotecario Nacional. 
En ejecución del citado precepto legal su mandante dietó el 



(i) En la misma fecha fué resuelto en igual sentido el juicio se- 
guido por la Nacióü contra Eugenio Duroaa. 
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decreto núm, 134.047 — expedido por intermedio del Min. de 
Hacienda en ocí. 27/942, ruya copia acompaña — por el que se 
autorizó al Banco Hipotecario Nacional el iniciar gestiones 
"con el fin de llegar a un arreglo directo con los propietarios 
de los inmuebles afectados, ofreciendo por las fincas el valor 
asignado por la tasación de contribución territorial, pudiendo 
apresar un adicional que no deberá exceder del 20 % de dicho 
avalúo". 

Fracasadas las gestiones realizadas con el fin de llegar a 
un arreglo directo con los propietarios, en cumplimiento de 
la representación que le confiere el art, 2* del decreto —fun- 
dado, en la ley 3367 — , "inicia el presente juicio contra Pe- 
derico Dumas, por expropiación por causa de utilidad pública 
legalmente calificada de la finca de la calle Victoria núms. 
340/62". 

Estima el valor del precitado inmueble en la suma de 
t 511.000 m/n. en base a ta valuación practicada por la Con- 
tribneión Territorial, importe que ha sido depositado en el 
Banco de la Nación a la orden del juzgado y como pertene- 
ciente a este juicio, ver boleta de depósito de fs. 1, sin per- 
juicio de reconocer un adicional del hasta 20 % de dicho ava- 
lúo para el supuesto de que en autos se probara que su valor 
pudiera alcanzar hasta ese monto. 

Solicita la posesión y que se declare definitivamente tras- 
ferido al Gobierno Nacional el dominio pleno y perfecto de la 
finca sub causa. 

2* El demandado se presenta a fs. 24 por apoderado, 
acompañan»! j ios títulos de propiedad del inmueble motivo 
de este juicio, y manifiesta su disconformidad con el valor de 
expropiación asignado por el actor, efectuando una serie de 
consideraciones conducentes a demostrar la exactitud de sus 
aseveraciones; pide se le reconozca, en m oportunidad, el de- 
recho que invoca. 

3« A la audiencia fijada a los efectos del art. 6* ley 189, 
concurren las partes; sostienen sus respectivos derechos y 
aceptan la prueba pericial, como así también los puntos sobre 
los cuales debe versar la misma. Ver fs. 48. La demandada so- 
licita se le tenga por contestada la demanda con las manifes- 
taciones formulnadas en su escrito de fs, 24, y la salvedad 
apuntada a fs, 36; propone por su parte perito al ingeniero 
Víctor Galcerán Espinosa y de común acuerdo con la contra- 
parte la designación de oficio de un perito tercero. 

4' A fs. 54 vta. se designa perito al arquitecto Baúl R, 
Fitlc, propuesto por la parte actora y al ingeniero Guillermo 
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Llames Massini, en carácter de perito tercero, quienes, con- 
juntamente con el perito de la demandada, y luego de aceptar 
sus respectivos cargos, presentan las operaciones encomenda- 
das en la siguiente forma: a) Parte actora, ver fs. 95. — Es- 
tima el valor total de la propiedad citada (Victoria 340/362) 
en $ 703.425,05 que descompone en la siguiente forma: finca 
Victoria 340/48 en $ 880 el metro cuadrado de terreno, igual 
a $ 261.634,40; y el edificio a razón de $ 40 el metro cuadrado 
de superficie cubierta, igual a $ 50.471.20, lo que forma un 
total de $ 311.505,60; y Victoria núm. 350/62 en $ 850 el me- 
tro cuadrado de terreno, igual a $ 336.141 y la superficie cu- 
bierta de esta finca en $ 35, ipual a $ 55.778,45, lo que hace 
un total de $ 391.919,45. 

b) Parte demandada, ver fs, 7? — Asigna un valor total 
a la expresada finca de $ 991.481,1)5. discriminado en los si- 
guientes parciales: finca Victoria 340/48 en $ 1,000 el metro 
cuadrado de terreno, ignal a $ 296.630, y la superficie cubierta 
de la misma en $ 91 el metro cuadrado, igual a $ 114.821,98, 
lo que forma un total de $ 411.451.98; y finea Victoria 350/62 
en $ 1.100 el metro cuadrado, igual a $ 4.15.006 por el terreno 
y en $ 91 la superficie cubierta por metro cuadrado, igual a 
$ 145.621,97, lo que forma un total de £ 580.029,97. 

c) Perito tercero, ver fs. 132. — Avalúa el total del pre- 
dio en cuestión (Victoria 340/62) en $ 869,230,80. Llega a la 
conclusión de referencia en base a los siguientes parciales: 
finen Victoria 340/48 en $ 950 el metro cuadrado de terreno, 
igual .> $ 281.798,50 y en $ 70 el metro cuadrado de super- 
ficie cubierta, igual a $ 88.324,60, con un total de $ 370.123,10 
y finea Victoria 350/62 en S 980 el metro cuadrado de terreno, 
igual a $ 387.550.fl0; y en $ 70 el metro cuadrado de snpprficie 
cubierta, igual a $ 111.556,90, con un total de $ 499.107,70. 

3» Corrido un nuevo tradado por su orden, las pnrtes 
lo evacúan a fs. 148 y fs. 174, con lo que se dictó a fs. 176 vta. 
la providencia de autos para sentencia. 

Considerando que: 1° En virtud de lo dispuesto por la 
ley 12.826 ha sido declarado de utilidad pública el inmueble 
de propiedad de Don Federico Dumas, ubicado en esta ciudad, 
calle Victoria 340 a 362. 

2* En la audiencia designada a los fines de lo dispuesto 
por el nrt. 6* ley 189, el demandado manifiesta su disconfor- 
midad con el precio de $ 511.000. ofrecido en representación 
del Gobierno Nacional por el Procurador del Tesoro, y tjue 
se fundamentara en la avaluación asignada al inmueble por la 
Contribución Territorial alegando sobre la ubieación excep- 
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cional del bien y reiterando las consideraciones aducidas en 
rus escritos de fs. 24 y 148. Dornas estima su valor y el de 
indemnización en la cantidad total de $ 1.216.287,16. 

3° Los peritos nombrados llegan a un acuerdo con res- 
pecto a las medidas lineales y superficiales del terreno; pla- 
nos de los respectivos edificios; superficies cubiertas y des- 
cripciones de los edificios que forman el total del inmueble, 
discrepando en lo que concierne a sus valores. 

4» Dada la disconformidad de los peritos y apreeinndo los 
informes producidos en su carácter ilustrativo, los precios fi- 
jados para otras expropiaciones y demás factores mencionados 
por las partes y los técnicos, el suscrito estima equitativas las 
conclusiones a que arriba el perito tercero, ajustando de esta 
manera las reglas de conducta en las cuales puede fundar 
un criterio más exacto para establecer e 1 monto a pagarse 
en concepto de precio c indemnización del inmueble expro- 
li indo, 

l'nr estos fundamentos y lo dispuesto en bis leyes 189 y 
12.826, fallo ! declarando trasferido n favor de la Nación el 
dominio de las fincas calle Victoria 34(1 a 348 v 350 a 3(52, 
previo pago al Sr. Federico Dumas de la suma de * fi6!),230,80 
m/n., en concepto de total indemnización de acuerdo ron la 
ley 18ÍÍ, con el interés que cobre el Raneo de la Nación Ar 
gen tina desde la fecha de la toma de posesión del inmueble, 
hasta Ja del cobro parcial que acredita el recibo de fs. 37 y 
sobre el excedente de dicho importe basta la del pago dd saldo 
y las costas del juicio üirt. 18. ley IfiíM. De conformidad con 
lo dispuesto por el decreto 11° 30.430/44 regulo los honorarios 
de la di rece ión letrada del demandado en la suma de pesos 
3fi,íi00 m/n. v los del procurador de Ja misma parto eii pesos 
11.000 ni n. - . fí (Jache. Piran, 

Sentencia tus la Cámara Federal 

Rueños Aires, marzo 20 de 1046. 

Y considerando: " 

lint re los fines de ta ley 1H0 de expropiación, está el de 
compensar, equitativamente, al propietario, por la pérdida 
de su bien, pagándole su valor real c indemnizándole los daños 
y perjuicios ocasionados que sean consecuencia directa y nece- 
saria de su desapoderamiento, de modo tal, que su patri 
mouio no sufra lesión. 
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Esto resarcimiento, sin embargo, no busca poner al pro- 
pietario en una situación de hecho igual a la alterada o des- 
truida por la expropiación. Va, pues, de suyo, que tampoco el 
de ganancias y ventajas hipotéticas o indebidas. 

El actor sostiene que la sentencia afecta su patrimonio, 
al no concederle el valor de la tierra en el momento en que 
se le abone lu totalidad del precio que a la misma le reconozca 
la decisión judicial definitiva. 

Este punto d¡e vista no es admisible, porque el precio h 
papar es el que tiene la cosa eti el momento de la toma de 
posesión del inmueble, al cual reí rot raen sus efectos las sen- 
tencias, para la trasferencia y cómputos de intereses. El pre- 
cio que la parte pretende no seria el justo precio que la ley 
autoriza a reconocer y que la jurisprudencia ha consagrado 
de larga data, como no lo sería en el caso inverso, en el de 
disminución de valor de la propiedad. (Corte Sup., Fallos, 
t. 80, pAgs. 219 y 432, O. del Foro, t. 80, pág. 47 ; J. 4* t. 65, 
pug. 828, y La Ley, t. 28, pág. 63). 

Por otra parte, el mayor valor progresivo que a partir 
de la fecha de la des posesión se atribuye a la tierra del bien 
expropiado, a fin de que se lo indemnice, es uno de los casos 
de ganancia hipotética que no puede acordarse por prohi- 
birlo el nrt. lf¡ de aquella ley. 

En cuanto a los valores que reconoce la sentencia y qw- 
las partes objetan, el tribunal no puede dejar de lado, ente 
ramente, las conclusiones a que arriba el perito tercero en el 
otro juicio de expropiación sostenido entre las mismas partes, 
por tratarse de fincas linderas. En efecto, su situación se 
aprecia bien en el croquis corriente a Íh. 171, en el cual se 
individualizan, con sus respectivos números de la calle Vic- 
toria, núms. 340 a 348, 350 a 362 y 366 a 374, los tres lotes, 
correspondiendo n estos autos lo» dos primeros y el tercero 
a los de la otra causo. 

En el j)l ano de ubicación de las propiedades que a fs. 98 
acompañara el perito de la actora, están individualizadas ellas 
ron los núms. 13, 14 y 15, en reloción eon la plaza de Mayo, 
Casa de Gobierno, Min. de Hacienda, Diagonal Norte, Dia- 
gonal Ftc. Julio A, Hoco, Cabildo y Av. de Mayo, lo mismo 
que en el contenido en la planilla núm. íí de ventas del perito 
tercero ingeniero Sein en el otro juicio, que corre o fu, II*. 

Debo hacerse notar, ademo», que en los don juicios han 
adundo como peritos de la actora y del demandudo las mia- 
rnos personas, no así en cuanto al perito tercero. 

Teniendo en cuenta: a) La precitada ubicación; b) lia 
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circunstancia de que a medida que de la parte sud, por Bal- 
caree y Victoria lúa propiedades se aproximan a la plaza de 
Mayo, adquieren más valor (referencias de fs. 81 vta. y 82, 
101 a 111 y conclusiones de fs, 111 vta. y fs. 140, que corres- 
ponden a las referencias y conclusiones del otro juicio que 
corren a fs. 6Y, 91 vta. y 118) ; e.) La de que no es zona co- 
mercial y la de que los terrenos no tienen, por esa causa, el 
valor que sobre la parte norte de la plaza sobre Ins calles Ui- 
vadavia y San Martín o Av. de Mayo (informe de fs. 1 :J4 in 
fino y 134 vta. y de fs. 112 vta. del otro expediente, de los 
respectivos peritos terceros de ambos juicios); d) Los valo- 
res obtenidos, por metro cuarimdo, en las ventas de inmue- 
bles de bis inmediaciones, de que informan bis peritos en 
ambos expodientes (fu. 7f> vta. a 78; fs. 97 vta. a 111; fs. 136 
vta. a 140, de estos autos y fs, (¡i vta. a 6fí; fs. 75 a 97 vta. 
y fs. 113 vta. a 121 de los otros, particularmente el cuadro 5 
corriente a fs. 111, de ventas); o) El mayor valor probable 
ib' las fincas como consecuencia del ensanche de la calle Vic- 
toria, entre la Casa de Gobierno y el Min. de Hacienda y la 
construcción del nuevo edificio de esta repartición; f) La 
clase y estado de los edificios; jr) La de que no procede va- 
luar éstos como valor de demolición por el hecho de su cons- 
trucción antigua si produce renta id tiempo de la expropia- 
ción, scfíún se ha demostrado con los contratos corrientes a 
fs. 39 n 43. porque ellos representaban para el expropiado 
una realidad, la de su renta o utilización, ya que, por otra 
parte, la edad de la construcción no reclamaba su demoli- 
ción y. corno dice alguno de los peritos, tenían todavía una 
lar^a vida útil; h) Las tasaciones do esos expertos en base 
a las tablas de coeficientes reproducidos en sus informes, es- 
pecialmente los que inserta el ingeniero Sein, tercero en el 
otro juicio (./, A., t. <)H, páff. ¿>24) ¡ i) El hecho notorio a que 
yo aludía un juez civil a finos de 1942, acentuado desde en- 
tonces, que la apertura y ensanche de u ven idas y ralles, tales 
como Corrientes, Córdoba, Santa Fe, Dia^oiud Norte y otras 
de menor Importancia (& rfW Foro, t 162, pág, 49(¡)" había 
determinado un desplazamiento hacia días del movimiento co- 
mercial de Av. de Mayo, que está a alpinas cuadra» más 
próxima que Victoria, entra Defensa y Halen ree. donde se 
ubican las fincas expropiadas; lo que permite deducir la per- 
dida de interés y. por tanto, de valor; j) y finalmenle, la 
forma, frente y f«mdo de las mÍNmas y su valor frente al 
lote "tipo" de 10 ú II por 30, teniendo en cuenta las prolijas 
y claras euiiaíderaeiouoH que a mi respeeto formula el perito 
tercero ingeniero Kein (fs. II* vta. a 119 y fs. 120. iu fine, 
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a 121 del otro expediente), el tribunal estima más equitati- 
vas las cantidades de $ 980 y $ 1.000, por cada metro cua- 
drado de terreno de las fincas Victoria miras. 340 y 350, res- 
pectivamente, y en $ 70 el metro de superficie cubierta de 
ambos inmuebles, indistintamente. 

En cuanto a los perjuicio» que el expropiudo alega, no 
han sido demostrados y los peritos tampoco los señalan indi- 
cando en qué consistirían ellos. 

No obstante que esto es suficiente para el rechazo de tal 
indemnización, es de hacer notar que el menor precio que en 
venta forzada, como es la expropiación, obtendrá el propie- 
tario.^ frente al mayor que conseguiría en una venta "defen- 
dida", por terreno y por edificio, es la resultante de hechos 
de la masa de ventas anotadas por dichos profesionales, espe- 
cialmente las que se mencionan en el cuadro 5 do fs. 111 del 
otro expediente por expropiación de la finca contigua, en 
tanto que ta segunda es una mera posibilidad fundada en 
una hipótesis que. como tal, no debe tomarse en cuenta para 
fijar el precio (Corte Sup,, Fallos, t. 193, pág. 211 y art. 16, 
ley lHíf). El cálenlo conjetural no puede ser una base para 
fijar cantidades de dinero resarcí torios, 

Altfo semejante puede concluirse en lo que respecta al 
rubro dismínució i de renta de alquileres o pérdida de ella, 
como consecuencia de la amenaza de expropiación con anti- 
cipación anunciada desde 1938, de todo lo cual se hace mérito 
por el Sr. Humas pretendiendo se lo indemnice, porque no 
ha probado tales disminución y pérdidas, ni siquiera hecho 
verosímil su alegación aunque más no fuera que con un prin- 
cipio de prueba. 

La amenaza de expropiación no constituye un perjuicio in- 
demnízame, porque en definitiva, se trata de una mera posibi- 
lidad (J. A., t. OH, pág. O, drl Fon», t, 133. págs. 158 
y 291, y La Ley, t. 9, pág. fiO y t. 22, pág 59). Y por eso, 
cuando esa disminución de renta o pérdida se demuestra, se 
la indemniza, como en los casos que se registran en Fallos, 
t. 184, pag. 133; A., t. «8, páfi. 171. y O. del Foro, t. 164, 
pág. 173 y t. 177, pág. 363. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apellida He la confirma en lo principal, modificándola en 
cuanto a los valores acordados en ella, los que se fijan en las 
cantidades precitadas, con los intereses ordenados y las costas, 
y revocándola respecto de los honorarias resillados* por no en- 
contrarse comprendidos los juicios de expropiación dentro del 
decreto de arancel tic honorarios. - Al f anuo F.. Poceard, — 
í'ar/fM tirl t'ttmptllf*. ti. Villar ¡'nimia. 
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FALLO 1>E LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de agosto rio 1947. 

Y vistos los autos "Fisco Nacional (Procurador Sel 
Tesoro) & Dumas Federico sobre expropiación", en los 
que se lian concedido los recursos ordinarios de apela- 
ción interpuestos por ambas partes a fs. 207 y 208 con- 
tra la sentencia dictada por la Cámara Federal do la 
Capital a fs, 201. 

Considerando: 

Que respecto al valor de la tierra, teniendo en 
cuenta, no obstante la diferencia de las situaciones, los 
precios fi jados por esta Corte en las expropiaciones de 
la calle Defensa entre Victoria y Alsina y que loa dos 
inmuebles comprendidos en este juicio están situados 
hacia el extremo de la calle Victoria donde declina vi- 
siblemente la importancia comercial del lugar y tienen 
una configuración irregular que los desvaloriza, es equi- 
tativo atenerse al valor de la unidad Ulótrica estimado 
por el perito tercero con relación a la época de la 
desposesión —diciembre de 11)42— en $ 900 para la 
finca Victoria .'{40/48 y en $ ÍI80 para la contigua, 
mirns. .'150 f>2. 

*)i]c <■] expropiado sostiene deberse aumentar la 
indemnización porque desde fines de 1043, época de la 
desposesióu, se lia producido un doble proceso, de valori- 
zación de Ja propiedad inmueble y de desvaloi i/ju-ión de 
la moneda, por lo cual con el importe de lo (pie valía su 
propiedad en I04:í t mus los intereses correspondientes, 
no podría adquirir hoy un bien de análogas caracterís- 
ticas a las del que se le expropia. El reclamo no es admi- 
sible por ninguno de los dos conceptos; poro se trata 
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de dos problemas que deben Ber considerados separa- 
damente. 

Que para ser justa no es indispensable que la indem- 
nización ponga al expropiado en condiciones de substi- 
tuir el bien de que so le priva por otro fundamental- 
mente igual. No puede ser indispensable lo que en 
muchos casos sería imposible. Por lo demás, en las ex- 
propiaciones so trata, en punto a justo precio, de lo 
que las cosas valen en el mercado, pues comporta una 
venta <art. 1324, inc. P, del Cód. Civ.) y a lo único que 
autoriza y aun obliga su forzosidad es, en la fijación 
del precio, a resolver las dudas en favor del expropiado. 
Ahora bien, el justo precio —que es en cada caso una 
determinada cantidad de dinero de curso legal en el 
lugar y la época — equivale económicamente a la cosa 
de que es precio, y si se paga por lo expropiado lo que 
se determine, del modo preindieado, como valor venal 
del bien al tiempo del desapoderamiento, el resarci- 
miento será justo cualquiera sea la oscilación sufrida 
por el valor de los bienes de esa especie entre la fecha 
de la desposesión y la del pago. La demora con que este 
último se efectúe no da en principio al expropiado un 
derecho distinto al que le da la mora a cualquier acree- 
dor de sumas de dinero (art. 622 del Cód. Civ.) mien- 
tras no pruebe que la indisponibilidad del precio le ha 
causado un perjuicio especial y concreto distinto de la 
mera improductividad del capital que el precio consti- 
tuye. Del mismo modo que el pngo tardío de lo* con- 
venido en una compraventa ordinaria no autoriza a re- 
querir un ajuste del precio a los valores de! momento 
en qtie se lo efectúa. 

Que en la alegación de que se está tratando lo que 
en el fondo «o objeta es la oportunidad elegida para 
fijar el precio y que según invariable jurisprudencia 
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del Tribunal es la tic la demanda o más precisamente 
la de la desposesión cuando meilia ocupación inmediata 
lo cual suele distar bastante de la fecha del pago. No 
cabo duda que al término de] juicio los valores pueden 
haber variado, pero tanto en el sentido de su elevación 
como en el de su descenso. EL valor 'ie ¿a propiedad in- 
mueble no está en la ciudad de Buenos Aires en un pro- 
ceso de ascenso regular e indefinido. Por ello cualquiera 
sen la oportunidad elegida para fijar la indemnización 
las variantes circunstancias pueden hacer que so prestí' 
a la misma objeción. No se lograría mayor justicia con 
la adopción de otro criterio; la justicia del elegido, que 
es razonable en sí mismo aunque no sea el único razo- 
nable, se consolida por el hecho de su aplicación cons- 
tante )' uniforme. Este es uno de tantos casos en que 
sólo con la ¡tildad de sus procedimientos la justicia 
puede reparur, siquiera en alguna medida su relativi- 
dad y sus insuficiencias. 

t¿uo los fenómenos de envilecimiento y encareci- 
miento de la moneda no deben ser tratados en justicia 
de distinto modo que como cualesquiera otras oscilacio- 
nes de valor. Quien al cabo de un juicio de expropia- 
ción recibe por su propiedad un precio en dinero depre- 
ciado con respecto al valor adquisitivo que tenia cuan- 
do dicho precio se fijó, no está en distinta situación de 
quien, sin que medie otra causa que una variación ge- 
neral de los valores de las cosas de esa especie en el 
mercado respectivo, al tiempo de hacer el pago se halla 
con que lo adquirido ha disminuido sensiblemente de 
valor en relación al que tenía cuando se convino el pre- 
cio. Las mismas razones que se Oponen a que este úl- 
timo pueda pretender con éxito que los jueces contem- 
plen su caso particular imponiendo un reajuste de 
precio, se oponen a que lo obtenga el primero. 
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Cabe distinguir la influencia que tengan en la in- 
demnización de las expropiaciones las oscilaciones de la 
moneda después de fijado judicialmente el precio y hasta 
la fecha drl pago, de las que ocurran desde que los peri- 
tos estiman el valor del bien hasta que el juez hace la 
fijación definitiva. Pero la solución judicial tiene que 
ser la misma en ambas ; en ninguna de las dos puede ha- 
cerse argumento de dichas oscilaciones con el objeto de 
variar el precio que se considere ser el justo para el 
momento con respecto al cual la jurisprudencia ha consi- 
derado que debía hacerse la estimación. En el primer 
caso porque fijado el precio hay obligación de dar una 
suma de dinero do curso legal y si durante el tiempo 
que transcurra hasta el pago el valor del dinero en que 
so fijó eí precio no ha sido objeto de modificación legal 
no cabe, sin violencia del régimen vigente en el orden 
monetario, acordar el pago o el cobro — según sea quien 
invoque la oscilación— de una cantidad distinta de la 
fijada <art 38, ley 12.155). En el segundo, si la estima- 
ción de los peritos corresponde a la época con respecto 
a la cual debe en el caso fijarse el precio las ulteriores 
variantes posibles del valor del bien debidas a oscilacio- 
nes de la moneda no son, jurídicamente consideradas, de 
distinta naturaleza ni susceptibles, por consiguiente, de 
distintos efectos en cuanto al monto de la indemnización 
correspondiente, que las producidas por cualesquiera 
otras causas ordinarias de alteración de valores en el 
orden económico, según quedó expresado. 

Débese observar, por fin, que el problema no pro- 
viene, como podría parecer, de que no se cumple el pre- 
cepto constitucional que manda indemnizar al expro- 
piado previamente (nrt. 17), 1% porque la ley q je regla- 
menta este precepto autoriza la ocupación inricdiata con 
sólo el pago del precio ofrecido que puede ser — y por lo 
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general os — inferior al que* cu definitiva se fija como 
jubÍo, y li* f porque auu en los casos de ocupación poste- 
rior a la sentencia y al pago total del precio judicial- 
mente fijado, entre ta oportunidad de la demanda, que 
debe ser la considerada por los peritos ni estimar el 
bien, y la de la sentencia y el pago consiguiente — aun- 
que se lo suponga hecho sin mora — pueden ocurrir, y 
han ocurrido muchas veces, sensibles alteraciones de va- 
lores, sea en las cosas mismas, sea en la moneda a la cual 
tradujeron el valor los peritos al hacer las estimaciones 
y el juez al dictar sentencia, Salvo los casos —que son 
los menos — de aceptación por parte del expropiado del 
precio que el expropiante ofrece, la expropiación com- 
porta, por insalvables exigencias de su ordinaria tra- 
mitación, las alternativas de toda operación de compra- 
venta en la cual entre el acuerdo preliminar de volunta- 
des, — la firma del boleto con el ajuste de precio — , y 
su consumación con el pago y la entrega del bien transcu- 
rre un tiempo durante el cual pueden variar los valores 
económicos en juego. 

Trátase, pues, en realidad, de las consecuencias, ya 
comentadas, que trae consigo la necesidad de atenerse 
en la fijación del precio a los de mi momento determi- 
nado (pie se considere ser el más conforme con Ja índole 
del acto jurídico que se realiza y que es imposible que 
sea, por razones obvias, el de la fecha de la sentencia 
de última instancia, y por lo cual, en ausencia de dispo- 
sición legal, una constante jurisprudencia ha adoptado 
el de la demanda o el de la ocupación del bien por el 
expropiante cuando ésta es anterior a la estimación 
de los peritos, con preseindeneia de las variantes que 
ordinariamente ocurren df»sdo entonces hasta la fija- 
ción judicial definitiva o '^asta el pago. 

(Jue, por otra paUe, como la moneda es común 
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denominador de todos loa valores económicos sería subs- 
tancialmcnte injusto hacerse cargo los jueces de la con- 
secuencia de sus oscilaciones, —supuesta, como es na- 
tural, la prueba fehaciente de ello, que en esta causa, 
por lo demás, no existe—, en los casos sometidos a su 
decisión, mientras el fenómeno influye del mismo modo, 
sin remedio posible para los particulares, en la totali- 
dad de la vida económica del país. Cabe concebir un es- 
tado de emergencia que como ha sucedido en otros órde- 
nes imponga en materia de régimen monetario nna 
reparación excepcional proporcionada al excepcional 
desequilibrio producido en él. Pero es requisito de equi- 
librio justo en cualquier orden do la vida de la comu- 
nidad una condición de proporcionada igualdad para 
todos los miembros de ella en el orden respectivo. Con 
respecto a fenómenos generales de esta naturaleza no 
les es posible a los jueces dar satisfacción al requisito 
de una tal igualdad, por lo cual el remedio que preten- 
dieran poner traería como última y más fundamental 
consecuencia en el estado general de cosas de que se 
trate lo contrario de un ajuste. 

Que el Tribunal juzga equitativo calcular como lo 
hace la sentencia en t 70 el metro cuadrado de super- 
ficie cubierta. 

Que los precios indicados precedentemente com- 
prendan el valor de lo expropiado habida cuenta de que 
se trata de un desapoderamiento forzoso. Y fuera de lo 
que puede importar para el dueño ser obligado a ven- 
der en una oportunidad no elegida por él, no se ha 
probado en autos Ja existencia de perjuicios derivados 
de la desposesión, 

<¿ue en cuanto a los honorarios la sentencia ape- 
lada concuerda con la jurisprudencia de la Corle Su 
prema según la cuul no proa-do regular su moni o con su 
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jeción al arancel establecido por el decreto n° 
sin perjuicio de tener presentes las escalas que en él 
se cstnblecen para los demás trabajos judiciales a fin 
de procurar la justicia de una proporcionada equipa- 
ración de las regulaciones en los casos de expropiación 
con las de aquellos contemplados en el decreto (Fallos: 



Por tanto se confirma la sentencia en lo relativo 
al precio de las construcciones y en cuanto no com- 
prende otro resarcimiento que el valor de la tierra y 
las mejoras, así como en lo que resuelve respecto de 
\n regulación de los honorarios, y se la reforma en lo 
que se refiere al valor de la tierra» que se fija en pesos 
novecientos cincuenta el metro cuadrado para el in- 
mueble Victoria 340/48 y en pesos novecientos ochenta 
para el contiguo núnis. 350/62. Las costas de esta ins- 
tancia se pagarán en el orden causado en razón del 
resultado de los recursos. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis K. Loira ni — 
Justo L. Alvaiiez RoimíouEZ 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



MUNICIPALIDAD DE BUENOS AIRES v. SOC. COMER- 
CIAL DEL PLATA 

MCCUnSfl EXTRAORDINARIO: Requisito, propia*. Relación di- 
recta. Sentencia.» con fundamentos no federales o federales consentido*. 

Fundamentos de orden local u procesal. 

Ks dinculihlc que pueda preseindirse de deposiciones re- 
KlumtMitnrins dr-lcjrndmt a la autoridad administra! i v¡i para 
la solución de las cuestiones entúrelas potilerioreti a laa 
misma*, aun cuando dicha anlu ión incumba al mismo fun- 
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eionario que dictó la reglamentación. La sentencia que 
declara la invalidez d*> un decreto del Intendente Mu ni- 
cipal que Ge apartó del que el mismo funcionario dictó 
untes fon carácter reglamentario general de la ley 8854 
y de las ordenanzas respectivas, no es susceptible de re- 
curso extraordinario como insostenible y frustratoria de 
la garantía de la propiedad. 

BENÜNCIA. 

131 espeso en que pudo incurrir el Intendente al convertir 
en la reglamentación de la ley 8854, en lo referente a Ja 
venta de terrenos sobre la Avenida It. S. Peña, lo que fué 
previsto por la ley como condición reso'ntoria, en cláusula 
penal, no es óbice a la validez de esta última, si \a compra- 
venta se realizó «iin observación bajo el régimen del de- 
creto mencionado. 

CONSTITUCION NACIONAL: Der*. ftoa y garantías. Der«cho de 
propiedad. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema ha limitado a los 
casos de derechos acordados por actos administrativos re- 
gulares la protección de las cláusulas constitucionales re- 
ferentes a la propiedad y a la defensa en juicio. 

Dictamen del Procurador Geneiul 
Suprema Corte: 

Este litigio tiene por origen la venta de un inmue- 
ble hecha bajo ciertas condiciones por la Municipalidad 
de la Capital a la Soc, Comercial del Plata, sobre la 
Avda. Roque Sáenz Peña, Se había convenido entre los 
contratantes que el comprador pagaría multa al vende- 
dor, en caso de no edificar sobre dicho terreno dentro 
de cierto plazo; pero ese plazo inicial fué prorrogado 
varias veces. Finalmente, la Municipalidad conceptuó 
qno la última prórroga, concedida ul vendedor por el 
6r. Intendente Municipal, era contraria a la ley n 9 8854 
y b la ordenanza del 30 de diciembre de 1924, relativas 
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ambas a la apertura de dicha avenida. Como conse- 
cuencia, la Municipalidad demandó a la Sociedad Co- 
mercial del Plata por cobro de la» multas estipuladas, 
y obtuvo fallo favorable en segunda instancia (fs. 150). 
Contra ese fallo trae ahora un recurso extraordinario, 
la parte demandada, alegando halierse Violado cu su 
perjuicio los derechos emergentes de la cosa juzgada 
administrativa. Considera tal, a la prórroga que el tri- 
bunal apelado tuvo por ñola e inexistente. 

Despréndese de lo dicho que se trata simplemente 
do la interpretación o la validez de actos contractuales, 
referibles por completo al cumplimiento del convenio 
y de una ley y una ordenanza locales. No aparece acre- 
ditada, entonces, la existencia del caso federal que pu- 
diera activar la intervención de V. E. por vía del recur- 
so extraordinario. 

Pienso, por ello, que corresponde declararlo mal 
concedido. Bs. Aires, agosto 26 do 1946. — Juan Al- 
vares. 



Y vista la precedente causa caratulada: "Mtiniei- 
palidnd de la Ciudad de Bs. AireB c. Sociedad Comer- 
eial del Plata a./ cobro de pesos", en la que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario a fs. 164 vta. 



Que de acuerdo con los t¿rminon del memorial de 
fu. lfifi la rireunstancin de que la sentencia apelada do 
fs. 150 so fundo en la inteligencia y el alcance que atri- 
buye a normas locales —ley 8854; ordenanzas del 30 
de setiembre de ÜUtt y *¿7 dn diciembre de 1028; y do- 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de agosto do 1947. 
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ereto de 26 de febrero de 1929— no es óbice para la 
procedencia del recurso extraordinario concedido, por- 
que se trataría de una interpretación arbitraria y frus- 
tratoria del derecbo federal invocado por el recurrente. 

Que se arguye a se respecto que si bien la ley 
citada dispuso que los tórrenos sobre ia Diagonal Norte 
no podrían ser enajenados "por la Municipalidad sin 
la obligación, a cargo del eoinprador, de construir los 
edificios en el plazo y forma que ella determine", pro- 



dición resolutoria". Las ordenanzas, a su vez, estable- 
cieron que los adquirentea deberían aceptar las condi- 
ciones impuestas por el D. E. respecto "a la forma de 
plazos en que deben edificarse los terrenos enajenados" 
y fué sólo el decreto de febrero de 1929 el que fijó el 
término de 5 años para la terminación de la edificación 
y la multa del 5 % del precio por año o fracción de 
retardo. Sigúese de ello que el señalamiento del tér- 
mino fué delegado al Intendente, quien pudo "con. 
igual facultad, prorrogarlo luego, y transformar- 
lo de plazo cierto en plazo incierto, como lo bizo por 
decreto del 14 de febrero de 1935", por aplicación sin 
duda del principio con arreglo al cual es facultad de 
quien sanciona la ley, el derogarla — escrito do fs. 159 
a fs. 161 vta. 

Que esta conclusión no es, sin embargo, tan obvia 
que autorice a considerar insostenibles los fundamentos 
de la sentencia apelada. Y no lo es porque es discutí- 
ble que pueda prescindí rao de las normas reglamenta- 
rias delegadas a la autoridad administrativa para la 
solución de los casos particulares posteriores a aqué- 
llas, aun cuando su solución incumba al mismo funcio- 
nario que dictó la reglamentación — v. doctrina de Fa- 
llos: 190, 417 y los precedentes que allí se citan. 




íto actuaría "como con- 
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Que, por otra parto, el exceso en que pudo hpber 
incurrido el Intendente al convertir en clánáula penal lo 
que fué previsto por la ley como condición resolutoria, 
no impone necesariamente la invalidez de la multa si 
la compra- venta se realizó sin observacióa bajo el régi- 
men del decreto reglamentario mencionado — Doct. de 
Fallos: 1*4, 361; 186, 523; 187, 458 y otros. 

Que en tales condiciones y teniendo en cuenta que 
la jurisprudencia de esta Corte ha limitado a los casos 
de derechos acordados por actos adminstrativos regu- 
lares la protección de las cláusulas constitucionales in- 
vocadas, y en atención, además, a la forma en que el 
recurso extraordinario se bn interpuesto a fs. 159, ha 



En su mérito y por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General, se declara mal 
concedido el recurso extraordinario a fs. 164 vta. 



KECT7RSO E T TRAORBlXA RIO : Requisitas formules. Interposición 
del retuno. Término. 

Ln resolución aue deniefra el recurso «straordmario por 
haberlo interpuesto futra de término no es susceptible, en 
principio, de revisión por la Corte Suprema t 1 ). 




a fs. 164 vta. 




EDUARDO ALONSO 



<0 Ülí d. «o* de 1947, Fallo*: »0, 16. 
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IMPUESTOS INTERNOS v. CALVO Y C AMBON 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho, y paranims. Defensa m 
juicio. Procedimiento r/ sentencia. 

La negativa del tribunal de segunda instancia a decretar 
prueba referente a la prescripción no vulnera — en prin- 
cipio— ta garantía de la defensa en juicio, con más razón 
si el recurrente pudo solicitarla en el transcurso del jui- 
cio (*). 

RECURSO K X TRA O R PINA RIO: Requintos propios. Cuestiones ,10 
federales. Exclusión de ¡as cuestiones de htcko. Impuesto* u tasa.". 

Es cuestión de hecho la determinación de si los restos de 
las estampillas fiscales adheridas a los envases permiten 
tener por individualizadas las mercaderías intervenidas y 
descartan fu intención de defraudar ( 2 ) 



LAUTARO IÍURA ÑO NA Y VEDIA \. EMILIO 
C. PICCOLLO 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instando, fíe- 
neralidadcs. 

La jurisdicción apelada de la Corte Suprema se limita a 
las casos que contemplan las leves que la gobiernan entre 
los que no figuran recursos de apelación ni de revisión de 
las sentencias de tribunales locales en materia criminal ( 3 ). 



MANUEL PEREZ v. S. A. LA BLANCA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

No procede el recurso extraordinario respecto de resolucio- 
nes que admiten la jurisdicción federal, aun cuando se in- 



í*3 20 do a R osto do 1047. Fallos: 193, 487. 

(3) Falloi: 187, 662 j 1»4, 116 ¡ 202, 244 

{») 20 do agorto de 1047. Falloi: 187, 293; 201, 421. 
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voque el caYáetcr de orden público de las leyes que regla- 
mentan la competencia ('). 



RECURSO EXTRA ORDIXA RÍO: /,V ? »fcf#<M propia, t'rünntfíl 



Promlc el recurso extraordinario fundado en que el de- 
creto n* 4297/44, de creación de tos tribunales de faltas dt 
la ciudad de Buenos Aires, es inconstitucional en cuanto 
modifica el n'-pimen establecido por el art. 31) del Cód. de 
Proced. Crimina'es, contra la sentencia dictada por uno d* 
aquellos tribunales que rechaza dicha impugnación y en 
forma final condena al recurrente al pago de una multa. 



GOBIERNO DE FACTO. 

Los gobiernos de hecho tienen facultades legislativas en la 
medida necesaria para gobernar. La determinación de esa 
necesidad en cuanto a la extensión U oportunidad es cues- 
tión política ajena al poder judicial, al cual corresponde, 
sin embargo, ejercer el control de constitucionalidad eon 
respecto al contenido de las sanciones emanadas de esos go- 
biernos, pues la Constitución es ley suprema tanto pani 
ellos como para los legalmente establecidos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e mcunttituchna- 
Udad, Decretos nacionales, Varios. 

El decreto 4297/44, de creación de los tribunales do faltas 
de la ciudad de Buenas Aires, no es inconstitucional por 
razón de su origen. 

Dictamen del Procurador Genbral 

Suprema Corto: 

irinuo Arlaudini, condenado a pagar cuarenta 
pesos de multa o sufrir ocho días de arresto en su de- 
fecto, por uno de los tribunales de faltas establecidos 



ENRIQUE ARLANDINI 



perior. 



(») 20 de agüito do 19i7. Falloi: 178, 236; 193, 175; 207, 132. 
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en esta ciudad con arrollo al decreto n v ' 42L*7 del año 
1944, trae aiHe V. E. un recurso extraordinario contra 
esa resolución, fundándolo en la taclia de inconstitucio- 
nal que opone a dicho decreto, en cuanto signifique mo- 
dificaciones hedías por el I*. E. de la Nación al sistema 
legal establecido por el art. 30 del Cód. de Procs. Crini. 
A juicio del recurrente, correspondía dictar fallo en 
1* instancia al Sr. Intendente Municipal de Bs. Aires, 
con apelación para ante el Sr. juez correccional. 

Despréndese de ello que el remedio del agravio a 
que el recurrente alude, debió buscarse en primer térmi- 
no apelando para ante el Sr. juez correccional, y no di- 
rectamente ante V. E. No encuentro se haya interpues- 
to en autos tal apelación; y como en el fallo dictado por 
la Corte con fecha 21 de setiembre ppdo. bt re Alfredo 
Koch se establece la validez de los tribunales de faltan 
en cuanto su jurisdicción no afecta al sistema de apela- 
ciones establecido en el art. 30 del Cód. de Proeeds., 
pienso que este recurso no puede prosperar. Correspon- 
de, pues, declararlo mal concedido. Bs. Aires, octubre 
3 de lí)45. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA COItTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos "Arlacdiní Enrique, hormigonar 
sin permiso, const. en contrav. y no tener cartel en la 
obra", en los que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 8. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente puesto 
que se lo funda en ser inconstitucional el decreto del 
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gobiorno de hecho que establece en la ciudad de Bs. Aires 
los tribunales de faltas para las contravenciones muni- 
cipales y el recurrente, llevado ante ellos, lo ha inter- 
puesto contra la sentencia definitiva dictada por uno de 
■us iueces a fs, 3, en la cual se desecha la impugnación 
de inconstitucionalidad. 

Que en la medida en que sea necesario legislar para 
gobernar un gobierno de hecho tiene facultades legis- 
lativas, sin que la determinación de esa necesidad, —en 
cuanto a la extensión o en cuanto a la oportunidad — , 
siendo como es objeto propio de la prudencia política, 
pueda ser judicialmente revisada. Lo que sigue sometido 
a dicha revisión por la vía del recurso de inconstitucio- 
nalidad es el fondo o contenido de las sanciones legislati- 
vas provenientes de dichos gobiernos, pues mientras la 
Const. Nacional está en vigencia es ley suprema tanto 
respecto a las sanciones de los gobiernos de hecho como a 
las que provienen de los legalmente establecidos [art. 31 ; 
Fallos: 201 voto de la pág. 281 ; 203, voto de la pág. 12; 
204, voto de la pág, 355; Cámara del Trabajo, ín re 
"Club de Residentes extranjeros, infrac. a las leyes 
11.544 y 11.371", sentencia del 8 de setiembre de 1945, 
considerandos III a VI (*)]. Y como el recurso se fun- 



(') l¿ue h transcriben * continuación: 

III. —Que triunfante ti movimiento* revolucionario del 4 de junio 
de 1943, el Gobierno que se constituyó depuso al P. E. y disolvió al Con- 
greso Nacional dejando subsistente el Poder Judicial y análoga medida 
adoptó con loa poderes públicos de todas las provincias que intervino. 

En tal situación, no es posible desconocer al Gobierno Hevolneio- 
■ario establecido y consentido por el pueblo do la Nación, el ejercicio 
que haga de las facultades legislativas correspond ¡entes al Congreso di- 
suelto, dentro do la Constitución que ha jurado respetar como si fuera 
«1 Congreso mismo, para el cumplimiento de los deberes que se impuso 
o proveer a las necesidades colectivas que a su juicio lo requiera, Ksta 
«(inclusión es impuesta por los Gobierno "de faeto", según se verá, y 
en nuestro pafs, como en otros de constitución análoga, tal atribución 
no puedo ser judicialmente desconocida porque la fnenltad legislativa 
en eminentemente política y no corresponde por lo tanto a los Tribu 
nales de Justicia, juigar pecrca del uso que los otros departamentos del 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 187 

da exclusivamente en el origen del decreto que creó los 
tribunales de que se trata {fs. 7) corresponde desecharlo. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la sentencia de fs. 3 en cuanto ha sido materia 
del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loughi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valen*zuela. 



gobierno hagan de ella, en TÍrtud de la Bcíciaria separación y HrmonI* 
de, los poderes del catado; 

IV. — Que, en efecto, cerno enseña Jellinuk, "la voluntad que ha 
de millar de l:i comunidad y ha de provver i sus fines, puede en las rela- 
ciones primitivas o durante las conmociones en la vida del Estado, adoptar 
el carácter de un poder do hecho" (3'rorío ¡jtnrral del Estado, t. II, 
páj,-. Tu. traducción de V. de los Ríos Irruti). Y como dice Merer: " Lo 
fneultad para el ejercicio del poder político, no está cundiciouada por 1» 
adquisición legitima, sino únicamente por la posesión do hecho. El poder 
del Estado no puede carecer en ningún momento de un representante que 
Hería Ira derechos soberanos. Como el soberano legítimo que, de hecho, 
se encuentra en posesión de dicho poder. La cuestión de la legitimidad 
de un podar político es, ciertamente una cuestión jurídica, pero la conai- 
dcraeióii ilo un poder del Estado como legítimo, no da lugar a efectos 
jurídica especiales" (Tratado de Verccho Político Alemán, 1S78, pag. 11, 
citado por el pruf. HHnrieh Herrfahrdt, en su obra, Revolución y Ciencia 
del DcTfcha, traducción de Antonio Polo, Madrid, 1932, pag. 100/101.) 

Duguit ha dicho que la expresión decreto-leyes en Francia designa 
los dictados bajo el primer Imperio sobre materias de orden legislativo 
v que no han sido ratificados por el legislador piro a los cuales la Corte 
do Casación, en ISlfl y 1622, les reconoció sin embargo fueren legislativa 
v, en general, los dados por un gobierno de hecho, constituido despué» 
"de una revolución o de un golpe do Estado, sobre materias que, en tiempo 
normal, n^> habrían sido regladas sino por una ley formal. Y luego 
agrega "'Los Gobiernos que se constituyen en círcunstam ¡as excepcio- 
nales, luego de ser depuesto el gobierno legal, ejercen de hecho todos lo» 
poderes; es necesario reconocerles el poder do legislar en toda materia 
y si sus decretos no atcntan contra ninguno de loa principios generalea 
de derecho superior, se imponen forzosamente a la obediencia y entran 
en tu legislación del país. De ahí mi doctrina que, lo que en realidad 
legitima un gobierno, no es su origen, sino solamente la conformidad do 
sus actos con el derecho superior" {Traité de Vroit (-'omttí«f«ono!, t. IV, 
pflg. 745, edición 1Í124). 

S. S. el Popa León XIIÍ en su encíclica " Au Milicu des Solbcitu- 
dcs", relativa a los poderes de hecho, dada el dieciséis de febrero de 181*2, 
dijo: Respecto a las sociedades humana», "es un hecho cien veces com- 
probado en la historia, que el tiempo, el gran transformador de todo lo 



nano, obra en »us institucione. políticas los cambios más profundos. 
Unas veces 1 i». Raso a modificar en parto la forma de gobierno «tabla- 
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NACION ARGENTINA v. MARCELO R Y PEDRO R. 
VAZQUEZ MANCILLA 

EXPIiOPlACIOX; Jndemnhatián. Determinación del valor rc<ií. 
El precio pagado por el Gobierno Nacional como compra- 
dor do una chacra lindera con la que se expropia no impi- 
de la fijación de una cantidad mayor con respecto a esta 
última si totlas las operaciones relativas a tierras semejan- 
tes citadas por los perit<*s arrojan un promedio superior. 
Para determinar el precio a paparse debe tenerse presen- 
te la relación inversa existente entre la extensión y el valor 
de ios inmuebles, y también que el criterio del valor po- 
tencial fundado en las p< oibilidades de una subdivisión no 
es ndraisible sin serias reservas referentes a la extensión 
que será necesario destinar a calles y al riesgo de que no 
todas las operaciones se finiquiten con puntualidad. 



eida; otras, llega :i suslituir las forma» pi imitivíis por otras totalmente 
diferentes, incluso hasta el medio de trun «misión del poder Supremo. 
^ cómo ptiedea llegar a producirse estos cambios políticos i Suceden a 
Toces por cambios violentos, incluso sangrientos, en medio de las cuaJcs 
desaparecen de hecho los gobiernos preexistentes; suele dominar entonces 
la anarquía; pronto, el arden público so Altera hasta cu sus raíces más 
profundas. Desde ese instante, una *' necesidad ' ' se impone a la Nación 
que ésta habrá de imponerse a la tardanza. ¿(\>mo no habrá de tener la 
Nación el derecho, y aún el deber, de defenderse contra un tal estado 
de cosas que la perturba tan íntimamente y restablecer ta paz pública 
en la tranquilidad del orden t Pues esta necesidad social justifica la 
creación y existencia de nuevos gobiernos, cualquiera que sea la forma 
en que so presenten; puesto que, en tal caso, tales gobiernos son reque- 
ridos urgentemente por el orden público, no siendo éste posible sino en 
algún Hibierno. Se BÍgue de nhí. que en circunstancias tales, toda Jn 
novedad se reduce a la forma política de los poderes civiles o al modo 
do transmisión, no afectando lo miis mínimo al I'oder como tal. Este 
continúa siempre inmutable y digno de respeto; pues, rn su naturaleza, 
so constituye y se impone para servir al bien común, fin supremo, que 
es la razón de la sociedad humana. Kn otros términos: en cualquier caso, 
el Poder civil como tal, es de Dios y siempre de Dios". Y refiriéndose 
después a la distinción entre "Poder constituido" y "Legislación" se 
distingue hasta tal punto de los poderes políticos y de su forma posible 
que, bajo el régimen de su forma la más excelente, puede ser la legisla- 
ción detestable; al paso que t vicc-versa, una legislación excelente. Sería 
fácil probar con la historia dv la verdad de esta afirmación." (Víase Kn- 
cíclicas política» f, sociales de ios JtomutiOJi Pontífice*, compiladas por «1 
Dr. A. Redln, Editorial E. M.G. A., Dueuos Aires). 

V. — Que la Suprema Corte de la Nación aplicó siempre esta doc 
trina de los Gobiernos "de faeto"; reconociendo sin restricción ni dis- 
criminación alguna sus poderes políticos, dentro de la autoridad oficial 
asumida, desde el gobierno del lieneral Mitre — después de la batalla 
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Sentencia del Juez Federal 

Mercedes, julio 10 de 1946. 

Y vistos: el presente juicio seguido por el "Fisco Nacional 
contra Marcelo B. y Pedro R. Vázquez Mansilla, sobre expro- 
piación" de cuyo estudio resulta: 

1» Que a fs. 9 se presenta el Sr. Procurador Fiscal de 
esta Sección en representación del Fisco Nacional, expresando 



do Pavón, hasta el p.obierno surgido do la revolución del (l do Septiem- 
bre de lorio — - Bn el fallo que se registra en el T. II, pag. 127 do la 
eol«cl6n do bub "fallos" dijo: "Que el gobernador ñ? Buenos Aires 
y Ceneral en Jefe de mi ejército... ejercía provisor ¡amen te todoB los 
poderes nacionales, después do la Batalla de Pavón, eon el derecho de 
la revolución triunfante y asentida por Iob pueblos, y en virtud do Job 
grave,* deberes que la victoria 1c imponía". 

En este fallo, como bien dice el Dr. QonxáléX Calderón "Curso do 
Derecho Constitucional", pág. 125, edición 1943), la Suprema Corte fué 
mucho más lejos de lo que el propio jefe d la revolución triunfante 
habla previsto en au decreto del 12 de abril de ltí(i2, en el cual, en 
efecto, sólo a declaraba "Encargado del Poder Ejecutivo Nacional**. 

En el fallo del tomo 148, p&g. 303 dijo; Que la doctrina constitu- 
cional so "uniforma en el sentido de dar validen a los actos de los fun- 
cionarios, cualquiera pueda ser el vicio o deficiencia en sus nombramientos 
o do su elección, fundándose en razones de. policía o de necesidad y con 
el fin de mantener protegidos al público y a los individuos cuyos inte 
reses puedan ser afectados, ya que no lea rs permitido a estos últimos 
realizar investigaciones acerca de las personas que se hallan en aparente 
posesión de sus poderes y funciones. Conatantim-nu, "Public of fiera and 
thc de fncto doctrine". 

Producida la revolución del di¿ septiembre de 1930 la Suprema Corte 
declaró que al (¡obierno Provisional surgido de esa revolución, ch un 
" gobierne de facto" cuyo titulo no puede ser judicialmente discutida 
con Óxito en cuanto ejercita la función administrativa y política derivada 
do su posesión de la fuerai como resorte de orden y seguridad social" 
(Fallos, T. 158, pftág. 200). 

En el fallo del tomo 169, pag. 309, de fecha 15 de noviembre do 
1933, resolviendo un caso en que so cuestionaba la valides de actos de 
aquel Gobierno Revolucionario dijo: Que "es una doctrina acepLida en 
nuestro dercclio y confirmada por fallos de esta Corto Suprema, como lo 
baco constar la sentencia recurrida, que el funcionario "de facto" tiene 
tas mismas atribuciones que el legal y que sus actos realixados dentro 
del alcance de !a autoridad oficial asumida en el interés público o de 
terceras personas y no para au propio oso, son validos y obligatorios 
como sí fueran de los funcionarios "de jure". Que esta doctrina fun- 
dnda en )a necesidad e impuesta por los hechos, en resguardo del interés 
público, asi como de las garantías individuales, ha sido consagrada por 
las jurisprudencias de las primeras naciones del mundo, y es la que se 
ha aplicado por este Tribunal al reconocer el Gobierno "da facto" sur- 
gido de la revolución del 6 de septiembre de 1930 y a las autoridades 
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que inicia juicio de expropiación de una fracción de tierra for- 
mada por las chacras 143 y 144, incluso mejoras, de acuerdo 
al plano que adjunta, con una superficie total aproximada de 
105 Vct.. 16 a., ttí m * y 44 dm -, ubicados en Jnnín, de esta 
Prov. de Bueno» Aires y cuyos linderos figuran en dicho plano. 

Inicia el juicio contra íot¡ Sres, Marcelo B. y Pedro R. 
Vázquez Mansiüa o cnTitra quien o quienes resulten propieta- 
rios y ofrece pairar por ella ¡a suma total de $ 61). 156,17 m/n., 
cantidad depositada en la sucursal local del Banco de la Nación 



constituid»;) por el mismo, sea en el orden nacional, sea en el provincial. 
Y* en JníIj dio su pronunciamiento en que se enuncia la doctrina, reco- 
nociendo en el (¡emral Mitre, después de la batalla do Pavón la* facul- 
tadla inherentes ni Gobierno ''do fació", como jefe del ejército triun- 
fante y dueño del poder y con la* gravea responsabilidades y derecho! 
que. confiare la victoria consagrada por el asentimiento de tos pueblos. 
(Fallo*, T. II, pftg. 127), Constuutiacau, después do establecer que ellas 
' ' se fundan en el ínteres público, en la justicia y en la necesidad ' 1 
(Cap, I, parle pág. 3), afirma que "es necesaria para la dupremneía 
de la ley y del orden de In comunidad, mientras que cualquier otro método 
conduce a la incertidumbre y a la confusión (púg. 5 del mismo capítulo,). 
"La eficacia de! gobierno de heejio y la fuerza de sus resoluciones dentro 
do la esfera jurisdiccional trazada por el programa de la revolución j 
la necesidad de mantener el orden jurídico están reconocidas también 
por la doctrina alemana anterior y posterior a la revolución de 1918 y 
por Ja jurisprudencia de sus tribunales surgida con motivo de la calda 
del régimen monárquico de aquel pala, a raíz de In lentiinncióri de la 
guerra internacional 19 14-lf>I 8 ". Ellos llegan en definitiva a la conclu- 
sión síntetiíada por el consejera i'ául ante el Tribunal Supremo del 
HeirJi en "1 de diciembre de 1U18. Si se quiere encauzar paulatinamente 
en las vias del Derecho todo el aparato del Estado, profundamente remo- 
vido en sus fundamentos legales desde los sucesos de Noviembre, no 
queda otro remedio que reconocer como legítima la situación de becba 
creada por la revolución, ante la imposibilidad de restaurar nuevamente 
las anteriores condiciones. Quien tal reconocimiento rechace, niega al 
Estado Alemán y a los Estados miembros, la posibilidad de desenvolverse 
en lo futuro sobre una base legal. La consecuencia seria la negación 
del Estado de derecho y el caos político. Nadie necesitaría en ade- 
Unto obedecer al Gobierno, pudiendo, impunemente, oponer resistencia 
a sus dis|>osieiones. Todas las autoridades ejercerían su actividad única- 
mente como órganos del poder político momentáneamente soberano. La 
jurisprudencia, en nombre de ese poder, no es una fórmula vacía, sino 
que expresa adecuadamente, la fuente do poder de la cual deducen loo 
tribunales su com|ii-tcncta jurisprudencial. Las decisiones judiciales son 
decisiones soberanas, que en ciertos casos necesitan de la ejecución for- 
UM; pero ésta Motamente está en condiciones de rcntiiarla aquél órgano 
que so encuentra eit posesión del poder de hecho (Herrfahrdt, "Revo- 
lución y Ciencia del Derecho", versión eap. de Antonio Polo, año 1U3S, 
pág. 109. 

Por este fallo, la Suprema Corte confirmó la doctrina sustentada 
por ta Cámaro Federal de la Capital, que entre otras cosas v transen- 
biondo la opinión de Constantineau ("A treatisc on tbe fació doctrine, 
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Argentina, a la orden del Juzgado, como consta de la boleta 
agregada a ta, 1, 

Agrega que la superficie a expropiarse ea destinada, con- 
juntamente con otras, a la construcción de cuarteles para el 
Ejército, y acompaña los planos correspondientes, copia de los 
decretos que autorizan la expropiación, y del telegrama remiti- 
do por los demandados a la Dirección General de Ingenieros 
del Ministerio de Guerra, en el que manifiestan que no aceptan 
el precio ofrecido, 

2" Que a fs. 11 se dispuso la posesión provisoria del inmue. 
ble en cuestión, la que se llevó a efecto poT medio de la dili- 

etc", liocacstcr, N, Y. ed. 19)0, pág, 409), autor citado por la Corte, 
expresar "-Esta doctrina ta tan antigua como los anuarios, y está con- 
firmada sin ninguna val i f ¡ración ni excepción, por una larga serie de 
decisiones judiciales lo misma en Inglaterra que en Estados Unidos, Loa 
setos realizados por uu funcionario de facto son bucnoB, dice Vincr. No 
hay distinción en derecho entre los netos oficiales entre un empleado 
"do jure", y aquellos de v . funcionario "do facto", observa un juoz. 
En cuanto concierne al público y a Ins tercena personas concluye Cons- 
tantincau, "Los actos del uno tienen precisamente la misma fuerza y el 
mismo efecto que los actos del otro". En la jurisprudencia de la Supre- 
ma Corte de Estados Unidos encuéntrense varios casos resueltos en este 
sentido (que se citan). Como dice Constantincau sintetizando la doctrina 
de los fallos ingleses y norteamericanos, en el capitulo 2G, párrafo 322 
(actos de Ion funcionarios "do facto" relativos a la imposición y recau- 
dación de tributos o de impuestos —tases— ), "Ln regla predominante 
es quo la validez de un impuesto, no puede ser puesta en tela de juicio 
o atacado (" impeaeltcd ") aohre la base do que fue n mi llorad r>, exigido 
o recaudado por funcionarios "de facto". 

VÍ. — Que esta doctrina jurisprudencial de la Suprema Corte de la 
Nación era concordante y complementaria do la doctrina perteneciente 
también a su tradicional jurisprudencia, de que en virtud do ln necesaria 
separación y coordinamiento de los poderes del Kstndo los tribunales de 
Justicia carecen de jurisdicción para dirimir cuestiones de orden político. 
En rl raso del Tomo ,W, pag. 427, resuelto en 7 de septiembre de 18M, 
considerando el "Lending case" sobre la materia, dijo entre otras cobob 
al tribunal "Los precedentes do los Estados Unidos estAn en un todo 
do acuerdo con esta doctrina, consagrada por sus leyes, por la practica 
constante de sus gobiernos, establecida por la decisión ¿c sus tribunales 
y enseñada por los comentadores de su constitución. La sentencia de 
la Corte Suprema de aquel país, siempre invocada en esta materia y 
conocida con el nombre del juez TYncv, en el coso Lether vy Bruthcr 
y otros, dejó establecido, confirmando otras decisiones que "Las Cortes 
de Justicia sostienen uniformemente que corresponde al poder político si 
el Gobierno de la Carta ha sido depuesto o no, y cuando esta decisión 
haya tenido lugar, deben limitarse a tomar nota de ella como la ley 
Suprema del Estado, sin necesidad de informaciones verbales ni testigos". 

Dictaminando en este caso el Procurador General do la nación, 
Dr. Snbiniano Kier, había dicho: "De otro modo desaparecerla la coordí 
nación de poderes del Gobierno Federal, contrariando el espíritu de la 
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gencia de fs. 16, recibiéndola en nombre del actor el Tte. 
Ctiel. Julio Reinaldo Lobo. 

3' Que o fs. 12 vtu. se convocó a las partos a la audiencia 
que determina el art. 6* de la ley 189. la que se realiza a fs. 52, 
en la que el señor Procurador Fiscal reproduce su demanda en 
los términos de su escrito de fs. 9 y por su parte la demandada 
manifiesta su disconformidad con el precio ofrecido, por consi- 
derarlo reducido, por ser las tierras más solicitadas de la zona, 
por su calidad y proximidad al camino afirmado a la Capital 
Federal, distante solamente dos kilómetros de la planta urbana 
de Junín. Pide se condene al Fisco Nacional a pa<rar por la 
tierra expropiada la suma de $ 107.792,42 m 'n., o sea a razón 
de § 1.020 Ta hectárea, más las mejoras, tasadas en $ 800, sus 
intereses y costas del juicio. 

Y considerando : 

V>) Que ha quedado porfci-t:i mente establecido, por exis- 
tir coincidencia entre lo determinado en la demanda y lo infor- 
mado por los peritos, rpie la superficie ¡i expropiarse la consti- 
tuye una fracción de terreno de una extensión total de 10f> hect.. 
16 á.. m m. a y 44 dm. 2 . 

2') Que en autos se hnn reunido suficientes elementos de 
prueba, nne permiten, a juicio del suscripto, llegar a una de- 
terminación justa del valor de la tierra a expropiar, y que 
han hecho innecesario el nombramiento de perito tercero, no 
obstante la discrepancia de los informes de las designados a pro- 
puesta de las partes. 

Constitución que. ct.mo lo reconoce t'l propio Co'ley, reparto los poderes 
del Oobierao pero no "subordina ninguno de los departamentos al otTO, 
en el ejercicio de la funeioii conferida". "Si el poder judicial pudiera, 
prescindiendo de ta» limitaciones al CftJÓ en causa fívil, entrar al examen 
de las levos bajo su asueto político, podría también estudiar el origen 
y formación de ios ..tros poderes v sus procedimientos internos, respecto 
del modo v sanción de las leves, lo que es contrario a la independencia 
de lo» poderes coordinados. La constitución y leyes de competencia, sólo 
le atrilujven la facultad de declarar, si la lev, tal cual ha sido promul- 
Bada se opone a alguna garantía o privilegio de la Constitución. 

Ksta doctrina ha sido reiterada por la Suprema Corte en nume- 
rosos fallos posteriores, entre los cuales pueden citarse los de los tomos 
154 p/ig. 2111; T. T77. pSg, 3ÍH); T, 137, pag. 7<» : etc. En el fallo 
del tomo 177. pAe. 390, del 3 de mn,.*o de 1ÍK17. dijo entre otras cosas 
al Tribunal. "Los attos Magistrados de Estados Vnidoi de América 
del Norte v de la República Argentina, conocieron, hacía mucho tiempo, 
la sabiduría de no ¡nU-rvenci/m en las cuestiones meramente políticas , 
v m.o si i-sta intervención llegara a suceder. "La Corte se colocaría 
frente a los poderes politice, del Estado, en el terreno político, desnatu- 
ran raudo «u carííctOT 1 '. 
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3* Que estudiadas detenidamente las conclusiones a que 
llegan estos últimos, en lo que respecta al valor del terreno, que 
lo tasan en $ 650 la heet. el de la actora y en é 1.150 también 
la hect., el de la demandada, el suscripto considera justo y equi. 
tativo fijar el precio de mil pesos la hectárea, teniendo en cuenta 
las características del inmueble, desde el punto de vista de su 
extensión, calidad y ubicación, y principalmente, el valor co- 
rriente atribuido, en convenciones libremente celebradas, a otros 
en iguales o análogas condiciones por su naturaleza, situación 
y época de las ventas, al que en autos se expropia. 

En efecto: las tierras do los Sres. Vázquez Mansilla, se 
hallan ventajosamente ubicadas, asólo 2.080 m. de la Ciudad de 
Junín y & 1,040 ms. de la ruta n* 7, que lleca desde Buenos 
Aires hasta el límite con Chile y (¡ue forma parte del sistema 
panamericano de carreteras, con calzada pavimentada. Asimis- 
mo, se encuentra a unos mil metros de la ruta ii* 88 que une 
Pergamino con Colonia Castex (La Pampa) pasando por Junín, 
ruta ésta ya pavimentada desde Pergamino hasta Junín, al 
igual que la n* 7, desde Buenos Aires hasta Junín. Son dichas 
tierras de inmejorable calidad, aptas para toda clase de cultivos, 
puntos en los que concuerdan ambos peritos (ver informes de 
fs. 146 y 174). I^nl opinión se manifiesta en el informe de 
fs. 37. 

Que en cuanto a las ventas realizadas en la zona, los in- 
formes aportados son numerosos y eoineidentes, reflejándose en 
ellos el progresivo aumento que la propiedad inmobiliaria ha 
experimentado en el país, por factores conocidos. 

Entre ellos se destaca la venta en remate judicial, del cam- 
po de Balestras.se, de tierras arenosas, inferiores a la de autos 
y más distante de la Ciudad de Junín, seis kilómetros, (ver pe- 
ritaje de fs. 174. venta n 9 5, pleno de fs. 178) efectuada por 
el martiliero público Candido García (ver declaración de fs. 
128) y por el que se habría pagado a razón de $ ÍÍOO la hect. 
De ella se da noticia en el periódico de fecha 27 de marzo de 
1ÍÍ45 agregado a fs. 26 y se refieren los martilieros Esquiroz f 
Pérez en sus declaraciones de fs. 126 y 130 vta. respectivamente. 

Otra venta efectuada en las proximidades de la tierra que 
se expropia, es la que refieren los martilieros Esquiroz {fs. 126), 
García, (fs. 128), Pcrez, fs. 130 vta.), y el perito Beyna (fs. 
174, venta n* 1) por la que se habría enajenado en remate pú- 
blico, el 15 de abril de 1945, por el segundo de los nombrados, 
parte de la chacra n g 161, distante cinco kilómetros de la Ciu- 
dad de Junín, en la suma de mil doscientos noventa y seis 
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pesca con ochenta centavos la hectárea ; o*-a, la que se efectúa 
en el año 1926, a que alude Berna en su informe de fs. 174 
(renta n° 2) y el martiliero Garcia a fs, 128» en la que se vende 
la chacra n* 145, lindera con la de autos, en lotes, a $ 1.500 la 
hect,, a plazos; y recientemente, pocos meses después de la toma 
de posesión, a que se refiere la diligencia de fa, 16, parte de 
la misma chacra 145 habría sido adquirida a razón de $ 3.000 
la hectárea, existiendo al punas mejoras (ver declaraciones de 
García e informe de fs. 174, venta n? 3). 

La opinión del Gerente del Banco de la Provincia de Bue- 
nos Aires, consignada en la nota de fs. 136, es también un im- 
portante elemento de juicio que se ha tenido presente, ya que 
al adjudicarle al terreno de autos, un valor máximo di» $ 950 
la hect. al 3 de octubre de 1945, es preciso tener en cuent* que 
no se trata de un informe de perito, como así el criterio ch *, 
mente restrictivo con que una Institución de su índole suele i ir 
mular esas apreciaciones, en atención a la naturaleza de las >y 
raciones que realiza. 

Debe computarse también, como índice del valor del bien 
expropiado, el hecho de que se le haya elegido, por la autoridad 
competente, para levantar en él, los edificios destinados a los 
cuorte'es (ver diligencia de fs. 16) con preferencia a los demás 
lotes adquiridas con el mismo fin (ver informe de fs. 36). 

4') Que todos estos antecedentes y los que menciona el 
perito Beyna en BU detallado informe, coincidentes, por otra 
parle, con la que suministran los testigos Esquiroz, García y Pé- 
rez, proporcionan una bnse seria para la determinsciím del 
precio de la tierra expropiada en la suma fijada más arriba. 

No obsta n ello, el informe del Instituto Agrario Argentino 
de que hace mención el perito Izquierdo en su dictamen de 
fs. 146, pues aparte de referirse a una época ya lejana, 1940, 
desde cuya fecha ha continuado el aumento de valor de tos bie- 
nes raíces, la ubicación de la propiedad de los Vázquez Man- 
silla, a sólo dos mil ochenta metros del ejido de Junín, permite 
considerarla entre las clasificadas como '"quintas", cuyo valor 
promedio alcanza a novecientos treinta y nueve pesos la hectá- 
rea, en aquel tiempo, según dicho informe. 

Pot otra parte, las compras realizadas por el Estado Na- 
cional, en que apoya las conclusiones en su pericia el ingeniero 
Izquierdo —chacras de Kunslc, Ledo, Núñez, del Sastre—, no lo 
fueron en convenciones libremente celebradas, pues los precios 
convenidos v pagados lo fueron después de iniciadas ante este 
Juzgado, secretaría actuaría, los respectivos juicio* de expropia- 
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ción (expedientes números 11.894; 11.895; 11.896 y 11.892 res- 
pectivamente) excento el de Núñez. en el míe el demandado ha 
sido declarado rebelde y se encuentra en estado de dictarse sen- 
tencia, estos precios pueden explicarse, además del motivo indi- 
cado, por la diferencia en la calidad y ubicación de las tierras, 
y es susrestivo, no obstante tratarse de una pequeña parcela, lo 
que indicaría también la necesidad económica del fraccionamien- 
to de ellas en la zona, que a Niíñez. lindero de los Vázquez Man- 
silla (ver planos agrecrados) se le ofre?ca el precio de $ 950 
la heet.. v a Ledo, contiguo a Núñez, sólo el de * 700 también 
la hectárea. 

5') One las circunstancias apuntadas permiten pensar que 
el precio ofrecido por la aetora es muy bajo y hiere el patri- 
monio del demandado, debiendo la justicia estar en la duda a 
favor de este, por los respetos que se debe a la propiedad pri- 
vada, sometida a desapoderamiento forzoso (Corte Suprema, 
Fallos, t. 195, pág. 187). 

En consecuencia, fíiase en concepto del valor de las 105 hect., 
16 a., 33 m. a y 44 dm. 3 de tierra, la suma de * 105.163,34 m/n., 
al 24 de junio de 1944, fecha en que se produjo la ocupación 
del bien expropiado (fs, 166). 

6°) Que en cuanto a las mejoras, lo» demandados no han 
cuestionado la suma ofrecida por la aetora (ver escrito de fs, 
32) por lo que se fija su valor cu la cantidad de $ 800, en que 
las tasa el perito izquierdo en su peritaje de fs. 146. 

7*) Que a mérito de las conclusiones a que se arriba en 
los precedentes considerandos, carece de objeto tratar la incons- 
titucionalidad del art 18 del decreto del P. E. Nacional 
n* 17.920/44, alegada por los expropiados. 

Por estas consideraciones fallo: Condenando al Fisco Na- 
cional a pagar a los señores Marcelo B. y Pedro R. Vázquez 
Mansilla. en concepto de total indemnización, la suma de 
$ 105.963.34 m/n.) en el término de diez días de quedar con- 
sentida esta sentencia, con más los intereses a contar de la fpeha 
de toma de posesión efectiva (fs. 166) sobre el excedente de la 
cantidad consignada a fs. 1, al tipo que cobra en sus descuentos 
el Banco de la Nación Argentina y las costas del juicio (art. 18, 
Decreto n» 17.920-44). — Francisco F. Burgas. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

La Plata, octubre 4 de 194(¡. 

Considerando : 

Kl precio fijado por la sentencia en recurso, con respecto 
a la unidad por hectárea a expropiarse, así como por las mejoras 
y honorarios a papir.se, resultan equitativos en cuanto están en 
concordancia con las constancias de autos, por traducir la ex- 
presión de ln abundante prueba rendida y correctamente rae- 
ritua<la por el Sr. *Tuez CHfíiO, 

Los valores, por hectárea, que exceden al fijado en el pro- 
nunciamiento recurrido, que son pocos en relación a la<? muchas 
operaciones de venta efectuadas, como se desprende de las cons- 
tancias ile fs. 127 a 131 vta. y otras, se refieren a extensiones 
reducidas, por lo que deben tomarse como precio de excepción 
y no como un índice de carácter general. 

En su mérito y por los fundamentos de fojas ciento ochenta 
y cinco, se la confirma en todas sus partes. — Luis O. Zervi- 
no. — Adolfo Lascano. — Jorge García González. 
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Bs. Aires, 22 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos 11 Fisco Nacional c. Marcelo B, 
y Pedro R Vázquez Mansilla s. expropiación"» en loa 
que se han concedido los recursos ordinarios de apela- 
ción interpuestos por ambas partes a fs. 198 y 200 con- 
tra la sentencia dictada a fs, 197 por la Cámara Federal 
de La Plata. 

Considerando : 

(¿uo el precio ofrecido y la tasación del perito pro- 
puesto por la expropiante — % 650 la hectárea — no tie- 
nen otro fundamento que la venta de la ehacra lindera, 
de la misma extensión, hecha al Gobierno Nacional a ra- 
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zón de $ 630 la hectárea. Pero todas las demás opera- 
ciones citadas por los peritos y relativas a tierras seme- 
jantes por su extensión y ubicación a la que aquí se 
expropia arrojan un promedio según el perito Izquier- 
do de ♦ 800 y según los datos del perito propuesto pol- 
la demandada de más de $ 900. Hay, pues, fundamento 
suficiente para fijar un precio sensiblemente superior 
al ofrecido. 

Que se deben observar, sin embargo, la mayor par- 
te de los antecedentes invocados por el perito Reyna 
pues se refieren a fracciones mucho menores que la con- 
siderada en este juicio. Por de pronto lo son todas las 
quintas de menos de 10 hectáreas — fs. 180— Pero ade- 
más todas las ventas de chacras se refieren a extensio- 
nes de no más de 31 hectáreas, salvo la de la chacra 74 
vendida judicialmente en enero de 1945 a razón de $ 900 
la hectárea. Y es incuestionable la relación inversa que 
existe entre la extensión y el valor, tratándose do inmue- 
bles de esta especie. Con todo el perito Reyna invoca 
la subdivisión de la chacra 145 en parcelas de tres cuar- 
tos do hectárea vendidas en 60 mensualidades sin inte- 
rés a razón de $ 1.500 cada lotu, lo cual representa para 
tan reducidas extensiones, al contado no más de $ 1.100 
por hectárea. Hay que observar también que el perito 
Reyna no aclara en todos los casos si los inmuebles cu- 
yas ventas cita tenían o no mejoras, y en caso afirma- 
tivo de qué importancia. 

Que el criterio del valor potencial fundado en las 
posibilidades de una subdivisión no es admisible sin se- 
rias reservas, pues si bien con ellas se obtienen precios 
mayores ha de tenerse en cuenta la extensión que es 
preciso dedicar a calles de comunicación y el riesgo de 
que no todas las numerosas operaciones se finiquiten 
con puntualidad, tanto más cuanto que estas subdivÍBÍo- 
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nes se hacen, por lo general sobre la base de ventas a 
plazos. 

Que una vez más el Tribunal tiene que llamar la 
atención sobre la forma de producir la prueba pericial 
presentando cada perito su dictamen por separado sin 
hacerse cargo de todos los antecedentes y elementos de 
juicio invocados por < otro, con lo cual resulta difícil 
comparar las eonclusi. jes de ambos puesto que obedecen 
a fundamentos distingos. 

Que de lo expuesto en los tres primeros consideran- 
dos sigúese no ser equitativo en este caso, aun teniendo 
en cuenta que se trata de una venta forzosa, fijar un 
precio unitario mayor de $ 950 la hectárea. 

Que el recurso ordinario concedido a la demandada 
es improcedente porque la diferencia entre la suma que 
reclamó a fs. 35 y la fijada por la sentencia apelada, no 
alcanza el limite establecido por el art. 3, inc. 2», de la 
ley 4055 (Fallos: 197, 320) 



Por lo tanto se reforma la sentencia apelada de 
fs. 197, fijándose el valor del terreno en la suma de 
$ 950 m/n. la hectárea, y se la confirma en lo demás que 
resuelve. Las costas de esta instancia deberán pagarse 
en el orden causado. 



Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonuhi — 
Justo L. Alv/rez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela, 
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JOSE F. AZCARATE v. PROVINCIA DE SANTA PE 

EXPROPIA C¡ON: Expropiación indirtrtrt. 

La expropiación dee'arada por ley no faculta al dueño para 
obligar al Estado a hatería efectiva sobre un bien no ocu- 
pado por éste, respecto del cual tampoco ha medrado res- 
tricción o perturbación riel ejercicio del derecho de pro- 
piedad por su titular. Ello, sin perjuicio del derecho que 
pudiera corresponder al propietario para reclamar la repa- 
ración de los daños y perjuicios concretos —no potencia- 
les— que ie hubiera ocasionado la expropiación autorizada 
y no realizada. 



Sentencia deí- Superior Tribunal di; Justicia 

En la ciudad de Santa Fe, a 26 de junio de 1045, reunido» 
en acuerdo ordinario los Sres. Vocales del Superior Tribunal 
de Justicia Dres. Tiburcio B. Reyes, Francisco J, Sufer y Ar- 
mando De Feo, para resolver la apelación deducida contra la 
sentencia dictada por el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de la 
2» Nominación, en el juicio segnido por Jiieé F. Asearais (hoy 
Elena Vencienne Lovay de Gieco) contra Superior Gobierno de 
la Provincia sobre cumplimiento ley de expropiación n* 24(16; 
efectuado el sorteo de ley para establecer el orden de la vota- 
ción, dió el resultado siguiente: Sres, Reyes. Suter y De Feo. 
Acto fieeuido e! Tribunal plantea para resolver las cuestiones 
siguientes : 

Primera: Es nula la sentencia apelada í Segunda-. ¡En su 
caso es justa t Tercera-, ¡Qué pronunciamiento corresponde f 
A la primera cuestión, el Sr. Vocal Reyes, dijo : 
I) La actora inicia demanda contra el Gobierno de la 
Provincia, para que en cump' ¡miento de la ley de expropiación 
N' 2466 se le imponga la obligación de expropiar y abonarle 
el precio del terreno de su propiedad afectado a la misma, cuyas 
dimensiones ascienden a 162.000 m. 1 . Dice que en virtud de la 
ley citada, ha quedado impedido de disponer libremente del in- 
mueble, que lo habría subdividido en lotea y vendido en parte, 
obteniendo gran utilidad, como lo prueba con las operaciones 
que detalla a fs. 14 vta, y siguiente. Agrega, que en vista de 
que las autoridades del Gobierno depuesto ni las que le suce- 
dieron, demostraron el menor propósito de cumplir la ley, se 
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presentó al Señor Interventor Alvarado, explicando la grave- 
dad de la situación que se le había creado y pidiendo su inme- 
diato cumplimiento; que en el expediente formado con motivo 
del pedido, el Sr. Fiscal de Estado dictaminó favorablemente; 
pero no obstante haber transcurrido más de seis meses, no se ha 
cumplido la ley, ni ha sido derogada. Expresa también, que las 
autoridades comunales de Paganini le prohibieron a él y a otros 
propietarios, edifiear en los terrenos afectados por dicha ley. 
Funda en derecho su petición en lo establecido por el art. 17 de 
la Constitución Nacional, que declara la inviolabilidad de la 
propiedad y en el art. 2513 del Cód. Civil, que reconoce ser in- 
herente a la propiedad, el derecho de poseer la cosa, de disponer 
o de servirse de ella, de usarla y gozarla según la voluntad del 
propietario. En definitiva, pide que se haga lugar a la deman- 
da, declarando que la Provincia de Santa Fe está obligada a la 
inmediata ejecución de la ley ti* 2466 y, en consecuencia, a pa- 
garle el precio del terreno, por su mayor valor, desde la fecha 
de la promulgación de la ley, intereses y costas. Estima provi- 
soriamente el valor del terreno, en seis pesos moneda nacional 
el metro cuadrado. El representante de la Provincia opone la 
falta de acción al progreso de la demanda, negando la impor- 
tancia a lo;* hechos que aduce el demandante para fundarla. Di- 
ce que el cumplimiento de la ley exigía un estudio reflexivo; 
que la negativa de la Comuna de Paganini para edificar no 
puede ser invocada, por cuanto la misma ley que se invoca dis- 
pone expresamente la anexión del terreno a la Municipalidad de 
Rosario. Xiega, asimismo, el mayor valor atribuido a los terre- 
nos y la importancia que se atribuye a la opinión del Señor 
Fiscal de Estado. Al encuadrar en derecho las pretensiones del 
actor, dice que no existe vínculo jurídico para fundar la acción, 
de manera que la obligación carece de causa. Sostiene que de 
los términos de la misma ley resulta improcedente la demanda, 
por cuanto esta no ordena sino que autoriza al Poder Ejecutivo 
para ejecutarla en su oportunidad, por medio de emisión de títu- 
los. Desconoce al Poder Judicial ta facultad de obligar al Poder 
Ejecutivo a expropiar, lo que no sólo contraria toda ley de ex- 
propiación, sino a toda norma de buen gobierno y el principio 
fundamental de la división de poderes. A continuación cita 
varios rasos resueltos por la jurisprudencia y termina pidiendo 
el rechazo de la demanda, con costas. Tramitado el juicio en 
la forma expuesta por el señor Juez a qvo, a cuya fiel exposi- 
ción de hechos me remito y doy por reproducida, se dicta la 
sentencia de ferha diciembre treinta y uno de mil novecientos 
cuarenta, en cuya parte dispositiva se hace lugar a la excepción 
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de falta de acción y se rechaza la demanda, con costas. El actor 
interpone los recursos de apelación y nulidad, los que concedi- 
dos motivaron que los autos fueran elevados al Tribunal, previo 
emplazamiento de loa litigantes. Como el demandante José F. 
Azcárate vendiera los terrenos a la írlra. Elena Venciennc Lavoy 
de Gieeo ésta se presenta eonio parte por intermedio del Procu- 
rador Sr. Isidro Díaz Candioti, Concurre después personal- 
mente y después lo haee el Sr. aboyado Colón Quiroga. Efec- 
tuados algunos trámites para que éste devolviera los autos al 
Tribunal, el mismo expresa agravios de fs. 654 a 660, los que 
son contestados a continuación por el apoderado de la Provin- 
cia, pasando la causa a estudio. Cumplida la medida para mejor 
proveer con la presentación de los títulos y efectuado el estudio, 
se designó el día de hoy para el acuerdo, planteándose para 
resolver las cuestiones expresadas. 

II) Como se deja expuesto, el actor interpuso contra la 
sentencia los recursos de apelación y nulidad; en la expresión 
de agravios pide únicamente revocación de la sentencia, pero 
como en su exposición formula observaciones que atañen a la 
forma de la resolución, el Tribunal ha considerado conveniente 
plantear la cuestión de nulidad. 

El mandatario del demandante, en frases ofensivas e impro- 
pias en los debates judiciales — y de las que me ocuparé más 
adelante — dice que la escuálida sentencia no es tal; que "con- 
templa un solo aspecto unilateral y exclusivamente de una de 
las tantas cuestione? sobre las cuales se hallaba trabada la 
litis**, lo que está en contra de lo dispuesto en el art. 355 de la 
ley procesal, que manda resolver con arreglo a la acción dedu- 
cida y a los hechos y derechos controvertidos. A continuación 
reproduce con bastante amplitud el contenido del escrito de de- 
manda. 

Incurre, el señor abogado, en un error fundamental, "Los 
jueces no están obligados a resolver todas las cuestiones que 
propongan las partes sino las que conceptúen pertinentes, (conf. 
Cám. Civ. 7, 482; 8, 46 y 571; 110, 220; 113, 60; la G. P., 73, 
369; Cára. Com. 63, 155; 83, 122; 86, 118, ni a estudiar toda 
la prueba", etc. ( Fernández, pág. 207, edic. 1932). Son tan 
axiomáticos estos principios de derecho procesal, que parece que 
fuera innecesario recordarlos. 

Y bien : en el sub-lite, el Sr. Juez a quo, después de estu- 
diar la defensa de la demandada referente a la inexistencia de 
vínculo jurídico, llega a la conclusión : de que el actor carece 
de aceión ; y por ello juzga innecesario entrar a considerar las 
demás cuestiones planteadas en la demanda. Estuviera o no 
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equivocado el Sr. Juez, nada más 1 ófrico que dicha conclusión» 
dado que cualquiera fuera el resultado del estudio de laa de- 
más cuestiones, no podría modificar la rcso'ución en el juicio, 
pues no existiendo vínculo jurídico entre las partes, siempre se 
llegaría a la misma finalidad; el rechazo de la demanda. El 
punto es tan incuestionable en materia procesal, que pocas veces 
la jurisprudencia tiene oportunidad de decidirlo. Citaré, sin 
embargo, el siguiente: "habiendo admitido 1» defensa de falta 
de acción, no tenía porqué ocuparse de las demás Cuestiones 
planteadas en autos, desde el momento que no sólo su resultado 
no podría modificar la solución del pleito, sino que las mismas 
aparecen como cuestiones abstractas, que resultaría obvio no 
decidir, atendiendo a la natura'eza de la excepción que se admi. 
te" (G. del Poro, t. 137, pág. 174). 

Por ello voto por la negativa a esta cuestión. 
El Sr. Vocal Suter, por iguale*; fundamentos, vota en el 
mismo sentido. 

El Sr. Vocal De Feo, adhiere. 

A la segunda cuestión, el Sr. Vocal Reyes, dijo: 




III) Dada la forma en <,i]e ha sido trabada la litis, entien- 
do que ésta se concreta a determinar, si la Provincia de Santa 
Pe. en el caso está obligada o no a expropiar el inmueble del 
demandante. Afirmo esto, pornue de la resolución de esta cues- 
tión, depende el resultado del juicio. 

La expropiación, como lo ha dicho el doctor Julio Gonzá- 
lez Irnmain, es "un derecho pura y exclusivamente del expro- 
piante y al que corresponde el deber por parte de los expro- 
piarlos de someter el suyo a su imperio para bieu de todos 
y de 61 mismo" fConf. "La exnropiación ante la Constitución y 
la jurisprudencia de la Corte Suprema", pág. 50). Es verdad 
que tal derecho reconocido por el art. 17 de la Constitución 
Nacional, está condicionado a que sea causa de utilidad pública 
y previamente indemnizado, pero el ejercicio del mismo, es una 
facultad que sólo compete al titular, por ello, no puede ser 
competido a expropiar mientras no ejecute actos que impidan 
o limiten el derecho de propiedad. 

Los tratadistas y la jurisprudencia al ocuparse de la mate- 
ria, han estado de acuerdo al estudiar el alcance de la clausula 
constitucional. Para Bielsa, al criticar algunos fallos que no 
han admitido el desistimiento del expropiante, dice: "La expro- 
piación no crea a favor del expropiado otros derechos que los 
que nacen de la protección jurídica de la propiedad consagrada 
por la Constitución, pero bien entendido, cuando la expropia- 
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ción se verifica. Esta protección se resuelve en la reparación in- 
tegral del perjuicio cansado. Mas. como la expropiaban tiene 
un supuesto jurídico-constitucional, y es el interés público, que 
la Administración Pública actualiza, sígnese que si algún dere- 
cho snbietivo nae* de la cansa expropiante está atribuido a la 
Administración Pública" (Edic. 1929, t. IT, pág. 285). 

Los conceptos del indiscutido autor demuestran el funda- 
mento de que tensro dicho anteriormente, de que el Estado no 
puede ser obligado a expropiar, salvo míe hubiera ejecutado 
actos restrictivos de' derecho de propiedad ; y esto es así. por- 
que entonces jueta el prin"ipio constitucional de la inviolabili- 
dad, que sólo rede ante la declaraei'n de utilidad pública hecha 
por la autoridad competente: Conciso o legislaturas de pro- 
vincia, seguida de la previa indemnización. Por ello, es que la 
jurisprudencia se ha pronunciado de mnnern uniforme, qu^ 
cuando el Poder Públiro ha impedido el amnli" piérdelo del 
dominio, va sen uceando línea para edificar o fijándola en me 
nORcabo de] derecho de propiedad, está obligado a expropiar y 
pairar la indemnización. 

Entre los fuiulnmentos aducido» en el escrito de demanda 
se dice une la comuna de Paganini negó al demandante y a otros 
propietarios permiso para levantar construcciones. Fsto es exac 
to. como lo reconoce la demandada; sin embartro. (ni negativa 
carcec de toda trascendencia nara la resolución del asunto, dado 
que el art. 4 de 'a miema lev 246fi establece oue el terreno afec- 
tado a la expropiación fué anexado al Municipio de Rosario. 

Es tan nninlia la facultad reconocida a la Administración 
Pública para decidir sobre la oportunidad de la expropiación 
que aun en juicios cu nue !a Municipalidad de la Oapital Fede- 
ral era nartc demandada, se le ha permitido desistir del juicio, 
no obstante oue desde el punto local y doctrinario, la admisión 
del desistimiento podría ser dudosa. Para aceptar el desisti- 
miento se ha invocado que se trata de un asunto de utilidad 
pública v que el Estado no hace otra cosa r|tic desistir de un 
derecho ÍO. del Foro. t. 93, pñe. 20, En el mismo sentido, t. 96, 
302: 100. 1Í12: 10(>. 10; 114, 84; 124, 175). Fn el último caso, 
existía sentencia definitiva por lo que se estableció la obligación 
de pairar los perjuicios. En todos los juicios, como es evidente, 
existía, como en el presente, ley de expropiación que refería a 
los terrenos objeto de ellos; no obstante tal circunstancia, no se 
consideró que la sólo existencia de la ley importara restricción 
del dominio que facultara al propietario para exigir la expro- 
piación. 

Llegó, por tanto, a la misma conclusión que el señor Juez 
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a quo, vale decir, que el demandante carece de acción para exigir 
de la Provincia la expropiación del inmueble por el solo hecho 
de estar afectado a la ley 2466. 

Por ello y consideraciones del a quo y concordantes de los 
escritos del representante de la demandada, voto por la afir- 
mativa. 

A la misma cuestión, el Sr. Vocal Suter, dijo: 

El accionante demanda el cumplimiento de la ley 2466, 
porque la demora en la expropiación (pie determina la" misma 
lo perjudica en el ejercicio del dominio y que él lo califica eqmo 
una verdadera restricción. 

Que si bien la Suprema Corte de la Nación ha resuelto 
reiteradamente que la expropiación por causa de utilidad pú- 
blica es una facultad privativa del Estado, de modo que cuando 
dicta una ley, como la que motiva el caso, mientras no haga uso 
de la facultad, ni la justicia ni ninguna otra autoridad puede 
hacerlo ni obligarlo; también lia dicho que esa facullad no es 
ilimitada y que cede cuando el Estado, en uso do rse derecho, 
lesiona una garantía COJfto e.s la de la inviolabilidad de la pro- 
piedad que consagra el art. 17 de fa Constitución Nacional. 

Que en principio, toda propiedad sobre la cual pea una 
expropiación in gánre como en el sub lite, sufre un menoscabo 
en su plenitud y libertad, porque se restringe el número de 
interesados, tanto en la adquisición como en el r -riendo de la 
misma, dado que nadie o muy pocas personas se aventuran a 
comprar o arrendar una propiedad cuando pesa sobre ella una 
amenaza de una acción del Estado que puede ejercitarse en 
cualquier momento y destruir los cálculos y previsiones del pro- 
pietario más prudente. 

Que ésta es la verdadera situación en que se ha colocado al 
propietario recurrente que podría considerarse como una res 
fricción al dominio, un obstante ello entiendo que no ha podido 
promover la acción de expropiación indirecta, porque la Supre- 
ma Corte también ha dicho que no toda restricción al dominio 
autoriza la are mu en cuestión, toda vez que siendo una excep- 
ción a la facultad del expropiante, ella sólo se da cuando el ti- 
tular del dominio no tiene por el derecho común ningún ntro 
ampara (./. A., año 1942, t. 1, pág. ¡103). 

De ahí que la expropiíición in gfnere, por sí sola, no puede 
autorizar la acción deducida. 

Que ésta es la verdadera situación del recurrente, desde que. 
la denegación de la Comuna de Paganini que podría conside- 
rare como acto concreto de restricción, no puede tenerse en 
cuenta porque el inmueble pasó "ministerio legis" a formar 
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parte del Municipio de Rosario, según se desprende del texto 
de la ley y de su discusión (Diario de Sesiones de la Cámara 
do Diputados, ano 1935, pág. 221). 

Que en atención a lo expuesto, la acción deducida debe 
desestimarse. Por lo tanto, voto por la afirmativa a la cuestión 
planteada. 

El Sr. Vocal De Peo, vota en el mismo sentido. 

A la tercera cuestión, el Sr. Vo^al Reyes, dijo : 

IV) Atento el resultado obtenido al votar la cuestión 
anterior, corresponde confirmar la sentencia apelada en todas 
sus partes; las costas de la instancia a la parte vencida. 

Opino también que las frases subrayadas constituyen 
ofensas para el Sr. Juez a quo, que no puede tolerarse, máxime 
cuando las pretensiones del actor carecen de fundamento. 1 or 
ello soy de opinión que debe imponerse al firmante, Dr. Colón 
Quirogo, una medida disciplinaria consistente en un aperci- 
bimiento. 

El Sv. Vocal Suter, adhiere. 

El Sr, Vocal De Feo, también adhiere. 

Por los fundamentos del acuerdo precedente se resuelve: 
lo) No hacer lugar al recurso de nulidad; 2 V ) Confirmar en 
todas sus partes la sentencia npelada, con rostas. - Tibnrcw 
B Reyes. — Francisco J. Suter. — Armando De Feo. 



Dictamen del Procurador (if.nehal 



Suprema Corte : 

En 9 de agosto de la Prov. de Santa Fe dictó 
una ley —la 2466— autorizando al P. E. local para 
emitir títulos hasta la cantidad de diez millones de 
pesos a fin do adquirir con su producto las tierras ne- 
cesarias para la construcción de parques en varias ciu- 
dades, de acuerdo con ío que determinare, dicho P. E. 
y no estuviese prescripto por la misma ley. Uno de esos 
parques debía construirse al norte de Rosario, formán- 
doselo con terrenos comprendidos entre el camino pa- 
vimentado a Santa Pe al oeste, el camino público a la 
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fábrica de ta Celulosa Argentina por el norte» el límite 
del municipio al sur, 7 el río Paraná al este, terrenos 
que se anexarían a la Ciudad. 

El art. 10 los declaraba de utilidad pública y su- 
jetos a expropiación. 

Eu noviembre de ese mismo ano, D. José P. Azcá- 
rato, invocando la calidad de propietario de una exten- 
sión de tierra» situadas dentro de esc perímetros, ges- 
tionó del gobierno provincial diera cumplimiento a la 
ley y evitase loa perjuicios emergentes de haberlos de- 
clarado ci.propiablcs, —sin expropiarlos después, ni 
adquirirlos eu otra forma. Desoída tal solicitud, eu 
abril de 193G inició demanda contra la provincia, pi- 



diendo se la condenara a pagarle el precio del terreno, 
en cumplimiento de la ley 2466. Previos los trámites 
de práctica, el juicio fué fallado en segunda instancia 
por la Sala Primera do Apelaciones en lo Civil y Co- 
mercial del Superior Tribunal de Justicia de Santa Fe, 
desestimando la acción, con costas (fs. 676, junio 26 
do lí)45) ; y contra tal fallo trae ahora un recurso extra- 
ordinario Dña. Elena Lovay de Gieco — sucesora de los 
derechos q ie Azcáratc invocaba - recurso que aparece 
concedido a fs. 688. Se lo funda en que la negativa do 
la provincia a expropiar, manteniendo al mismo tiempo 
la amenaza de hacerlo en plazo indefinido, lesiona el 
derecho del propietario para disponer libremente de su 
propiedad. Bajo tal concepto, lo conceptúo admisible. 

No ocurre lo propio con la tesis sostenida por la 
recurrente. El problema jurídico que se plantea en 
estos autos nada tiene de novedoso, pues ha ocurrido 
ya múltiples voces que las leyes ordenen expropiar 
tierras sin fijación de término para hacerlo, o bien 
tropiece el Fisco con dificultades financieras para dar 
cumplimiento a lo ordenado. Claro está que si en esas 
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condiciones el propietario fuera desposeído tendría de- 
recho a exigir se le indemnice; pero en el sub-jttdicé 
no media desposesión, y hasta parecería que el gobierno 
provincial hubiese desistido de construir el parque a 
que se refirió el art. 6, inc, d, de la ley 2466. Tampoco 
procede resolver aquí si la mera amenaza de expropia- 
ción, al entorpecer negocios de venta privada produce 
perjuicios exigióles: la demanda persigne lisa y llana- 
mente el pago del precio de los terrenos por la Pro- 
vincia, con intereses y costas {fs. 24 y vta.). A ello ha 
de reducirse, pues, el fallo. 

Bajo tales conceptos considero claramente aplicable 
la jurisprudencia sentada por V. E. con motivo de otro 
de i os futuros parques rosarinos a que la ley 2466 alu- 
diera. Me refiero al litigio "Provincia de Santa Fe v. 
S. A. Echcsortu y Casas, expropiación", Admitió en- 
tonces la Corte (193: 511) que no habiendo mediado 
desapoderamiento judicial de todo el inmueble sujeto 
a expropiación, sino solamente de una parte del mismo, 
la sentencia que ordenó indemnizar tan sólo la priva- 
ción de dicha fracción dejando a salvo los derechos del 
demandado sobre el rosto, no comportaba violación 
constitucional. Esa misma doctrina había sido aplicada 
con mayor amplitud aún, en 187 : 72 y por ello me limi- 
taré a dar por reproducido el dictamen que expedí el 7 
do setiembre do 1939. Transcribo palabras de V, E. en 
aquella oportunidad: 

"El actor, lejos de oponerse a que el demandado le 
adquiera su propiedad... pretende imponerle judicial- 
mente lo contrario; exige que se la compre para llenar 
finos de utilidad pública previstos en la ley n* 2346. 
El principio de la inviolabilidad de la propiedad consig- 
nado en el primer párrafo del art. 17 no está, pues, des- 
conocido en la presente causa toda vez que la expro- 
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piación, aun declarada por el Congreso, no crea utt 
derecho activo a favor de los propietarios de bienes 
sujetos a ella, para obligar al Estado a hacerla efectiva. 
Al contrario, es éste quien debe elegir ese momento con 
arreglo a sus posibilidades económicas y a su prudente 

Purécenme terminantes. Haya o no sufrido perjui- 
cios el actor con la situación que creaba a los propieta- 
rios de zonas afectadas la demora del Gobierno en ex- 
propiar, no vstá actualmente en tela de juicio el monto 
de ellos, ni el derecho a reclamarlos, según queda dicho. 

Opino, en consecuencia, que corresponde confirmar 
el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. 
— Bs. Aires, abril 22 de lí)4íi. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPIÍEMA 

Bs. Aires, 25 de agosto de 1947. 

Y vistos: los autos caratulados: "José F. Azcá- 
ratc c. Sup. Gobierno de la Pcia. s. cumplimiento ley 
2466" en los que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario interpuesto por la parte actora. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario fúndase en que la 
expropiación dispuesta por la ley provincial pero aun 
no ejecutada, comprensiva del inmueble perteneciente 
a la actora, importa, si no se la hace efectiva, una vio- 
lación del derecho de propiedad puesto que el inmueble 
ha venido a quedar "virtualmente fuera del comercio, 
no puede tener otro fin que el que señala la referida 
ley y por forzosa implicancia su dueño no hallará a 
quién venderlo y ni siquiera a quién arrendarlo, pues 



PB JUSTICIA DE LA NACIÓN 



20) 



esa tierra en tá al servicio de un destino que excluye la 
posibilidad de su explotación privada permanente y 
normal" (fs. 707), 

Que el inmueble de la actora no ha sido ocupado 
por el gobierno provincial, ni se alega que en virtud 
de la expropiación dispuesta se le denegara a aquélla 
por la autoridad competente — no lo era según la sen- 
tencia apellida, la comuna de Paganini, cuya denegato- 
ria invocó la actora — autorización para cualquiera de 
las utilizaciones de él que la requirieran, ni que el uso 
o disposición de la propiedad haya sido concreta y 
efectivamente obsta o perjudicado por el evento de 
dicha expropiación. La recurrente reconoce que "para 
decidir si debe o no procederse a la expropiación de 
una cosa o bien determinado no hay más juez que el Es- 
tado", pero agrega que "lo que a éste le está vedado 
hacer es menoscabar de una manera u otra la propiedad 
privada absteniéndose de expropiar y eludiendo el re- 
sarcimiento que le es debido al dueño, a quien se priva 
del legítimo y pleno goce de lo suyo". Ahora bien, lo 
estrictamente propio de la ley pertinente es, en estos 
casos, el juicio sobre la existencia de una utilidad pú- 
blica justificativa de la expropiación (art. 17 de la 
Constitución). La expropiación misma es acto propio 
del P. E. Cuál sea la oportunidad de realizarla es cues- 
tión librada a su prudente arbitrio y, en todo caso, al 
legislador. Pero aun en el supuesto de que este último 
la determinara en la respectiva ley, no cabe acción de 
los particulares, cuyos bienes están comprendidos en 
la expropiación dispuesta, para obtener el cumplimiento 
de la ley, pues no hay de por medio un derecho de ellos. 
Sólo cabría ante la comprobación de que la expropia- 
ción autorizada y no ejecutada causó al propietario un 
menoscabo efectivo y concreto en e! uso o la disposición 



de la propiedad. Y si lo que ae invoca es un perjuicio 
para fundar la acción, lo que la recurrente llama un me- 
noscabo de su propiedad, no es por cierto el que poten- 
oialmente pueda comportar la expropiación autoriza- 
da el que podría fundarlo, sino la existencia actual, 
efectiva y concreta de él. Y este mismo sólo muy excep- 
cionalmente podrá imponer como resarcimiento la ad- 
quisición del bien por el Estado, que es lo que se pre- 
tende en esta causa donde no se invoca, sin embargo, 
otra cosa que el presunto agravio potencial aludido. 
No hay, pues, violación del derecho de propiedad que 
justifique el recurso interpuesto. 

Que ésta ha sido la doctrina del Tribunal en casos 
análogos (Fallos: 187, 72 j 193, 511) y si bien en la cau- 
sa del t. 186, pág. 477, invocada por la recurrente, se 
hizo lugar a la expropiación indirecta fué porque el 
inmueble había sido ocupado por ol gobierno sin con- 
sentimiento del propietario, como se hace constar ex- 
presamente en la sentencia. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pébez — Luis B. Lonoih — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 
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FRANCISCO T. ARNAU 

RBCÜFbO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Resolttción 
contraria. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos 
que, al rechazar la demanda sobre inconstitucional idad 
de una ley local promovida ante él originariamente por 
quien pudo buscar por otra vía judicial el reconocimiento 
de su pretendido derecho, se abstiene de pronunciarse 
sobre las cuestiones federales planteadas en ella por care- 
cer de competencia para hacerlo. 

Dictamen del Phocurador General 
Suprema Corte: 

D. Francisco T. Arnau t prestó servicios durante 
27 años, 8 meses y 27 días como empleado administra- 
tivo de la Prov. de Entre Ríos ; y además, dictó cátedra 
durante algún tiempo en una escuela provincial, Al 
obtener jubilación, le fué computado únicamente el 
sueldo mayor, si bien bonificándosele años de servicios 
por coneepto del empleo de sueldo menor, con lo cual 
mejoraba el porcentaje de dicha jubilación, con arre- 
glo a las disposiciones de la ley local 1968. 

Disconforme, Arnau sostuvo ante el Superior Tri- 
bunal de Justicia de Entre Ríos, que dicha ley era vio- 
latoria de la constitución provincial, por cuanto admi- 
tiendo ésta la acumulación de cátedras a los cargos ad- 
ministrativos, la ley de jubilaciones no pudo prescindir 
de ambos sueldos al fijar el monto del beneficio. Y co- 
mo su demanda fué rechazada (fs. 38), trae ahora un 
recurso extraordinario para ante V. E. so color de que 
la ley provincial viola preceptos de In Constitución Na- 
cional, 
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A mi juicio dicho recurso resulta improcedente. El 
Superior Tribunal de Entre Bíos se ha limitado a de- 
clarar qu« la ley 1968 no violó la constitución provin- 
cial; y expresamente (fs. 40) deja establecido que nin- 
gún pronunciamiento dicta en cuanto se refiere a la 
alegada violación de la Constitución Nacional, por tra- 
tarse de materia ajena a su jurisdicción. Obvio os que 
V. E. no podría rever tal fallo. 

Si, no obstante, decidiera la Corte abrir él recurso, 
procedería confirmar por sus fundamentos la senten- 
cia apelada. Nada cabe agregar al prolijo y acertado 
estudio de la cuestión sub-judice que allí se hace ; pues 
basta leerla, para advertir que ningún derecho adqui- 
rido tuvo el recurrente a que se le concediera jubilación 
sobre loa dos sueldos en vez de serlo sobi e el mayor, 
bonificado. Bs. Aires, setiembre 23 de 1946. — Juan 
Alvarez. 
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Bs. Aires, 25 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos "Arnau, Francisco T., demanda 
do inconstitucionalidad del art. 1$ de la ley 1968", en 
los que se ba concedido el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el actor. 



el Superior Tribunal de Justicia de Entre 
Bíos, al pronunciarse sobre la demanda de inconstitu- 
cionalidad del art. 16 de la ley n* 1968 deducida ante él, 
declaró que, conforme a lo dictaminado por su 
y a 
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y las leyes provinciales, carecía de competencia para 
decidir, tanto originariamente como por vía de apela- 
ción, tas cuestiones referentes a la incompatibilidad en- 
tro las normas nacionales invocadas por el actor y el 
precepto local impugnado, y por ello y por entender 
que este no era violatorio de la constitución provincial 
desestimó la demanda. 

Que esta Corte Suprema no tiene atribuciones pa- 
ra rever esas conclusiones porque se refieren a la inter- 
pretación de normas locales, de exclusiva incumbencia 
de los tribunales provinciales (art. 104 y sigtes. de la 
Constitución Nacional; Fallos: 153, 21; 172, 149; 201, 
499). 

Que la circunstancia de que el actor haya incurri- 
do en error acerca del procedimiento legal para hacer 
valer su derecho, pretendiendo obtener una decisión de 
un tribunal no facultado para darla por la vía elegida, 
no autoriza a considerar la negativa de éste como una 
resolución implícitamente contraria al derecho federal 
invocado. Pues la omisión de pronunciamiento sobre 
lns cuestiones federales no importa en ese caso subs- 
traer el litigio a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte Suprema para privar de ese modo al recurrente 
del beneficio del derecho federal que invoca. Sólo im- 
porta velar por el fiel cumplimiento de las normas vi- 
gentes sobre organización y competencia de los tribu- 
nales establecidas por las leyes provinciales, de modo 
que quien tenga derechos que hacer valer deduzca las 
acciones que correspondan ante los tribunales compe- 
tentes para conocer de ellas. En el caso de autos, el 
actor pudo prescindir del juicio de inconstitucionalidad, 
de objeto limitado según la interpretación dada por el 
Superior Tribunal local al art. 167 de la Constitución 
provincial y al art. 308 del Código de Procedimientos 
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Oiviles, y procurar por las otras vías legales el recono- 
cimiento del derecho que pretende. 

Por ello, de icuerdo con la doctrina de Fallos: 201, 
499 y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
declárase improcedente el recurso extraordinario con- 



Tomás D. Casares — Felipe S. 



Justo L. Alvares 
— Rodolfo G. Valexzuela. 




NACION ARGENTINA v. S. A. PARDO DAIÍWIX 

PRESCRIPCION: Tiempo dt la pretcripciórh Hatería crol. Prr.<~ 
eripcián quinquenal. 

La prescripción de !a acción correspondiente a la Nación 
para cobrar derechos de pastaje al ocupante fie tin Inte 
fiscal que lo obtuvo por cesión del arrendatario, no está 
regida por el art. 4037 sino por el 4027 del Cód, Civil. 

COMPENSACION. 

El i-rédito invocado por el ocupante de un lote fisi',,1 en 
concepto de mejoras introducidas en éste, cuya existencia 
y valor no han sido formalmente reconocidos por repre- 
sentante de la Nación autorizado para ello, no es compen- 
sable con el crédito del Pisco por derecho de pastaje. 

rmsjtAS publicas, 

VA ocúpame de un lote fiscal que lo obtuvo por cesión 
del arrendamiento ron las mejora» introducidas por éste, 
no tiene derecho a exigir el pago del valor de las mismas 
por la Nación si ésta no se obligó a ello y no se trata de 
alguno tic los casas previstos en H nrt. l'iííf) del Cód. Civil. 
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Sentencia de la CAmara Federal 



La Plata, octubre 22 de 1945. 



Y vistos : 

Los de este juicio P. 3283 "Fisco Nacional c. S. A. Pardo 
Darwin s. cobro de pesos", procedente del Juzgado Letrado 
de Río Gallegos. 



Que, en lo que respecta al recurso de nulidad ha sido man- 
tenido en esta instancia y el Tribunal no encuentra causal 
que pudiera fundamentarlo. Por ello kc desestima. 

Que. en cuanto a la apelación: Demandada por el Fiscal 
de la Nación la S. A. "Pardo Darwin", poí cobro de la 
suma de $ 32,728,82 m/n. por la ocupación de 20.000 hs. ubi- 
cadas en el lote 37 bis Sección A., Zona de San Julián, reco- 
noce haber ocupado la tierra desde el 29 de marzo de 1933 
— y no desde el 5 de marzo de 1929, fecha desde la que se 
reclama — opone la defensa de falta de acción en lo qne 
respecta a la suma demandada, que corresponde al tiempo 
anterior a aquella fecha; opone asimismo la prescripción de 
la acción, compensación de la suma qne se le reclama con el 
valor de las mejoras de que se dice propietario: y sin per- 
juicio de ello reconviene por el pago del referido valor de 
la?, mejoras. 

Que, corresponde, en primer término, dada su natura- 
leza, considerar la prescripción. La demandada en su escrito 
de fs. 18 opuso esta defensa expresando : " . . . juzgo que dicha 
acción,... halloríase preseripta en su totalidad si se aplica 
— como corresponde y lo haré ver — el art. 4037 del Cód, 
Civil, que fija el término de un año y en sn mayor parte si 
se aplica el 4027 de dicho código, que señala un término de 
cinco años. Consecuentemente, opongo la defensa de pres- 
cripción de la acción", 

Qne, en la sentencia, en recurso se llega a la conclusión 
que la prescripción que rí¿e el caso es la de diez años del 
art. 4023 del Cód. Civil, y declara que no se ha operado. 

Que, en el caso es indiscutible qne la prescripción que 
rige es la del art. 4027 del Cód. Civil, invocada también per 
la demandada como ae pone de manifiesto anteriormente, y 
como se ratifica en el alegato (fs. 62) y con la expresión 



Y considerando : 
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de agravios (fs. 83). Baata para resolverlo así, considerar 
que la demaridada manifiesta al contestar la acción haber en- 
trado a la tierra en marzo de 1933 al comprar las mejoras 
al Sr, Víctor Classen, sucesor del ex-arrendatario Agnua 
Stewart, también por cesión de esas mejoras, constando en 
el contrato de cesión agregado a fs. 32 que el cesionario re- 
nuncia a los derechos que tenía sobre la tierra, transfiriendo 
a la sociedad compradora el contrato de arrendamiento, todo 
lo que demuestra (cualquiera sea el valor legal de esa trans- 
ferencia) su reconocimiento a la obligación de pasar al Pisco 
el arrendamiento por la ocupación, por lo cual es, como se 
lia dicho, indudable, que ante la demanda del Fisco por cobro 
de arrendamiento, la prescripción aplicable es la de cinco 
años que establece el art. 4027 del Cód. Civil. 

lúe, en su consecuencia, habiéndose interpuesto la pre- 
sente demanda el 29 de octubre de 1942, corresponde declarar 
prescripta la deuda anterior al 29 de octubre de 1937, y hacer 
lugar a la acción en cuanto a la deuda correspondiente desde 
esta última fecha al 29 de diciembre de 1939 (fecha hasta 
la que se reclama por la ocupación de la tierra. Espediente 
administrativo n* 144,188, fs. 1) ; ello es, dos años y dos meses, 
lo que a razón de $ 3.025 por año hace un total de pesos 
6.554,18 m/n. 

Que, en Jo que respecta a la compensación por el valor 
de las mejoras —caso que fueran de propiedad de la deman- 
dada y que el Fisco Nacional estuviera obligado a pagarlas — 
basta decir para resolver su improcedencia que la suma re- 
clamada {$ 17.870 m/n.) fijado por funcionarios adminis- 
trativos de la Dirección de Tierras no tiene, como lo expresa 
el señor Fiscal de la Cámara, carácter de crédito líquido y 
exigible, como lo requiere el art. 819 del Cód. Civil. Y en 
cuanto a la reconvención que se basa en el reclamo de la 
referida suma, como valor de las mejoras, corresponde tam- 
bién su rechazo, pues en la hipótesis de que, como lo sos- 
tiene la demandada, esas mejoras sean de su pertenencia, ella, 
como sucesora del ei -arrendatario don Angua Stewart (ver 
escriturai de cesión de fs. 32 y 41) debió acreditar la obli- 
gación del Fisco de abonar su valor, pudiendo decirse al 
respecto que no resulta de autos qu*> el Fisco se haya obligado 
a ello, ni la ley 4167 lo establece ni encuadra en las previsio- 
nes del art. 1539 del Cód. Civil. 

Que atento la prescripción que se declara — que com- 
prad* también la deuda anterior a 1933— se hace innece- 
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sario considerar la defensa de falta de acción opuesta res- 
pecto a ella. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia di- 
ta. 73, en la parte en que rechaza ta excepción de compensa- 
ción y la reconvención; se la revoca en lo que respecta a la 
prescripción a la que se hace lugar respecto de la parte de la 
deuda expresada, y se la modifica en cuanto a la suma a imyo 
pago se condena a la demandada, la que se establece en la 
cantidad de 6.554,16 iu/n., con más los intereses desde la no- 
tificación de la demanda, con costas. — Ubaldo Bcnci. — Jorge 
García González. — Adolfo Lascano. — Iaiís G. Zerviño. — 
Alfredo Pérez Varas. 



Y vistos los autos "Pisco Nacional v. Sociedad 
Anónima "Pardo Darwin" s. cobro de pesos", en los 
que se han concedido los recursos ordinarios de apela- 
ción interpuestos por el Sr. Procurador Fiscal <fs. 107) 
y la parte demandada (fs. 106) contra la sentencia dic- 
tada a fs. 102 por la Cámara Federal de La Plata. 



Que quien invoca como punto de partida de la ocu- 
pación del campo al cual se refiere el pastaje que se 
cobra en la demanda, el convenio que consta en la es- 
critura de fs. 32 donde se le transfiere el "arrendamien- 
to ,? que tendría contratado con el Gobierno Nacional, 
dueño de la tierra, el transferente Víctor Classen, mal 
puede alegar luego, para acogerse a la prescripción 
del art. 4037 del Cód. Civil, que ocupaba el campo como 
intruso, por un hecho ilícito. 

Que tratándose de un derecho de pastaje que el 
Fisco Nacional liquida por año, la prescripción de la 
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acción deducida es la del art, 4027 del Cód. Civil como 
lo resolvió esta Corte en Fallos 203, 215. 

Que el pretendido derecho al cobro del valor de 
las mejoras no proviene de reconocimiento formal al- 
guno del Fisco actor realizado por representante suyo 
con facultades para ello, ni hay tampoco una determi- 
nación d«l valor de ellas efectuado con análoga auto- 
ridad. No se dan, pues, en el caso» los requisitos legales 
de la compensación (arts 819 y 820 del Cód. Civil), por 
lo cnal ha sido bien dése tdn. 

Que por lo expuesto en el primer considerando y 
lo que resulta del juicio de desalojo seguido contra la 
demandada que integra la prueba de autos no puede 
objetarse la justa invocación que de lo dispuesto por 
el art. 1539 del Cód. Civil y por el 10 de la ley 4167 se 
hace en la sentencia apelada para rechazar la recon- 
vención. 

Por tanto se confirma en todas sus partes la sen- 
tencia de fs. 102. Las costas de esta instancia se paga- 
rán en el orden causado en razón del resultado de los 
recursos. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valen zuela. 



NACION ARGENTINA v. S. A, GANADERA PARDO 

DAR WIN 

TIERRAS PUBLICAS. 

Puesto que el derecho de pastaje se liquida a tanto por 
cabeza y no en vista de la extensión del inmueble utili- 
zado, la cireunstaneia de que, por un error material co- 
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metido en la liquidación correspondiente, se haya men- 
cionado en la demanda sobre cobro de pastaje una exten- 
sión de tierra fiscal menor que la realmente ocupada no ea 
óbice para que la acción prospere en proporción al nu- 
mero de animales que realmente aprovecharon el inmueble. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airea, 25 de agosto de 1947, 

Y vistos los autos "Pisco Nacional c. S, A. Gana- 
dera Pardo Darwin s. cobro de pesos*', en los que se 
ha concedido el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto a fs. 138 por el Sr. Procurador Fiscal contra la 
sentencia dictada a fs, 134 por la Cámara Federal de 
La Plata. 

Considerando : 

Que la demanda se funda en constancias adminis- 
trativas, a las que se remite, en las que hay que distin- 
guir tres partes: la que menciona la extensión del cam- 
po ocupado, la que se refiere al número de lanares por 
los cuales se cobra el pastaje, y la relativa al tiempo de 
este último (fs. 27 de estos autos y 68, 69, 73 del expte. 
administrativo 129.288/1939). 

Que sobre lo primero es patente el error material 
en que se incurre en la liquidación de fs. 27, explica- 
ble, por lo demás pues consiste en poner la cifra 2.500 
donde correspondía la de 12.500, que es el número de 
hectáreas integrantes del campo en que el pastaje se 
efectuaba (fs. 68, 69 y 73 del expte. 129.288/1939) parte 
del cual sostiene la demandada ser de su propiedad, pe- 
ro que al hacer la liquidación de que se trata las ofici- 
nas respectivas consideraron como perteneciente a la 
Nación ateniéndose al decreto del 14 de junio de 1917 
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por el que se declarr nula la compra hecha por la de- 
mandada. 

Que lo primordial para la determinación de la ma- 
teria de la causa no es la extensión del campo eino el 
número de lanares con que habría sido utilizado pues 
se cobra un derecho de pastaje que se liquida a tanto 
por cabeza de ganado y no en vista de la extensión del 
inmueble donde el pastaje se efectuaba. 

Que por lo mismo se consideró fundadamente estar 
fuera de la litis lo relativo a la nulidad declarada en el 
decreto de que so hizo mención y sobre la cual dedujo 
reconvención la demandada. La litis quedó con ello re- 
ducida a si hubo o no pastaje de 3.000 lanares, durante 
el tiempo que indica Ja liquidación a que se remite la 
dewianda, eu el lugar que la misma menciona (lotes 35 
y parte del 22) pero excluido de él lo que según las 
escrituras agregadus sería allí de propiedud de la de- 
mandada. Y la extensión restante es, como esta última 
lo reconoce, de 6.250 hectáreas. 

Que ni en el expediente administrativo 129.288/1939 
donde se menciona la existencia de 3.000 lanares a pas- 
toreo en campo fiscal, ni en el de esta causa la deman- 
dada ha negado este hecho ni aportado prueba destina- 
da a contradecirlo. A lo cual hay que agregar que en 
lu contestación de la demanda tampoco se desconoce el 
hecho de la ocupación de las 6.250 hectáreas. Pero como 
las reparticiones administrativas hacen un cálculo de 
700 ovejas por legua para la liquidación del pastoreo y 
si bien se refieren a la existencia de 3.000 lanares la 
liquidación tiene en vista, como se dijo al principio una 
extensión de 12.500 hectáreas, si ha de considerarse que 
sólo puede cobrarse el pastaje por la parte de esa ex- 
tensión que no está comprendida en los títulos de la de- 
manda y que es de 6.250 hectáreas, el número de lanares 



sobre el cual debe hacerse el cálculo de lo que el Fisco 
Nacional tiene derecho a cobrar es el que, según sus 
propios informes, que sin duda sólo contienen una apre- 
ciación relativa pero que de todos modos constituyen 
elemento de juicio, puede ser soportado por la cantidad 
de hectáreas que se acaba de indicar, número que no 
habría podido ser superior a 1.800. 

Que la representación del Fisco Nacional ha con- 
sentido la parte de la sentencia relativa al tiempo del 
pastaje respecto al cual la acción para cobrar el precio 
está proscripta y que es todo el transcurrido hasta el 
29 de julio de 1936. Pero la sentencia de la Cámara con- 
sidera, sin embargo que no pudo haber ocupación del 
campo más allá del 1° de abril de 1940. Ha de observarse, 
que según la propia demandada la ocupación por Me- 
rrando y Mackay no habría comenzado hasta el 28 de 
junio de 1940. Sin embargo sobre este reconocimiento 
debe prevalecer la manifestación de Be r rundo a fs. 18 
del exped. 122.768, año 1938 y la de Mackay a fs. 18 del 
exped. 122,498, año 1938. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada de f s. 134 
condenándose a la demandada a pagar al actor la suma 
que resulte calculada sobre 1.800 lanares, a $ 0.55 m/n. 
cada uno por año, desde el 29 de julio de 1936 hasta el 
P de abril de 1940, y se la confirma en todo lo demás. 
Las costas de esta instancia se pagarán en el orden can- 

Tümás D, Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LONGHI — 

Justo L, Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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M. MIZKAJI Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
federales. Interpretación de normas y actos comunes. 

La ley 12,713 es de carácter común; por lo cual la inter- 
pretación de sos disposiciones es ajena al recurso extra- 
ordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitucionaHdad e tnconstituciona. 
Hdad. Decretos nacionales. Varios. 

El decreto 24.64G/44, que modifica el sistema de tarifas 
n establecerse por las comisiones de salarios creadas por 
la ley 12.71 3, no es inconstitucional por razón de su origen. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

i*or fallo dictado el 12 de enero del corriente año 
{fe. 26) la Cámara de Apelaciones de ta Justicia del 
Trabajo de esta Capital, confirmó varias multas, que en 
total suman mil seiscientos pcso¿, impuestas a la firma 
M. Mizrnji y Cía.» por la Secretaría de Trabajo y Pre- 
visión, en concepto de infracción a disposiciones de la 
ley 12.713 y su decreto reglamentario (fs. 8). Contra 
tal fallo se lia concedido recurso extraordinario para 
ante V, E. 

Encuentro inadmisible tal recurso en cuanto tiendii 
a la revisión de cuestiones de hecho, o de la interpreta- 
ción a darse a textos legales relativos a la reglamenta- 
ción local del trabajo. Quedaría así reducido aquél a uos 
cuestiones de derecho federal: 

a) sí pudo, por ley, dejarse en manos de Comisio- 
nes de Salarios fijar la tasa mínima de los mis- 
mos {art. 26 inc. a de la ley 12.713) ; 

b) si estuvo en las facultades del Poder Ejecutivo 
-V fado dictar el decreto 24.846/44, que, pm 
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razones de emergencia e ínterin las Comisiones 
de Salarios confeccionaban nuevas tarifas pa- 
ra la Capital Federal, aumenta las vigentes an- 
tes (Bol. Ofic., setiembre 23 de 1944). 
Acerca de lo primero, no encuentro que el H. Con- 
greso extralimitase sus facultades de reglamentación 
del trabajo al sancionar el art. 26 inc. a de la ley 12.713 
en la forma que lo hizo. Ha implantado un sistema equi- 
tativo, semejante al de los aranceles que desde época 
remota se vienen utilizando para c:;timar el valor de 
ciertos servicios profesionales. 

En cuanto a lo segundo, es indudable que entre las 
atribuciones del Poder Ejecutivo, sea constitucional o 
de facto, no está comprendida normalmente la de modi- 
ficar leyes, o sustituir con su propio criterio el de las 
Comisiones paritarias de Salarios creadas por la ley 
para que actúen a la manera de arbitros ex aequo et 
bono, según queda dicho. Resta entonces librada a la 
recta apreciación de V, E., decidir si en este caso, me- 
diaron o no impostergables motivos de urgencia para 
imponer la nueva tarifa. Doy a tal respecto por repro- 
ducido cuanto tengo reiteradamente dicho en dictámenes 
anteriores a propósito de situaciones jurídicas equipa- 
rables. Bs. Aire? marzo 28 de 1946. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 25 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos M. Mizraji y Cía., infracción a 
la ley n 9 12.713, en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 32 contra la sentencia 
dictada a fs. 26 por la Sala III de la Cámara de Apela- 



Considerando: 



Que el recurso extraordinario es procedente sólo 
en cuanto concierne a la eonstitucionalidad de] decreto 
n* 24.846/44. No lo es en cuanto a la interpretación de 
\an disposiciones de la ley n* 12.713, por ser ésta de ca- 
rácter común (Fallos; 204, 344) y no tratarse de una 
sentencia arbitraria (Fallos: 207, 72), ni en lo relativo 
a las cuestiones de hecho y a la interpretación y apli- 
cación de disposiciones que tienen carácter local, como 
son las tarifas establecidas por las comisiones locales de 
salarios (arta. 17, inc. f), y 20 a 25). 

Que el recurrente no objeta la eonstitucionalidad 
de un régimen legal de tarifas mínimas, como es el esta- 
blecido por el decreto 24.846/44, sino sólo la facultad 
del gobierno de facto para modificar mediante aquél el 
sistema de tarifas a establecerse por las comisiones de 
salarios que creó la ley 12.713. La objeción a la validez 
del decreto citado fúndase, pues, sólo en su origen. 

Que al disponer un determinado aumento de las ta- 
rifas mínimas vigentes al tiempo de su sanción en la 
Cap. Federal para la industria del vestido a domicilio, 
provenientes de la actuación de las comisiones de sala- 
rios de la ley 12.713 el decreto comportó indudablemen- 
te una reforma temporal de esta última (art. 3* del de- 
creto) ; vale decir que importó el ejercicio de facultades 
legislativas por parte del gobierno de facto que lo dictó. 

Que ese ejercicio no comporta en sí violación de la 
Const. Nacional, conforme a la doctrina sentada por esta 
Corte Suprema en el fallo dictado el 22 del corriente 
in re "Enrique Arlandini", cuyos fundamentos se dan 

Por tanto y atonto lo dictaminado por el señor Pro- 
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curador Gene rol se confirma la sentencia apelada en 
cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casabes — Felipe 8. 
Pérez — Luis R, Lonqhi — 
Justo L. Alvarbz Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



DAVID TIPFKMItBRG 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cumprhnda penal. Delito» 
tn particular. Desacato. 

No habiendo impuesto la Cojtst Nacional at Congreso la 
obligación de proceder de inmediato al establecimiento del 
juicio por jurados, aquél ha podido conferir a los tribu- 
nales de justicia de la Cap. Federal competencia para 
conocer en los delitos de desacato cometidos por medio 
de lo» diarios (*). 



SANTIAGO WILSON Y OTROS 

GOBWIiNO DE FACTO. 

Los gobiernos de hecho tienen facultades legislativas en 
la medida necesaria para gobernar. La determinación de 
esa necesidad en cuanto a la extensión y oportunidad es 
cuestión política ajena a las atribuciones del Poder Ju- 
dicial, al que corresponde, sin embargo, ejercer el control 
de conatitueionalidad con respecto al contenido de las nor- 
mo* provenientes de dicho gobierno del mismo modo que 
si hubieran emanado de uno legalmente establecido. 



(l) 25 <lo agoito do 1947. Faltos: 115, ÍI2; 165, 258 í 208, 21, 
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CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucional 
tidad. Decretos nacionales. Vario». 

El decreto 9375/43 referente a la división del territorio 
de Los Andes no es inconstitucional por razón de su 
origen. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Leu anterior y jueces naturales, 

El art. 18 de la Const. Nacional no se opone a que sea 
uno en vez de otro de los jueces permanentes el que ínter- 
venga en la causa con arreglo a lo que establezcan las 
leyes procesales. 



Dictamen del PnocmtAixm Gesebal 
Suprema Corte: 

Resulta do lo actuado que el Sr. juez federal do 
Salta inició sumario con motivo de un asalto, doble ho- 
micidio, robo y lesiones cometidos por tres individuos 
en la localidad de "El Toro", del Territorio Nacional 
de Los Andes, atento lo dispuesto por el art. 6 V de la 
ley 3!X)6 (fs. 114). Más tarde, a raíz de haber dictado 
el P. E. N. de fado el decreto 9375/43 (Bol. Ofic., se- 
tiembre 30), quv deroga la citada ley e incorpora a la 
Prov. de Jujuy la localidad donde ocurrieron los delitos, 
el Sr. juez federal conceptuó que había dejado de ser 
competente para continuar interviniendo en el proceso 
(fs. 1G3), y pasó las actuaciones a la justicia del crimen 
de Jujuy. 

Esta última, dictó sentencia condenatoria contra los 
inculpados en primera instancia (fs. 194) ; pero inter- 
puesta apelación, el Superior Tribunal de Justicia local 
declaró nula dicha sentencia por haber carecido de com- 
petencia el inferior para intervenir en la causa. Fun- 
dábase para ello en que el P. E. no pudo por su decre- 
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to 9375/43 dejar sin efecto la ley 3906, ni distribuir el 
Territorio de Los Andes entre las provincias de Salta, 
Jujuy y Catamarca, materias ambas que sólo pudieron 
ser hechas obligatorias por ley del H. Congreso, con 
arreglo a la Const Nacional. 

Remitidas las actuaciones nuevamente al Sr. Juez 
de Sección de Salta, éste mantuvo su anterior pronun- 
ciamiento (fs. 275), y de tal suerte quedó trabada la 
actual contienda de competencia negativa que viene a 
V. E. para ser dirimida. 

atribuye al H. Congreso la facultad de fijar los límites 
de las provincias y determinar, por leyes especiales la 
organización y gobierno de los territorios nacionales 
(arí. 67, ínc. 14); de suerte que la solución del con- 
flicto planteado depende totalmente de la validez que se 
atribuya al decreto 9375/43. 

ares se han planteado ya antes de 
, E., por variados motivos; e invariable- 
resueltas con arreglo a la respuesta que, 
en cada caso, dió esta Corte a la cuestión de hecho: 
1 mediaron o no, motivos de impostergable urgencia que 
pusiesen al P. E. en la necesidad de imponer por decre- 
to, lo que ordinariamente sólo es obligatorio por ley 1 
Como tal materia de hecho, ha quedado siempre librada 
por completo al recto criterio del Tribunal. En el caso 
ocurrente, si a juicio de V. E. medió dicha necesidad, 
deberá conceptuarse competente para seguir conociendo 
en el proceso a la justicia provincial de Jujuy; si no 
medió, procederá resolver que es el señor juez federal 
de Salta quien debe entender. Bs. Aires, abril 10 de H>4f}. 
— Jttnit Alrarcz, 
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Bs. Airón, 25 do agosto «!■■ 1í>47. 

Autos y Vistas: Considerando: 

Que el gobierno de hecho tenía facultades legislati- 
vas en la medida necesaria para gobernar. La determi- 
nación de esa necesidad en cuanto a la extensión y opor- 
tunidad es cuestión política ajena a las atribuciones del 
Poder Judicial, al que corresponde, sin embargo, ejercer 
el control de constitucional i dad con respecto al conte- 
nido de las normas provenientes de dicho gobierno del 
mismo modo que si hubieran emanado de uno legalmen- 
te establecido. Así lo ha declarado esta Corte Suprema 
en el fallo recaído el 22 del corriente i» re: "Enrique 
Arlandini". 

Que con arreglo a la doctrina allí admitida, concor- 
dante también con el voto del t. 201, pág. 243, cuyos 
fundamentos se reproducen aquí por referirse precisa- 
mente a un caso que tiene estrecha similitud con el de 
autos, debe desestimarse la inconstitucionalidad del de- 
creto n 9 9375/43 por razón de su origen, 

Que el art. 18 de la Constitución Nacional no se 
opone a que sea uno en vez de otro de los jueces permn- 
nentes el que intervenga en la causa con arreglo a la 
competencia que establezcan las leyes procesnles. La ju- 
risprudencia del Tribunal sobre ese punto es uniforme 
y reiterada (Fallos: 187, 491 y los allí citados; senten- 
cia dictada el 26 de junio ppdo. en la causa "Andrés 
Geadnnes y otros *'). 

Que resueltas en el sentido expuesto las únicas cues- 
tiones en que se f ínula ha la incompetencia del Superior 
Tribunal de Justicia do .Fujuy, corresponde devolverle 
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los autos para que continúe en el conocimiento de la 
causa. 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el 
señor Procurador Genera), declárase que hi justicia or- 
dinaria de la Provincia de Jujuy es competente para 
conocer en el proceso seguido contra Santiago Wílson, 
Justo Robledo Oviedo y Carlos Flores por asalto, doble 
homicidio, robo y lesiones. En consecuencia, remítanse 
los autos al Superior Tribunal de Justicia de la Provin- 
cia de Jujuy y hágase saber al señor Juez Federal de 
Salta en la fonna de estilo. 

Tomás B, Casares — Felipe 8. 
Pekez — Luis E. Lonohi — 
Justo L. Alvabez Bodbíoukz 
— Rodolfo G. Valen zuela. 



SADÜT FERNANDEZ REGO —su sucesión— 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; SwetU», Domicilio rfc/ can- 
sante. 

El art. 3285 del Cód. Civil, comprensivo de todas las hi- 
pótesis previstas en el art. 3284 del mismo, refiérese al 
caso en que el heredero único tiene su domicilio legal o real 
en el país; por lo que no es aplicable al que lo tiene en el 
extranjero aunque pretenda constituir aquí uno especial. 

DOMICILIO. 

No procede admitir otros casos de domicilio legal que los 
taxativamente especificados en el art. 90 del Cód. Civil 
o en otras leyes; por lo que no procede atribuir al socio 
colectivo de una firma el domicilio que éstn tiene. 

DOMICILIO. 

A semejanza de lo que ocurre con la posesión, el domicilio 
real puede conservarse "solo ánimo". El traslado de la 
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residencia, por larga que sea su duración, no importa por 
sí sólo cambio de aquél. Para ello requiérese la. intención 
de adquirir otro domicilio y que ella resulte en forma 
clara e indudable de las circunstancia» de cada caso. 

JVHfsnif rtO.X Y VOMPETKSVIA: SucniÓn. Domicilio del can- 



El lugar en que el causante, sin familia en el país fuera 
de un hermano y un sobrino con quienes no vivía, tenía 
establecido el centro exclusivo de sus negocios de los que 
no se desentendió en momento alguno, debe ser consi- 
derado como su domicilio real, imnque por razones de 
salud hubiera trasladado su residencia a una provincia 
desde la cual hacía viajes periódicos para ocuparse direc- 
tamente de la marcha de dichos negocios. Aquellas cir- 
cunstancias y otras demostrativas de la falta de intención 
de cambiar el domicilio impiden atribuir valor decisivo a 
las manifestaciones aparentemente contrarias del testa- 
mento por acto público, debiendo en caso de duda deci- 
dirse que no hubo mudanza. 



Sentencia dki. .)rez en IjO ctvit, de la Capital 



V vistos: 

Resulta: a fs. 64, el Sr. Jura de Primera Instancia y 
y Séptima nominación en lo Civil y Comercial de la Ciudad 
de Córdoba, por vía de exhorto; solicita que este Juzgado se 
inhiba de intervenir en los autos sucesorios de don Sadot Fer- 
nández Repo, por entender que su trámite debe r alizarse en 
aquellas jurisdicciones en atención a que allí fué donde el 
causante fijó su último domicilio. El proveyente abrió a prueba 
la cuestión planteada y recibida ésta, escuchó al Sr. Agente 
Fiscal, que dictaminó a fs. 243 y, Considerando : I. La cues- 
tión de competencia planteada en este juicio sucesorio se re- 
suelve determinando con precisión cuál era el domicilio del 
causante en el momento de su fallecimiento, toda vez que "el 
domicilio que tenía el difunto determina el hipar en que se 
abre la sucesión" (Cód. Civil, art. 90, ine. 7 fl ) y en razón a 
que "el domicilio de derecho y el domicilio real determinan 
la competencia de las autoridades públicas, para el oonoci- 



smte. 



Bs. Aires, mayo 5 de 1ÍM7. 
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(art 100, cód. citado). En mérito a lo dispuesto en esos ar- 
tículos y a los fines de considerar la competencia del Juzgado 
corresponde determinar cuáles eran los domicilios i de derecho 
(o domicilio legal) y el real, que "tenía el difunto". — II. Esas 
dos especies de domicilio (legal y real) integran, conjunta- 
mente con el de origen, el concepto de "domicilio general n 
ordinario" por oposición a "domicilio especial" o pactado. 
(E. B. Busso, Cód. Civil Anotado, t. I, pág. 527, Nros. 13 a 17). 
Las constancias de autos, suministran suficientes elementos de 
juicio para determinar las dos especies de domicilio sanciona- 
das (legal y real), cuya individualización, para la solución 
del caso, es obligatoria por imperio de la norma contenida en 
el art. 100 del Código Civil. — 11!. En lo que atañe al domi- 
cilio de derecho fo domicilio legal) entiendo que no puede 
haber duda de que el causante "lo tenía" en esta capital, En 
efecto, siendo "el domicilio legal, el lugar donde la ley pre- 
sume, sin admitir prueba en contra, que una persona reside 
de una manera permanente, para el ejercicio de sus derechos 
V el cumplimiento de sus obligaciones, aunque de hecho no esté 
"allí presente" (Cód. Civil, art. 90), en el cuso de autos tra- 
tándose de un comerciante, (partida de fs, 2, contrato de fs. 26 
y testamento de fs. 55 bis, cláusula 6*) cuyo único negocio o 
establecimiento principal se encuentra en la Capital Federal, 
es aquí donde tiene su. domicilio legal. El causante era socio 
coleetivo de la Sociedad en comandita "Regó, Boo y Cía." de 
esta capital (contrato de fs. 26, cláusula !•). Esc carácter de 
socio colectivo y, por ende, administrador de los negocios so- 
ciales, atribuía a su persona un domicilio legal en esta capi- 
tal, que. como dispone el art. 90 del Cód. Civil, es una presun- 
ción "Jure et de Jure", toda vez que se crea para "el ejer- 
cicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones, aun- 
que de hecho no esté allí presente" como ocurre en el caso de 
autos, en que el causante, en el momento de su fallecimiento, 
no estaba presente en el asiento de sus negocios, pues, por ra- 
nos de salud, se hallaba en la provincia de Córdoba (declara- 
ciones de los testigos de fs. 181 v„ 182 v., 188, 190, 191, 211 y 239 
e informe de fs. 246). — IV. Tocante a domicilio real, del 
causante, también opino que lo tenía en la Capital Federal, por 
las siguientes consideraciones. En primer lugar, los dos ele- 
mentos integrantes del domicilio real, (elemento objetivo o de 
hecho y el elempnto intencional o volitivo), deben precisarse, 
sin olvidar que, "la institución del domicilio", tiene por fina- 
lidad dar cierta fijeza en derecho, al asiento de una persona" 
y. por ello "siempre es la ley la que lo instituye" (E. B. Busso. 
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obra eit, t. I, pág. 526, Nros, 4 a 11). De ahí que las manifes 
taciones del causante en su testamento o los dichos que testigos 
atribuyen al "de cujus", respecto al domicilio real que el cau- 
sante decía tener meses o instantes antes de su fallecimiento, 
no tenga otro valor que el de enunciados verbales, que pueden 
coincidir o no con la realidad jurídica, tal cual resulta del 
juego armónico de las disposiciones legales que determinan el 
domicilio real de una persona. En segundo lugar, siempre en 
lo que atañe a la determinación del domicilio real que tenía el 
causante, la ley civil, ha consagrado, en forma indubitable, el 
principio de la unidad del domicilio, pues de la definición del 
art. 89 del Cód, Civil, por el cual el domicilio es "el asiento 
principal" con exclusión de cualquier otro lugar, resulta claro 
que nuestro Código ha aceptado la Doctrina de la unidad del 
domicilio estatuyendo que, siendo una la persona, sólo «no es 
el domicilio real. — V. Partiendo de las premisas sentadas en 
los dos párrafos antecedentes, la labor del suscripto en lo que 
atañe a determinar cuál era el único domicilio real del cau- 
sante, en el momento de su fallecimiento, se circunscribe a valo- 
rar las diversas constancias de autos, para extraer de ellas los 
elementos objetivos c intencionales a que hacía referencia ante- 
riormente y de la virtualidad de los mismos podra íste, esta- 
blecerse. — VI. En orden al elemento objetivo o de hecho del 
domicilio real, merece destacarse que los arts. 93 y 94 del Cfid. 
Civil, establecen normas absolutas de obligatoriedad para el in- 
térprete de la ley. Así, "en el caso de habitación alternativa en 
diferentes lugares, el domici'io es el lugar donde se tenga la 
familia o el principal establecimiento" (art. 93) y "si un;i 
persona tiene establecida su familia en un lugar y sus nego- 
cios en otro, el primero es el lugar de su domicilio" (art. 94). 
Familia o negocio, resultan, pues, dos datos objetivos atributi- 
vos da domicilio real, a los fines de precisar el elemento d>* 
hecho de esa especie de domicilio. 

De auto* resulta que el causante no tenía familia en nues- 
tra país. Ke declara soltero (testamento de fs. 55 bis, exordio 
y 2* i-t/iuRula : menciona a su madre y a un hermano, domici- 
liados en Lugo. España (cláusula 1» y 4» del citado testamento i 
y deja c onstancia que con él "convive" la Srta. Isabel Lloren* 
Carrión (cláusula 3»), propietaria de todos los muebles y 
allm.ins de ln filtra en que "conviven" (cláusula 3»). 

Teniendo presente que el concepto de familia es el do hogar 
y que cumulo los arts. 93 y 94 hablan de familia se refieren 
f. U legítima (('amara Civil 2». 8 de julio de 1927, ./. -4., 25-582 : 
C S. 9 de agosto de 1929, Fallos. 125, 216; Ove. Foro, t. 82, 
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pág. 177 y J, Á. t t. 30, pág. 572), la preferencia que da la ley 
a los efectos del domicilio real, a la residencia de la familia 
sobre el asiento de los negocios, no juega cuando el causante 
no tenía familia en el país, como ocurre en el sublite. 

Queda, pues, demostrado, que al no tener familia el cau- 
sante, su domicilio real, desde el punto de vista del elemento 
objetivo, era el del asiento principal de sus negocios, es decir, 
el de la Capital Federal. — Vil. Pasando, ahora al análisis del 
elemento intencional o subjetivo del domicilio real, sí bien es 
cierto que "el domicilio puede cambiarse de un lugar a otro" 
(art. 97 del Cód. Civil) no es menos eierto que para que el 
nuevo cambio de residencia signifique cambio de domicilio, de- 
ben conenrrir conjuntamente dos circunstancias que enumera 
el art. 97 citado, a saber: a) "con ánimo de permanecer en él 
(en la nueva residencia)" y b) "tener allí sil principal esta- 
blecimiento". — VIII Un detenido análisis de las constancias 
de autos, inclinan al suscripto u estimar que el traslado del 
cansante de la Capital Federal a la Pvcia. de Córdoba y su 
ulterior permanencia en dicha provincia, hasta su fallecimiento, 
no opernron un cambio de domicilio real. En efecto, numero- 
sas probanzas de autos permiten sostener fundadamente que 
el traslado a Córdoba no fué un acto de voluntad del causante, 
sino, antes bien, impuesto a su voluntad por razones de salud, 
y que, en consecuencia, nunca tuvo la intención de establecer 
en Córdoba "el asiento principal de sus negocios". Una reite- 
rada jurisprudencia enseña que la traslación de la residencia 
por razones de enfermedad, no acredita cambio de domicilio. 
(C. S. J. N. Fallos: t. 96. pág. 213, t. 125. pág 254; Á. t t. 22, 
pá?. 641; t. 58, pág. 732; La ley, t. 4, pág. 490 y J. A., t. 35, 
pág. 610). La grave enfermedad del causante, fué la que le 
obligó a trasladarse a la provincia de Córdoba, en procura 
de clima propicio, que su quebrantada salud requería. Ello 
resulta probado no sólo por las constancias de las causas de su 
fallecimiento (partida de defunción de fs. 2) sino, también de 
las concorda tites declaraciones testimoniales de gs. 181. 182, 
190. 191, 211 y 239, algunas de las cuales revisten singular 
valor probatorio por la calidad del testigo o por su posición 
jurídica frente al "de cujus" (corredor de la firma, testico 
Simeón, fs. 182; sobrino, O. Fernández Regó. fs. 18S; Dr. le 
Cusatia. fs. 239 y Albacea, Sr. Fava, fs. 211). De todas esas 
declaraciones testimoníales, concordantemente analizadas, re- 
sulta: a) que el causante no estaba radicado definitivamente 
en Córdoba; b) que expresó reiteradamente sus deseos de re- 
gresar al asiento de sus negocios en la Capital Federal, no bien 
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estuviese su salud resta ^.ecida y sin perjuicio de que viajaba 
a Buenos Aires, periódicamente para mantener contacto con 
los negocios sociales, y c) que el causante se trasladó a Cór- 
doba por prescripción médica. En la propia partida de defun- 
ción del causante (fs. 2) al consignarse eomj domicilio de éste 
el de la Capital Federal, pone en evidencia que en Córdoba, 
era público y notorio, que el de acá era su domicilio o mejor 
dicho, que su radicación allí no era definitiva. — IX. Si a 
todo lo expuesto se apresan las argumentaciones de hecho y 
de derecho formuladas pm- el Sr. Agente Fiscal en su dictamen 
de fs, 243, y si se tiene presente que la doctrina sobre la ma- 
teria lia ..usté n ido que la voluntad de cambiar de domicilio no 
se presume y que, en la duda, debe estarse por la conservación 
del primitivo domicilio í Fallos : t. 4. N v 43, pág. 487, Zaehariae, 
t. F. páfí. 90, páp;. 125; Aubry ct Kan, t. ]. párr. 144, pág. 896/7. 
en texto y nota; Cá: l. Civil 2«, J. A. t t 52, pág. 131), se arriba, 
sin esfuerzo a la conclusión de que ranto el domicilio legal coma 
el domicilio retú del causante, atributivos de competencia en 
esta sucesión lo eran en la Capital Federal. Por estos funda- 
mentos y, «demás, por aplicación extensiva de lo que preceptúa 
el art. 2 de la ley 927, mantengo la competencia de este Jiik- 
Rádo para seguir interviniendo en estos autos. En consecneti- 
del primitivo domicilio {Fallos: t. 4, 43, pii<i, 4H7. Zachariae, 
y séptima nominación en lo Civil de la ciudad de Córdoba con 
transcripción de este pronunciamiento del dictamen fiscal de 
fs. 243. pava que en el caso de que insista en su criterio, eleve 
los antecedentes a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
a fin de que en definitiva se dirima el punto. — Jorge Ra- 
vognan. 

Dictamen i»el Pnocí nADou (tas eral 
Suprema Corte: 

El 29 de agosto de 1Í146 falleció en !a ciudad de 
Córdoba D. Sadot Fernández Rogo, de estado civil, sol- 
tero. 

Pocos días después los a Iba* cas que éste de si, trun ra 
en su testan.cnto, iniciaron el juicio respectivo ante el 
juez de 1* instancia y 7* nominación en lo civil y comer- 
cial de dicha ciudad. Al causante sucedió su única y uni- 
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ver? al heredera su señora madre Da. Marcelina Bego 
de Fernández domiciliada en la Ciudad de Lugo, pro- 
vincia del mismo nombre (España), indicada por aquel 
en su aludido testamento; en el cual, entre otras dis- 
posiciones, constituyó un legado a favor de la señorita 
Isabel Llorens Camón, la que compareció al juicio tes- 
tamentario precitado. 

El 7 de setiembre siguiente, un hijo de la Sra. Regó 
de Fernández, invocando mandato de ésta — el que des- 
pués acreditó en autos con el testimonio re ;pectivo— so- 
licitó ante el juez de 1' instancia en lo civil de la Cap, 
Federal la apertura del juicio sucesorio del causante y, 
haciendo actos expresos de aceptación de la herencia, 
pidió para su mandante la correspondiente declaratoria 
de heredera. 

Con tal motivo se ha trabado cuestión de competen- 
cia entre los nombrados jueces, que corresponde a V. E. 
dirimirla a mérito de lo dispuesto por el art. 9 de la 
ley 4055. 

La solución no ofrece dificultad. 

Dispone el art. 3285 del Cód. Civ. que "si el difun- 
to no hubiere dejado más que un solo heredero, las ac- 
ciones deben dirigirse ante el juez del domicilio de este 
heredero después que hubiere aceptado la herencia'*. 

Dicho heredero puede, a los fines de la iniciación 
del juicio sucesorio crearse un nuevo domicilio, distinto 
del que tenía a la época del fallecimiento del causante 
(S. C. N. 163:116). 

No obsta a ello la circunstancia anotada de estar 
domiciliado dicho heredero fuera del país, si concurre 
a pedir la herencia y constituye aquí su domicilio. Ha 
de estarse, a los fines de la jurisdicción del juez, a la 
determinación de ese domicilio (S. C. N. 123 : 24). 
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La expresada heredera lia aceptado la herencia; se- 
gún se ha visto. 

En presencia, pues, de las circunstancias apuntadas 
cabe concluir que en la tramitación del juicio testamen- 
tario de D. Sadot Fernández Bego abierto en la Cap. 
Federal se han cumplido todos los requisitos legales 
para justificar la competencia del juez en lo civil de la 
misma. 

No puede modificar esta conclusión ta circunstan- 
cia de existir una legataria que so ha presentado en la 
testamentaría iniciada en Córdoba por cuanto a ésta no 
le asiste otro derecho, de acuerdo a lo dispuesto por el 
art. 3767 del Cód. Civ,, que pedir al heredero la entrega 
de la cosa legada. Esto só'o puede hacerlo en el juicio 
de sucesión dd causante; su carácter de legataria no lo 
autoriza a modificar la jurisdicción ante la cual el here- 
dero único ha abierto dicha sucesión. 

Tampoco puede modificar la solución que corres- 
ponde dar a esta contienda el hecho de que, posterior- 
mente a la iniciación del juicio sucesorio en Bs. Aires, 
el nuevo apoderado de la heredero se haya presentado 
en el juicio seguido en Córdoba (fs. 120 del expediente 
respectivo) porqne se ha limitado allí a hacerse parte, 
con la reserva expresa — punto II— de que ello no im- 
porta reconocer la jurisdicción del juez de aquella ciu- 
dad. Igual presentación y en similares términos, ha he- 
cho ante el juez de la Capital (fs. 241). Por lo uemás, 
cualquier manifestación al respecto en nada podría mo- 
dificar la cuestión, atento el estado de tramitación de la 
misma y la forma en que quedó iniciada la contienda. 

A mérito de lo expuesto y por aplicación de los pre- 
ceptos legales y doctrina de V. E. precitados, soy de 
opinión que corresponde dirimir la presente contienda 
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011 favor de lu competencia del Sr. Juez en lo Vi vil de la 
Capital de la Nación. Bs. Aires, julio 30 de 1047. — Saúl 
M. Escobar. 



VALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 do agosto do 1947. 

Autos y Vistos : Considerando ¡ 

Que la Corte Suprema, interpretando el art. 3285 
del Cód. Civ. en el sentido de que comprende todas las 
hipótesis previstas en el art. 3284, ha decidido que el 
domicilio del heredero único determina el juez compe- 
tente para conocer en el juicio sucesorio del causante, 
aunque éste hubiese tenido su domicilio en otro lugar 
en el momento de su muerte (Fallos i 163, 116; 166, 3Í4; 
1ÍU, 96 y otros). 

Que el citado art. 3285 refiérese al caso en que el 
heredero tiene su domicilio legal o real en el país, como 
expresamente lo resolvió el Tribunal en Palios: 136, 102, 
apartándose de la manifestación que a mayor abunda- 
miento había formulado en la sentencia del t. 123, pág. 
24, invocada en el dictamen del Sr. Procurador Gene- 
ral. Esa conclusión es la que se desprende de los arts. 90, 
inc. 7*, y 100 del Cód. Civ. y de la falta de toda referen- 
cia ai domicilio especial en el art. 3285, así como tam- 
bién de la incongruencia entre la solución contraria y 
el principio de la improrrogabilidad por vrluntad de las 
partes de la jurisdicción territorial establecida por el 
art, 3284 del Cód. Civ. (Fallos: 182, 100 y los allí cita- 
dos), todo lo cual impide extender más aun Ja excep- 
ción prevista en el art. 3285. 

Que en el caso de autos la heredera única del cau- 
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sante tiene su domicilio en España (testamento agre- 
gado a fs. 5 del expediente sucesorio iniciado ante el 
Sr. Juez de 1* instancia de Córdoba; copia de la escri- 
tura de poder de fs. 117 de dicho juicio, y de las agre- 
gadas a fs. 80 y 197 de los autos en trámite ante el 
Sr. Juez de P instancia de la ciudad de Buenos Aires), 
razón por la cual es de aplicación lo dispuesto en los 
arts. 90, inc. 7% y 3284, primera parte, del Cód. Civ.). 

Que por tratarse de un domicilio forzoso, impuesto 
expresamente por la ley, que implica una limitación de 
la facultad reconocida a las personas por el art. 97 del 
Cód. Civ., no procede admitir otros casos de domicilio 
legal que los taxativamente especificados por el art. 00 
del Código Civil o por otras leyes (confr. Salvat, Parte 
General, 6' edición, n" 940). Y no hallándose compren- 
dido el causante en alguno de esos supuestos, es claro 
que la circunstancia de que fuera socio colectivo de una 



para atribuirle ese domicilio legal. 

Que, por lo tanto, será competente para intervenir 
en el juicio sucesorio de don Sadot Fernández Regó, el 
juez del domicilio real que aquél tenía en el momento 
de su muerte. 

Que no se discute que antes de su traslado a Cór- 
doba, el causante estaba domiciliado en la ciudad de 
Bs. Aires, centro exclusivo de sus negocios. Sólo se trata 
de saber si ese traslado importó un cambio de ese domi- 
cilio real. 

Que a dicho efecto conviene recordar que, según el 
art. !>!! del { VmI. Civ., *'cl domicilio se conserva por la 
sola intención de no cambiarlo, o de no adoptar otro", 
a semejanza de lo que ocurre con la posesión, que puede 
mantenerse "solo ánimo" (art. 2445 del Cód. Civ,; Sal- 
vat, Parte General, n v 953; Pallo do la Cámara Civil 
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por lo que del simple traslado de la residencia, por lar- 
ga que sea su duración, no resulta el cambio del domi- 
cilio que, en la duda, no se presume (Zacearías, t. 1, 
§ 90; Duhantoít, t. 1, § 358; Aunar t Bau, t. 1, § 144; 
Salvat, n» 953; Fallos: 183, 222: 187, 645). Además del 
elemento material requiérese, como lo enseñan los auto- 
res citados, la intención de adqnirir otro domicilia (art. 
97 del Cúd. Civ. in fine) y que ella resulte en forma 
clara e indudable de las circunstancias de cada caso. 

Que si bien las declaraciones prestadas por los tes- 
tigos ante los tribunales de Córdoba y de la Capital 
son contradictorias en cuanto a la intención del causan- 
te, las constancias de autos demuestran que : 

a) Fuera de un hermano y un sobrino con quie- 
nes no vivía, el testador carecía de familia en el país, 
como lo pone de manifiesto el señor Juez en lo Civil de 
la Capital Federal a fs. 251 de loa autos respectivos; 

b) El causante tenía establecidos sus negocios en 

firma "Regó, Boo y Cía." de la que era socio colectivo 
con arreglo a un contrato que le atribuía el 50 % de las 
utilidades o pérdidas y le obligaba a dedicar todo su 
tiempo y actividad al negocio (contrato de fs. 26 y 
sigtes., cláusulas 7* y 10*; inventario de fs. 86 y sigtes.; 
informes de los contadores de fs. 141 y sigtes., todos de 
los autos sucesorios seguidos ante el Juez en lo Civil 
de la Cap. Federal, e informe agregado a fs. 48 y sigtes. 
del expediente tramitado en Córdoba) ¡ 

c) En 1943, por razones de salud, el Sr. Fernán- 
dez Bego se trasladó a Córdoba, donde instaló un chalet 
a principios de 1946 (declaración de su médico en Cór- 
doba, a fs. 21 vta. del expediente sobre competencia) 
acerca de cuyos muebles dech.ró en su testamento que 
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no eran suyos sino de la mujer <jue convivía con él, a 
quien legó parte de sus bienes; 

d) Nunca se desentendió de la marelia de sus ne- 
gocios en Buenos Aires y, por lo contrario, realizó via- 
jes periódicos a esa ciudad (deela raciones de su médico 
Dr. Caeiro y de los testaos D'Huicque y Garbesi a fs. 
21 vta., 30 y 30 vta. del incidente sobro competencia) 
concurriendo en esas oportunidades asiduamente a la 
fábrica y tomando las disposiciones necesarias para la 
buena marcba de la misma, que no descuidaba ni aun 
estando en Córdoba (declaraciones de sus socios, del 
apoderado de la firma y alhacou del causante y cíe otros 
testigos a fs. 181, 182, 187, 190, 191, 211 del juicio suce- 
sorio tramitado en la Capital Federal) ; 

e) En numerosas oportunidades, desde su tras- 
lado a Córdoba hasta poco antes de su fallecimiento, el 
causante expresó a varias personas de su amistad su 
firme propósito de regresa r definitivamente a la Cap. 
Federal a fin de ocuparse más de cerca de la marcha 
ile los negocios sociales, a cuyo efecto, y no obstante 
haber adquirido el chalet en Córdoba, hizo realizar di- 
versas gestiones tendientes a instalarse en un sanatorio 
próximo a la fábrica (declaraciones de fs. 181, 182, 187, 
190, 191, 211 del expediente sucesorio tramitado en 
Buenos Aires). 

Que todas esas circunstancias ponen de manifiesto 
el firme propósito del causante de no abandonar el 
centro de sus actividades, de mantenerse en continuo y 



impiden atribuir a las manifestaciones sobre el domici- 
lio contenidas en el testamento, un alcance claro y pre- 



ciso y mucho menos el valor decisivo que en otros casos 
Ies ha reconocido la jurisprudencia de la Corte Supre- 
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nía. Por lo contrario, las circunstancias mencionadas 
permiten explicar el porqué de la referencia del testa- 
dor al "actunl' * domicilio, como si no tuviera carácter 
permanente. 

Que en todo caso, las pruebas contradictorias reuni- 
das en lo? autos originarían una situación de duda 
que, de acuerdo con la doctrina expuesta en los consi- 
derandos precedentes, debe resolverse en el sentido de 
que no ha mediado intención de cambiar el domicilio. 

Por estos fundamentos y los concordantes del Sr. 
Juez en lo Civil de la Cap. Federal, declárase que éste 
es el competente para conocer en el juicio sucesorio de 
D. Sadot Fernández Regó. En conHceuencio, remítansele 
los autos y hágase saber al Sr. Juez de 1» instancia de la 
ciudad de Córdoba en la forma de estilo. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvaiiez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



EDUARDO L. CIIIUSTIAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Rr,¡,iÍ*Íto* propio». Relación di- 
teda. Sentencias con fundamentos w, f nitrato « fedérale* t onseutidn*. 
Fundamentos de orden load tj procesal. 

Teniendo la sentencia fundamentos de naturaleza proce- 
sal y de hecho suficientes para sustentarla el recurso ex- 
traordinario es improcedente. 

Toda vez que el art. 16 de la Constitución Nacional no 
impone la inmutabilidad de los impuestos, ni causa agra- 
vio al art. 17 de la misma la percepción del gravamen 
establecido por la ley, la sentencia que deniega la repeti- 
ción del impuesto cobrado con arreglo a la interpreta- 
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eión acordada a los arts. 26 y 107 del decreto 9432 —de 
naturaleza local— que además declara que el decreto tam- 
bién local 12.511 es modificatorio y no aclaratorio de los 
anteriores, no es susceptible de recurso extraordinario. 

Dicta m ex del Phocuradoii General 
Suprema Corte: 

Se discute en esios autos la interpretación que de- 
be darse al decreto n* 12.511/45 relativo a ciertas ven- 
tajas concedidas a quienes contratasen hipotecas con 
el Banco Hipotecario Nacional. Bajo tal concepto, en- 
cuentro admisible el recurso extraordinario concedido 
a fs. 23. 

Dicho decreto, lleva fecha del 9 de junio do 1945, y 
modificó ei art, 26 del 9432/44» declarando qne los 
contratantes con el Banco pagarían únicamente la mi- 
tad del sellado. Por el sistema anterior, debían pagar 
la totalidad. En tales condiciones, una persona que 
había contratado su hipoteca el 10 de octubre de 1944, 
o sea durante la vigencia del art, 26 en su primitiva 
forma, ha gestionado, sin éxito, ante la justicia ordina- 
ria se le devuelva la mitad del importe, por aplicación 
del decreto 12511/45, dictado varios meses después de 
hecha la hipoteca. Con tal motivo acude a V. E. 

A mi juicio, el segundo decreto no fué aclaratorio, 
sino modificatorio del primero. Ln norma de éste era 
clara e inequívoca. LúVse en su art. 107 {Bol. Ofic., ju- 
nio 28/44) : 

"...En las operaciones de préstamos, descuentos, 
adelantos y giros internos realizados en jurisdic- 
ción nacional con los bancos oficiales nncionalcs ti 
otras personas o entidades exentas de sellado, el 
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impuesto será pagado en su totalidad por quien 

contrate con dichas entidades". 

Dedúcese de ahí, que la nueva disposición no com- 
prendía a los contratos de fecha anterior; y partiendo 
de tal base, pienso que corresponde confirmar el fallo 
apelado en cnanto pudo ser materia de recurso. — Bs. 
Aires, agosto fi de 1946. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de agosto de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada : "Christian 
Eduardo L., solicita la devolución de $ 812 en concepto 
de impuesto", en la que se ha concedido el recurso ex- 
traordinario a fs. 23. 

Y considerando: 

Que la sentencia apelada tiene fundamentos de 
naturaleza procesal y de hecho suficientes para susten- 
tarla —referentes a la no admisibilidad de repetición 
de impuestos consentidos y a no mediar pago excesivo 
ni por error— no comprendidos en el escrito en que se 
interpuso el recurso extraordinario — Fs. 20 — ni en el 
memorial presentado ante esta Corte — fs. 32—, En ta- 
los condiciones el recurso extraordinario no procede, 
según se lo ha resuelto reiteradamente — Palios: 187, 
447; 190,365; 193, 61 y otros. 

Que, por otra parte, la sola invocación de los arts. 
16, 17 y 39 de la Tonal. Nacional en que concretamente 
se funda el recurso extraordinario a fs. 20 y 32, no 
basta para decidir respecto del fondo del derecho cues- 
tionado cu la especie. Siendo en efecto así que la ga- 
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rnntía de la igualdad ante la ley no impone la inmu- 
tabilidad de los impuestos —Fallos: 198, 112— ni 
subsistiría la imputación de desconocimiento de la pro- 
piedad si el gravamen percibido fuera el que legalmente 
correspondía, el punto debatido en los autos requiere 
la dilucidación del alcance de los arts. 26 y 107 del 
decreto 9432 y del decreto 12.511 que por razón de su 
naturaleza local es ajena a la jurisdicción extraordina- 
ria de esta Corte. 

En su mérito, y oído el Sr. Procurador General, 
se declara mal concedido et recurso extraordinario a 
fs. 22. 

Tomás D. (Jasares — Feui*e 
Pérez — Luis R, Longiii. 



MARCOS GRINFELD v. MUNICIPALIDAD DE 
BUENOS AIRES 

RECURSO E XTRA ORDIXA RIO : Requisitos propio?, Rehxññn di- 
recta. Sentencia* ron fundamento* no fedérate? o fedérate* consentidos. 
F andamento* de orden local f/ procesal. 

Desechada la iiieonstitucionalidad imputada a un impuesto 
municipal por razón de su origen, por interpretación de. 
las leyes locales 4058 y 12.704, el recurso extraordinario es 
improcedente aun cuando se alegue que psa interpret 
ción es errónea. 

Dictamen del Procuiiador Geneiui, 
Suprema Corte: 

En 30 de marzo de 1931, la Sociedad Comercial del 
Plata compró a la Municip. de Bs. Aires cuatro lotes de 
terreno sobre la Avda. Roque Súenz Peña ; y en la es- 
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eritura respectiva se convino que el comprador queda- 
ría exento del pago de derechos de edificación, con 
arreglo al art. 10 de la ley 8854, si edificaba dentro del 
plazo señalado por la Municipalidad, o sea el de tres 
años pava dar comienzo a la obra y dos más para ter- 
minurla, conforme al art. 13 del decreto do la Inten- 
dencia Municipal fechado en 26 de febrero de 1921* (fs. 
63 a 65). 

La sociedad adquirente no dió comienzo a la edifi- 
cación dentro de dicho plazo, ni en momento alguno. 
Seis años después de firmada la escritura —decreto del 
1C de abril de 1937— y previa prórroga que obtuvo, se 
le concedió permiso para vender dichos lotes, con cargo 
de que los nuevos adquirentes edificaran dentro de los 
plazos fijados por el decreto del 26 de febrero de 1929* 
Empero, no se le fijó término para que bailase com- 
prador; con lo cual llegó el año 1940 sin levantarse el 
edificio pactado, y como ya la Municipalidad, concep- 
tuando nulo el decreto de 1937, exigía el pago de dere- 
cho de edificación por haber vencido más de tres veces 
el plazo inicial, hubo que pagarlos (septiembre y octu- 
bre de 1943). El pleito actual tiene por objeto la devo- 
lución de esos derechos, pretensión que lia sido deses- 
timada por la Cámara 1' de Apel. en lo Civil a fs. 152. 
Contra tal fallo trae ahora el actor un recurso extra- 
ordinario. 

Lo conceptúo improcedente porque: 

a) La Excmo. Cámara al establecer que el decreto 
de la Intendencia fechado el 16 de abril de 1937 (exp. 
75220-S-1937) fué nulo; resuelve sobre la validez de 
una disposición de carácter local, con referencia a la 
ley local que rige al caso; materia no susceptible de 
revisión en la instancia extraordinario autorizada por 
el art. 14 de la ley 48. 
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b) La tacha de inconstitucionaUdad opuesta a la or- 
denanza j>or cuya virtud se exigió el pago de los impues- 




tos, refutóse asimismo a la falta do cumplimiento de 
una ley local. 

Corresponde, en consecuencia, declarar improce- 
dente el recurso. — Bs. Aires, setiembre 10 de 194fi. — 
Juan Airarte. 



Y vista la precedente causa caratulada: "Grinfold 
Marcos e. Municipalidad de la Capital s. daños y per- 
juicios", en la que se ha concedido el recurso extraor- 
dinario a fs. Ifi2 vta. 



Que el recurso extraordinario fundudo en los 
nrts. 14, 17 y 18 de la Const. Nacional, sobro la baso do 
los derechos que el recurrente considera incorporados 
a su patrimonio por obra de las ordenanzas municipa- 
les y decretos que invoca, es improcedente eon arreglo 
a la doctrina del fallo de esta Corte dictado en 20 de 
agosto del corriente ano en los autos "Municipalidad 
de la C, de Bs. Aires v. Sociedad Comercial del Plata 
s. cobro de pesos". 

Que la incnnstitnoionalidad del impuesto sobre que 
versa el juicio lia sido también desechada por razones 
de derecho local como lo es la inteligencia atribuida por 
el pronunciamiento apelado a las leyes 4.058 y 12.704. 
Es cierto (pie D. Marcos íít infeld sostiene que esa inter- 
pretación es errónea — fs. 160, núm. III, b— pero esa 
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Bs. Aires, 27 de agosto de 1047. 



Y considerando : 
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circunstancia no basta para autorizar la intervención 
de esta Corte en los autos, porque se trata de cuestio- 
nes ajenas a la jurisdicción extraordinaria del Tribu- 
nal —Fallos: 201, 509 y otros— Los preceptos cons- 
titucionales invocados con tal motivo, no tienen así re- 
lación directa con la materia del pronunciamiento. 

En su mérito, y atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se declara mal concedido el re- 
curso extraordinario a t's. Ifi2 vía. 

Tomás D. Casaues — Felipe S. 
Péiiez — Rodolfo G. Va- 
le nz vela. 



REYN'ALDO J. SCÜMIDT DEUSSEN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos nn federales o federales consentidos. 
Fumlamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que, 
conforme al art. 2, inc. 1", de la ley 346 no es válida la 
documentación acompañada para probar que el naturali- 
zado nació en un lu^ar del extranjero distinto del que fi- 
gura en su carta de ciudadanía, contra la sentencia que 
hace hipar a la rectificación de dicho error pedida por 
el interesado. 

Sentencia de la C A mará Federal 

Rs. Aires, 7 de abril do 1947. 

Vistos y considerando : 

Que según resulta de los términos de la presentación de 
fs. fi, corroborados por los de la de fs. 16, el recurrente solicita 
se. rectifique el error en que se habría incurrido ni otorgarle 
)a enría de ciudadanía argentina y en su enrolamiento poste- 
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rior ( error que consiste "en figurar la eiudad de Santos, lugar 
de nacimiento, como perteneciente a Alemania cuando real- 
mente lo es de los Estados Unidos del Brasil". - 

Que tratándose de un error material evidente nada obsta 
a que sin más trámite se ordene la pertinente rectificación en 
la forma solicitada, sin que ello implique decidir si por el 
lierlio de haber sido inscripto el peticionante en el Registro 
de Nacimientos del Consulado alemán en Santos, según resulta 
del documento de fs. 1, su nacionalidad de origen fué la ale- 
mana o la brasileña, cuestión ajena ni pedido formulado y 
que, pnr lo demás, no podría ser válidamente resuelta en esta- 
actuaciones. 

Que, en consecuencia, carece de objeto exiprir que el inte* 
resado presente su partida de nacimiento otorgada por las 
autoridades competentes, calidad que a juicio del señor Juez 
4í a-quo" no reviste la de fs. 1. expedida por el Cónsul alemán 
en la ciudad de Santos (Estados Unidos del Brasil), pues no 
se trata aquí de rectificar constancias relativas a la persona del 
recurrente sino — como antes se ha dicho — de rectificar el 
error material evidente (pie comporta la anotación inserta en 
la carta de ciudadanía de fs. 10 y libreta de enrolamiento de 
fs. 1"), en cuanto consigna como lugar de nacimiento del peti- 
cionante la ciudad de Santos (Alemania) en vez de Santos 
(Brasil), como corresponde. 

Por estos fundamentos y oído el señor Procurador Fiscal 
de Cámara, se revoca la resolución apelada de fs. lfi vta. y. 
en consecuencia se hace lugar a la solicitud formulada por 
Julio Rey na Ido Sehmidt a fs. 6 de estas actuaciones. — Ri- 
cardo Villar Palacio. — Juan A. Gan-zález Calderón. — Ha- 
racw Garría Rams. — Carlos Herrera. 



FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de agosto de 1947. 

Y vistos la presente queja que por dene^r ación del 
recurso extraordinario se deduce en los autos "Schniidt 
Deussen Keynaldo Julio s. rectificación de carta de 
ciudadanía'*, contra la sentencia dictada por Ja Cá- 
mara Federal de la Capital. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN* 



219 



Considerando: 

Que tratándose de una causa promovida con el ob- 
jeto de obtener la rectificación de uu error material 
que contendría la carta de ciudadanía otorgada al ac- 
tor, lo relativo a la regularidad de dicho otorgamiento 
en orden al valor de la partida de nacimiento en que 
se lo fundó está fuera de lugar en estas netuaeiones, 
Y como la cuestión federal que constituiría la materia 
d<i recurso se refiere al alcance de la exigencia de la 
comprobación del nacimiento (art. 2, inc, í% do la 
ley 346), — pues lo concerniente a la existencia del error 
y a la eficacia de la prueba ofrecida para rectificarlo 
es cuestión de hecho ajena al recurso — , es decir que se 
refiere a lo que no es materia propia do la causa, es 

bien denegado el recurso ex- 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Longiii — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G, Valenzuela. 




BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. PROVINCIA DE 
SANTIAGO DEL ESTERO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia frferal. Por la 
materia. Coaitas rn que son imrtest entidmlen autürt¡uhti.v nacionales. 

Corresponde a la justicia federal conocer en tas causas 
en que son partes entidades a» túrquicas nacionales, como 
el Banco Hipotecario Nacional, aunque aquéllas versen 
.snbrc el cobm de impuestos locales. 
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JÜRISDÍCl 7U.V Y rpM¡>ET};S( i.\: Competencia fedtrat. Cntape- 
Uncía originaria de la (Unir Suprema. Cansa* en <¡ne r.* parte una 
provincia, Ctnrralidatles. 

Concurriendo los requisitos necesarios para la proceden- 
cia del fuero federal y siendo parte en la causa una pro- 
vincia, la Corte Suprema es competente eti ella p°r v ' a 
originaria. Por ello le corresponde conocer en el juicio 
segruido por el Baneo Hipotecario Naeionnl contra una 
provincia por repetición del impuesto territorial fundado 
en la exención que a favor del actor acuerda la ley lo- 
cal 1740. 



DlCTAMKN HKL Pf¡< K URAIHIIS ÍÍKNKHAL 

Suprema Corté ; 

Ante V. E., el Banco Hipotecario Nacional lia in- 
terpuesto demanda contra la Prov. de Santiago del Es- 
teto por devolución de sumas pagadas en concepto de 
impuesto de contribución directa sobre diversos inmue- 
bles que dicho Banco adquirió al ejecutar a sus deudo- 
res, y que no destina al servicio de sns oficinas o de- 
pendencias. Como fundamento de esa acción, expresa 
que las autoridades administrativas de Santiago lian in- 
terpretado mal la ley provincial 1740; y habiendo plan- 
teado la parte demandada cuestión de competencia, 
V. E, me pide dictamen. 

Estudiado el caso no encuentro se baya acreditado 
suficientemente sea éste un caso de jurisdicción origi- 
naria. En efecto, ni se taclia de inconstitucional a la 
ley 1.740, ni se discuto, propiamente hablando, la inter- 
pretación de la ley orgánica del Banco, pues la demanda 
de fs. 18-120, invoca disposiciones de la primera de di- 
chas leyes, y del Cód. Civ. La circunstancia de ser el 
Banco Hipotecario una institución del Gobierno Xa- 
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cional, justificaría sin duda la procedencia del fuero 
federal; pero no basta por sí sola para hacer que el 
caso caiga bajo la jurisdicción originaria de V. E. 
Es, por otra parte la doctrina sentada por esta Corte 
en 167: 63, 178 : 215 ; 184: 30 y 522, 188 : 494, y adoptada 
algunas veces contra mi dictamen. 

Si V. E. la mantiene, corresponderá hacer lugar a 
la excepción de falta de jurisdicción opuesta. — Bs. 
Aires, noviembre 8 de 1946. — Juan Alvares. 



Y visto la precedente causa caratulada "Banco 
Hipotecario Naeional e. Santiago del Estero la Provin- 
cia s. cobro de pesos" para decidir respecto de la excep- 
ción de incompetencia opuesta a fs. 55. 

Y coasiderando ; 

1) Que el Banco Hipotecario Nacional demanda 
en esta causa la devolución del impuesto territorial pa- 
gado durante varios años a la Prov. de Santiago del 
Estero, por 270 propiedades situadas en la misma, que 
dice hubo de adjudicarse a raíz del fracaso de los rema- 
tes que oportunamente se dispusieron por la entidad 
actora. La demanda se funda en lo preceptuado por la 
ley local 1740, — art. 20, ine. a)—; en el art. 784 y con- 
cordantes del Cód. Civil, y en la exención de impuestos 
provinciales que se dice, asiste a las instituciones na- 
cionales. 

2) Que por su parte la Prov. de Santiago del Es- 
tero sostiene que el juicio no es de la competencia ori- 
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Bs. Aires, 27 de agosto de 1947. 
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(finaría del Tribunal por versar en definitiva sobre la 
ilegalidad de los gravámenes cobrados y de los proce- 
dimientos observados para su percepción, lo que es 
todo de exclusivo resorte local, y no puede ser traído a 
conocimiento de esta Corte sin agotar previamente las 
instancias provinciales, cosa que en la especie no se ha 
hecho, ni siquiera intentado. 

3 1 » Que el Banco Hipotecario es un estableci- 
miento nacional, al que con arreglo a la jurisprudencia 
de esta Corte, le corresponde por razón de lo dispuesto 
en el art. 2, inc. 1% de la ley 48, el fuero federal en los 
litigios en que es parto, pues es función de éste el am- 
paro de los fines a que tales instituciones obedecen, y 
la preservación, en definitiva de la armónica subsisten- 
cia del gobierno federal —Fallos: 171, 38; 187, 385 y 
454; 101, 96 y los allí citados—. 

Que estas consideraciones han llevado al Tribunal 
a decidir que la justicia federal es competente aun para 
los juicios tendientes al cobro de impuestos locales, 



cuando los mismos se siguen contra reparticiones autár- 
quicas nacionales —Fallos: 181, 343; 188, 461; 192, 
171; -20'2, 339 y otros. 

Que os también jurisprudencia de esta Corte que 
eoncurriendo los requisitos legales para la procedencia 
del fuero federal por razón de las personas o de la ma- 
teria, corresponde su conocimiento originario en los 
pleitos en que es parte una provincia —Fallos: 195, 
455; 204, 138 y los allí citados—. No median por lo de- 
más en la especie, las circunstancias contempladas en 
Fallos: 195, 87; 201, 497; ni otros que obsten a la apli- 
cación de esa doctrina. 

fin su mérito se decide : 1 ) Desestimar la excepción 
de incompetencia opuesta n fs. 55; 2) Disponer que 
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las costas de la incidencia se paguen en el orden cau- 
sado, atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Lowghi — 
Rodolfo G. Valenzuela. 



ERNESTO A. ALMIBON 

COXSTITVCWS NACIONAL: Conutittu-ionatUlml r incanittit uviona- 
lidad. Le;/e» nacional™. Procésale*. 

La facultad atribuida al Jefe de Policía de la Capital Fe- 
deral para dictar edictos sobre faltas, establecer y aplicar 
sanciones pecuniarias dentro de los límites fijados por ol 
art 27 del Cód. de Proeeds. Criminales no es violatoria de 
la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION S ACION AL: Derechos <f ffararttfas. Defensa t» 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

No existe violación de la defensa en juicio si fué oído el 
procesado y fueron recibidas las pruebas ofrecidas en su 
descargo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos seguidos contra Ernesto Aristó- 
bulo Al mi ron sobre desorden, en los que se ha concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 36 contra la 
sentencia dictada a fs. 34 por el Sr. Juez en lo Co- 
rreccional de la Capital Federal. 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida se ajusta a reiterada 
jurisprudencia de esta Corte sobre la constituciona- 
lidad de las disposiciones legales que autorizan al Jefe 
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de Policía para crear infracciones y fijar las sanciones 
correspondientes dentro de ciertos límites que la res- 
pectiva ley fija y que lo faculta para el juzgamiento de 
dichas faltas (Fallos: 169, 2Gfl; 175, 311; 191, 497). 

Que de las constancias de autos resulta claramente 
no haber existido violación del derecho de defensa en 
ninguna de las dos instancias, pues el procesado fué 
debidamente oído y se recibió la prueba que ofreciera 
en su descargo (fs. 3, 22, 31, 32 y 33). 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se confirma la sentencia ape- 
lada en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás 1). Casauks — Felipe S. 
Rodolfo O. Valenzubla. 



S. A. ITNDEUIIILL. v. ABlíÜTT LAPí RATORIEK 

RECUHSO EXT RAO R DI SAMO : Requisitas propio*. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o fedérale* consentidos. 
Fundamento* iír hecho. 

La invocación del art. 6 de la ley 3975 no justifica la 
procedencia del recurso extraordinario contra la sentencia 
que no se funda en la interpretación de aquel sino en apre- 
ciaciones de hecho sobre la posibilidad do confusión que, 
aunque fueran contradictorias, no podrían ser revisadas 
por la Corte Suprema. 

Dictamen del Phocuhador General, 
Suprema Corte : 

El sub j tul ice puede sintetizarse corno sigue: X T n- 
derhill S. A. obtuvo registro a su favor de la marca de 



DE JUSTIC IA. DE LA N ACIÓN 



como roí o Vita fe para sustancias alimenticias o emplea- 
das como ingredientes en la alimentación; y algunos 
años más tarde, Abbot Laboratorios de Hortli Chicago 
(Illinois, Estados Uunidos), registraron a nombre pro- 
pio la marca Vitabe, para artículos de la clase 2 (pro- 
ductos medicinales). Posteriormente, Underhill gestionó 
registrar la marca Vitabc para productos de la clase 22 ; 
y como Abbott Laboratories se opusieron, Underhill 
inicio la actual demanda a fin de que se declarase nula 
la Vi tubo anteriormente concedida al oponente, y como 
consecuencia, se desestimara la oposición. Underhill 
sostiene, pues, que tanto la marca Vi ta fe como la Vitabe 
deben reservársele para la clase 22. 

Tramitado en forma el litigio, la justicia federal 
de esta Capital ha resuelto, en primera instancia, rjuc 
no siendo posible confundir ambas marcas atenía la 
clase de Jas sustancias a que respectivamente se apli- 
can, ni resultaría nula la Vitabe ya registrada a favor- 
de Ahbott Laboratories, ni habría motivo para denegar 
se inscribiese la misma a favor de Underhill, Admitió 
así la coexistencia legal do ambas. Empero, llevado el 
caso en apelación a la Exema. Cámara, ésta ha deci- 
dido que si bien las dos marcas son válidas, no debe 
registrarse a favor do Underhill la Vitabe que ahora 
gestiona, porque ello daría lugar a confusiones (fs. 151 ). 
Con tal motivo, se trae recurso extraordinario a V. E., 
fundándolo la parte acto ra en que el tribunal apelado 
interpretó erróneamente el nrt. C de la ley 3975. 

Si así hubiera ocurrido, indudablemente procede- 
ría abrir el recurso extraordinario; mas no encuentro 
en la sentencia apelada otra cosa que una contradic- 
ción sobro cuestiones de hecho. Ni la ley ni la Cámara 
han dicho que tratándose de artículos de clases dis- 
tintas sólo puedo existir confusión cuando se trata de 
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manas totalmente iguales; aparte de que el fallo 
193: 97, citado entre otros por la Cámara, se refiere 
a marcas parecidas y no idénticas ("Marqués de Río 
Negro" y "Barón de Río Negro"). A mi entender, 
la contradicción consiste en que se declara válida Ja 
marca Vitabe de Abbott Laboratories porque no po- 
dría confundírsela en la práctica con Vitafe, y al mis- 
mo tiempo se niega a UnderMll su registro porque re- 
sultaría confusión. O pueden confundirse, o no. Es 
una cuestión de hecho, que escapa a la revisión de la 
Corte. 

Me inclino, pues, a conceptuar que el recurso es 
improcedente, y fué nial concedido. Si así no lo en- 
tendiera V. E., corresponderá confirmar el fallo de la 
Cámara, no ya por las razones que dicho tribunal aduce, 
sino porque: 

a) existiendo deficiencias de non íenela tura, por 
obra de las cuales la clase 2 incluye algunos artículos 
de la misma clase que la 22, debe interpretarse la ley 
en forma tal que contemple del mejor modo posible los 
propósitos perseguidos por el legislador y evitarse 
cuanto pueda favorecer competencias desleales; 

b) ningún perjuicio puede causarle a Underhill 
elegir otras palabras para caracterizar la nueva marea 
que solicita. — Bs. Aires, marzo 12 de lí>4ti. — Juan 
Alvar cz. 

FÁWO DE LA COlíTK SIT1ÍEMA 

B#. Aires, 29 de agosto de 1ÍU7. 

V victos los autos "Vnderhill, S. A. Inmobiliaria 
industrial y Comercial c. Abbott Laboratories s. oposi- 
ción infundada al registro de la marca "Vitabe", cla- 
se 22, acta 242.483*% en los que se ha concedido e! re- 
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furso extraordinario interpuesto a fs. 152 contra la 
sentencia dictada a fs. 151 por la Cámara Federal de 
la Capital. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario se funda a fs. 152 
en que la sentencia de fs. 151 hace una interpretación 
equivocada del art. 6 do la ley 3975 al limitar "el alcan- 
ce do las nulidades a marcas idénticas* 1 siendo que, se- 
gún el recurrente, "alcanza a marcas semejantes'*, 
como son en el caso, "Vi tahe" y "Vitafe". 

Que la sentencia apelada confirma la de 1* instan- 
cia en cuanto desestima la nulidad de la marca "Vi- 
tabe" para la clase 2 pretendida por la aetora como ti- 
tular de la marca "Vitafe" para la clase 22, remitién- 
dose a los fundamentos de ella consistentes en que aun 
'Mando por cierto la similitud gráfica y fonética entre 
las marcas. . . la confusión es remota y no substancial 
ya que ta primera {Vitafe) ampara a substancias ali- 
menticias {clase 22) y la segunda {Vitabe) a productos 
medicinales (clase 2)" lo cual resultaría además de la 
prueba que se invoca (fs. 131 vta.) t y la revoca "en 
cuanto declara improcedente la oposición de Abbott 
Laboratories al registro de la marca "Vitabe" cla- 
se 22", pedido por la actora, en razón de tpje, desechada 
la nulidad de la marca "Vitabe", clase 2, de la de- 
mandada, resulta fundada la oposición de esta última 
al registro de la misma marca para otra clase, la 22, 
puesto que "la subsistencia de ambas, dada la analogía 
de algunos de los productos incluidos en la nomencla- 
tura de las clases 2 y 22 provocaría confusiones que es 
necesario evitar". 

Que de lo precedentemente expuesto resulta con 
claridad no fundarse ninguno de los dos puntos de la 
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decisión tl« l:i Cámara, objetados por el recurrente en 
la interpretación del art. fi de la ley 3975 que éste le 
atribuye y que considera errónea, es decir, en que se 
rechace la nulidad de una marca y se admita la |ü 
otra porque sean o no idnitiraa sino, como lo observa 
el señor Procurador General, en apreciaciones de hecho 
sobre posibilidades de confusión que, aunque fueran 
contradictorias, no pueden ser revisadas por esta Corte. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara mal concedido a 
fs. 153 el recurso extraordinario. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
PíitEZ — Luis R. Lo sí; ni — 
Rodolfo G. Valenzuela. 



BANCO DE LA NACION v. MAXIMO E. tí ALEA NO 

BANCO DE LA X AVIOS. 

Los arts. 17 de la ley 4507 3- 2fl del decreto reglamentario 
14.959 no eximen ni Baneo de la Nación de actuar en papel 
sellado en los juicios en trámite ante los tribunales pro- 
vinciales ni a sus apoderados de usar la estampilla que, 
como impuesto al ejercicio de las respectivas profesiones, 
establecen las leyes locales con abstracción de quien sea 
el patrocinante o el mandante y de cual sea la naturaleza 
de la causa. Las operaciones "propias" a que se refiere 
el decreto son aquellas para cuya realización se ha consti- 
tuido el Bañen, carácter que no tiene la actuación judicial 
del infamo. 

IMPUESTO: Facultades impositivas dr la Nación, provincias y mu~ 
niripaUdadr*. 

La Const Nacional no impide a las provincias ni a los mu- 
nicipios crear gravámenes que alcancen al Banco de la 
Nación en la medida que las leyes nacionales no lo eximan 
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tic ellos y en tanto que los tributos aplicados sean módicos 
y no constituya" un entorpecí miento para la marcha del 
mismo. 



Dictamen del PiiocrnADon General 



Suprema Corte : 

Por fallo de fecha 10 de octubre del corriente año, 
la Sala Primera en lo Civil y Comercial del Superior 
Tribunal de Justicia de Entre Ríos lia resucito que el 
Banco de la Nación Argentina debe actuar en papel se- 
llado cuando litigue ante la justicia ordinaria de dicha 
provincia; y también, que corresponde exigir estampilla 
profesional a los abogados o procuradores que allí lo 
patrocinen o representen. Con tal motivo se acude a 
V. E. en recurso extraordinario, procedente, sin duda, 
atenta la materia que lo motiva. 

Acerca de la primera de las cuestiones de fondo 
aludidas, V. E. tenía de antiguo admitido que el Banco 
Nacional no debe impuesto provincial de sellos (18: 340 ; 
28: 265); y si bien esa jurisprudencia no se mantuvo 
en 95: 9, más tarde, la doctrina desarrollada en los 
considerandos del caso 192: 20, nutoriza a pensar que 
V. E. considera preferible la primitiva fórmula : exone- 
ración amplía de todo impuesto nacional o provincial. 
Bajo tal concepto, procedería revocar el fallo apelado. 

En cuanto a la segunda cuestión, esta Corte ha es- 
tablecido en 198: 270 y 202: 296, que los apoderados de 

de la Nación no están obligados al pago de estampilla 
profesional cuanto actúan en representación de dichas 
instituciones. Pienso que en igual caso se bailan los del 
Banco de la Nación; y queda dicho con ello que tam- 
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bien por tal concepto corresponde revocar la sentencia 
apelado. — Bs. Aires, diciembre 16 de lí>46. — Juan 
Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1ÍH7. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Banco 
de la Nación Argentina c. Gaicano Máximo Evaristo 
—Ejecutivo — "j en la que se ha concedido ol recurso 
extraordinario a fs. 33. 

Y considerando : 

Que con arreglo a lo expresado en el escrito de 
fs, '¿2, en que se interpuso el recurso extiaordinario, 
las cuestiones propuestas a la decisión del Tribunal 
versan sobre el alcance de la exención de i ni puestos 
provinciales acordada al Banco de la Nación Argen- 
tina por la ley 4ó()7 y el decreto 14.í)59. Dispone, en 
efecto, el art. 17 de la primera: "La casa de propiedad 
del Banco y de las sucursales, así como las operaciones 
banca ri as que realice estarán exentas de toda contribu- 
ción o impuesto nacional y provincial, y sus créditos no 
podrán ser inferiores en relación a los de cualquier 
otro establecimiento de Banco autorizado por leyes de 
la Nación o de las Provincias*'. Y el art. 28 del segundo 
reza: "Los inmuebles del Banco, sus operaciones pro- 
pias y los actos de sus representantes y apoderados es- 
tán exentos de toda contribución o impuesto nacional, 
provincial y municipal '\ So discute en el pleito si el 
Banco de la Nación debe reponer el sellado de actuación 
en causa seguida por ante los tribunales de la Provincia 
de Entre Ríos, y sus representantes y letrados la cstani- 
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pilla profesional pertinente, cuando la ley local m> los 
exime de los mismos. 

Que el art. 17 de la ley 4307 no establece específi- 
camente la exención que el Banco reclama- De sus tér- 
minos no resulta que se haya liberado de impuestos 

las operaciones bancarias que aquél realice, entre las 
que no cabe comprender, con propiedad, la ejecución 
judicial de un crédito. Así lo ha resuelto esta Corte res- 
pecto del art. 25 de la ley de 5 de noviembre de 1872 
del Banco Nacional, en las sentencias transcriptas en 
Fallos: 28, 265; 95, 9; con cuya doctrina concuerda lo 
decidido en Fallos : 192, 20, cons. 7. Esa conclusión en- 
cuentra ademris apoyo en la interpretación estricta que 
corresponde a las exenciones impositivas —Fallos : 181, 
412; 184, 5; doct. de Faltos: 205, 51 y otros. Por otra 
parte, no se ha alegado ni probado que por la vía del 
cobro del sellado en cuestión la ley provincial discri- 
mine en beneficio de otras instituciones bancadas ofi- 
ciales o privadas. 

Que por razones análogas a las expresadas en los 
considerandos que anteceden, debe concluirse que tam- 
poco el decreto 14.959 ampara las pretensiones del 
Banco apelante. No cabe interpretar que en el texto exa- 
minado se llama "propias" a las operaciones que men- 
ciona para referirse a todas las que el Banco realice, 
sea cual fuere su naturaleza, y sólo distinguirlas de las 
ajenas, lo que no tendría objeto ni sentido, sino para 
indicar que se trata de las operaciones pura cuya reali- 
zación se ha constituido el Banco, es decir, las que te 
son esencialmente propias. El texto es más amplio que 
el del art. 17 de la ley 4507, pues el Banco puede estar 
facultado para realizar operaciones que no sean especí- 
ficamente bancarias, las cuales son, sin embargo, en 
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cuanto comprendidas en sus finalidades, propias de él. 
Pero la actuación judicial del Banco, ai bien es un acto 
de él, lo es sólo por accidente, no es propio del Banca 
en cuanto tal Y si ésta es la interpretación razonable 
de la primera parte del precepto, la secunda, relativa 
a "los actos de sus representantes y apoderados", debo 
entenderse como referente a los actos de estos últimos 
en las operaciones "propias" de su representado, tanto 
más cuanto que toda actuación del Banco, como persona 
jurídica que es, tiene que realizarse por medio de sus 
representantes o apoderados. A todo lo cual cabe agre- 
gar que el gravamen en cuestión es una tasa destinada 
a retribuir "I servicio (pie quienes ocurren ante la jus- 
ticia reciben de la actuación de sus órganos. 

V en cuanto a la estampilla profesional de aboga- 
dos y procuradores, como impuesto al cjercieio de las 
respectivas profesiones con total abstracción de quien 
.s.a el patrocinado o el poderdante y de cuál sea la na- 
turaleza de la causa, no puede considerarse, en las cir- 
cunstancias eoncretas del caso, comprendida en la exen- 
ción de que se trata ( Fallos: 202, 2ííG, voto de de fs. 300). 

Que no existe óbice constitucional que impida a las 
provincias y municipios crear gravámenes que alean- 
t en (il Banco de ta Nación en la medida fine las leyes 
nacionales no lo eximan de contribuciones, y en t.mto 
fine los tributos aplicados sean, además, módicos, no 
pudiendo por consiguiente constituir un ontorpeci 
miento para la marcha del mismo — Conf. doet, de Fa- 
llos: 115, 111, cons. 5"; 1!)2, Ikí, cons. 4\ y los allí ci- 
tados. IW lo demás, la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema Norteamericana consagra una solución similar 
-Conf. (¡tLHKiiT, The CoiistituUtin uf tht> Vn¡t<>t¡ Sínica 
"f Aiitrriea (nnnotated), pág. "i7. r i. 
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En su mérito, y oído el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada do fs. 2ii en lo que 
ha podido ser objeto de recurso extraordinario. 

Tomás D. Casaues — Felipe S. 
Péiiez — Luis R. Longiii — 
Rodolfo O. Valenzuela. 



CARLOS R. CELICO v. NACION ARGENTINA 

COXS'TITUCIOX XACIOX AI*: Cnn*titiu i<nu¡littti>t e itt<onsti(u(ioua- 

liáed. Un reto* nañonalfu. Ejército y Arnuuta. 

Los decretos 29.375/44 y iy.2B¡i/4¡i. reformntoric.fi de la 
ley orgánica del ejército, ratificados por la ley 12.913, no 
son inconstitucionales por rass<'>n de su origen, 

PENSIOXES MI UTA RES: ¡'rtisimit * a loa militare*. Inutilhacwn 

para la carrera militar. Ejército. 

Los casos (le i n utilización para la carrera de las armas 
ocurridos durante el imperio de la ley 4707 se rigen por 
ésta cuando ha mediado ntorgam lento de pensión de retiro 
con anterioridad a la vigencia del decreto 2ÍI.37V44. Kslc 
í'iltimo eg aplicable a los casos de referencia cuando no hu- 
biese habido otorgamiento de pensión alguna de retiro por 
la correspondiente autoridad y siempre que el beneficio 
establecido por el mismo no fuere superior al previsto eu 
la ley 4707. 

PKXSIOXES MILITARES: Pensiones a i»* militum*. Inutitkaeión 

para la carrera militar. Ejército. 

El fundamento de la distinción establecida por los arls. 
16 y 17, y Ifi del tít. III de la ley 4707 no debe referirse 
(i la causa determinante de la incapacidad sino a las cir- 
cunstancias en (pie se produjo el hecho que originó la inu- 
tilización: de modo que el beneficio previsto en el art. 18 
sólo procede cuntid» la inut ilutación se haya producido en 
circunstancias que podrían haber autorizado un ascenso 
extraordinario por mediar un acto de arrojo y valor, Unto 
en la guerra como en la paz. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 2!) de agosto de 1947, 

Y vistos los autos "Célico, Carlas Roberto c. Go- 
bierno de la Nación s. retiro y pensión mi litar", en los 
que se ha otorgado a ambas partes el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando i 

por razón do su origen es indiscutible después de su 
ratificación por la ley 12.913 (confr. Fallos: 207, 32(1), 
Que por ello y por no haber derechos adquiridos 
en materia de jubilaciones y pensiones mientras el l>e- 
nefic'') no haya sido otorgado a la persona que lo soli- 
citó {con i' r. Fallos: 205, 147; 2U7, 326) no existe óbice 

presente caso si ella fuera procedente con arreglo a lita 
disposiciones de los mismos. 

Que >egún el art. 225 del decreto 2!>.37f>/44 éste 
**uo alterará el carácter ni el efecto de los servicios ya 
prestados, ni los tiempos de servieiu que se computen 
hasta el momento de entrar en vigencia los títulos co- 
rrespondientes, ni modificará los sueldos de retiro ni 
las pensiones acordadas por leyes anteriores". 

Precisamente porque esa disposición, aunque me- 
nos clara que !a del art. 125 del decreto 10.700/45 que 
habla de pensiones "ya" acordadas, no se refería a los 
beneficios "establecidos" por leyes anteriores sino a 
los que en cadn caso particular habían sido otorgados 
a los interesados por la autoridad competente» previo 
los trámites administrativos correspondientes (Fallos: 
207, 326"), hubo de disponerse poco después en el de- 
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creto 19.285, 45 —art, que el "decreto-ley 29.375/44 
tampoco regirá para dar derechos que "no existían" 
a la f eolia de su promulgación, salvo espresa dispost 
ción del mismo en contrario". Esta declaración habría 
sido totalmente innecesaria si el art. 225 del decreto 
29.375/44 se hubiera referido a beneficios " establecí- 
dos" por leyes anteriores, pues entonces habría sido 
indudable que al no modificarse las disposiciones de la 
ley 4707 en cuanto a las situaciones producidas durante 
su vigencia, ellas se regirían por el régimen de pensio- 
nes provisto por dicha ley, de modo que los beneficios 
creados por el decreto no podían ser reclamados por 
quienes no tenían derecho a ellos antes de la promulga- 
ción del mismo. 

Que con arreglo a lo expue.ro debe concluirse: 
a) que los casos de inutilización para la carrera (le las 
armas ocurridos durante la vigencia de la ley 4707 
se rigen por ésta cuando ha mediado otorgamiento de 
pensión de retiro con anterioridad a la vigencia del de- 
creto 29.375/44 (Fallos: 204, 230); b) que este último 
decreto es aplicable a los casos ¡precedentemente men- 
cionados cuando no hubiere mediado otorgamiento de 
pensión alguna do retiro por la correspondiente autori- 
dad y siempre que el beneficio establecido por el mismo 
no fuera superior al previsto en la ley 4707. 



Que por no liaber mediado en el presente caso otor- 
gamiento de pensión sino denegación de la misma por 
la autoridad administrativa, corresponde examinar sí 
el deerc'o 29.375/44 es o no aplicable conforme a lo ex- 
puesto en la letra b) del considerando precedente. Para 
ello es menester precisar el sentido y alcance de los 
arts. 16, 17 y 18, título Til, de- la ley 4707. 

Que el examen de dichos textos legales y de sus 
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antecedentes impone la rectificación de la jurispruden- 
cia interpretativa de los mismos. 

Referir la distinción entre los casos previstos en 
dichos artículos — como en los correlativos de la ley 
4856™ a la causa determinante (Je la incapacidad, si 
bien aparentemente concuerda con una interpretación 
literal, conduce a conclusiones inadmisibles que obligan 
a rechazar esc criterio. Una de ellas sería que mientras 
la inutilización causada por "heridas" que lian provo- 
cado la desarticulación de un dedo de la nimio, que no 
produce más de un 10 % de incapacidad para el tra- 
bajo en la vida civil, da derecho a cobrar la pensión 
íntegra del grado inmediato superior (Fallos: 197» 
338), la lesión sufrida en un ojo a consecuencia de un 
golpe y aún la perdida del mismo sólo permitirán re- 
clamar algunos de los beneficios menores provistos en 
los arts. 1(> y 17, tít. IIT, de la ley 4707 (confr. Fallos: 
H*í), ti2l). 

Estas consecuencias, incompatibles con la finalidad 
d<' la ley, quedan excluidas sí se refiere el fundamento 
de la distinción a las circunstancias en que se produjo 
el hecho que originó la inutilización, do modo que sólo 
procedería otorgar el beneficio máximo cuando la inuti- 
lización se hubiera producido en circunstancias que po- 
drían haber autorizado un ascenso extraordinario por 
mediar un acto de valor y arrojo que tanto puede ocu- 
rrir en la paz como en la guerra (Fallos: 201, voto de 
la púg. 47). 

Que el acto a consecuencia del cual quedó incapa- 
citado el netor no es, por cierto, de los mencionados en 
el considerando precedente, por lo que, eon arreglo a lo 
expuesto y a la ley 4707, no le correspondería la pen- 
sión de retiro del grad" inmediato superior, sino la del 
arí. líi, titulo TU. de dicha ley, o sea el 50 % del sueldo 
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de soldado voluntario como se decide en la sentencia 
de primera instancias. Y siendo dicho beneficio infe- 
rior al del 65 % del sueldo de cabo que prevé el art. 42 
del decreto 22,559/45, según lo admite el propio actor 
a fs. 45, sólo procede otorgarle, conforme a lo dispuesto 
en el art, 2 del decreto 19.285/45, lu pensión prevista 
en el art. 10, tít. III, de la ley 4707, que le acordaba la 
sentencia de primera instancia. Las objeciones de la 
parte demandada fundadas en el segundo accidente han 
sido bien desestimadas por el fallo de la (Minara en 
consonancia, por lo denuís, con lo que resulta de las 
constancias del expediente administrativo citadas a fs. 
38 y sigtes. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada y se 
declara que el Gobierno de la Nación debe otorgar al 
actor el retiro previsto en el art. l(i, tít. III, de la 
ley 4707 y pagarle las cuotas mensuales que por este 
concepto le corresponden en la forma determinada por 
la sentencia de primera instancia que en ese aspecto no 
lia sido —como tampoco la recurrida— objetada por la 
demandada. Las costas del juicio deberán ser pagadas 
en el orden causado atento el resultado del mismo. 

Tomás D. Casaues — Fei.ifb S. 
Péiiez — Luis B. LoNiiur. 



CARMEN P. A. ORIBE DE TOR'f v. NACION ARGENTINA 

l'EXSIOXKS MILITA RES: {¡tierreros dé la Intlependimcitt. 

El efecto retroactivo que corresponde atribuir h la ley 
12.6111 como aclaratoria de la ley 11.412 consiste un la 
posibilidad de rever Ioh pensione» reKularmcnte acorda- 
das con anterioridad, mas no en convalidar las revisiones 
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decretadas administrativamente antes de su sanción res- 
pecto de pensiones otorgadas ron regularidad formal. 

Sentencia del Jt'cz Fedhjíai- 

Rs. Aires, o t ubre .11 de 194Ó. 

Y vistos: Tara resolver estos autos curatu Indos; "Oribe 
de Tort Carmen. F. A. v. Gobierno de la Nación r. pensión 
militar", de los que resulta; 

1) Que a fs. 4 se presenta la aetorn deduciendo formal 
demanda contra el Gobierno de la Nación por reintegración 
de pensión (ley 11.412) y cobro de haberes atrasados, en 
mérito de las siguientes consideraciones : 

Dice que en el año 1029 se presentó ante el 1*. K. y obtuvo 
decreto de fecha 12 de marzo de 1930. si* le acordaran los 
beneficios de la ley 11.412 en su carácter de nieta viuda del 
guerrero de la Independencia, ¡?r. Brigadier General í>. Igna- 
cio Oribe. Que posteriormente el P. K. por un nuevo decreto, 
dejó sin efecto el anterior (8 de julio de 1933) razón por la 
que se suspendió el pago ¡le la pensión cuestionada. Que ante 
esta situación en el año 1937 se iniciaron nuevos trámites a los 
efectos de obtener la reintegración de dicha pensión. Que 
en este ínterin se dictó la ley 12.613 que introdujo algunas 
modificaciones a la anterior 11.412 y que el P. K. recién en 
el año 1940 (3 de diciembre) dictó el decreto confirmando la 
denegatoria. Se sostiene que el P. K, no ha podido válidamente 
dejar sin efecto el primitivo decreto del año 1930 y que en 
consecuencia es indiscutible el derecho que le asiste para recla- 
mar la reintegración de la pensión solicitada. Se citan en este 
sentido una serie de fallos judiciales que han consagrado la 
inalterabilidad de las resoluciones administrativas, cuando co- 
mo en el presente, han creado un derecho subjetivo que tiene 
el valor y ta iuamovílidad de la cosa juzgada. Se agrega a 
continuación «pac por lo demás de las constancias administra- 
tivas agregadas en autos, resulla ampliamente justificado el 
dere <ho que le «añile, de acuerdo a la ley. para reclamar la 
pensión cuestionada. Ke hacen a continuación una serie de con 
sideraciones más sobre el particular y se pide en definitiva 
que se haga lugar a la acción internada con ¡ntorwoc ,V costas. 

2) A f«. 12 se presenta el Sr l'roc Fiscal, Dr\ Gustavo 
Curaballo, contentando y dice: 

Que la demanda es inqoii< ci|cmN Que de acuerdo a los 
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té-minos de lu ley 12ÍÍ13 de carácter interpretativo v acJarato- 
rio de la anterior 11.412, la aetora carece de derecho para re 
elainar el beneficio cuestionado desde el momento que de las 
CwistarMüías administrativas apresadas por cnerda floja, no 
raima acreditado el carácter de (guerrero de la Independencia 
del i ausante Sr. Brigadier General José Oribe. Opone subsi- 
diariamente la prescripción quinquenal (art. 4027, inc. 3* del 
Cód. Civil) y pide en definitiva el rn-hazo do la acción con 
especial condenación de costas. 

Considerando : 

P s °P ím W desprende de los términos del escrito 

de demonda, la aetora funda particularmente el derecho que 
le asiste para redamar la reintegración de la pensión cuestio- 
nada, en el hecho de que el P. E. no ha podido válidamente 
dejar sin c recto el primitivo decreto del año 1Í130 por el que se 
le había aeordadn dicha pensión. 

Apresa asimismo que la prueba de la calillad de guerrero 
del causante se halla ampliamente acreditada en autos y surge 
también el hecho de que en dos juicios (interiores a esta pre- 
sentación se ha reconocido a dos nietas descendientes del mis- 
mo causante el derecho a percibir una pensión igual a la que 
motiva esta litia, 

2° Que el argumento que se hace sobre la base de la 
nulidad del decreto del I». E. del año 1933 (fl de julio), si 
bien pudo ser un argumento de peso con anterioridad a la 
sanción de la ley 11.412, ha dejado de tener su efectividad en 
la actualidad. 

De acuerdo a lo resuelto por lu Suprema Corte in re 
"liamos Mejía Isabel v. Fisco" (t. 1ÍI2. p. 260), la aplieahili- 
dad de la nueva ley 12.(113 es incuestionable en todos aquellos 
caaos que, eomo en el presente, no lia recaído sentencia defi- 
nitiva, V siguiendo este orden de idens es poco dudoso que el 
I*. E. haya podido rever las pensiones otorgadas en uso de las 
facultades que expresamente le acuerda esta ley (art. tí») y 
dejar sin efecto aquellas ipic no se ajusten a sus términos Dfl 
las constancias de autos (ver illf, Archivo (Jcnenil de la Na- 
ción, r*. 7!), Ex|ile. iiv 28.G01, t, 2ff, I). <J I» agregado por 
cumia (Injn), un resulta acreditado el cirAeter do guerrero 

de la Indepemleiiciji del caimán fe \m fecha ríe t a de rasón 

ile sus Novicios dala di'l mes de noviembre de |MI |, es decir 
rfenpilénde la rend'-iúii de Ni ptn/ii M.mie» ¡den n fuerza*, 
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patriotas, acción con la que terminó la camparía libertadora 
en ear- teatro de operaciones. 

Et argumento que se hace en el sentido de que presumi- 
blemente, dado el grado con que éste figura, ha debido segura- 
mente prestar servidos con anterioridad a esa fecha, no es 
para el easo aceptable. 

La ley exige que la prueba de los servicios emane de do- 
cumentos e informes de fuente argentina (art. 2 V , ley 12.613). 
Como ello no ocurre en el sub judien ello debe descartarse de- 
finitivamente. Y en cuanto al hecho de que existen dos sen- 
tencias judicial?» que coa anterioridad a esta presentación, 
reconocieron a dos nietas descendientes del mismo causante 
— Brigadier General Oribe— una pensión igual a la que 
motiva esta litis, tampoco puede ser eficaz a lo» efectos de de- 
mostrar la calidad de guerrero cuestionada. En primer término 
porque la declaración hecha respecto a terceros no hace cosa 
juzgada, como parecería entenderlo la interesada, ya que fal- 
taría una de las identidades a que se refiere la ley para que 
ello ocurra, Y en segundo termino, debe señalarse que en eso» 
fallos, la razón ipie se tuvo en cuenta para acceder a lo solici- 
tado fué el hecho tic que el V. E. no había podido válidamente 
dejar sin efecto por sí y ante sí un decreto anterior, cuestión 
esta que no piude prosperar ell este juiein por las razones 
expuestas anteriormente. 

¡í^ Que sin perjuicio de ello, cabe en el presente reco- 
nocer que el P. E. ha carecido de las facultades legítimas, con 
anterioridad a la sanción de la ley 12.ÍÍ1-Í (5 de octubre de 
l!i:l!l). para dejar sin efecto por sí y ante sí el decreto del año 
1!>;|0, y consecuenl emente la nulidad del decrelo del año ÍÜIW 
dehe aceptarse de acuerdo al criterio establecido por la juris- 
prudencia en casos análogos < V|, r S. (\, Fallos, t. I7"i, pág. :l(iH) 
a i-u.vos anteeedcittes se remite el susenplo como mejor fun- 
damento de esta sentcneia para así decidirlo. En cambio no 
merece el mismo juicio, posterior decreto &• 78.651 de! año 
l@4Q (:\ de dicieuihre, v r fs HI2ÁI, Expíe. c.) ya que este 
último fué diefado cu n»o de una facultad expresa dispuesta 
por la ley 12.618 hirt, ú"}, correspondiendo en su mérito des 
estimar la demanda en niatMo |icrHÍgije la reintegración UeJI 
niliva di' la primam iticslionada 

En la* coiiHiileracioucH ripuent**, el ilereclm de la adora 
«Hieda limitado al BObfO d>' Ioh bfeb'rt'N no peí cd»ido« a ratón 
d» t 1 1 W » lo n mensuales lleude Ion cinco iilin» uulcriopm a 
la fcehii de la une loo de la di mambí 'JM de Mirem >|m IflíWI 
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(v r carpo del escrito fs. 9; 28 de febrero do 1941) teniendo 
en euenta la prescripción opuesta a fs. 12 (art. 4027 inc & 
Cód. Civil), hasta el 3 de diciembre de 1040 fver decreto fs' 
Kxpte. n* 28.601, t. 29, D. G. P.) t fecha del último 
decreto señalad» en el párrafo anterior, A los efectos de la 
determinación del monto adeudado por el concepto señalado 
onHtan "'! 1 Y° P t ra< ' tif|Ue 1,11,1 Iif f»idaeióii de acuerdo a Isa 

Por las precedentes consideraciones, fallo; haciendo hipar 
parcjalmente a la demanda declarando (pie e' Gobierno de la 
Nación deberá abonar a !)• Carinen Francisca Aleja Oribe de 
Tort. la suma ,,„ e resulte de la liep. id ación que oportunamente 
s<* practicará, más sus intereses al estilo de los que per ibe el 
Janeo de la Nación Argentina desde la fecha de notificación 
de la demanda y fu mitad de las costas atento d residía lo ¡i »w 
se arriba. fírh\virh Gacite J'irán. 



Sentencea de i.a Cümaka Pederai, 

P,s. Aires, didemhiv lí.¡ de 1í»4fi. 



V considerando: 

, P é ,us ,l,ttl \*'nun adm ilustrativos aprepudns v de los 

términos dd cscrilu de demanda, resulta que a la aetora se 
Jjneodtíí la pensión de la ley U.AY2. en IVclm V¿ de marzo de 
IU4Ü, COrao defendiente de un guerrero de la Independencia- 
que c H de julio de 1933, d [». E. de la Nación anuló el ante- 

rmr msnd.. en que tal carácter .sialm comprobado; que 

entablada la gestión admini»tra1ivn del caso, tendiente a que 
se le r«í«luy» ra aquélla, el t hibierno, pin- decreto del :{ .| t - 
drcicmlne de 1940, redlllüó el red»,,,», laudándose en dídu. 
circunslaitetll de hecllü y en la de d-rech,, nUo emcr K ¡a .le Ja* 

HlispoMcnu.es de la ley 12012 sano.umdn en (039; en dec 

'".> nlrlb«W« .-alid.nl tic ffiierrcrn, en los térmim.H de esta 

'"; ™r«i" '>•" l«w HervieioM del aneendifltti | u miim 

i • 1<I9 de \m niliecedcutcs i 

..ru^,.:: 1 :;;!:;;::; 1 :; — 1 « 

(.actuación ltí(fa| de U p«rl P) l ,4., ubjota y* de divct-Ho* 

prmainuitt|niifini M| ,. M Ion cunIcm n» \ itt , n templado l;t» diré 

mm * * I' 1 ' rnhih, pur I mi d irlhuunl *c r 
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brevitatis cansa, a los fundamentos que los sustentan, para 
rechazar la demanda, 

Así se ha decidido que lúa pensiones de la ley 1 1.412. son 
graciables y no revisten el earáeter de una propiedad incorpo- 
rada al patrimonio; y que el poder que las discierne puede 
libremente disminuirlas, (suprimirlas o someterlas a nuevas 
condiciones {C. S.. t. 192-2Í10) ¡ que la disposición del art. 3<\ 
ine. c, de la ley 12.613, modificatoria de la U.412, es de orden 
publico y se aplica con efecto retroactivo a los casos no decidi- 
dos judicialmente en los pleitos por reconocimientos de pen- 
sión, como ocurre en el sub judirc, C. S., t. 1Í12-260 y t. 1Í14-44 
y que si hicn una rcnoIu"*ón administrativa que reconoce el 
derecho a ana pensión no puede ser derogada jior otra de igual 
naturaleza, la derogación es procedente cuando sobreviene una 
ley, tal como ocurrió en este caso, ipie ordena la revisión de 
aquella resolución va en trance de examen y de ser reveída. 
C, S., t. I!)2:2fi0. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada, rechazándose, en 
consecuencia, 1» demanda, fustas por su orden. — Horario 
García Rnms. — Parlón del Campillo. — It iranio Villar Pa- 
lacio. 

KA LUI I>K. LA COK TE SfíMlKMA 

Rs. Aires, 2!» de «¿rosto de H)47. 

Y vistos los mitos "Oribe de Tort Carmen V. A. 
c. Oolñernn de tu Xneión b, pensión (ley 11.412)", ve 
nidos de la Cmuara Federal ríe la Cupilnl pm- vía del 
roca r so ordinario de upolarínn, 

( 'nnsidenmdu : 

(.¿lie fiielidn el deereln del 12 ile Uiíll'/n de VXUI 
iinlerior a la regluruciitueióii de la ley 11.412, que 

es del ,'tO d Illliii' del imÍhnim lifSfl il ti m-U> iidlliHlin 

Iratlvo regular, DO *e I" pudo dejar vóliilnitieitle mío 

OlWl.t puf pillle del til idilio I' K. Illlf le lil mWitét\ de 

lll ley l2.Li:i, poe., «I lii.-n ó H |a e* aeln ni hü'IJi t\" lil 11,11-' 
V piade, «-II WÜtlH<lf)Hr'lieiii, li-tn-l H'eel hmictiv «1<i 
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consiste en In posibilidad de rever, a raíz de su vigen- 
cia, las pensiones regularmente acordadas con anterio- 
ridad a la aclaratoria (art. (i'), cosa distinta de conva- 
lidar las revisiones decretadas administrativamente an- 
tes de su sanción, respecto a otorgamientos hechos con 
regularidad formal (Fallos: 175, 3b8 y 1!>2, 260). 

Por tanto y los fundamentos de la sentencia do 
fs. 32, se revoca la de fs. 4ÍJ en cuanto reforma la pri- 
mera en la parte de ella que hace lugar al cobro de la 
pensión acordada por el decreto del 12 de marzo de 
1936 en la parte del tiempo transcurrido hasta el 3 do 
diciembre de 1ÍH0 no alcanzado por la proscripción a 
que se hace lugar (art, 4027, inc. 3*, del Cód. Civil) y 
por sus fundainciilos, se la confirma cu iodo lo demás 
que ha sido materia del recurso. Pagúense asimismo por 
su orden las costns de esta instancia. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pkkkz — Lns Tí. Lonchi. 



tfANtllSL RBLLON1 v. PROVINCIA DK SANTA FK 

l,fi(',\f 7 O X DK SKli Vlf ÍOS. 

Prorrogado por la Dirección Provincial di- Obriis I'úbli- 
í'íih el pbi/o dentro del cual bis actores debían entregar 
t>| proyecto de la obra a realizar y p>rc*©ntado «'«(<■ antes 
riel vencimiento ele la prórroga, no procede aplicar a huk 
unidles la inulta convenida para el caso ríe retardo en el 
oiimplimiífnto de dicha obligación j por lo oju- debe reeha- 
zan;r bi p'i'nnveiM'iín dcdie-ida por In provincia c#n i't 
'il jfin i|c cobrar <>l inipnrh' n*H| tívo. 

f WAWON tW SI HYH tos. 

| K'hliin'ofiiKlii), |H.r U Dirctrlón Nlir ni «I.- Vii.li'1,1.1 r..n 

cuya cooprnieírin anilla n alí/ur In Dirección Prcvimial ib- 
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Vialidad la obra pública proyectada, los planos presenta- 
dos pur quienes con trata ron con esta última subordinando 
¡i la aprobación del proyecto el pago de sus honorarios, 
debe rechazarse la demanda tendiente a cobrarlos, pues 
debe entenderse que han querido referirse a la aprobación 
que luciera posible ejecutar la obra, o sea la que concor- 
dan temen te prestaran ambas direcciones nacional y pro- 
vincial. En esas condiciones y no habiendo prueba de 
que la falta de aprobación sea arbitraria o injustificada, 
tampcu'O procede fijar a la provincia un plazo para que 
comience a realizar la obra. 

Dictamen del Piíocuuadoh Geneíial 
Suprema Curte; 

Conforme lo admite la providencia tío fs. 12 vta. 
hay en autos prueba suficiente de que en este caso pro- 
cede la jurisdicción orijírinnria de V. E. por tratarse de 
pansa civil cu que un vecino de la Capital Federal de- 
manda a la Provincia de Santa Fe. 

En cuanto al fondo del asunto, tanto la demanda 
como la reconvención versan sobre interpretación y 
cumplimiento de un contrato de locación de servicios; 
materia de derecho común ajena a mi dictamen. — lis. 
Aires, febrero 2fi de 1ÍHG. — Juan Alvares, 

PALLO r»K LA CORTE SUPHKMA 

Bs. Aires, :>!> de agosto de 1047. 

V vista la precedente causa caratulada 11 Bollón ¡ 
Mamn'l v. Santa Fe la Provincia s. cobro de pesos» * de 
los que resulta : 

Que a fs. I> si* presenta 1). Ornar B. Evequoz, apo- 
derado tlr-1 ingeniero civil D. Manuel Belloni y mani- 
l'losta que a nombre de este deinatutit a lu Provincia do 
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Snnta Fe por cumplimiento de contrato y cobro de pe- 
sos, provenientes de servicios profesionales prestados. 

Que entre su mandante y la provincia mencionada 
se concluyó el contrato, do que acompaña copia, me- 
diante el cual el primero se comprometía, con su colega 
D. Pascual Palazzo, a efectuar el estudio y proyecto ge- 
neral de las obras de la Avenida do Circunvalación de 
la ciudad de Rosario —cuyos detalles menciona— co- 
rrespondiendo al ingeniero don Guillermo Atares, el 
estudio y proyecto de la calidad de las calzadas, los 
pliegos de especificaciones técnicas en general, la ins- 
pección, fiscalización, certificación y recepción de las 
obras. Al proyectista D. Eugenio Bauret se le enco- 
mendó lo concerniente al ornato, formación de jardi- 
nes y forestación. 

Que la retribución conjunta de estos trabajos se 
fijó en el 1 % del valor de las obras proyectadas, hasta 
un máximo de m$n. 80.000, a liquidarse por partes igua- 
les entre los interesados. 

Que el ingeniero Belloni cumplió su cometido con 
entusiasmo y dedicación, entregando con su colega los 
planos de la obra en el término señalado, si bien hizo 

necesarias— a pedido y bajo la responsabilidad de la 
provincia. 

Que a raíz del cambio de gobierno de la provincia 
con motivo de la revohieión del 4 tío junio, la ejecución 
de las obras ha sido aplazada $§&e die. En tales condi- 
ciones se considera habilitado, por haber cumplido las 
obligaciones a su cargo, para requerir el |mgo do sus 
servicios profesionales, que no podría ser diferido sin 
plazo — art. 1203 del Oód. Civil—, Kn osle concepto re- 
clama m$n. auxio. 

Que para el supuesto de que se considere que la 
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provincia no ha incurrido en mora, solicita en suicidio 
del Tribunal la fijación de un término equitativo. Y 
luego de otras consideraciones en definitiva pide que 
oportunamente se condene a la provincia demandadu 
al pago de la suma de m$n, 20.000, con sus intereses y 
las costas del juicio. 

Que corrido traslado de la d --manda lo contesta a 
fs. 30 D. Urbano de Iriondo, apoderado de la Provincia 
de Santa Fe el que dice : 

Que niega los hechos invocadus por el actor que no 
reconozca cu ese escrito. 

Que la ley provincial núm. 2977, modificatoria de 
la núm. 2790, autorizó al P. E. a convenir con la Direc- 
ción Nacional do Vialidad la ejecución y financiación 
de un plan do pavi mentación de caminos basta la suma 
de m$n. 40.000.000, en el que íebía incluirse la Avenida 
de Circunvalación de la ciudad de Rosario. Por decreto 
de 27 de septiembre de 1941 — núm. 4573 — se aprobó 
el plan de obras de la Dirección de Obras Públicas, que 
asignaba a la avenida citada la suma de m$n. 10.000.000. 

Que el Directorio de Obras Públicas dictó en octu- 
bre 3 «leí mismo año la resolución G715 para acelerar 
el proyecto de la obra, solicitando autorización del 
P. E. que obtuvo para crear una oficina "ad hoc" y 
valerse de los servicios do técnicos especializados. Se 
autorizó así a su presidente por resolución 6931 a con- 
tratar los servicios profesionales de los ingenieros Pas- 
cual Pnlazzo, Manuel Bclloni, Guillermo Atares y del 
arquitecto paisajista Eugenio Baurct para el estudio 
y proyecto, fiscalización y recepción de la obra de la 
Avenida de Circunvalación de la ciudad de Rosario los 
que- en el término de cien días debían presentar el es- 
tudio general con los elementos necesarios para el lla- 
mado a licitación pública. Los honorarios de los profe- 
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sionalcs nombrados serían del 1 % del importe de las 
obras — cuyo presupuesto no debía exceder los m$n. 
9.000.00O— hasta un máximo de m$n. 80.000, a liqui- 
darse por partes iguales, un quinto al aprobarse el pro- 
vecto completo de las obras, y el saldo a ser prorratea- 
do proporcionalmente a los certificados. Se previo ade- 
más una multa de m$n, 200 "por cada día de retardo 
en la entrega del legajo completo para el llamado a 
licitación". El contrato se celebró en Santa Fe a 12 de 
diciembre de 1941, transcribiéndose en él la resolución 
6931, cuyos términos los contratantes declararon co- 
nocer y dar por reproducidos en el acto que formali- 
zaron. 

Que la elección de los técnicos contratados fué ob- 
jetada por la Asociación de Ingenieros de Rosario y el 
Centro de Ingenieros Titulares de Santa Fe, desesti- 
mándose sus observaciones sobre la base de la premu- 
ra en la realización de las obras cuya magnitud impuso 
la creación de la oficina "ad hoc". 

Que la comisión técnica que integraba el deman- 
dante no cumplió el contrato acompañado a los autos, 
pues el proyecto completo fué presentado con una mo- 
ra de 367 días. Por otra parte el presupuesto del pro- 
yecto alcanzaba a mfn. 10.903.979,10 excediendo en mu- 
cho al límite fijado en la convención. Además los gastos 
de preparación del trabajo fueron excesivos por culpa 
de la comisión técnica. 

Que aun cuando la Dirección de Obras Públicas 
prestó en todo momento su colaboración, y advirtió 
errores y sugirió modificaciones indispensables, ta co- 
misión no cumplió las normas establecidas por la Direc- 
ción Nacional de Vialidad, cuyos técnicos pusieron de 
manifiesto esa anomalía. 

Que es absohitampnte inexacto que el ¡robierno de 
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la provincia haya resucito no ejecutar la obra, que si 
no está en construcción es debido a la demora de la 
entrega del proyecto, que ha causado serios perjuicios 
a la demandada por el alza de los precios, que añadido 
a la escasez de materiales y maquinarias obligan a pos- 
tergar tos trabajos. 

Que toda vez que los honorarios previstos en el 
contrato constituían la retribución de la labor comple- 
ta de los profesionales, que incluía la fiscalización y 
recepción de las obras, en ningún caso ha debido el ac- 
tor reclamar la totalidad de aquellos, siendo así que de 
su misma demanda resulta que la obra no llegó a las 
etapas de la fiscalización y recepción, turcas éstas las 
más importantes en el caso. Funda estas defensas en 
los arta. 1197, 1201 y concordantes del Cód. Civil. 

Que siguiendo instrucciones de sn mandante re- 
conviene al ingeniero D, Manuel Belloni por cobro de 
la inulta convenida para el retardo en la entrega del 
legajo por la comisión técnica, que con arreglo al art. 7 
del contrato era de m$n. 200 diarios. De ella corres- 
ponden m$n. 50 diarios al actor, que debe así, dados los 
367 de la demora, nifn. 18.350. Limita la reconvención 
a esa cantidad pese a la magnitud del perjuicio que por 
el aumento sobrcvitiicnte de precios, y la escasez de 
materiales y maquinarias, y en definitiva, la posterga- 
ción y modificación de las obras, la provincia ha expe- 
rimentado, n raíz de la demora de la presentación del 
proyc *to. Funda su derecho en los arts. 652, 653, 654, 
65Í» y 661 del Cód. Civil. 

V pide (pie oportunamente se rechace la demanda y 
se haga lugar a la reconvención, todo con costas. 

Que corrido traslado de la reconvención lo contesta 
a fs. 26 el apoderudo del actor, pidiendo el rechazo de 
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ra y por haberse prorrogado por la Dirección de Obras 
Pública» los plazos para la terminación y entrega del 
proyecto. 

Que abierta la causa a prueba se produjo la que 
menciona el certificado de Secretaría de fs. 206. A fs. 
210 y 215 so agregaron los alegatos de las partes, dic- 
taminando el Sr. Procurador General a fs. 219. A fs. 
219 vta. se llaman autos para definitiva. 

Y considerando : 

Que por el contrato de fe 2 el 12 de diciembre de 
1941, el Presidente de la Dirección de Obras Públicas 
de la Provincia de Santa Fe convino con los señores 
Palazzo, Atares, Belloni y Bauret, de acuerdo con la 
resolución del gobernador del 1G de noviembre de 1941 
y la de la Dirección de Obras Públicas del 28 de no- 
viembre del mismo año, transcriptas ambas como ca- 
beza del contrajo, cncomcrjuarles "el estudio y proyec- 
to, fiscalización y recepción de la obra Avenidn de Cir- 
cunvalación de la ciudad de Rosario, los cuales, según 
sus respectivas especialidades y dentro de los cien días 
deberán presentar el estudio general. . . etc.". Estipu- 
lóse una multa de $ 200 por cada día de retardo en la 
entrega del proyecto, fijáronse los honorarios en el 
1 % del importe de las obras proyectadas, hasta un 
máximo de $ 80.000 y se estableció que se liquidarían 
por partes iguales entre Jos cuatro profesionales "una 
quinta parte al aprobarse el proyecto completo de las 
obras y el saldo será prorrateado proporcionalmentc a 
los certificados". El presupuesto oficial de las obras 
no podría exceder de $ 9.000.000 incluidos dirección e 
imprevistos. 

Que según la comunicación cuya copia fotográfica 
hállase a fs. 60 la Dirección de Obras Públicas hallá- 
base en posesión del proyecto el 12 de marzo de 1943. 
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Y según la copia de fe. 70 el Directorio de la reparti- 
ción nombrada lo aprobó por resolución del 25 del mis- 
mo mes y año. Un mes antes, el 25 de febrero, el mismo 
Directorio había resuelto "aprobar el presupuesto pa- 
ra la Avenida... en la suma de $ 12.203.979,70" y 
"fijar como fecha improrrogable para la terminación 
de los trabajos el 31 de marzo de 1943" (fs. 40). En 
la resolución del 25 de marzo el Directorio autoriza a 
la Presidencia para fijar la fecha del llamado a licita- 
eión "una vez obtenida la aprobación del proyecto por 
parte de la Dirección Nacional de Vialidad", la cual 
lo devolvió el 5 de julio de 1943 sin haberlo aprobado 
y con numerosas observaciones (fs. 27), lo que deter- 
minó las actuaciones cuyas copias están agregadas a 
fs. 43, 44, 47, 49 y 55. No hay constancia en autos de 
que la Dirección de Vialidad diese por fin su apro- 
bación. 

Que el contrato a que se ha hecho referencia co- 
rresponde, según resulta de las resoluciones que lo en- 
cabezan, a la ejecución del plan de vialidad sancionado 
por la ley provincial 2790 modificada luego por la 2977 
(fs. 125). En dichas leyes se autoriza al P. E, para 
convenir con la Dirección Nacional de Vialidad la eje- 
cución y financiación del plan aludido (art. 1*). 

Que de los antecedentes relacionados resulta la exis- 
tencia de un contrato de locación de servicios que en 
orden al pago de los honorarios convenidos establece 
la supeditación del de la primera cuota {1/5 del total) 
a la aprobación del proyecto. Por otra parte se esti- 
pula que el proyecto debe presentarse en el plazo de 
cien días; pero la misma repartición que había estable- 
cido las condiciones del contrato extendió ese plazo 
hasta el 25 de marzo de 1943. 

Que la Dirección de Obras Públicas tenía el pro- 
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yocto en sn poder el 12 de marzo del mismo año, por 
lo cual esta condición aparece cumplida y, en conse- 
cuencia, no puede prosperar la reconvención que recla- 
ma el importe de la multa establecida en el art. 7* de 
la resolución — base del contrato — del 28 de noviem- 
bre de 1941, fundándose en que la entrega se hizo des- 
pués de los cien días. 

Que tampoco puede prosperar la demanda porque 
no se lia probado que el proyecto obtuviera la aproba- 
ción requerida en el art. 3* de la resolución citada para 
que la liquidación de los honorarios comenzara a ha- 
cerse efectiva. Tratándose de una obra pública que 
según constancias expresas del contrato (resolución del 
gobernador y resolución del Directorio de Obras Pú- 
blicas que constituyen su base) debía ejecutarse con la 
cooperación de la Dirección Nacional de Vialidad (le- 
yes 2790 y 2977), la aprobación del proyecto puesta en 
el art. 3* como condición para tener derecho al cobro de 
la primera cuota de los honorarios, no puede interpre- 
tarse que había de ser la de la Dirección Provincial de 
Ohras Públicas. El contrato no se refiere sólo a la con- 
fección del proyecto sino también a la dirección de la 
obra, cuya ejecución no podía licitarse sin contar con 
la conformidad de la repartición nacional que había 
de cooperar en ella, — como se reconoce explícitamente 
en la resolución del Directorio de Obras Públicas de la 
Provincia del 25 do marzo de 1943 — . La condición del 
art. 3" debe, pues, interpretarse como referente a la 
aprobación que hiciera posible ejecutar la obra, es de- 
cir a la que concordan temen te le prestaran los orga- 
nismos de la Nación y la Provincia que habían de tener- 
la a su cargo. 

Que, por consiguiente, tampoco cabe hacer lugar a 
la fijación, subsidiariamente demandada, do un plazo 
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para comenzar la ejecución. En la hipótesis de que 
pudiera ponérsele judicialmente plazo a la Provincia 
para la realización de una obra pública, es patente que 
quien no ha obtenido la aprobación del proyecto sobre 
la base dol cual ha de ejecutarse la obra, ni lia probado 
que esa falta de aprobación sea arbitraria o injustifi- 
cada, —pues en autos sólo hay constancia de las obser- 
vaciones de la Dirección de Vialidad y de las contesta- 
ciones que dieron a ellas los ingenieros de la comisión 
especial (fs, 27, 44 y 47) pero ninguna prueba de que 
estas últimas fueran satisfactorias al punto de que des- 
pués de ellas nada obstase a la aprobación—, no puede 
pretender que se le fije término al comienzo de las 



Por tanto se rechazan la demanda y la reconven- 
ción. Sin Costas por haber razón bastante para eximir 



PRECIOS M A X ¡.VOS. 

El art. 9 de ht ley 12.591 establece una infracción formal 
en el sentido de que la acción es por si sola suficiente para 
constituir la violación punible sin que sea necesario un 
resultado determinado ni la prueba de una ganancia in- 
justificada, nrtifi.-ial o de la obtención de un lucro des- 



obra?. 




Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Lurs R. Longqi — 
Rodolfo O. Valenzüela. 



DAVID W1TIS Y CIA. 
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CQSSTITUCIOX mmÚNAL: Derechos garantían. Dcreclto éfi 
propiedad. 

La fijación de un precio de venta inferior al de adquisi- 
ción del artículo por el vendedor, establecido por el P. E. 
en ejercicio de las facultades que le acuerda la ley 12.591 
no ea violatorio del derecho de propiedad. 

Sentencia del Juez Fedekal 

Bs. Aires, octubre 31 de 1946. 

Vistos y considerando: 

Que a la firma recurrente se le aplicó según decreto de 
fs. 141 del expediente administrativo n* 323.999/45 que corre 
por cuerda separada, una multa de doscientos pesos moneda 
nacional por infracción a la ley 12.591, imputándosele haber 
cotizado madera pino Paraná a precios superiores a los esta- 
blecidos por el decreto n» 59.168/40. 

Que las razones invocadas en la expresión de agravios de 
IV 9 no son eximentes de la responsabilidad en que ha incu- 
rrido la firma sumariada porque está probado en autos, y 
aquélla no la niega en ningún memento, que en la licitación 
del 12 de diciembre de 1944 ante el Ministerio de Obras Pú- 
blicas de la Nación cotizó precios superiores a los fijados por 
el mencionado decreto 59.168/40. Corre a fs. 39 del principal 
el memorial presentado por la sumariada ante la Secretaría 
de Industria y Comercio, cu el cual reconoce ignorar la exis- 
tencia del decreto reglamentario de la ley 12.591 aplicado en 
autos, argumento legalmente inadmisible, para cohonestar la 
responsabilidad en que Ka incurrido. Por otra parte, las demás 
consideraciones formuladas y que han sido reiteradas en esta 
instancia, son suficientes para apreciar la infracción cometida 
en cuanto ha sido aplicada por la autoridad administrativa 
una sanción proporcionada, como que se le ha aplicado el mí- 
nimum fijado por la ley, pero no es positt , como pretende, 
que sea eximida desde que la infracción lia sido cometida por 
la sumariada. Cabe, también y respondiendo a la pretendida 
violación de la garantía constitucional que invoca la expresión 
de agravios, tener en cuenta que la Corte Suprema ha conside- 
rado a la ley 12.591 "de emergencia, cuyas disposiciones no 
caben en el marco del derecho común, dictada para suplir las 
deficiencias de este último" y asimismo que "la ley establece 
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una infracción formal en el sentido de que la acción eg sufi- 
ciente por sí sola para constituir la violación punible, sin que 
sean necesarios un resultado determinado, ni la prueba de 
una ganancia injustificada, artificial o de la obtención de 
un lucro desmedido" (Palios: 200, 450). Es suficiente para 
nuestro mas alto Tribunal que exista un precio máximo esta- 
blecido por decreto y que la venta lo haya sobrepasado, para 
que exista infracción punible. 

Que tampoco pueden aceptarse como valederas todas las 
demás razones expuestas por la apelante, como el posible per- 
juicio pecuniario, porque ello no la autoriza a hacer caso omi- 
so del de. reto en vigencia y en este sentido la misma Corte 
Suprema en el fallo citado ha considerado "que los precios 
máximos fijados pueden ser variados por el P. E., según la 
época y los casos y pueden los productores y comerciantes 
pedir esa modificación cuando resulten arbitrarios o de im- 
posible cumplimiento, pero el Juez de esas circunstancias, no 
eg el interesado sino el Estado". 

Por ello, confírmase, con costas, la resolución adminis- 
trativa de fs. 141 del expediente administrativo n» 323.999/45, 
en cuanto impone a la firma "David Witis y Cía." una multa 
de doscientos pesos moneda nacional, por infracción a la ley 
12.591. — julio César Romero ¡barra. 



VALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Bs. Aires, 29 de agosto de 1947. 

Y vistos los autos seguidos contra David Witis y 
Cía. por infracción a la ley 12.591, en los qne se ha con- 
cedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 22 
contra la sentencia dictada a fs. 20 por el Sr. Juez Fe- 
deral en lo Criminal y Correccional de la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario, tal como se lo inter- 
puso a fs. 22, túndase en que es equivocada la inteli- 
gencia de la ley 12.591 que considera producida la in- 
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fracción con prescindencia de que haya o no existido un 
propósito de especulación y en que sería confiscatorio 
aplicarla de tal modo que se obligase a los comerciantes 
a vender con pérdida. Con este alcance el recurso es 
procedente (art. 14 de la ltj 48). 

Que esta Corte tuvo oportunidad de considerar la 
situación del comerciante que vende u ofrece en venta 



artículos comprendidos en el régimen de la ley 12.591 
por un precio superior al máximo fijado para ellos por 
el P. E. fundándose en que para sujetarse a este último 
deberían vender por menos del costo, primero en Fa- 
llos: 200, 450 ; 205, 386 ; 206, 226 y luego en 207, 165, 
contemplando un caso fundamentalmente igual al de 
esta causa pues también se trataba de la oferta hecha 
con motivo de una licitación oficial Cabe, pues, dar 
por reproducidas en esta sentencia las razones expre- 
sadas en aquéllas para concluir que el recurso debe ser 
desechado. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma en cuanto ha sido 
materia del recurso la sentencia de fs. 20. 




Año 1Q47 — Setiembre 



•JUAN II. BELLIERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Rcqnmto* propio*. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamento» no federales o fedérale» mn- 
mentidos. Fundamentos de hecho. 

No discutiéndose la interpretación tic! art. 84 de la ley 
2S7:¡ sino una cuestión de becho consistente en saber ai 
'■! retiro accidental del guardabarreras impuesto por nece- 
sidades fisiológicas, en circunstancias en que no había 
mediado aviso de la proximidad del tren, comportó el 
abandono del puesto a que se refiere el precepto citado, 
resucita por el tribunal de la causa en sentido negativo, 
es ¡mprore, lente el recurso extraordinario interpuesto por 
el fiscal f 1 )- 



S. A. CIA. ORAL DE COMBUSTIBLES v. NACION 
ARGENTINA 

ADUANA: importación. Libre de derechos. Cato» vario». 

La expresión "productos de la tierra 11 , empleada en el 
n rt. i>, inc. o), de la ley 11.587, se refiere a los frutos 
del país que tengan aquella característica; por lo cual 
la exención que aquél prevé no alcanza al petróleo crudo 
de prneedencin extranjera. 



(1) 1* de Mtiembre áe 1947. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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Sentencia pel Jvez Federal 

Bs. Airea, junio 23 de 1944. 

T vistos: listos autos promovido» por la "Cía. General 
de Combustibles 8. A. contra el Fisco Nacional, sobre repe- 
tición", de cuyo estudio resulta: 

1*) Que a fs. 3 se presenta la actora por apoderado, de- 
mandando al Gobierno Nacional por cobro de la suma de 
$ 10.103,37 nt/n. en concepto de repetición de impuesto a las 
transacciones, que dice le fué exigida indebidamente y que 
hubo do pagar bajo protesta, importe constituido por dos par- 
tidas, una de $ 9.213,30 m/n., correspondiente al importe pa- 
pado por transacciones de petróleo crudo vendido durante el 
3» y 4' trimestres de 1932 y otra de $ 890,07 m/n, en concepto 
de impuesto exigido sobro "fondo de Vialidad Nacional", 
deducido del facturado bruto de nafta durante 1932. 

Expresa que el impuesto sobre las transacciones de pe- 
tróleo le fué exigido por tratarse de petróleo crudo importado, 
entendiendo la actora, que en la fecha de las operaciones, la 
legislación vigente eximía del pago del impuesto a las ventas 
de esa naturaleza. 

Analiza el decreto del Gobierno Provisional, de fecha !• 
de octubre de 1931, art. 2* inc. e) y la ley 11,587, art. 5*, 
inc. e), sosteniendo que este último, al referirse a los productos 
"de la tierra" no hizo distingo acerca del origen de la pro- 
ducción, comprendiendo, por lo tanto, al petróleo crudo na- 
cional como al extranjero, distingo hecho por la Dir. Oral, del 
Impuesto a los Réditos, que pretendió excluir de la eximición 
al petróleo extranjero. Se refiere también a la ley de fecha 4 
de enero (te 1933, núm. 11.680, art. 8', iñ?„ 2*, apart. b) y con- 
cluye afirmando que el impuesto cuya repetición persigue, le 
fué exigido sin ley que obligue a su pago. 

En cuanto a la partida de $ 890,07 m/n., expresa que 
la compañía, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 12, inc. 1* 
de la ley <Ie vialidad, n* 11.658, retiene en las ventas de pe- 
tróleo "l impuesto adicional, creado por dicha ley, para luego 
transferirlo u la Administración de Impuestos Internos (art. 
14, inc. b). Que sobre dicho impuesto adicional la Adminis- 
tración del Impuesto a las transacciones exigió el pago de la 
suma referida, importe que fué deducido del facturado bruto 
de nafta durante el año 1932. Que en tal forma se cobra un 
impuesto a la» transacciones, donde no existe compraventa, 
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desdo que el importe que se toma para gravarlo, no es otro 
que el que retiene la actora con destino al Pondo Nac. de Via- 
lidad, de lo que se deduce que se eBtá cobrando un impuesto 
sobre otro impuesto, y no un impuesto sobre las ventas (art. 1», 
ley 12.143 y disposiciones del dee, regí, de la misma). 



Tal cobro ha sido indebido, correspondiendo bu devolución. 

Pide intereses y costas. 

2») Corrido traslado de la demanda, ésta es contestada 
a fs. 34 por el procurador fiscal, doctor Paulueci Cornejo, pi- 
diendo su rechazo, alegando que la protesta formulada en el 
acto del pago es insuficiente a los fines exigidos por la juris- 
prudencia para autorizar la acción de repetición. Sostiene la 
improcedencia de la exención pretendida, cuya interpretación 
debe ser restrictiva. Se refiere al art. 5», inc. e) de la ley 11.587, 
que no ampara al petróleo crudo importado, pues evidente, 
mente 'a exención está dirigida a proteger los productos natu- 
rales do i_ República, colocándoles en situación de ventaja sobre 
los im >->r i^í*. No puede admitirse que la exención tendiera 
a prot ip* el producto extranjero, pues en tal caso la cláusula 
proteer ninfa operarla precisamente para facilitar la compe- . 
tencia contra el producto argentino. Se refiere a la discusión 
parlamentaria de la ley 11.587, al precedente señalado en el 
decreto del Gobierno provisional que ctcó el impuesto, así como 
a las leyes posteriores 11.680 y 12.143 y concluye negando todo 
lo relativo al importe retenido en virtud de la ley 11.658. Pide 
que se impongan las costas a la actora. 

Considerando-. 1* — En cuanto a la efectividad de los 
pagos y protesta formulada al efectuarlos: Independiente- 
mente de que >n el caso la protesta no es necesaria — como se 
ha resuelto ruteradamente — en razón de que la acción de ■ 
repetición está expresamente autorizada (arte. 37 y 42, ley 
12.151, t. o.) r eabe advertir que a fs. 18 y 19 consta que la 
aetora abonó con fecha 1* de octubre de 1935, las sumas cuya 
repetición persigue y en la misma fecha dejó constancia de 
su protesta y reserva de acciones y derechos. 

2? — En cuanto a la partida de $ 9.213,30 m/n., abonada 
en concepto de impuesto sobre las transacciones del petróleo 
crudo vendido el 3* y 4« trimestre de 1932 : a) Reconoce la 
demandante que el petróleo aludido es importado y sostiene 
que al igual que el petróleo crudo del país, estaba amparado 
en la exención prevista en el art. 5», inc. e) de la ley 11.587. 

Para la mejor decisión de la contienda, debe analizarse 
el espíritu de la ley citada, para lo cual es preciso considerar . 
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mi antecedente v el propósito que debió animar al legislador 
{art. IG, C'ócl. Civil). 

A juicio de la demandante, 011 los (3 meses de tiempo 
Corridos desde la vigencia de la ley 11,587 (junio 30 de 1932), 
hasta que dictó ta ley 11.080 < V de enero de 1933), la exen- 
ción de impuesto referente al petróleo crudo, comprendió 
tanto al fren niñamente urgnitinu. romo al importado, en razón 
de ([lie la ley 11.587 no hizo distingo alguno al respecto. El 
prnveyent-» disiente con el criterio de apreciación de la actora. 

En efecto: el decreto del Gobierno I'rovísionaí de fecha 
V de octubre de 1ÍJ31 que i-reó A impuesto, a) establecer lus 
exenciones 'nrt. íí", i'"'- <•) se refirió a "Las operaciones de 
compraventa de cereales, canica y frutos del país.., que no 
hayan sufrido elaboración industrial". 

Está de manifiesto el propósito de amparar exclusiva- 
mente a los productos genuinamentc argentinos. 

Esa intención, no cree el suscripto une se hnya modifi- 
cado al dictarse la ley 11.587 (art 5*, inc. e), pues si bien 
no apareern eu la misma los términos "del país", no lo es 
menos que se ha referencia a las operaciones a efectuarse 
en c! mercado interno, siendo indudable que lo que se buscó 
al cambiar los términos del decreto del Gobierno Provisional, 
no fué ampliar bis exenciones, en el sentido de hacerlas exten- 
sivas a los productos importados, sino que se buscó aclarar 
Jrw términos del decreto, detallando los bienes que eru.i objeto 
(le la exención- Así donde el decreto del Gobierno^ Provisio- 
nal, decía: "cereales, carnes y frutos", la ley 11.587 señaló 
el verdadero aleante de esos términos, debiendo entenderse 
que en el concepto ' carnes" estaban comprendidos "los ga- 
nado»", "productos ganaderos" y "productos de lechería" 
y "de granja" y (¡ue en el concepto "frutos" estaban com- 
prendidas los productos de "pesca" y todos "los de la tie- 
rra", incluido "las frutas". 

El propósito di* amparar a los productos naturales del 
pafs. quedó bien de manifiesto nuevamente, al dictarse la 
Vy ll.tíhO fi meses después de bi 11.587--, que en su art. 8°, 
¡no. 2". apnrfc b), se refirió a las mercaderías de producción 
nar>iüu,.l. aclarando más aún su alcance con los términos "los 
cereales v oleaginosos" "todos los produetos de la tierra y 
"product >s ganaderos" en tauto que "todos ellos no hayan 
sufrido elaboración tratamiento no indispensables para su 
■ nservación en estado natural o acondicionado". 

b) Es cierto que la interpretación y aplicación de las 
leye* impositivas debe hacerse con criterio restrictivo, como 
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»• sostiene en la demanda, pero es que precisamente un el 
cíiso no se trata de interpreta* el impuesto sino "las exen- 
ciones". Consiguientemente, lii amplitud de criterio llevaría 
a acordar uní frunqiiiciu. que no lia estado en el espíritu del 
legislado:?. 

Desde el momento que la ley 11.587 ratificó los impues- 
tos estubtecdos por el Gobierno Provisional, la ampliación de 
Ihh excepciones que el decreto original había acordado a loa 
"cereales, carnes y frutos del país", debió hacera en tér- 
minos claros e inequívocos, si es que se pretendía hacer exten- 
sivo el beneficio a la "producción extranjera". Tal inten- 
ción cu manera alguna u parece en la ley citada, en forma ex- 
presa ni implícita. 

c) hn exigencia fiscal en el caso de la actora y sobre 
el punto rn débale se ajustó, pues, a la ley, como lo resolvió 
¡a comisión hoiiorarin del impuesto a las transacciones, en 
ejercicio de bis facultades que te fueron conferidas por el 
ftrt 11 de la lev citada, al decidir que las exenciones de i<w 
ines. e) y t) ñé art. 5' se refieren a las mercaderías de "pro- 
ducción nacional". 

Contemplando una situación similar a la presente, dicha 
comisión honoraria decidió eon fecha 10 de mayo de 1933, 
que bis transacciones sobre fruta extranjera durante el pe- 
ríodo comprendido cutre el 15 de octubre de 1931 y el :*1 de 
diciembre de 1932, estaban sujetas a! impuesto, pues ya » 
Jiíd ifa resucito con anterioridad que cuando la ley 11. ¿87 
e\imí¡i !as nneracioues de compraventa en el mercado interno 
de los pío.! netos de la tierra, tal exención no alcanzaba a 
los productos que no provinieran de la tierra nacional (J A., 
t. 45, see. leg, p. 371). 

En tü'es condiciones, n juicio del suscripto, el impuesto 
exigido correspondiente a Ins transacciones sobre petróleo 
crudo importado, kc ajustó a la ley, y por ende la repetición 
perseguida no es procedente y así se declara. 

3» _ En at*:nh a la partvta de $ 890,07 m/n. Como re- 
sulta d« la pericia contable corriente de fs. 50 a f*. 56, du- 
ran te el año l93L*, la compañía actora dedujo del facturado 
bruta de venta de nafta, la cantidad de $ 218.626.39 m/n„ en 
concepto del ¡mnuesto fondo de cuminos del Ministerio de 
Obras Pública-, habtóndose acreditado asimismo, que dentro 
del pago que hizo por la suma de $ 11.234,12 m/n., detallado 
a fs. 34 vta.. de! informe, figura la partida de $ 890,07 m/n., 
con cpondien'e a "impuesto a las transacciones sobre el 
cfondo de Vialidad Nacional» deducido del facturado bruto 
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de nafta durante el año 1932, o sea sobre la referida partida 
de $ 218 626,39 m/n. Con tales antecedentes, aparece clara 
la razón que en este punto asiste a la demandante. 

Los i 218 626,39 m/n., retenidos y transferidos en virtud 
de lo dispuesto en el art. 12, me. 1? de la ley 11.658, no son 
el resultado de ninguna transacción. Constituye el importe 
de un impuesto, que no puede estar sujeto a otro gravamen, 
pues ello importaría cobrar un impuesto sobre otro impuesto, 
lo que es legalmente inadmisible. 

En esa inteligencia, eBtima el suscripto que el reclamo de 
la demandante debe prosperar y así se declara. 

Por estos fundamentos, fallo haciendo lugar parcialmente 
a la acción deducida, declarando que el Gobierno de la Na- 
ción está obligado a devolver a la Cía. Oral, de Combustibles 
S. A., la suma de $ 890,07 m/n. ( con sus intereses desde a 
notificación de la demanda, quedando desestimado el resto 
de la demanda. . . , 

Las costas del juicio deberán satisfacerse por su orden, 
atento la naturaleza de la cuestión^ debatida^ y el alcance de 
este pronunciamiento. — 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, diciembre 14 de 1945, 

Considerando. Que lo resuelto por el juez a quo con res- 
pecto a la suma reclamad» por pago de impuesto sobre tondo 
de Vialidad Nacional, es arreglado a derecho y se ajusta a lo 
resuelto por la Corte Suprema en Fallos, t. 179, pag. 301, y 
t. 183, pág. 151, al decidir cuestiones análogas. 

Que en cuanto al aspecto principal de la demanda, es 
decir a la repetición de lo pagado por concepto de impuesto 
a las transacciones de petróleo crudo importado vendido du- 
rante el 3» v 4* trimestre de 1932, el tribunal estima que la 
sentencia no interpreta debidamente la realidad de » «Jua- 
ción legal. En la época en que se pagó el gravamen aludido 
M encontraha en vigor la ley 11-587, la cual al legalizar el 
impuesto referido, creado por decreto del Gobierno Provisio- 
nal, modificó lo que éste prescribía sobre exenciones, supri- 
miendo las palabras "del país" que calificaban al vocablo 
"frutos" (art 2», ine. e, decreto), reemplazándolas por 1»h 
palabras "de la tierra". En tal forma, en lugar de quedar 
exentas del impuesto solamente las -ansacciones sobre fru- 
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tos del país", como disponía el decreto, quedaron liberadas 
las operaciones sobra "productos de la tierra", según la ley. 
El petróleo es un producto de esta naturaleza y debió consi- 
derarse eximido de la tributación, porque la ley no hieo dis- 
tinción alguna entre los productos de la tierra autóctonos y 
los importados. A diversa conclusión podría llegarse si de U 
discusión parlamentaria surgiera con claridad que el propó- 
sito del legislador fué otro ; pero no Bucede tal cosa en el caso 
presente, pues las manifestaciones formuladas en esa opor- 
tunidad no se refirieron a la cuestión. Por lo contrario, la 
inclusión en el art. 5* inc. e. de la ley 11.587 de las palabras 
"en el mercado interno", hecha a propuesta del diputado 
Oroppo, mediante la cual los productos nacionales que se 
exportaran quedarían sujetos al tributo, está demostrado que 
no hubo el propósito proteccionista a que se refiere el juez 
a quo, pues de haber existido no se hubiera dejado de eximir 
a los frutos y productos nacionales que se exportaban, colo- 
cándolos en situación desventajosa para competir en el mer- 
cado internacional. 

Que si bien la Corte Suprema ha Aclarado en diversas 
oportunidades que las excepciones a las leyes de impuestos 
deben interpretarse en forma restrictiva (Palios, t. 194, p, 8) 
también ha dicho que este principio no alcanza a excluir ae 
la franquicia a los casos que caben precisamente en loa tér- 
minos de la ley o los que aquélla comprenda por necesaria 
implicancia (Fallos, t. 185, póg. 329). 

Es el caso presente, en el cual el texto de la ley no hace 
distinción entre productos nacionales o extranjeros, por lo que 
la excepción es procedente. 

En su mérito, se modifica la sentencia de fs. 77 y se de- 
clara que el Gobierno de la Nación está obligado a devolver 
a la Cía Gral. de Combustibles S. A., la suma reclamada de 
« 10.103,37 m/n. (die* mil ciento tres pesos con treinta y siete 
centavos m/n ), con sus intereses desde la fecha de notificación 
de la demanda. Costas de ambas instancias por su orden, atenta 
la naturaleza de la cuestión debatida. — Cario* Berrera. — 
Carta* del Campeo. — Ricardo Vülar Palacio. — Juan A. 
González Calderón. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aire», 1* de setiembre de 1947. 

V vistos los autos "Cía. General do Combustibles 
S. A. e. Fisco Nacional (Dirección Gral, del Impuesto 
a los Réditos) sobre repetición $ 10.103.37", en los que 
se ha concedido el recurso ordinario de apelación inter- 
puesto a fs. 89 vta. contra la sentencia dictada a fs. 88 
por la Cámara Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que la recurrente ha desistido de la apelación en 
lo que se refiere al primer punto de )a sentencia de fs. 
88 (fs. 99, cap. III). 

Que en el segundo trátase de la inteligencia del 
art. 5, inc. c), de la ley 11.587 por el cual quedaron 
exentas del impuesto a las transacciones "las opera- 
ciones de compraventa en el mercado interno, de ce- 
reales, carnes, ganados, productos ganaderos, de gran- 
ja y lechería, de pesca y de la tierra, incluidas las fru- 
tas, en tanto que ellos no hayan sufrido elaboraciones 
o tratamientos no indispensables para su conservación 
o acondicionamiento". La sentencia apelada resuelve 
que el petróleo crudo de procedencia extranjera, por 
ser "producto de la tierra" está comprendido en la 
exención. 

Que: \" la enumeración de productos hecha en el 
texto citado; 2* la mención expresa del mercado inter- 
no; 3' la condición puesta en la parte final indudable- 
mente relativa a la elaboración de los productos del 
país; 4* la circunstancia de que la expresión empleada 
en el decreto del gobierno de hecho del l 9 de octubre 
de 1931 que estableció originariamente este mismo gra- 
vamen —frutos del país—, fuera substituida por la 
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t]we se lia transcripto sin quo en el debate parlamenta- 
rio se hiciese mención ninguna de que, al dar sanción 
legislativa al impuesto en cuestión, se tuviera el pro- 
pósito de introducir en el régimen de las exenciones 
una reforma tan fundamental como Iiahría sido exten- 
derlas a los frutos del extranjero descartando la fina- 
lidad do protección a los productos nacionales de la 
tierra que la exención tenía claramente en el decreto 
citado; y 5* la precisión terminológica —"mercaderías 
de producción nacional"— introducida al determinar- 
se la misma exención en el art. 8, inc. 2», de la ley 11.680 
que también se sancionó sin aludir para nada al pro- 
pósito de modificar en ese punto el criterio legal vi- 
gente, imponen la conclusión de que la expresión "pro- 
ductos de la tierra" empleada en el texto legal de que 
se trata tiene por objeto determinar la especie de los 
productos alcanzados por la exención — los de la tie- 
rra— pero dentro de la razón determinante de ella 
en el decreto que es el punto de partida de esta creación 
fiscal, es decir, los frutos dol país quo sean productos 



Por tanto y los fundamentos que sobre el partienlar 
contiene la sentencia de ffl. 77 se revoca la apelada de 
fs. 88 en cuanto lia sido materia de la apelación. Las 
costas de todas la» instancias se pagarán en el orden 

cansado. 

Tomás D. Casares. — Felipe S. 
Pérez. — Luis R. Lonohi. 
— Justo L. Alvarez Rodrí- 
guez. — Rodolfo G. Valen- 
zuela. 
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PEDRO A. FONTENLA v. FIORITO HNOS. Y BI ANCHI 
AFIRMADOS, 

Para determinar Ib confiscatoriedad de la contribución 
de mejoras debe confrontarse la valorización del inmueble 
producida por citas con ta totalidad del gravamen y no 
con el pago parcial cuya repetición se demanda. 

RECURSO EXTRAORDINARIO i Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestione! de hecho. Impuestos y tasas. 

No procede rever por medio del recurso extraordinario las 
conclusiones de la sentencia apelada referentes a ia me- 
dida en que una obra pública aumentó el valor del inmue- 
ble servido por ella. 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de to declaración de incone* 
titucionalidad. 

La declaración de que determinada contribución de me- 
joras es confiscatoria no es óbice para que, previo reajuste 
del monto del gravamen por los organismos pertinentes, a 
fin de adaptarlo al máximo compatible con la garantía 
de la propiedad, sea nuevamente cobrado al contribuyente. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La procedencia del recurso extraordinario emerge, 
en este caso, de haberse cuestionado la constituciona- 
lidad de un cobro de pavimento, hecho obligatorio por 
la Municipalidad de Avellaneda (Prov. de Bs. Aires;. 

En cuanto al fondo del asunto, versa totalmente 
sobre si el precio cobrado por dicho pavimento resalta 
inconstitucional, a fuer de confiscatorio. Tanto esa cues- 
tión como la relativa a determinar sobre qué bases 
baya de hacerse el cálculo respectivo, lo son de hecho, 
o de derecho común, y ajenas a mi dictamen. Sólo re- 
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cordait, como lo tongo dicho en ocasiones equipara- 
bles, que si a juicio de V. E., el precio cobrado por el 
pavimento resulto re excesivo, la inconstitucionalidad 
estaría en el exceso, y no en lo que razonablemente pu- 
dieron exigir los constructores al propietario hoy re- 
clamante. — Bs. Aires, marzo 12 de 1946. — Juan Al- 
vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, V de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Fontcnlu, Pedro A. c. Fiorito 
Hnos. y Bianclü, ordinario", en los que se ha concedi- 
do el recurso extraordinario interpuesto a fs. 277 contra 
la sentencia dictada a fs. 272 por la Sala IV de la Cám. 
de Apel. de la Justicia de Paz Letrada de la Cap. Fe- 
deral. 



. Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 277 
fúndase en que la sentencia de f s. 272 rechaza la deman- 
da por considerar que si bien la contribución de mejoras 
de que se trata asciende a una cantidad muy superior 
a la valorización que la obra pública le obtuvo al in- 
mueble, como el importe que se repite — correspondien- 
te a sólo algunas cuotas del gravamen— es inferior a 
la valorización aludida no hay confiscación, y por ende 
carece de fundamento la repetición demandada. 

Que es ajena al recurso la cuestión de hecho con- 
sistente en saber en que medida la obra pública aumentó 
el valor del inmueble servido por ella. La sentencia 
recurrida, remitiéndose al dictamen pericial de fs. 150, 
tiene por probado que lo aumentó en una cantidad mu- 
cho menor que la del monto total de la contribución (ól- 
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limo considerando). Esta conclusión fio olla no es re- 
visible por esta Corte en oportunidad de decidir un 
recurso extraordinario. 

Que la cuestión a resolver es, pues, la relativa a si 
la confisnatorícdud nleg¡iu;i debe juzgarse confrontando 
la valorización con la totalidad dol gravamen o sólo 
con la parte de él pagada por el contribuyente que de- 
manda la repetición fundándose en que el gravamen de 
que se trata es violatorio del arl. 17 de la Constitución. 

Que la impugnación constitucional se refiere al 
título cu cuya virtud se exigieron al actor los pagos que 
intenta repetir, ea decir, a la contribución de afirmado 
de la que son parte dichos pagos. Demanda la repeti- 
ción porque se le habría cobrado en razón de una cansa 
contraria a las leyes, cual ea una contribución de me- 
joras cuyo monto no guarda equitativa proporción con 
el beneficio que la obra pública ba aportudo. La viola- 
ción de la propiedad consistiría en que por no existir 
esa proporción todo lo que se le cobra en razón de la 
mejora, más allá del efectivo valor de esta última al 
carecer de causa importa un despojo. Desnaturalizaría, 
pues, el planteamiento de la cuestión juzgar de la con- 
fisca! ori edad confrontando el valor de la mejora con 
el importe de las cuotas pagadas, puesto que lo que 
hace procedente la demanda no es el monto de los co- 
hros do que se trata sino el ser partos de un monto total 
que hace confiscatoria a la contribución de la que es 
parte. Si la contribución es confiscatoria hay confisca- 
ción en el cobro de cada una de aua partes, sea cual 
fuere la relación del importe de estas últimas con la 
valorización realmente producida. Lo cual no quiere 
decir que la repetición comprenda para nada a las cuo- 
tas no pagadas: La litis sólo se refiere a lo que se pagó 
y el progreso de la acción no puede tener otro alcance 
que obtenerle al actor la devolución de ello en la me- 
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ilída ilo bu dciminda — fs. 14—; sólo que para juzgar 
la razón de la procedencia es indispensable considerar 
la integridad del gravamen deí cual son pagos parciales 
las cuotas repetidas. 

Por lo demás la conclusión a que se llega no es óbi- 
ce para que, previo reajuste del monto del gravamen 
por los organismos pertinentes al efecto, a fin de adap- 
tarlos al máximo compatible con la garantía de la pro- 
piedad, habidas en consideración las constancias de los 
autos y la jurisprudencia del Tribunal sobre ta materia, 
el mismo puede ser nuevamente requerido del actor — 
confr. Fallos: 167, 75; 203, 61 y doctr. de Fallos: 200, 
HV2 ; 205, GH, 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se revo- 
ca la sentencia apelada en lo que ha sido materia del 
recurso. 

Tomás D. Casares. — Felipe S. 
Pérez. — Luts R. IjONOHI. 
— Justo L. Alvarbz Rodrí- 
guez, — Rodolfo G, Valen- 

ZUELA. 



FISCO NACIONAL v. JACUBO ZELKOWICZ 

RKCVRÍ • SS TRA O RD1.\'A RIO : Requintos propio.". Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fedérale* nimptm. Interprrtaiiwi de ¡$J0tg federal**. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que el ter- 
mino de tres lutos pava la pr^-ripeí/n rslahlei-ida por el 
art, 45 de la ley 11.2BH ha sido modificado por el art, 1» 
de ta ley 11.585, conforme al cual rige el plazo de diez años. 

RECURSO KXTRAORDIKARtO : Requisitos propios. Cuestione* no 
federales. Interpretación de norman y actott locales en general. 

La cuestión referente a saber si el art. 48 de la ley 12.360, 
precepto de carácter loi-al. importó o no establecer de 
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nuevo la prescripción de tres años que preveía el art. 45 
de la ley 11 288, antes de bu modificación por el art. 1' de 
la ley 11.585, no reviste carácter federal. 

PRESCIilPCIOS : Tiempo ,U> la prescripción. Leyes especiales. P«- 
tentsi. 

El plazo de tres años establecido por el art. 45 de la ley 
11.288, para la prescripción de la acción tendiente a co- 
brar las patentes, ha sido modificado por el art. 1* de la 
ley 11.585 que prevé el plazo de la prescripción de todos 
los impuestos nacionales, y rige no sólo para los vigentes 
toando ella fué aaneitnida sino también para los creados 
con uUerioridad. salvo disposiciones especiales en las leyes 
posteriores que deroguen sus disposiciones. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En este juicio de apremio seguido por el Fisco 
Nacional contra D. Jacobo Selkowicz sobre cobro del 
impuesto de patentes, el actor trae recurso extraordi- 
nario contra la sentencia de fs. 19, que declara pres- 
crípta la acción por el transcurso de los tres años esta- 
blecidos en Iob art s. 48 de la ley 12.360 (de presupuesto 
para 1938) y 45 de la 11.288. Se discute, en suma, si 
esas disposiciones rigen no obstante haber prevenido 
el art. 1° de la ley 11.565: 

"los impuestos y multas por infracción de las le- 
yes de impuestos se prescriben a los diez y cinco años 
respectivamente 

Estando como lo está en tela de juicio la interpre- 
tación de esta última ley especia), pienso que el recurso 
es admisible. 

En cuanto a la materia debatida, no cabe dada de 
que el art. 36 (T, O.) actual (45 anterior) de la ley 
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11.288, fijaba en tres años el término de la prescrip- 
ción para el impuesto de patentes; pero es igualmente 
exacto que tal disposición fné modificada al sancio- 
narse el art. 1» de ta 11.5*5. De esa suerte, al ordenar 
más tarde la 12.360 que las patentes para prestamistas 
se rigiesen por el sistema general de las otras patentes, 
tío entendió dejar sin efecto la 11.585, sino referirse al 
sistema vigente en ese momento en materia de pres- 
cripción, para toda clase de patentes. Lo contrario con- 
duciría a que sólo un tipo de patentes es el que pres- 
cribe a los tres años, pues la ley de presupuesto para 
1938 sólo se refirió a la patente de los prestamistas. 
Creo que tal es la interpretación más sensata y la que 
mejor concilla los dos textos legales en juego. 

Bajo tal concepto, debe revocarse el fallo apelado 
en cuanto pudo ser recurrible. — Bs. Aires, mayo 20 
de 1946. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, V de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Fisco Nacional c. Jacobo Zel- 
kowicz, ej. $ 4000", en los que se ha concedido el recur- 
so extraordinario interpuesto a fs. 21 por la parte ac to- 
ra contra la sentencia dictada a fs. 19 por el Sr. Juea 
de Comercio n 9 5 de la Cap. Federal. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente sólo 
en cuanto a la inteligencia de la ley 11,585, incluso lo 
concerniente a la relación que pueda existir entre dicba 
ley y aquellos puntos de las anteriores que contienen 
disposiciones sobre prescripción de los impuestos y sus 
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raul'as. Pero uo lo es en cnanto a la interpretación del 
art. 48 de la ley 12.360 porque es loeal. 

Que el art. 1* de ia ley 11.585 tiene por objeto es- 
tablecer en términos generales el plazo de la prescrip- 
ción ile todos los impuestos nacionales. Por eso ha po- 
dido decir esta Corte "que rige no sólo para los impues- 
tos vigentes cuando ella fué sancionada sino también 
para los creados con posterioridad, salvo disposicio- 
nes especiales eu las leyes postérforéa que deroguen su.* 
disposiciones" (Palios: 198, 214), 

Que, eu consecuencia, lo dispuesto en la ley 11.288, 
art. 45, respecto a la prescripción del impuesto de pa- 
tentes y de las multas provenientes de infracciones al 
régimen impositivo que esta ley organiza debe tenerse 
por derogado. En materia de impuesto de patentes no 
hay otra prescripción que la de la ley 11.585, salvo que 
leyes posteriores hubiesen sancionado, en general o en 
particular, pero de modo expreso, un régimen distinto, 
fin consecuencia, ai una ley posterior al crear una nue- 
va patente la somete al régimen de la ley 11.288 no cabe 
considerar al nuevo impuesto sometido a la prescripción 
establecida en el art. 45 de esta última, puesto que des- 
de la sanción do la ley 11,585 dicho precepto dejó de 
catar en vigencia. 

Que lo relativo a si la disposición del art. 48 de ta 
ley 12.3bü importó o no establecer de nuevo, expresa- 
mente, ¿n virtud de su sanción, la prescripción de tres 
años para el impuesto de patentes creado por ella no 
es materiu propia del recurso extraordinario, puesto 
que es interpretación de una ley local según se expresó 
al principio. 

Que, por consiguiente, corresponde revocar la sen- 
tencia apelada en cuanto la decisión que contiene se 
funda en una interpretación do la ley 11.585 según la 
cual esta última nc habría derogado el art. 45 de la 
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11.288, y devolver loa autos al Sr. Juez de la causa 
para que falle de nuevo el juicio habida cuenta de la 
inteligencia que se le asigna en este pronunciamiento 
a la ley 11,585 y a sus efectos con respecto al régimen 
de prescripción establecido en las leyes impositivas vi- 
gentes al tiempo de bu sanción. 

Por tanto, con el alcance expresado en el último 
considerando, se revoca la sentencia apelada. Y con el 
fin indicado en el mismo vuelva el expediente al Sr. 
Juez de la causa 

Tomás D. Casabes. — Felipe S. 
Pérez. — Luis E. Lonoju. 
— Justo L. Alvarez Eonaí- 
ouez. — Rodolfo G. Vaijsn- 
zuela. 



MARIA L. GOMEZ GALLO DE PEÑA v. NACION 
ARGENTINA 

ItECUliSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del «cunto. Fundamento. 

No constituye fundamento suficiente del recurso extraor- 
dinario la remisión hecha en e] escrito de interposición a 
argumentos formulados con anterioridad o las manifesta- 
ciones limitadas a dejar constancia de que se cuestiona la 
inteligencia de determinada norma federal sin expresar en 
qué consiste el error de interpretación ni cuál es el agravio 
inferido al derecho federal invocado ( 2 ). 



(■> En la mispia fecha dictóse idéntica resolución en los autos: 
"Fisco Nacional v. Lopes Bnrreiro Juan Manuel" y " Placo Nacional 
v. Dahl Daniel A., Gu unión t Cu r loa y Elena Gnomon t Vda. de Chavea". 

(") En análogo aentido fué resuelta en ¡puní fecha In causa "Fe- 
lina Pérez de Silva v. Conteja Nacional de Educación ". 
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Bs. Airea, 1' de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Peña, María Luisa Qómes Ga- 
llo de c. la Nación s. reconocimiento de pensión y cobro 
de pesos' en los que se ha concedido el recurso extra- 
ordinario interpuesto por D. Herminio Inglés a fe. 119 
contra la sentencia dictada a fs, 110 por la Cám. Fede- 
ral de la Capital. 

Considerando r 

Que la sentencia de fs. 110 fué consentida por el 
representante del Gobierno Nacional y el recurso ordi- 
nario interpuesto a fs. 114 por el apoderado de D* Ma- 
ría Luisa Gómez Gallo de Peña fué denegado a fs. 114 
vía., denegatoria que quedó consentida. En consecuen- 
cia, sólo debe considerarse el recurso extraordinario 
concedido a fs. 115 vta. 

Que este último no fué fundado al interponérselo. 
No constituye el debido fundamento la remisión a ar- 
gumentaciones hechas en los autos con anterioridad 
(primer párrafo del escrito de fs. 115). Los otros tres 
párrafos del escrito aludido se limitan a dejar constan- 
cia do que se cuestiona la interpretación de la ley 4707 
y las garantías de los arts. 14 y 17 de la Constitución, 
pero sin expresar en qué consiste el error de la inter- 
pretación ni cuál es el agravio inferido a dichas garan- 
tías, A lo que ha de agregarse que no se invocaron agra- 
vios constitucionales en los autos antes de la interpo- 
sición del recurso extraordinario, como no sea con 
motivo de la cuestión de competencia resuelta definiti- 
vamente a fs. 73 por sentencia respecto a la cual se 
denegó a fs. 75 vta. recurso extraordinario. 
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Por tanto declárase mal concedido a fs. 115 vta. 
el recurso extraordinario. 

Tomás D. Casares. — Felipe S 
Pérez. — L i R. Lowghi. 
— Justo L. Alvarez Rodrí- 
guez. — Rodolfo O. Valen - 



ALBERTO P. J. SACRISTA v. CAJA DE 

DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS 
€ látex Extraordinaria. 

Mientras uo se acuerde judii-ial mente la rehabilitación, el 
afiliado a la Caja Ferroviaria que ha sido declarado in- 
sano se halla comprendido en la disposición del art. 20 de 
la lt y 10.050, aunque los médicos de aquélla y de la Se- 
cretaría de Salud Pública dictaminen que no está huapa 

su empleo. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Como a pesar del tiempo transcurrido —más de 
ocho meses — desde que esta Procuración General for- 
mulara el pedido obrante a fs. 69, y al que se refieren 
las posteriores de fs. 71, 74, 77, 80 y 82 t el juez que co- 
noce en el juicio de insania del causante no se ha pro- 
nunciado todavía sobre la rehabilitación solicitada por 
el mismo, soy de opinión que V. E, debe conocer en el 
recurso extraordinario, dictando fallo, sin perjuicio de 
las consecuencias que ulteriormente resulten de lo t\n* 
pueda decidir el aludido magistrado. 
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El fondo del asunto discutido estriba en lo siguien- 
te. D* Matilde Fungueiro de Sagristá, en su carácter 
de curadora de su marido Alberto Sacrista, empicado 
da los Ferrocarriles del Estado, gestionó de la Caja Fe- 
rroviaria concediera a éste jubilación por invalidez, 
atento su optado de insania (fs. 15 y 16), 

Revisado Sagristá por los médicos de la Caja, dic- 
taminaron que no estaba incapacitado en los términos 
del art. 20 de la ley 10.650 (fs. 20 v.), razón por la cual 
la Junta Seccional primero y el Instituto Nacional de 
Previsión Social después, denegaron el pedido de ju- 
bilación {fs. 22 vta. y 24). Llevada apelación a la Cá- 
mara del Trabajo ésta, luego de requerir informe a la 
Secretaría de Salud Pública —que consideró a Sagris- 
tá capacitado para continuar en el ejercicio de su em- 
pleo (fs. 40)— confirmó la resolución apelada (fs, 41 
vta.). 

Tal es el motivo del recurso extraordinario inter- 
puesto a fs. 44 y concedido a fs. 46. Sostiene el recu- 
rrente, y a mi juicio con razón, que mientras pese sobre 
Sagristá la interdicción civil dictada en su juicio de 
insania, no se puede negar la jubilación por invalidez 
solicitada, porque ello afectaría la validez de dicho pro- 
nnciamiento judicial, en violación de lo dispuesto por 
el art. 7* de la Const. Nacional. 

De los diversos informes requeridos por esta Pro- 
curación General, resulta que hasta el 31 de marzo ppdo. 
Sagristá seguía con licencia especial, sin goce de suel- 
do, por enfermedad (fs. 75), y que el 11 del corriente 
no había recaído todavía pronunciamiento sobre el pe- 
dido de rehabilitación presentado por el mismo Sa- 

griBtá (fs. 83). 

En consecuencia, hasta tanto la justicia no levante 
la interdicción civil que pesa sobre Sagristá, r*te no 
puede reintegrarse a su empleo y, por ello, tiene dere- 
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cbo a la jubilación por invalidez que se gestiona. Sea 
oual fuere el valor técnico de loe informes médicos de 
la Caja y de la Secretaría de Salud Pública, el Instituto 
de Previsión Social no puede desconocer la resolución 
de la justicia civil que declaró la incapacidad legal del 

causante. . 

Soy de opinión, pues, que corresponde revocar el 
fallo obrante a fs. 41 vta. en cuanto pudo ser materia 
de recurso. - Bs. Aires, agosto, 28 de 1947. - Carlos 
G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 1* de setiembre de 1947. 

Y vistos: el recurso extraordinario deducido en los 
autos "Sagristá Alberto Pedro Juan — jubilación por 
invalidez de la ley n« 10.650", y 

Considerando : 

Que de acuerdo con lo que disponen los arta. 54 y 
509 del Cód. Civil, los dementes tienen incapacidad 
absoluta y después de la declaración de insania son con- 
siderados como los menores de edad en cuanto a su 

persona y bienes. . 

Que en tanto no medie una declaración judicial que 
levante la interdicción, subsiste la incapacidad decla- 
rada así como también sus ennsecuencias legales — art. 

518 del Cód. Civil. 

Que en presencia de tales principios y sin perjuicio 
del valor técnico de los informes médicos producidos 
en autos, no puede desconocerse que en tanto subsista 
la interdicción legal de Sagristá, se halla intelectual- 
mente imposibilitado de desempañarse en su empleo 
y por consiguiente comprendido en la disposición del 
art. 20 de la ley n' 10.650. 
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Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Sr. Procurador General, se revoca la sentencia de 
fs. 41 vta. en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Tomas D. Casabes. — Felipe S. 
Pérez. — Luis R. Lonoiil 
— Justo L. Alvabez Rodrí- 

OUEZ. 



GONJÍAliO MUSOZ v, IMPUESTOS INTERNOS 

BECPHSO EXTRAORDINARIO: Requitito» formato. Imterposi- 
eiiín del recurso. Fundamento. 

El escrito en que ge interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter a 
la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener, 
además, las enunciaciones necesarias para puntualizar la 
vinculación de aquélla con las cuestiones en litigio, de 
tal manera que su sola lectura permita apreciar lo refe- 
rente a la procedencia del recurso y los puntos sobre que 
ba de versar el pronunciamiento de ta Corte, 



Dictamen orl Procurador General 
Suprema Corte: 

Como es sabido, las leyes de impuestos internos 
mantienen un sistema general de multas para reprimir 
a cuantos eludan el pago del gravamen. Vigente tal sis- 
tema, por decreto 6176, del año 1944 se hizo extensivo, 
entre otros, a los artículos de peletería, confeccionados, 
el impuesto fijado por el artículo 145 (T. O.) de dichas 
leyes. Se ha planteado con tal motivo en este expedien- 
te la cuestión de si pudo el P. B., por decreto, hacer 



DE JUSTICIA UE LA NACIÓN 



extensiva la penalidad general sobre impuestos inter- 
nos, a los nuevos impuestos que creaba. 

Interpretando el marco establecido por V. E. a 
tas facultades del P. B. de fado, tanto el Sr. juez a qm 
(fs. 29) como dos miembros de la Cám. Federal de esta 
Capital, opinan que la penalidad es aplicable; y los 
tres miembros restantes del mismo tribunal formando 
mayoría, han resuelto lo contrario a fs. 36. 

De aplicarse ta jurisprudencia sustentada por V. E. 
a partir del fallo 169: 309, correspondería confirmar 
la sentencia materia del recurso, pues reiteradamente 
tiene establecido esta Corte que la potestad legislativa 
de un Poder Ejecutivo de fado no alcanza hasta tornar 
actos punibles a aquellos que no lo hnbieran sido con 
arreglo a las leyes sancionadas por el H. Congreso. — 
Bs. Aires, mayo 20 de 1946. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 3 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Muñoz 
Gonzalo, Imp. Int. 246-1 945", en la que se ha concedido 
el recurso extraordinario a fs. 41. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 15 de la 
ley 48, el recurso extraordinario dehe ser fundado en el 
escrito en que se lo interpone, expresándose clara y 
precisamente cuál es la cuestión federal que se intenta 
somos er a la Corte Suprema —Fallos: 207, 155 y otroe. 

Que a ese efecto el escrito referido debe contener 
las enunciaciones necesarias para puntualizar la vincu- 
lación de aquélla con las cuestiones en litigio, do tal ma- 
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ñera que la sota lectura del mismo permita apreciar, tan- 
to Lo referente a la procededencia del recurso, cnanto 
los pantos sobre que ha de versar el pronunciamiento 
de esta Corte —Fallos: lí<9, 170; 190, 397 y otros. 

Que el escrito de fs. 40 no llena los requisitos a que 
baeen referencia los precedentes considerandos. 

En su mérito, se declara mal concedido el recurso 
extraordinario a fs. 41. 

Tomás D. Casabes — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valehzuela. 



MARCO A. CHIAPPE v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

¡'EXENCION DE INSTANCIA. 

Los trámites de diligenciamiento de exhorto» ante el tri- 
banal exhortado interrumpen la perención. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenes Aires, 3 de setiembre de 1947. 

Y vistos ; los precedentes autos caratulados "Chiap- 
pe, Marco Antonio (sucesión Antonio Chiappe) e. Bs. 
Aires, la Provincia, s. interdicto de retener la posesión" 
para resolver la incidencia planteada a fs. 155, y 

Considerando : 

Que los trámites de diligenciamiento de exhortes 
practicados ante el tribunal exhortado interrumpen el 
curso de la perención. 
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Que desde el mes de diciembre de 1943, en que según 
el informe de fs. 176(77 se presentó ante el Juzgado co- 
rrespondiente el oficio agregado a fs. 172, hasta la fecha 
en que se dedujo el incidente de pereneión, no había 
transcurrido el plazo del art. P de la ley 4550. 

En su mérito se rechaza la perdición de instancia 
deducida. Sin costas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



ORLANDO BERTULETTI v. DIRECCION NACIONAL 

DE VIALIDAD 

PRUEBA. Peritos, 

Entre las partes y los peritos designados judicialmente 
no hay relación de mandato ni existe en rigor un con- 
trato de locación de servicios; si bien el trabajo de aqué- 
llos, por tratarse de ana actuación impuesta por el proee- 
dimiento judicial, deberá ser pagado por laa partes en la 
medida en que deban soportar las cargas del proceso con- 
forme a lo que la sentencia resuelva en cuanto al pago de 
las costas y a lo que dtsponpa la ley sobre la retribución de 
los auxiliares de la justicia. 

HONORARIOS: Empleados a sueldo de la Nación, 

La aceptación del cargo por el perito durante la vigencia 
de una ley que le impide percibir honorarios no comporta 
formalizarían por parte de aquél del compromiso de no 
cobrarlos ni adquisición por el Pisco del derecho a no pa- 
parlos. El perito que aceptó el cargo durante la vigencia 
de la ley 11.672, que estableció un impedimento para co- 
brar honorarios, y presentó su informe mientras regía la 
ley 12.578 que suprimió dicho impedimento, tiene derecho 
a exigir el pago del honorario correspondiente a su tra- 
bajo. 
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Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, septiembre 22 de 1943. 
Y víatos: Considerando: 

!• Que al ñuto de fs. 445 vta., confirmado por ta Excma. 
Cámara a fs, 454 y a la cosa juzgada, que al respecto se in- 
voca, no puede asignársele mfis alcance que el que surge de ana 
propios términos, o sea que o) libramiento de cheque se ordenó 
en base a 'n exactitud del supuesto contenido en la manifesta- 
ción categórica hecha por e! interesado en el escrito de fs, 441 
en el sentido "amplísimo" de no pertenecer al personal de la 
Nación durante el desempeño de su labor como perito en este 
juicio, ni en ta fecha do la designación, ni en la de la solicitud 
de honrtrsrioH. por lo que afirmó el postulante que no está ni 
estuvo inhibido en momento alguno para cobrar honorarios por 
sus trabajo» profesionales en autos, 

2* Que en 1a fecha en que el perito contador D. Horacio 
Ferro, practicó la diligencia pericial encomendada, hallábase 
en vigencia la ley 11.672, cuyo art. 3» prohibía cobrar honora- 
rios al Fisco, en las causas en que éste fuera parte, a quienes 
desempeñaran empleos u sueldo de la Nación, situación en que 
se halló el perito nombrado, según | Q que concluyentcmente 
resulta del informe del Sr. Director de !a Escuela de Comercio 
de Avellaneda, dependiente del Ministerio de Justicia de la 
Nseión, rorriente :i fs. 460; cabiendo declarar que el propio 
interesado en el escrito de fs. 415, presentado con anterioridad, 
había reconocido el antecedente mencionado sobre desempeño 
de una cátedra dependiente <¡i» la Nación. 

3» Que si bien la ley 12.578, excluyó de la prohibición 
de cobrar honorarios h la Nación, a los peritos o profesionales 
que desempeñen cátedras de enseñanza universitaria o secun- 
daria, siempre que no tengan otro empleo a sueldo de la Na- 
ción, tal ley som-ionada en enero de 1939 no es aplicable al 
caso (art. II» del Cód. Civil), por lo mismo que no reviste el 
carácter de interpretativa o aclaratoria de las anteriores, sino 
que es modificatoria. 

Por consiguiente, como lo decidió la Suprema Corte en el 
fallo que se registra en Jurisp. Argentina, t 71, pág. 341, "Jos 
actos jurídicos producidos durante la vigencia de la ley 11.672, 
«e gobiernan por ella, no siéndoles aplicable la modificatoria 
que sólo rige a partir de su fecha". 
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Con arreglo, pues, a la clara y coneluycnte jurisprudencia 
del Superior Tribunal de la Nación, que interpretó el alcance 
de las leyes 11.672 y 12,578, corresponde declarar y aaí lo 
resuelve el tribunal, de conformidad con lo dictaminado por el 
Sr. Proc. Fiscal Ur. Fernández, truc el perito contador D. Ho- 
racio Perro, carece de derecho para el cobro de los honorarioa 
que le han sido regulados en este juicio y consiguientemente no 
se hace lugar a la entroja de fondos pedida. Costas por su 
orden, atrntii la naturaleza de la incidencia resuelta. — AL 
fama E. Poceard. 



Sentencia de la cámaka Federal 

Bs, Aires. 12 de noviembre de 1945. 
Y vistos: Considerando: 

Que la resolución de este Tribunal, corriente a fs. 454, 
confirmatoria de la providencia de fs. 445 vta., en cuanto 
ésta decidía rigiera la de fs. 441 vta. que a su vei disponía el 
libramiento de cheque pedido por el procurador Alfredo Ca- 
brera, previa citación de la demandada, no tiene el alcance que 
pretende el recurrente, en el sentido que la cuestión sobre el 
pago del honorario ha quedado firme y carece de derecho el 
representante de la dntianduda para oponerse al mismo. 

Que siendo, la citación dispuesta a los efectos a que hubiere 
lu^ar por derecho, ha podido el apoderado de la Dirección Na- 
cional de Vialidad formular la oposición que articula la cual 
considerada por el Sr. Juez a qim no importa rever la decisión 
de este Tribuna! que ha tenido el alcance señalado, por lo que 
corresponde desestimar el pedido de nulidad expresado en el 
informe in voce, y así se declara. 

Respecto del fondo de la cuestión planteada, acerca de u 
en el subíndice es de aplicación la ley 12.578 que excluye de la 
prohibición de cobrar honorarios a la Nación a los peritos o 
profesionales que desempeñan cátedras de enseñanza secunda- 
ria o universitaria, o la 11.672 que niega aquel derecho, es do 
tener presente para decidir, las constancias de auto», de la» 
que resulta que la labor realizada por el perito fue presentada 
al juicio en noviembre de 1939 —cargo de fs. 191— y que en 
esa oportunidad regía la ley 12.578 que como se ha Visto, 
acuerda el derecho a percibir honorarioa a quienes desempeñan 
cátedras de enseñanza, caso del profesional de que se trata, 
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por cuyo motivo m es dudoso reconocer a éste el derecho que 
invoca. 

Que a esto respecto debe tenerse presente qi¡¿> la legisla* 
cióu de fondo no presume el carácter gratuito de la prestación 
de servicios (doctrina del urt. 1627 del Cód. Civil), por lo que, 
la interpretación de la ley 11.672 debe hacerse ion carácter 
restrictivo y estarse en consecuencia a la excepción consagrada 
por la ley posterior, 12.ri7H, y teniendo especialmente en cuenta 
que la presentación de la pericia en el juicio fué como se ha 
expresado realizada durante la vigencia de ésta, según así 
resulta de las constancias de autos. 

Que a ello cabe agregar, que si las decisiones de los tribu- 
nales han negado el derecho al cobro de honorarios a los pro- 
fesionales que se han limitad» a aceptar el cargo luego de su 
designación en juicio, — Juriap, Argentina, t 55, pág. 160—, 
es la labor realizada y su presentación l los autos lo que deter- 
mina el derecho a devengarlos. 

En su mérito, se revoca el auto de fs. 468 y se hace lugar 
al cobro de los honorarios que le han sido regulados al perito 
contador Horacio Ferro, y consiguientemente a la entrega de 
fondos pedida, sin costas atenta la naturaleza de la cuestión re- 
suelta. — Carlos Herrera. — Carlos del Campillo. — /?. Villar 
Palacio. 

Suprema Corte: 

En un juicio iniciado ante la justica federal de esta 
dudad por Orlando Bertuletti contra la Dirección Na- 
cional de Vialidad sobre cobro de pesos, el actor solicitó 
prueba pericial (fs. 52) y a tal efecto, ambas partes 
convinieron designar peritos, entre ellos al contador don 
Horacio Bernabé Perro, quien aceptó el cargo el o^lio 
de noviembre de 1938 (fs. 61 y vta.). En esc momento, 
Ferro dictaba cátedra en la Escuela de Comercio de 
Avellaneda, alcanzándole en consecuencia las disposicio- 
nes del art. 3 de la ley 11.672 que establecía : 

"Los peritos y profesionales de cualquier categoría 
que desempeñen empleos a sueldo de la Nación, no po- 
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drán reclamar honorarios en los asuntos en que inter- 
vengan por nombramiento de oficio, o en los que el 

Fisco sea parte". 

Sucede, sin embargo, que el 22 de noviembre de 
1939, fecha en que fué presentado el peritaje (fs. 191 
vta.), regía ya la ley 12.578, que modificó a la 11.672, 
agregado al artículo anterior el párrafo: 

"Quedan excluidos de esta prohibición aquellos pe- 
ritos o profesionales que desempeñan cátedra de ense- 
ñanza universitaria o secundaria^ siempre que no tenga 
otro empleo a sueldo de la Nación". 

Se discute ahora, si, por virtud de dicha modifica- 
ción, atenta la fecha en que se dió término al trabajo, 
puede o no el señor Ferro cobrar honorarios a Direc- 
ción Nacional de Vialidad. Tal el motivo del recurso 
extraordinario que se trae a V. E. en estos autos 

iDebe primar el sistema de gratuidad existente 
cuando Ferro aceptó el cargo, o corresponde conceptuar- 
lo inaplicable aun cuando Vialidad consintiera, sin sal- 
vedad alguna, continuara Ferro prestando sus servi- 
cios bajo la ley nueva t A mi juicio, la primera solución 
se ajusta más a la norma de que los contratos deben 
cumplirse conforme las partes lo entendían al concer- 
tarlos; y si bien Vialidad nada aclaró al tiempo de 
entrar en vigencia el nuevo sistema legal, tampoco ie- 
rro previno que se acogería a dicho cambio. 

En derecho estricto, pues, Ferro nada debe cobrar ; 
mas las particularidades del caso son tales, que la equi- 
dad está exigiendo alguna fórmula susceptible de con- 
templar los puntos de vista de arabos litigantes, puesto 
nue cuando menos una parte del trabajo encomendado 
00 realizó bajo el sistema de la ley 12.578. Cuál fuese 
esa parte, es cuestión de hecho librada por completo al 
criterio prudencial de V. E. Simplemente puntualizo 
aquí que tan excesivo resultaría negar a Ferro todo de- 
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recho, como dar por inexistentes para el caso las dis- 
posiciones de la ley 11.672. En conflictos como el actual, 
emergentes de leyes nuevas que modifican inesperada- 
mente situaciones jurídicas nacidas bajo leyes anterio- 
res, nunca está demás tener un poco en cuenta la equi- 
dad. — Bs. Aires, febrero 27 de 1946, — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 5 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Bertnletti Orlando c. Dirección 
Racional de Vialidad a. cobro de pesos' f , en loa que se 
ha concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 
493 contra la sentencia dictada a fs. 491 por la Cám. 
Federal de Apelación de la Capital. 

Considerando : 

Que el perito Ferro fué designado en tal carácter 
por auto de fs. 61, aceptó el cargo el 8 de noviembre de 
1938 y presentó su dictamen el 22 de noviembre de 1939. 
Al tiempo do la aceptación estaba en vigencia el art. 
3 de la ley 11.672 según el cual los peritos que desempe- 
ñasen empleos a aneldo de la Nación no podían recla- 
mar honorarios en los asuntos en que interviniesen por 
nombramiento de oficio o en los que el Fisco fuese parte. 
Cuando el dictamen se presentó regía, dusde el 9 de fe- 
brero de 1939 el art. 11 de la ley 12.578 que excluyó de la 
prohibición anterior a los peritos que desempeñen cá- 
tedras de enseñanza universitaria o secundaria siempre 
que no tengan otro empleo a sueldo de la Nación, así 
como el caso en que las costas fueran a cargo de la parte 
contraria u ésta. 

Que el pronunciamiento de esta Corte invocado en 
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la decisión de ís 468 (Fallos: 187, pág. 352) contempló 
ana situación claramente distinta, pnej no sólo el nom- 
bramiento y aceptación del cargo sino también la pre- 
sentación del dictamen eran de fecha anterior a la vi- 
gencia del art 11 de la ley 12.578. Sólo la regulación se 
efectuó con posterioridad, por eso el Tribunal expresó 
rc-iterndnmcntc que "lu prestación fie los servicios" 
(considerando 3») o "acto jurídico" (considerando 8») 
se liabía producido durante la vigencia de la ley 11.672, y 
que la 12.578 no podía aplicarse porque el acto había 
quedado concluido mientras regía la anterior (conside- 
rando 9*). 

Que pura resolver el caso actual ha de tenerse pre- 
sente, ante todo, que entre las partes y Iob peritos de- 
signados judicalmente no hay relación de mandato. Ta- 
les peritos son auxiliares de la justicia en el más rigu- 
roso sentido; no tienen a su cargo la defensa del dere- 
cho de las partes sino lo específica misión de ilustrar 
técnicamente al juez con una objetividad tan estricto 
como la que debe tener el propio jury, en cnanto concierne 
al desempeño de bu función. Hay, sin duda, la presta- 
ción tic un servicio que da derecho a requerir una retri- 
bución mientras la ley no lo prohiba (art. 1627 del Cód. 
Civil), pero tampoco cabe decir que exista en rigor un 
contrato (art. 1137 del Cód. Civil) de locación de servi- 
cios entre las partes y el perito. Trátase de una actua- 
ción impuesta por e) procedimiento judicial; ui la me- 
dida en (pie las cargas del proceso deban ser soportadas 
por cada una de las partes recae sobre éstas la obliga- 
ción de retribuir el trabajo que dicha actuación ha im- 
puesto. Aluna bien, la medida de osas car-as depende 
de lo que se decida en la sentencia sobre pago de las 
costas y de lo que disponga la ley sobre la re v ribución 
del trabajo de los auxiliares de la justicia. De esto ulti- 
mo se trata en cBte caso, y porque se trata de ello el de- 
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rocho de dichos auxiliares no está condicionado por loe 
términos de una convención entre las partes y el perito 
sino por las disposiciones de la ley bajo cura vigencia 
cumplió este» último con sus deberes de auxiliar. En 
otras palabras, la aceptación del cargo mientras regía 
la ley que prohibía al perito cobrar honorarios al Fisco 
no comportó forrnalización por parte del perito del com- 
promiso de no cobrarlos, ni adquisición por parte del 
Fisco del derecho a que no le fueran cobrados. La prohi- 
bición a que debía atenerse el perito y el beneficio que de 
ello se seguía para el Fisco provenían exclusivamente 
de una disposición de la ley relativa a la actuación de 
estos auxiliares de la justicia en las particulares cir- 
cunstancias que en ella se contemplan, y de una poste- 
rior disposición distinta podía provenir la modificación 
de lo uno y lo otro en tanto en cuanto no se hubiera pro- 
ducido la prestación del servicio de cuya retribución 
se trata. Pues ha de observarse que no se trataba de una 
inhabilidad o incapacidad para juzgar de cuya existen- 
cia baya que remitirse al momento en que se invistió 
al perito con el carácter de tal, que fué sin duda, al dis- 
cernirle el cargo, incapacidad que sólo atribuyendo a la 
ley efecto retroactivo al que parecería oponerse el art. 
4046 del Cód. Civil y que por lo demás no consta que 
estuviese en el propósito del legislador cabría conside- 
rar remediada por la sanción de ésta después del discer- 
nimiento aludido. Sólo se trataba de un impedimento 
para exigir del Fisco retribución por el trabajo pericial. 
La prueba es que no se cuestiona la validez de la actua- 
ción del perito sino sólo sn derecho a cobrar el precio 
correspondiente por un trabajo de su profesión. Ahora 
bien, ese derecho os la norma (art. 1627 del Cód. Civil), 
y si la excepción establecida por la ley 11.672 no forma 
parte de un contrato las consecuencias de la supresión 
de ella, es decir, el restablecimiento del régimen civil 
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normal, debe interpretarse que comprende a todo tra- 
bajo no finiquitado al tiempo de suprimírsela. La cues- 
tión limítase, pues, a determinar que es lo que debe 
considerarse prestación del servicio para confrontar et 
tiempo de ello con la fecha a partir de la cual rigió lo 
preceptuudo en la última parte del art. 11 de la ley 
12.578 levantando respecto a profesores universitarios 
y secundarios la prohibición que había establecido el 
art. 3 de la ley 11.672. 

Que si bien el perito está en condiciones de cumplir 
hu misión desde que acepta el cargo; producida como 
en este caso una modificación del régimen legal concer- 
niente a la retribución de su trabajo después, —tres me- 
ses — , de la aceptación, y antes, — nueve meses y me- 
dio — , de la presentación del dictamen a los autos, pues- 
to que es prácticamente imposible establecer con certe- 
za en qué momentos del tiempo transcurrido entre la 
aceptación y la presentación se realizaron concretamen- 
te todas y cada una de las partes integrantes de la ta- 
rea pericial, una aplicación de la ley que a un mismo 
tiempo supere esta duda insalvable y sea equitativa 
debe atenerse al acto decisivo de la actuación del perito 
que es la presentación de su dictamen. El cumplimiento 
de su misión comporta naturalmente un trabajo previo 
más o menos largo, pero cumplimiento formal, es decir, 
acabado, de ella no lo hay mientras el dictamen no es 
presentado al juicio. 

Que esta conclusión no importa, como ae pretende 
on el memorial de fs. 496 colocar en privilegiada condi- 
ción a los peritos que por haber demorado la presenta- 
ción de su trabajo más que otros que hubiesen aceptado 
el cargo en la misma época, habrían alcanzado por obra 
de su demora los beneficios del levantamiento de la 
prohibición, do lo que se vieron privados los más dili- 
gentes. No es así, en primer lugar porque no está en 
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cuestión la diligencia del perito en este caso, y en se- 
gundo porque no se pretende que haya existido ningún» 
relación entre la fecha de presentación del dictamen 7 
la sanción de la ley ocurrida nueve y medio meses antes. 
Los cambios de régimen legal como el considerado en 
este caso al comportar una delimitación de las épocas 
— la del viejo y la del nuevo régimen — trazada por sólo 
la fecha de la promulgación de la ley, comportan siem- 
pre exclusiones e inclusiones que tienen como razón su- 
ficiente el ser inevitables pues no hay otro modo de 
operar la transición. 

Que respecto al argumento de que sería insosteni- 
ble la hipótesis inversa —nombramiento efectuado bajo 
un régimen legal que autorice a cobrar honorarios y 
consumación de la tarea bajo otro que lo prohiba — 
débese observar que no se le puede tomar en considera- 
ción sin salirse de los términos de la litis y entrar en el 
examen de una cuestión teórica. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la sentencia de fs. 491 en cnanto ha sido materia 
del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Eodríuubz — Rodolfo O. Va- 

LENZUELA. 



ANTON IN'Ü FERNANDEZ v. MARCOS GARPUNKEL 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos prapíoi. Cuestión f§- 
deral. Cuestione* fedérate» complejas. Inconstitucionatidad de nor- 
mas y actos nacionales. 

Procede el reeurso extraordinario fundado en la incoiu- 
titucinnnlidad del decreto 3362/45, contra la sentencia 
que admite «1 validez y rechaza, por ello, la excepción de 
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incompetencia de la justicia de pa» letrada de la Cap. 
Federal deducida por el recurrente que sostuvo la compe- 
tencia de los tribunales ordinario» do I* infitancia. 

CONSTITUCION NACIONAL: CmuMwoiommliéud § inc&mtil*tÍQ- 
nalidad. Decreto» nacionales. Varios. 

El decreto 3362/45 no es mcoostitmácnal por raxón de um 
origen. 

Dicta 11 eh del PaocrraAixm OmwKBAL. 

Suprema Corte : 

Ante el Juzgado de Fas Letrado n» 13 de la Ctp. 

Federal, D. Antouino Fernándes inicié juicio contra' D. 
Marcos Garfunkct por cobro de la sama de $ 3.000 e]L 
£1 demandado opuso la excepción da incompetencia de 
jurisdicción, por cuanto, de acuerdo con lo establecido 
por la ley 11.924 en so art. 11, inc 1), la justicia de paz 
letrada conoce en causas civiles y comerciales en que él 
valor que se cuestiona no exceda de $ 2.000.—. Negaba 
validez al decreto del P. E. de la Nación que amplió la 
jurisdicción de los tribunales de ese fuero basta un mon- 
to de $ 3.000.—. 

El juez no hizo lugar a la excepción opuesta, y bu 
fallo fué confirmado por la Cámara de Fax. Contra tal 
pronunciamiento se interpuso a fs. 46 recurso extraor- 
dinario para ante V. B. f que aparece concedido a fs. 
47 vta. 

Como lo tengo dicho en casos equiparables, a mi 
juicio, no corresponde a la Corto decidir cuestionas 
sobre jurisdicción cuando ellas no se plantean en for- 
ma de contienda entre tribunales, salvo que lo denegado 
sea el fuero federal (art. 14, ley 48), lo que no ocurra 
en este caso. La controversia se reduce aquí a determi- 
nar sí es uno u otro de los tribunales focales de la Cap. 
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Federal e¡ competente. — V. E. no podría, por la vía 
elegí i(a, modificar el fallo apelado, en cuanto interpreta 
y aplica normas legaleB de carácter local para apreciar 
el alcance de bu propia jurisdicción. 

Procede, por ello, declarar mal concedido el recur- 
so, — Bs. Aires, mayo 9A) de 1946. — Juan Alvares. 



V vistos loa í-uIoíi "D'ornjiudoz Antonino c. Gnrftiu- 
kd Marcea, ejecutivo", en los que se ha concedido el 
Ijeeurso extraordinario interpuesto por el demandado. 

CVv i dorando : 

Qul- icdia/.mla definitivamente por la Cámara de 
Apelaciones de . ticia de Paz Letrada de la Capital 
la excepción de incompetencia fundada por el demanda- 
do en lu iueonslitucíonalidad del decreto 3362 ¡45, el re- 
curso extraordinario ep procedente conforme a lo dis- 
puesto por el arl. H inc. & t de la ley 48, y a la juris- 
prudencia de la Corte Suprema (Fallos: 203, 72 y 242; 
205, 513). 

Que con arreglo a la jurisprudencia sentada por 
esta Corte Suprema en las causas "Enrique Arlandini" 
y ''Santiago Wilson y otros", falladas respectivamen- 
te ni 22 y el 23 de agosto ppdo., debe desestimarse la 
foconstitucionaWdad del decreto n* 3362)45 por razón 
de su origen. 

Que el arl. 18 de la Oonst. Nacional no se opone a 
que sea uno en vez de otro de los jueces permanentes el 
que Intervenga en la causa con arreglo a la competen- 
cia cine establezcan las leyes procesales. La jurispruden- 
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cia del Tribunal sobre ese panto es uniforme y reiterada 
(Palios; 187, 491 y los allí citados, y sentencia dictada 
el 26 de junio ppdo. cu la causa "Andrés Geadanes y 
otras"). 

En su mérito, oído el S. Procurador General, con- 
fírmase lo sentencia apelada en lo que ha sido materia 
del recurso. 

TomAs D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lonohi — 
Justo L. Alvakez Rodrigueí: 
- Konowo G. Vausnzuela. 



CARMELO SALINAS v NACION ARGENTINA 

PENSIOXES MILITAJIBS: Pemtiüma * tes militares. Inutitim 
ció» para al carrera militar. Armada* 

La aplicación de las nuevas normn* sobre retiros por inu- 
tilización, establecida* por «I decreto 10.710/45, no depende 
de la fecha en qne ocurrió el hecho causante de la incapa- 
cidad sino de que no haya mediado otorgamiento de pen- 
sión por la autoridad respectiva y de que el beneficio pre- 
visto por dichos decretos no superior al establecido 
por tas leyes reformadas por «tloa 
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Bs. Aires, 5 de setiembre de 1947. 

Y vistos tos antos "Salinas Carmelo contra Gobier- 
no de la Nación s. retiro militar", en loa que se ha «on~ 
cedido el recurso extraordinario interpuesto por el Fis- 
cal de Cámara. 
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Considerando ; 

Que do acuerdo a lo resuelto por esta Corte Supre- 
ma en ta causa "Célico Carlos R. v. Gobierno de la Na- 
cjfin" (sentencia del 29 de agosto ppdo.), interpretando 
las disposiciones do los decretos 29.375(44 y 19,285)45, 
análogas a las del decreto 10,700(45 también citado en 
«a£ falto, la aplicación de las nuevas normas sobre re- 
tiros por inutilización que ellos establecen no depende 
de la focha en que ocurrió el hecho causante de la inca- 
pacidad sino de que do hubiera mediado otorgamiento 
dft pensión por ln autoridad respectiva y de que el be- 
neficio previsto por dichos decretos no fuera superior 
al establecido por las leyes reformadas por ellos. 

Por ello se revoca la sentencia apelada en lo que 
lia sido materia del recurso extraordinario. Devuélvan- 
se Ioh autos a los ofeetos previstos en el art. 16, 1» parte, 
de la tey 48. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pkrbz — Lurs R. Lonqhi — 
Justo L. Alvares Rodbiqüez 



VlfcíiAFASK Y CIA. v. PROVINCIA DE TUCUMAN 

PAGO: Pago P* ttMlo. Forma. 

La protesta debe corresponder concreta y determinada- 
mente a lo» psg^ü y » % - régimen legal y reglamentario de 
que se trata en el juícmj. Para «lio es necesario que haya 
existido un paso >' Que fe reserva se haya herho en opor- 
tunidad del mismo. En ct caso en que se hubieren efec- 
tuado oíros pfigos con posterioridad se requiere, además, 
que hayan s;do hechos bajo el mismo régimen legal y re- 
amentario objetado en la protesta mencionada y que 
•a se haya referido también a dichos pagos ulteriores. 
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PAGO: Pago Mtbido. Prottita. Áteúmn. 

La protesta hecha en vista de un régimen de percepción 
distinto del que rigió para los pagos de impuestos cuya 
devolución re redama no ampara a estos últimos. Tal ea 
pl caso de la reserva hecha por el Presidente del Centro 
de Mayoristas de Tucumán en el acta suscripta el 14 de 
onero de IflíU con el Director General de Rentas de dicha 




Por la providencia dictada a fs. 194 vta., V. B. ad- 
mitió implícitamente corresponder el actual litigio al 
conocimiento originario de la Corte atenta la materia 
que lo motiva. Considero ajustada a derecho esa provi- 
dencia, y paso a ocuparme de la cuestión de fondo. 

Los Sres. Villafañc y Cía. (fs. 180) demandan a la 
Prov. de Tucumán por devolución de sumas de dinero 
pagadas en concepto de impuesto al vino dentro del te- 
rritorio provincial. Sostienen que dicho gravamen, or- 
ganizado por leyes locales del 15 de setiembre de 1916 
y 30 de diciembre de 1922, y decretos reglamentarios del 
19 de enero de 1923 y 14 de junio de 1924, al hacerse 
pfecttvo sobre vinos procedentes de otras provincias 
comporta en realidad la implantación de una aduana 
mediterránea, y bajo tal concepto, debe ser declarado 
inconstitucional; y hacen notar, además, que V. E. así 
lo resolvió en 159:23. Por su parte, la provincia deman- 
dada niega sea tal el caso, pues según expresa (fs. 229), 
los cobros materia del pleito se hicieron con arreglo a 
un sistema fiscal establecido por decreto del 4 de diciem- 
bre de 1930 que derogó los citados por la parte actora 
dejando bíh efecto las normas administrativas declara- 
das inconstitucionales por V. E. Alcjra asimismo ser 
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ineficaces las protestas bajo las cuales se hicieron los pa- 
gos cuya devolución se reclama ahora. Para fijar las 
ideas, recordare a V. E. que tales pagos se efectuaron 
bajo la vigencia del decreto derogatorio aludido. 

Partiendo de dichas bases, he examinado las nor- 
mas a que acaho de referirme, y no encuentro les sea 
aplicable la taclia que V. E. encontró a los decretos re- 
glamentarios vigentes antes de fallarse el litigio "Mar- 
cos Romero y Cía. v. Prov. de Tucumán" (159:23). Con- 
forme lo tengo expuesto en mis dictámenes de los casos 
176:95; 178: 308; 183:409; 187r392 y otros concordan- 
tes, corresponde decidir que un impuesto incide sobre 
el consumo local y no sobre tránsito interprovincial, 
cuando llena estas dos condiciones : 

a) gravar por igual la mercancía, ora se la pro- 
duzca dentro o fuera de la provincia que exije el im- 
puesto ; 

b) establecer la ley local que se devolverá lo co- 
brado, si la mercancía sale del territorio provincial sin 
haber sido consumida en él. 

No encuentro que las leyes impugnadas obrantes 
a fs. 6 y 7, o su reglamentación vigente al tiempo de ha- 
cerlas efectivas en este caso (fs. 210 a 221 >, dejaran de 
ofrecer a ios contribuyentes ambas garantías, o com- 
portasen la velada creación de una aduana mediterránea, 

A mi juicio, pues, los actores no han demostrado 
la inconstitncionalidad que sirve de fundamento a so 
demanda. Por lo que respecta a validez y alcance de la 
protesta de los actores, trátase de cuestión de derecho 
común ajena a mi dictamen. — Bs. Aires, octubre 25 
de 1945. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 5 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Villafañe y Cía," c Tucumán 
la Provincia s. inconstitucionalidad del impuesto al vi- 
no", de los que resulta: 

Que a fs. 180, D. Marcelo P. Merli, en representa- 
ción de la sociedad "Villafañe y Cía.", demanda a la 
Prov. de Tucumán por devolución de la suma de $ 
137.121,77 m|n., intereses y costas. 

Manifiesta que la sociedad actora, que se dedica en 
la Prov. de Tucumán a la importación al por mayor de 
vinos de la región cayana para revenderlos a comer- 
ciantes minoristas en la plaza, en los envases de origen 
y ain ninguna transformación, ha pagado bajo protesta 
a dicha provincia la snma referida, en concepto de "im- 
puesto al consumo de vinos" establecido por ley de 16 
de setiembre de 1916, modificada el 30 de diciembre de 
1922 y reglamentada, entre otros, por decretos de 19 
de enero de 1923 y 14 de junio de 1924. 

Acompaña comprobantes de los pagos y relata la 
forma en que se cobra el gravamen impugnado, afir- 
mando que éste no tiene el carácter de nn impuesto al 
consumo como pretende la ley, sino a la importación 
de vinos, que grava la mercadería al entrar a jurisdic- 
ción provincial mientras está en poder del importador 
y antes de que llegue a confundirse con la circulación 
interna de valores y bienes del Estado. Llegado un car- 
gamento de vino a cualquier estación de ferrocarril de 
Prov. de Tucumán, el destinatario de la mercadería de- 
be denunciar tal hecho a la Dirección de Rentas, especi- 
ficando las cantidades y características del cargamento 
y reconociéndose deudor del Pisco por valor del im- 
puesto correspondiente según la ley del 30 de diciembre 
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de 1922. Desde ese momento comienza la intervención 
del Fisco, intervención qne se traduce en la vigilancia 
y control del destino, envase, depósito y transferencias 
del vino importado, hasta llegar a manos del comprador. 
Queda en esta forma convertido el depósito particular 
del importador en "depósito fiscal", y los libros del 
establecimiento en "libros fiscales", atento a que en 
ellos debe constar claramente el destino y existencia del 
producto, etc. Al vender el importador su mercancía al 
minorista recién paga el impuesto que se liquida men- 
saalmente de acuerdo con las cantidades que constan 
en las boletas fiscales, que deben adherirse a los en- 
vases como constancia del pago del mismo; pero ese 
pago se realiza antes de ue la mercadería se entregue 
al comprador. El decreto del 21 de abril de 1931 dicta- 
do a raíz del fallo de la Corte Suprema en la causa 
"Romero y Cía." no alteró on la práctica el modo de 
percepción del gravamen, que se paga siempre por el 
importador y antes de que la mercadería gravada se 
confunda con la circulación interna. La ley y sus regla- 
mentaciones importan así una típica aduana interior 
y son nulas por violar los arts. 9, 10, 67 inc. 12, y 108 
de la Const. Nacional conforme a jurisprudencia que 
cita, siendo por tanto nulos los pagos efectuados en su 
virtud, por lo que procede la repetición de los mismos 
en atención a lo dispuesto por los arts. 792, 794 y con- 
coruantes del Cód, Civil. 

Que a fs. 229 D. Ricardo D. Bascary contesta la 
demanda on representación de la Prov. de Tucumán. 

Niega los hechos relatados en la demanda y, en 
particular, que los actores hayan abonado con reserva 
o protesta los impuestos cuya devolución se reclama, 
así como que la percepción de ellos se haya hecho de 
acuerdo a las disposiciones reglamentarias del 19 de 
enero de 
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que los actores, en su calidad de introductores o de 
comerciantes mayoristas hayan sido obligados a efec- 
tuar los pagos impugnados, y sostiene que los hicieron 
voluntariamente para facilitar las transacciones de 
aquellos con los comerciantes minoristas y los consu- 
midores, a quienes correspondía pagar el impuesto en 
virtud de las leyes y Iob reglamentos vigentes a la épo- 
ca del pago. 

Opone como defensa general previa la de falta de 
acción, por no haberse formulado por los demandantes 
la indispensable protesta o reserva de derechos, no ha- 
biéndose acompañado el instrumento en que ella conste 
ni prometido hacerlo oportunamente por razón vale- 



So extiende después en consideraciones y citas ju- 
risprudenciales tendientes a demostrar que el cumpli- 
miento del requisito de la protesta es indispensable pa- 
ra la procedencia de la acción de reptición y niega que 
el acta suscripta por el Presidente del Centro Mayo- 
rista y el Director General de Rentas con fecha 14 de 
enero de 1931 a que alude la demanda, sea instrumento 
hábil a tal efecto. Trátase de un acuerdo celebrado co- 
mo consecuencia del entorpecimiento administrativo 
producido por la actitud de los importadores de vinos 
en cascos a raíz del fallo de la Corte Suprema en la 
causa "Romero y Cía.", tendiente a normalizar loa 
cargos y descargos administrativos relacionados con 
la entrega a los comerciantes en vinos de los precintos 
de control en el intervalo transcurrido entre la fecha 
del fallo y la fíe! decreto del 4 de diciembre de 1930 que 
derogó las reglamentaciones vigentes en la materia. La 
declaración conti-nida en ese instrumento sosnn la cual 
"sin que esta actitud de los importadores de vinos re- 
presentados por el presidente del Centro Mayorista 




pre- 



su 
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implique renuncia a loa beneficios que les acuerda el 
referido fallo de ta Corte Suprema", no es una protes- 
ta» pues nsta es un derecho personal del sohcns y debe 
ser ejercido por él o bqs apoderados legalmente consti- 
tuidos. El presidente del Centro de Mayoristas carecía 
de personería para formular protestas en representa- 
ción de la actora, y en caso de haherla tenido no la 
justificó debidamente, ni lia sido invocada por la deman- 
da. Por otra parte, el fallo no produce efecto sino en el 
juicio en que se dicta y respecto de las partea del mis- 
mo solamente. 

Para el caso de no hacerse lugar a la defensa an- 
tedicha, alega que en la causa imperan circunstancias 
distintas a las que hicieron posible una anterior decla- 
ración de inconstituaionalidad del impuesto, ya que 
los decretos reglamentarios que crearon los procedi- 
mientos inconstitucionales — pues las leyes no tenían 
este carácter — habían sido derogados cuando los acto- 
res abonaron los impuestos que reclaman, Al aplicarse, 
pues, el nuevo procedimiento establecido por decreto de 
21 de abril de 1931, el impuesto establecido por las le- 
yes impugnadas se aplica y se percibe como impuesto 




al consumo. 

Termina la demandada solicitando el rechazo con 
costas de la demanda. 

Qne abierto el juicio a prueba se produjo la que 
señala el certificado de fs. 570, alegaron laB partes a 
fa. 599 y 629, dictaminó el Sr. Procurador General a 
fs. 640, dictándose a fs. 641 vta la providencia de autos 
para definitiva. 

Considerando : 

Que la provincia demandada opone ante todo al 
progreso de la demanda la falta de protesta en la opor 
tnnidad de los pagos cuya repetición constituye el ob- 
jeto de la litis. 
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Que l;i acíora invoca como protesta el acta suscrip- 
ta el 14 de enero de 1U31 por el Director General de 
lientas y el Presidente del Centro de Mayoristas, en 
la cual se convino que el presidente aludido "en repre- 
sentación de los Üres. importadores de vinos haga en- 
trega al Sr. Director General de lientas de la Provin- 
cia de la documentación correspondiente a la liquidación 
del mes de noviembre de 1930 sin que esta nctitud de los 
importadores de vinos representados por el Presidente 
del Centro Mayoristas implique renuncia a los benefi- 
cios que les acuerda el. . . fallo de la Suprema Corte de 
■Justicia de la Nación de fecha 5 de noviembre de 1930" 
(fs. 213 y 214). 

Que la demanda procura ta devolución de los pagos 
desde el 21 de setiembre de 1931 hasta el 14 de junio de 
1934 (planillas di* f& 14 a 23). 

Qne de las constancias mencionadas resulta con 
claridad no existir reserva ni protesta del actor con 
respecto a los pagos cuya repetición demanda, pues 
aunque se considere que el acta del 14 de enero de 1931 
suscripta por el Presidente del Centro de Mayoristas 
expresa la voluntad del aetor que formaba parte de 
dirha institución, y que la referencia a la sentencia de 
esta Corte comporta procisión bastante respecto a los 
fundamentos de la inconstitucionalidad alegada, es la 
verdad que aquella reserva no se refiere a los pagos 
de que aquí se trata y se hizo en vista de un régimen 
de percepción distinto del que rigió para los cobros 
comprendidos en esta causa, pues el decreto reglamen- 
tario do dicha percepción es del 21 de abril de 1931. En 
ln'?s condiciones no puede considerarse al pasaje del 
acta transcripto precedentemente como la protesta in- 
dispensable en el caso, aunque se considerase que reúne 
teóricamente las condiciones tenidas como indispensa- 
bles de antiguo por la jurisprudencia de esta Corte para 
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que una reserva surta el efecto de hacer viable la repe- 
tición. Y es obvio que el primer requisito de una pro- 
testa es que corresponda concreta y determinadamente 
a los pagos y al régimen legal y reglamentario de que 
Be trata en la causa, puesto que no es una abstracta vo- 
luntad de no pagar voluntariamente un gravamen cuan- 
do la oportunidad de tener que pagarlo se presente, lo 
que ba de expresarse para que haya pago bajo protesta 
sino una voluntad de esa especie directa y precisamente 
referida a un pago efectuado en la oportunidad de ex- 
presarla. Todo lo más que esta Corte ba admitido al 
respecto es que tratándose del mismo gravamen no bay 
necesidad de reiterarla en cada caso si la reserva de 
derechos se hizo extensiva a todos los pagos que Be 
hicieran con posterioridad. Lo cual implica la existen- 
cia de un primer pago en cuya oportunidad se hace Ib 
reserva y que todos los demás se han hecho bajo el 
mismo régimen legal y reglamentario objetado en la 
primera protesta. Y en este caso no so da ninguna de 
las dos circunstancias. 

Tomás T>. Casabes — Justo I*. 
Alvares Rodríguez — Ro- 
dolfo O. Valbnzurla. 



MJTS H, ORIFFI v. TAJA NACIONAL DE JUBILACIO- 
NES Y PENSIONES CIVILES 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad ¡ inconstitucio 
naliciad. Decretos nacionales. Jubilaciones y pensionas. 

Ratificado el decreto 26.214/44 por la ley 12.921, debe 
desestimarse la incnnstitueionalidad del primero fundada 
en e] origen d(*l mismo. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilado*»*. Di- 
terminación del monto. 

Para determinar el monto de la jubilación ordinaria co- 
respondientc a un afiliado a quien te fué acordada durante 
la vipcncia del decreto 26.214/44, aunque había iniciado 
los trámites con anterioridad, no procede computar la» 



CONSTITUCION NACIONAL, ConsMucionolided t imtxmttituei»- 
nalidad* Decretos nacionahi. JubOacio**» y ptntionei. 

El decreto 26.214/44, en cuanto excluye et cómputo d* 
las remuneraciones extraordinarias para establecer el 
uonto de la jubilación, no es violatorio de la igualdad ase- 
gurada por el art, 16 de la Const. Nacional. 



SENTENCIA DE LA CAMARA DE LA JUSTICIA DEL TRABAJO 



Y visto: El recurso interpuesto por D. Luis Hernando 
Griffi contra la resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Social por la que se deniega la inclusión de las remuneraciones 
extraordinarian percibidas, en la determinación de su haber 
jubilatorio : 

Y Considerando: 

Que con fecha 11 de diciembre de 1942, el recurrente 
Sr. Griffi solicita jubilación ordinaria, la que le es acordada 
por decreto del 24 de mayo de 1945 que en copia corre a fs. 14 y, 
notificado a fs. 15, observa que en la liquidación practicada 
para establecer el cómputo de servicios y remuneraciones no se 
ha tomndo en cuenta los importes de remuneraciones extraor- 
dinarias percibidas, solicitando por dicha causa se revea y se 
incluvan dichos importes. 

Qua, cuando el recurrente se presentó solicitando ra ju- 
bilación pe había diotado con anterioridad al decreto ley 26.214 
de octubre 2 de 1944, publicado en el Bol. Oficial del 20 de 
dicho mes y año, estableciendo las retribuciones sobre las cua- 
les deben realizarse los descuentos a tos afiliados forzosos de 
la Cuja Nao. de Jubil. y Pensiones Civiles, por cuyo art. 3" 
se derogan "todas las disposiciones que se opongan al presente 




Bs. Aires, octubre 23 de 1946. 
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decreto y las que se aplicarán a todos tos casos que se presenten, 
tanto para (os que ya hayan súfralo descuentas cu 1 :s sobressi«r- 
naciones, cuyos uportes "e devolverán, conu» los que lian re- 
cibido prestaciones qu<* debnn considerarse ya definitivamente 
fijadas en su monto". 

Qtte la jubilación acordada a D. Luis Hernando Uriffi 
lo bu sido bajo el imperio de !u»s nermas videntes u la época 
en que estaba en condiciones de ejercitar su derechos o puso 
en acción el mismo, antes de esa fecha sólo tenía un derecho 
en expectativa y no un derecho incorporado a su patrimonio, 
cuales .son los derechos adquiridos y por ello mientras la jubi- 
lación no haya sido acorduda, podían ser motivo de modifi- 
cación las Condiciones de su otorgamiento, como reiteradamente 
lo tiene resuelto la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Que cu cuanto a la fuerza legal emanada de los decretos 
leyes dictados por el gobierno revolucionario, el Tribunal tiene 
declarado que no es posible desconocer a éste, el ejercicio que 
haga de las facultades legislativas correspondientes al Con- 
greso disuelto, dentro de la Constitución que lia jurado res- 
petar, como si fuera el Congreso mismo, para el cumplimiento 
de los deberes quo se impuso o proveer a las necesidades colec- 
tivas que s su juicio lo requiera y que la validez de las normas 
legales dictadas por el gobierno revolucionario son atacadas 
de inconstitucional idad en cuanto pueda serlo una sanción del 
II. Congreso, por ser contraria a los derechos y garantías ase- 
gurados por la Constitución a lo* habitantes de la Nación (tn re 
"Club de üeMdcntes Extranjeros, infracción a las leyes 11.544 
y 11.317". La Lt»i, t- 40, f. b'O), y que en el caso de autos no 
exiMe disposición constitucional afectada por dicho decreto ley. 

Por ello, se resuelve: confirmar la resoluciún recurrida 
de fe. 2!) en cuanto ha sido materia de recurso. — SUcto 
Santrnt. — }[. Bnmt hta. 



Dictamen del Procurador General 
Corte: 



Si híon ambas ( 'ú manís dol IT. Congreso lian apro- 
bado el decreto 26.214/44, vtiya validez eonstitucio- 
nal lia sitio puesta en tela dn juicio, el modo cómo se 
han producido osas uprobariones impiden considerar. 
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por ahora, que sea ley, toda vez que juntamente con 
otros muchos decretos del P. E. de facto ha vuelto a 
revisión del H. Senado. Falta por ello, también, la co- 
municación al R E. y la consiguiente promulgación. 

Resultan, pues, aplicables al caso, las considera- 
ciones que formulé el 29 de octubre ppdo., al dictaminar 
en el espediente 0. 27, L. X. "Olaechea Alfredo", las 
que doy por reproducidas. — Bs. Aires, diciembre 6 
tic 1946, — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Y Vistos; los autos "Griffi Luis Hernando, b. ju- 
bilación" venidos de la Cámara del Trabajo por vía 
del recurso extraordinario (*), y 

Considerando: 

Que el decreto n» 26.214 del año 1944 cuya impug- 
nación de inconstitucionalidad sirve de fundamento al 
presente recurso federal so color de ser violatorio de 
los arts. 86, inc. 2»; 67, inc. 28; 31 ; 36 ; 68; de la Const 
Nacional y 17 del Cód. Civil, ha sido convertido en ley 
a partir de la fecha en que fué publicado {ley n» 12.921 
art. !•). 

Que en tales condiciones resulta inoficioso pronun- 
ciarse acerca del carácter del aludido decreto, como 
así también respecto de su validez desde el punto de 
vista de las facultades del P. E, para dictarlo. 

Que por otra parte, este Tribunal lia dejado esta- 
rcido en numerosas oportunidades, que mientras no 

(!) Km ¡piüJl sentido fu* resuelta en ln mismn feehn la eiuisa: "Al 
■-tilo OlflM&C» v. Cnja Nacional de Jubiln clanes y Peinionos Cmle»". 
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ae haya acordado la jubilación, el afiliado que la soli- 
citó, bóIo tiene un derecho en espectativa que puede 
ser modificado por la ley exigiendo otros requisitos 
para obtener el beneficio. C. S. 152-259; 153427; 178- 
349; 180-261; 181-127; 198-107, etc. 

Que por último cabe agregar que la igualdad ante 
la ley establecida por el art. 16 de la Const. Nacional 
comporta la consecuencia de que todas las personas su- 
jetas a una legislación determinada sean tratadas del 
mismo modo siempre que se encuentren en iguales con- 
diciones y circunstancias, principio éste que no apare- 
cería vulnerado con la solución acordada al caso pre- 
sente (C. S. 184-592; 182-355; etc.). 

Por ello y oído el Sr. Procurador General se con 
firma la sentencia apelada de fs. 54. 



S. A. SABARTA Y GARASSIXO v. NACION ARGENTINA 

INTERESES: Extinción del derecho al cobro. 

La resolución por la cual el Gobierno Nncional se allana 
a pn^nr los intereses correspondientes al capital que su 
acreedor cobró sin formular reserva por e'los. importa 
una renuncia total a ta liberación establecida por el 
art. 624. aunque dicho allanamiento se haya limitado a loa 
interesa do vendados después de transcurrido el plaw» 
de (!f> días que el P. TS. considera procedente en lupar del 
que fija el art. 64 de la ley 77í>. 



Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
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Sbktekcu DE2, JtJEZ PEüKRAI. 

Bs. Aues, agosto 2S de 1S42. 

V vistos: para resolver estos autos caratulados Sabarlay 
Oarassino Ltda. S A. e. el Gobierno de la Níieión s, cobro de 
pesos, de los que resulta : 

V Que a fs. 15 se presenta la actora deduciendo formal 
demanda contra el Gobierno de ta Nación por devolución de 
la suma de $ 30.930,54 m/n., en mérito de las siguientes con- 
sideraciones: 

Dice que conforme con el contrato celebrado con la darmm 
dada, ha construido el camino pavimentado a Pilar (decreto 
del 12 de abril de 1929 - exp. 2177 - C-924), Que los certifi- 
cados de dichas obras fueron abonados por el Estado con un 
considerable atraso —detalle que se especifica en las planilla» 
adjuntas, ver fs. 7 a 9— motivando en consecuencia la obliga- 
ción por parte de éste de abonar los intereses raoratorio* al 
tipo del 4 f ^ %, Que ello surge de las especificaciones del con- 
trato y de lo expresamente dispuesto por el art. 64 de la ley 775. 
Que no obstante ello y ante loa reclamos interpuestos adminis- 
trativamente, el P. E. entendió que sólo debían correr Jos 
intereses a partir de los sesenta días de fa presentación de 
los referidos certificados en lugar de serlo a los treinta días 
como dispone el contrato y la ley (art. 64 cit.). Que e» 
circunstancia motiva la diferencia acosada y es lo que m 
demanda en este juicio. Se hacen luego algunas otras con» 
deraciones m/ís sobre el particular, se cita jurisprudencia 
que hace al derecho reclamado y se pide en definitiva el pago 
de la suma señalada precedentemente con costas. • 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido el 
traslado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ritmo, a fs. 30 se presenta el Procurador Fiscal Dr. Emilio 
L. (íonzi'ilei, contestando y dice: 

¡lúe la demanda es improcedente Opone la prescripción 
quinquenal que autoriza el art. 4027, inc. 3», del Cód. Civil 
y pidp en consecuencia el rechazo de ta acción ton costas, y 

Considerando ; 

1* Que la demandada se ha opuesto a la presente de- 
manda, sosteniendo que la acción tendiente a percibir los in- 
tereses reclamados ha prescripto de conformidad con lo dia- 
puesto por el art, 4027, inc. 3», del Cód. Civil y se funda 
para ello en el hecho de que entre la feche de la interposición 
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de la demanda y el de la fecha en que los referidos intereses 
se devengaron ha transcurrido con exceso el término legal de 
los cinco año» para que Re produjera la caducidad invocada, 
fia aflora por «u parte en el alegato de fs. 37 nicfia La proce- 
dencia de esta defensa alegando la imposibilidad de intentar 
esfa acción antes de la fecha deducida y agrega que tampoco 
ea aplicable la prescripción quinquenal, sino la decenal (art. 
4023 del Cód. Civil). 

2» Que entrando h analizar eon todo detenimiento la 
articulación planteada, conviene dejar establecido en primer 
termino que el plaso de los cinco años señalado por el recor- 
dado art. 4027, iüft. íf, lia transcurrido eon exceso en el 
caso de autos, extremo que se comprueba fácilmente en la 
confrontación do las fechas que se expresan en las actuaciones 
administrativas agregadas ad effectum videndi; que por otra 
parte no es desconocido por la propia interesadn en su alegato 
de fs. 37. 

Frente a esta situación de hecho, debe convenirse que 
la prescripción opuesta por la demandada debe prosperar de 
conformidad con la disposición legal invocada (art. 4027 cit.) 
9 teniendo en cuenta lo resuelto por la Cámara Federal en 
caaos anAtogos (ver /. A. t t. 44, pág. 428 ¡ t. 63, pág. 55; 
t. 60, pág. 71, etc..) remitiéndose al suscripto como mejor 
fundamento de esta sentencia a los fallos señalados para de- 
cidirse por la aceptación de 1» defensa analizada, y así se 
declara. 

Siendo innecesario la consideración de las demás cues- 
turnes planteadas, dado el resultado a que se ha arribado 
precedentemente, el Jusgado omite todo pronunciamiento al 
respecto. 

Por tas precedentes consideraciones, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por la S. A. Sabaria y G'.rassino Ltda. 
conlra el Gobierno de la Nación, sin costas, en atención a la 
naturaleza de la defensa que prospero. — Alfonso E. Poccard. 



SKNTCNOIA I)B I.A CÁMAIIA FEDERAL 

lía. Aires, 7 de diciembre de 1945. 

Considerando : 

I* Que la Corte Suprema, en el caso Medie i linos, con- 
. tmla Nación. falJos 194 : 24, ha expuesto los principios vi- 
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gentes «ti materia de pagos de intereses por retardo en «1 
piiííu de h;s certificados de obra pública, en el aspecto vincu- 
lado a la aplk-aciún del art. 624 del Cód. Civil. Quedó allí 
establecido que ese texto de la ley di: fondo tiene pleno vigor 
aun en los contratos de vibra pública, de manera que los inte- 
resados tendrán derecho a /(■«•lama* intereses solamente cuando 
hayan hecho reserva sobre los mismos al recibir el capital; pexo 
también que no es necesario que esa reserva se haga al percibir 
el importe de cada certiFicado parcial, bastando que se formule 



2» Que en el presente caso, el Procurador Piscat, al con- 
testar la demanda, negó que se hubiera formulado reserva ai- 
puna con respecto a los intereses que ee reclaman^ por lo que 
la actora estaba en ta obligación de acreditar esa circunstancia 
de hecho, de acuerdo con las reglas del orna probandi. Con 
respecto a los intereses detallados en las planillas de fa. 11 j 
13 que no estén prescriptos, es decir, los correspondientes al 
capital pagado por tos certificados 7 a 15 inclusive, la actora 
no ha producido la prueba indicada. En los expedientes del 
Ministerio de Obras Públicas n- 13.150 y 18.787, que se »- 
fteren al reclamo administrativo de tales intereses, no hay 
constancia alguna de que al recibir el pago de loa certificado» 
parciales o del certificado final se haya hecho la reserva con- 
siguiente. La constancia de fs. 26 del primer espediente indi- 
cado no se refiere a esas reservas, que eran indispensables, tino 
a la que formulara la actora al recibir intereses menores de 
los que elia estimaba qne le correspondían. De manera qne. 
de acuerdo con lo expuesto, corresponde desestimar la demanda 
en todo cuanto se refiere a intereses de los certificados 7 a 15 
inclusive incluidos en las planillas de fs. 11 y 13. 

3* Que no .sucede lo mismo en cuanto a los que se deta- 
llan en la planilla de fs. 7, correspondientes a la devolución del 
depósito de garantía. El certificado correspondiente por pesos 
72,128,88 filé hecho efectivo en tres cuotas, siendo las dos pri- 
meras a cuenta y haciendo la reserva sobre tos intereses al 
percibir la última, según resulta de la constancia de fs. B vta. 
del expediente administrativo n* 7772 agregado. Es aplicable 
al caso lo decidido por la Corte de que no es necesario hacer la 
reserva al percibir el pago de cada certificado, bastando ha- 
cerlo al cobrar el último. Si ello es así con respecto a los pagos 
por certificados por que se consideran simples pagos a cuenta, 
con más razón debe adoptarse esa solución cuando se trate, 
como en el easo de pagos a cuenta dentro de un mismo cer- 
tificado. 




MU VALUO» Om W OORTK SUh'BEM V 

4 ? Que on cuanto a la cuestión de ai los intereses co- 
mienzan a correr a loa 30 o a los 60 días, ella ha sido reitera- 
damente decidida cu el primer sentido por la jurisprudencia 
corno lo resiie've el Br. Juez a-quo, cuyo pronunciamiento en tal 
anutido es arreglado a derecho. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia apelada 
y se declara que el Gobierno de la Nación debe pa„-;u* a la 
totora la suma de $ 636,72, conforme a la liquidación de la 
planilla de fs. 7, sin interese*. Costas de ambss instancias por 
su orden atento ct resultado del asunto y la naturaleza de Jas 
ene .tiones debatidas. — Cortos Herrera. — Carlos del Cam- 
pillo. — Juan A. OonMÓUz Calderón. 



1'ALlfO DR LA CORTK SUPREMA 

lía. Aires, 8 de setiembre de 1947. 

V vistos los auto» "Sabana 7 Oarassino Ltda. S. A. 
c. Gobierno de la Nación s. cobro de pesos ($ 30.936.54 
ra./n.)", en los que se ha concedido el recurso ordinario 
de apelación interpuento a fs. 82 por la parte actora 
contra !a sentencia dictada a fs. 75 por la Cám* Federal 
de la Capital. 

Considerando: 

Que consentida la sentencia de fs. 75 por el repre- 
sentante del Gobierno Nacional, la única cuestión a 
decidir en oportunidad de este recurso ordinario inter- 
puesto por los actores es la relativa a la aplicación del 
art. 624 del Cód. Civil respecto al cobro de los intereses 
liquidados en las planillas do fs. 9, 11 y 13, siendo que, 
sf bien al recibirse el pago d?l capital no habrían hecho 
loa actores reserva alguna, el Gobierno Nacional se 
allanó a pagarlos aunque liquidándolos a partir del ven- 
cimiento del pía veo de 60 días transcurridos después de 
■u presentación en lugar del de 30 que establece el art. 
61 do la ley do obras públicas, n» 775. 
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Que, en efecto, el decreto del 22 de agosto de 1935, 
(fs. 6 de estos autos y 57 del exped. 18.787), relativo a 
las liquidaciones cuyas copias están agregadas a fs. 
9, 11 y 13 de este expediente —pues la orden de pago 
n* 78 de 1934, por $ 2.865.85, citada en él involucra la 
planilla de fs. 9 y la de fs. 13 — , desecha el reclamo de 
Los actores fundándose sólo en que los 30 días del art. 
64 de la ley citada no comienzan a correr sino "después 
de efectuados Jos trámites de práctica a los que según 
los precedentes existentes se les ha fijado un término 
de 30 días". A ello debe agregarse que el reclamo de- 
sechado siguió al pago que, con el criterio a que el de- 
creto alude, hizo de una parte de estos mismos intere- 
ses el Gobierno Nacional, como consta a fs. 25 y 52 vta. 
del expediente 13.150, 

Que como esta Corte lo tiene expresado en Fallos: 
202, 542 la ley civil (art, 624 del código respectivo), 
cuya aplicación, en este panto de ella a los contratos 
de obras públicas se declaró procedente en Fallos: 194, 
24, "ha querido que el deudor realice el acto de pagar 
el capital sabiendo a ciencia cierta en que condición 
queda respecto a los intereses". En otras palabras, si 
su pago fué recibido sin reserva respecto a los intereses 
el deudor tiene derecho a considerar que no queda pen- 
diente obligación alguna suya relativa a estos últimos. 
Pero sea que lo estatuido por el precepto de que se tra- 
ta constituya una presunción, sea que sancione con la 
extinción el incumplimiento del modo de hacer la re- 
serva que en el mismo se impone, lo cierto es que lo 
uno o lo otro comportan uno liberación establecida en 
favor del deudor, y, por consiguiente, si el deudor be- 
neficiado con ella se allana a pagar intereses por el 
capital cuyo importe le fué recibido sin reservas, aun- 
que liquidándolos por una cantidad menor por motivos 
completamente ajenos al régimen de liberación aludido, 
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no es admisible que al ulterior reclamo de la diferencia 
no pagada se le oponga la liberación. Este pago de in- 
tereses hecho no obstante la liberación que se seguía 
de lu ausencia do reserva en oportunidad de reeibir los 
actores el importe del capital, comportó un reconocí- 
miento de obligación sobre el particular equivalente a 
una renuncia de la liberación. Pretender que, en todo 
caso, la renuncia habría sido parcial, sólo comprensiva 
del importe que se pagó, hecho como fué el pago sin 
aludir para nuda a los efectos de la falta de reserva, 
importa atribuir a la renuncia un límite incompatible 
con su naturaleza. Hubo renuncia de la liberación en 
tanto en cuanto hubo reconocimiento de la obligación 
de pagar intereses; y como reconocida una obligación 
se la debe en su verdadera medida y no en la que el 
deudor le fije al reconocerla — lo que sólo podría hacer 
tratándose de una liberalidad y no de una obligación 
propiamente dicha — , el reconocimiento que comportó 
el pago aludido extinguió los efectos de la liberación 
en toda la extensión que legalmente tenga la obligación 
reconocida; determinación que es, precisamente, el ob- 
jeto de este juicio. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada en cnanto 
rechaza la parte de la demanda relativa al saldo de 
intereses — no comprendidos en la prescripción que la 
misma declara operada — , correspondientes al capital 
cuyo pago recibieron los ac <-es sin la reserva del art. 
624 del Cód. Civil (planillas fs. 9, 11 y 13), debiendo 
pagarse en el orden causado las costas de todas las 
instancias. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
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MILTON AUBONE V OTRA v. NACION ARGENTINA 

PRESCRIPCION: Interrupción. 

Interrumpida U prest ripeión por lu demanda promovida 
ante un juc/, ¡ncompetente, aquélla comienza a correr 
nuevamente a partir de la fciíha en que quedó firme la 
resolución que declaró la incompetencia. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. General* 
d-ades. 

Et Estado es responsable por el acto de uno de bus em- 
pleados que procediendo con culpa o negligencia y en 
cjeri'icio de sus funciones ha producido un daño a otro 
empleado. 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño 
material, 

I*ara determinar el monto de la indemnización del daño 
causado a los padrea por la muerte del hijo que contribuía 
al mantenimiento de loa miamos, no debe considérame el 
porvenir del fallecido con prescindencia de sus propia» 
actividades y su ayuda a sus padres. 

Sentencia del Juez Federal. 

Bahía Blanca, 24 de octubre de 1945. 

Y vistos: 

Estos autos n* 53, níio lí)44 t "Anbone, Millón y Marta T. 
Iprarzábal de Anbone contra La Nación, por indemnización de 
daños y perjuicios", de los cuales 

Resulta: 

A fs. 10 rl Dr. -Tulio Ves Losada, con poder bastante otor- 
gado por Milton Aubonc y María T. Igarzábal de Aubone 
(fs 1), promueve acción contra el Fisco Nacional por indem- 
nización de daoos v perjuicios, estimados en $ 30.000 ra/n., 
con intereses y costas. Expresa que ha efectuado la correspon- 
diente reclamación administrativa previa, según copia de de- 
creto corriente a fs. 9, v que ante el Juzgado Federal a cargo 
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del Dr, Poccard inició idéntica demanda en la qne dicho juei 
m declaró incompetente por haber ocurrido el hecho en juris- 
dicción del infrascripto. Relata el hecho origen de la demanda 
en la siguiente forma: Octavio Fernando Aubone, de 30 añoa 
de edad, ayudante geofísico de tercera en el Observatorio 
Astronómico dependiente de la Universidad Nacional de La 
Plata, os hijo de los demandantes, lo que comprueba con loa 
documentos de fs. 4 y 6; percibía, en el momento del accidente, 
un sueldo mensual de $ 300 y un viático diario de $ 8, lo que 
hacía un total por mes de $ 380. El día 4 de marzo de 1941, en 
el desempeño de sus obligaciones, acompañaba al ingeniero 
Enrique Lcvín, empleado de la Nación, quien conducía el 
automóvil marca Ford, chapa 11-339, de ese año, de la Prov, 
de IV Aires; transitaban sobre la ruta 3 y terminaban de cru- 
zar el paso a nivel ubicado en el cruce de dicho camino con las 
vías del F. C. Sud, entro los kras. 512 y 513 de aquél y a la 
altura del 52(5 do éstas, cuando se produjo el vuelco del coche, 
siendo despedido Aubone del vehículo y golpeándose contra el 
suelo, to que le produjo lesiones de tul importancia que motiva- 
ron su fallecimiento. Se formó causa criminal en Ja que se dictó 
auto de procesamiento contra el ingeniero Levin, Atribuye la 
culpa al mencionado ingeniero quien obró con evidente negli- 
gencia, pues no observó el aviso indicador de Ja existencia de 
las vías y del paso a nivel; asimismo, el auto corría a una 
velocidad excesiva al cruzar las vías no guardando ta pruden- 
cia aconsejable en esas circunstancias. Aubone residía con sus 
padres y subvenía sus necesidades ; agrega que el daño moral 
ocasionado por este accidente es indemuizable con arreglo a las 
conclusiones de la jurisprudencia sentada por la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación. Funda su derecho en los arta. 
1078. 1109, 1113 y concordantes del Cód. Civil, y en fallos de 
la Corte que meneionn. Pide se corra traslado de la demanda 
y que oportunamente >.v dicte sentencia condenando a la Na- 
ción al pago de la suma ya expresada. 

A fs. 34, e! Sr. Proe. Fiscal contesta la demanda. Niepa 
todos los hechos en que ella se funda y el derecho invocado, 
pidiendo su rechazo, con costas. Sostiene la irresponsabilidad 
de la Nación por !a comisión de nn delito por empleado suyo 
lo que hace improcedente la ac:*ión. Por expresa disposición 
del arf. 43 del Cód. Civil, cita en apoyo de esta tesis, varios 
fallos de la Corte Suprema de Justicia' Alega ta prescripción 
entendiendo que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 4037 
del Cód. Civil ya <te habría operado al iniciarse la demanda. 
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Y considerando -. 

I Que dado los términos en loa cuales ha quedado tra- 
bada *!a lilis, debe resolverse sobre los siguientes puntos: a) 
prescripción; b) culpabilidad del ingeniero Levin en el acci- 
dente; e) responsabilidad del Estado; ch) danos y monto de la 

indemnización. 

II. Prrscripción. Que la naturaleza de esta defensa nace 
indispensable tratarla en primer término. _™ , 

La deduce el Sr. Proc. Pisca! en su escrito de responde 
m 34), afirmando que a la fecha de ^M"* 11 .!* 
manda lia transcurrido el termino del art. 4037 del Cód. Civil 
v que, ignorando la feeba de la primera demanda presentada 
ante el iue?. Dr. Poeeard, carece de antecedentes para saber 
si fué interrumpida la prescripción o no. 

Contestada por el actor al alegar (fs 105). expresa que Ja 
primera demanda fué - interpuesta el 3 de marzo de «■ 
decir un día antes de cumplirse el año de ocurrido el acciden- 
te que la motivó (4 de marzo de 1941); que en dicha cauta 
se declaró la incompetencia del tribunal con fecha 27 de ae- 
"tiembre de 1043, quedando firme el 24 de febrero de 1944. y 
que la que se resuelve ahora fue iniciada el 17 de marzo del 
mismo 1ÍÍ44 vale decir, sin que transcurriera «n nuevo tBj. 
Que la prescripción fué interrumpida con aquella demanda 
presentada ante juez incompetente, conforme lo dispone el 
art 3986 del Oód. Civil y lo tienen resucito la doctrina y la 
jurisprudencia Todo ello está demostrado con la certificación 
contenida en el oficio de fs. 92. 

En efecto la demanda ante juez incompetente interrumpe 
la prescripción en curso (Cód. Civil, art citado) Pero ai el 
inicio signe su trámite porque el actor demandó no con el 
propósito expreso de interrumpir la prescripción o porque dea^ 
conocía la incompetencia del tribunal, o porque esta defenea 
no fuó alegada, lo cierto es que, mientras no sea declarada ju- 
dicialmente —la incompetencia— no puede dar nacimiento a 
una nueva prescripción que perjudique al acreedor. 

Los actos procesales que suceden a la demanda, al igual 
que ésta, son manifestaciones de la voluntad del acreedot - de 
nerwiir la declaración de sus derechos. "Si el proceso con- 
tinúa después de la demanda, si la instancia se sigue por la 
serie de actos necesarios para llegar a la sentencia, entonces 
la prescripción ya interrumpida por la demanda sufre una 
interrupción nueva cada vez que el demandado procede irjp 
acto nuevo. Estos acto, no son, en verdad, demandas . propia- 
mente dichas; pero como ellos se ligan a la que ha sido dedu* 
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cída, y la implican, la renuevan implícitamente tle modo que 
se les puede considerar como reiteraciones de la demanda ori- 
ginaría, cuya fuerza interruptiva se encuentra en ese caso, 
renovada por cada acto" (Moubu>x, citado cu La Ley, t. 10, 
piítf. 1109, voto del Dr. Capdet, y en Jur, Argentina, t. f II. 
pág. 264, voto del Dr. Casares). 

Si dejara do expresar c-a voluntad durante no lapso de 
tiempo que implicara ío dríereñm de ta ¡nstaneia, habría oesn 
do el efecto intcrnmtivo y s-i ludiría nperado la prescripción. 

El art. 3987 del Cód. Civil, que no hace distingo entre 
demonda ante juez competente u incompetente, está demostran- 
do que durante la substanciación de la causa continúa inte 
rrumpida 'a prescripción, vale deeir, que cada acto del proce- 
dimiento la renueva (PLahiÓL y Iíipert, en su Tratado, t. VII, 
pá(f. 705, n» 136!)), y que sólo en los tres casos taxativamente 
contemplado» en el articulo se tiene por no sucedida la inte 
rmpeiñn. Volviendo a la interpretación hecha en el voto antes 
citado {La Ijry, t. 10, pág. 1109), sj hubiese existido perenciór,, 
la prescripción habría que contarla desde el 4 de marzo de 
1941, fecha de la ocurrencia del accidente. Tero como no ha 
sido declarada la deserción de la instancia en la causa iniciada 
ante el juez Dr. Poccard, sino que ésta terminó, por la decla- 
ración de incompetencia, la prescripción interrumpida con 
aquella demanda comienza nuevamente a correr desde la fecha 
del último escrito o acto judicial, es decir, desde el 24 de fe 
brero de 19*4 ffs. í>2. punto 3), fecha desde la cual no trans- 
currió el término señalado en el art. 4037 hasta la de inter- 
posición de esta demanda: 17 de marzo de 1944 (conf. cargo 
de fs. 13). 

La Cám. Comercial de la Cap. Federal, confirmó un fallo 
del juez, Dr. Matienzo en el que se dice: "El art. 3986 del 
Cód. Civil dispone que la prescripción se interrumpe por de- 
manda, aunque sea opuesta ante juez incompetente. Si esto es 
asi, la indieada demanda interrumpió la prescripción durante 
el tiempo de su tramitación. Y como tlesde la fecha en que los 
«utos se archivaron basta el día de la iniciación de la actual 
demanda no ha corrido el término de un año. . . la prescrip- 
ción no se ha enmplido" (J\tr\sp, Argentina, t. 15. pág. 1016). 
En fallo registrado en La 1¿cy, t. 15, pág. 992, la Cámara 
Federal de circuito declaró que la prescripción corre aún des- 
pués de interpuesta la demanda y el término se cuenta desde 
la última diligencia judicial La Cám. Federal de la Capital 
de la República ha entendido que si bien la demanda inter- 
puesta ante iuez incompetente interrumpió la prescripción y 
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tal interrupción continuó durante la instancia, la prescripción 
se operó por haber transcurrido el término fijado por la ley 
desde la declaración de incompetencia (La Ley, t, 24, pág. 

853 1 

Si alminu duda surgiere, la interpretación de los pre- 
ceptos lépales en materia de pwripción no debe ir rafe. ¡|H* 
de la lógica intención expresa de liberar. F. Mouklon ( Code 
Napoleón", t. 3, pSg, 898, n* iS«J7) dice : "Les (¿ueations de com- 
pétenee sont fnrt dólícate*; les hommes les plus expenmentés 
sV trompent quelqucfois: la loi a pensé qu i ne falla* pas 
rendre le demandeur victime d'une erteur qu'il aermt si dif- 
fieile d'eviter". Así picnsau, también, FfcAiílOL y Bim, en 
su t. P«ÍT- 618, n' 730. 

Por tanto, la prescripción no se ha operado, y ast se ae- 



ITI. Resuelta como queda la prescripción alegada, antea 
de entrar de lleno a considerar las pretensiones del actor, de 
conformidad con la prueba por él rendida y el reconocimiento 
de la demandada, hecho en el alegato, corresponde dar por 
demostrado lo siguiente: 

1» Que Octavio Fernando Aubone y Enrique Levin eran 
empleados del Instituto del Observatorio Astronómico de I» 
Universidad Nacional de La Plata, el día 4 de marzo de 1941 
(Conf. fs. 19 y 54) ; 

2» Que Aubone percibía como sueldo mensual la canti- 
dad de $ 200 m/n. v un viático en campaña, de $ 8 m/n. por 
día (Conf. informes de fs. 19 y 54. y declaraciones de José 
Villani de fs. M, v del Secretario Habilitado del Observatorio, 
Carlos Albarracíñ Sarmiento, de fs. 85 vta. respondiendo 
ambos n la tercera pregunta del interr- ¿átono de fs. W4; y ae 
Antonio lí. narheris y José Tglesias, de fs. 98 y «¿"Ja- 
vamente, contestando la tercera pregunta de! interrogatorio 
de fs. 97) ; , , . , 

Que Octavio Fernando Aubone era hijo legitimo de 
Millón Aubone y María Teresa Tgarztbal (Conf, testimonios 
de fs 8 v T0>. v falleció por "traumatismo cráneo encefálico, 
mmt¿ Sífc", ej día 4 de marzo de 1941 (Conf. certi- 
ficado de Fk.11); tU „-— ««. 

4* Que Áubotta y el ingeniero Levm constituían una 
comisión encargada itó "efectuar observae.oncs graviraétncas 
ZíLs entre Puerto Madryn y La Plata"; que la mggf 
viajaba por Sahía Planea, y partió el 4 de marzo - de 
ntilizamlo M camión automóv t.no.furpon, chapa IW« 
propiedad del observatorio (Conf. informes de fs. 19 y », 
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copia de la resolución dictada por el P. E , de f s. 9 y 21, y 
declaración del ingeniero Enrique Levin, de ta. 86, respon- 
diendo a las preguntas í* y 2 o del interrogatorio de fs. 87) ; 

5* Que en el momento del accidente, el vehículo que lo 
sufrió iba conducido por el ingeniero Levin, (Conf. decreto 
del P. E., de fs. 9 y 21, informe del Director del Observatorio 
de fa. 19; informes de la Universidad Nacional de La Plata 
de fs. 54; declaración del ingeniero Levin, respondiendo a fs. 
86 y 88, a las precintas 4* y 9», del interrogatorio de fs, 87, 
y declaración del mismo testimoniada a fs. 62 vta.) ; 

6* Que el accidente ocurrió en el tramo de la ruta nacio- 
nal tí* 3 comprendido entre Tres Arroyos y Cascallarea a la 
altura de tos km*. 512 y 513, luego de transponer el paso a 
nivel de las vías del P. O. S. «obre dicho camino (Conf. ínfor- 
mes de fs 19 y 54, inspección ocular testimoniada a fa. 61, 
declaración de Levin testimoniada a f*. 62 vta., y la prestada 
a fs. 86 respondiendo a la 5" pregunta) ¡ y que en dicha ruta, 
no inaugurada oficialmente a la fecha del accidente se efec- 



tuaba el tránsito con carácter precario (Conf. informe de 



7* Que. asimismo, según resulta del testimonio corriente 
de fs. 61 a 73, en la causa seguida contra el ingeniero Levin, 
qne tramitó ante la justicia del crimen de esta ciudad, en pri- 
mera instancia se dictó sentencia condenándolo como autor 
responsable del delito de homicidio por imprudencia en la 
persona de Octavio Fernando Aubone, a sufrir pena de prisión 
por el termino de un año. inhabilitación especial y costas, 
dejAndose en suspenso la pena corporal: y, en segunda ins- 
tancia, se declaró presar i pta la acción por haber transcurrido 
et tírmino señalado en el art. 62, ine. 2'. del Cód. Penal ; 

8» Que Octavio Fernando Aubone falleció como conse- 
cuencia de las heridas sufridas en el vuelco del vehículo con- 
ducido por el ingeniero Levin, el 4 de marzo de 1941, en el sitio 
señalado en el punto sexto (Conf. fs. 9 y 21, informes de fs. 
19 y 54, testimonio de fs. 61 a 73, y dcelaraoiones de: José 
Villani, fs 85 y Carlos Albarracín Sarmiento, fs. 85 vta., 
ambos respondiendo a la 2* pregunta del Interrogatorio de fs. 
84; Enrique Levin. fs. 86, a la pregunta 4« de fs. 87; y de 
Antonio II. liarberis, fs. 9H y José ItT'csias, fs. 99, respondien- 
do ambos a la 2* pregunta de fs. 97). 

IV*. Culpabilidad de Lwin en d accidente, Sostenida 
por el actor con la prueba que más adelante se analizará, es 
rechazada por el Sr. representante del Gobierno Nacional, 



fa. 91); 
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no m valedera para acreditar la culpa o imprudencia que al 
ingeniero Levin tupo en el accidente, que bien pudo obedecer 
a un caso fortuito ': funda, sin duda, esta defensa en "que la 
justicia del enmen dejó sin efecto todo lo actuado con motivo 
fiel accidente, por haberse operado la prescripción de la acción 
penal y nefrado todo pronunciamiento sobre la actuación del 
procesado en el Jecho que diera motivo a la caima.. , » (Conf 
su alegato: fs_ 112). \mmm 

La circunstancia de no existir en el .iuicio criminal o» 
pronunciamiento condenatorio, no impide la consideración de 
la culpa imputada por el actor en el juicio civil. Es necesario 
distinguir la culpa civil de la culpa criminal. "La culpa civil 
ea distinta en grado y naturaleza de la culpa penal cono lo 
prueba respecto a esta última, la responsabilidad refleja que 
el derecho penal no reconoce por bu responsabilidad íntima, 
mente personal. Puede la culpa no ser suficientemente clara 
o grave para responsabilizar al agente ante la pena penal y 
puede, sin embargo, configurar una falta, un acto ilícito 
un cuasi delito del derecho civil que lo haga incurrir en res- 
ponsabilidad pecuniaria {Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, en Fallos, t. 192, pág. 207, y La Ley, t. 26, pág. 345), 
En un caso llevado a deciaión de la Corte Suprema de la 
Nación (Conf. Ao Uy, t. 25, pág. 581), eate tribunal expresó 
que correspondía examinar la responsabilidad del conductor 
del automóvil, "a lo cual no obsta el sobreseimiento provisional 
recaído en el sumario criminal (art. 1103, Cod. Civil)" y 
que las constancias de este último permiten establecer la 
culpa civil de ambos conductores, sia que ello importe decisión 
alguna acerca de la responsabilidad penal de los mismos" (Fa- 
llos t. 182, pág. 210). Y en otro caso idéntico al presente 
(Fallos, t. 184. pág. 652), en cuanto hubo condena en primera 
instancia y declaración de prescripción de la acción en segunda, 
la Corte Suprema luego de estudiar la prueba rendida, declaró: 
Demostrada la culpa civil del conductor del automóvil que 
ocasiono el accidente; que aquél era entonces empleado de la 
provincia y que el hecho se produjo en el desempeño de sus 
tareas, procede responsabilizar a la provincia por los daños 
y perjuicio* ocasionados (Palios, t: 182, pOg. 210; t. 183, pág. 
¿47J . Ijo que permitirá tomar en consideración las cona- 

pmebl (fc 61a a ^) CrÍmÍnftl t€8timoniadas y «fiadas «>m° 
Estamos, pues, en presencia de lo que en doctrina se cono- 
ce con la denominación de culpa aquiliana o extracontractual 
que consiste en "la violación del derecho ajeno cometida por 
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negligencia riel agente fuera de toda relación convencional y 
que trac como consecuencia para el mismo la obligación de 
resarcir e 1 perjuicio ocasionado" (Leonardo A. CotoMBO, Cul- 
pa AquMftittt, pág Í19, ti* l). En el sub judiee, se trnta de la 
responsabilidad indirecta del Estado por el hecho de uno de 
sus agentes. 

Pf. r«H definición y conforme ron su autor, para declarar 
la Culpabilidad del ingeniero Levin. deben concurrir los si- 
guientes rennisitns: a) hecho del afrente; b) violación del 
dereeho nícuo; p) perjuicio efectivo (dañol ; chl nexo causal 
entre el acto y la consecuencia; d) imputahilidad fob. cit.. 
pég. 105 n* 44). 

a) Jlwhn ñel agente. Se ha dado por demostrada ya f la 
intervención del ingeniero Enrique Levin en el accidente: ó! 
gniabn el automóvil en el momento de ocurrir (considerando 
Til. ponto Ahora bien, para que ía responsabilidad recaiga 
aobTe Levin debe probarse míe el hecho ocurrió ñor sti culpa 
o negligencia, conforme lo dispone el art. 1109 del Cód. Civil, 

Ella c*t \ demostrada con las siguientes constancias traídas 
a los notos como prueba del actor : 

1* La inspección ocular testimoniada a fs. 61 de la cual 
resulta one la carretera, en el lugar del accidente, "tiene una 
curva bastante pronunciada en forma de "S" y otie el paso a 
nivel del Ferrocarril Sud sobre el que nos encontramos cruza 
en forma recta a la misma..."; ello esta ratificado por la 
declaración prestada en el sumnno crimina 1 ( testimoniada de 
fs. 62 vtn. a 64 vta.) y por la corriente a fs, fifi, en la que, 
contestando n la 7 o pregunta del interrogatorio de fs. 87, ex- 
presa, además, " . . .que al aproximarse a las vías del ferroca- 
rril y para poder trasponerlo por el paso o nivel efectúa un 
zig-za<r pronunciado, de tal manera f|iie obligaba una brusca 
maniobra.,, y es entonces que al enfrentarse con el paso a 
nivel pnr ser éste transitorio y mucho míis estreehn que el 
ancho del camino dchp efectuar nn brusco giro para poder 
cruzar el na'-o a nivel por la parte habilitada. . . '* 

2» El informe de la Dirección Nacional de Vialidad 
(Conf. fs, OH. ,1c i'nyos dos últimos párrafos resulta one "En 
la zona referida existe un cruce n nivel cmi las vías del Ferro- 
carril ¡Sud, y cu !a fecha citada. — se refiere al 4 de marzo de 
1941— no obstante no estar inaugurada y librada al tránsito 
la ruta, tenia cu e<e punto — el del accidente — señales indi- 
c$dprna de pclign>. «'imsistonles en un letrero de 1.00 x 1.15 tu».. 
de fondo nepro letras en color rojo con la leyenda "Peligro - 
Paso a nivel" El camino antes y después del paso a nivel 
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describía pu esa Fecha curvas pronunciadas en forma de zig- 
zag". La existencia del aviso indicador está acreditada, asi- 
mismo, con las constancias de la mencionada inspección ocular. 

3* lia declaración del ingeniero Levin prestada ante el 
sumariante, en la qnc expresó que "...no viendo venir nín- 
cún tren no aminoré la marcha del automóvil que jruiaba a 
una velocidad aproximada de cuarenta y cincuenta kilómetros" 
y que " . . .se encontró con otra curva más pronunciada que 1» 
primera, siendo entonces cuando sin poderse explicar cómo 
ocurrió prodújose el vuelco del automóvil. . . ". Surge de esta* 
manifestaciones, evidentemente, la imprudencia negligente de 
Levin. entrando a un paso a nivel que cruza un camino en 
curva pronuncia ría. a una velocidad no aconsejable, velocidad 
que quizá ha podido ser mayor a juzgar por las consecuencias 
ocasionadas: a) despedida de su acompañante Aubone del 
interior del vehículo, causándole lesiones de tal gravedad que 
producen su fallecimiento (conf. su propia declaración fs. 86, 
respuesta a la 6* pregnnta) ; b) rastros de la frenada del 
vehículo, rotura de un palo del alambrado que circunda el te- 
rreno de la empresa ferroviaria y vuelco del vehículo quedando 
con tas ruedas hacia arriba (conf. inspección ocular) ; c) 
abolladuras de la carrocería y tercedura de las puertas, daños 
que representan una suma elevada: dos mil pesos moneda na- 
cional (Conf. peritación testimoniada a fs. 66). 

4* El estado del vehículo "...que tiene todo su meca- 
nismo en perfectas condicione», como asi frenos, lo» qnc son 
mecánicos, luz. bocina y las cuatro gomas intactas" (Conf. 
peritación citada), y 

5* La falta de explicación satisfactoria acerca de otra 
causa que pudiera haber ocasionado el accidente. 

De todo lo cual surge la negligencia culpable del ingenie- 
ro Enrique Tjevin, quien de haber estado atento al hecho que 
ejecutaba hubiera visto el letrero suficientemente prande y 
convenientemente colocado barruntando el peligro, ya que a 
la hora del dín en que ocurrió el accidente — más o menos las 
IR v 3(1 del 4 de marzo— había la luz necesaria para distin- 
guirlo; 

h) Violación dW derecho ajena. El hecho culposo del 
ingeniero Levin. aceptado en el punto anterior, ha atentado 

contra un derecho ajeno, lesionándolo; lo <\w ipieda comprobado 
enn el fallecimiento de Aubone. admitido por él (conf. declara- 
ción de f,». fifi, respuesta n la 4* pregunta: con el eertü'icndo de 
ía, 2 y deime* constancias mencionada* en el punto octavo del 
considerando 111) j 
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c) Perjuicio efectivo. El ha existido, indudablemente, a) 
producirse el fallecimiento de Octavio Fernando Aubone. 

La actora sostiene que el occiso vivía con sus padres y 
subvenía las necesidades comunes representando un singular 
apoyo pura ellos, de edad ya avanzada (conf. fs. 12 vta.). La 
demandada considera insuficiente la prueba testimonial para 
tener por acreditada la ayuda de la víctima a sus padres. 

La ayuda que Aubone prestaba a sus padres está, a juicio 
del infrascripto, suficientemente acreditada con las declara* 
ciones de José Villani (fs. 85). Antonio Ray mundo Barberis 
(fs. 98) y José Iglesias (fs. 99), quienes afirman que aquél 
vivía con sus padres, cuya posición económica era y es precaria, 
subvenía las necesidades del hogar común y tenía dispuesto 
que. durante su ausencia, el observatorio entregara a ellos el 
sueldo; en cuanto al testigo Carlos Albarracín Sarmiento (fs. 
85 vta.) afirma que Anbone vivía con sus padres, "y qne el 
declarante en virtud de las funciones que desempeñaba en el 
Instituto del Observatorio — Secretario Habilitado — disponía 
mensualmente, por pedido de Aubone, que los sueldos fueran 
girados al padre, ignorando si atendía o no a ¡a familia**. 

Se ha dado por probado ya que Aubone percibía $ 200 % 
por mes y un viático diario, en campaña, de $ 8 % (conf. pun- 
to 2», del considerando III) ; lo que quiere decir que con la 
primera de dichas sumas atendía las necesidades del hogar. 

eh) Sexo Cttmal. Oe las comprobaciones admitidas en los 
puntos a) y c) resulta clara la relación de causa a efecto entre 
el hecho culposo y el perjuicio o daño causado, cumpliéndose 
así el requisito que lleva ínsito el vocablo "ocasiona" del art. 
1109 de nuestro Cód. Civil. 

d) Tmputabilülad. Para que exista y de nacimiento a la 
responsabilidad, en materia de cuasi delito, debe existir un 
hecho que pueda serle atribuido a una persona considerando 
a ésta como la causa de ese hecho (Aouiar, H., Hecho* y Acto$ 
Jurídicos, t. II, pág. 131, n» 25), y que para que nazca la 
responsabilidad requiere que el sujeto tenga conciencia del 
acto, es decir, que el cuasi delito "sea el resultado de una libre 
determinación de parte del autor" (Leonardo A. Colombo, 
ob. cit., pag. 147, n» 61). 

El hecho está demostrado y el elemento subjetivo, o sea la 
capacidad intelectual del ingeniero Levin no ha sido puesta 
en tela de juicio, lo que permite afirmar que habiendo podido 
prever las consecuencias de su negligencia y evitarlas, no cabe 
la posibilidad del caso fortuito, como se insinúa por la deman- 
dada, sin que se haya aportado prueba en tal sentido. 
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Por olio. Be declara aquí la culpabilidad del ingeniero 
Enrique Levin en et accidente qne determinó la muerte de 
Octavio Fernando Aubone. 

V. Responsabilidad del Estado. La sostienen los actoren, 
en el escrito inicial (fs. 10) y en el alefato {fs. 105), expre- 
sando míe la Nación es responsable de loa daños ocasionados 
por la muerte de su hijo en virtud de un hecho culposo come- 
tido por un empleado a sueldo de la misma, mientras desempa- 
ñaba una función encomendada por el Observatorio Astronó- 
mico ite la Universidad Nacional de La Plata¡ se fonda en lo 
dispuesto ni los arta. 1109, 1113 y concordantes del Cód. Civil 
y en la concluyen te jurisprudencia de 1» Corte Suprema de 
Justicia de la Nación registrada en los fallos que menciona. 
Expresa míe demanda a la Nación por cnanto la Universidad 
carece de capacidad de derecho para estar en juicio y es aqué- 
lla la que debe responder por las consecuencia"» civiles origina- 
das en el acto ilícito del empleado de la Universidad. 

La demandada sostiene su irresponsabilidad porque el he- 
cho eulposo cometido por un empleado « sueldo de la Nación sólo 
puede traducir nnn responsabilidad civil o criminal para quien 
lo lia cometido y porque "Establecido que la causa generadora 
de los daños scríj' ln comisión de un delito por el ingeniero Le- 
vin, quien por su culpa o imprudencia ocasionó la muerte del 
hijo de los demandantes, ln nreión e:* improcedente por rxpresn 
disposición del art. 43 del Cód. Civil", y cita en apoyo de esta 
tesis al prunos fallos de la Corte Suprema (eonf, fs. 34 vta. t 
punto IV); y al alegar, sostiene qne la resuonaabilitlad del 
Estado aceptada por la Corte Suprema de Justicia está limita 
da a un hecho del servicio, por lo qne, admitida por vía de 
hipótesis ln responsabilidad del ingeniero Levin, el hecho por 
él cometido, ajeno totalmente a sns funciones, no trae apanv 
jada responsabilidad alpuna para la Nación (fs. 112 vta. y 
113). 

Así planteada, la cuestión versa sobre dos puntos: 

1* Aplicación del art, 43 del Cód. Civil. Antes que nada, 
debe dejarse aclarado que en el caso sub examen no se trata 
de un delito civil, sino de un hecho ilícito o cuasi delito. 

La jurisprudencia que el Sr. Pro*. Fiscal mención» de- 
fendiendo bu tesis, señala la primitiva orientación de la Corle 
frente al tema de la responsabilidad de las personas jurídica* 
y era comprensiva de los casos en que rus empleados cometían 
delitos o cuasi delitos, sin hacer distingo*, aplicando ciegamen- 
te y a la letra el art, 43, del Cód. Civil 
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Pero en una etapa posterior, el supremo tribuna! varió 
au jurisprudencia, manteniéndola aún, expresando..." la 
Corte Suprema ha establecido el derecho do los particulares 
lesionados a reclamo r indemnización del Estado por cuanto la 
intervención como la responsabilidad de la Nación en el neto 
que origina el pleito no lo son en su carácter de poder público 
y porque tampoco tratase de un delito nara ^ue pea anüeable 
el art. 43 del CÓd. Civil" (Fallos: t. 177, pág. 314). Y en un 
eaao más reciente, dijo que "En todos los casos en que la 
Corte bu admitido la responsabilidad indirecta del Estado por 
los actos de sus representantes o agentes, con motivo del dea- 
empeño de su cargo lo ha hecho por aplicación e interpretación 
del Cód. Civil y. . . une la base única y necesaria de la respon- 
aabilídnd civil es la culpabilidad del afronte" (/.o ¿cjy. t. 31. 
pág. 823), 

2* flecho del servicin. El representante de la demandada 
díó por probado "que la . omisión graviniétrica integrada por 
ius empleados del Observatorio Astronómico de La Plata, in- 
geniero Levín y 8r. Aubone, viajaba hacia Puerto Madryn, 
en el momento que voleó el automóvil conducido por el primero 
de los nombrados" (conf, punto b). del primer párrafo de 
su alegato: fs. 112); asimisTno, se ha dado por probado que 
dicha comisión había partido el 4 de marzo de 1941 a efectuar 
observaciones entre La Platr. y Puerto Madryn, en un vehícu- 
lo de propiedad del Observatorio (considerando Til. punto 
4*), y el propio Director de dicho Instituto informa que "la 
muerte de este empleado —se refiere a Aubone— que tuvo 
lugar en un acto de servicio. , . " (fs. 19), y como ambos, Levin 
y Aubone eran ios encargados d * cumplirla es evidente que el 
hecho culposo del ingeniero Levin fué cometido en el desempe- 
ño de las tareas de este empleado. 

La demandada expresa que, admitiendo por vía de hipó- 
tesis la responsabilidad del ingeniero Levín el hecho cometido 
por él es jijeno total mrnte a sus funciones, No se expresa por 
nué ni se ofreec prueba demostrativa de estn afirmación. 

Si se pensara que conducir el automóvil no era parte de 
las funciones específicas del ingeniero Levin. no podrá negar- 
se que tal acto se realizaba dentro del ejercicio de etlaa, pues 
no podrá pretenderse que su cumplimiento podía efectuarse 
por otros medios, mediando tan enorme distancia entre los 
lugares ipte debían practicarse las referidas observaciones. 

Justificado como está en <>! momento «i' 1 accidente <d 
ingeniero Levin se hallaba al servicio de la Nación cumplien- 
do funciones por clin encomendadas, y que él conduela el 
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automóvil accidentado, la negativa de que estuviera en funcio- 
nes ha debirlo ser probada por el Estado (Jurisp. Argentina, 
t. 1H, ptíí?. 10fi:n. IIji flíi'tm ta Corto en fallo revNtra'ío en el 
t. 182. pág. 210 de su colección: "Quiere todo ello decir qne el 
requisito en cuestión — que el hecho suceda en el desempeño 
de las tareas del empleado— puede considerarse justificado, 
cuando como en autos, el actor prueba que el accidente ocurrió 
a raí 7. del empleo de elementos propios de la función del subor- 
dinado y en condiciones tales que su uso no aparezca de por sí 
como abusivo. Si se pretendiera que n**se a tales circunstan- 
cias el hecho no se vincula con el ejercicio del empleo del 
dependiente. la prueba acabada de ello incumbe a la deman- 
dada". Como queda dicho, la comisión integrada por Levin y 
Aubone viajaba en un vehículo proporcionado por el Obser- 
vatorio que va había sido utilizado en dos campañas anteriores 
(conf, fs. 19). 

Por todo lo cual se declara la responsabilidad de la Na- 
ción por el hecho de su empleado Enrique Levin ■ 

VI. Daños y montos de la iítdemnisaci¿n. Con respecto 
al daño material, ha quedado acreditada en el capítulo C del 
considerando IV. 

La actora pidió, al demandar, la i ndcmn ¡ración del daño 
moral, reiterando su solicitud al alegar; estimó el conjunto de 
la indemnización en treinta mil pesos moneda nacional, con 
sus intereses y las costas. 

La demandada sólo ha considerado exhorbítante la canti- 
dad pretendida en concepto de dañns y perjuicios. 

La segunda parte del art. 1109 del Cód. Civil establece 
que la obligación de reparar el perjuicio es re crida por las 
mismas disposiciones relativas a los delitos del derecho civil. 
Es por ello que. aplicando el art. 1078, inserto en el capítulo 
"De los delitos", el daño moral debe, asimismo, indemnizarse 
cuando, como en el caso, hiere las afecciones 'eprítimas, es decir, 
la de tos padres de Anbone. 

Interpretándolo así, la Corte ha tenido oportunidad^ de 
deeir: "La circunstancia de que esta norma legal — se refiere 
al art. 1078 del Cód. Civil— se halle colocada en el capítulo 
de ios delitos de! derecho civil, no excluye bu aplicación a loa 
cnasi-delitos,. ." (Fallos: t. 163. p:i«r. 211). 

En el caso ya mencionad* — Fallos : 184-652 — de condena 
en primera instancia v prescripción de acción en segunda, la 
Corte Suprema mandó indemnizar el daño moral por razones 
análotras a las expresadas en el párrafo anterior. 

En etiantO al nmito d fl 1n indemnización, comprendidos 
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el dario material y el mordí, debe tenerse presente el perjuicio 
causado a raíz del fallecimiento de Octavio Fernando Aubone 

Íla intensidad de loa sentimientos legítimos de sus señorea pa- 
rea afectados por la muerte del hijo, como así también, la 
edad avanzada do los damnificados — 70 años el padre y 64 
la madre — (conf. h.8y 10). 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en 
los arts. UOfí. 1113. 1078 y concordantes del Cód. Civil, fallo: 
haciendo lugar a la demanda y condenando a la Nación a 
pagar a Milton Auboae y María Teresa Igarzábal de Aubone 
la cantidad de veinte mil pesos moneda nacional por lira con- 
ceptos ya expresados, con intereses desde la notificación de la 
demanda y emitas — Ptdro Scmpt. 



SENTKHrU !>K 1.A CAMARA FEDERAL 

Bahía Blanca, julio 25 de lí»46. 

Visto» y considerando 

Que, de acuerdo con lo informado a fs. 92, la prescripción 
fuó interrumpida por demanda ante juez incompetente el 3 
de marzo de 1942, declarándose dicha incompetencia el 27 de 
setiembre de 1913, resolución que quedó firme el 24 de febrero 
do 1944, por cuya razón no ha transen rido el término del 
art. 4037 del Cód. Civil, ya que el hecho generador ocurrió 
eJ 4 de marxo de 1941 y la nueva demanda ha sido interpuesta 
el 17 d" marzo de 1944 El tribuna! encuentra que debe con- 
firmarse Itj resuelto acerca de este punto por el o quo en mórito 
do mis fundamentos, pero deja constancia de que no hace al 
caso la cita del fallo d« esta Cámara publicado en el t, 15, 
pág. 902 d« la revista f j>i f.ny. ni el mismo contiene la doctrina 
que se desprende de la fita, en la cual resulta omitido decir 
qua pe trataba de un cas*) di' renacimiento de la prescripción 
pin- pereneiAji ñf la instancia —art. 3987, Cód. Civil—, caso 
«o que la prcHeripcioji corre aún después de interpuesta la 
demanda pcriinida, es decir que se produce un efecto precian- 
mente contrario del de la demanda int'Tpuesta ante juez in- 
competente, caso actual. 

Que en cuanto a la responsabilidad indirecta del Estado 
por los actos de las personas cuyos servicios utiliza y cuando 
no se trata de ejercicio de poderes o sea, de actuación de pura 
potestad, ha sido reiteradamente consagrada por la Corte 
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Suprema Nacional y muy especialmente en el caso de loa acci- 
dentes producidos por conductores de automóviles, en el cual 
concurre la responsabilidad generada por la cosa usada en el 
servicio (Fallos: t. 177-314; 182-210; 183-247; 184-652; 191- 
2fi!) ; td. 280; fd> 341; 193-221; 196-101 y 202-235 —ver tam- 
bién cuando el instrumento vulnerante fué vehículo toron** 
rio: 111-335; 112-77... o un guinche de descarga: 113-104). 

Que al pleito no es aplicable el art. 43 del Cód. Civil, que 
contempla la incapacidad delictiva de los entes jurídicos abs- 
tractos como pretende la contestación a la demanda, porque 
sus supuestos (los del referido artícu'o) se refieren claramen- 
te a responsabilidad directa y no indirecta y especialmente a 
delitos, es decir, a loa actos ilícitos ejecutados a sabiendas y 
con intención de dañar la persona o los derechos de o! ro —art. 
1072 id.— , a los netos de libre determinaciór —art. 1076 — . 

Que esta definición del delito rtgún el sentido que tiene 
en el art. 43 y en sus concordantes, excluye el delito por im- 
prudencia o negligencia, el delito culposo, por mfa qne ésto 
figure actualmente y no en la época de promulgación de la le- 
gislación civil de referencia sancionado dentro del Cod. Penal 
y en la parte especial del mismo, creándose así los deutos es- 
pecíficos por imprudencia o negligencia. 

Que están reunidas contra la Nación todas las circuns- 
tancias que determinan la responsabilidad indirecta puesto 
que el vehículo que sufrió el accidente en el cual falleció el 
hijo de loa actores, Octovio Fernando Aubone, era de propie- 
dad del Estado, adscripto a) servicio del Observatorio Astro- 
nómico de La Plata, iba manejado por el ingeniero Enrique 
Levin como jefe de una comisión gravimétnca de 1» Que ! for- 
maba parte la víctima, siendo ambos del personal de dicho 
observatorio y dicha eomisión viajaba a Puerto Madryn en 
desempeño de un mandato del servicio en el momeiito en que 
el accidente ocurrió, ocasionando la muerte de Aubone. Se 
cumplen de consiguiente la» condiciones del art. 1113 del Cód. 
Civil. 

P?bc entonces investigarse si medió negligencia o impru- 
dencia en el agente directo o ejecutor del. hecho determinante 
del pleito. En el juicio criminal no medió pronunciamiento, 
por haberse producido la prescripción de la acción antea de 
pronunciarse sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, 
como consta por el testimonio de f«. 61, en la pieza transcripta 
a fs. 72 vta. 

La contestación a la demanda no negó terminantemente I* 
existencia del hecho culposo, aunque opuso una negativa ge- 
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neral a las afirmaciones de la parte oetorn, poro debe tenerse 
en cuenta que 110 podría con justicia aplicarse la sanción pro- 
cesal de invocar la confesión ficta, porque la actitud de la 
parte demandada piró alrededor de un punto distinto, ea decir, 
no aceptando el derecho u indemnización por responsabilidad 
indirecta. 

Examinada ta cuestión, de la declaración testimonial del 
ingeniero Levin, corriente a fs. 86, no resulta muy claro que 
el accidente se produjera por su negligencia o imprudencia y 
es muy natural que este testigo tienda a presentar el hecho 
como un caso fortuito. En realidad su culpa es muy leve, pues- 
to que viajaba por camino que no conocía y que en el momento 
del accidente se encontraba librado provisionalmente al servi- 
cio público, por pertenecer a un sector que se estaba pavimen- 
do. Comn consecuencia de ta situación, los vehículos debían 
abandonar de pronto el pavimento y practicar un desvío en 
camino de tierra que conducía al antiguo paso a nivel, for- 
mando de uno y otro lado de las vías dos codos y contracodos 
cerrados y agravados por una brusca alteración del ancho de 
la vía, que del ordinario de la carretera pasaba allí a senda 
o huella carroaable angosta. No es necesario ahondar macho 
las manifestaciones de Levin pora comprobar, por lógica de- 
ducción, que no estuvo preparado para la emergencia y que 
traía el vehículo a mayor velocidad que lo q je estas condiciones 
permitían, voleando por fuenta de la inercia impulsora al 
abandonar el camino y tomar por el desvio siguiendo el ángulo 
o curva cerrada que allí se formaba. 

Del informe de la Dirección Oeneral de Vialidad corrien- 
te a fa. 91, resulta, que existía en el lugar un cartel indicando 
peligro y paso a nivel, pero evidentemente se alude al que se 
había preparado para cuando la carretera estuviera habilitada 
f con el paso a nivel, tomado por la pavimentación definitiva 
siguiendo una curva de buen desarrollo. Con todo, si bien el 
ingeniero Levin ignoraba la situación en el lugar, debió tomar 
en cuenta la advertencia como en lugares de tránsito normal 
y estar preparado para un cruce que siempre exige precaución, 
aparte de la obligación general de todo conductor de llevar su 
coche en pleno dominio y vigilancia, como lo requiere la mar- 
cha a velocidad. Esta debió ser aminorada en el trecho de 
ciento cuarenta metros que, según la inspección ocular «ali- 
sada en el sumario policial, mediaba desde el letrero de adver- 
tencia llanta el apañamiento del desvío y por razón de la velo- 
cidad, sin itihla, 110 pudo tomar medidas adecuadas al advertir 
que el alumbrado del lerrocurril cruzaba aún la carretera y 
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obligaba a los vehículos n buscar el puso u nivel antiguo por 
el desvío. La frenada brusca produjo un arrastre de cuatro 
metros y el vuelco final al chocar con 1111 poste. Según la im- 
presión ilel instructor policinl, la atención del conductor pudo 
distraerse por haber desviado la vista para asegurarse de la 
no aproximación de trenes y así no advertir a tiempo los obs- 
táculos que impedían seguir por la carretera, pero se ye que 
lo hacía .sin disminuir velocidad y en csu consiste la impru- 
dencia, que resulta confesada en la declaración indagatoria 
de Levin, tanto que en primera instancia su proceso había 
llegado a condena en suspenso. 

A todos estos antecedentes resultantes del sumario crimi- 
nal, esta Cámara les acuerdo el valor probatorio que ya ha 
examinado en otras ocasiones y especialmente en el juicio por 
indemnización de daños y perjuicios seguido por Hmmw, 
Valentini y Cía,, contra Ferrocarril del Sud (sentencia de 
julio 7 de 1932, Registro de resoluciones, tomo 3, folio 5, pu- 
blicada en Juriap. Argentina, t. 38, pág. 985) y en el cato 
presente resulta aún mayor dicha fuerza probatoria, puesto 
que ni inedia contraprueba, ni ha sido discutido (salvo en el 
alegato de fs. 112) y está corroborando implícitamente lo re- 
señado por la trabazón de la litis. La principal defensa aducida 
por la Nación consiste también, en ta atribución de responsa 
bilidad no sólo civi!, sino penal al ingeniero Levin, de modo 
que. con la salvedad aludida, parte y jueces convienen en que 
ha mediado imprudencia que ha ocasionado la muerte de una 
persona, aunque trasunte un concepto tan favorable par» 
Levin que nunca podría haber eonducido en jurisdicción penal 
a otra solución que la condenación condicional y aunque bu 
condiciones de la carretera atenúen grandemente el peso de ra 
inadvertencia, sin llegar empero a la admisibilidad del caso 
fortuito, puesto que el accidente ocurrió en condiciones de pre 
visibilidad y fu* evitable con mayor euidado y atención. Ante 
esta jurisdicción, de todos modos no interesa que median 
imprudencia criminal y barta que medie imprudencia como 
hecho jurídico, fuente de obligación, (salvo para la cuestión 
de la indemnización por daño moral que se pasa a examinar). 

One. en cuanto a este punto, es de advertir que según el 
art. 1109. sepnnda parte, del Cód. Civil, la obligación emer- 
gente de un cuasidelito se rige por las mismas disposiciones de 
la que resulta de un delito civi!. Para apreciar bien el alcance 
d" este reenvío y no considerar al nropio tiemno ocioso el art. 
1108, que remite a determinadas disposiciones del mismo título 
"De los delitos", dche hacerse notnr que et art. 1108 se ocupa 
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do los caracteres comunes de los delitos y cuasidelitos como 
setos capaces de enpondrar obligaciones y que el 1109 Be refie- 
re a lo que de común pueden teiier las obligaciones engendra- 
das por dichos setoe. 

Ahora bien, como a partir del art, 1077 de! título "De 
los delitos'*, empieza éste a ocupante de la obligación engen- 
drada pnr el delito civil, es. désete allí también que condensan 
Isa disposiciones a las cuales se remite el art. 1109 en su 
segunda fra*e. Esto quiere decir que el tratamiento de una 
obligación nacida de cuasidelito, le corresponden y son apli- 
cables las prescripciones de los arts. 1078 y 1079 del Cód. 
Civil, relativas a las emergentes de delito. Dice el art. 1078: 
"Si el hecho fuese un detito del derecho criminal, la obliga- 
ción que de él nace no sólo corresponde la indemnización de 
daños e intereses, sino también del agravio moral que el delito 
hubiese hecho sufrir a la persona, molestándole en su seguri- 
dad personal, o en el goce de mis bienes, o hiriendo sus afec- 
ciones legítimas", Y por el art. 1079, es indemnizarle en los 
miamos términos, t oda persona que indirectamente sufra las 
consecuencias del delito y no solamente el damnificado directo. 

Todo esto ocurre cuando el delito de derecho civil es a la 
ves delito del derecho criminal. Lo mismo debe ocurrir cuan- 
do el cuasidelito sea delito ríe derecho criminal, concepción 
algo difícil de percibir quizá cuando el OÓd, Penal no conte- 
nía delitos específicos de culpa o imprudencia, pero no en la 
actual legislación donde la posibilidad se presenta netamente. 

Que el caso presente no encuadra en el art. 1103 del Cód. 
Civil, a pesar de la declaración de prescripción en el proceso 
penal, porque esa solución que por naturaleza es de previo y 
especial pronunciamiento, aunque recaiga en estado de sen- 
tencin, no implica establecer con fuerza de cosa juzgada, la 
existencia o inexistencia de delito o de responsabilidad o irres- 
ponaabilidad, sino simplemente extinción de acción penal. 

El dañe moral debe, pues, ser estimado. 

Que en cuanto a tu fijación del monto de los perjuicios, 
si se tiene en cuenta el sueldo que percibía el hijo fallecido, el 
descuento lógico de dicho ingreso para cubrir las propia» nece- 
Fidades del extinto, lo contingente de los aportes futuros de 
un hombre joven que en cualquier momento puede ser jefe de 
familia y contraer las obligaciones consiguientes, o estar some- 
tido a múltiples otras variantes de situación y aún de animo 
propio en el orden de cumplimiento de sus obligaciones, hay 
que concluir que la suma fijada por el a qua ca elevada. 



1>K JÜSTICIA DB I.A NACION 



361 



Por eBtafi consideraciones, refórmase la sentencia en re- 
curso, reduciéndose a catorce rail pesos la indemnisaeióu 
acordada, con intereses y costas, sin costas en esta instancia. — 
Luis González Warcalde. — Ernesto Sourrouüle. — Benjomi* 
de la Vega. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Aubone M ilion y María T. 
Igarzábal de Aubone c la Nación (Ministerio de Justi- 
cia e Instrucción Pública) s. indemnización de daños 
y perjuicios", en los que se han concedido los recurso» 
ordinarios de apelación interpuestos a fs. 147 y fa. 148 
contra la sentencia dictada a fs. 141 por la Cám. Fede- 
ral de Bahía Blanca. 

Considerando: 

Que es de conocimiento de esta Corte la presente 
causa de acuerdo al art 3, ino. 2*, de la ley 4055. 

Se recurre de la sentencia de la Excraa. Cámara 
Federal de Bahía Blanca por el actor en virtud de que 
la indemnización debe ser más justa y por la deman- 
dada, la Nación, por responder a derecho la negativa 
opuesta por el Fisco Nacional a indemnizar a los acto- 
res de los dañoB y perjuicios que reclaman en esta causa. 

Se encuentra probado en el presente expediente 
que Octavio Fernando Aubone era empleado depen- 
diente de la Universidad Nacional de La Plata, que es 
hijo de los demandantes Milton Aubone y María T. 
Igarzábal de Aubone — fs. 4—, que tenía un sueldo de 
* 200 y nn viático de $ 8 diarios y que el día 4 de mar- 
zo de 1Í141 sufrió un accidente que lo causara la muerte, 
mientras acompañaba en razón de las tareas propias 
do su trabajo al ingeniero Enrique Iievin que era de 
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la comisión gravímélrica, también empicado dol jnstU 
tuto del Observatorio Astronómico <fs. 19) y que era 
quien conducía el auto. 

Se disiente en cuanto al derecho y en la forma 
que se lian producido ios hechos. 

La prescripción alegada fué interrumpida por la 
demanda el ;i de marzo d< 1942, no siendo mérito pura 
su procedencia que se haya interpuesto unte juez in- 
competente, conforme al art, :ií)8(¡ del Oód. Civil (Fa- 
llos; t. 84, pág. 118) y habiéndose promovido el 17 de 
marzo de 1044, después de quedar firme el 24 de febre- 
ro la incompentenein, es evidente !n inoperancia de con- 
siderar ta! agravio, por lo que os ajustado a derecho 
el pronunciamiento a este respecto. 

Sobre el fondo del asunto, se b*'la cumplida la 
substanciación de las pruebas que fui» tamentn por vía 
de interpretación el prado de culpabilidad del ingeniero 
Levin para proyectarse sobre su responsabilidad perso- 
nal y sobre la del Estado. 

Que a este respecto las actuaciones evidencian que 
16 cumplían actos de servicio y que se realizaban éstos 
dentro de su normal desarrollo, siendo luego evidente 
la exclusión de la interpretación qne se da al art. 43 del 
Gód. Civil, concordantes arts. 1072, 107ÍÍ. 

Abona esta conclusión la falta de decisión en el 
juicio criminal seguido al ingeniero T,evin, testimonio 
de fu. 61, en In pieza transcripta a fs. 72 vfa M para que 
en las dem/ip nct unciones se concluya que hnho impru- 
dencia corno hecho jurídico generador de derechos. 

Que atento a lo que disponen los arts. 1112 y 1113 
del Cód Civil y concordante* es innegable la preceden- 
cia de In res non «ubi! id nd del Estado, ya que el daño es 
imputable ni empicado, funcionario dependiente que 
lo ha cansado. 

Qne esta Corte luí mantenido tnl erílerin en diver- 
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hos pronunciamientos —Fallos. 182, 5 y 210; 190, 457; 
191, 269; 192, 207; 196, 101 y 221; 203, 30; 204, 428; 

205, 635; 206, 247. 

Que establecida la procedencia, correspondo fijar 
el quantum de la indomnizucióu ét U> daños y perjui- 
cios, que se estiman en lo resaclíio po¡r la sentencia do 
la Excnia. Cámara Federal a fs. 141/45 por las razones 
allí aducidas tpie comportan en la medida de la repa- 
ración una suma equitativa, ya que no puede conside- 
rarse el porvenir de] fallecido con prescindencia de sus 
propias actividades y su ayuda a sus padres, (Fallos: 

206, 268). 

Por todo ello se confirma la sentencia apelada, de- 
biendo pnparse las costas de esta instancia en el orden 
causado. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
varez RonaíouEZ — Rodol- 
fo O. Valenzuela. 



BANCO DE CATA MARCA v. JOSE E. SAMEZ 

RECURSO EXT RAORD1N ARIO: Requisitos propio». Sentencia <fe- 

finiiivu. Cnncfpto tf ,jcn>raM^lf:. 

f'rnecde el recurso extraordinario contra la sentencia que 
declara en forma definitiva la valide?, constitucional de 
un impuesto provincial y ordena llevar adelante la cja- 
eueión por cobro del mismo. 

COXS'nTt'Cro.X NACION AI,: Cfln?titn< imw't ¡orí r inmwttturio- 
natiútfl. ImpurMan y r.ontribucionrs pmtvinriutr». Comtumo y pro- 
dwriún. í'ffídwiami. 

Kl Irilmlo establecido por lo* iirR \> y '-!- di> la ley 718 
ih' la l'rnv. de ( 'iitainarca es un impuesto a la explotación 
do bosques «lia » apliun con prescindennn de luiya 
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o no transferencia y de que se exporte o no de la provin- 
cia lo que con ella se obtiene ; es decir, que se trata de un 
gravamen a ]a producción constitucionalmentc inatacable 
desde el punto de bu objeto. Lo que la ley respectiva dis- 
pone en cuanto a la oportunidad de) pago y las medidas 
que adopta para lograr su percepción antes de que la 
riqueza sobre la >-nn| recae salga dff territorio proviin-ial, 
no autoriza a calificado de impuesto a ta venta ni a la 
exportación ni a considerar to violatorio de las normas 
constitucionales sobre el comercio provincial. 



Skntencia iw la Corte Suprema ñu Catamarca 

Cata marca, 26 de septiembre de 1944. 
Vistos y Considerando ¡ 

Que este Tribunal tiene declarado que la excepción de 
inhabilidad del título en Ion juicios ejecutivos, hóIo puede fun- 
darse en las condiciones externas del documenta y no en sos 
antecedentes o actos que le han dudo origen; razón que ba 
servido de base parn no admitir dicha defensa cuando ae dis- 
cute la cuestión referente a la formación del título, a los pro- 
cedimientos administrativos aunque en ellos se invoque la 
violación de alguna garantía constitucional u otros preceptos 
legales, porque siempre se estaría frente a actos anteriores 
que no pueden ser considerados como condiciones extrínsecas 
(Causa n» 5372); regla general que no impide, por cierto ( y 
debe complementarse considerando la causa (te la obligación 
cuando ella consta o resulta del mismo título, precisamente en 
ejecuciones cntnu la presente que se refiere al cobro de im- 
puestos y mullas en que la ley respectiva "es la causa inme- 
diata de la obligación y debe considerársela en hu parte perti- 
nente como formando parte de] título con que se ejecuta", 
canon en los que la Corte Suprema de la Nación ha aceptado la 
defensa de incnnatitiicionalidad y en los que, como dice el 
Dr. Peraxso Naón (Acuerdo Plenario de las Cámaras Civiles 
de la Cap. Federal, U Ley, ¡10 y 31 de agosto de lí>44), "El 
que sea permitido alegar la nulidad de ta causa de la obliga- 
ción en estos casos no constituye, en realidad, eicepción al 
principio anteri6rmente sentado, desde que dicha causa emer- 
gería del título mismo". Por otra parte, es de advertir la dife- 
rencia de la cuestión planteada, lo que obliga al tribunal • 



DB JUSTICIA DI LA NACIÓN 



complementar su criterio, ajustando el estudio de los antece- 
dente» de hecho y de derecho a cada caso ocurrente. 

Que reducido el caso de autos a sus términos concretos, 
se concluye que la excepción de inhabilidad del título que se 
opone a la acción ejecutiva promovía por el Banco de Cata- 
marca contra José Elias Sames, se funda en la inconstitucional 
lidad del impuesto que se pretende cobrar, por lo que de 
acuerdo ni criterio expuesto, corresponde el juzgamiento de 
la aludida defensa. 

Que conforme a la invariable jurisprudencia de la Corte 
Suprema de la Nación, la coustitucionalidad o ínconstituciona- 
lidad de los leyes de impuesto» locales debe juzgarse del punto 
de vista de su aplicación al caso que origina el juicio f Fallo», 
t. lOfi, pág. 109; 127. 383, 388 y casos allí citados; t. 180, 
pág. 29; t. 134, pág. 259 y 267, etc.). 

Que según resulta de la planilla agregada como titulo de 
ejecución f fs. 6), se cobra al demandado la cantidad de ocho 
mil seiscientos sesenta y siete pesos con cincuenta centavos 
moni la nacional por impuesto y multa de la ley de explotación 
de bosques, n» 718, a la que cí ejecutado impugna como con- 
traria a los arla. 10 y 11 de la Const. Nacional, alegando que el 
impuesto que la misma establece incide sobre el comercio inter- 
provincial. 

Que la referida ley local, cuya constitucionalidad se dis- 
cute, dispone en su art. 2 que "El impuesto a la explotación de 
bosques que determina esta ley, será abonado por el que ha 
efectuado ta explotación y sea dueño del artefacto imponible, 
antes de ser extraído de la Provincia o al tiempo de la transfe- 
rencia al primer oemprador en el lugar donde se hiciera la 
preparación de los artefactos". Se entiende por transferencia 
a los efectos de la presente ley —agrega además el art, 3— 
"el acto de entrega de los mencionados artefactos o el de car- 
darlos para su exportación de la Provincia". 

Que como se desprende de las disposiciones transcriptas 
el propósito rtc la ley no es el de gravar la exportación, sino 
"la fabricación de ciertos artefactos de madera, la transforma- 
ción industrial de la materia". Asi lo ha interpretado la Su» 
pronta Corte de la Nación al considerar disposiciones mis o 
menos idénticas de la ley sobre explotación de bosques de la 
Prov. de Santiago del Estero (Palios, t. 108. pág, 404). La 
elaboración de maderas a que se refiere la ley, dijo en eaa 
oportunidad el alto tribunal, comprende las que se producen 
tanto dentro como fuera de la provincia, y no imponiendo de- 
rechos diferenciales entre unas y otras, no puede decirse que el 
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impuesto sea una restricción al comercio interprovincial. Con- 
Kiderahn que el impuesto nu se aplicaba a 1» madera misma, 
sino al artefacto después de fabricado y que sin imponerle 
ninguna diferencia al origen de la materia prima, nu podía ser 
tenido como viplatorip de los arts. 10, 11 y 67 de la Consti- 
tución Nacional, ".sino al contrario, ajustado al derecho que 
tiene cada provincia de imponer contribuciones a hu propio 
comercio industrias internas o a las materias ya incorporadas 
a au riquc;»n". En el mismo sentido se expidió el tír. Proc, 
Fiscal. I>r «lulin Botet, en el dictamen que precede el fallo 
citado; y en el que se rcgitUra en el t. 83. pag. 204, la Corte re- 
vivió, asimismo, que cuando se gravan productos o mcrcade* 
rías introducidas de fuera de la provincia, pero sin el propó- 
sito o mira de gravarlos por el hecho de la importación, es 
decir, de grnvnr el transporte o el comercio interprovincial, 
sino alguno "de los productos derivados de su elaboración o 
transformación", el impuesto no es contrario a las disposiciones 
constitucionales mencionadas. 

Que el mismo tribunal ha declarado que "se califican de 
derechos a la exportación loa establecidos como requisitos para 
efectuarla o Jos cobrados por razón de ella" (t. 100, 3G4), que 
para que nu impuesto se considere establecido con motivo de 
la extracción de productos, basta que él se exija en el acto 
de la extracción {t. 103, 2Ü7). híu que el nombre del impuesto 
ata suficiente psra considerar constitucional la ley, si la per- 
cepción del mismo se linee con motivo del transporte a otra 
provincia o ni extranjero (t. eit., páí», 89|j., aun cuándo las leyes 
respectivos no Intimo distinciones entre comercio interno o 
exterior o interprovincial (t. 106, pag. 109). 

Que, por consiguiente, y si bien como lo afirma el ejecu- 
tado y se comprueba con las constancias de !V 31 a 49, todos, 
todos los productos fueron exportados, esta sola circunstancia 
no basta fiara declarar la ineonstituciona'idad del impuesto 
que se cobra, ¡toda vez que no se encuentra comprobado que el 
miiuno se haya hecho efectivo al exportarse aquéllos ni con 
motivo u ocasión de su exportación; sin que pueda interpre- 
tarse en este sentido el iid'orme de la l)Ír. íiral. de Rentas 
(Kxpie, administrativo agregado por cuerda, fs. 1 vtu.), cuando 
expresa que el saldo deudor "ha sido sacado en lm-e n los des- 
pacho* de producios forestales hechos", por el señor Samrji, 
desde estación fiavaMe. porque <>nmn claramente se desprende 
del párrafo transcripto y del contexto general de aquel in- 
forme, ó n i ra f nen fe «»• hace referencia a tul circunstancia al 
rilo efecto de establecer el monto de lo adeudad.» por el de- 
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mandado, pero sin que para nada influya o se tenga en cuenta 
el hedió de la exportación o expedición de dichos productos. 

Que aún cu el supuesto que se interpretara la ley local 
como gravando la "transferencia" de los productos — hecho 
que se tiene presente solamente para determinar la oportunidad 
de la percepción del impuesto — tampoco podría discutirse la 
validez de ¿ste, desde que las provincias pueden gravar el acto 
directo de la venta de loa mismos en el momento en que la 
transacción se celebre, mientras la extracción del producto 
no se efectúe a nombre del iin. no mismo « sin i\\ic medie tran- 
sacción alguna (t. 100, pág, 364), circunstancias estas que el 
exccpcionantc no ha alegado y que ha debido comprobar en 
todo caso (rciis excipiendo fit actor), demostrando que los 
productos no fueron m ^ouiadoa o vendidos o que tales actos 
so realizaron fuera del territorio de la provincia y de consi- 
guiente fuera del alcance de su potestad impositiva (t. 127, 
pág. 383). 

(¿ue no media incidente o pretensión alguna en los que el 
emplazado haya prosperado, desde que no puede considerarse 
así, la circunstancia resuelta en el primer considerando, en 
cuanto ella forma parte de la excepción opuesta, por lo que de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 507 del Cód. de Proc, 
y dado su carácter imperativo las costas deben ser a cargo de 
la parte que ha resultado vencida en último grado — en este 
caso" el demandado — , 

Por ello y de conformidad- con lo dictaminado por el Sr. 
Fiscal General, «• confirma la sentencia apelada. — Mauricio 
Herrera. — Carlos J. Zimme.rmann Castelli. — Raúl A. 
Cantoso. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En setiembre de 1943, el Butiro de Cntamarca, in- 
vocando la representación del P. E. de la provincia 
del mismo nombre, inició ejecución contra D. -Tose Elias 
Sanieü auto los tribunales locales, por cobro de $ 8.667.50 
en concepto de impuestos y multan (leyes provinciales 
n* 718, nrts. 7, inc. 2, 4 y 14; n* 913, art. 1). El deman- 
dad" alegó entre oirás defensas, la de ser inconstitn- 
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cional la ley 718, en cuanto establecía un gravamen a 
la extracción de maderas de Catamarca para otras pro- 
vincias. Desestimada en 1' y 2* instancias tal impugna- 
ción, Samez trae ahora un recurso extraordinario con- 
tra el respectivo fallo de la Corte de Justicia de Cata- 
marca (Íb. 89). Lo considero admisible, dado que si bien 
se trata de cobro de impuestos fiscales, la constitueio- 
nalidad del mismo ha sido materia expresa de la sen- 
tencia definitiva y no podría ya volverse sobre ello en 
un futnro juicio ordinario de repetición. Tal es la doc- 
trina de V. E. en 181 : 5 y 191 : 125, entre otros. 

Si bien son dos las leyes de impuestos que - irven 
de base al litigio —718 y 913— puede prescindirae de 
esta última en lo relativo a la cuestión federal plantea- 
da, pues, según resulta de su texto, no hace otra cosa 
que modificar la tasa del impuesto (fs. 128). 

i Crea la ley 718 de Catamarca —agregada en copia 
a fs. 126— uu gravamen al tránsito interprovincial T Se 
trata del impuesto a la explotación de bosques; y el art. 
2, ordena abonarlo "por el que ha efectuado la explo- 
tación y sea dueño del artefacto imponible, antes de 
ser extraído de la provincia o al tiempo de la transfe- 
rencia al primer comprador en el lugar donde se hicie- 
ra la preparación de los artefactos". 

Despréndese de ahí que se trata de un gravamen 
a la producción o al comercio local de maderas, que gra- 
va por igual a todos, ora «e destine el producto al con- 
sumo interno de la provincia o al de otras provincias. 
Como lo Iciiro expresado cu dictúmones anteriores, im- 
puesto a ta exportación es el que incide ¡solamente, sobre 
lo que se exporta, quedando exento de pago cuanto se 
destine al consumo local. No encuentro demostrada tal 
circunstancia por el mero hecho de que la ley tome pre- 
cauciones para evitar eludir el impuesto por vía ferro- 
viaria, las mercancías que se destinan al consumo de 
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otras provincias. Sería injusto crear un privilegio * 
favor de tos exportadores, privando asf a la provincia 
de una legítima fuente de recursos. Las provincias one 
vigilan, estimulan y fomentan la producción de vino o 
azúcar, carbón u otras sustancias para todo el país, no 
pueden ser obligadas a vivir tan sólo de lo que obtengan 
de la pequeña parte en que tales productos se destina» 
al consumo interno. Importaría ello obligarlas a sub- 
vencionar indirectamente a las provincias que recibe» 
el producto listo pura el consumo, y pueden gravarlo 
sin restricciones, en tal concepto. 

Dentro de las dudas a que el caso se presta (171 : 
147; 188: 373; 194: 284) me inclino a pensar que pro- 
cede confirmar la sentencia apelada. — fia. Aires, abril 
23 de 1946. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B». Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vistos: los autos ** Banco de Oatamarea c. Sames 
José Elias s. cobro de pesos", en los que se ha conce- 
dido el recurso extraordinario a la parte demandada, 

Considerando : 

Que cuestionada la constitucionalidad de la ley 718 
de la Prov. do Catumarca, la sentencia de fs. 89 ha sido 
contraria al derecho que el recurrente considera ampa- 
rado por las disposiciones constitucionales invocadas. 
El recurso extraordinario es, en consecuencia, pro- 
cedente. 

Que la ley impugnada establece un impuesto so- 
bre la explotación de bosques en la provincia, de acuer- 
do con la escala anunciada en el art. 1» donde se con- 
templan diversas elaboraciones de la madera explotada. 
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Et art. 2» dispone que ©1 impuesto sea "abonado por el 
que ha efectuado la explotación y es dueño del artefacto 
imponible, antes de ser estraído de la provincia o al 
tiempo de la transferencia al primer comprador en el 
lugar donde se hiciera la preparación de los artefac- 
tos". "Los exportadores no despacharán —agrega el 
art. 5 o — f las cargas de las maderas sujetas a este im- 
puesto antes que el receptor haya constatado el pago 
de él". 

Que este gravamen es, incuestionablemente, nn im- 
puesto a la producción que recae sobre determinada 
riqueza de la provincia, susceptible, en cuanto tal, de 
ser sometida a una contribución por parte de esta úl- 
4ima, la cual ha ejercido, en el caso, su potestad fiscal 
dentro de los límites constitucionales que determinan 
la que es propia de la Nación y !a que le ha sido reser- 
vada a las provincias (arts. 9, 10, 11, 104 y 107). 

Que por ser este impuesto consti tucionalmcnte in- 
objetable del punto de vista de su objeto, lo que en la 
ley respectiva se dispone para lograr su percepción an- 
tes que la riqueza sobre la cual recae salga de la juris- 
dicción de la provincia, no puede considerarse violatorio 
del libre comercio interprovincial, ni mucho menos in- 
terpretarse como un disimulado impuesto a la expor- 
tación. Lo que la ley hace, es mandar que el gravamen 
so pague antes, lo cual es muy distinto, por lo demás, de 
disponer que se pague con motivo o en ocasión de la 
salida, establecer el modo de comprobar las extracciones 
que se efectúen sin el cumplimiento de la obligación 
fiscal, o imponer multas a los infractores. Todo lo cual 
es atribución complementaria de la potestad en cuya 
virtud se croó el impuesto y que, como quedó dicho, 
asiste a la provincia en este caso indiscutiblemente pues- 
to que no se grava con él a quien explota bosques para 
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vta.), sino a toda explotación de esa especie, expórtese 
o no de la provincia lo que con ella se obtiene, como 
resulta claramente de la última parto del art. 2 que 
contempla el caso de que la primera transferencia se 
efectúe "en el lugar donde se hizo la preparación de 
los artefactos' \ 

Que no ha de confundirse el caso del gravamen a 



a su riqueza o a lo que se ha Llamado el torrente de en 
circulación económica, con el que recae sobre las qne 
son elaboradas en ella o son producto de «u suelo. En 
este último caso no cabe hacer cuestión de la incorpora- 
ción aludida ; en cuanto productos de sn- suelo o frutos 
de una elaboración realizada en la provincia estos bts- 
nes forman parte de la riqueza provincial y pueden s» 
objeto de un impuesto haya o no transferencia. Que la 
ley se refiera a esta última como oportunidad para el 
pago del gravamen no quiere decir que éste sea a la 
venta — lo prueba en este caso el hecho de que el monto 
del impuesto es ajeno al precio de venta — ; y por la 
misma razón no quiere decir qne sea a la exportación 
porque la ley disponga que se lo debe pagar antes de 
que los productos salgan de la provincia. Ni en un caso 
se grava a la venta ni on el otro la salida; en uno y otro 
lo gravado es una determinada producción en cuanto 
riqueza provincial. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada 
en cuanto ha sido materia del recurso. 
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COOPERATIVA "VALLE FERTIL" Ltda. v. IMPUES- 
TOS INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinoi. 

La adición de apua a un vino genuino, prohibida por la 
ley 12.372, lo hace susceptible de ser calificado como be- 
bida artificial a loa efectos del impuesto interno previsto 
en el art 48 de la ley 12.148 —106 del T. O.— y la omi- 
aiún de su papo autoriza la aplicación de las penalidades 
del art, 36 de la ley 3764 —27 de! T. O.— para cuya pres- 
cripción se aplica la ley 11.585. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represo. Defraudación y «m- 

No impide ta aplicación de tas sanciones más graves co- 
rrespondientes a la infracción a las leyes y reglamentos 
de impuestos internos la circunstancia de que el mismo 
hecho importe infracción a ta ley de policía de vinos y 
sus reglamentos. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vmoi. 

Habiendo tenido el consignatario intervención en ta ex- 
tracción da parte de las muestras, no existe violación de 
loa arta. 59 y 60 del tít. VII de la Reglamentación General 
de las leyes de impuestos internos. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vino». 

La bodega vendedora, que no ha producido prueba de des- 
cargo, es responsable por la infracción comprobada por 
los amiliais practicados según muestras extraídas en la 
estación de P. O. y en el comercio del consignatario en 
oportunidad de la recepción del vino en infracción. 



Y vistos: 

Este causa n* 1872 año 1941. caratulada: Cooperativa 
Valle Frrtil Ltda. s. recurso de apclai-ión en .inicio Adminis- 
tración de Impuestos Internos de lu Nación, Exp. n* 1585-4. 
1940", de la que resolta: 




General Roca, febrero 22 de 1945. 
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t Que conforme a Tas constancias del expediente de la 
Adm. Gruí, de Impuestos Internos de la Nación, agregado por 
cuerda, en la Estación Tandil, del P. C. Sud, fué tomada una 
muestra de control de vino, que no correspondió a los análisis 
de origen determinados en loa instrumentos fiscales adheridos 
a los envnsvs. dando igual resultado las muestras de fracciona- 
miento extraídas en el comercio del Sr. Jesós Lemo de la misma 
localidad. Que tales muestras en los análisis que de ellos se 
realizaron rtió como resultado la clasificación de "bebida arti- 
ficial", «rt. 13. iiic. a, Ley 12 372, apta para el consumo, con- 
trariamente a lo que indicaban los instrumentos citados que 
daban a ese vino como genuino, 

Que en vista de e'lo la Administración impone a la Coo- 
perativa bt obligación de abonar el impuesto de ¿ 802,25 por 
el vino en fraud* y )n multa del décuplo de $ 8.022,50, 

IT. Que la deudora, no estando conforme con tal sanción 
apela. KOfTÚn escrito de fs. 1 de este expediente y traído que 
fue" ni Tribunal el sumario administrativo, por auto de fs. 6 vta. 
se ponen los ñutos para que las partes expresen agravios. 

III. A fs. 8 lo hace la apelante, aduciendo en su de- 
fensa, nulidad de la toma de mu 'stras, por haberse realizado 
ella con nn Sr. José Oareía. que resultó Jefe de Estación de 
curga del P. C. S. en Tandil, no cumpliéndose con ello los 
requisitos nue exige el art. 60 del D. R. del 14 de enero de 1935. 
Agrepa además que aun asi, la resolución no es ajustada & 
derecho desdi 1 oue exitre imnuesto de lo va abnrn'fo y nue ul 
vino es el mismo no obstante la alteración sufrida según los 
análisis de la Oficina Química. 

IV. A fs 12 el Sr. Agente Pisca! contesta la expresión 
de acravios. snlieitando la confirmación de la medida adminis- 
trativa, desde que las muestras fueron hechas legalmente, la 
dasifieaeión de bebida artificial es ajustada y el impuesto 
exigido dentro de las disposiciones de la materia. 

Considerando ¡ 

I. Que la cuestión sostenida, por la apelante respecto a! 
impuesto, no es materin de apelación por la vía contenciosa que 
autoriza el art. 27 de la ley 3764, y así lo tiene resuelto la uni- 
forme jurisprudencia — C. S., t, 101, pág. 175; t. 129, pág. 344 
y 4n~>— . lo rute e^ann n fn potestad judicial, debiendo núes la 
interesada recurrir a la vía administrativa para procurar su 
exclusión o repetición o deducir las acciones judiciales que 
correspondan. 
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II. Respecto a la multa, conforme a loa fallos de la 
Corte Suprema de Justicia — t. 170, pág. 149 y t 183 
pág. 383— son de carácter penal y se rigen por el procedi- 
miento criminal. 

III. En tal virtud, teniendo en cuenta que la Cooperativa 
apelante, ha impugnado la toma de muestras, es primordial es- 
tablecer si esa operación ac realizó en legal forma. 

Según el fallo de la Corte Suprema registrado al t. 160. 
pég. 13. la Adm. de Impuestos Internos tiene facultade,; pro- 
pias de un Juez de Instrucción. 

Ahora bien, ya sea Juez, funcionario judicial o Policial, 
etc.. debe rodear sus actos y diligencias que practique eñ\su 
misión, de todas las garantías de imparcialidad y de exactitud 
posibles. 

IV. Que así, el art. 407 del Cód. de Proc. en lo Crim. 
establece que "El registro se hará en presencia del interesado 
o de la persona a quien encomendare sus veces y si no fuere 
habido o no quisiere concurrir o no nombrare representante 
se hará en presencia de un familiar mayor de edad. A falta 
de este último, de dos testigos vecinos". Que el art. 60 de la 
Beglam. Gral. de Impuestos Interno», también exige requisitos 
para la toma de muestras, lo que debe entenderse como una 
garantía otorgada a los interesados, y tales requisitos no apa- 
recen cumplidos en el presente caso, ya que esa diligencia se 
realiza ante el Jefe de la Estación de cargas del F. C. Sud, 
sin que conste la citación al remitente o destinatario o la impo- 
sibilidad de obtener la presencia de algunos de éstos. 

V, Que no debe pues prescindir»? de las medidas a acor- 
dar al referido procedimiento la mayor publicidad, y nsí lo 
tiene resuelto la C. S. en el fallo registrado al t. 69. pág. 368. 
en una causa radicada ante este mismo Juzgado Letrado n» 2921 
año 1940, caratulada: Sociedad Cooperativa Vitivinícola In- 
dustrias anexas y Producción Cipolletti Ltda. s. recurso de 
apelación", que confirma a su vez el de la Excma. Cámara de 
Bahía Blanca y el de primera instancia. 

Que las actas de muestra son evidentemente deficientes 
desde este punto de vista y vician todas las actuaciones, pues 
la deficiencia seria del sumario crea una situación de duda 
acerca de la infracción imputada, que debe favorecer a] pre- 
sunto infractor. 

Tal la jurisprudencia de !a C. S. en el fallo registrado 
ai t. 129, pág. 352. 

VI. Que («n virtud de las consideraciones de hecho y de 
derecho precedentes, ea innecesario eiaminar las demás cues- 
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tioues que se han planteado, que no disminuirá la importancia 
de la apuntada deficiencia, al extremo de cambiar el pronun- 
ciamiento del proveyente. 

Por todo ello, fallo: 

I. Revocando la resolución de ía Administración General 
de Impuestos Internos de la Nación obrante a fs. 48 del sumario 
de esa dependencia n» lf>85-4-940 en enanln tip'ien l:i multa de 
diez tantos del impuesto y que se eleva a $ 8,022,50 m/n. Sin 
costas, dada la naturaleza'de la cuestión debatida y por haberse 
creído las dos partes con motivo suficiente para litigar. 

IT. Declarando que en lo relativo a la liquidación de im- 
puestos, la justicia no puede entender mediante el recurso con- 
tencioso. — Sergio Guerra. 



Sentkncia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, mayo 16 de 1946. 

Viitos y considerando: 

Que esta Cámara tiene reiteradamente declarado que la 
falta de correspondencia entre el análisis de oriijen o de libre 
circulación y el control de un vino, no es demostración precisa 
de existencia de acto fraudulento contra la renta fiscal, puesto 
que tamhicn puede significar, según los casos, la presencia de 
un acto de adulteración de la pureza del vino, realizado, no en 
mira de eludir el pairo de \n<* gravámenes, sino en perjuicio del 
público consumidor, u obedecer a alteraciones extrañas a la 
intervención y acción fie los tenedores o independientes de 
actos intencionales de las personas f alteraciones normales o 
anormales). 

Que esta disyuntiva se aclara, en el sentido de excluir la 
hipótesis del fraude fiseal, cuando las oficinas químicas declaran 
que del cotejo de análisis debe deducirse que los productos in- 
tervenidos se clasifican como "bebida artificial'", "aptn pura el 
consumo", dentro de la categoría lega) determinada por el ar- 
tículo 13, ine. a, de la ley 12-372, como ocurrió en el dictamen 
de fojas 40 vta., de las actuaciones administrativas que corren 
por cnerda, puesto que entonces se establece que lo que pasa es 
que al producto originario se le ha agregado sustancias que, 
siendo naturales en los vinos permitios, alteran su composición 
o desequilibran la relación de loa componentes de un vino ge- 
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mimo, vale decir que se aclara que no se trata de sustitución 
del ymo que pagó impuesto por otro que no lo pagó. Como 
el tribunal ha observado por diversos caaos que han pasado por 
so estudio, éste suele ser el dictamen de la Dirección de Oficinas 
Químicas cuando se descubre por el análisis un caso de vinos 
aguados, tal cual hn ocurrido en el presente. Este es un error 
de dicha oficina asesora, puesto que lo que debe decir es que co- 
rresponde la clasificación de "vino genuino aguado" conforme 
al art. IT, me. a. rio la ley 12.372. Las consecuencias de la seña- 
lada manera de dictaminar son 1» que al clasificarse el producto 
como 4 'bebida artificial", puede ser puesto de nuew en libre 
circulación, desde que la hebida artificia] es un producto que, 
puede lícitamente ser fabricado y expendido a condición de que 
no se la pretenda hacer pasar por vino genuino y de que atribuye 
un impuesto mayor que el que £ste paga, porque no goza del 
mismo favor fiscal, es decir, se da patente de preparado co- 
merciable a lo que ha sido objeto de una maniobra prohibida y 
que debe ser castigado con comiso según el art. 31, me. b, de la 
ley que viene citándose —fuera de la multa consiguiente—; 
2*), que a favo;- del equívoco creado, se tiene por no identifi- 
cado e' y mu. del análisis de origen con el mismo vino aguado 
del análisis de control, no obstante ta verdad evidente de que 
se trata del mismo vino. . . pero aguado v cntonees, a la que ya 
ha pagado su impuesto no sólo se cobra la diferencia entre lo 
abonado y lo qne debe pagar como bebida artificial, sino que 
se le hace pagar la totalidad del gravamen de la bebida artifi- 
cial, y se liquida una multa de diez veces este gravamen total, 
que es mucho más pesada que la que la ley ha señalado para la 
practica de aguar el vino y 8») que la multa así percibida es 
desviada del destino que la ley fija a las contravenciones contra 
la pin era del vino y demíis hebidas en circulación lícita y va al 
estahWirfo para Jas contravenciones fiscales que importan 
fraude, es decir 50 % al Pisco y 50 «& a j 09 empleados inter- 
ventores denunciantes. 

Qne todas estas consecuencias entrañaban efectivamente 
la resolución administrativa recaída y, en cambio, producida 
la aclaración que recabó eí Juzgado, resulta que se trata "del 
aguado de los vinos correspondientes a los mencionados aná- 
lisis de oritren" (fs. 25 de este recurso contencioso). Este dic- 
tamen final permite establecer que los análisis de control no 
debieron contener la declaración de que el vino analizado no 
corresponde al análisis de origen", sino la de que no coinciden 
en su composición por haber sido objeto de una maniobra 
ilegal. 
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Quizá la organización reglamentaria obligue a no diacri- 
nar entre no coincidencia y falta de correspondencia, pero en 
el terreno penal de que se trata en el recurso contencioso, esta 
falta de discriminación no puede subsistir, desde que debe 
conducir a la aplicación de penas más graves, en virtud de la 
ficción de ignorancia del origen del vino intervenido, y ea 
deber del tribunal propender a que la pena sea la que corres- 
ponde a la verdadera infracción. 

Que aun cuando puede ocurrir que el airuado se produzca 
por causas no dolosas, el carpo de la prueba corresponde al 
infractor, porgue para evitar evasiones fáciles en el régimen 
complicado de la comercialización, la ley crea presunciones de 
responsabilidad. En el caso presente, conforme al art, 29 de 
la ley 12,372. segundo apartado, la responsabilidad es de la 
bodega vendedora, porque el producto fué intervenido antes 
de su recepción total por el consignatario y el análisis se 
produjo a requerimiento de éste al solicitarse para fracciornV 
micnto, teniendo sólo cinco cascos retirados y quince sin 
retiñir De In toma de muestras resultó que tanto loa primeros 
como los últimos contenían vino agriado, por un total de 
3.203 litros, Ante la presunción legal, no cabe considerar la 
posibilidad de que el aguado se haya producido estando el vino 
en poder de la empresa de transporte ferroviario sin descargo 
por praehns suministradas por el cargador. 

Que, respecto de la citación del consignatario para la toma 
de muestras, no es precisa y es suficiente que se ha<»a en presen- 
cia de los representantes de la empresa transportadora, conforme 
a los artículo-? Íi9 v 60. título VII de ln reglamentación general. 
Además, el onmienzn, de l a comprobación resultó precisamente 
de la toma de muestras para fraccionar solicitada por el con- 
signatario de las bordelcsas ya recibidas. 

Que de acuerdo con las consideraciones que preceden, debie- 
ra revocarse la sentencia absolutoria producida por el a quo y 
reformarse la decisión administrativa para ajustaría a la califi- 
cación que esta Cámara deja establecida. 

Que sin embnro, las penas que correspondería aplicar para 
la infracción a los incisos a y e. del artículo 11 de la ley 12.372, 
serían : multa a razón de cincuenta centavos por litro o sea, de 
mil seiscientos cuatro pesos con cincuenta centavos, comiso del 
vio aguado {art.. 31, inc. a) y publicidad conforme al art. 43, 
primer apartado (más de orden moral). 

Que dichas penas por tratarse de infracción de orden sani- 
tario, se encuentran comprendidas en el régimen del código pe- 
nal para la prescripción de ta acción penal y no en el especial 
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establecido por la ley 11.585 para les infracciones a las leyes 
impuesta*. Dentro pues, dH tratamiento t , ue corresponde sin 
computar el comiso por multa, por tenerse en cuenta su ésne- 
eialidad t equivalente al secuestro de loa instrumentos del delito 
dentro de! mecanismo del codito ra aenón se había extinguido el 
p de febrero do 1941, antes de traerse el caso a la instancia 
jucueiaJ. 

Por estos fundamentos, sr resuelve reformar el pronuncia- 
nucr to recurrido y declarar operada la prescripción de la acción 
penal, sin costas r mteniíndosc, en consecuencia, la revocación 
Je la condma admmistrativa en lo que es materia de este re- 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ba. Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Coope- 
rativa "Valle Fértil" Uda. 8 . recurso apelación en jui- 
cio; Administración de Impuestos Internos de la Na- 
ción, espediente n* 1587-4M940", en los que se ha con- 
cedido el recurso de apelación a fs. 62. 

Y considerando: 

Que con arrezo a lo dispuesto e n el art. 13, inc. a, 
do la ley 12.372, serán clasificados ^mímente como 
bebida artifimal "aquellos productos a los que se les 
affreffne sustancias que, aun siendo naturales en los vi- 
nos ffenuinos, alteren sn composición o desequilibren 
la relación de los eomponenteR de un vino genuino". 

Que, por consiguiente, la adición de affua a un vino 
genuino, aunque prohibida como práctica enolópca — 
art 11. ino. % ) ey ^72- lo hace susceptible de ser 
clareado como bebida artificia! a los efectos del art 
48 de la ley 12.148 -10H del T. O. — Doct. de Fallos! 
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193, 481. Él caso difiere así del decidido en Fallos : 197, 
346, en que cabía duda de la existencia de propósito de 
alterar la calidad del producto, duda que no admite el 
supuesto a que se refieren los anteriores considerandos. 

Que la existencia simultánea de contravención a la 
ley de impuestos internos y a la de policía de vinos ha 
sido contemplada por el art. 46 de la segunda, que dice; 
"cuando de un mismo hecho resulte prima facie infrac- 
ción a Ins leyes de impuestos internos o a sus regla- 
mentos y al mismo tiempo a las disposiciones de la pre- 
sente, o sus reglamentos, el sumario será instruido y 
resuelto exclusivamente por la Administración General 
de Impuestos Internos, quien aplicará la sanción corres- 
pondiente a Ja infracción castigada con pena mayor". 

Que comprobado en la especie que los vinos anali- 
zados no corresponde al análisis de origen y que los 
mismos deben sor calificados como bebida artificial 
apta pura el consumo con arreglo al art. 13, inc. a, de 
la ley 12.372, es así corréela la aplicación de las pena- 
lidades del art. 36 de la ley 3764 —27 del T. O— no 
siendo, por consiguiente, ajustada a derecho la senten- 
cia apelada en cuanto declara operada ta prescripción 
de ln acción penal —ley 11.585, art. 1 y 3. 

Que la extracción de muestras, dada la intervención 
que en la misma ha tenido el consignatario a que hace 
referencia el fallo apelado, resulta en la especie ajus- 
tada a Iso arts. 59 y 60 del Tít. VII de la Reglamenta- 
ción General. La doctrina de Fallos: 197, 495 y otros 
análoiíos no es así de aplicación al caso. 

Que el Tribunal comparte las conclusiones de la sen- 
tencia en recurso respecto de la responsabilidad de la 
bodega vendedora. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. 
56, rechazándose en consecuencia la demanda conten- 



¿osa interpuesta por la Cooperativa "Valle Fértil" 
respecto de la resolución administrativa m$n. 8.022.50 
de multa. 



IMPUESTOS INTEBNOSs Procedimiento. Via contemcios». 

La acción contenciosa del art 27 de la ley 3764 —17 del 
T. O. — se refiere sólo a las resoluciones administrativas 
que imponen multa. A este juicio no es acumulable el de 
repetición del impuesto, sin que ello impida le resolución 
que corresponda sobre la pena. 

IMPUESTOS INTERNOS: Tabacos. 

Para la aplicación del impuesto interno a los cigarros sirve 
de base el precio que se cobra al consumidor, susceptible 
de ser probado en autos. 

CONSTITUCION NAC.ONAL: Constituciomalidad * inconstitudo- 
nmlidad. Decreto» encónales. Impuestos Internos, 

Es inválida la rcglamenhidón general — art. 35, ine. 4*. 
ap. 2» del tít. II— que establece que los ciparroa en infrac^ 
ción en cuyos anillos vitolas no figura leyenda alguna re- 
ferente a su origen nacional, pagarán el mayor impuesto 
correspondiente a los importados. 



Vistos: estos autos caratulados "Luimí José B. c./ Admi- 
nistración de impuestos Internos — Demanda contenciosa" 
traídos a Despacho para sentencia, de los que 

Resulta ¡ 

!♦) Que la demanda la inicie c! Dr. Carlos Francisco de 
Anticuo eit feclitt 15 di» octubre do I!U2 cu nombre <le D. Jos* 1 ' 



Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 

VAHKZ RODRÍGUEZ — RopOLTO 

O. Valenzubla. 




del Juez Federal 



Paraná, noviembre 29 de 1943. 
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lí. Lhizzi contra la Adra, de Impuestos Internos de la Nación, 
eon el objeto de obtener la revocatoria de la resolución dictada 
en el sumario administrativo n» 2429-14 a-1942, en la cual se le 
impone una multa de $ 30.161.00 ra/n, y la repetición del pago 
efectuado en virtud de esa misma resolución y que asciende a 
$ 3.079.60 m/n. 

Acompaña una boleta con la que acredita el pago efectuado 
y relata los hechos en la siguiente Forma : que con fecha 15 de 
abril de 1942, inspectores de fa Adra, de Impuestos Internos in- 
tervinieron en la manufactura de bu mandante 17.800 ciparrea 
pertenecientes a la Mar quilla n* 5, de 4.200 gramos el millar a 
los que corresponde nn impuesto de f 0.035 cada cigarro j ra 
precio de venta es el de 0.10 centavos el paquete conteniendo 
5 cigarros; lo que total ira $ 124.60 para ios 17,800 cigarros y 
en ninfn'm caso * 3.061.60 m/n. como lo pretende la Adminis- 
tración (art. 50 T. O.). 

Que los cigarros fueron encontrados en la trastienda del 
negocio por razones de ucencia y con el objeto de preservarlos 
de la arción del agua que se filtraba por el techo, lo que aleja 
de parte de su mandante todo cargo de intención dolosa im- 
prescindible para qoe juegue el art. 36 de la ley 3764. 

Que la liquidación del impuesto practicada por la Adminis- 
tración se aparta de la realidad «1 considerar a los cica iros 
intervenidos como habanos importados, ya que los mismos se 
han elaborado enn tabaco nacional, no habano, como todos loa de 
m manufactura. 

Termina snlirTÍirndo <=n -cvnuue ln re*olneión recurrida 
se manda devolver la suma indebidamente pagada, con intereses 
y costas. 

2) Corrido traslado el Sr. Procurador Fiscal contesta la 
demanda y jifomnana el expediente administrativo en que se dic- 
tó ln resolución que motiva este juicio. 

Nicíra exnresnmente los términos y peticiones de la deman- 
da y su procedencia, solicitando el rechazo con imposición de 
costas. 

Plantea en primer término como defensa ln fa'tn de pro- 
testo del imnuestfl pagado y que considera indispensable. Aña- 
de que el nafro, sin nrotesto. ha sido hecho en cumplimiento de 
la resolución administrativa que disponía ese paso y qne con 
él, el actor sólo te cubrió en cnanto evitó el apremio v pudo 
recurrir en t*i*mino en lo referente a la multa únicamente: y 
estando actualmente, fuera de término narn reparar sn omisión 
y con resneeto a la multa aplicada, siendo e'ln nn accesorio de lo 
principa] — el impuesto— ha quedado firme y no puede ser 
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materia de discusión al quedar aceptada la defensa que in- 
teresa. 

En segundo término y pani el caso de que la precedente 
defensa no prospere, solicita igualmente el rechazo de la deman- 
da, arguyendo que la Administración de Impuestos Internos 
no puede consentir la for-^a de obrar del actor porque seria 
facilitar la evasión det impuesto; que los cigarros no podrían 
salir de la fábrica sin antes haber cumplido los requisitos lépales 
del previo pago y permiso, de la Administración y fueron 
hallados en la trastienda de un negocio sin los valores fiscales 
correspondentes ni vitola que indicaran su procedencia lo que 
ha hecho acreedor a m dueño a la sanción aplicada conforme 
a los arta. 50-27 y concordantes del T. O, de las leyes de Im- 
puestos Internos y 35 ine. 4° del Reglamento General ¡ que 
resulta absurdo pretender justificar la infracción con la exis- 
tencia d<* goteras en el local de manufactura, lo que tampoco le 
hubiera impedido cumplir con sus obligaciones. 

Y considerando: 

En primer término la falta de protesto alegada por el de- 
mandado, que como lo afirma el representante del Fisco Nacio- 
nal, la acción podría prosperar por el solo hecho de esa defi- 
ciencia, pero cabe admitir que en el caso de autos, éste debe 
darse por cumpltdn puesto que según surge del expediente ad- 
ministrativo n* 2420 Sec. 14-942, agregado a este juicio, el actor 
se notifica a fs. 15 en 10 de octubre de 1942 de la resolución 
condenatoria de la Administración por la que se le emplaza al 
pago de la suma a que ha sido condenado en el plazo de cinco 
días a contar de la notificación, y dentro de ese lapso efectúa 
el depósito correspondiente al impuesto reclamado (fs. 1 de 
autos) e inicia la demanda por repetición de lo pagado (cargo 
de fs. 6). 

Que en esa forma debe considerarse cumplido el protesto, 
ya que al notificarse la demanda se cumplen los ÍÜnes y la efi- 
cacia de éste al poiii j r en conocimiento de la Administración, 
la disconformidad fundada del contribuyente que paga; más 
aún su requerimiento de devolución. 

2'} Que admitida la existencia de este requisito cabe eu- 
trnr a considerar las demás partes cuestionadas al accionar, 
vale decir, si la mercadería se encontraba en infracción, en su 
caso si el impuesto aplicado es el que corresponde y si el actor 
*e ha hecho pasible de tu penalidad establecida en el art. 3fi de 
la ley :iTf54. í 27 de T. O.V que es lo fundamentalmente cuestio- 
nado por las partea. 



3») Que con respecto a lo primero, el actor admite al de- 
mandar, que 1. mercadería Be encontraba en la trastienda del 
negocio de almacén, hecho que surge asimismo del acta inicial 
del expediente administrativo, en la que se consigna que el 
■tor expresó que dicha mercadería ta tenía provisionalmente 
en ese lugar hasta tanto reparase el local de la manufactura; 
dicha acta se halla firmada de conformidad por el propio actor, 
haciendo plena fe por tratarse de un documento público, refir» 
mando luego su declaración allí contenida, al evacuar la vista 
correspondiente a fs. 12 del citado expediente. 

La prueba producida en el juicio, corrobora también este 
hecho, demostrándose entonces que la mercadería estaba fuera 
de la manufactura, y lo que es más grave en una dependencia 
del negocio de almacén. 

Que el actor, pretende justificar tal hecho admitido, afir- 
mando que el traslado de los cigarros se produjo para evitar el 
perjuicio que podrían causarle la* filtraciones de agua de lluvia 
que se producían *n el lugar de depósito. Aun admitiendo como 
suficientemente p m idos los hechos que a ese respecto alega, 1* 
lluvia y deterior i d l rc-ho de la manufactura, testimonios y 
pericias, de toda el' . no surge en forma clara y precisa la nece- 
sidad imperiosa d traslado a un local, contiguo si se quiere, de 
los cigarros intervenidos, ya que éstos podrían haber sido cam- 
biados de sitio en el mismo local f plano de fs. 45). No interesa 
por lo demás que un local esté separado de otro por uu simple 
tabiqne ; el hecho cierto y demostrado es que se trata de otro 
local que no pertenecía a la manufactura. 

Que además, el fabricante debió comunicar o solicitar la 
autorización debida a la Administración de Impuestos Internos, 
to que no ha hecho, según propia confesión del actor obrante 
en autos, no siendo exen «able el desconocimiento de las regla- 
mentaciones vigentes a respecto. 

La mercadería ha salido pues de la manufactura y no tenia 
adheridas a la misma los valores Fiscales, contrariamente a lo 
dispuesto en el art. 2° T. O, de ta ley 3764 y debe en consecuen- 
cia considerarse mercadería de infracción. 

4») Que no conteniendo los cigarros intervenidos, vitola 
ní leyenda alguna que indicara su procedencia es de estricta 
aplicación lo dispuesto por el art. 35 inc. 4» del Tít. 2» de la 
Reglamentación General de Impuestos Internos, según la cual 
deben considerarse como cigarros importados a los fines de la 
aplicación del impuesto y de acuerdo a lo determinado por el 
art. 33 de la citada reglamentación y art. 1» del Decreto del 
Poder Ejecutivo del T> de abril de 1935, se les debe aplicar como 
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tales robre cada unidad de cigarro y no ya sobre cada paquete, 
teniéndose en cuenta su peso por millar, según lo comprobado 
a fs. 8 y 9 del expediente administrativo y de aeuerdo a la escala 
de impuesto determinado en la tabla de aforo de ia Administra- 
ción Nacional confeccionada conforme a lo establecido en el 
art. 54 de la ley 3764 T. O. 2» parte, todo lo cual ha tenido en 
cuenta ja Administración al efectuar la liquidación de fa. 10 del 
Sumario Administrativo. 

5*) Que en consecuencia la prueba ofrecida y producida 
con respecto a si el tabaco con que están elaborados los cigarro» 
intervenidos es importado o no carece de valor frente a la dispo- 
sición citada ifí supra de la Reglamentación General, Título II, 
establecido en calidad de sanción para la mercadería que se en- 
cuentni en infraceión sea o no realmente importada, pues la 
citada disposición al establecer esa forma de liquidación del 
impuesto recbaza toda discusión posible a esc respecto. 

6«) De acuerdo pues a las disposiciones legales citadas 
cabe admitir que la mercadería intervenida ha §ido bien clasi- 
ficada de acuerdo a las reglamentaciones cuya aplicación le 
incumbe. 

Que si bien es cierto que en cuanto a la procedencia de] 
cigarro no puede probarse que sea nacional o extron.iero t pues 
la citada norma legal rechaza esa prueba, es admisible en cm- 
bio la de que la mercadería esté o no fabricada con tabaco ha- 
bano, o no habano, pues a ello no se opone disposición legal 
alguna. 

Que en autos puede considerarse probado, plenamente que 
el tabaco con que ha sido elaborada la mercadería intervenida, 
no es hahano y en consecuencia, aun considerada como debe serlo 
como mercadería importarla, no es aplicable el impuesto que bu 
sido determinado por la Administración de Impuestos Internos 
de $ 0.172 por unidad, sino el de $ 0.0339 por cigarro habano 
según Ja tabla de aforos puesta en vigencia por el Decreto del 
P. E. del 5 de abril de 1935 — n* 376 P. 58— para los cigarros 
de esta clase del peso por millar que ha sido determinado por 
las autoridades administrativas. 

7») Que con respecto a la penalidad aplicada, si bien ea 
cierto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación en múlti- 

Íles fallos ha sentado el criterio de que el art. 36 de la lev 
764 (27 del T. O.). "No sanciona la sola violación formal de 
Jas disposiciones de la ley, por loa que en consecuencia no son 
de necesaria aplicación las penas que provee (t. 180, pag. 400 
y otros), ha agregado que cuando el contribuyente justificase 
su falta de intención, o loa elementos de juicio no permitan 
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concluir razonablemente que tal intención ha existido, debe apli- 
carse la penalidad del art. 37 de !a citada ley (28 del T. O.)* 
Esto lleva a la convicción de que aquel criterio no implica soste- 
ner que la intención dolosa debe ser probada en forma com- 
pleta, porque como se evidencia en el fallo registrado al to- 
mo I7ÍI pflfT. 141 ese criterio, no impide que en determinada cir- 
cunstancia la intención de defraudar pueda presumirse, o que 
la mira o intención r!t» defraudar «urja del mismo hecho u omi- 
sión desde que entre é! y el ta y la evasión del impuesto aparezca 
la relación dirceta Ver ademas fallos del t. 17^-22 1 : 184-166, 
1Í15 pácr, :m y fallo Cainara Federal de Bahía Blanca en La 
fAif, tomo 10-203. 

Es precisamente éste el caso de autos en el que se encuen- 
tra por los Inspectores de Impuestos Internos, mercadería que 
ha Balido de la manufactura y no ha oblado el impuesto que 
puede corresponderá, no obstante está ella en condiciones de 
consumo, empacada y lista para bu expendio, si bien no en con- 
diciones legales y reglamentarias, en un local adjunto al negocio 
de almacén de propiedad del fabricante. 

Si a ello se agre;» que según el informe de fs. 48 los ciga- 
rros intervenidos, y que el tabaco empleado en tu aspecto micro- 
gráfico, presentan caracteres diferenciales que obliga a concluir 
que los cigarros intervenidos htm sido elaborados con tabaco 
distinto al emp'endo en los no intervenidos, debiéndote preferir 
este informe pericial a los otros efectuados, en razón del método 
de análisis seguido, más científico y qne se presenta más fun- 
dado que el de los peritos qne actúan sólo con medios precarios 
y apoyados tínicamente en los dictados de la práctica, es preciso 
admitir que existen en los autos suficientes elementos qne dejan 
presumir la intención dolosa, y que refuerzan asi la presunción 
que hurxe de la sola violación reglamentaria. Situación ésta 
semejante a la compilada en el fallo último citado y en el del 
tomo 178 jtfts, 224 de la Colección de Palios de la Corte Supra- 
ma de Justicia de la Nación. 

8°) Que además el actor no ha acreditado en el juicio 
debidamente con la prueba efectuada a su pedido hechos y mo- 
dalidades que por su importancia y concresión justifican el ha- 
cho considerado fraudulento, como era necesario para destruir 
la presunción que surge de la existencia de mercaderías en local 
distinto de la manufactura, máxime si se tienen en cuenta tam- 
bién que "las normas impositivas deben interpretarse en forma 
tal que el proposito de la ley se cumpla, con los principie* d* 
una razonable y discreta interpretación, pndiendo existir el ries- 
go, dice la Suprema Corte, de la imposibilidad de ta enmpli- 
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miento, si bagara invocar un matiz intencional incontrolable 
que eludiera el gravamen". Pallo tomo 179-337 (La Ley, fallo 
3902 i que lia sido citado por la actor». El aludido Tribunal 
lian Mentado también que esta falta de intención, comprobada 
la transgresión a la norma legal debe ser demostrada por el 
presunto infractor (tomo 195, pág. 396) citado ya anteriormen- 
te, pues para eximirlo de la presunción de fraude que de esa 
transgresión se desprende, es necesario esa prueba completa. Así 
surge también de divertios fallos ademas del citado, como los de 
los tomos 132-349; 184-169 y 177 pág, 459, número 2649 de La 
Ley, y también los que rc lian citado anteriormente. 

9*) Que a pesar de que como prueba en contra de la deman- 
da en rece de vnlor por su falta de autenticidad, la planilla de 
f<¡. 19 puede ser invocada en contra de la actora que la ha pre- 
sentarlo, e importa confesión de parte; de dicha planilla se des- 
prende aun eon mAs evidencia la infracción imputada al actor, 
ya que de la existencia de los cigarros intervenidos resulta un 
excedente que no debía existir teniendo en cuenta la existencia 
inifin!. f'Xtrürcionr s c hiveíihirio. 

Que no obstante haber prosperado en parte las preten- 
siones de la n atora, ello sólo ha sido en lo que so refiere al aforo 
de la mercadería, pero cu cambio ésta como la calificó la admi- 
nistración debe ser declarada en fraude y la infracción impu- 
table al actor, lo que .iustifica que ésta cargue con todas laa 
costas del proceso. 

IV.' todo ello, en razón de lo expuesto y argumentos con- 
cordantes de las partes, resuelvo : 

1) Rechazar la demanda instaurada en lo que respecta al 
pedido de revocatoria de la resolución impugnada que declara 
en difracción ln mercadería intervenida, lo que se confirma. 

2) Revocar la referida resolución administrativa en cuan- 
to al impuesto Aplicado, debiendo aforarse la mercadería como 
cigarros importados no habanos, con un impuesto de pesos cero, 
cero trescientos treinta y cinco por cigarro. 

3) Confirmar también dicha resolución en cuanto conde- 
na ni actor ni pairo del déeupln del impuesto que resulta según 
la liquidación a practicarse conforme a lo determinado en el 
punto segundo, con los intereses legales sobre la diferencia, 

4") Declarar las eostiis a cargo del actor. — E. Carbo 
Punes. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Paraná, 26 de octubre de 3945. 

Y vistos : considerando : 

1*) Que las soluciones propiciadas en la presente pansa 
abarcan un triple orden: a) La Adm. Gral. de Impuestos Inter- 
nos, aplicando lo dispuesto en et art. 35, punto 4' de! Título II 
de la Reglam. Gral., liquida sobre 17.800 cigarros de kgs. 3.100 
el millar, a razón de $ 0,172 de impuesto por unidad ; $ 3.061,60 
m/n., con más el décuplo de $ 30.616 m/n. en concepto de mul- 
ta; b) el aetor, de acuerdo con el art. 50 del T. O. sostiene que 
debe liquidarse el impuesto, a ratón de $ 0,035 m/n. por cada 
paquete-unidad de cinco cigarros, lo que totaliza la suma de 

# 124,60 m 'n. ; e) la sentencia, aplicando los ¡irts. 3:1 v 3ó ¡>ie. 4* 
del tít. II de la Reglam, Gral. de Impuestos Internos y Jo de- 
terminado por el art. 1* punto 1* del Decreto del P. E. del 5 de 
abril de 1935, fija como impuesto el de $ 0,0335 por cigarro no 
habano o sea % 596.30 m/n., en concepto de impuesto, con mas 

* 5.963 m/n. en concepto de multa, siendo las costas a cargo 
del actor. 

2*) Que para llegar al resultado precedente el señor Jne» 
de la causa de acuerdo con las disposiciones de la Reglamenta- 
ción de Impuestos Internos deja establecido que el carácter de 
sanción qne rige respecto de la mercadería intervenida, no auto- 
riza a producir prueba sobre la procedencia de si el cigarro es 
nacional o extranjero; siendo, en cambio, admisible la prneba 
de la calidad de la mercadería en cuanto estó o no elaborada 
con tahaco habano, o no habano, pues a ello no se opone dispo- 
sición legal alguna. 

3'0 Que en opinión del Jugador, debe establecerse si la 
mercadería se encontraba en infracción, en su caso si el impues- 
to aplicado es el que corresponde y si el aetor se ha hecho pasi- 
ble de la penalidad establecida en el art. 36 de la ley 3764 
(27 del T. O.), por ser lo fundamentalmente cuestionado por 
las partes. Referente al último aspecto de la consideración pre- 
cedente; ya se ha puntualizado cuál es el impuesto que, según 
la sentencia, debe percibir el Fisco, 

4°) Que, en cuanto a la penalidad, el sentenciante analiza 
prolijamente las pruebas aportadas a los mitos, como también 
la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
para inferir que la mira o intención de defraudar surge como 
relación directa de causa a efecto — de] hecho que la merca- 
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derla ha salido de ta manufactura sin oblar el impuesto que 
pueda corresponderse, do obstante estar ella en condiciones de 
consumo, empacada y lista para su expendio, si bien no en 
condiciones legales y reglamentarias, en un local adjunto al ne- 
gocio de almacén de propiedad del fabricante. 

5*) Que a pesar de la conclusión precedente, militan cir- 
cunstancias que favorecen la posición jurídica adoptada por el 
actor, tales como el hecho de la lluvia caída dos días antes de 
haberse incoado el procedimiento de Impuestos Internos — G7 
milímetros — , el día 12 de abril de 1942, según constancia de 
fs. 34, informe pericial de fs. 45 j 46 sobre los rastros de hume- 
dad aun persistentes; la prueba testimonial, obrante de fs. 37 v. 
cí enmbin de hipar de la partida de dírarros intervenida: y, el 
hecho de haber sido trasladada la mercadería en una habitación 
contigua dentro de la edificación en que se encuentra la manu- 
factura; todo ello, sin embargo, no llega a excusar la evidente 
negligencia ron que ha procedido el infractor al no solicitar a la 
Administración de Impuestos Internos la autorización pertinen- 
te para efectuar dicho traslado. 

6°) Que, como lo señala el Sr. Juez de la causa, constitu- 
yendo un punto fundamental en la decisión a pronunciarse el 
determinar cual es el impuesto que corresponde aplicar. En 
verdad, la tesis del actor se ajusta, no sólo a la disposición legal 
vigente en la materia, sino también a la realidad de los hechos, 
dentro de los cuales se desenvuelve la manufactura del señor 
Eriuzzi, intervenida en las condiciones ya expuestas. En efecto, 
el art. 50 del T. O. (ley 12.148, art. 3»), en su tercer punto, 
establece que: "Cada paquete que contenga einco cigarros, de 
un peso no mayor de 4,2 kilos el millar y que se vende hasta 
m/n. 0.10 el paquete, incluso el impuesto, pagará m/n. 0,0350". 
Hacen precedente la aplicación de esta disposición legal, las 
siguientes circunstancias: a) que, los cigarros de fabricación 
nacional, cuya venta nn es por unidad no deben llevar anillo- 
vitola (informe de fs. 25); b) que. el manufacturero don José 
B. Lñizzi no está autorizado para elaborar cigarros con tabacos 
habanos ¿j importados (fs. 25) ; c) que, por el contrario el pre- 
nombrado está autorizado para elaborar, bajo marquilla n* 5 
la que nbnrc.i einco cigarros con precio de venta de m/n. 0.10, 
tributando m/n, O.035 de impuesto por paquete, según informa 
la Administración General de Impuestos Internos, a fs. 25 vta.; 
d) que. se trata de un pequeño comerciante, que según oficio 
evacuado por la Receptoría de Rentas de Gualeguay, obrante 
a fs. 41. abona patente de manufactura de tabacos con un capi- 
tal declarado de mil pesos; e) que, se ha intervenido mercadería 
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elaborada con tabaco nacional (criollo Misionero), informe de 
fs. 50, que corroboran los peritos Juan A. Badaracco, Antonio 
Reviricgo y Federico R. Percy González Moreno; f) que, loa 
tro» peritos designados, coinciden plenamente en lo que cons- 
tituye e! aspecto primordial del impuesto a aplicarse, es decir 
el estatuido por el art. 50 del T. O., a saber: que se trata de 
cigarros correspondientes a la marquilla n* 5 que fie venden 
a 0.10 centavos el paquete de cinco cigarros que forman la uni- 
dad, que los cigarros intervenidos son del mismo tabaco, peso, 
forma, tamaño, precio de venta que los cigarros de manufactura 
del señor Liuzzi que se elaboran con la marquilla n* 5 siendo 
su precio de venta 10 centavos el paquete de cinco cigarros; 
debiéndose recalcar que el perito de Impuestos Internos, en su 
dictamen do fs. 67 y vta. fundamenta en forma concluyente la 
aplicación del art. 50 del T. O., no siendo óbice a esta conclusión 
él hecho de que los paquetes intervenidos arrojen en una balan- 
za de precisión 3.280 Kgs. el millar, puesto que la recordada dis- 
posición lepa! establece el impuesto de $ 0.035 por cada paquete 
que contenga cinco cigarros, de un peso no mayor de 4,2 kilos ei 
millar. 

En consecuencia se resuelve: revocar la sentencia de fs. 
82 a 87 vta. dejando establecido que el impuesto a aplicarse es 
el de S 0.035 centavos por cada paquete de cinco cigarros, y 
sobre la base de la liquidación de este impuesto confirmar I* 
misma en todas las demíis partes, en cuanto declara en infrac- 
ción Ta mercadería intervenida, condena al señor José B. Liuzzi 
al pago del décuplo del impuesto y se le imponen tas costas, 
mandando devolver, de la suma depositada según boleta de fs. 1, 
la diferencia que resultó en favor del actor, todo ello, con las 
costas a su cargo, dada la naturaleza de la infracción cometi- 
da. — Julio A. Renticz. — Maximiliavn Consoli. - - Humberto 
Pictranera. 



FALLO DE LA CORTE SUPUEMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Liuzzi 
José B. c. Administración de Imp. Internos, demanda 
contenciosa", en la que se ha concedido a fs. 121 bis 
los recorsos deducidos a fs. 120 y 121. 
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Y considerando: 

Que el recurso interpuesto a fs. 120 es inequívoca- 
mente el extraordinario, no sólo porque se lo deduce 
expresamente como tal, sino también porque se invoca 
el art. 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055 —el art. 4 de la 
ley 48 está derogado — , haciéndose además referencia 
a su fundamento, requerido por el art. 15 de la primera. 

Que el referido escrito está deficientemente fun- 
dado — Conf. causa "Muñoz Gonzalo, Imp. Internos" 
fallada en 3 de setiembre del corriente año— y ha de- 
bido en consecuencia denegarse a fs. 121 bis. 

Q'.e la acción contenciosa que acuerda el art. 27 
de la ley 3. 764 —17 del T. O — se refiere únicamente 
a las resoluciones administrativas que imponen multus 
—Fallos: 173, 93; 180, 148; 186, 274; 190, 444— juicio 
éste al que no es acumulable el de repetición del im- 
puesto. Causa 4( MataIdi Simón Ltda. c. Pisco Nacio- 
nal", recurso de hecho fallado en 19 de junio del co- 
rriente año. 

Que, por consiguiente, en la presente causa no ha 
debido decidirse el punto referente a la repetición del 
impuesto pagado por Liuzzi —por lo demás sin la de- 
bida protesta — lo que no impide resolver lo que co- 
rresponda respecto a la multa —Fallos: 187, 249; 191, 
514 y otros. 

Que en lo demás que resuelve el fallo apelado, de- 
be confirmárselo por aplicación de la doctrina de Fa- 
llos: 184, 170. Establecióse allí, con arreglo a] art. 23 
de la ley 11.252 —54, ap. 1* del T. O.— que para la apli- 
cación del impuesto a los cigarros servirá de base el 
precio que se cobra al consumidor, susceptible de ser 
probado en autos. La disposición del art. 35, inc. 4», 
ap. 2*, del tít. II, de !u Reglamentación General —que 
establece que los cigarros en infracción en cuyos anillos 
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vitolas no figure leyenda alguna referente a su origen 
nacional, pagarán el mayor impuesto correspondiente 
a los importados— agrava considerablemente el im- 
puesto y la pena legal, excediendo así sin duda el mar- 
gen reglamentario — Conf. doet. de Fallos: 184, 672; 
187, 479, 195, 59 y 432 y otros. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
117 en la parte que manda devolver parte de la suma 
depositada según boleta de fs. 1. Y se la confirma en 
lo demás que dispone y ha sido objeto de apelación. Las 
costas de esta instancia por su orden. 

Felipe S. Pérrz — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
G. Valenzüela. 



CONTRIBUCION DE MEJORAS DE LA Prov. DE SANTA 
FE v. SARA AROCENA DE AROCENA COBO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propiot. Sentencia 
definitiva. Resotucionea anteriores a la sentencia definitiva. Juicios 
de apremio y ejecutivo. 

El recurso extraordinario no procede en principio respecto 
de sentencias dictadas en juicios de apremio tendientes a 
la percepción de la renta pública. 

No siendo elevado el impuesto cuyo papo ordena la senten- 
cia de venta — mtn. 1.245 — ni palmario el desconocimien- 
to por la misma de derechos acordados por un fallo ante- 
rior de una Cámara Federal, el recurso extraordinario no 
procede respecto de la sentencia dictada en juicio de 
apremio. 
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Dictamen del Pbocuhadob Censual 
S«prema Corte í 

A estar a los términos del escrito de fa. 1 e informe 
de fs. 7/17 Be habría resuelto en la causa principal, a 
que ae refiere la presente queja, que no es admisible en 
juicio sobre apremio, donde se demanda el cobro de 
gravámenes provinciales, la excepción de "cosa juzga- 
da"; y que el interesado debe hacer valer los derechos 
que invoca en la omisa ordinaria ulterior correspon- 
diente, de acuerdo a lo dispuesto por las leyes locales 
sobre procedimiento de la Provincia de Santa Fe, ante 
cuyos tribunales se sustancia la precitada demanda. 

Cabe, en primer término, advertir que no resulta 
de autos se haya satisfecho el importe del gravamen a 
cuyo pago ha condenado la sentencia dictada. Tal re- 
quisito que debió cumplirse previamente so pena de 
desconocer a las provincias el derecho a la percepción 
inmediata de sus rentas públicas, de acuerdo a doctrina 
reiterada de V. E. acerca de la aplicación de la regla 
"solve et repele" {177: 341; 180: 140, entre otros) ira- 
pediría la revisión del fallo referido que se intenta a 
base del recurso extraordinario de apelación para ante 
V. E. — art. 14, Ley 48— interpuesto y denegado en la 
causa principal. 

A lo dicho debe agregarse que ta sentencia recurri- 
da no es definitiva — según lo precedentemente relacio- 
nado— toda vez que queda al interesado abierta la vía 
ordinaria para el ejercicio de sus derechos. Así lo ha 
declarado el juez de la causa interpretando y aplicando, 
con carácter irrevisible como es obvio, disposiciones 
locales de orden procesal que establecen el alcance de 
su propia jurisdicción. 
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Soy de opinión, por lo expuesto, que no procede la 
intervención de V. E. en la instancia extraordinaria 
reclamada en la presente queja; la que debe por ello 
ser rechazada. — Bs. Airea, setiembre 4 de 1947. — 
Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bb, Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente queja caratulada: •'Beenrso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Con- 
tribución de Mejoras Prov, de Santa Pe c/. A roce na 
Cobo Sara A rocen a de", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

Q..e en principio, el recurso extraordinario no 
procede respecto de sentencias dictadas en juicios de 
apremio tendientes a la percepción de la renta pública 
—Fallos: 204, 574 j 207, 352 y otros. 

Que aun admitiendo que la jurisprudencia de esta 
Corte, con arreg^ a la cual el desconocimiento de sus 
decisiones da lugar al recurso extraordinario — Fallos: 
205, 614 — , pueda hacerse extensiva a las resoluciones 
do los demás tribunales de la Nación — Fallos : 187, 28 
y otros — no se sigue necesariamente de ello — por no 
ser el mismo el agravio constitucional — qne la oportu- 
nidad para su otorgamiento sea la de la sentencia del 
apremio. Median además las circunstancias de qne la 
suma cuyo pago se persigne no es elevada — mfn. 1245 — 
y el desconocimiento de los derechos acordados por el 
fallo de la Cámara Federal no es palmario, como ocu- 
rría en el precedente arriba mencionado. 
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En bu mérito, y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sf. Procurador General, se desestima la 



precedente _ 



Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 

VA HEZ RODRÍOUEZ — RODOLFO 

G. 



NICOLAS FORMAXIUK v. ALEJANDRO PUENTE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: propio*. 8tmttncÍM 

com fundamentos no federales o fedérale* fdmntidot. Fundamento» 
de luchó. 

La circunstancia de que 'a demanda haya prosperado so- 
bre la base de la prueba producida por el demandado, no 
es razón para calificar a la sentenei , de arbitraria v fia- 
rtnte de fundamento lepal ('). 



* A. MATADERO FRIGORIFICO MENDOZA v. PROVIN- 
CIA DE MENDOZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestione,, fedérate» ¿imple*. Interpretación de otrat nomai 
V actos fedérales. 

Para que proceda el recurso extraordinario sobre la base 
del desconocimiento de resoluciones de la Corte Suprema 
es neceu rio que exista la posibilidad de conflicto entre el 
falto apelado y el auto dictado pur la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione, 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimiento*. 

Lo referente a 'a existencia de cosa juzgada en el orden pro- 
vincial, es en principio, ajeno al recurso extraordinario, 
salvo qne medie evidente modificación arbitraria de dere- 
chos acordados por decisiones firmes. 



<í) 12 de Mttombre di 1*47. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cmestíones 
no frderale*. Interpretación de norma* locaUs de procedimientos. 

La corrección de la constitución y los procedimientos de 
las tribunales locales son irrevisibies por la Corte Suprema. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente queja caratulada: 4 'Recurso 
tic hedió deducido por el actor en los autos Matadero 
Frigorífico Mendoza S. A. c. Mendoza la Provincia '\ 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

(¿ue la jurisprudencia con arreglo a la cual el re- 
curso extraordinario es procedente respecto de senten- 
cias que desconozcan derecho» acordados por un pro- 
nunciamiento anterior de esta Corte — Fallos: 205, 614 
y los allí citados — supone sin duda que exista la posi- 
bilidad de conflicto entre el fallo apelado y el antes 
dictado por este Tribunal — Conf. el precedente citado, 
cons. 5. 

Que a estar a los términos de la queja, en la especie 
no ba existido tal conflicto, pues la cuestión principal 
decidida por el tribunal provincial, referente a la inva- 
lidez de nna concesión por haberse omitido en oportu- 
nidad de su otorgamiento la licitación que requieren 
la Constitución y las leyes locales, no se decidió en la 
resolución a que se refiere la nota de Fallos : 167, 192 
— Conf. "in extenso", Jurisp. Arg. t. 40, pág. 299 — . 
Trátase por lo demás de un punto de naturaleza pura- 
mente local —Fallos : 195, 383— de ordinario ajeno al 
conocimiento de esta Corte Suprema — Fallos: 188, 494; 
193, 352; 194, 18; 195, 383 y otros. 
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Que la referente a la existencia de cosa juzgada en 
el orden provincial es cuestión, en principio, ajena al 
recurso federal —Fallos: 188, 9; 207, 297 y los allí cita- 
dos—. La invocación del art. 17 de la Const. Nacional 
no autoriza la intervención de esta Corte por vía de 
tu jurisdicción extraordinaria "si no aparece indudable 
la modificación arbitraria de derechos acordados por 
decisiones firmes" —Fallos; 205, 613 — situación que 
tos términos de la sentencia testimoniada a fs. 1 y 
sigtes. bastan para descartar. A eae fin, en efecto, no 
basta el simple error en que pueda haber incurrido el 
tribunal apelado, con arreglo a la jurisprudencia co- 
rriente en materia de sentencias arbitrarias —Fallos: 
207, 72 y otros. 

Que las cuestiones referentes a la constitución y 
procedimientos de la Corte provincial son también aje- 
nas al recurso extraordinario — Fallos: 187, 28 ; 200, 
585; doct. de Fallos: 207, 165 y los allí citados. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Fblife S. Pímz — Justo L. Ai-r 
varbz Rodríguez — Rodolfo 
O. Valkxzubla. 



EMIÍjIO L, GONZALEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA, Competencia federal. Com- 
petencia originaria de ta Corte Suprema. Generalidades 

La Corte Suprema carece de competencia para conocer ori- 
ginariamente en el pedido formulado por un ex-juex fede- 
ral con el objeto de obtener su reintegración al ejercicio de 
funciones de las cuales fué separado por decreto del go- 
bierno de foxto fundado en au incapacidad fiaica a inte- 
lectual. 
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Dictamen del Peocüradoe Genebal 
Suprema Corte: 

No conozco disposición legal alguna que autorice 
la revisión, directamente, a pedido de un particular, sin 
forma de juicio y por instancia originaria ante la Corte 
Suprema, de actos producidos por el P. E. Nacional, 
así sea ¿ate de jure o de fació. 

Tampoco puede V. E., por vía de superintendencia, 
modificar resoluciones tomadas en ejercicio de esa fa- 
cultad que se refieren a otorgamiento de licencias, ya 
cumplidas, por lo demás años atrás, en 1943. 

Ni es dado a la Corte Suprema acordar trámite a 
petición como la contenida en el escrito precedente por 
virtud de la cual se intenta la reintegración de un ex- 
juez federal al ejercicio de funciones de las cuales fué 
apartado por razones de incapacidad física e intelec- 
tual según resulta del decreto n* 6481/44 del P. E. Na- 
cional de 15 de marzo de dicho año suscripto por el 
Presidente del Gobierno de Fació General Edelmiro J. 
Farrell y el Ministro de Justicia Dr. J. Honorio Sil- 
gueira. La reparación, de existir agravio, debe buscarse 
por las vías legales que pueda corresponder. 

Opino, por tanto, que no debe darse curso a la pré- 
seme petición, — Bs. Aires, setiembre 6 de 1947, — 
Carlos <?. Delfino. 



F4LL0S DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DF- LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 12 de setiembre de 1947. 

Autos y vistos : por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General, se desestima 
el pedido formulado por el Sr. ex-juez federal Dr, 
Emilio L. González. | 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
varez Rodríguez — Rodolfo 
G. Valewzuela. 



PROVINCIA DE JtíJUY v. LEDESMA 8UGAR ESTATE S 
AND RE FINI NO Co Ltd. 

PRUEBA: Pinto,. 

No habiéndose decretado bajo apercibimiento la audiencia 
señalada en juicio de expropiación, y no habiendo nombra- 
do perito el expropiados corresponde fijar nuevo compa- 
rendo a ese efecto, así como para contestar las defensas 
formuladas en un escrito que se agregó por la demandada 
como parte del acta 



DIRECCION Oí: ABASTECIMIENTO v. HEREDIA Hnos. 

PRESCRIPCION : Pntcéipción en materia peñol. Generalidades. 

Todo lo relativo a la prescripción en materia penal debe 
ser resuelto con arreglo a las normas legales vigentes cuan- 
do se cometió la infracción. 



(i) 12 de épttfiOtbK á<¡ 1947, Fallos, 18», 15. 
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PfíKSCIUPClOX: Prtseripcián en materia penal Tiempo, Varia». 

No hallándose en vigencia al tiempo de cometerse IsTTnfrae- 
ojón a la ley 12.591 y al de imponerse la multa, el decreto 
15.531/46, por el cual los actos de procedimiento adminis- 
trativo y judicial interrumpen la prescripción ni la loy 
12,830 que fijó en seis años el término de la misn • co- 
rresponde prescindir de sus disposiciones para decidir lo 
referente a la prescripción de la multa aplicada por viola- 
ron de 1a ley 12.591. 



Sentencia del Juez Federai, 

Mendoza, mano 13 de 1947. 

Y vista: la incidencia de prescripción alegada por Caá» 
Ileredia Hnos. en estos autos n» 50,750 "Dirección de Abas- 
tecimientos c./ Heredio Hnos. T por infrsc. Dto. 29.709/44" 
planteada a fs. 119/120; y 

Considerando : 

Casa lleredia linos, para alegar la prescripción de la acción 
de la multa que le fuera impuesta, se funda : en primer lugar, 
acoge a la disposición del Cód. Penal, art, 62, ine. 6»; en 
MCfrundo lngar, por tal acogimiento y por aquello de que, en ma- 
teria penal debe estarse siempre a la ley que mas favorezca al 
reo ; que la ley 12.591 y bu decreto reglamentario n» 15.531 no 
lo son aplicables; y, en tercer lugar, siempre en base a estas 
argumentaciones, sostiene que con este incidente tampoco inte- 
rrumpe el término para la prescripción. 

II. Examinado con juste/a el método, ordenamiento y 
técnica que se ha dado al Cód. Penal, desde ya deben rechazarse 
\m tres fundamentos sintetizados, para alegar la prescripción 
de ía acción, acogiéndose a la prescripción del código represivo, 
en su art. 62, inc. 6*. 

En efecto, a manera de principio general, el art. 4* del 
i'ód. Penal, pospone todas las disposiciones comprendidas en su 
libro primero a lo que disponen las leyes especiales; es decir, 
que los aplicaciones del citado libro, es siempre y cuando las 
leyes especiales no contengan prescripción que lo contradigan. 

Lo que indudablemente no podía ser de otra manera, y en 
I" que el suscrito no encunntrn el caso, de Ja retroactividad 
o irroi reactividad de la ley penal, como pretende la inciden- 
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tente; pues, as! el Cód. Penal y sus autores, han tenido muy 
en cuenta el principio que es como la letra "A" para legislar 
sobre aplicabilidad de las leyes, especialmente penales, evitando 
tu choque y buscando su completa armonía; y es, que no todos 
los delitos previstos en el derecho codificado, son lo» Jflitm 
posibles, en una sociedad jurídica, social v políticamente orga- 
nizada en forma adelantada. 

Es también principio de estricta técnica que el derecho pe- 
nal, codificado, no debe aferrarse en manera absoluta a las ga- 
rantías individuales sino que tutelando el orden social, debe 
contemplar las exigencias de la vida del conglomerado, sus pro. 
gresca, su evolución y necesidades no sólo del momento sino 
también de un futuro mús o menos prolongado; así podn't de- 
cirse que se tienen leyes sino completas, por lo menos, que 
satisfacen a la vida del conglomerado social para las que han 
sido dictadas. 

Tampoco rige o es de aplicación a la Casa Heredia Hnos. 
el argumento alegado en segundo término para acogerse a lo 
que dispone el Cód. Penal porque teniendo en cuenta la prefe- 
rencia que éste da a las leyes especiales en las condiciones esta- 
blecidas, la sanción de multa impuesta a la Casa Heredia Hnos., 
lo es en virtud del Dto. 29.709/44, decreto reglamentario de la 
ley de Abastecimiento n° 12.591 de septiembre de 1939, Como 
lo es también el decreto 21.748/45, que deroga al anterior citado 
y otros, como el N» 20.263/44; el 11.901/45, y el 11.903/45, 
con la salvedad contenida en su art. 32; todos referentes a la 
misma ley 12.591. 

Luego viene el decreto 15.531 del 23 de marro de 1946 
reglamentando siempre la ley 12.591, existente a la fecha que 
fué sancionada Cnsa Heredia; este decreto establece (art. 1») 
los términos dentro de los cuales se prescribe la acción, y que 
los trámites tanto judiciales como administrativos, interrumpen 
la prescripción {art. 2*). Con posterioridad, se dicta el decre- 
to 7959 de agosto 21 de 1946, que deja subsistente y ratifica 
todos los decretos anteriores, reglamentarios de la ley 12.591, 
entre otros el tí> 16.216 del 3 de junio de 1946, citado por el 
Ministerio Fiscal, pero que no tiene relación directa con el 
punto cuestionado; siempre y cuando no hayan sido derogados 
por la ley 12.830 de agosto 6 de 1946. 

Todos los decretos con vida jurídica de acuerdo al n* 7959, 
pre mencionado, han sido dictados a excepción de éste, dorante 
fl período que en el país no funcionaba e! Congreso Nacional 
por lo que, rus eficacias según jurisprudencia nacional, son de 
verdadera ley. 
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Teniendo ya en actividad el Congreso, es sancionada la ley 
12.830, la que, en realidad, no ha hecho más que ratificar, salvo 
algunas innovaciones, y dar vida legal, ea decir, convertir en 
ley de acuerdo a las prescripciones establecidas por la Consti- 
tución, a todos aquellos decretos-leyes, dictados por el gobierno 
revolucionario, reglamentando ta ley 12.591, que recién es de- 
rogada, art, 19. 

Es cierto que la ley 12.830, alarga los términos para 1* 
prescripción de la pena, que lo hace también para la acción con 
respecto al que establecía el decreto 15.531 cit. Pero ni «un 
así, es posible sacar a Casa Heredia, como infractora de la ley 
actualmente en vigencia, para aplicarle el Cód. Penal, porque 
su infracción fué de acuerdo a una ley anterior al hecho infrin- 
gido, que sólo ha sido revivido por la actual n» 12.830; ni a,un 
cuando reglamentando la ley se hayan establecido términos 
mayores para la prescripción de la acción y de la pena, se la 
puede aceptar de acogerse a la más benigna {el Cód. Penal 
como se peticiona), no sólo por tratarse de una legislación espe- 
cífica, sino también dado el carácter de emergencia de orden 
público, expresamente declarada por la ley 12.591 art. 19 y 1» 
ley 12.831 art. 19 cit.; carácter que también alcanza a sus res- 
pectivas reglamentaciones j y derogación que hacen de toda otra 
disposición que se oponga a la misma. 

El principia de la irretroactividad de las leyes, no es abso- 
luto ni alcanza a todas las leyes ; es así, como leyes aclaratorias 
o interpretativas de anteriores (como resulta con los decretos 
leyes 15.531, 7959 y otros, y además, con la ley 12.830 con 
respecto a la n? 12.591) se aplican a los actos o hechos produ- 
cido» antes de su Bancrón ; con la salvedad también, de que, 
dichos actos o hechos, no hayan sido juzgados definitivamente 
por las autoridades competentes, y que tengan los verdaderos 
efectos de la "res judicata pro veritate habetur" (ver art. 4044 
del C. C), lo que no ocurre en el sub judke. 

Esto por una parte, que por otra, es también principio in- 
dis cu ti do, que nadie tiene ni puede alegar, derechos irrevoca- 
blemente adquiridos contra una ley de orden público (art. 5 
del Código Civil), tal cual es la ley 12,830, como su anterior 
12.591 y reglamentaciones citadas; pues con relación a ellas, 
los derechos concedidos a particulares siempre quedan sujetan 
a cualquier cambio de legislación que sea necesario, por el con- 
junto de razones de orden superior, políticos, económicos, y mo- 
rales, en defensa de 1* existencia y conservación de la organi- 
zación social ; ideas éstas, que en su valoración varían eoatyle- 
rablemente en el tiempo y en el espacio, y que explica y auto- 
riza, su aplicación retroactiva. 
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Por tanto, habiendo oído el Ministerio Fiscal, con quíjn 
comparte el suscripto en su tisis, y de acuerdo a las preceden- 
tes consideraciones y fundamentos lépales -xpo-sl ^ ( juzgando 
en definitiva esto, incidente de prescripción en la causa nnm. 
50.750, resuelvo: 

1* No hacer lupar a la prese i in-ñón alegada por Casa 
Heredia Hnon., acogiéndose al inc. 6» del art. 62 del Cód. Pe- 
nel, con la declaración que esta disposición no le ampara, sino 
la primera parte del art. 13 de la ley 12.830. 

2» Declarando que, con este incidente, ha interrumpido 
el término de la prescripción de la acción, art. 13 citado, se- 
gunda parte. — Enrique F. Olgum. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rs. Aires, 15 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Dirección de Abastecimiento 
o. Heredia Hnoa. por lnf. dect 29.709-44", en los que 
se ha concedido el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. 135 contra la sentencia dictada a fs, 125. 

Considerando : 

Que se trata de la prescripción de la acción ten- 
diente a hacer efectiva la multa impuesta a la recurren- 
te por infracción a disposiciones de la lev 12.591, come- 
tida el 12 de diciembre de 1944, multa que es, como lo 
tiene reiteradamente declarado esta Corte, de natura- 
leza penal y no resarcitoria. 

Que tratándose de una causa de esa naturaleza co- 
rresponde apliear los principios del código de la ma- 
teria, cuyo art. 2 dispone que si la ley vigente al tiempo 
de cometerse el delito fuera distinta de la que exista al 
pronunciarse el Fallo o en el tiempo intermedio, se apli- 
cará siempre la más benigna. 

Que al tiempo de cometerse la infracción y al de 
imponerse la multa no estaba en vigencia el decreto 



DE JUSTICIA DE I*A NACIÓN 



403 



ley 15.531/46 por disposición del cual los actos de pro- 
cedimiento administrativo y judicial interrumpen el 
término de In prescripción, ni la ley 12.830 que fijó en 
seis años el plazo de la prescripción de la acción y de 
la pena en los casos de infracción a bus disposiciones. 

Que, en consecuencia, y de acnerdo con lo resuelto 
por esta Corte en Fallos: 184, 112, todo lo relativo a 
la prescripción de que se trata debe resolverse con su- 
jeción a las normas legales vigentes cuando se cometió 
la infracción y que no son otras que las del Código 
Penal. 

Por tanto, se revoca en lo que ha sido materia del 
recurso la sentencia de fs. 125. 

TowAs D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo a 
Valenzuela. 



FEIÍUOOARIÍIIjES DE ENTRE RIOS v. NACION 
ARGENTINA 

ADUANA: Operatioue* varias. 

A tos efectos tic ]a aplicación de la tarifa establecida por 
rl nrt í><\ inc. d) de la ley 11.251 no corresponde dividir 
e! tiempo total de horas transcurrido desde el momento 
de entrada hasta el de salida para dividirlo en períodos de 
?,í horas y determinar así el importe eitjnble, sino qne el 
cómputo debe hacerse por días, considerándose como días 
enteros tanto la fracción del día de entrada como la del 
día de salida; con prescindeneia de lo dispuesto en el 
aeerétó del 31 de octubre de 1939, reglamentario de aquel 
articulo, por tratarse de operaciones anteriores al mismo. 



404 



KA L LOS DE LA COSTE iSUTSXMA 



Sentencia del Juez Federad 

Bs. Aires, marzo 2H de lí>45, 

Y vistos r para resolver este juicio seguido por la Empresa 
de Ins Ferrocarriles de Entre Ríos contra la Nación por devo- 
lución de pesos indebidamente cobrados y, 

Resultando: 

I. Que la Empresa actora demanda a la Nación por cobro 
de la suma de $ 1.253,40 % que indebidamente se le ha cobra- 
do en concepto de derechos de permanencia en dique seco de 
loa ferriboats "Delfina Mitre" y "Carmen de Avellaneda" de 
s« propiedad. Pide intereses y costas. 

Manifiesta que dichos barcos permanecieron en el dique 
de Oarena, el primero durante 141 horas y 45 minutos y el 
segundo 95 horas y 45 minutos v que. en consecuencia, de 
acuerdo al art. 5» de la ley 11.251 y del decreto del P. E. del 
31 d»' octubre de 1933 procedió a abonar los derechos divi- 
diendo e' número de horas por 24 y aplicar la tarifa diaria 
por la «-antidad resultante y considerar como días enteros la 
fracción sobrante. 

No obstante, la Aduana aplicando un criterio distinto, 
computó como día entero tanto el de entrada como el de nalida 
con lo que le cobró en cada caso un día más o sea la suma de- 
mandada en este juicio. 

IT, Que el Sr. Proe. Fiscal dice a! contestar la demanda, 
que la liquidación practicada por la Aduana y cuyo monto se 
cuestiona es la que corresponde por estar de* acuerdo con el 
artículo 5* de la ley 11.251 que repta en el momento en que se 
devengaron los derechos. 

El decreto de fecha 31 de octubre de 1939 es posterior 
en fecha a la permanencia de los buques de la actora y no 
tiene aplicación n' caso por no tener efecto retroactivo. 

Por otra parte, no le consta que el pago de la suma que 
se reclama se haya efectuado bajo protesto lo que sería indis- 
pensable al efecto que la actora pretende y en cuanto a los 
intereses nunca corresponderían desde la interposición de la 
gestión administrativa. 

Por todo lo expuesto, solicita el rechazo de la acción, 
con costas. 
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Y considerando: 

t. Que está debidamente comprobado que la suma, cuya 
repetición se persigue, fué abonada con la protesta necesaria 
al efecto. 

II. Que el decreto de fecha 31 de octubre de 1989, al 
reglamentar lo dispuesto en el art. 5» de la ley 11,251, ha fi- 
jado el criterio del P. E. en la aplicación de tal disposición 
legal, criterio que al expresar (pie la tarifa regirá desde el 
momento en que se cierre la puerta de entrada hasta que el 
buque haya salido del dique, computándose por días enteros 
las fracciones de "días" exterioriza en forma clara el propó- 
sito de computar los plazos en la forma en que lo hace el 
decreto denegatorio. 

Por otra parte ha sido éste el criterio seguido por la Adua- 
na de la Capital en otros casos anteriores al decreto citado y 
es el que se ajusta al texto de la ley. 

Que tratándose en consecuencia de un decreto aclaratorio 
o interpretativo, no podría sostenerse con fundamento legal 
como lo pretende hacer el P, E., que la aplicación del mismo 
no rija para los caso» anteriores a su feeha, por lo que en el 
sub lite, la liquidación procede que se ajuste a las prescrip- 
ciones de] mismo. 

III. Que en cuanto a los intereses corresponden de con- 
formidad a la jurisprudencia existente, se liquiden desde la 
notificación de la demanda. 

Por estas consideraciones, fallo : declarando que la Nación 
dehe devolver a la actora "Empresa de los ferrocarriles de 
Entre Ríos" la suma de un mil doscientos cincuenta y tres 
pesos con cuarenta centavos moneda nacional, con intereses 
estilo Banco de la Nación a contar desde la notificación de la 
demanda y las costas del juicio. — Eduardo A. Orite fíasualdo. 



Considerando : 

Que contrariamente a lo sostenido en el escrito de fa. 60 
de contestación a la expresión de agravios, el art. 5* de la 
ley 11 251 no se refiere a "un día" y "días subsiguientes" sino 
al "primer día" y "días subsiguientes" ; como tampoco expresa 
"ñor días 1 ' sino "por día", por !o que son inoperantes los argu- 
mentos basados en esas manifestaciones erróneas. 




ra Federal 



Bs. Aires, diciembre 3 de 1945. 
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Que ei testo legal citado establece claramente que el pri- 
mer día se abonará un tanto por tonelada y loa días subsi- 
guiente» una suma menor; y ol inciso d) dé dicho artículo 
prescribe que se computarán por días enteros las fracciones de 
días, por lo que tanto la fracción de día de entrada como la 
fracción do día de salida deben considerarse como días com- 
pletos al efecto de fijar el "quantum" de los derechos. 

Que esa interpretación de la ley especial concuerda, por 
lo demás, con lo preceptuado por el art 24 del Cód. Civil: 
los plujsos do díiis no se contarán de momento a momento, ni 
por horas. De manera entonces que no existiendo en la época 
en que se realizó el pago ninguna disposición reglamentaria 
que diera a la ley el alcance que le atribuyó el decreto poste- 
rior del P. E. en 1939, con prescindencia de la cuestión sobre 
la validez del mismo, es aquella la que debe regir el caso sub 
Wn por lo que las pretensiones de la actor* no pueden pros- 
perar. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada v en conse- 
cuencia se desestima la demanda de la Empresa dé los Perro- 
carriles de Entre Ríos contra la Nación. Costas de ambas ins- 
tancias por su orden atenta la naturaleza de la cuestión deba- 
tida, — Carlos Herrera. — Cario $ del Campillo. — Ricardo 
Vtltar Palacio, — J A. González Calderón, — Alfonso E 
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Bb. Aires, 15 de Betiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Ferrocarriles de Entre Ríos c./ 
la Nación sobre devolución de derechos de permanen- 
cia", en los que se ha concedido el recurso extraordina- 
rio interpuesto a fs. 65 contra la sentencia dictada a 
fs. 63 por la Cám. Federal de Apelación de la Capital. 

Considerando : 

Que el texto legal de cuya interpretación se trata y 
que es el inc. d) del art. 5 de la ley 11.251, dice así: "La 
tarifa consignada regirá desde el momento en que se 
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cierra la puerta de entrada hasta que el buque haya 
salido del dique, computándose por días enteros las 
fracciones de días. . . ". 

Que la citada ley es el estatuto legal de aplicación 
plena en el caso de autos y para su decisión debe es- 
tarse a su texto, qne corresponde interpretar en el sen- 
tido que se considera de día con el criterio calendario y 
no día como equivalente a las 24 horas, desde que no 
existe disposición en la misma que autorice tal inter- 
pretación. 

Que el decreto del 31 de octubre de 1939 referido 
es posterior a la prestación del servicio que se trata en 
estos autos y por lo tanto inoperante y que si bien es 
criterio del P. E. respecto a la aplicación de los servi- 
cios que presta, su alcance no corresponde considerarlo 
en estos autos. 

Qne la ley en su art. 5 en el título "Derechos de 
entrada" dice textualmente "Derech s de permanen- 
cia, por día y tonelada", y en discriminación encolara- 
nada dice 4 'ler. día, días subsiguientes" y en el «t fine 
recordndo "días enteros las fracciones de días". 

Que la circunstancia de qne el recordado art. 5 de 
la expresada ley se refiera qne "1& tarifa consignada 
regirá desde el momento en qne se cierre la puerta de 
entrada hasta qne el buque haya salido del dique..." 
no puede ser motivo de interpretación condicionada a 
la imposición de la tarifa sino en cuanto da un momen- 
to preciso qne el servicio se perfecciona, concillado en 
el ín finr. del mismo que termina, inc. d) "compután- 
dose por días enteros las fracciones de días". 

Que el texto legal no se contradice por esta conclu- 
sión ya que da la forma de computar el tiempo lo cual 
es abonado por el art, 24 del Código Civil que dice: 
'* . . . los plazos de días no se contarán de momento a 
momento, ni por horas,..." 



1 
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Por todo ello se confirma la sentencia de fa. 63 de 
la Cám. Federal. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
O. Valenzurla, 



OTTOMAR MULLER 

CONSTITUCION NACIONAL: Comhtucionalidad t inconstitucto- 
naUdad. L*yt$ nacional*/». Varían. 

La ley 4144 sobre expulsión de extranjeros no es con- 
traria a los arte. 14, 20 y 95 de la Const. Nacional. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS. 

El solo hecho de qne un extranjero haya sido objeto de 
una condena criminal en el país no autoriza, en general, 
a prescindir del requisito de la audiencia previa cuando 
se trata de orden nr su expulsión. Corresponde exceptuar 
de esa regla al que fué condenado por infracción al art. 
219 del Cód. Penal, caso en el cual la audiencia carece de 
objeto. 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, diciembre 2 de 194fi. 

Considerando : 

El presente recurso de hábeax corptrs so interpone a fin 
de amparar a Ottomar Muller en su libertad. 

Resulta de los informes de la coordinación federal y del 
jefe de policía, que la detención que se alega ha sido ordenada 
por el ¡V E., ejerciendo la facultad que le confiere la ley 4144 
y en virtud del decreto de expulsión 18.4R0, de fecha 15 de 
noviembre ppdo., el cual obedece al cumplimiento de la reso- 
lución VII del Acta Final de Chapnltepec. 

Que de acuerdo a lo dispuesto en el art. 31 de la Consti- 
tución Nacional, los tratados con las naciones extranjeras son 
ley suprema de la Nación, por lo que su cumplimiento es im- 
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perativo pora la misma, ocurriendo en el presente caso que se 
trata de compromisos internacionales de urgente realización, 
dado el estado de guerra en que aun se encuentra el país, lo 
cual obliga a considerar el caso como una situación especial y 
excepcional, ya que el retardo en la ejecución de aquellos, po- 
dría ocasión» r perjuicios d<n imprevisibles alcances. 

Que la circunstancia de pesar sobre el detenido una con- 
dena impuesta por este mismo tribunal, por un delito de los 
que comprometen la paz y la dignidad de la Nación, hace en- 
cuadrar la situación del mismo dentro de lo preceptuado en 
el art. 1' de la ley 4144, por cuya razón, estima el proveyente 
que el P. E,, al considerar la misma y ejercer las facultades 
que le confiere dicho precepto, disponiendo mi expulsión del 
país, no procede en forma ilegal o arbitraria, cuestión que 
por otra parte constituye materia de fondo que, de acuerdo 
a lo que dispone el art. 640 de la ley de forma en materia 
criminal que establece las normas para e] procedimiento de 
hábeas corpus, debe ser tratada por separado. 

Que aun cuando no existe la fijación alguna de fecha para 
el cumplimiento del decreto de expulsión, corresponde consi- 
derar a esos efectos la situación que crea la condena de refe- 
rencia, la que actualmente se cumple en forma condicional, de 
acuerdo al beneficio que otorga el art. 13 del Cód. Penal. 

Entiende el proveyente, que cuando el art. 1» de la ley 
4144. se refiere a todo extranjero que haya sido condenado, 
ha querido significar que el cumplimiento de la medida sólo 
corresponde cuando el reo recobra su libertad, comprendiendo 
tanto al caso de la libertad absoluta como al de la libertad 
condicional. Las razones en que se funda esta apreciación 
derivan de la propia inteligencia con que se redactó la dispo- 
sición del referido art. 13, que es la de otorgar al condenado 
una pracia anticipada cuando ha cumplido un término deter- 
minado de la pena, dando muestras de una reforma positiva, 
por la observancia de una buena conduc ta (fundamentos de 
la comisión especial de legislación penal y carcelaria de la 
Cámara de Diputados). 

El interés social de exigir el cumplimiento de las condicio- 
nes que se imponen al liberado hasta el término definitivo de 
su condena, tiene au explicación lógica si se admite la necesi- 
dad de asegurar la tranquilidad pública y el bienestar de loa 
habitantes frente a una posible regresión a la mala conducta 
del sujeto libertado, j Pero qué razones pueden determinar la 
permanencia de ese interés cuando situaciones como ta que 
nos ocupa permiten excluir definitivamente del seno social a 
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individuos inadaptables decorados por la justicia responsable* 
de hechos que comprometen los más serios intereses de la 
Nación f íEn quó puede afectar a la justicia el alejamiento 
de un individuo sobre quien ya no pesa la restricción de su 
libertar! y sobre el que natía tiene que hacer mientras no come- 
ta un nuevo deliro o violo las fundiciones impuestas para poder 
gozar de tal beneficio T 

No constituye, por otra parte, violación al art. 95 de la 
Constit. Nacional la ejecución de la medida dispuesta por él 
P. E. antes del cumplimiento total del término de la condena, 
porque eon ello ni ejerce función s judiciales, ni se arroga el 
conocimiento de causas pendientes, ni restablece las fenecidas. 

Ninguna de Jas actividades que realiza en función al cum- 
plimiento del decreto de expulsión, se vincula a Ion procedi- 
mientos judiciales relacionados con el proceso, salvo la de 
hacer conocer al juez de la causa la nueva Bituación legal de) 
reo, que desde loego, por su naturaleza, no determina la revo- 
cación de k libertad condicional para el cumplimiento de la 
condena, que es la única que podría interesar judicialmente. 

Por ello, lo dictaminado por el procurador fiscal y las 
consideraciones que sirven de base a lo resuelto en los antos 
Holzman. Francisco, habeos corpm fn* 709/46), en cnanto 
se refieren a la ineonstitueionalidad de 1¡i lev. e ¡legalidad del 
decreto y procedimiento requerido para la aplicación de aqué- 
lla, resuelvo no hacer tapar al recurso de kábeas corpus inter- 
puesto a favor «le Ottomar Mnller; con costas. — Juan C Ro- 
mero Ibarra. 



SENTENCIA DE 2* IksTANCIA 

Bs Aires enero 7 de 1947, 

Considerando : 

Que el presente recurso de hábeas corpus se funda, sus- 
tancialmentc, en la circunstancia de que Ottomar Muller que 
■e encuentra cumpliendo, en libertad condicional, una conde- 
na a í) años de prisión, no puede ser expulsado del pafa mien- 
tras dicha pena no quede extinguida por vencimiento del 
termino de la misma. 

Que el certificado de fs. 6 resulta que ello ocurrió el día 
1* del corriente y. en consecuencia, ha desaparecido así el fun- 
damento principa! del recurso deducido siendo, por Unto, 
inoficioso cualquier pronunciamiento acerca de las cuestiones 
planteadas en base a la situación personal del nombrado Muller 
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Que en lo que res-cota a la inconstitiicionalidari intrínseca 
de la ley 4144 que también se alega, existen ya reiterados pro- 
nunciara ien tos de la Corte Suprema y de este tribunal con- 
trarios a la tesis sustentada por el recurrente, por lo que co- 
rresponde desestimarla. 

Que en lo que se refiere a Ja forma en que la premdicada 
ley ha sitio aplicada en el caso de autos cabe advertir que ai 
bien la Corte Suprema tiene decidido que la facultad que la 
misma acuerda al P. B. sólo pjede ser válidamente ejercitada 
por éste siempre que, previamente, haya concedido al extran- 
jero afectado por la orden de expulsión, un mínimum da de- 
fensa, tales ronsiderac iones no tienen aplicación posible en el 
tub judice pues aquí se trata de la expulsión de un extranjero 
que acaba de cumplir una condena a 3 años de prisión por el 
delito previsto en el art. 219 del Cód, Penal — luego de amplia 
defensa — y acerca de cuya conducta peligrosa no puede, ea 
consecuencia, existir duda alguna. 

Por estos fundamentos se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada que no hace lugar al presente recurso de hibtm 



corpus interpuesto en favor de Ottomar MuUer. — 
(/arda Ruma. 
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Y Víalos los autos "Muller Ottomar, recurso de 
habeas corpus", en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario a fs. 19 vta. 

Considerando : 

Que habiéndose admitido en el escrito de interpo- 
sición del recurso extraordinario — fs. 17 — la improce- 
dencia de la decisión actual de la cuestión referente a 
!n iiifwisliturionalidad de la expulsión de Muller mien- 
tras no hubiera transcurrido el término de la condena 
que le fué impuesta con anterioridad y ya vencido, no 



Ba. Aires, 15 de setiembre de 1947. 
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cionalidad de la ley 4144 qne se afirma contraría los 
arta. 14, 20 y 95 de la Const. Nacional; b) la invalidez 
del procedimiento seguido cu la especie por el P. E. 
en ejercicio — según se expresa en el decreto del 15 de 
noviembre de 1946 — de las facultades que le acuerda 
la ley citada 7 en cumplimiento de las obligaciones con- 
traídas en las conferencias de Chnpultepec y San Fran- 
cisco, invalidez que provendría de no haberse admitido 
un mínimo de defensa, violándose con ello el art, 18 de 
la Const. Nacional. 

Que la impugnación de la ley 4144 como violatoria 
de los arta. 14, 20 y 95 de la Const. Nacional debe ser 
rechazada de acuerdo con lo resuelto por la Corte Su- 
prema en el caso del tomo 164, pagina 344. 

Que la sentencia apelada admite la falta de au- 
diencia de Bfuller — circunstancia qne, por lo demás, 
no contradicen las constancias de los autos — si bien 
concluye que la misma no es, en el caso, necesaria por 
tratarse de nn condenado por infracción al art. 219 del 
Cód. Penal cuya peligrosidad no admite duda. 

Qne si bien la Corte Suprema resolvió con fecha i> 
de febrero del corriente año en el caso "Kusters, Car- 
los Enrique" que ni la existencia de actuaciones poli- 
ciales con relación al interesado ni su intervención «n 
un proceso judicial sobre espionaje autorizarían a dar 
por cumplido aquel requisito, indispensable para no 
violar el art. 18 de la Const. Nacional, es de tener en 
cuenta que en el presente caso existe condena contra 
Muller Ottomar, lo que marca una substancial diferen- 
cia con el caso citado, donde no se había llegado a dic- 
tar sentencia condenatoria. 

Qne si bien el solo hecho de haber sido un extran- 
jero objeto de condena criminal no autoriza, en térmi- 
nos generales, a considerar que compromete la seguri- 
dad nacional o perturba el orden público al punto que 
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en tales casos el requisito constitucional de la audiencia 
previa no sea indispensable para la regularidad del 
procedimiento de expulsión, el caso particular del ex- 
tranjero condenado por infracción al art. 219 del Có- 
digo Penal, hace excepción expresa porque en el delito 
determinante de la condena "la seguridad nacional' 1 
y "el orden público 1 ' que en sus dos faces la nacional 
y la internacional constituyen su materia propia, son 
precisamente lo afectado por la actividad delictuosa 
de que se trata. En efecto, ésta es definida por el ar- 
tículo citado como la realización de "actos hostiles, no 
aprobados por el Gobierno Nacional, que dieron motivo 
a una declaración de guerra contra la Nación, expusie- 
ren a los habitantes a experimentar vejaciones o re- 
presalias en sus personas o en sus bienes o alterasen 
las relaciones amistosas del Gobierno Argentino con un 
gobierno extranjero". Como la condena judicial hace 
cosa juzgada sobre la realización de actos de esa especie 
por parte del condenado, la audiencia de éste en opor- 
tunidad del procedimiento de expulsión, audiencia cuyo 
objeto sería oír sus descargos respecto a lo que se le 
imputa como causa de la medida dispuesta, carece de 
objeto si la expulsión se funda en las mismas activida- 
des que determinaron la condena. Que es lo que ocurre 
en este caso según resulta de los considerandos del de- 
creto testimoniado a fs. 7. 

En bu mérito, confírmase la sentencia apelada en 
lo que ha sido materia del recurBo extraordinario. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvarbz 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzukla. 
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CECILIO ROBLES Y CIA. v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

UTlSCON TESTACION. 

Las cuestiones que, por no haber sido incluidas en la re- 
lación procesal, no han podido ser objeto de controvertía 
entre tas partes hallaran excluidas de la sentencia. 

PAGO: Pago indebido. Protesta. Aleante. 

Cuando en ta protesta se menciona las razones de invalides 
del pairo del gravamen a que se refiere, la repetición del 
mismo no puede fundarse en otras distintas. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conttitncionalidad e imcomtüneio- 
nmlidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Consumo y pro- 
ducción. Buenos Aires. 

El impuesto a la introducción de las mercaderías cobra- 
do por aplicación del decreto reglamentario de la ley 3907 
de la Prov. de Buenos Airea y declarado inconstitucional 
por la Corte Suprema no ea el mismo que el gravamen al 
expendio de esas mercaderías que, por aplicación de una 
nueva reglamentación de dicha ley, se intenta cobrar por 
la venta de aquéllas efectuada después que terminó mi 
circutsción territorial. Ambos difieren esencialmente por 
su razón de ser, de manera que la mencionada sentencia 
de la Corte Suprema dictada en un juicio entre las mis- 
mas partes y con motivo de las mismas mercaderías, no 
produce efecto de cosa juzgada respecto de la situación 
planteada con motivo del nuevo cobro y no resulta violada 
por el fallo del tribunal provincial que declara la valides 
del nuevo gravamen y la procedencia de su cobro. 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de ta declaración de in- 
constituciatwlidad, 

has sentencias que declaran inconstitucional un impuesto 
no impiden necesariamente a las provincias la nueva per- 
cepción del mismo, si ello puede hacerse sin infrincir los 
principio» y garantías aplicados en la resolución judicial, 
lo que puede iwuirrir cuando la invalidez del gravamen 
provenga de las modalidades de su aplicación y no de la 
carenéis di* fueultades para establecerlo. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA; Comanda fedéral Com- 
peten^ otaria de la Corte Suprema. Causas en poZ 
una promana. Causa* q« e versan sobre cuestiones federal». 

S¡ el establecimiento de una aduana interior se infiere 
de una disposición reglamentaria y no de la ley que » 
dice reglamentar, se trataría de una extra limitación del 
decreto cuyo remedio no debe buscarse por vía originaria 
ante la Corte Suprema sino ante los tribunales locales sin 
perjuicio del recurso extraordinario. 

IMPUESTO: Concurrencia. 

El impuesto al vino y la patente establecidos respectiva- 
mente por las leyes 3907 y 3906 de la Prov. de Bueno. 
Aires recaen sobre dos formas distintas de actividad, por 
lo que no existe doble imposición por la misma causa! 

IMPUESTOS INTERNOS: Unificación. 

Los contribuyentes damnificados por un impuesto oro- 
Ti™ e " contravención a lo establecido en la ley nacional 
carecen de acción para demandar la nulidad del 
gravamen fundados en esa circunstancia, sin perjDieio 
de la que pueda corresponderle» para pedir la nulidad del 
l« P ¡n ? contrario a la Const. Nacional, a las le- 



Dictamen del Procurado» General 
Corte : 

Como lo admitió la resolución de la Presidend» 
obrante a fs. 23, procede en este caso la jurisdicción 
ong.narm de V. E. por tratarse de causa civil contra 
la provincia de Buenos Aires y ser los autores extran- 
jeros (información de fs. 22). 

En lo fundamental, se plantea aquí una cuestión 
análoga a la resuelta por V. E. eu 200, 462. La Prov. 
ile Bs. Aires exigió el pago de impuesto al vino, con 
arreglo a su ley local 3.907, y el decreto reglamentario 
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correspondiente; V, E., en un litigio anterior, resolvió 
que dicho decreto fué aplicado en forma tal qne com- 
portaba crear aduanas intcrprovinciales ; como conse- 
cuencia, la provincia fué condenada a devolver lo co- 
brado, y más tarde aplicando la ley y np el decreto, 
volvió a exigir se le pagara impuesto bajo condiciones 
que sólo significaban gravar al consumo interno. He 
aquí lo que V. E. decidió en 200, 462: 

"10* El gravamen declarado inconstitucional por 
esta Corte no lo ha sido por recaer sobre tal o cual 
mercadería sino por el modo y oportunidad de recaer. 
La materia del impuesto era sin duda, en el caso de los 
demandados, el mismo vino de que se trata en esta eje- 
cución, pero la forma, en el sentido de razón determi- 
nante de él, es por completo distinta en uno y otro caso. 
Allí se gravaba en realidad la importación; aquí se 
grava el consumo. Y como fué en razón de su causa 
formal, no de su materia, que el impuesto fué declarado 
inconstitucional, lo que se decidió sobre lo que era im- 
puesto a la importación y el libre tránsito no hace cosa 
juzgada con respecto a un impuesto al consumo, por 
más que éste venga a recaer sobre la misma materia y 
tenga exactamente el mismo monto. Aunque el impues- 
to que se cobra en este juicio tiene las mismas aparien- 
cias del anterior, no es el mismo. La razón de ser del 
uno y del otro no pueden confundirse". 

Obvio es que de mantenerse tal jurisprudencia — y 
la conceptúo justa — corresponderá el rechazo de la 
demanda siempre que a juicio de V. E. los elementos 
de prueba ofrecidos en autos acrediten tratarse clara- 
mente de un gravamen al consumo y no a la libre cir- 
culación interprovincial. 

Se ha discutido además en este litigio si la prohi- 
bición de imponer gravámenes contenida en la ley n* 
12.139 (demanda, fs. 19 vta.), sería óbice a que la Prov. 
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de Bs. Aires exigiera los adeudados antes de aceptar 
ella las condiciones previstas en dicha ley. No creo que 
ello modifique la conclusión anterior, pues nada auto- 
riza a atribuir a la 12.139 efecto retroactivo; y aun 
paso por alto que V. E. niega ordinariamente persone- 
ría a los particulares para oponer la tacha de nulidad 
a gravámenes provinciales establecidos en violación 
de acuella (183: 160; 185: 140; fi4). — Bs. Aires, 
julio 5 de 1945. — Juan Álvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de setiembre de 1947. 

Vistos ios autos "Robles y Oía. Cecilio c. Bs. Aires 
la Provincia s. cobro de pesos", tramitados originaria- 
mente ante la Corte Suprema, de los que resulta: 

Que a fs. 17 don Emilio E. Barceló, en representa- 
ción de los Sres. Cecilio Robles y Cía., domiciliados en 
la ciudad de Bahía Blanca, Prov. de Bs. Aires, inició 
demanda contra esta última por devolución de % 8.354,6*5 
m/n. más los intereses a contar desde el 10 de febrero 
de 1940 y las costas del juicio, manifestando en síntesis 
lo siguiente. 

En los autos "Vera Carlos y otros contra Prov. 
de Bs. Aires por inconstitucionalidad de las leyes de 
impuestos al consumo núms. 3907, 4092, 4129 y 4197'* 
los Sres. Cecilio Robles y Cía. demandaron a la citada 
provincia por cobro de la misma suma que ahora recla- 
man y que habían pagado entre el 10 de enero de 1931 
y el 4 de enero de 1935 por concepto de impuesto al 
consumo sobre vinos procedentes de Mendoza, San 
Juan y Río Negro. 

La provincia no obstante haber sostenido la im- 
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procedencia de la acción, fué condenada a pagar, y así 
lo hizo previa ejecución, la cantidad reclamada, con 
intereses y costas. Dispuesta, sin embargo, a obtener el 
reintegro de esa suma, promovió ante el Juzgado de 
1* Instancia de Bahía Blanca a cargo del Dr. G. Bun- 
aow (h.), Secretaría Soldani, juicio ejecutivo en el cual 
los Sres. Robles y Cía. hicieron el correspondiente de- 
pósito en pago, con protesta, sin bien a mayor abunda- 
miento por haberse formulado cuando se satisfizo el 
gravamen por primera vez. 

Para cohonestar su actitud la provincia arguye que 
sólo el procedimiento de percepción del gravamen ha 
sido declarado inconstitucional por la Corte Suprema, 
no así el impuesto ni la ley; por lo cual y por gravar 
ésta la existencia y el expendio, la declaración de in- 
constitucionalidad del impuesto a la existencia no im- 
pide cobrar el impuesto al expendio, que es inobjetable. 

Sin perjuicio de reservar para el alegato la refu- 
tación de esa tesis, los actores argumentan que si sólo 
se anulara el procedimiento de cobro y se dejara en pie 
el derecho al cobro nunca podría declararse inconstitu- 
cional una ley de ese género, pues creado el gravamen 
a la existencia y al expendio de los productos que se 
introducen e instaladas aduanas fronterizas por las 
provincias, nadie demandaría la devolución de lo pa- 
gado de esc modo sabiendo que al día siguiente de per- 
cibido el importe de la condena podría ser ejecutado 
por vía de apremio por la misma cantidad y obligado 
a satisfacerla en calidad de impuesto al expendio, bajo 
cuya apariencia cobraría se en realidad un impuesto 
aduanero prohibido por la Constitución Nacional. 

Asimismo arguyen los actores que el impuesto al 
expendio sobre el vino también lo han pagado por los 
años a que se refiere o! cobro de que ha sido objeto. 
Las leyes .TÍJ0G (nfio 11)31), 40ÍK1 (año 1P32), 4131 (año 
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1933) y 4189 (años 1934 y 1935) gravan el expendio 
de bebidas alcohólicas, entre las que se halla el vino, y 
hay comerciantes que no tienen otro negocio que el de 
venta de vinos y pagan por el expendio de éstos el 
importe establecido por dichas leyes. No es, pues, po- 
sible que haya otra ley, también de impuesto al expen- 
dio, bajo el n° 3907 o el de sus modificatorias, que esté 
vigente y sea aplicada conjuntamente con la otra. En 
realidad la ley 3906 grava el expendio y la ley 3907 el 
consumo, con la salvedad de que al amparo de este últi- 
mo nombre se ha cobrado un verdadero impuesto adua- 
nero que, por serlo, fué declarado inconstitucional por 
la Corte Suprema en el caso Tirasso v. Buenos Aires. 

Además, los actores manifiestan que si la ley 3907 
y sus modificatorias gravaran realmente el expendio Be- 
rían violatorias de la equidad y la igualdad exigidas por 
los arts. 4 y 16 de la Const. Nacional, pues un artículo 
que fuese objeto dos veces del mismo gravamen mien- 
tras todos los demás que circulan por el país lo fueran 
de uno solo estaría sujeto a un trato diferencial que ten- 
dría por norma única la arbitrariedad. Por consiguien- 
te, la inconstitucionalidad debería declararse aun en el 
caso de que se admitiera la teoría de la provincia que 
divide el impuesto al consumo en impuesto a la existen- 
cia e impuesto al expendio. 

La devolución reclamada procedería, según los acto- 
res, porque habiendo declarado la Corte Suprema que 
el impuesto creado por las leyes en cuestión es contrario 
a los arts. 9, 10, 11, 12, 67, inc 12, y 108 de la Constitu- 
ción Nacional, el procedimiento utilizado por la provin- 
cia importa anular en los hechos dicho fallo, violando 
de tal modo e! art. 10 de la ley federal n* 27, que excluye 
todo recurso, salvo el de revisión, contra las decisiones 
del Tribunal. 

Como última razón en apoyo de la procedencia de 



FALLOS DI LA CORTE SUPREMA 



1» demanda se invocaron los arts. 19, inc. b), 22 y 23 de 
ta ley 12.139, que prohibe a las provincias cobrar des- 
pués de su adhesión a ella impuestos de los comprendi- 
dos en el régimen de la misma, sin distinguir si se adeu- 
daban con anterioridad o posterioridad a la adhesión; 
de modo que producida ésta cesa el derecho al cobro. 
Tal fué la intención del legislador, teniendo en cuenta 
que cuando Be dictó la ley existían varias leyes impo- 
sitivas provinciales que aun no habían sido hechas efec- 
tivas, como la n" 2998 de la Provincia de Entre Ríos. 

Por todo ello los actores solicitan que se haga lu- 
gar a su demanda, que consideran de competencia ori- 
ginaria de la Corte Suprema por la naturaleza de la 
cuestión debatida y por ser ellos extranjeros y la de- 
mandada una provincia. 

Que acreditada la competencia originaria de la 
Corte Suprema dióse traslado de ta demanda a la Prov. 
de Bs. Aires, en representación de la cual la contestó 
D. Gregorio Escudero a fs. 32, solicitando su rechazo, 
con co .tas, fundado en las razones que sintéticamente 
se expresan a continuación. 

Ante todo reconoce la exactitud de las referencias 
hechas por los actores con respecto a la forma como 
aportaron las sumas cuya devolución reclaman, sin que 
ello importe adir.it ir los conceptos contenidos en el es- 
crito de demanda ni el derecho en que se apoya ni la 
extensión que so da a una seria acción del gobierno 
provincial, inspirada tan sólo en el interés general y 
colectivo y tendiente a amortiguar los efectos perjudi- 
ciales de una política impositiva inatacable en su ob- 
jeto y contenido, aunque viciosa en sus formas de apli- 
cación práctica. 

La demandada no pretende alzarse contra las deci- 
siones de la Corte Suprema sino que, considerándose 
con derecho a cobrar a los actores las sumas en cuestión, 
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sólo procura obtener lo que, en atención a las circuns- 
tancias del caso, entiende corresponderle legalmente. 
Desde que la aplicación del derecho debe hacerse tenien- 
do en cuenta las situaciones de hecho que caracterizan 
cada caso, poco importa en el presente que se trate del 
cobro de las mismas sumas si la situación, motivo y ob- 
jeto por los que fué percibida la cantidad que hoy Be 
procura repetir, fueron distintos de los que ocasionaron 
la impugnación originaria. Por otra parte, no cabe ha- 
blar de alzamientos cuando se recurre a la justicia, co- 
mo lo ha hecho la provincia, para que reconozca o de- 
niegue el derecho en cuestión. Así resulta de los pronun- 
ciamientos de la Corte Suprema en los casos de "Lanas- 
se y Olaciregni Ltda.", "Polledo y Cía." y "Muñoz y 
Muñoz y Rodríguez Hnos.", especialmente de estos dos 
últimos, en los cuales fueron rechazadas las pretensio- 
nes de los contribuyentes fundadas precisamente en la 
existencia del alzamiento alegado. El Poder Ejecutivo 
provincial se ha limitado, de acuerdo con lo que implí- 
citamente resultaba del primero de esos fallos, a recla- 
mar ante sus tribunales el derecho impositivo que pre 
tende tener. 

En cuanto a la procedencia del cobro del gravamen, 
la demandada se ampara en un principio enunciado por 
el señor Procurador General de la Nación en los dictá- 
menes que se citan a fs. 35 vta. y 36. Según él lo obje- 
table no es el derecho de la Prov. de Bs. Aires para co- 
brar el impuesto sino el procedimiento establecido por 
los decretos reglamentarios para su percepción, y como 
el crédito del Fisco no tuvo origen en esas reglamenta- 
ciones sino en las leyes impositivas, es obvio que siendo 
éstas válidas, la condena a devolver lo percibido me- 
diante procedimientos inconstitucionales no es óbice 
para -obrar de nuevo el gravamen utilizando métodos 
libres de esa tacha. También ampárase la demandada en 
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el principio de la igualdad y en el interés público de la 
colectividad, pidiendo se decida si pnede admitirse nn 
criterio impositivo diferencial conforme al cual mien- 
tras loa productos internos de una provincia que tienen 
nn fin de afectación determinad^ deben satisfacer un 
gravamen, se hallan libres de éste productos iguales con 
el mismo fin de afectación por el solo hecho de venir de 
fuera de la provincia. 

Con respecto a los fundamentos aducidos en el es- 
crito de demanda, el representante provincial entiende 
que la pretensión de los actores de reservar para el ale- 
gato la refutación de la tesis sostenida por el gobierno 
para cobrar el impuesto es inadmisible, mas se abstiene 
de oponer la excepción de defecto legal porque desea 
que su acierto sea reconocido de una vez por todas y 
para examinar los argumentos que concretamente ex- 
ponen los demandantes. 

La alegación de que si no se anulara el derecho al 
cobro del tributo sino tan sólo al procedimiento utili- 
zado para hacerlo efectivo, nadie demandaría la devo- 
1 lución de lo pagado sabiendo que al día siguiente de 
haber percibido el importe de la condena podría ser 
ejecutado por el mismo valor, es más aparente que real 
e importa desconocimiento de la jurisprudencia. Basta 
recordar que la inconstitucionalidad de la aduana inte- 
rior estriba en que entorpece la circulación territorial 
en cnanto exige un pago previo a la introducción de la 
mercadería. De modo que aplicada a esa violación cons- 
titucional la sa::-ión pertinente, la mercadería entra sin 
trabas al territorio de la provínola y una vez confundida 
con el acervo patrimonial y económico de ésta, como 
ocurrió en el caso de autos, todos los impuestos que le 
corresponden son de inojetable aplicación. En este jui- 
cio se probará que la oportunidad del cobro en él discu- 
tido fué posterior a la confusión de la mercadería *x>n 
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el acervo económico de la provincia, aplicándose leyes 
vigentes en el momento de operarse y existiendo un cré- 
dito líquido y exigible. 

El argumento fondado en la coexistencia de las 
leyes íJÜOo' y 3907 es también inconsistente. La primera 
(nrts. 1 y 3) crea una patente constituida por un permi- 
so especial para expender bebidas alcohólicas que se 
otorga pagando anualmente las sumas que se estable- 
cen, con independencia de cualquier otro derecho o im- 
puesto sancionado por otras leyes aunque grave los 
mismos artículos. A diferencia de aquélla, la ley 3907, 
promulgada en igual fecha, grava el expendio con des- 
tino al consumo dentro del territorio de la Prov. de Bs. 
Aires, que en este caso es inobjetable por haberse co- 
brado sobre mercaderías que se habían confundido con 
el acervo económico provincial. Por lo demás, un Estado 
puede crear cuantos impuestos quiera sobre una cosa 
con tal que no afecte alguna garantía constitucional. 

Tampoco admite la demandada que la aplicación del 
gravamen de la ley 3907 sobre las mercaderías prove- 
nientes de otras provincias y consumidas en el territorio 
de la de Ba. Aires sea violatoria de la igualdad, puesto 
que alcanza a todos los productos sin distinguir entre 
los que se^ptoducen en la provincia y los que provienen 
de fiie-yh de ¿lia. Existiría desigualdad si no pudiera 
cobrare el inUuésto pues entonces, por el mismo trá- 
fico económico aentro de la provincia, iguales mercade- 
rías en las mismas épocas y bajo el régimen de iguales 
leyes pagarían o no el gravamen según que fueran o no 
de producción provincial. 

No resulta más eficaz el argumento de que el im- 
puesto creado por la ley 3907 aunque parezca al consu- 
mo es aduanero en el fondo y, por tanto, inconstitucio- 
nal. Para que una contribución pueda ser considerada 
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introducción del produc* n gravado, y ello no ba ocurrido 
en este caso, pues el tributo se aplicó al tráfico econó- 
mico de los artículos mucho tiempo después de la con- 
fusión de éstos con el acervo económico de la provincia 
y se cobró en la misma proporción que a las mercade- 
rías producidas en ella. Como resulta de los anteceden- 
tes que motivan la demanda y que deben ser tenidos 
como ciertos por no habérselos desconocido en ésta, el 
pago fué realizado el 10 de febrero de 1940 por merca- 
derías expendidas por los actores desde el 1» de enero 
de 1931. No puede ser considerado aduanero un impues- 
to cobrado nueva años después de la introducción de 
la mercadería y de operado el tráfico económico. 

En cuanto al argumento fundado en la violación 
del art. 10 de la ley federal 27, basta señalar que aquél 
se refiere a recursos y aquí se trata de juicios por los 
que podría llegarse hasta la Corte, como precisamente 
ésta lo dijo en el caso Muñoz que citan los actores, a lo 
cual se agrega que en el caso de autos no lia mediado 
decisión judicial nlguna que importe anular el fallo de 
la Corte, puesto que tos actores la evitaron allanándose 
a la acción de la provincia. 

Tampoco favorece a los actores la invocación de la 
ley 12.139. En primer lugar porque, según lo ha decidi- 
do la Corte Suprema reiteradamente, carecen de acción 
y de personería para plantear la cuestión. Y luego por- 
que ni en la ley de referencia ni en su» antecedentes ni 
en la ley 4284, por la cual ta Prov. de Bs. Aires prestó 
su adhesión, se ha articulado en modo alguno una re- 
nuncia a obligaciones emergentes de leyes anteriores. 
Además, la interpretación sustentada por los actores 
conduciría a una desigualdad irritante en favor de los 
contribuyentes morosos, que resultarían pr miados por 
su actitud cuando lo que se ha buscado mediante la ley 
12.139 e» que en el futuro los impuestos que antes cobra- 
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ban ias provincias ingresaran al tesoro nacional por 
Jas nnevas formas impositivas para ser prorrateados 

entre los Estados adheridos. 

El escrito de contestación a la demanda termina 
remitiendo a lo expuesto por la Fiscalía de Estado de la 
Prov. de Bs. Aires en el folleto de fB. 31 y solicitando 
el rechazo do la acción, con costas. 

Abierto el juicio a prueba, se produjo la que indica 
el certificado de fs. 130, alegaron ambas partes a fs. 
133 bis y fs. 145, dictaminó el Señor Procurador Gene- 
ral a fs. 173, dictóse a fs. 174 la providencia de autos 
para definitiva y a fs. 175 vta. túvose por recusado sin 
causo al Suñor Ministro del Tribunal Dr. Tomás D. 
Casares. 

Considerando \ 

Que, como lo pone de manifiesto la precedente re- 
lación de la causa, la demanda de repetición se fundó, 
on síntesis, en que habiéndose declarado anteriormente 
por la Corte Suprema en un juicio entre las mismas 
partes la inconstitucionalidad del gravamen impugna- 
do, éste no podría ser nuevamente exigido por el Fisco 
sin violar lo resuelto por el Tribunal y lo dispuesto por 
el art. 10 do la ley 27; en que de otro modo no sería po- 
sible declarar la inconstitucionalidad de las leyes de 
ese género; en la existencia de otras leyes, las núms. 
3906, 4090, 4131 y 4189, que gravaban el expendio du- 
rante la vigencia de la ley 3907 y sus ampliatorias y 
modificatorias, por lo cual no cabe admitir que éstas 
recaían también sobre el expendio; en que si así no 
fuera, esta última serie de leyes sería contraria a la 
equidad y la igualdad impositivas establecidas por los 
arts. 4 y 16 do la Cons. Nacional, y en que, por último, 
también *c oponen al cobro del impuesto los arts. 19, 
ine. b), 21 y 23 de la ley 12.139, a cuyo régimen adhirió 
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la provincia demandada por ley niím. 4284 del 29 de 
enero de 1935. 

Que corresponde, pues, prescindir de las demás 
cnestiones planteadas por primera vez en el alegato de 
los actores bajo el título de "otras defensas" — fs. 
167 — consistentes en fundar la cosa juzgada en circuns- 
tancias no invocadas en la demanda: la no oposición 
por la provincia de la defensa de compensación en el 
primer juicio; en la improcedencia del cobro del im- 
puesto por falta de reglamento, o por inconstitucionali- 
dad de éste si se juzgase que realmente existe; y en 
la nulidad del precepto legislativo fundada en ta apli- 
cación analógica de las disposiciones del Cód. Civil so- 
bre obligaciones alternativas. Trátase de cuestiones que, 
precisamente por no haber sido incluidas en la relación 
procesal no lian podido ser objeto de controversia entre 
las partes con las necesarias garantías de la defensa 
en juicio y no deben, por lo mismo, ser materia del pro- 
nunciamiento del Tribunal (Fallos: 167, 163; 178, 223; 
186, 353; 187, 214; 200, 316 ; 203, 61). Por otra parte, la 
omisión de toda referencia a las mismas en la protesta 
formulada por los actores, obstaría también a su exa- 
men y resolución, pues, como lo lia establecido una reite- 
rada jurisprudencia fundada en la finalidad de dicho 
requisito, cuando on ella se mencionan las razones de 
invalidez del pago a que se refiere, la repetición no 
pnede fundarse en otras distintas (Fallos: 182, 07 y 218, 
186, 22; 190, 546 y otros). A lo cual cabe aun agregar 
que defensas semejantes lian sido objeto de considera- 
ción y rechazo en el caso de Fallos : 200, 462. 

Que ambas partos iwonocen ser cierto (pie los Srcs. 
Cecilio Robles y Cía., comerciantes minoristas de la 
ciudad de Bahía Blanca según se dice a fs. 148 de su ale- 
gato y resulta de la cláusula 4' del contrato de sociedad 
transcripta a fs. 1 vta., efectuaron desde el 10 de enero 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



427 



de 1931 hasta el 4 de enero de 1935 diversos pagos, con 
protesta, por un total de $ 8,354,65 m¡n. en concepto del 
impuesto al vino establecido por la ley 3907 y sus amplia- 
torias y modificatorias de la Provincia de Buenos Aires; 
que demandada ésta por repetición de dicha suma ante 
la Corte Suprema, fué condenada a devolverla, de con- 
formidad con lo resuelto en et caso Tirasso v. Bs. Aires 
(Fallos: 174, 193) y otros análogos, y así lo hizo previa 
ejecución ; que algún tiempo después la mencionada pro- 
vincia demandó a la firma de referencia, ante los tribu- 
nales provinciales, por cobro ejecutivo de la expresada 
suma de $ 8.351,65 m u. sobre la base de una planilla 
de deuda otorgada por la Dirección General de Rentas, 
referente a "mercaderías expendidas" por Robles y 
Cía. y M sujetas al pago del impuesto al consamo" esta- 
blecido por las leyes 3907 y sus modificatorias y amplia- 
torias ; que citados de remate los contribuyentes deposi- 
taron judicialmente la cantidad reclamada más la calcu- 
lada para intereses y costas, dándola en pago con la 
reserva de demandar la repetición, fundada, conforme 
a lo expresado en el telegrama que dirigieron al go- 
bernador provincial, en ser "inconstitucional dichas 
leyes, sus reglamentos y el impuesto creado, según de- 
claración reiterada Suprema Corte Nacional y violato- 
rios arts. 9, 10, 11, 12, 67 inc. 12, y 108 Const. Nacional, 
por violarse igualmente art. 7 Const. Nacional, pues al 
amparo de este ,-jnicio pretende instaurarse un recurso 
contra el fallo de la Corte Suprema Nacional que con- 
denó a la Provincia a devolvernos la misma suma que 
hoy nos reclama, siendo este procedimiento contrario 
a la ley 27, art 10, leyes 44, 5133 y 12.139, arts. 19, inc. 
b] y 22 y 23, todas nacionales, agregando que la acción 
dol Fisco de la Provincia os contraria al régimen republi- 
cano, asesin ado por Const. Nacional, en su art. 1*, pnes 
importa un alzamiento contra fallo del más alto Tribu- 
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nal de la República siendo indudable que se trata de 
la misma mercadería respecto de la cual se había co- 
brado impuesto al entrar a la provincia (confr., contes- 
tación a la demanda, fs. 32, y alegato de la demandada, 
fs. 133 bis, 134). Por lo demás, todo olio ostíi debidamen- 
te probado en autos {testimonio de fs. ó j sgtes., infor- 
me de la Dirección General de Rentas de la Provincia 
agregado a fs. 81 12). 

Qne también resulta del expediente que la merca- 
dería objeto del gravamen cuya repetición persiguen 
los actores fué vendida por éstos en su casa de comercio 
minorista (absolución de posiciones de Cecilio Robles 
González, preguntas 2', 3', y 4» fs, I2fí|7). 

Que las circunstancias expuestas ponen de mani- 
fiesto que el presente caso no difiere del resuelto por 
el Tribunal en el fallo publicado en el t. 200, pág. 462, 
de la respectiva colección, en el cual demostró que el 
impuesto n la introducción de las mercaderías cobrado 
por aplicación del decreto reglamentario de la ley 3907 
y declarado inconstitucional por los fundamentos ex- 
puestos en el caso Tirasso no es el mismo que el grava- 
men ¡il expendio de esas mercaderías cobrado por ln 
venta de las mismas efectuada después que terminó su 
circulación territorial, sino que ambos difieren esen- 
cialmente por su razón de ser, de manera que la senten- 
cia anteriormente dictada por la Corte Suprema en un 
juicio seguido entre las mismas partes y con motivo 
de las mismas mercaderías no produce efecto de cosa 
juzgada respecto de la situación planteada con motivo 
del nuevo cobro ni resulta violada por éste. 

Que, por lo demás, no es una novedad que las sen- 
tencias que declaran inconstitucional un impuesto, no 
impiden necesariamente a las provincias la nueva per- 
cepción del mismo siempre que ello pueda hacerse sin 
violar los principios constitucionales aplicados en 
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fallo judicial, como ocurre en los casos de invalidez del 
gravamen proveniente de Jas modalidades de so apli- 
cación y no de la eareneia de facultades para establecer* 
lo. Este criterio ha sido especialmente aplicado en los 
casos do contribución de mejoras y de impuesto territo- 
rial invalidados por confíscatenos, pues se ha admitido 
en forma expresa que podían ser nuevamente percibidos 
previo reajuste de su monto realizado por los organis- 
mos pertinentes con arreglo a las conclusiones del Tri- 
bunal (confr., Fallos: 205, 615, considerando 6» y los 
allí citados, entre otros). También ha declarado la Cor* 
te Suprema que "si el establecimiento de una aduana 
interior se infiere de una disposición reglamentaria y 
no de la ley que se dice reglamentar, se trataría de una 
cxtralimitación del decreto, cuyo remedio está en las 
instituciones locales mismas, como lo ha dicho esta Corte 
en los considerandos 2 y 6 del fallo en el caso Camps v. 
Entre Ríos, 176, 315, pudiendo en todo caso recurrir al 
pronunciamiento de este Tribunal por el recurso extra- 
ordinario" —tomo 178, página 308, considerando 6*—. 

Que la impugnación fundada en la doble imposición 
proveniente de las leyes 3906 y 3907 carece de base, 
porque basta la lectura de las respectivas disposiciones 
para poner en evidencia que se trata de gravámenes 
distintos. La ley 3906 establece un permiso especial 
para expender bebidas alcohólicas de cualquier clase, el 
cual deberá ser solicitado por escrito ante la oficina 
de rentas y acordado previo pago de las sumas que de- 
termina el art. 1' (folleto de fs. 30). El tributo recae, 
así, sobre la actividad consistente en tener establecida 
casa de negocio para el expendio de las bebidas de refe- 
rencia, en general, mientras que la ley 3907 grava la 
transacción específica sobre el vino, o sea su expendio 
para c! consumo. Son dos gravámenes diferentes sobre 
actos también distintos, como lo declaró la Corte 8u- 
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prema en el caso de Fallos ¡ 178, 308» desestimando nna 
objeción análoga de acuerdo con el dictamen del Sr. 
Procurador General. Con lo cual desaparece la objeción 
referente a la supuesta violación de los arta. 4 y 16 de 
la Const. Nacional, fundada por los actores en la identi- 
dad de los gravámenes establecidos por las leyes 3906 
y 3907. 

Que las pretensiones de los actores tampoco búllan- 
se amparadas por la ley 12.130, ya que ésta sólo confiere 
a la Nación y a las provincias el de redi o de impugnar 
la validez de las contribuciones locales como contrarias 
a sus disposiciones. Así lo ha resuelto el Tribunal de 
modo reiterado y uniforme, fundado en razones que es 
innecesario repetir aquí (Fallos: 183, 160; 185, 140; 
186,64; 901,202 ; 205, 131). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se rechaza la demanda, sin costas. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
vabez Rodríguez — Rodolfo 
G. Valeyzuela. 



INOCENCIO CASTELLANO Y OTROS v. A ['RELIO Y 
GERMAN QUINTANA 

CONSTITUCION NACIONAL: Conftitucmmlidaá e incomtituch- 
nati<iatl. Drcrrto* iwhnale». Varios. 

El decreto ?,X:W2 4."t no es inconstitucional por razón 
de su nrijicu 

CONTRATO DE TR AHAJO. 

El sueldo anual complementario que establece el art. 45 
del deereto 102/45, es una compensación del trabajo 
del año. ipie se afrreüia a la ordinaria y es por su natura- 
leza distinta e independiente de ésta*. Tiene por objeto 
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proporcionar al asalariado la percepción al fin del año 
de una suma global que, por el modo de liquidársela, no 
se halle afectada a la atención de las necesidades cuotidia- 
nas ordinarias y le permita una cierta independencia con 
respecto a la estrecha relación del salario con dichas ne- 
cesidades. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conutitucionalidad e inconsUtucio- 
nulidad. Decretos nacionales. Varios. 

El art. 45 del decreto 33.302/45, en cuanto impone a los 
patrones la obligación imprevista de pagar el sueldo anual 
complementario correspondiente al ejercicio del año 1945, 
concluido cviando se promulgó el decreto, comportó una 
retroactividad requerida por exigencias de orden público, 
frente a la cual no existen derechos adquiridos. Por ello 
ln norma mencionada no es violatoria de tas disposiciones 
de la Const. Nacional que aseguran el derecho de pro- 
piedad. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía». Dtrtcho ñ» 

propiedad. 

El derecho de propiedad, como los otros derechos indivi- 
duales, está supeditado en sus alcances y modos de ejer- 
cicio a los que requiera el orden público. Es inviolable 
rn cuanto su ejercicio no obste al bien común, fundamen* 
to de todo derecho individual, y, por ende, anterior y 
superior a ellos. 

CONTRATO DE TRABAJO. 

La regulación legal de las condiciones del trabajo de los 
asalariados se propone compensar la situación de iníerio- 
ridad de éstos respecto de sus empleadores en la conven- 
ción relativa a la prestación de sus servicios, obteniendo 
del empleador Jo que se considera serle debido en justicia 
al asalariado y que éste no puede lograr medíante el con- 
trato privado por la situación desigual en que se encuentra. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constihicionalidad e incnstilucb- 
nalidad. Decretos nacionales. Vario*. 

El art. 45 del decreto 33.302/45 no es violatorio del art. 
16 de la Const. Nacional. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



CONSTITUCION NACIONAL: Const itwonalichd e, incomtitucio- 
nalidad. Decreto* nacionales. Varios. 

A falta do prueba demostrativa de que la aplicación del 
ixi-t. 45 del decreto 33 ¡iOi: 45 es ruinoso para el patrón. 



CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. In- 



para impugnar iu coH*tÍtui-ionalida<i. 

No procede tomar en consideración las impugnaciones de 
orden constitucional formuladas eontra el decreto 33.302/ 
45 con motivo de disposiciones del mismo extrañas a la 
materia del litigio ¡ como lo son los arta. 48 49, 62, 77 en 
un juicio sobre cobro del sueldo anual complementario 



Antos y vistos: 

El presente juicio seguido contra Germán y Aurelio Quin- 
tana por Inocencio Castellano, por cobro de la suma de t 170 
moneda nacional, por Martín Domínguez por cobro de la suma 
de * 210 por Fernando Solís por cobro de la suma de 
$ 220 % y por Jesús Montañés, por cobro de la snma de 
t 210 de igual moneda, proveniente del aguinaldo del año 
1945, de acuerdo con el decreto 33.302. 

Manifiestan los actores que ante el resultado negativo de 
las gestiones realizadas por ante ta demandada para obtener 
el cobro del aguinaldo, inician el juicio de acuerdo a derecho. 

En la audiencia de fs. 14 los demandados, al contestar la 
acción reeonoecn la condición de los actores, hacen presente 
qne se hicieron cargo del negocio por compra del 19 de mayo 
de 1945, desde cuya fecha prestan servicio los demandantes, 
con excepción de Jesús Montañés, que ingresó a mediados de 
noviembre de 1945. 

Reconocen los sueldos denunciados puor los actores, con 
excepción del actor. Fernando Solís, cuyo sueldo manifiesta 
asciende solamente a la suma de $ 150 % 




establecido por el Hrt. 45, 




a del Juez del Trabajo 



Bs. Aires, mayo 10 de 1946. 
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Aceptan no haber abonado los sueldos aguinaldos a los 
reclamantes, en razón de que impugnan de inconstitucional el 
decreto 33.302. en primer ingar por carecer de facultades 
el P. E. de facto para legislar y además por ln .-ct reactividad 
de los arts. 62 y 45 y por vulnerar preceptos de los arta. 16, 14 
y 5* de la Const. Nacional. 

En la audiencia de fs, 23 no compareció el actor Jesús 
Montañés, por cuyo motivo la demandada solicitó se le hieiera 
efectivo el apercibimiento de ley. 



Que el demandante Jesús Montañés, no compareció a la 
audiencia de fs. 23 a pesar de encontrarse notificado en forma 
(fs. 22) por lo que corresponde hacer efectivo el apercibimien- 
to decretado a fs. 19 y tener por ciertos los hechos expaestoa 
por la demandada a fs. 14, salvo prueba en contrario (art. 69, 
decreto 32.347). Así se declara. 

Que, de acuerdo a las constancias de autos y resuelto en el 
parágrafo que antecede, tenemos que los demandados se hicie- 
ron cargo del establecimiento donde prestan servicios los acto- 
res a partir del día 1» de mayo de 1945 (art. 2» cont. de ta. 12). 

Que los reclamantes ya trabajaban en la citada fecha con 
excepción de Jesús Montañés que injrrcsó con posterioridad, 
en el mes de noviembre de 1945, percibiendo por ese período 
$ 140 (see. de fs. 15 y cond. fs. 14 vta.) y finalmente que los 
actores percibían una remuneración mensual de acuerdo a lo 
manifestado por los mismos a fs. 1, (fs. 14 vta.) con excepción 
del actor Fernando Solfs, cuyo sueldo era de $ 150 % (posie 



Que, estudiados los hechos, al que debemos agregar las 
constancias de fs. 25 y fs. 26, relacionadas con el convenio 
colectivo de trabajo suscripto entre los patrones y obreros 
panaderos, debemos rf"«rirnos al derecho invocado por los 
actores y defensas esgrimidas por la demandada. 

Que, en primer término, debe resolverse la inconstitucio- 
nal ¡dad opuesta en razón de negársele al P. E. de facto atri- 
buciones legislativas (sanción del decreto 33.302). 

Que, en mérito a las consideraciones de hecho y derecho, 
como así también en base al estudio realizado de la jurispru- 
dencia del Superior Tribunal, realizado en los autos ** Santa- 
nares, P. F. c. City Bank, sobre despido", tramitado por ante 
este juzgado y que, "brevitatis causa", se dan por reproducidas 
en el presente considerando, el suscripto ha resuelto "que si 
bien latí atribucibnés legislativas del gobierno de facto son 
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limitadas, no lo están en aquellas situaciones de necesidad y 
para el cumplimiento del programa revolucionario" (agosto 
13 de 1945, J. del T., núm. 2292). 

Que no puede existir duda alguna en el sentido de que el 
decreto 33.302 fue sancionado en razón de las características 
determinadas precedentemente. 

Que, efectivamente, la época de su sanción (post-guerra), 
su objeto fundamental (legislar sobre el punto básico en las 
relaciones contractuales entre el trabajo y el capital, los sala- 
rios), nos está diciendo de su necesidad ' con sólo recordar el 
cuadro de espanto, tristeza y miseria en que se debate la vieja 
Europa y el estado de desocupación, inseguridad y huelgas 
que ii .pera en la joven América. 

Que el problema socíal-económico que se encuentra aboca- 
do en resolver el mundo todo, no admite dilaciones : las normas 
legales que deben sancionarse, no sólo deben dictarse de in- 
mediato, ya que un compás de espera puede llegar a provocar 
situaciones irreparables en las que luego no .serán suficientes 
las leyes de la naturaleza de las que nos ocupa, sino que las 
mismas deben contener las soluciones que los pueblos con todo 
derecho exigen. 

Que así lo ha nentendido los estadistas y hombres de go- 
bierno de ta casi totalidad de las naciones, cuando en el Acta 
de Chapultepee. se recomendó: " . . .fijación de un salario mí- 
nimo vital" y que " , . .el salario mínimo sea lo bastante flexi- 
ble para adaptarse al alza de los precios, a fin de que su capa- 
cidad remunerativa garantice y aun aumente el poder adqui- 
sitivo del trabn.ío", principios fundamentales y que están 
acordes con la hora actual si se desea llegar a la solución de 
les innumerables problemas sociales y económicos; principios 
que fueron reiterados en la Conferencia de San Francisco 
cuando se estableció que se promoverán "niveles de vida más 
elevados, trabajo permanente para todos y condiciones de pro- 
greso y desarrollo eeonómico y social" (art. 55, inc. a). 

Que la proclama del gobierno revolucionario triunfante 
consignaba: u . . .se comprometen. . . a trabajar. . . en defensa 
del honor, del bienestar, de la libertar, de los derechos y de 
los intereses de los argentinos", para agregar más adelante, 
" asegurando linter la equidad y la justicia..." y "luchare* 
mos... por hacer efectiva una absoluta, verdadera y real 
unión y colaboración americana y cumplimiento de los pactos 
y compromisos internacionales" (Proclama di.1 4 de junio de 
1943). 

Que es a todas luces incuestionable el estado de necesidad 
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que dió origen a la sanción de la disposición legal atacada, 

como es incmsíionablc (|nc la misma forma parte de las me- 
didas imprescindibles qué debe adoptar el íiobienio si desea 
dar cumplimiento a los puntos establecidos en la proclama 
revolucionaria. 

Que en el mismo fallo de la Corte Suprema, reiteradamen- 
te citado para fundamentar entinta ¡nconstitueionalidad se 
plantía, manifiesta su Presidente, Dr. Rppetto, al fundar su 
voto: " . .la sanción de nuevos códigos y estatutos o la modi- 
ficación o derogación de los qm se encuentran en vigor, visi- 
blemente no estarían en el mismo caso en que pudieran hallarse 
las leyes de carácter electoral o las que se propendan al mejo- 
ramiento de la condición social de las clases trabajadoras, o al 
de la moral administrativa, únicos fines enumerados por la 
revolución como esenciales..." (D. J. A., nüm 2366. abril 
9 de 1945). 

Que se desprende claramente de la lectura del voto del 
Exemo. Sr. Ministro de la Corte Suprema, las dos exeepcionea 
en el que reconoce ni P. E. de facto atribuciones legislativa*, 
una de las cuates es precisamente, cuando se propenda al me- * 
joramiento de \ti condición social de la clase trabajadora. 

Que considera el suscripto que no puede existir persona 
alguna que niegue tal objeto al decreto 33.302, ya que, como 
se ha dictio precedentemente, legisla preferentemente sobre los 
salarios, con miras a fijarlos en un nivel que permita a la clase 
laboriosa "un mínimo de bienestar", ademas de contemplar 
entre otras situaciones un posible período de desocupación, el 
que trata de evitar. 

Que la situación económica y social actual debe contem- 
plarse con el criterio y sensibilidad de la época; no es posible 
apreciar los acontecimientos que gravitan en la relación del 
capital y el trabajo con el concepto de nuestros antepasados, 
ni mucho menos encontrar soluciones mirando hacia atrás, a 
no ser para que nos sirva de experiencia y evitemos su repeti- 
ción; la intervención del Estado es imprescindible, a él le 
compete regular esas relaciones para evitar el caos en la eco- 
nomía nacional, como consecuencia de la situación de miseria 
y desesperanza de unos y la opulencia desproporcionada de 
otros. 

Que la grandeza moral y material de la Nación, no se ha 
de conseguir con la tranquilidad de los menos y el sufrimiento 
de los más, sino que será una hermosa realidad cuando todos 
posean un mínimo imprescindible de bienestar. 

Que a dar cumplimiento a tal premisa tiende el decreto 
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33.302 ; es un eslabón importante de la cadena que forman las 
leyes de previsión y que sin duda alguna darán nacimiento 
a una legislación social que esté de acuerdo con Jos aconteci- 
mientos propios del períudo de postguerra, que esté de acuer- 
do con ra importancia económica de la Nación y sobre todo 
que este de acuerdo con la premisa de ((tic lodo' ser humano 
tiene derecho por el solo hecho de trabajar a un mínimo de 
bienestar para 61 y los suyos, que lo hagan bendecir y no mal- 
decir a lá vida. 

Que en definitiva, considera el suscripto que, en razón 
de la necesidad imperiosa, eu razón de tratarse de una ley 
que tiende al mejoramiento de las masas obreras, en razón de 
llenar uno de l"s motivos que dieron lugar al movimiento re- 
volucionario de] 4 de junio de 1943 y en razón de que con tal 
disposición legal se cumple con expresiones de deseos de confe- 
rencias internacionales de las que formó parte la Nación, el 
P, E, de facto ha podido sancionar el decreto 33.302 y sn 
constitueionalidnd resulta evidente, de acuerdo a lo reiterada- 
mente resuelto por el Superior Tribunal con respecto a los 
g oblemos de faeto y sus atribuciones legislativas limitadas 
(fallo cit. "ut supra"). Así se declara. 

Que corresponde estudiar ahora las impugnaciones rea- 
lizados con respecto a determinados artículos del decreto 33.302 ; 
pues sostiene la demandada la ineoiistitucionalidad de los arts. 
62 y 45 porque, alega, lesionan el derecho de propiedad garan- 
tizado por el art. 17 de la Const. Nacional en razón de la 
retroactividad de los mismos, sostiene igualmente que vulneran 
la igualdad que sostiene el art. 16, los derechos de comerciar 
y ejercer industria lícita y la libertad de asociación que esta- 
blece el art. Í4 y el sistema federal que legisla el art. 5* de la 
Const. Nacional. 

Que antes de entrar a considerar las impugn aciones efec- 
tuadas por el empleador, entiende el juzgador imprescindible 
referirse a principios generales que rigen el derecho constitu- 
cional para Urgo tratar en particular las violaciones de la 
Const. Nacional, que sostiene la demandada im "c. el citado 
decreto 33.302. 

Que es de fundamental importancia dejar establecido 
que no es suficiente la sola expresión de que determinada 
disposición legal viola derechos que acuerda la Const. Nacio- 
nal para que ella sea reconocida en juicio, es imprescindible 
probar en forma fehaciente tal afirmación, " ...no basta adu- 
cir la violación del derecho. . . para que ella sea reconocida por 
la justicia; es necesario probar los hechos en cuya virtud 
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aparece esa transgresión al principio constitucional" (Cám. 
Civil 2' de La Plata, julio 25 de 1933, J. A., t. 42, p. 1217). 

Que además debe tenerse presente que debe existir un 
interés jurídica y económico lesionado de parte de quien for- 
mula la oposición, y es lógico que así sea, pues de no nos en- 
contrariamos en que las decisiones judiciales serían simples 
manifestaciones abstractas de influencia únicamente en el campo 
político, cuando en realidad las partes deben cuestionar sobre 
situaciones que las perjudican o benefician económicamente, 
siempre, claro está, dentro del terreno jurídico (Corte Supre- 
ma, diciembre ¡10 de 1938, J. A., L 64, p. 724; íd. f id., t, 64, 
F* 391 ■ id., id., t. 64, p. 694; id., id., t. 45, p. 213), y lógica- 
mente, para que sea viable la interposición de la duda consti- 
tucional, debe la disposición legal atacada, ser de aplicación 
en la causa donde se interpone (Corte Suprema, junio 23 de 
1937, J. A., t. 58. p. 732; id., marzo 9 de 1932, J. A., t. 37, p. 
785; Cám. Federal de lu Capital, octubre líi de 1936. ,1. A., 
t. 5fi. p. 48). 

Que, por otra parte, todo derecho que acuerda la Const. 
Nacional y las restantes leyes del país, no son absolutos, sino 
que deben acondicionarse a la situación y características de la 
oportunidad de sn aplicación, sin olvidar estados de emergen- 
cia, de depresión económica y sobre todo y fundamentalmente, 
sin olvidar que el bienestar general debe primar sobre el pe- 
queño perjuicio que nada modifica la situación general de 
unos pocos ; "... no hay en la Const. Nacional derechos absolu- 
tos, todos están sometidos en su ejercicio a reglas y limitaciones 
indispensables para el orden y la conveniencia social" (Corte 
Suprema, octubre 14 de 1940, J. A., t. 72, p. 304), y "no es 
incompatible con las garantías que acuerda la Const. Nacional 
ffirt. 18), ni derecho de propiedad. . . porque tal diferenciación, 
une no excede a lo que podría llamarse una discreta y justa 
disminución de beneficios no responde a un propósito hostil 
a cierta clase de beneficiarios sino a motivos reales y razonables 
de justicia social" (Corte Suprema, diciembre 23 de 1940, 
J. A., t. 72, p. 978) ; y, finalmente, " . . .las circunstancias del 
momento actual, han impuesto la necesidad de crear restriccio- 
nes a la voluntad individual en lo que. . . cuando se ha creído 
que con «dio se comprometían los intereses de orden general. . . 
Ño debe detenerse ante los intereses personales para no afectar 
los derechos adquiridos, absteniéndose así de llevar un alivio 
n la comunidad" (Corte Suprema, marzo 22 de 1935, J. A., 
t. 49. p. 424). 

Que resumiendo lo precedentemente expuesto, tenemos , 
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para sor viable ta impugnación por inconstitucional de una 
disposición legal, no basta su iifirmación sino que debe probar- 
se e! extremo; debe existir un interés jurídico y económico de 
la parte que la opone, ha de ser aplicable la ley impugnada v 
finalmente, ni resolverse si existe o no violación de derechos 
que aeuerda el articulado de la Const. Nacional, es necesario 
tenerse en cuenta la no existencia de derechos absolutos y las 
circunstancias especiales de interés general en razón del tiem- 
po y de las personas que dieron lugar a la sanción de la dis- 
posición legal. 

Que, sentadas las premisas que anteceden, pasemos a 
resolver la defensa sostenida por la demandada en el sentido 
de que los arts. 62 y 45 del decreto 33.302, violan el derecho de 
propiedad que garante el urt. 17 de la Const. Nacional, en ra- 
zón de que se retrotraen los aumentos de los sueldos al día 1' 
de diciembre de 1945 (art. 62) y se fija una remuneración 
anual complementaria a partir del año 1945, a pesar de haber 
Kdo publicado el citado decreto con posterioridad a dichas 
fechas fart. 45). 

Que es improcedente y no corresponde resolverse la im- 
pugnación que se refiere al art. 62, en razón de que en autos 
no se reclama el importe del aumento emergente del citado 
articulo, no siendo, en consecuencia, de aplicación en las con- 
sideraciones de este fallo y además por no existir un interés 
jurídico y económico lesionado de la parte oponente (Palios 
eits. "ut supra"). 

Que tiene, por otra parte, resuelto reiteradamente lti 
jurisprudencia cu el sentido de que es posible el estudio aislado 
del articulado de determinada ley atacada de inconstitucional, 
sin necesidad de referirse íntegramente a todos sus artículos. 

No corresponde estudiar totalmente la ley si ésta puede 
juzgarse aisladamente" (Corte Supremaf julio 13 de 192í> J 
A., t. m, p. 289). 

Que el decreto de que se trata en autos, en razón de que 
trata sobre los salarios, indemnizaciones especiales en caso de 
despido, otorgamiento de aguinaldo, aumentos, etc., es induda- 
ble que permite el estudio aislado de los artículos de cada tó- 
pico sin necesidad de un estudio total de la disposición legal. 

Que, en cuanto a la segunda impugnación, se refiere al 
art. 45 que estahlece ei pago del sueldo anual complementario 
todos los 31 de diciembre, a partir del año 1945. 

Que habiendo sido publicado el decreto n» 33.302 el día 31 
de diciembre de 1945 (Bol. oficial de esa fecha), el art. 45 le- 
gisla para hechos futuros y a lo sumo con respecto a un hecho 
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de In fecha de I» publicación ; pues el hecho generador del de- 
Mello que otorga consiste en el transcurso de tal día. 

Que, con otras palabras, el simple transcurso del día 31 
de diciembre {el hedió) otorga a los obreros el derecho de 
percibir, y a los empleadores impone la obligación de pagar 

c.. P t!rí^ nipIí ' rM<?ntario fl <! " fi S<1 refim d art - 45 del de ~ 

Que solamente tiene en cuenta el citado artículo los ira- 
portes percibidos por el obrero o empleado durante el año 
inmediato anterior, a efectos de establecer el monto corres- 
pondiente; y se ha establecido osa norma determinante por ra- 
zones de justicia y equidad, ya que la misma otorga una mayor 
remuneración de fm de ano a aquellos obreros que menos fal- 
taron a su trabajo, que por su dedicación han sido mejorados 
en su remuneración, etcétera. 

Que, en consecuencia, la retroaetividad invocada no existe 
con respecto al hecho generador del derecho y obligación res- 
pectivamente, para el empleado y el empleador, sino al esta- 
blecer normas para determinar los importea a pagarse en 

cada caso. 

Que legislando el art. 45 del decreto 33.302 para aconte- 
cimientos de la fecha de su sanción y futuros, es evidente que 
el mismo no se encuentra en contraposición de lo que determina 

el art. 3* del Cód. Civ. 

Que, en definitiva, considera el suscripto que por el solo 
hecho de que el art. 45 del decreto 33.302 establezca el monto 
u pagarse de acuerdo a lo percibido a partir de una fecha an- 
iki. a m Vlgcncia ' no 68 inconstitucional, máxime cuando 
el hecho que ha de dar origen a su aplicación no es anterior 
a la sanción. 

Que, entrando a estudiar la impugnación en su aspecto 
general, debemos hacer presente que la situación que se plantea 
es si» duda alguna, de las que contempla la nota del art. 4044 
del Cúd. Civil, al establecer: "... el interés general de ta so- 
ciedad exige que las leyes puedan ser mejoradas y modificadas 
y que las leyes nuevas que necesariamente se presumen me- 
jores reemplacen cuanto antes a las antiguas cuyos defectos 
van a corregirse" (nota art. 4044. Cód. Civil). 

Que así lo ha sostenido el Superior Tribunal cuando en su 
oportunidad y en una cuestión planteada, similar a la que es- 
tudiantón, resolvió: "El art. 155 no es inconstitucional por el 
hecho de que establezca la antigüedad del empleado remontán- 
dose a un tiempo anterior a su vigencia, a los efectos de es- 
tablecer el número de meses durante el cual está obligado el 
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patrón a abonarle el sueldo en caso de enfermedad. La situa- 
ción encuadra en el art. 4044 del Cód. Civil, que dispone que 
las nuevas leyes deben «er aplicadas a los hechos anteriores 
cuando sólo priven a los particulares de derecho que sean me- 
ros derechos en expectativa" (Cám. Com. de la Capital, julio 
30 de 1940, J. -4., t. 73. pág. 237 v Corte Sup., julio 26 de 1940, 
/. A., t 71, púg. 317, en igual sentido). 

Que, por otra pnrte, ya hemos consignado precedente- 
mente que no es suficiente la simple manifestación, como lo 
hace la demandada, de que la disposición legal viola el derecho 
de propiedad, sino que debe probarse fehacientemente el hecho 
(Palios cits. Mi supra). 

Que, en consecuencia, entiende el juzgador qué el art, 40 
del decreto 33.302 no es retroactivo ni viola el derecho de 
propiedad que srarantiza el art. 17 de la Constitución Nacio- 
nal, en razón de lo precedentemente expuesto, y ante la cir- 
cunstancia de que e! impugnante no ha probado* en autos que 
el pago del aguinaldo le resulta confiscatorio, ni que le pro- 
duzca ta ruina del negocio o se encuentre en la imposibilidad 
material de pagarlo, y lo obligue a recurrir a procedimientos 
gravosos para su cumplimiento que hagan peligrar el estado 
económico de su industria. 

Que no probados los extremos determinados en el pará- 
grafo que antecede, no es posible que la justicia le acuerde 
lo solicitado en el sentido de que la aplicación del art. 45 le- 
siona el derecho de propiedad que legisla el art. 17 de la Cons- 
titución Nacional, así lo ha resuelto reiteradamente la uniforme 
jurisprudencia, "la falta de equidad por lo gravoso. . . si no es 
confiscatorio, no puede originar una cuestión de inconstitucio- 
nalidad f Corte Sup.. Fallos, t. 153. pág. 46; id., J. A., t. 28. 
pag. 543). 

Que, en base a las consideraciones expuestas, citas legales 
consignadas el suscripto entiende que en definitiva el art. 45 
del decreto flíl 302. no viola los derechos que garantiza el art. 17 
de la Constitución Nacional. Así se declara. 

Que la impugnación del decreto 33.302, por considerar que 
el mismo viola disposiciones del art. 14 (libertad de asociación) 
y del art. 5» de la Constitución Nacional (sistema federal), 
no corresponde resolverlas en razón de lo manifestado al es- 
tudiar las impugnaciones en general (Fa'los cits. ttí supra). 

Que, en cuanto a las pretendidas violaciones al art Ifi 
( igualdad V y nrt, 14 de la Constitución Nacional (comerciar 
y ejercer industria lícita), también deben ser rechazadas 

Qne es absoluta la falta de pruebas en el sentido de 
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lificar que hi aplicación del decreto 33.302 signifique el desas- 
tre del comercio de la demandada o lo imposibilite seguir su 
explotación o iniciar otra actividad comercial; pretender que 
la obligación impuesta por la referida disposición legal sig- 
nifica restringir la libertad de ejercer industria lícita, es sen- 
cillamente absurdo. 

Que la afirmación "... provoca la ruina del pequeño in- 
dustrial. .. " (fs. 101 es de carácter tan general y vaga que 
escapa :i las posibilidades del juzgador, pues no sólo el impug- 
nante debió concretarse n m caso en particular, sino que no 
habiendo probado ni intentado hacerlo en su situación per- 
sonal, pretende invocar el estado tle ruina de terceros, cuya 
probanza lia de ser un poco mas difícil de realizar, y tan 'es 
así que *e Umita en este caso, como en aquel, a la simple ma- 
nifestación. 

Que es evidente In improcedencia de tratar tal impugna- 
ción, en razón de la falta de fundamento, la absoluta falta de 
pruebas pura justificar el interés lesionado y sobre todo en 
razón de lo reiteradamente resucito ñor la Corte Suprema en 
el sentido de que tas resoluciones que recaigan en los casos 
que se plantean la inconstitucionalidad de determinadas dis- 
posiciones legales tienen fuerza lega! en los autos donde fue- 
ron interpuestas; por lo que una resolución en general, como 
la nuc pretende la demandada, al no probar su situación en 
especial, no podría ser aplicada y por tanto carecería de objeto. 

Que en lo que se refiere a la violación de ta igualdad que 
consagrada eí art. Ifi de la Constitución Nacional, el deman- 
dado se limita igualmente a interponerlo sin fundar clara- 
mente su impugnación. 

Que. en primer término, habla de limitaciones junsdiecio- 
nales, a pesar de que el art. 1» del decreto 33.302 es preciso y 
terminante cuando consigna "todos tos sueldos y salarios... 
«lie realicen sus tareas dentro del territorio de la República 
Argentina", para lrego argumentar su defensa, alegando sobre 
la exclusión de una parte considerable de beneficiarios. 

Que generalmente se atacan supuestas violaciones al de- 
recho que acuerda el art. 16 de la Constitución Nacional, con- 
fundiendo los fueros personales con los reales y olvidando que 
si bien los primeros fueron suprimidos, tos segundos subsisten, 
o sea los que se basan en la naturaleza de los actos que sirven 
ilc fundamento a los respectivos juicios. 

Que. en consecuencia, no es violada la disposición consti- 
tucional de "igualdad" (art. 16) cuando en condiciones aná- 
logas se imponen gravámenes u obligaciones idénticas. 
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Que concretándonos al decreto 33.302. esta disposición 
legal no hace distingos entre los patronos que se encuentran 
en situación análoga, ni se los obliga a pagos diferenciales; ni 
tampoco incurre en distingos para empleados ti obreros en 
igualdad de eondie iones. 

Que el iWreto ul 0,11c nos referimos, no establero distin- 
gos en rasión de las eoníieiones personales de loa patronos u 
obreros (fueros perennales) y la aplicación de distintas remu- 
neraciones, aíniÍn;ildos. etc., se relacionan con la naturaleza de 
sus ocupaciones, retribuciones, antigüedad, etc. (fueros reales), 
pero sin consignar diferencia entre los patronos u obreros en 
igualdad de situación. 

Que la garantía de 11 igualdad", jurídicamente uo es más 
que el derecho a que 110 se establezcan excepciones o privile- 
gios que excluyan a unos de lo que se reconoce o concede a 
otro; en "finíales .■•¡rt*¡::M;mrias": de donde se deduce que la 
verdadera igualdad consiste en aplicar la ley en los casos ocu- 
rrentes, según las diferencias constitutivas de ellos, y que cual- 
quiera otra inteligencia o acepción de este derecho, es con- 
traría a su propia naturaleza y al interés social. 

Que así lo ha resuelto entre otros fallos, la Corte Suprema 
(Palios, t. 105, pág. 273; id., t. 106, pág. 20). 

Que en el caso de autos la disposición legal impugnada 
no consagra excepción alguna, sino que comprende a todos los 
que en igualdad de circunstancias (patronos) deben cumplir 
determinadas obligaciones para aquellos que en igualdad de 
condiciones emplea (obreros), siendo el valor o característica 
del derecho idéntico en igualdad de situaciones de los bene- 
ficiarios. 

Que en razón de io precedentemente expuesto, la inconsti- 
tucional ¡dad fundada en la supuesta violación al derecho que 
reconoce el art. 16 de la Constitución Nacional, debe ser recha- 
zada. Así se declara. 

Que, resueltas las defensas planteadas por la parte de- 
mandada, corresponde referirse a la situación en especial cues- 
tionada en estos autos. 

Que, ante el reconocimiento expreso efectuado por la de- 
mandada de la condición de los actores (fe. 14), la demanda 
por el cobro del aguinaldo corerspondíente al 31 de diciembre 
de 1945, debe prosperar (art. 45, decreto 33.302), ya que el 
convento a que mí hoce referencia ¡1 ía. 2ÍÍ-26, <*n niidu puede 
modificar el derecho emergente do la citada disposición legal 
en razón de lo que dispone el art. 73 del decreto 33.302. 

Que, sin perjuicio de lo expuesto, el propio convenio exis- 
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tente entre los patronos y obreros panaderos, consigna categó- 
ricamente que ' ' amlias partes contratantes ajustaron sus activi- 
dades al estricto cumplimiento y respeto de las leyes y decretos 
del P. E. nacional en vigor..." (art. 3* convenio cit.); ha- 
biendo sido suscripto el mismo el 3 de enero de 1946, vals 
decir, después de sancionado el decreto 33.302 (Bol. Of., di- 
ciembre 31 de 1945). 

Que, resuelta la procedencia del aguinaldo, corresponde 
referirse a su monto, en razón de las características especiales 
de autos, de las que resulta que la demandada se hizo cargo 
del establecimiento comercial el 1* de mayo de 1945 (art, 2*, 
cont. fs, 12) y por tanto, a partir de esa fecha, los actores, 
con excepción de Jesús Montañés, trabajaron a las órdenes del 
empleador, hoy demandado. 

Que considera el suscripto que por las razones consignadas 
al tratar la faz constitucional del art. 45 el importe del agui- 
naldo debe establecerse de acuerdo a la doceava parte del im- 
porte realmente abonado por el patrono a los actores durante 
el año 1945; vale decir, tomando los sueldos pagados a partir 
del 1* de mayo de 1945 y hasta el 31 de diciembre del mismo año. 

Que corrobora lo precedentemente expuesto, la disposición 
del art. 46 del decreto citado cuando establece: "Cuando un 
obrero deje el servicio de un empleador... tendrá derecho a 
cobrar... la doceava parte... que haya percibido en el año 
calendario de que se trata hasta el momento de dejar el ser- 
vicio". 

Que se ha querido limitar a cada patrono la obligación de 
pagar el sueldo complementario, de acuerdo al importe ano- 
nado por sueldos o jornales al beneficiario en cada período 
anual : para que el importe resultante tenga la justicia mate- 
mática del porcentaje. 

Que, cu consecuencia, los actores, I. Castellano, M. Domín- * 
guez y V. Solís, tienen derecho a percibir el importe del agui- 
naldo resultante de la doceava parte de los sueldos percibidos 
del 1° de mayo al 31 de diciembre de 1945, sin perjuicio del 
posible derecho que tes asista contra el anterior patrono por el 
mismo porcentaje sobre los sueldos percibidos desde el í* de 
enero al 30 de abril del mismo año. 

Que, cu definitiva, corresponde abonarse a los actores, de 
acuerdo a su antigüedad en el empleo y monto de sus sueldos 
(fs. 1, fs. 14 vta. y fs. 23/23 vta ) ¡ al obrero I. Castellano las 
1/12 partes de fi meses, a razón de $ 170 mensuales; al obrero 
M. Domínguez la misma proporción a razón de $ 210 men- 
suales; al obrero F. Solís idéntica proporción, a razón de 
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* 150 {fu. 23 posic. 1) y al obrero J. Montañés la 1/12 partes 
de un mes y medio a razón de £ 21Ü mensuales (fs. 14 vta. 
y fi- 23). 

Por las razones expuestas, citas legales consignadas y dic- 
tamen del representante del ministerio público de fs. 27, fallo 
declarando la constitucionalidad del decreto 33.302 y en espe- 
cial la constitucional ¡dad del art. 45 del citado decreto; ha- 
ciendo lugar a la demanda instaurada y condenando a Aurelio 
y Germán Quintana a pagar dentro del tercero día a Inocencio 
Castellano ta suma de $ 113,33 m/n.. a Martín Domínguez la 
suma de $ 140 m/n., a Fernando Solía la suma de $ 100 m/n. 
y a Jesús Montañés la suma de $ 26,25 m/n. a todos con más 
loe intereses u piirtir de la fecha de ta notificación de fs. 3, 
y costas (art. 92. decreto 32.347). — Oscar itf. A. C ni tamo. 



Dictamen del Procurador Oettkral 
Suprema Corte: 

Por decreto n* 33.302/45 de fecha 20 de diciembre 
de 1945 (publicado en el Boletín Oficial del día 31 del 
mismo mes), el P. E. de fado impuso a los empleadores, 
entre otras obligaciones, la de pagar a sus empleados 
u obreros el 31 de diciembre de cada año, un sueldo 
suplementario equivalente a la doceava parte del sueldo 
o del salario anual, pago que debía hacerse efectivo 
asimismo en el propio 31 de diciembre de 1945. Por 
'aplicación de tal decreto, un juez de primera instancia 
de la Justicia del Trabajo ha condenado a D. Aurelio 
y D. Germán güín tana a pagar ese aguinaldo a varios 
obreros panaderos por el año 1945, si bien limitándolo 
a lo correspondiente a los meses en que trabajaron al 
servicio de dichos señores (fs. 35). Contra ese fallo 
traen ahora los demandados un recurso extraordinario 
para ante V. E., fundándolo en ser a su juicio incons- 
titucional el decreto n v 33.302/45, por Ins siguientes 
razones : 



DE JUSTICIA Dfi LA NACIÓN 



445 



a) el P. E. de fado careció de facultades para dic- 
tarlo ; 

b) ni siquiera por ley del H. Congreso hubiera po- 
dido imponerse la obligación de pagar aguinal- 
naldos, referidos a períodos de trabajo anterio- 
res a la sanción legislativa; 

c) se violaron normas de igualdad; 

d) so lesionó el derecho de comerciar y ejercer in- 
dustrias lícitas, provocando la ruina de los pe- 
queños industriales o comerciantes; 

e) quedó también lesionada la libertad de asocia- 
cíón, al exigir de los empleadores contribuyesen 
con aportes para el sostenimiento de sindicatos 
profesionales; y 

f) fueron infringidas declaraciones de carácter in- 
ternacional. 

Por lo que al punto aj respecte, me limitaré a dar 
por reproducido, en lo pertinente, mi dictamen de fecha 
'29 de octubre de 1945 in re "Martín v. Nicora" (exp. 
M. 474). Admitiendo, por hipótesis, conceptúe V. H¡! 
que debe atribuirse validez de ley al decreto tí> 33.302/ 
45, paso a ocuparme de los restantes fundamentos del 
recurso. 

En principio, no puede negarse al H. Congreso la 
facultad de reglamentar los contratos de trabajo, o ' 
mejor dicho, de reformar la legislación civil v comer- 
cial ya existente sobre tales materias. En ejercicio de 
esa facultad puede, ciertamente, restringir dentro de 
límites razonables y previsores cualquier sistema an- 
terior de ilimitada libertad de contratación, puesto que 
ninguna libertad escapa al límite impuesto por el art 
14 de la Const. Nacional : ejercitárselas conforme a las 
leyes que reglamenten su ejercicio, siempre que dicha 
reglamentación no sea llevada a extremos incompati- 
bles con el ejercicio razonable del derecho fart. 28). 
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Partiendo de tal base, restaría solamente decidir 
si la obligación de pagar el aguinaldo aludido es de 
naturaleza distinta que la de conceder vacaciones pagas. 
En otro caso, sobre el que también dictamino con fecha 
de hoy {Espósito v. The South American Síevedoring, 
exp. G. n» 118), he transcripto párrafos de un fallo dic- 
tado por V. K. en julio de 1938 (181: 209) declarando 
no ser violatorio de la Constitución Nacional tales va- 
caciones creadas por la ley 11,729. A mi juicio, las con- 
sideraciones hechas valer entonces por V. E. son apli- 
cables sin esfuerzo al pago de aguinaldos, que importan 
asimismo desembolsos, justificados más que por traba- 
jos actuales, por el desempeño de tareas anteriores. Lo 
excesivo, lo irrazonable, Jo confiscatorio, aparecería si 
imponer a determinado empleador tal desembolso com- 
portase en la práctica la imposibilidad de ejercer acti- 
vidades lícitas; pero ni se ha presentado en autos prueba 
alguna de que los aguinaldos materia de este litigio pro- 
dujeran perturbación grave en los negocios de loe de- 
mandados ni, caso de existir prueba, me correspondería 
analizarla por tratarse de una cuestión de hecho total- 
mente librada a la recta apreciación de V. E. 

Es exacto que el fallo apelado toma en euenta para 
la liquidación del aguinaldo servicies prestados duran- 
te meses anteriores a la publicación del decreto nú- 
mero 33.302; mas un elemento de criterio equiparable 
mediaba cuando V. E. admitió la validez constitucio- 
nal de computar servicios anteriores n la publicación 
de la ley 11.729, para la liquidación del beneficio de 
dos meses de sueldo a los empleados u obreros despe- 
didos, sin pre-aviso, en vez del mes que antes estable- 
cía el Cód. de, Comercio (176: 22 y 113 j 178: 343; y 
varios otros concordantes). 

Por lo que respecta al punto c), también V. E. se 
ha pronunciado en el sentido de no ser violatorio del 
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principio de igualdad conceder como lo hizo la ley 
11.729, un beneficio que sólo alcanzaba a los emplea- 
dos y obreros de comercio; argumento que sería apli- 
cable con mayor razón el caso actual, pues el decreto 
33.302 abarca actividades profesionales harto más am- 
plias que aquella ley. 

El punto d) queda involucrado en el a) ; y el f) t 
se refiere a convenciones internacionales panamerica- 
nas que no guardan relación concreta con lo discutido 
cu estos autos. 

Por fin, y en lo que al punto e) se refiera, cabe 
advertir que ni los aportes patronales exigidos por los 
arts. 48, 49 y 77 del decreto, ni su destino, han sido 
materia del litigio, limitado exclusivamente a decidir 
si los demandados deben o no pagar a los actores el 
aguinaldo previsto por el art. 45. 

A mérito de lo expuesto, y siempre que V. E. 
atribuyere validez de ley al decreto n» 33.302, corres- 
ponderá confirmar el fallo apelado en cuanto pudo 
ser materia de recurso. — Bs. Aires, julio 10 de 1948. 



Bs, Aires, 17 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos « Castellano Inocencio y otros 
e. Quintana Aurelio y Germán, cobro de aguinaldo", 
en los que se ha concedido el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 46 por la parte demandada contra la 
sentencia dictada a fs. 35 por el Sr. Juez de 1* Instan- 
cia de )a Justicia del ' 
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Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente pues 
se objeta la constitncionnlidad del deereto-Iey n° 33,302/ 
45 y la sentencia recurrida es contraria al derecho del 
recurrente que éste considera amparado po- la Const. 
Nacional. 

Que respecto a la validez, desde el punto de vista 
de su origen, del decreto aludido, cuya materia ha sido 
objeto de ulterior sanción legislativa, cabe remitirse a 
las razones dadas en la sentencia de este Tribunal del 
22 de agosto ppdo. r» re "Arlaudini Enrique" y a los 
antecedentes allí citados para concluir que este primer 
fundamento del recurso dehe desecharse. 

Que el texto legal cuya constitucionalidad se objeta 
dice así: "Todos los empleadores, sean personas de 
existencia visible o ideal, que ocupen empleados u obre- 
ros comprendidos en el art. 2" del presente decreto-ley, 
están obligados a pagarles el 31 de diciembre de cada 
año y a partir del 31 de diciembre de 1945 inclusive, a 
sus empleados y obreros, un sueldo anuul complemen- 
tario por lo menos. Se entiende por sueldo anual com- 
plementario la doceava parte del total del sueldo o sa- 
larios, definidos en el art. 2° del presente decreto-ley 
percibido por cada empleado u obrero en el respectivo 
año calendario". A esta disposición se la considera an- 
te todo violatoria del derecho de propiedad, a cansa 
de la retroactividnd que se sostiene, comporta al modi- 
ficar los salarios liquidados durante el año 1945, antes 
de !a sanción del decreto, imponiendo un aumento de 
ellos que altera el derecho patrimonial adquirido por 
los patrones mediante dichos pagos y que consiste en 
tener por definitiva y totalmente cumplida su obliga- 
ción respecto a los trabajos que los determinaron. 

Que na está en tela do juicio en esta causa la potes- 
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tad estatal de intervenir legislativamente en las loca- 
ciones de servicios para procurar a los asalariados con- 
diciones de justicia en orden a la retribución de su 
trabajo; así como otras leyes las aseguran con respecto 
al modo de prestarlo, o la indemnización de los daños 
sufridos con motivo del mismo, a jubilaciones y pensio- 
nes, etc. No se objeta la imposición legal de un sueldo 
anual complementario, sino que mediante una ley san- 
cionada en las postrimerías del año 1945 haya de pa- 
garlo el empleador en razón tic servicios prestados por 
sus empleados 11 obreros en el transcurso de dicho año, 
servicios retribuidos durante él en toda la medida es- 
tablecida por las convenciónos respectivas y las leyes 
entonces vigentes. 

Que la r n tribueión de que se trata complementa de 
hecho las que se liquidaron durante el año 1945. Ello 
no obstante, constituye una retribución que por su. na- 
turaleza es distinta e independiente de aquéllas. Lo que 
en el decreto se llama "sueldo nnual complementario" 
es una compensación del trabajo del nño que so agrega 
a la ordinaria, bajo la forma de una doreava parte de 
lo percibido durante ese tiempo en concepto de salarios, 
y se cobra — salvo el caso del art. 46 que legisla una 
eventualidad no contemplada en esta causa—, íntegra- 
mente al término del año, el 31 de diciembre. Es pa- 
tente que ello comporta en definitiva un aumento de 
los salarios cobrados; poro la modalidad de liquidación 
anual hace que esta retribución no corresponda directa 
e inmediatamente a la atención de las necesidades or- 
dinarias, las cuales deben solventarse según es de prác- 
tica con pna periodicidad mucho mayor. Esto es lo que 
hace de ello una compensación distinta e independien- 
te. Sn causa material está, sin duda, en el hecho de qne 
(jnién la recibe trabajó para quién le paga durante todo 
el año o nnn parte de él; pero corno lo que se propone 
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es proporcionar al asalariado la percepción al fin del 
año de una suma global que, por el modo de liquidársele 
no se halla afectada a la atención de las necesidades 
cuotidianas ordinurias, procurándole con ello una cierta 
independencia eon respecto a la estrecha relación del 
salario con dichas necesidades, no es formalmente un 
aumento a posteriori de este último. Cabe decir de esta 
retribución complementaria lo que el ex-Miuistro de 
esta Corte, Dr. Teráti, dijera al expresar en Fallos 
176, 64 su disidencia respecto a la retroactividad de la 
ley 11.729 que para loa casos de despido impuso el pago 
de una indemnización de medio mes de sueldo por cada 
año de servicio hasta cinco de los anteriores a su san- 
ción: "Mide el derecho que sanciona ñor el tiempo pa- 
sado, pero no lo revive", pues "una ley no es retroac- 
tiva meramente porque los hechos o requisitos de los 
cuales depende su acción subsiguiente, o alguno de ellos 
sean extraídos de un tiempo anterior a la ley" {Corte 
Suprema Norteamericana 435; ¿92-443). Que 

esta asignación complementaria, con la forma de liqui- 
dación anual (pie la caracteriza, sea o no conveniente 
como sistema de retribución, y lo procure o no en rea- 
lidad al asalariado posibilidades económicas que no lo- 
gra con el mismo importe distribuido como aument». Je 
sueldos o jornales a lo largo del año, son cuestiones aje- 
nas a este pronunciamiento pues se refieren a la per- 
fección o imperfección de la ley impugnada, sobre lo 
cual no cabe pronunciamiento de los jueces. De su im- 
perfección posible nada se seguiría en orden a lo que 
intrínseca monte caracteriza a este sistema de retribu- 
ción, y que es lo único que se debe tener en vista en 
este punto de la scntenei.a 

Que como esta retribución anual complementaria 
no pudo ser prevista por los empleadores en el ejercicio 
de 1945 pues el decreto que la estableció dictóse en las 
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postrimerías de ese ano, cabría argumentar que aun- 
que no se trate de modificar retribuciones definitiva- 
mente liquidadas sino do establecer otra con una razón 
de ser y una finalidad distintas, como se ha debido 
atenderla con el producido del ejercicio de 1!>45 en el 
que no se la pudo prever, comporta efecto retroactivo 
la gravitación de esta carga sobre un resultado del ne- 
gocio que, de acuerdo con la legislación vigente a la 
f celta del decreto que impuso la nueva obligación, se 
tenía derecho a considerar líquido. A este respecto ha 
de distinguirse lo que esto tenga de efecto retroactivo 
propiamente dicho, de In perturbación que haya produ- 
cido en el desenvolvimiento del negocio, lo cual será 
objeto do conBideración ulterior al tratar la alegación 
de qu* este pago lesionó el derecho de comerciar al pro- 
ducir ta ruina de quienes lo ejercían con pocos recur- 
sos (art. 14 de la Constitución). 

Que no hay duda alguna de que la retribución exa- 
minada tuvo sobre el ejercicio de 1945, concluido cuan- 
do se promulgó el decreto, el efecto a que se acaba de 
aludir, y que desde este punto de vista comportó retro- 
actividad. Pero se trata de una rctroactividad frente a 
la cual no hay derechos adquiridos porque obedece a 
exigencias de orden público íart. 5 del Cód. Civil). El 
principio está expresado en el art. 5 del Cód. Civil pero, 
a diferencia del que sanciona el art. 4* no es sólo un 
principio del derecho civil. Lo que se enuncia en este 
punto del código mencionado os algo inherente al ré- 
gimen de ta propiedad privada cuyo reconocimiento so 
hnce en lo* arta. 14 y 17 de la Const. Nacional. El dere- 
cho de propiedad en cnanto derecho individual no está 
menos supeditado que cualesquiera de los otroi de esa 
especie en bus alcances y los modos de su ejercicio a lo 
que requiera el orden publico, puesto que todo derecho 
comporta en cnanto tal una relación con otro u otrofl 
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que supone a su vez, natural e indispensablemente, con- 
gruencia con el orden general de la comunidad, es decir, 
con aquellas exigencias de justicia a Ins que el régimen 
institucional de la sociedad política —que os la Nación 
constitueionalnicnte organizada— debe dar satisfacción 
para que la convivencia ordenada de quienes la integran 
sea por de pronto posible, y además asegure y promue- 
va lo que en el Preámbulo de la Constitución se llama 
"el bienestar general" o bien común, Bu simia, que eí 
derecho de propiedad es inviolable en tanto en cuanto 
su ejercicio no oliste al bien común, fundamento de todo 
derecho individual y por ende anterior y superior a 
ellos. 

Que tampoco habían podido prever los empleadores 
las indemnizaciones de accidentes impuestas por la ley 
96*88, que debieron atender inmediatamente después de 
su promulgación, ni las de despido establecidas por la 
11.729 a que se aludió precedentemente y que en el vo- 
to citado so juzgó constitucional. Es que la regulación 
legal de las condiciones de trabajo de los asalariados 
se propone compensar la situación de inferioridad de 
estos últimos respecto a sus empleadores en la conven- 
ción relativa a la prestación de sus servicios. Por la 
vía de la imposición legal se trata de obtener del em- 
pleador lo que se considera serle debido en justicia al 
asalariado y que la desigualdad a que se acaba de alu- 
dir le impide obtener en un eontralo privado de ioca- 



Que, tomo lo expresó esta Corte en el t. 181, púg. 
209, refiriéndose a la obligación de acordar vacaciones 
pagas {ley 11.729) se trata "de una condición legal del 
contrato de trabajo que el Estado impone en virtud de 
su poder de policía". "Y sea... el principio de la so* 
lidaridad social... o de la fraternidad humana que 
inspira la doctrina social de la Iglesia en las conocidas 



ción de servicios. 



DI JUSTICIA DE LA NACIÓN 



453 



Encíclicas Papales, el hecho es que ta acción del Estado 
se ejerce no como un poder de imposición fiscal sino 
como un regulador, en beneficio de la higiene y de la 
salud social, de las relaciones entre el empleador y el 
empleado". 

Que aun cuando la Conat. Nacional no haya esta- 
blecido un ordenamiento económico, de la misma mane- 
ra que ha estatuido las garantías indi viduales, de ello 
no puede concluirse que el Estado se encuentre impo- 
sibilitado de desarrollar su acción, como lo requieran 
las exigencias de la vida contemporánea. No .se trata 
de la aplicación del poder de policía para ampliar las 
facultades del Estado con el pro|>ósito de hacerle más 
fuerte o aumentar sus poderes de control; en el caso 
se persigue la defensa y protección de la persona en 
cuyo favor la Constitución lia establecido las garantías 
individuales, protección que sin la sujeción de las rela- 
ciones emergentes del trabajo a normas legales de or- 
den público no hubiera realizado los progresos que 
conoce el país. 

Que la alteración de un resultado del negocio que el 
empleador pudo considerar definitivo, producida por 
una imposición legal que se propone obtenerle lo que le 
sea debido en justicia a una de las partes de ese mismo 
negocio, es sin duda un efecto retroactivo de la ley que 
lo produce, pero claramente requerirlo, como se dijo 
antes, por el orden público en aquel punto de el que no 
consiente la subordinación do las condiciones del tra- 
bajo al interés del negocio para cL cual se lo contrata. 
Por consiguiente, de esta retroactividad no se sigue la 
inconstitucionalidad del precepto legal cuestionado. 

Que la generalidad con que el decreto impone el pa- 
go del sueldo complementario en cuestión (confr. art, 2 
y 45) y la extensión del mismo beneficio por disposición 
de leyes posteriores a los únicos asalariados que el de- 
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creto excluía hacen que no sea atendible la alegación de 
inconstitucionalidad fondada en que con respecto a la 
retribución del trabajo los empleadores a que la norma 
legal en cuestión se refiere eran tratados con gravosa 
desigualdad. 

Que respecto a la violación det derecho de comer- 
ciar (art. 14 de la Constitución) consistente en la ruina 
según el recurrente habría acarreado a los pequeños 
comerciantes como él, el tener que atender en un plazo 
perentorio un pngo que no pudo ser previsto, basta 
agregar a lo expuesto sobro el particular en el consi- 
derando 6» que no obstante reposar toda la fuerza del 
argumento en la invocación de la concreta consecuencia 
aludida, e 3 decir en la alegación de un hecho que tenía 
que ser probado, esa prueba no fué ni siquiera pro- 




Por tanto, y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma el fallo apelado 
de fs. 35 en cuanto ha sido materia del recurso. 



IRMA A. LORENZO v. A EDITORIAL ESTAMPA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintan propios. Cuestión 
dáral. Cuestione* federales complejas. ImxHWtitvcionatidad dt nor- 
mes y actos nmcio tales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la inconsti- 
titeionalhlad del decreto 7618/44 contra la sentencia qn* 
declara «u validez. 



puesta. 




Tomás D. Casares — Felipe & 
Pérez — Luis R. Lo no ni — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valemzuela. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Dtrecho* y flautín. Derecho * 
propiedad. 

La imposición al empleador do Ja obligación de pagar a 
ans empleados que se retiran voluntariamente una retri- 
bución proporcionada a su antigüedad no es, en prin- 
cipio, vlolatoria del derecho de propiedad, 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstilHcionolidad e incomtituoo- 
nulidad. Devreta» nacionales. Varios. 

El art. 40 del decreto 7618/44, en cuanto da derecho al 
periodista que se retira voluntariamente a cobrar a m 
empleador una retribución proporcionada a la antigüe- 
dad en el servicio que dicho precepto denomina impropia- 
mente " indemnización", y en cuanto dispone que a efecto 
de calcularla se computen tanto loa servicios prestado* an- 
tes como después de la vigencia del decreto, no es yiola- 
torio del art. 17 de la Const, Nacional. 



Sentencia del Juez del Trabajo 

Bh, Aires, mayo 2 de 1947. 

Y vistOS: 

Ksios autos de los que resulta: 

a) Irma A. Lorenzo promueve demanda contra la Edi- 
torial Estampa S. A., por cobro de la suma de seiscientos se- 
tenta y cinco pesos moneda nacional, importe que reclama fon- 
dada en los nrts 37, inc. b y 40 de! decreto n" 7618/44 (esta- 
tuto del periodista). 

Mimificstn tu recurrente haber trabajado a las órdenes 
de la editorial demandada, en calidad de traductora, desde 
enero de 1040 hasta finalizar mayo de 1945, fecha en que dejó 
su empleo, previo el correspondiente aviso a su principal. 

Agrega que el empleador no le ha abonado la indemniia- 
eión que por su antigüedad le reconoce el art. 40 del citado 
estatuto y que alcanza a tres meses de sueldo. 

b\ Mediante la exposición de fu. 9 a 11 contesta la de- 
manda, el Dr. í "artos Colman Lcrner, apoderado letrado de 
"Editorial Estampa, 8. A.". 

Reconoce el tiempo de prestación de los servicios invoca- 
dos por la actora y, también, que ésta renunció a su empleo 
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en Ir fecha indicada. Pero afirma que el empleador nada 
adeuda s la reclamante. Sostiene que al art. 40 del decreto 
u* 7618/44, en injusto e inconstitucional, lesionando el derecho 
de propiedad de la parte a quien obliga a pagar el beneficio 
en él establecido. A lejía que tales obligaciones, por no estar 
incluidas en la Ley 11.729, no son exigibles. 

Ataca, seguidamente, la constitucionalidad de los decretos 
7618/44 y 32.347/44. Arguye en ta! sentido que el P. E. ca- 
reéis de Fitenítaíles n-ira crear la .lusíictit del Trabaja y dieta? 
el Estatuto del Periodista, mencionando en apovo de su argu- 
mentación los arls. 16, 17, 18, (¡7 ine. 14 y 27 v 95 de la Cons- 
titución Nacional. 

c) El actor contestó las excepciones opuestas con el es- 
crito de fs. 13 a 15, solicitando el rechazo de las mismas, for- 
mulando igual petitorio el Representante del Ministerio Publico 
en su dictamen do fs. 21 y, agregado a los auto» el expediente 
n* 25580/45 de la Secretaría de Trabajo y Previsión, úniea 
prueba propuesta, la causa quedó conclusa para definitiva. 

Y Considerando : 

I. El proveyenfe se propone, siguiendo el orden en que 
debieron haber Bido articuladas bis defensas que contiene el 
libelo de responde, examinar previamente la impugnación que 
se deduce contra el decreto n? 32,347/44, para estudiar luego 
la legalidad del decreto n> 7618/44 en general y de su art. 40 
en particular, que es también atacada, 

II. La excepcionante aduce (pie el decreto n* 32.347/44, 
de creación, competencia y procedimiento de la jurisdicción del 
trabajo es violatorío de la Const. Nacional. Sostiene que se 
encuentra en pugna ion los artículos que indica de la Carta 
Magna i que el Presidente de la Nación en ningún caso puede 
ejercer funciones judiciales y que los Tribunales del Trabajo 
constituyen las "comisiones especiales" proscriptas por los 
constituyentes del nño ÍÉS& Invoca la acordada de la Su- 
prema Corte de Justicia Nacional del 2 de abril de 1945. 

Ajustándose a fas consideraciones hechas por el recu- 
rrente el Juzgado se propone decidir en bu resolución: 

a) Si el P, E, "de facto" surgido corno consecuencia de 
la revolución del 4 de junio de 1943, pudo crear los Tribu- 
nales del Trabajo para la Capital Federal. 

b) Si aceptando (pie tal facultad sea legítima, los ju. ees 
nombrados carecen de jurisdicción para conocer en hechos 
acontecidos con anterioridad a su designación. 
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Considerando ] a primera cuestión propuesta, que implica 
la relativa a al el P E, "de facto" tiene o no faeuitaST 
traslativos, habremos de remitirnos al criterio de la Suprema 

üoeíe nacional al juígaf recientemente la cotistitueionalidad 
del art. (> tlel decreto 17.920 que modifica la ley 189, oportu- 
nidad en que admitió, sin dejar lugar a dudas' la válida de 
ta ley Goblcril ° aé la s>lc ' l »°, con toda la fuecza de 

Es así eorao el alto Tribunal lia diebo: "La necesidad de 
la imposición de los hechos le hace ineludible (al gobierno) 
el ejercicio de las facultada legislativas tjue le sean indispen- 
sables para mantener el funcionamiento del Estado y para 
cumplí* l,s fines de la revolución; lo contrario llegavía al caos 

y /ivíl. ) n' l T ,UÍí1 - ' E J ?' lí - ,ia P l,di( Io dictar el decreto 
n" 17.9¿0, de junio (■ de 1!M4, modificando la ley de expro- 
piación n" 1S[), en defensa de los intereses del Estado mal 
proteidos a su juieio por el sistema de la ley. v tal decreto 
es valido en cnanto a su origen". 

La declaración de inconstitucmnalidad del decreto que re- 
f orina ta ley de expropiación hecha en dicha causa no importa 
negar los principios que antecedan, pues no se debe ella a que 
modifica o deroga leyes videntes y mucho menos a su origen 
o a la autoridad de que emana, sino que el Tribunal lo ha con- 
siderado, en este punto, violatorio de ta garantía de igualdad 
antria ley asegurada por el art. 16 de la Const. Nacional. 
En ese orden de ideas los ¡irgumentos dados por la Corte afec- 
tarían la validez de la nueva norma. Sancionada, aun en el 
supuesto que ésta tuviera su origen en el Poder Legislativo. 

¡Sil el c;lso judicial mencionado (Municipalidad de la 
Ciudad de Buenos Airea c. Mayer Carlos M., abril 2 de 1945), 
el Ministro de la Suprema Corte Dr. Casares, fundamentó su 
voto consignando iguales principios en forma aún más ex- 
presa y amplia. . . "Tener las autoridades surgidas de un movi- 
miento revolucionario, diee —la atribución de ejercer válida- 
mente todos los actos necesarios para el cumplimiento de ana 
finalidades, como es de doctrina unánime (Patios: 158, 290; 
106. fi) quiere decir estar naturalmente facultados para impe- 
rar con autoridad y por ende eon fuerza obligatoria dentro 
de los límites precedentemente enunciados, las decisiones, in- 
clusives legislativas, requeridas para el recto y eficaz ejer- 
cicio del gobierno, del modo posible en la actuación de anor- 
malidad producida por ta revolución. Porque un gobierno de 
1 no ha de atender sólo a los finca de la revolución que lo 
■ sm„ también y por sobre cualquier finalidad 
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lar, * lm de todo gobierno político propiamente dicho eonsis- " 
tente en la conducción de la comunidad hacia ose su bien por 
excelencia''. 

Que el deerr-t i n* :*2 - IT K encuadra dentro de los fines 
de la revo'uei'in c« indudable. En el fallo comentado se de- 
claró que es fin de la revolución el propender al mejoramiento 
de la clase trabajadora. 

Al Gobierno no puede serle indifirente la suerte de la» 
clases humildes de la sociedad. El I*. E. "de facto" ha susten- 
tado desde el primer in>t ¡inte un criterio intervencionista, vale 
decir moderno — tanto más necesario dadas las tendencias so- 
ciales imperantes actualmente en el mundo — que es lo con- 
trario del elftsii o dogma liberal Concretado en el "laissez faire", 
"laissez passer". porque el dejar hacer y el dejar pasar no ea 
ya, en ninguna parte del orbe civilizado, una norma de go- 
bierno. 

La necesidad de esa política intervencionista se ha visto 
secundaba por el vertiginoso movimiento de transformación 
indnstrial que se ha operado en loa últimos años en el país, 
provocando situaciones entre el capital y el trabajo que debían 
ser reculadas con un profundo sentimiento de justicia social. 

Los tribunales que tenían la misión de resolver los con- 
flictos emcrceiites del contrato de empleo, hoy, abrumados por 
la intensa tarea que pesa sobre ellos, no se encuentran en con- 
diciones de hacerlo con la celeridad que la naturaleza de loa 
casos a decidir impone. De tal suerte, causas de breve y su ma- 
rítima substanciación, quedaban sometidos al vetusto procedi- 
miento del juicio ordinario, que tantas y tan unánimes críticas 
ha originado. 

Los Tribunales del Trabajo son el complemento indispen- 
sable de toda buena legislación obrera. Tribunales destinados 
a resolver con rapidez y sencillez de formas las divergencias en 
el pairo de salarios, indemnizaciones por accidentes, reclamos 
por despido, vacaciones, enfermedades inculpablen. etc. Estos 
pleitos no participan de los caracteres peñérales de loa co- 
munes. Hay en ellos un interés prthlieo comprometido y es 
natural que el Oohicrno que se ha obligado a propender al 
mejoramiento de la cíase trabajadora ocurra a su solución. 

Puesta de manifiesto la necesidad y urgencia de ta ju- 
risdicción del trahajo. corresponde examinar la segunda obje- 
eión que se formula contra los mismos, esto es, que constituyen 
las "comisiones especiales" que el art. 18 de la Const. Nacio- 
nal repudia. 

En el ,-aso "Orfií que en su hora tuvo pran resonancia, 
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llevado a la Suprema Corte por vía del recurso extraordinario 
del art. 14 de la ley 48, ¿sta declaró que la designación de 
jueces por un interventor federal {a pesar de que la ley 11.640 
que dispuso la intervención no contenía norma alguna sobre 
las facultades del interventor para realizar designaciones ju- 
diciales) no comportaba una violación del art. 95 de la Const, 
Nacional. Ello en virtud de dos consideraciones: 1») porque no 
es el 1\ E. c! que administra justicia ni la imparten en sn 
nombre los jueces designados por el interventor, sino que la 
ejercitan hombres con aptitudes profesionales emergentes de 
títulos universitarios que los capacitan para ello, y Be encuen- 
tran sometidos a responsabilidades personales derivadas de tt 
naturaleza de ta función judicial y las sanciones en algunos 
casos severfsimas impuestas por el Cód. Penal; 2*) Porque 
aunque su designación provenga del P. E., dentro del régimen 
normal de las instituciones y no de anormalidad y excepción 
como es la que se considera, la propia Constitución Nacional 
y la de In Provincia de Mendoza autorizan los nombramientos 
en comisión pie efectúa el P. E. durante el receso del Senado 
(art. Sí!, inc. 22 de In Const. Nacional y art. 128, inc. 22 de la 
Const. de Mendoza). 

La doctrina <pie sustenta la sentencia dictada en el caso 
"Orfila", es. en lo pertinente de indudable aplicación al "Bub- 
lite". 

Son. los magistrados del fuero del trabajo profesionales 
dt+ derecho, ron título habilitante otorgado por las Universi- 
dades del país. 

Su designación, como la do los demás jueces nombrados 
por el P E., sean nacionales o locales, requieren el acuerdo 

del Senadh íart. W rM decreto 32.S47/44). murante el receso 
de este cuerpo legislativo juera la regla del art. 86, inc. 22 
de la Const. Nacional. 

Y de sus actos no rinden cuentas al P. E. ni la estabilidad 
de sus puestos depende del mismo (art. 12, decreto 32.347), 

No puede sostenerse pues, con íxito. que en la Justicia del 
Trabiíjn. p s el P. E el (pie ndminístra justicia o que la im- 
parten en su nomiire jueces dependientes del mismo. 

Por úH'.íio. en el caso que venimos analizando, la Corte 
dijo rute ja rn;rbi del art. 18 no puede interpretarse en el sen- 
tido de que In designación en el orden del tiempo debe ser 
posterior al hecho litigioso, va que todo nombramiento por 
muerte, renuncia, ete„ del Juez que hasta entonces ejercía 
acarrearía In situación contemplada en diehn artículo. Como 
mejor argumento recordó el art. 102 de la Constitución Nació- 
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Oal que cstabl-cc los jurados, los que, por !a naturaleza misma 
fie la institución, son designado» después do ta comisión del 
delito. 

I IT- Establecido conin quedó que el Gobierno "de faeio" 
tiene facultad, s b-irislat i vas y pudo dictar e] decreto 32.347/44, 
tt Íl,mih1 conclusión debe llegarse en lo que se refiere al de- 
rretí) TfilS II, vji i|ii<> i'[ encuadra dentro de los finos fio la 
revolución, desde que propende ul mejoramiento de ta condi- 
ción social de los periodistas, los que son parte inteirninte tam- 
hién de la fiase trabajadora. 

IV. N'n puede alosarse con éxito qoé el artículo 4(1 del 
decreto 7618,44. en cnanto estahleoe un beneficio pnr antigüe- 
dad, lesiona el derecho de propiedad del empleador v nm re- 
pugnante a !a ley fundamental. 

A^í como el Estado, al reglamentar el contrato de em- 
pleo, ha determinado que el empleado u obrero tiene derecho, 
«demás del salario expresamente pactado, a las vacaciones 
popas, salarios por enfermedad, accidente de! trabnio, mater- 
nidad, etc.. pudo establecer un beneficio pnr antigüedad en 
el empleo a ser pagado en el momento en que una u otra de 
las partos ponga fin a] vínculo existente. 

El beneficio por antigüedad, por lo deni;is, no constituyo 
una innovación, ya (pie en la práctica ha sido acordado vo- 
luntariamente por numerosos empleadores, en la formn de ac- 
ciones que se acreditan o rntregan al dependiente al finalizar 
cada ejercicio y que son rescatadas cuando éste de.ia el empleo, 

Cabe señalar «pie la antigüedad del personal gravita sobre 
el pasivo del comerciante, quien, en ea*o de venta de su ne- 
gocio, debe descontar del precio la cantidad necesaria para com- 
pensar a mi sucesor por ese gravamen que este toma a su carpo. 
Es por eso qite el impuesto a los réditos no se hace efectivo 
sobro el porcentaje que anualmente separan lus comerciantes 
de sus utilidades para formar el fondo de las indemni¡¡aoiones 
de la ley 11.72?». El empleado que renuncia a su empleo, dis- 
minuye el pasivo de su principal, descargándolo de una obli- 
traeión en potencia. 

No existe pues la lesión patrimonial de que se habla en el 
responde de la demanda. 

V. <íori arrollo a las consideraciones (pie anteceden debe 
laeerse lunar a la acción interpuesta. El promedio mensual 
u'i'inciadn por el actor no ha sido negado ni impugnada la 
liquidación que él practicara. Siendo ello au, corresponde 
«e condeno at demandado al papo total do la suma reelamoda. 
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Vof t«íes fundamentos y lo dispuesto en el art. 40 del 
dei-mo 7(i 18/44, Pallo: haciendo lugar a la demanda en 
todas mi.: partes y, en consecuencia, condeno a "Editorial Es- 
tampa S, A." a ¡m-rar a D* Irma A Lorenzo dentro de] tér- 
mino di. eme., di»*, la cantidad de * 675 m/n., con costas. - 
Liberto fítibobivh. 



Dictamen del Phocuradoíi Grneual 
Suprema Corte: 

Ks admisible el recurso extraordinario, por cuan- 
to se puso oportunamente cu tela de juieio la constitu- 
cioiiulidud del art, 40 del decreto ti» 7618/44 (Bol, Ofic., 
abril 27/944). Al contestar la demanda, objetó además 
el demandado la validez del decreto orgánico de los 
tribunales del trabajo (n* 32.347/44); mas tal cnestión 
ha quedado- eliminada del debate a partir del escrito 
de fV, 33. (Ion arrollo a los términos de este último, la 
apelación tiene por objeto obtener se deje sin efecto 
el fallo de fa. 25 que condena a la sociedad anónima 
apelante a pagar tres meses de sueldo a la parte acto- 
ra, en concepto de indemnización de antigüedad. No Be 
discute que la actora prestó a la demandada servicios 
durante un período computablc en. seis años, según lo 
afirmara en su demanda. 

íjn ¡neonstitncionalidad alesadn derivaría de dos 
circunstancias: 

a) imponer responsabilidades al empleador, fun- 
dándolas en relaciones jurídicas extinguidas; 

b) comportar dicho gravamen un exceso de regla- 
mentación del derecho de ejercer industria lícita. 

Acerca de lo primero, cabe advertir que la actora 
continuó prestando servicios a la demandada hasta mu- 
chos meses después de la promulgación del decreto 7618/ 



FALLOS DE LA OOBTE SUPREMA 



44; de suerte que sólo podría hablarse de relaciones 
jurídicas extinguidas, en cuanto la afirmación so re- 
firiese a servicios profesionales ulteriores a la vigencia 
de aquél. Bajo tal concepto, sería i rre visible el fallo en 
parte de la condena. 

Por lo que al resto respecte, recordaré a V. E. mi 
dictamen del caso 17o* : 22, y las razones hechas valer 
entonces para desconocer a tas leyes el derecho de le- 
gislar hacía el pasado, derivando obligaciones nuevas 
de contratos que al tiempo de concertárseles no produ- 
cían tales efectos legales; sin perjuicio, claro está, de 
que las nuevas normas rijan válidamente desde su san- 
ción en adelante. V. E. se apartó de ese criterio en 
aquella ocasión y en varias otras de focha posterior, 
admitiendo ser constitucional tomar en cuenta servicios 
prestados antes de la publicación de la ley 11.729 para 
liquidar el beneficio de dos meses de sueldo a los em- 
pleados u obreros despedidos sin pre-aviso que Contasen 
coa más de cinco años de servicios. Si hien ahora no se 
trata de falta do aviso sino de indemnización de anti- 
güedad, ambas situaciones me parecen equiparables a 
los efectos de aplicar ol nuevo sistema con arreglo a los 
años de servicios prestados anteriormente. Dentro de 
las dudas a que el fallo 176: 22 sigue prestándose, obvio 
es que si V. E. mantiene el criterio a que acabo de re- 
ferirme, corresponderá desestimar la tacha. Doy por 
reproducidos en lo pi rímente, a tal éféeto* mis dictá- 
menes del día 10 del corriente en los expedientes O. 137 
y C. 118, Lib. X. 

E! apelante no ha insistido especialmente sobre 
este aspecto de la cuestión, concentrando más bien en 
defensa en torno a lo que conceptúa injusticia del nuevo 
gravamen. Sabido es que la legislación vigente sobre 
despido comporta una especio de seguro contra la des- 
ocupación s si el empleador deja en la calle al empleado. 
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debe entregarle una suma que le permita vivir dorante 
cierto plazo sin empleo. La novedad del caso ahora 
planteado, consiste en que se obliga al empleador a 
pagar también esc seguro cuando et empleado abando- 
na por su propia decisión el trabajo, esto es, cuando 
cabe suponer lo haya reemplazado por otro más cómodo 
o más lucrativo — o sencillamente no lo necesite ya — . 
Empero, no es función de V. E. decidir si la ley es o no 
justa. Unicamente correspondería declararla inconsti- 
tucional si se demostrase que superponer la nueva car- 
gn a las anteriores, significa una traba tal a las activi- 
dades del empleador, que, prácticamente resulta lesio- 
nado su derecho a ejercer industria lícita. 

El problema no puede resolverse en términos ge- 
nerales: ha de ofrecerse prueba, en cada caso de que 
realmente el pago de indemnización por antigüedad no 
puede soportarse razonablemente por el industrial; 
cuestión de hecho librada por completo a las constan- 
cias de autos y a la recta apreciación de V. E., pues no 
existe norma legal preestablecida que trace el límite pa- 
ra todos los casos. Ni se lia rendido prueba alguna a 
tal respecto, ni de habérsela presentado no correspon- 
dería analizarla. — Bs. Aires, julio 29 de 1946. — Juan 
Alvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 17 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos '* Lorenzo Irma A. c. Editorial 
Estampa S. A., cobro do pesos", en los que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 33 
contra la sentencia dictada a fs. 25 por el Sr. Juez de 
1* Instancia de la Justicia del Trabajo. 
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Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que objetada en su oportunidad la eonstitucionulidad 
del art. 40 del decreto-ley 7Ü18/44, la sentencia defini- 
tiva de fs. 25 se ha pronunciado por la validez de él. 

Que tanto del escrito en que el recurso se interpone 
(fs. 33) cotno del memorial de ' s. 43 se desprende que el 
agravio constitucional consistiría en que el pago de la 
indemnización establecida por el cítndo art 40 del de- 
creto a favor del poriodi^tíi que se retira voluntar ia- 
niente, en razón de su antigüedad en el servicio, debién- 
dose computar no sólo tos servicios prestados después 
de la vigencia del decreto sino también los anteriores, 
importa un efecto retroactivo y un enriquecimiento sin 
causa, violatorios ambos del derecho de propiedad (art. 
17 de la Constitución). 

Que así determinada la materia del recurso ha de 
considerarse en primer lugar la objeción de mayor al- 
cance, es decir la segunda, porque de sor admisible, el 
examen de la primera sería innecesario. La violación 
de la propiedad consistiría en que el pago que se im- 
pone carecería de causa puesto que no corresponde a 
ningún servicio efectivamente prestado ni lo justifica 
tampoco, como en los casos do despido, el acto del em- 
pleador que pone término al contrato de trabajo sin 
mediar culpa del asalariado. Pero no hay tal, puesto 
que el régimen objetado acuerda derecho a lo que, sin 
dada impropiamente, llama " indemnización '* en caso 
de retiro voluntario, a causa de la antigüedad en el 
servicio. Hay, pues, causa; es la antigüedad aludida. 
T no se trata de una causa ficticia sino real y suficiente 
para justificar en principio el pago impuesto. Lo que 
el decreto dispone es atribuirle a la antigüedad en la 
prestación del servicio la consecuencia de asegurar al 
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empleado, en proporción al tiempo de ella y con mi 
límite máximo, una retribución independiente del enel- 
do ordinario que le coloque en condiciones económicas 
dn afrontar con cierta libertad las eventualidades de na 
cambio de empleador, libertad que tiene particular im- 
portancia tratándose de las actividades específicamen- 



prudencia, acierto o bondad de este acto legislativo de 
política social no es propio de ios jueces. Comprobado 
que el pago de que se trata tiene una causa cierta y su- 
ficiente que lo hace parte integrante de la retribución 
ordinaria de esta particular especie de trabajo, la im- 
posición de él no os, en principio, víolatoria del dere- 
cho de propiedad del empleador. 

Que en cuanto al efecto retroactivo del precepto 
en cuestión, en el que estarían comprendidos cuatro de 
los cinco años de antigüedad invocados por la actora, 
ha de observarse en primer lugar que no se hizo capítu- 
lo explícito de ello al introducir la cuestión constitucio- 
nal en la contestación de fs, 8. Y aunque ello bastaría 
para desechar la impugnación, cabe expresar, a mayor 
abundamiento, que se trata de una situación fundamen- 
talmente análoga a la contemplada en la sentencia de la 
causa "Castellano v. Quintana" relativa al pago del 
sueldo anual complementario establecido por el deereto 
33.302145 dictado en las postrimerías del año 1945, a fa- 
vor de los asalariados que hubiesen prestado servioios 
dorante él y en proporción al tiempo de estos últimos, 
donde se declaró que esa ret reactividad no era en el caso 
víolatoria del derecho de propiedad. 

Que no constituye capítulo de la litis, ni de la prue- 
ba, ni de la interposición del recurso la alegación con- 
creta de que la carga impuesta por el precepto en cues- 
tión sea insoportable para el comercio de la demandada 
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y comporte, en consecuencia, un obstáculo para el ejer- 
cicio del derecho de comerciar reconocido en el art, 14 do 
ta Constitución. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma en cuanto ha sido materia del recurso la sentencia 
de fs .25. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Péreíí — Luis B. Lonohi — 
JrsTO L. Alvarez Rodiuuurz 
— Rudolfo G, Valeítzuela. 



ESPOSITO CONSTANZO v. THE SOUTH A. STEV. 

Y MGHT. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuettián («- 
feral. Cuestiones fedérale* complejas. InconstitucionaUdad de nor- 
mas y úctos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la incons- 
titurmnalidfld del decreto 1740/45 contra la sentencia que 
admite su validez. 

CONSTITUCION NACIONAL; Comdlvríonalidad * inconstttucio- 
nulidad. Decretos nacionales. Varios. 

El decreto 1740/45 no es inconstitucional por razón de 
su origen ni es violatorio del derecho de propiedad en 
cuanto obliga a los empleadores a conceder vacaciones 
pagas atendiendo a servicios prestados con anterioridad 
a su sanción, con respecto a loe cuales aquél pudo consi- 
derar definitivamente liquidadas sus obligaciones. 



Sentencia del Juez del Trabajo 

Ba. Aires, 18 de fehrero de 1946. 

Autos y vistos: 

Que a Fs. 1 se presenta Constanzo Esposito por derecho 
propio, entablando demanda contra The South American Ste- 
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vcdoring & Liírthcrape 8. A. t por cobro de ciento cincuenta 
pesos moneda nacional, provenientes de vacaciones no gozadas 
duninte el año 1344, expresa que trabajó a las órdenes de la 
demandada des-de el año 1931 en calidad de estibador con un 
salario de dl'z pesos diario-;, continuando trabajando hasta la 
fecha. Que en el mes de .i unió de 1945, solicitó el período de 
vacaciones, siéndole negado por la demandada. Funda su de- 
recho en el ¡irí. 1» y 14 del decreto 1740. Pide se haga lugar a 
la demanda en todas sus partes con costas. 

b) Que a fs. 3 y 12 se presenta la demandada por inter- 
medio de su apoderado^ contestando demanda y oponiendo en 
primer término la ¡neonstitucionalidad del decreto 32.347/44 
por ser violatorio de los arV>. 18, 67 (inc. 27) y 94 de la Cons- 
titución Nacional. Expresa que el actor funda su derecho en 
los arts. 1 y 14 del decreto 1740, cuyo último artículo es retro- 
activo y contrario al art, 3» del Cód. Civil, como así también 
violatorio del derecho de propiedad garantizado por el art. 17 
de la Const Nacional. Agrega que el actor no era empleado 
de la demandada al tiempo de la promulgación del decreto 
1740. el 2 de febrero, Que es un obrero accidental que trabaja 
eon diferentes patrob ■* indistintamente en forma alternada. 
Que su c< ntrato empieza y termina en el día percibiendo su 
fwdario al finalizar cada jornada, quedando libre al día a> 
piiiente de continuar u ofrecer sus servicios al vapor y patrón 
que mj'is le plazca y el patrón tiene el derecho correspondiente 
de tomarlo o no. si el obrero se presenta al o*ro día a ofrecerle 
rus servicios. Manifiesta por lo demás, que las vacaciones no 
gozadas no son computablea en dinero. Pide que oportunamente 
se dicte sentencia haciendo lugar a las defensas expuestas y 
rechazando la demanda con costas. 

Y considerando : 

f. Que por su naturaleza corresponde tratar en pri- 
mer termino la defensa de inconstitucionalidad del decreto 
32347/44 el que es impugnado de violar los arts. 18,67 (inc. 27) 
94 de la Constitución Nacional. La demandada se apoya en 
acordada del 2 de abril de 1945. 
II. Que el citado decreto, estimo, no viola el art. 18 de 
la Const. Nacional, porque los Tribunales creados por el decreto 
en cuestión no constituyen comisiones especiales, por cnanto 
dnda ta generalidad de la materia de su competencia, como 
por la ¡«maldad y libertad de defensa en juicio e i n amovilidad 
de los jueces, etc., hacen que los mismos gocen de la misma 
indepedencia que los jueces de loa Tribunales del fuero común 
de la Cap. Federal. 
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Que además no saca a las partes de ñus jueces naturales, 
porque por ministerio del art. 141 del citado decreto las causan 
que fueran de competencia de los tribunales del trabajo, que 
se hallan radicadas ante tribunales de distinto fuero, conti- 
nuaran tramitándose en los mismos hasta su terminación. 

ITT. Que tampoco viola el art. t>7, ine. 27, porque con- 
forme .1 la :u*eril¡ula de la Corte Suprema -ie i-> Nnción de 
feehp. 2 de abril de 191"», el P. E, de faeto, tiene facultades le- 
gislativas mínimas, bien sea para cumplir }ot fines de la revo- 
lución en especia!. \n que contempla la solución de los proble- 
mas que afectan a ta clase trabajadora, entre los cuales se 
encuentra sin duda alguna la creación de los Tribunales del 
Trabajo; bien sea para mantener la buena marcha del Estado, 
dictando decretos que razones de urgencia o necesidad lo jus- 
tifiquen, motivos estos que abonan la creación de los Tribu- 
nales impugnados. 

IV. Que en cuanto al art. 94 de la Carta Magna, no ha 
sido vulnerado, porque ól se refiere h los tribunales del fuero 
Nacional o Federal y no a los de orden común o local. 

V. Que la cuestión de fondo a dilucidarse en autos se 
reduce a examinar tres puntos esenciales: í», Sí el actor tra- 
bajó más del 50 r /r de días hábiles durante el año 1944; 2», si 
por la naturaleza del contrato del trabajo está comprendido 
dentro de lo dispuesto por el art. 1» y 14» del decreto 1740; 
3', en caso afirmativo, si el art. 14 mencionado es o no repun- 
nante al art. 17 de la Const. Nacional. 

VI. Estimo que el primer punto -so Baila probado por la 
no contestación a la afirmación categórica del actor "que ha- 
biendo trabajado durante el año 1944 más de doscientos días 
v más o nmnos cien días en lo que va del año 1945. . . *', lo que 
hace de aplicación el art. 62 del decreto 32.347/44, toda ves 
que en un tópico tan esencial la contraparte está obligada a 
responder, no bastando una negativa general de los hechos. 

Por lo demás no se lia producido en autos prueba en con- 
trario. 

VII. Pasando ;i tratar el segundo punto considero uuc la 
defensa opuesta por la demandada, es que no siendo el actor 
un obrero permanente, no está comprendido dentro de lo dis- 
puesto por el art. 1* y 14» del decreto 1740, no puede prosperar. 
En el nrt. 1» citado no se haee distingo entre obreros perma- 
nentes o no. y donde la ley no distingue no se debe distinguir. 
De manera tul que en mi concepto el actor está comprendido 
en sus disposiciones. 
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VIII. Poco importa, pues, analizar la prueba referente 

íi! carácter transitorio, (cuyo carácter se halla acreditado en 
autos) de las funciones desempeñadas por el actor. Demás está 
decir que considero que el obrero está comprendido dentro Sel 
art 14 del comentado decreto. 

IX. Si el actor a partir del 15 de abril de 1945 no hizo 
uso del derecho de tomarse vacaciones no quiere deeir que lo 
pierde, pues la ley no establece sanción alguna; en cambio 
a la demandada que no cumplió con el decreto la ley, le im- 
pone sanción (art. 13). 

X. En cnanto que el obrero no trabajó el día de la 
videncia del comentado deereto, nada significa, porque con 
posterioridad continuó la relación del trabajo. 

XI. Demostrado que el actur está comprendido en el de- 
ereto. sólo falta estudiar si la disposición del art. 14, es o no 
constitucional, vale decir, si es retroactivo y si afecta el de- 
recho de propiedad amparado por el art. 17 de la Constitución 
Nacional. 

XII. A mi juicio, las disposiciones que contiene el de- 
creto 1740, son de orden público por sn esencia, y contra ella 
ninguna persona puede tener derechos irrevocables adquiridos 
(art. 5 del C. Civil). El interés particular cede ante el in- 
terés general. En consecuencia estimo que el art. 14 del de- 
creto impugnado no es repugnante al art. 17 de la Const 
Nacional. 

XITT. El actor "demanda el período de vacaciones que 
le corresponde", haciendo su .-justiprecio. Dada su antigüedad, 
2+ de mayo de 103%, le corresponden quince días de vacaciones 
panas ;i diez pesos m/n, diarios, las que deberán acordarse 
desde el 1' al 15 de abril del corriente año. 

Por estos fundamentos y disposiciones letrales citadas, 
fallo: Haciendo lugar en todas sus partes a la demanda instau- 
rada por don Const anzo Esposito contra The South American 
Stevedoring & Ligliterage S. A., a la que condeno, conceda 
quince día» de vacnciones papas a don Constando Esposito, a 
razón de diez pesos diarios del 1» al 15 de abril del corriente 
año. Costas por su orden en atención de que el demandado 
ha podido creerse con derecho a litigar. — Francisco Al- 
lí arradn. 
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Dictamen del Phocuradoií General 
Suprema Corto: 

El recurso extraordinario do apelación interpuesto 
a fs. 03 ha sido bien concedido a fs. 54 aun cuando debe 
limitárselo en su alcance, pues sólo resulta claramente 
admisible por uno de los dos conceptos que le sirven 
de fundamento. Son ellos: a) inc nstitucionalidad del 
decreto n* 32.347/44, que organizó los tribunales del 
trabajo; b) ineonstitucionalidad del art. 14 del decreto 
n* 1740/45. 

Acerca de lo primero, doy por reproducido, en lo 
pertinente, rni dictamen de fecha 29 de octubre de 1945 
i» re "Martín v. Nicora" exp, M. 474. 

En cuanto a lo segundo, he aquí la disposición im- 
pugnada {Bol. Ofic., febrero 2/45) ; 

Art, 14, — "Las personas que teniendo una anti- 
güedad mayor de un año a la vigencia de este decreto 
no hubieren gozado de vacaciones con posterioridad 
al 30 de abril de 1944, gozarán del período de descanso 
que establece el art. 1», con anterioridad al 30 de abril 
del corriente año". 

T el art. 1», a que se alude, previene : 

"Toda persona que trabaje por cuenta ajena bajo la 
dependencia de un empleador, sin más excepciones i¡uo 
las establecida» en el presente decreto, gozará de un pe- 
ríodo mínimo y continuado de descanso anual remu- 
nerado, de diez días, cuando su antigüedad en el ser 
vicio no excediere de cinco años, y de quince días cuando 
la antigüedad fuere mayor". 

Admitiendo por hipótesis qne V. E. declarase cons- 
titucional la organización de los tribunales del trabajo, 
esto es, que el P, E. de fado legisló en la materia con 
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la misma validez con que hubiere podido nacerlo el H. 
Congreso, la cuestión se plantearía así: ¿entraba en las 
facultades de este último establecer que para el cómpu- 
to del derecho a gozar de vacaciones se tengan en cuenta 
servicios prestados con anterioridad a la aparición del 
decreto 1740/45? 

Recordaré a este respecto que la ley 11.729, sancio- 
nada en setiembre de 1033, obligaba ya a los empleado- 
res a conceder anualmente diez días de vacaciones a 
sus empleados y obreros de comercio, cuya antigüedad 
en el servicio uo excediere de cinco años; quince días 
cuando siendo mayor de cinco años no excediere de diez; 
y en &éala ascendente, hasta treinta días cuando aqué- 
lla fuese mayor de veinte años (reforma al art, 157 del 
Cód. de Comercio). Resulta entonces que a los efectos 
de] caso actual — obrero que trabaja en la carga y des- 
carga de buques, operación inequívocamente accesoria 
del comercio marítima - carece de objeto discutir la 
constitucionalidad del decreto n' 1740. Limitándose a 
interpretar y aplicar la ley de 1933, el Si\ Juez pudo ha- 
ber llegado a la misma conclusión a que llegó inter- 
pretando el decreto. Deduzco de aquí que cualquier fa- 
llo que V, E. dicte sobre la segunda cuestión planteada, 
resultaría teórico. 

Si, no obstante ello, abriere V. E. el recurso tam- 
bién a ese respecto, recordaré que en 181 :209 ha re- 
suelto la Corte no ser violatorio de la Coast. Nacional 
el sistema de vacaciones pagas creado por la ley 11.729. 
Copio del texto aludido (julio 20 de 1938). 

"La obligación de pagar el breve reposo anual que 
el art. 156 impone a los patrones en favor da los depen- 
diente», factores, obreros, etc., no tiene el carácter de 
un impuesto, ni de una tasa, ni de una sisa, ni de un 
servicio ; es una condición legal del contrato de trabajo 
que el Estado impone en virtud de su poder de policía 
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en resguardo de la salud y de la mayor eficacia del de- 
pendiente n obrero; lo impone como lo hace con la in- 
demnización por despido y por falta de proaviso. . . El 
legislador argentino, siguiendo el ritmo universal de 
la justicia, ha creído que el patrón, aun sin dolo y sin 
culpa, debe indemnizar al obrero accidentado o víctima 
de una enfermedad profesional; ha creído y resuelto 
que las mujeres y los niños sólo en cierta medida pue- 
den trabajar; ha resucito que solamente en ciertos días 
de la semana pueden el industrial y el comerciante ha- 
cer trabajar a sus obreros y dependientes ; que el patrón 
no pnede despedir a sus dependientes sin justa causa 
—cualesquiera sean los términos del contrato de tra- 
bajo— sin indemnizar prndencinlmente. Y sea el prin- 
cipio del riesgo profesional, de la solidaridad social, 
de la justa carga al empresario o patrón de reparar, 
no sólo el instrumental técnico sino también el instru- 
mental humano o, por fin, de la fraternidad humana 
que inspira la doctrina social de la Iglesia en las co- 
nocidas Encíclicas Papales; el hecho es que la acción 
del Estado se ejerce no como un poder de imposición 
fiscal sino como un regulador, en beneficio de la hi- 
giene y de la salud social, de las relaciones entre el 
empleador y empleado... La justicia que validó esas 
leyes... no debe proceder en forma distinta en el ca- 
so de autos". 

A mérito de lo expuesto —y manteniendo los térmi- 
nos de mi dictamen en el expresado caso— considero 
inadmisible el recurso extraordinario en cuanto se re- 
fiere el segundo de los motivos invocados por el re- 
currente; y si se lo admite, procederá confirmar el 
fallo apelado en esa parte, siempre que a juicio de V. E. 
deba atribuirse validez al decreto n* 32.347/44. — Bs 
Airee, julio 10 de 1946. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 17 de setiembre de 1947. 

Y vistos loa autos carntulados "Constando Espó- 
BÍto v, The South A. Stev y Light s. eobro de vacacio- 
nes", en los que se lia concedido el recurso extraordi- 
nario a la demandada. 

Considerando : 

Qae el recurso extraordinario es procedente puesto 
que se cuestiona la cu i stitucionalidad del decreto 1740/ 
45 y la sentencia definitiva de fs. 47 ha sido contraría 
al derecho que el recurrente considera amparado por 
las disposiciones constitucionales en que funda su re- 
curso. 

Que respecto a la validez, desde el punto de vista 
de su origen, del decreto aludido, cuya materia ha sido 
objeto de ulterior sanción legislativa, cabe remitirse a 
las razones dadas en la sentencia de este Tribunal del 
22 de agosto ppdo. in re "Arlandini Enrique" y a los 
antecedentes allí citados para concluir que este primer 
fundamento del recurso debe desocharse. 

Que en cuanto a la violación de la propiedad que 
según el recurrente comporta lo dispuesto por el art 
14 del decreto en razón de su efecto retroactivo, pues 
obliga a acordar vacaciones pagas atendiendo a servi- 
cios prestados con anterioridad a su sanción y respecto 
a los cuales ei empleador pudo considerar íntegra y de- 
finitivamente liquidadas sus obligaciones, son de estric- 
ta aplicación los fundamentos por los cuales se ha re- 
suelto en esta misma fecha, en la causa " Castellano 
Inocencio y otros v. Quintana Aurelio y Germán, cobro 
de aguinaldo", que no es inconstitucional el efecto 
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retroactivo del decreto 33.302/45 que en las postrime- 

rías del año 1ÍÍ45 impuso el pago del sueldo anual cora- 
plementario (urt, 45) u lodos los asalariados que el 
mismo comprendo en proporción al tiempo que hubie- 
sen trabajado durante ese año para el empleador a 
quien se imponía dicho pago. Basta, pues, darlos aquí 
por reproducidos en todo lo pertinente para concluir 
que también en este punto debe ser desechado el recurso. 

Por tanto y do acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 47, en cuanto ha sido materia del recurso. 



HILARIO A. PORTILLO v. 0. 1. A. D. E. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: fndtmHÍt aciones ptorenirnte* 
de otras kyei. 

Los beneficios establecidos por la ley 11.729 y las leyes 
de jubilaciones y pensiones responden a necesidades y 
finalidades diferentes y no se excluyen entre ellos. 

CONSTITUCION X ACION AL: Ct>nntilueiomt! 1 'fnd c inco>tfititucio- 
naüdad. Leyes nacionales Comune». 

Es inadmisible la impugnación de la ley 11.729 fondada 
en el art. 16 di- la Const. Nacional y en la circunstancia 
de que el empleador realiza aporte^ a la respectiva caja 
de jubilaciones. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitncionaHdad e inconsiiUcio- 
n m li im á . Leyes nacionales. Comunes. 

El art. 67 ilnl decreto 33.302/45 aplicado respecto de em- 
pleado» despedidos con posterioridad a la vigencia de aquél 
no es violfttorio del art. 17 de la Const. Nacional. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interpon 
ctón del recurso. Fundamento. 

Las impugnaciones formuladas en términos generales, cuya 
relación con la materia del Litigio no ha sido puntualizada 
ni demostrada no bastan para fundar el recurso extra- 
ordinario. 

Sentencia del Juez dei, Trabajo 

Br. Aires, seis de agosto de 1947. 

Y vistos: este expediente número 468 en el cual Hilario 
A. Portillo demanda a la Compañía Italo Argentina de Elec- 
tricidad, S. A. por cobro de la suma de $ 8tí0 m/n. por indem- 
nizaciones por despido y cobro de vacaciones. 

Y considerando: 

I. Incompatibilidad de beneficios. — Que la demandada 
sostiene la incompatibilidad de los beneficios acordados por 
las leyes 11.110 y 11.729. Que la cuestión ha sido estudiada 
y resuelta reiteradamente en el fuero, en contra de las preten- 
siones de la Empresa. Ambos cuerpos legales otorgan beneficios 
diversos y prevén situaciones diferentes. Persiguen fines com- 
plementarios y que, por ende, no pueden excluirse. No hay 
acumulación de beneficios ni de cargas en el sentido pretendido 
por la demandada Por ello y las consideraciones que "in ex- 
tenso" tengo formuladas en "Navarro v. Establecimientos 
Ortopédicos", considero improcedente la cuestión su b -examen. 

IT. Inaplicabilidad de la ley li.YS'J, por provisoriedad de 
funciones. — Que ia segunda defensa esgrimida por la deman- 
dada, es la provisoriedad de las labores para las cuales con- 
trató a Portillo. Tengo resuelto que la ley 11,729 no formula 
ni permite distingos entre obrero» permanentes y transitorios, 
determinándose los derechos y obligaciones que de la misma 
surgen, en relación al tiempo de la prestación de los servicios 
(in re García c. Barberi). Que el actor prestó servicios a las 
órdenes de la demandada durante más de dos años, lo que ex- 
cluye toda idea de provisoriedad como «e pretende. Por ello y 
las consideraciones expuestas en el precednte citado, considero 
improcedente la cuestión planteada y a la cual me refiero en 
este considerando. 

ITT. El art. 2° decreto 33.302. — Que la demandada sos- 
tiene también que el actor se encuentra expresamente exeluído 
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de los beneficios fiel decreto 33.Í102. en razón de lo dispuesto 
por el art. 2» del cuerpo letral referido. L¡: disposición citada 
incluye, al hacer exclusión de ciertas categorías de empleados 
y obreros los de la* entidades di* servicios públicos en cuanto 
sus leve . de concesión vigentes las esimen del cumplimiento 
de las oblgscfones de la clase de las establecidas en el presente 
decreto-ley ". Para fundar la pxehmtón, la demandada afirma 
que su '>rmiTs¡<'>n i-stnbh'ce taxativamente las cargas que debe 
BOportar" pero no ha traído a los autos el contrato i|ue limita 
las cargas en la forma taxativa pretendida y es sabido que las 
franquicias o privilegios que establecen los contratos de con- 
cesión de servicios púhlieos. deben interpretarse en Forma res- 
trSetíva. por el hecho mismo de que todo privilegio o exclusión, 
es odioso a nuestro rrfriinen institucional, Resulta pues que la 
demandada no ha demostrado en forma albina, encontrarse 
comprendida en la clausula de exclusión que invoca. 

IV. Inconst >t Hrionali<ta<1 <lrf ffrrrrto .13.303. — Que pre- 
tende la demandada que el decreto 3;í,:W2 es repugnante a 
cláusulas constitucionales que invoca, por carencia de faculta- 
des del gobierno "de ft;c*o" para dictarlo y por ser contrario 
a Ies principios de propiedad, irretroactividad de las leyes, li- 
bertad de asociación, igualdad y división de los poderes. He 
afirmado, en diversos pronunciamientos, que ef gobierno revo- 
lucionario por inexistencia del Congreso, propósitos de la re- 
volución y necesidad de urgencia de afrontar el problema de 
las retribuciones del trabajo en relación de dependencia, pudo 
válidamente dictar el cuerpo legal impugnado. Que tratándose 
de la redistribución del producido del trabajo ajeno, propiedad 
stti getterix no asimilable a la propiedad común, no puede afec- 
tar a la ira ran tía constitucional de esta última. Que no existe 
irretroBctfvidiid en contra de disposiciones de orden público 
(art. 5* f'ód. Civil). Kn cuanto al pi ineipio de "desigualdad" 
que invoca |n demandada, si bien fluye de la interpretación 
del art. 1(1 de la Constitución, como esclarecimiento de lo qne 
puede o no obstar :il principio de igualdad, no se demuestra 
en este sentido el «-aso sub-litc. pneda ampararse en la susodi- 
cha desigualdad, Kn lo que se refiere a la pretendida infrac- 
ción at derecho de asociarse con fines lícitos, no se invoca ni se 
plantea el "cnso", es decir, el hecho específico producido en 
el litigio, enn relación a la norma incriminada, que permitan 
afirmar que ln nnlieacíón de ésta, viola aquella garantía. Por 
ello y tas consideraciones formuladas ¿n rr "Blanco c/ Serra- 
te" y demfis easos análogos, no procede la impugnación de in- 
consttiuclfi^alidad que me ocupa. 
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V. Disminución o falta de trabajo. — Que la demudada 
Opone también, como cdefensa pardal, la diminución o falta 
do irubnjo. ;«.r haber sido el actor ton tratado para el manipu- 
leu de cnmh ustible vegetal y no emplear más esta dase de eom- 
husttíde. De la pericia 1 resulta qué ha disminuido el empleo de 
.■ninhintihle vcwtnl <ts. 29) pero el art. «7 dec. 33.302 que 
establece la exención, exige mi requisito complementario, el de 
(pie omri'wn las cesantías, por el personal menos antiguo. La 
demandada no ha invocado ni prohado que Portillo fuese el 
obrero de menos antigüedad dentro de los encargados de mani- 
pular combustible vegetal. Y se observa eii la pericia que si 
bien lia disminuido considerablemente el empico de este tipo 
cb' combustible, no ha cesado en ubsoluto. Por ello tampoco pro- 
cede esta defensa parcial. 

VI. Itcsjtido, Indemnizaciones. — Que según lo reconoce 
ia demandada, surge de la ficha de fs. 1» y de la pericia, Por- 
'iUo tenía en el momento del despido, una antigüedad de dos 
am sMe mese* y ocho díns. Le corresponde por ello un mes 
ue l«ripa como indemn tzacióu por falta de preaviso y tres 
n- aios meses por antigüedad (art. T57 del Cód. de Com.). Fijo 
- primer rubro de acuerdo a lo percibido en el mea de enero, 
ultimo trabajado íntegro en ciento noventa y scíb pesos con 
veinticinco centavos y el segundo, conforme al promedio gene- 
ral, en doscientos cincuenta y tres pesos cotí cuarenta y cinco 
centavos m/n. Tiene derecho también a doble indemnización 
por antigüedad {art. 67 dec. 33.30:2) que fijo en la última suma 
indicada. 

VII. Y Mariones. — Que el actor reclama también ochenta 
pesos en concepto de vacaciones, pero confiesa que el año pa- 
sado la- gozó y te fueron abonadas. Su pretensión de cobrar 
vacacioiu-s de afios anteriores, es improcedente, pues si bien de- 
be admitirse que vencido el período legal para que sea conce- 
dido el descanso, sin lograrlo, el dependiente puede reclamar la 
sanción --indenmistación, permitir la acumulación de dichas 
sanciones— inmdemnizauiones, seria desvirtuar bus fines. No 
corresponde per, ello hacer lugar a este rubro de la demanda. 

Por las consideraciones precedentes, constancias de autos 
y disnosieiones legales citadas, fallo: 

I. Rechazando las defensas opuestas por la demandada al 
progreso de la demanda, incluso la impugnación de inconstitu- 
cional id ad del decreto 31.302. 

TI. Haciendo lugar a fa demanda promovida por Hilario 
A. Portillo cu contra de la Compañía Ttalo Argentina de Elec- 
tricidad. S. A., por cobro de indemnizaciones por d«spido y 
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rechazándola eti cuanto al cobro de vacaciones. Condeno en con- 
■ecuencía a la demandada a abonar al actor en el plazo de cinco 
días de ejecutoriada esta sentencia, la suma de setecientos tres 
pesos con quince centavos, m/n. p con costas (art. 91 y 92 dec. 
32.347). — José Ramiro Podeiti. 



Dicta men del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario de apelación interpuesto 
a fs. 45 llena los requisitos exigidos por el art 14 de la 
ley 48. Corresponde, pues, declarar que fué bien conce- 
dido a fs. 47 vta. 

En cuanto al fondo del asunto, la sentencia de fs. 
39 decide el caso contrariando la doctrina de la Corte 
Suprema en 181: 219 y 190: 198 respecto de la cual 
tengo manifestada a V. E. respetuosa disconformidad. 

Aplicándola en el sub-judice corresponderá revo- 
car el fallo apelado, siempre que dicha jurisprudencia 
Be mantenga. 

Táchase además de inconstitucional al decreto 
33.302/45, tanto por su origen como por bu conteni- 
do, a ese respecto, y por razones de brevedad, me re- 
mito a los dictámenes que expedí con fechas 10 y 29 
de julio ppdo. (exptes, C. 118 "Constanzo", C. 137 
"Castellano" y L. 54 "Lorenzo"). — Bs. Aires, se- 
tiembre 17 de 1946. — Juan Alvares. 
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Y vistos los autos "Portillo Hilario Abad v. Cía. 
Italo Argentina de Electricidad, indem. ley 11.729, dec. 
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33.302, y vacaciones", en los que se lia concedido el 
recurso extraordinario a la parte demandada. 



Que respondiendo a necesidades y finalidades di- 
ferentes de las previstas por las leyes de jubilaciones 
y pensiones, la ley 11.729 establece un régimen también 
distinto del que aquellas organizan sobre la base de los 
aportes de empleadores y empleados, conclusión que no 
sólo resulta impuesta por el examen y la comparación 
de tas disposiciones respectivas sino también por la cir- 
cunstancia de que en los decretos modificatorios de las 
diversas leyes de previsión ratificados por la ley 12.921, 
se ha decidido expresamente que los beneficios conte- 
nidos en ellos no excluyen ninguno de los que acuerda 
la citada ley común (confr., decretos núms. 14.535/44, 
art. 92; 31.665/44, arts. 57/8 ¡ 33.302/45, art. 73; 6395/ 
46, arts. 77/8; 13.937/46, arts. 80/1; 13.839/46, art. 13). 
En el estado r.ctual de la legislación es indudable que 
no existe incompatibilidad entre los beneficios previs- 
tos en las leyes de referencia. 

Que las normas aludidas no obedecen a propósito 
alguno de hostilidad o discriminación arbitraria sino 
al muy razonable y justo de dar adecuada protección a 
los obreros y empleados que se encuentran en las ei- 
tuaciones previstas por ellas, circunstancia que, unida 
a la mencionada en el considerando precedente, basta 
para desestimar la argüida violación del art. 16 de la 
Const. Nacional, como, por lo demás, se ha resuelto 
en el caso de Fallos : 207, 209. 

Que los fundamentos expuestos por esta Corte Su- 
prema en las causas "Castellano Inocencio y otros v. 
Quintana Aurelio y Germán", "Constanzo Espósito 
The South Stev. y Light" y "Lorenzo Irma A. v. Edi- 
torial Estampa", que se dan aquí por reproducidos en 
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lo pertinente, bastan para desestimar las objeciones 
hechas por la recurrente con respecto al decreto nú- 
mero 33.302/45. 

Que 110 corresponde al Tribunal pronunciarse so- 
bre la cuestión referente a la exención provista en el 
art. 2 del decreto 33.30:2/45 porque, con prcscindencia 
de su carácter no federal, basta advertir que la deman- 
dada no ha indicado concretamente cuáles son las dis- 
posiciones de las que, con arreglo a dicho artículo, t v 
Bultaría la franquicia cuya violación alega. 

Que tampoco procede examinar la validez de Ja 
creación del Instituto Nacional de las Remuneraciones 
impugnada por la recurrente, desde que el presente jui- 
cio no versa sobre la actuación de nquél sino sobre 
cuestiones surgidas y debatidas entre las partes sin 
intervención de ese organismo .Por lo demás, la de- 
mandada no demuestra en qué consiste la pretendida 
violación constitucional, sino que se limita a hacer una 
afirmación vaga y general, evidentemente insuficiente 
(Fallos: 160, 101; 187, 505; sentencia de fecha 5 del 
corriente en los antos "Alsina Héctor B. v. la Nación"). 
Por igual razón cabe prescindir de las impugnaciones 
formuladas en términos generales contra otras disposi- 
ciones del decreto en cuestión cuya relación con la ma- 
teria del litigio no ha sido puntualizada ni demostrada. 

En su mérito, confírmase la sentencia apelada en 
lo que ha podido ser materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Lonohi ■ — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valbnzuela. 
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MAXTTEL L. ATBAIÍ v. Cía. 8WIFT DE LA PLATA 



CONSTITUCION NACIONAL: Constitudonalidad e inconstitucia- 
nahdaií. Leyes nacional/;*. Comnncx. 

l'V art. ÍÍ7 del cK-rcto :i3,^02/4r, aplicarlo respecto de em- 
pleados despedidos con posterioridad a la viírencia de aquél 
no es víolatorio do! sirt. 17 de la Cunst. Nacional 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del promin- 

No procede tomar en consideración la cuestión plantead» 
por primera vez en el memorial presentado en la instancia 
extraordinaria ante la Corte Suprema. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 62 ha 
Bido bien concedido a fs. 63. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre la cons- 
titncionalidad de los decretos 32.347/44 y 33.302/45. Me 
refiero, pues, a mis dictámenes de octubre 29 de 1945, 
julio 10 y 29 ppdo. (exptes. M. 474 "Martín", C. 118 
"Constanzo", C. 137 "Castellano" y L. 54 "Lorenzo"), 
en los que contemplé ampliamente tales cuestiones. 

En el memorial presentado ante V. E. t el apelante 
agrega un fundamento nuevo a las tachas opuestas 
contra Jos referidos decretos : el H. Congreso no los ha 
ratificado. No corresponde ser tenido en cuenta, toda 
vez qnc no fué propuesto a fallo en la instancia origi- 
naria ni incluido en el recorso extraordinario. — Bs. 
Aires diciembre 9 de 1946. — , 
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Bs. Aires, 17 de setiembre de 1947. 

Y vtstoa loa autos "Aibar Manuel Luciano c. Cía. 
Swift de La Plata s. despido", en los quo se ha conce- 
dido el recurso extraordinario a lá parte demandada. 

Considerando : 

Que la validez del decreto 32.347/44, ratificado por 
ía ley 12.948, es indiscutible (Fallos: 207, 200; senten- 
cia del 22 de agosto ppdo. en la causa "Árlandini En- 
rique"). 

Que los fundamentos expuestos por esta Corte Su- 
prema en los fallos pronunciados en las causas '* Caste- 
llano Inocencio y otros v. Quintana Aurelio y Germán", 
"Constanzo Espósito v. The South A. Stev. y Light" y 
"Lorenzo Irma A. v. Editorial Espampa", que se dan 
aquí por reproducidos en lo pertinente, bastan para 
desestimar las impugnaciones formuladas por la recu- 
rrente en cuanto al decreto 33.302/45. 

Que, como advierte el Sr. Procurador General, la 
cuestión referente a la falta do ratificación legislativa 
de los decretos impugnados ha sido extemporáneamen- 
te introducida en el pleito y, por lo demás, la validez 
de los mismos lia sido reconocida por las leyes 12.921 
y 12.948. 

Por ello confírmase la sentencia apelada en lo que 
ha podido ser materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luía B. Lonche — 
Justo L. Alvabrz Rodríguez. 
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MARIA í, OSORIO v. ENRIQUE J. CANNELLE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Resolución 
contraria. 

Es improcedente, por falta de resolución contraria, el re- 
curso extraordinario interpuesto contra la sentencia que 
declara la inconstitucional ¡dad del decreto :í:í62/4;j, modi- 
ficatorio de la ley 11,924 sobre justicia de paz letrada de la 
Cup. Federal. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante el Juzgado do Paz Letrado n» 20 de la Cap. 
Federal, D* María Irene Osorio inició juicio ordinario 
contra D. Enriqne J. Cannelle por cobro de la suma de 
$ 2.415 m./n. El demandado al contestar la acción opu- 
so la excepción de incompetencia de jurisdicción, por 
cuanto, de acuerdo con lo establecido por la ley 11.924 
en su art. 11, inc. a), la justicia de paz letrada de la 
Capital conoce en causas civiles y comercióle? en que 
el valor que se cuestiona no exceda de $ 2.000. Negaba 
validez al decreto del P. E. de la Nación que amplió 
la jurisdicción de los tribunales de ese fuero hasta un 
monto de $ 3.000. 

El Juez no hizo lugar a la excepción opuesta, pero 
en. segunda instancia ese fallo fué revocado, y contra 
tal pronunciamiento se interpuso a fs. 45 recurso ex- 
traordinario para ante V. E., que aparece concedido 
a fs. 46 vía. 

Como lo tengo dicho en casos equiparables, a mi 
jnicio, no corresponde a la Corte decidir cuestiones so- 
bre jurisdicción cuando ellas no se plantean en forma 
de contienda entre tribunales, salvo qne lo denegado 
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sea ct fuero federal (art. 14, ley 48), lo que no ocurre en 
este caso. La controversia se reduce aquí a determinar 

si es uno u otro de lo.s tribunales lócalos do la Capital 
Federal el competente. V. R. no podría, por la vía ele- 
gida, modificar el fallo apelado, en cuanto interpreta 
y aplica normas legales de carácter local para apreciar 
el alcance do su propia jurisdicción. 




Procede, por dio, declarar nial concedido el recur* 
so. — Bs. Aires, febrero 22 do 1946, — Juan Alvares. 
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Es. Aires, 17 de setiembre de 1947, 

Y vistos los autos "Osorio María Irene e. Cannelle 
Enrique J. s. ord. $ 2.415", en loa que se lia concedido 
el recurso extraordinario interpuesto por el actor. 

Considerando: 

Que en casos recientes sometidos a la decisión de 
esta Corte Suprema por medio del recurso extraordi- 
nario interpuesto contra sentencias que establecían la 
constitucionalidad del decreto 3362/45 por razón de su 
origen, el Tribunal, facultado por el art. 14, inc. 3*, de 
la ley 48, para conocer en ellos por tratarse de resolu- 
ciones contrarias al derecho fundado por el apelante 
en la Const. Narional, declaró la validez de dicho de- 
creto (confr. fallos del 5 del corriente en los juicios 
"Fernández Antonino v. Garfunkel Marcos", ''Quirós 
Miguel E, v. Loinaz Lindolfo" y "Suárez Alberto Cé- 
sar v. L'Atelior S. E. L."). 

Que en igual sentido hnbriiise pronunciado en la 
presente causa si no mediara la circunstancia de que, 
conformo a lo establecido en las disposiciones legales 
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vigentes, carece de jurisdicción para conocer en la 
misma 

Que ello es así porque para que proceda el recurso 
extraordinario cuando se discute la incompatibilidad 
entre una norma provincial y otra federal, el art. 14, 
inc, 2*, de la ley 48, requiere inexcusablemente que la 
sentencia liaya decidido la cuestión en favor de la va- 
lidez de la primera, o sea en forma contraria al dere- 
cho federal invocado (Fallos: 148, 62; 186, 421; 189, 
308; 197, 143). 

Que corresponde tener presente que, como se ha 
resuelto de antiguo interpretando los arta. 67, inc. 27, 
86, inc. 3% y sus concordantes de la Const. Nacional, las 
normas locales dictadas para la Capital de la República 
se hallan, a los efectos del recurso extraordinario, en la 
misma condición que las normas provinciales (Fallos: 
48, 71; 147, 239; 199, 475 y los en ellos citados). 

Que el decreto 3362/45, por el cual se reformó la 
ley 11.924 sobre justicia de paz letrada de la Capital, 
reviste carácter local (Fallos: 129, 42; 139, 29; 198, 18), 
de modo que ni la invocación de un derecho que se pre- 
tende amparado por sus disposiciones ni la resolución 
contraria a su validez pueden servir de fundamento al 
recurso extraordinario. Esto último es lo que sucede 
en el caso de ñutos, puesto que la sentencia apelada no 
ha sido en favor de la validez de la norma local impug- 
nada, como lo requiere el art. 14, inc. 2*, de la ley 48 
sino que la ha declarado inconstitucional y nula, con 
lo cual falta el indispensable requisito de la resolución 
contraria al derecho federal invocado. 

Que, como consecuencia de todo ello, esta Corte 
Suprema, no obstante haber declarado, en los casos ci- 
tados en el eonsiderando primero, constitucional y vá- 
lido el decreto cuestionado, debe limitarse en el presente 
a resolver que, con arreglo a la ley que rige su juris- 
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dicción, carece de facultad para rever y revocar el fallo 
apelado, como de otro modo lo habría hecho. 

En su mérito, de acuerdo con lo pedido por el Sr. 
Procurador General, declárase improcedente el recur- 
so extraordinario en este juicio. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxqhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



JULIO CESAR RAFFO DE LA RETA v. CAJA NACIONAL 
DE .JUBILACIONES Y PEiNSIONES ClVILES 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Fondos de la 

El decreto l"j.59l/4íí tuvo por objeto ofrecer nuevamen- 
te a los ex legisladores y ex ministros la oportunidad 
acordada por la ley 11.923 para acogerse al régimen ju- 
bilatorio, sin incluir en el cargo que deberá hacera; por 
los apnrtcs no efectuados., otros intereses que los que Be 
devenguen tt pnrtir de la formulación del mismo. 



Dictamen del Procura non General oel Trabajo 
Exema. Cámara: 

El recurrente. D. Julio César Raffo de la Reta, se des- 
empeñó como legislador nacional desde el 1» de mavo de 1918 
al 30 de abril de 1022 y desde e¡ 1» de mayo de 1926 al 30 de 
abril de 1930. Al hacer valer tales servicios para el logro de la 
jubilación ordinaria correspondiente, se le liquidan los intere- 
ses a partir desde la prestación de los mismos. 

Son textos legales de aplieación para dilucidar el caso de 
autos, la ley 4349, ln ley 11.923 y el decreto ley n* 15.591. 

El problema a resolver se concreta a determinar la fecha 
desde la cual deben correr los intereses simples a que se refie- 
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re el decretodey 15.691 del 14 de julio de 1945; a) si lo es 
desde el primer mes en que los aportes debieron ingresar a la 
Caja respectiva, es decir desde mayo de 19T8; b) si desde que 
entró en vigencia la ley 11.923 que determinó el plazo de un 
año para que los ex legislad ares se acogieran al régimen de la 
ley 43-19 m c), desde que se formuló el cargo respectivo a fs. 
46 con posterioridad y a consecuencia del decreto-ley n* 15.591. 

Fundo nii opinión en los siguientes términos. 

No eren que los intereses deban correr desde la fecha ea 
(pie se prestaron los servicios, —año 1918—, yu que los apor- 
tes en ta! época no podían hacerse efectivos porque la ley en 
aquel entonces no se refería a ellos. Imponerlos ahora, signifi- 
caría cobrar interés por un lapso de tiempo en que nada se 
debía y en el que se escapaba a toda posibilidad hacer efectivo 
dicho aporte. 

Lo expuesto, que podría debilitarse ante un principio 
básico en materia jubilntoria cu que se relacionan dentro del 
régimen actuarinl. el aporte y la prestación respectiva, se ro- 
bustece no obstante, ante la disposición expresa de la ley 11.923 
que determinaba la formación de cargo, sin compatar intere- 
ses, en casos como el de autos. 

R] decreto-íey 15 591, —cuya copia obra o fs. 85—, "no 
modifica el régimen de la referida ley sino tan solo acuerda 
un nuevo plazo.,.", según manifiesta el mismo apelante. 
Siendo «sí. 'a situación de los ex legisladores nacionales se 
había concretado mediante un texto expreso, como lo es la ley 
11.923; lucro debe ser la fecha de su promulgación el punto 
de partida pava la percepción de intereses por los aportes que 
no se realizaron en su debida oportunidad pero que van a servir 
de base ;j ln jubilación respectiva. 

Estimo que tal es el temperamento que mejor concilia la 
no * ijy clara üsposición del decreto 15.59] art. I» apartado 
Regundo. que atañe al pn!*o de intereses, con la interpretación 
restrictiva con que deben encararse los regímenes jubilatorioa. 

Es de tener presente qw la ley 11.923 y el decreto-ley 
15.591 si»níficaron un- beneficio, — cuya justicia es evidente — , 
pero que tal beneficio no debe entrañar una lesión al fondo 
de la (>ia, porque ello sería anteponer el interés individual 
al colectivo, prcvaleneia cada vez menos posible dentro del 
desenvolvimiento social que acusa el país. 

Solamente por excepción puede admitirse que el aporte 
no se efectúe puralelam^nte al servicio que se presta, y cuando 
así no sea, también solamente por excepción, puede admitirse 
que no pague interés la mora en que se incurra. Lo contrarío 
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tomarla imposible el desenvolvimiento económico de las Cajas. 

El art. 1» de la ley 6007, establece: "loa fondos de la 
Caja serán invertidos por tata, en títulos de la deuda nacional, 
u otros que tengan 1» garantía subsidiaria de la Nación, de 
manera que le produzcan el mayor interna y la más frecuente 
capitalización posible". Luego en el caso de autos, sí loa 
aportes se hubieran realizado en su debida oportunidad, inte- 
grando el fondo social y común, hubieran producido un in- 
tfM, Víitc-tWir uní- el fondo social se ha resentido ante la 
falta de aporte; (cómo se compensa tal resentimiento! Co- 
brando interés por el aporte que, — por cualquier motivo — , 
no ingresó a su debido iiempo. 

Por ello, Exenia. ('¿miara, opino que en ninguna forma 
puede liberarse de intereses el cargo de $ 7.200 m/n., que se 
formula a fs. 46, y que. como decisión que consulte los diversos 
aspectos de la situación planteada, tales interci""i deben correr 
desde que entró en vigei cia la ley 11.923. 

Siempre he considerado perjuiciul el criterio excesiva* 
mente liberal con que suelen encararse los regímenes jubila- 
torios. La liberalidad ha sido motivo de descalabros econó- 
micos a que se ha llegado por la progresiva descapitalización 
de los fondos sociales. Si bien las Cajas Jubilatorias no deben 
responder a un "do ut d ,," estricto, tampoco debe olvidarse 
que en su solidez económica descansa la seguridad y la tran- 
quilidad de los afiliado*. — Despacho, diciembre 28 de 1946. 
— Abrakam K. TaMoviiws. 



de la Retta, a fs. 101 —y— P 
Considerando : 

Que el problema debatido en autos, realmente complejo, 
no tiene solución clara de acuerdo con el texto de las leyes 
aplicables al caso [Leyes 4Ü4Í). 11.923 y decreto ley 15.591), 
por ío que se Ita necesario conciliar el espíritu de las mismas, 
dentro de la hermenéutica jurídica, y llegar a conclusiones que 
no desvirtúen el fin querido por la ley, ni las razones y prin- 
cipios que abonan toda la legislación de previsión social, a 
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tuno con la sensibilidad actual en el que priva el interés del 
núcleo social sobre el interés individual, claro está, sin detri- 
mento de los derechos fundamentales del individuo. 

Tampoco puede predominar en el ánimo del juzgador el 
interés económico de ta Caja, para forzar la interpretación 
del texto Je^al ; bastará apuntar el inconveniente a fin de que 
lo» onanismos competentes del Kstado, corrijan por los medios 
Urales |¡is deficiencias que se observen. 

Qtte en el caso de autos, exigir los intereses desde la fecha 
en (pin se prestaron los servicios, '"mportará una carpa no auto, 
rizada por la ley, y en pugna con los principios de interpre- 
tación restrictiva en materia de imposiciones. Por lo demás 1» 
ley 11.92ÍÍ establece la formación de cargo, sin referirse al 
cómputo de intereses, de los cuales sí hace mención el decreto- 
ley 15.501, ni acordar un nuevo plazo dentro del cual podían 
optar al régimen de la ley 4349, los ex-legisladorea y ex-mi- 
nistros. 

Siendo ello así, el punto de partida para la computación 
de los intereses a que se refiere el decreto 15.591, debe ser el 
de la fecha de vigencia de )a ley 11.923 y nunca desde la pres- 
tación de los servicios, como lo pretende la ('aja, pues en cate 
último supuesto, la ley lo hubiese determinado claramente en 
su texto, si esa hubiese sido la intención del legislador. 

Por ello, fundamentos concordantes de autos y dictamen 
del señor Procurador General se revoca la resolución recurrida 
. en cnunto fué materia de recurso, determinándose que loa in- 
tereses deben correr desde la promulgación de la ley 11.929. — 
Rodolfo fí. Valemnela. — Domingo Peluffo. 



Dictamen del Procurador Oeneral 
Suprema Corte: 

El Dr. Julio César Rnffo de la Reta fué diputado 
nacional desde 1918 a 1922 y desde 1926 a 1930, sin que 
en ninguna de esas oportunidades se afiliara a la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles (fs. 1). 

En 8 de mayo de 1941, solicitó se le formulase 
cargo por los descuentos correspondientes a los sueldos 
percibidos en el desempeño de esas funciones; y míen- 
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tras tramitaba esc pedido, el P, E. dictó el decreto 
n» 15.591/45 quo en su art. 1* dispuso (Bol. Ofic., julio 
26/945): 

"Deelámnse computadles, a los efectos de las pres- 
taciones que acuerda la ley n* 4349 y modificatorias, los 
servicios prestados por los ex-legisladorcs y ex-minís- 
tros nacionales en su carácter de tales, siempre que 
éstos o sus eítusa- habientes soliciten, dentro del plazo 
de un año de la fecba del presente decreto, ta formula- 
ción del cargo respectivo por concepto de aportes no 
efectuados oportunamente, se hayan o no acogido al ré- 
gimen de previsión de la citada ley mientras ejercían 
su mandato legislativo o ministerio, respectivamente. 

£1 cargo se abonará con el descuento adicional, 
por los afiliados que en la actulidad sigan prestando 
servicios computables en cualquier régimen de previ- 
sión nacionul, de acuerdo a la siguiente escala: 5 % 
para los que deban computar servicios que no excedan 
de quince años, y 8 % para Jos que deban computar más 
de quince años, y por el total del cargo, debiendo éste 
incluir el 4 % de interés anual en amb >s casos". 

El interesado, invocando ese decreto, pidió nueva- 
mente La formulación del cargo y, al mismo tiempo, 
jubilación ordinaria. La Contaduría de la Caja formuló 
entonces el que obra a fs. 46, por $ 13.332, de los que 
eoruáponden $ 7.200 a aportes y 6.133 a intereses sim- 
ple? del 4fo, a partir de la fecha en que debió efectuar- 
se cad-a aporte mensual, hasta el 31 de agosto de 1945, 
Disconforme con esa inclusión de intereses, el Dr. Baffo 
de la Reta apeló de la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social qne, confirmando lo dispuesto por 
la Caja (fs. 88) declaraba firme el cargo de referencia 
(fs. 100). A su turno, la Cámara del Trabajo, cono- 
ciendo en la apelación, resolvió que los intereses deben 
correr desde la promulgación de la ley 11.923 (fs. 148), 
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Ambas partea interpusieron entonces recursos ex- 
traordinarios para ante V. E., los que fueron concedi- 
dos (fs. 151 vta. y 156). El afiliado, sostiene correspon- 
der solamente la exigencia de intereses a partir de la 
fecha en que se le formuló cargo; y, en subsidio, opone 
la prescripción quinquenal prevista en el art. 4027 del 
Cód. Civil. El Instituto, solicita se mantenga el cargo 
formulado por la Caja, con los intereses desde las 
fechas en que fueron prestados tos servicios. 

Considero procedentes ambos recursos, en cuanto 
a interpretación del aludido decreto ee refiere, pues lo 
concerniente a la prescripción no puede ser revisado 
porcia Corte Suprema por la vía elegida, y ni siquiera 
ha sido materia de pronunciamiento expreso en la sen- 
tencia de fs. 148, que "revoca" lo resuelto pur el Ins- 
tituto. 

En cuanto al fondo, si bien el caso se presta a 
dudas, emergentes de la redacción algo confusa del 
artículo transcripto mús arriba, considero que el mis- 
mo, al ordenar sis incluye en el cargo el 4 % de interés 
anual, no permite la conclusión a que arriba el intere- 
sado cuando sostiene que el interés corra sólo a partir 
de la formulación del cargo y mientras éste no quede 
totalmente cancelado. 

Los sistemas jubilatorios reposan, fundamental- 
mente, sobre los aportes que realizan los afiliados y 
sus empleadores, y sobre los intereses capitalizados 
que dichos aportes producen hasta que aquéllos se ju- 
bilen. Si Kaffo de la Reta no se acogió oportunamente 
al sistema de la ley 4.349, ni lo hizo más tarde al san- 
cionarse la ley 11.923, justo es que resarza, siquiera en 
parte, los intereses que la Caja dejó de percibir por 
tales omisiones. Para el reconocimiento de servicios 
prostudos con anterioridad Bobre los que no se hayan 
efectuado descuentos, todos los nuevos regímenes de 
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jubilaciones prevén el pago do sumas superiores a los 
aportes mensuales (decretos Nros.: 14.534/44, art. 48; 
N» 14.535/44, art. 55; N» 31.665/44, art. 23; N° 6.395/46, 
art 39; N 13.937/46, art. 37, ratificados todos por ley 
12.921). Igual cosa ocurría ya con la ley 11.575 (art.18), 
y con la 12.525 que, al reformar el art. 48 de la ley 
10.650, impuso cargos más pesados aún que los del de- 
creto N* 14.534/44, reformatorio de la misma. 

Aplicando cualquiera de esos sistemas al caso ac- 
tual, se llegaría a un cargo superior al formulado; de 
suerte que ia interpretación del Instituto se ajusta 
más a la orientación legislativa en la materia, que la 
dada por el recurrente. 

Faltaría, pues, decidir si deben computarse 'inte- 
reses desde el momento en que se prestaron los servi- 
cios, o desde la fecha de promulgación de la ley 11.923, 
como lo ha resuelto el tribunal a quo. A mi juicio, re- 
conocida la procedencia del cargo por intereses, no 
pueden limitarse estos a los corridos desde el 15 de 
octubre de 1934, fecha en que se promulgó la ley 11.923, 
pues el interesado pudo haber solicitado dentro del 
plazo fijado por la misma el reconocimiento de sus 
servicios como diputado nacional. Al no hacerlo, perdió 
todo derecho a que se le formulara cargo sin intereses t 
debiendo ajustarse, en consecuencia, a lo dispuesto por 
la nueva norma que ahora invoca. 

A mérito de lo expuesto, y con el margen de vaci- 
lación que autorizan las dudas expresadas, me inclino 
a pensar que debe modificarse la sentencia apelada, en 
cuanto respecte a la determinación del punto de par- 
tida para el cómputo de intereses ; sin que ello importe 
pronunciamiento de la Corte acerca de la procedencia 
o improcedencia de la prescripción de cuotas atrasadas, 
materia ajena al recurso, ^egún queda dicho. — Bs. 
Aires, abril 22 de 1947. — Juan Alvaree, 
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Bs. Aires, 17 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Raffo de 'i Reta Julio César 
s. cargo ley 434Í)", en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 151 contra la sentencia 
dictada a fs. 148 por la Sala 1* de la Cám. de Apela- 
ciones de la Justicia del Trabajo. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que está en cuestión la inteligencia de un decreto-ley 
de carácter federal y ta sentencia ha sido adversa al 
derecho que una y otra parte fundan en él. 

Que el decreto 15.591/45 ofreció la oportunidad 
de acogimiento a los beneficios de la jubilación a quie- 
nes prestaron servicios en la administración nacional 
pero sin afiliarse a la Caja correspondiente ni hacer, 
por consiguiente, los aportes qne establecía el régimen 
legal entonces en vigencia. Se concedió un beneficio al 
que no se tenía derecho, y es natural que se podo poner 
a dicha concesión las condiciones que se juzgó pertinen- 
tes. Y esas condiciones fueron, según el texto del art 1*, 
expresar la voluntad de acogimiento dentro de nn plazo 
determinado y pagar los descuentos no efectuados cuan- 
do se prestaron los servicios. 

Que sobre la liquidación del cargo la primera par- 
te del artículo sólo dice que se la formulará "por con- 
cepto de aportes no efectuados". La segunda parte está 
destinada a establecer el modo de abonar el cargo, me- 
diante un descuento adicional periódico, aquellos afi- 
liados que están prestando servicios, y luego de fijar 
en el 5 ó el 8 % dicho descuento según se deban com- 
putar más o menos de 15 años de servicios, agrega 
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". . . debiendo este (el cargo) incluir el 4 % de interés 
anual en ambos casos". La tercera parte contempla la 
situación de quienes huyan dejado de prestar servicios» 
es decir de aquellos que no pueden neogorse al procedi- 
miento de pago mediante descuentos adicionales esta- 
blecido en la segunda parte, y se limita a disponer que 
estas personas deben pedir *'la formulación del cargo 
respectivo" Bin expresar sí éste ha de comprender o 
no intereses. En suma, la inclusión del 4 % de interés 
está sólo indicada para los casos de pago periódico por 
medio de descuentos adicionales autorizado en la se- 
gunda parte del artículo. En consecuencia, por justifi- 
cada que esté económicamente dicha inclusión en todos 
los casos con el objeto de compensar la improductivi- 
dad de] capital representado por los aportes que no 
se hicieron, durante el tiempo transcurrido desde que 
según el régimen ordinario de jubilaciones correspon- 
día hacerlos para tener derecho al beneficio, lo cierto 
es que al imponer la ley dicha inclusión expresamente 
sólo en los casos de pago a plazos no cabe interpretarla 
sino como imponiéndolos sólo con respecto a estos últi- 
mos. Esto es lo que el legislador ha dispuesto y frente 
a ello no cabe alegar que, habida cuenta de la base eco- 
nómica sobre la cual se considere que debe reposar el 
régimen del beneficio jubilatorio, hubiera debido dis- 
poner. Por lo demás no ha de olvidarse que el decreto- 
ley 15.591/45 tuvo por objeto, según el último de los 
considerandos que ]o encabezan "acordar un nuevo 
plazo" a los ex legisladores y ex ministros para aco- 
gerse al régimen jubiln torio, es decir, volverles a ofre- 
cer la oportunidad acordada por la ley 11.923. Y esta 
«o incluyó a los intereses en el cargo; tanto que al 
reglamentarla el P. E. dispuso expresamente que no 
se los debería incluir (art. 33). No obstante la razón 
económica alegada y la indiscutible libertad «*n que el 
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Estado so bailaba de imponerle a la concesión de este 
beneficio las condiciones que juzgare pertinentes, lo 
que juzgó pertinente en aquella oportunidad fué no 
hacer cargo de los intereses. No es, pues, insólito que 
la concesión del nuevo plazo fuera presidida, en panto 
a intereses, por el mismo criterio. 

Por tanto, oído el señor Procurador General, se de- 
clara que los intereses mencionados en el segundo pá- 
rrafo del art. 1* del decreto-ley 15.591/45 son sólo los 
que se devengan a partir de "la formulación del cargo 
por concepto de aportes no efectuados" y se revoca, 
en consecuencia, la sentencia apelada en cuanto ha sido 
materia del recurso. 

Tomás D, Casabes — Felipe 8. 
Pérez — Luis B. Longhi — 
Jtisto L. Alvarez Rodríguez. 



ANTONIO FIOÍIITO Y UNOS. v. IMPUESTOS INTERNOS 

CONSTITUCION NACIONAL: Ctmstitwiomalidad * inconstilueio- 
nalictad. Decreto» nacionales. Impuesto* Intentos. 

El art. 523 del tít. VII de la Reglamentación General de 
Impuestos Internos es constitucional ( ! ). 

FISCAL v. JUAN RE 

IMPUESTOS INTERNOS: Alcoholes, 

No constituye prueba suficiente de la intervención del 
procesado en la fabricación clandestina de alcohol, la sola 

<i> 1» de Mtlembr* de 1M7. Falle: 202, 193. 
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declaración como t esticos del matrimonio inquilino de la 
fpsa donde se perpetró la infracción, a su vez sospechosos 
.le participación en la misma 



AGUSTIN PEDEMONTE Y OTRO v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fórmale*. Interposi- 
ción del revarto. Fundamento. 

No suple la deficiencia del fundamento del escrito en que 
se interpuso el recurso extraordinario ta circunstancia de 
hacerse referencia en el mismo al memorial presentado en 
oportunidad del informe in voce ante la Cámara Federal, 
antes del fallo apelado. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de setiembre de 1947. 

T vista la precedente causa caratulada: "Pede- 
monte Agustín y Vargas Na riño Enrique A. — Imp. 
Internos 2336-1-944"—, en la que se ha concedido el 
recurso extraordinario a fs. 191. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo resuelto por esta Corte en la 
cansa "Muñoz Gonzalo, Impuestos Internos" — fallada 
en 3 de setiembre del corriente año — el escrito de fs. 
186 no funda debidamente el recurso extraordinario 
que en consecuencia correspondió denegar a fs. 191. 

Que no obsta a esta conclusión la referencia que 
el mencionado escrito contiene al memorial presentado 
en oportunidad del informe "in voce" ante la Cámara 



(i) 19 de Htlenbra ie 1947. Fallo*: 197, 296. 
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apelada, porque la referencia a actuaciones anteriores 
no suple la obligación de fundar el recurso del art. 14 
de la ley 48. Y, además, porque tratándose de un escri- 
to acompañado en el curso de la apelación ordinaria 
ante el tribunal de secunda instancia, no puede llenar 
los fines específicos del fundamento del recurso extra- 
ordinario, que debe limitarse a los agravios especiales 
susceptibles de someterse al conocimiento de esta Corte 
por tal vía, con relación a «n fallo aun no dictado cuan- 
do se lo presentó. 

En bu mérito, se declara mal concedido el recurso 
extraordinario a fs. 191. 

Fslifb S. Pérez — Luis B. Los- 
am — Justo L. Altanez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA. 



MARTIN Y CIA. LTDA. v. JOSE SILVESTRE BRAZO 

INTERVENCION FEDERAL. 

Los interventores federales en las provincias designado* 
por el P. E. de fació están facultados para expedir decre- 
tos-leyes con las limitaciones que aquél Ies haya impuesto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». CwifwMf 
no fUerales. Iuiirprttacién de normas y acto» local*» tn fe—ral. 

La cuestión referente a la compatibilidad de un decreto 
expedido por el interventor en una provincia con la cons- 
titución de la misma, no reviste carácter federal. 

CONTRATO DE TRABAJO. 

Loe patrones y obreros tienen, respectivamente, liberad 
para contratar o no trabajo ajeno para la propia empresa 7 
de ofrecer o no el propio trabajo. Establecida la relación 
contractual, tuiito las bases sobre las cuales debe descansar 



*•* FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

cuanto tu regulacién ulterior del modo cómo el trabajo ha 
de realizarle y cúmo habrán de ser resueltos loa conflictos 
<]iic se susciten durante su prestación, no están librados a la 
voluntad de las partes sino a la reg'amentación que dicte 
"1 poder público» en cumplimiento de los deberes de justicia 
distributiva y del fin inmediato de ta autoridad, que ea el 
establecimiento y resguardo del orden público y de la paz 
social. \ai voluntad de los particulares queda, pues, subor- 
dinudti u un conjunto tal de disposiciones legales ineludi- 
bles, que sólo artificiosamente podrían ser equiparadas las 
relaciones referentes a la prestación del trabajo a lo que 
en el régimen de la legislación civil es el contrato de lo- 
cación de servicios. La regulación general y permanente 
de las relaciones entre asalariados y empleadores es, por 
aii naturaleza, materia propia del derecho privado, si 
bien presidida por el doble interés público de que el 
trabajo humano esté siempre a cubierto de tener que subor- 
dinarse al interés de la explotaci para la cual se lo 
requiere, y de que ésta se constituya de tal modo que el 
interés particular de loa empleadores y empicados se or- 
dene concertadamente al superior interés social que la 
obra realizada con el aporte de unos y otros debe servir. Lo 
concerniente a las condiciones en que se trabajará en cada 
circunstancia, o sea la policía del trabajo, es materia del 
derecho público. 

PROVINCIAS, 

Las provincias tienen la facultad especifica de legislar en 
materia de trabajo, además de la que genéricamente les co- 
rresponde en cuanto ello tiene relación con el orden pú- 
blico local e impone el ejercicio del poder de policía. Aque- 
lla facultad hállase limitada: 1» por el art. 67, inc. 11, de 
la Oonst. Nacional con arreglo al eual incumbe al Congreso 
legislar lo constitutivo, orgánico y permanente de la ma- 
teria aludida; 2* por la primacía de la legislación nacional 
en las materias respecto de las cuales concurren las facul- 
tades legislativas de la Nación y las provincias, como la 
prevista en los arta. 67, inc, 16, y 107 de la Constitución ; 
3'' por el art. 67, inca. 9 y 12 de dicho Estatuto, que reserva 
para el Congreso la atribución de regular al comercio in- 
terprovincial. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad « inconstituá* 
tiniidad. Leye» provinciales. Santa Fe, 

No habiendo sobre el punto legislación del Congreso para 
todo el pa's debe admitirse que la disposición del decreto 
T. 14 del 31 de julio de 1943, dictado por el Interventor 
Federal eit Santa Fe. por la cual se establece el arbitraje 
obligatorio para la solución de todos tos conflictos y dife- 
rencias de carácter colectivo que se susciten entre emplea- 
dores y trabajadores, hállase dentro de los límites de laa 
atribuciones de las provincias 

RECURSO EX 77? A O RF I NA RIO ; Requisito» propio*. Cnaittiemm 
no federales. Interpretación d* norma* y actos focales en general. 

Lo decidido en un laudo arbitral Robre cuestiones de tra- 
bajo dictado por la respectiva autoridad provincial no efl 
materia propia del recurso extraordinario. 



Sentencia de Primera Instancia 

Rosario. 14 de febrero de 1946. 

Autos y vistos: 

IjOS presentes promovidos por S. A. Martin y Cía. Ltda. 
contra .Tose Silvestre Brazo, por cobro de pesos. 

A fs. 7. comparece la actora y reclama el pago de la suma 
de $ 38,95. Expone que el demandado, obrero que trabaja a 
hus órdenes, ha percibido demás sobre el importe de su salario 
la suma por la que se acciona. Manifiesta que a mediados del 
uño 1ÍÍ14. los obreros del molino yerbatero que explota, inicia- 
ron junto con los de otros establecimientos similares un movi- 
miento destinado a obtener el aumento de sus sueldos. El peti- 
torio fué sustanciado de acuerdo a la ley 2426 y las modifi- 
caciones introducidas por el decreto T. 14 de la Intervención 
Nacional en esta Provincia (B. O. 13/8/43). Que durante el 
trámite el citado decreto fué tachado de inconstitucional por 
cuanto imponía el arbitraje en forma obligatoria. Tacha el 
laudo dictado de inconstitucional atento las siguientes razone* : 
porque todo lo referente a esta materia está regido por el 
< Vid. ('i vil. careciendo las autoridades provinciales de atribu- 
ción para legislar al respecto ; porque aun cuando tuvieran laa 
autoridades provinciales las facultades para hacerlo, carece 
de ellas el Interventor Nacional : porque aun cuando quiera et- 
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grimirse el estado de emergencia nacido a rafa de la última 
revolución, la cuestión resuelta no es de estricta necesidad y 
urgencia; se alega también que el laudo citado es una sentencia 
que sólo ha podido ser dictada por el poder judicial, lo que 
importa desnaturalizar el principio de división de los poderes. 
Afirma que se ha violado la disposición del art. 92 de la Const. 
Nacional y 116 de la Const. Provincial, con lo cual se ha vulne- 
rado la garantía que establece el art. 18 de la Const. Naeioual. 
Que habiendo efectuado ot pago de la diferencia de salario con 
protesta, corresponde se haga lugar a la demanda. 

A fs. 16, el demandado reconoce los hechos en que se funda 
U demanda. En cuanto ni fundamento de la reclamación afirma 
que se ha procedido dentro de la competencia que le es propia 
a la Secretaría de Trabajo y Previsión ; que el rigorismo jurí- 
dico ha cedido terreno a una mejor justicia social y que sí la 
cuestión se resuelve teniendo en cuenta los intereses del Es- 
tado y de la clase obrera la demanda no tienv razón de pros- 
perar. 

a. 

Y Considerando: 

Que según ta acordada que dictó la Suprema Corte de la 
Nación el 7 de junio de 1945, inspirada en idéntica doctrina 
que ta expuesta el 10 de setiembre de 1930, los actos emanados 
de I01 funcionarios de! gobierno de facto son válidos "cual- 
quiera que pueda ser el vicio o def ¡ciencia de sus nombramientos 
o de su elección", siempre que aquéllos estén dirigidos al cum- 
plimiento de los fines específicos de la revolución o a mantener 
en forma debida el funcionamiento del Estado (V. ¿a Ley, 
30-692). 

Fundado en esc criterio el mencionado Tribunal ha soste- 
nido en reiteradas oportunidades, que a los gobiernos de facto, 
en ciertos casos, no les está vedado el ejercicio de facultades le- 
gislativas, pues si bien se trata de gobiernos unipersonales, ca- 
rentes de representación popular, no por ello dejan de ser una 
transición entre dus gobiernos constitucionales, en cuyo lapso 
**La necesidad dr ta imposición de los hechos hace ineludible el 
ejercicio de las facultadas legislativas que sean indispensables 
para mantener el funcionamiento del Estado y para cumplir 
tos fines de la revolución (v. llev. La Ley, 38-89, fallos de la 
S. C. N. i'it re "Municipalidad de la Capital c. Carlos M. 
Mayor" y resoluciones de ese tribunal allí citadas). 

Esas facultades deberán, por suplíoslo, ser ejercitadas den- 
tro de una medida de continencia suma, siempre librada al 
juicio de la prudencia política. Es por ello que la sanción de 
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nuevos códigos y estatutos o la modificación o derogación de 
los vigentes no estaría en principio en el mismo caso en que 
pudieran hallarse las leyes de carácter electoral o las eme pro- 
penden al mejoramiento de la condición social de las clases tra- 
bajadoras, qne son, precisamente los fines esenciales de la re- 
volución, según se los ha enunciado. Ello, sin perjuicio, de loa 
derechos y garantías asegurados a los habitantes del país 
por la Carta Fundamental de la Nación (del voto de los Dres. 
Repetto y Casares, fallo citado). Y este es, precisamente, a 
juicio de este tribunal el acto del decreto T, n» 14 dictado por 
el Gobierno de la Intervención Federal en la Provincia, en 
acuerdo de Ministros, con fechn 31 de julio de 1943. De las 
diversas consideraciones en que el mismo se halla fondado, 
surge que su finalidad primordial fué encauzar y normalizar 
el trabajo en la Provincia, con arreglo a la resolución dictada 
por el Ministerio del Interior en fecha 2S de junio de 1943. 

Si se tiene en cuenta el momento social en que dicho de* 
creto fué dictado y las perturbaciones que agitaban a las clases 
trabajadoras, circunstancias que debidamente se analizan en 
el T, n* 14, parece lógico inferir que, en la oportunidad de 
su elaboración el decreto cuestionado se encaminaba a dar 
cumplimiento a los fines que condiieonaba la revolución. El 
Interventor de la Provincia, agente necesario del gobierno 
central, trataba en esa forma de arbitrar una solución de he- 
cho, exigida por la situación del trabajador. Tal solución se 
relacionaba con el normal funcionamiento del Estado en cuanto 
al cumplimiento de su misión relativa a la policía del tra- 
bajo y con la trascendente finalidad de lograr la pacificación 
social, en tanto y cuanto ella era perturbada por conflictos 
entre obreros y patrones. 

Ello sentado, cabe ad. t.rtir que la aplicación en el caso sub- 
exámine de la disposición contenida en el art. 10 del ya citado 
decreto, no significa desde hiegio, haber sustraído a las partea 
de la jurisdicción de sus jueces naturales. En dicha disposición 
se somete al Departamento Provincial del Trabajo, la solu- 
ción de los diferendos que pudieren sunrir entre obrero y 
patrón. De ahí, entonces, que la validez o invalidez de aquella 
disposición habrá de depender en cada caso de la aplicación 
que Be intente hacer de la misma. Si con arrecio a ella, se in- 
trodujera la instancia administrativa para solucionar la dife- 
rencia relacionada con leyes ya existentes, la resolución de 
conflictos de derecho *'strictu sensn" o el ejercicio liso y llano 
de la potestad jurisdiccional de los jueces, la vio'ación constitu- 
cional sería por demás evidente. Obvio resultaría insistir so- 
bre ello. 
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Pero cuando la aplicación del art. 10, se hace efectiva en 
la fijación de un tipo determinado de salario, no puede ha- 
blarae de que se ha sustraído a las partes de la jurisdicción 
de sus jueces naturales, Hiendo que precisamente en ejercicio 
de su poder de policía sobre el trabajo, facultad reservada a 
cada una de las Provincia*, que el Estado por intermedio de 
sus órganos administrativos interviene para formalizar un 
instrumento al cual las partes deben someterse. La preten- 
sión de atribuir a los jueces, con decisión, importa desvirtuar 
las bas?s mismas fie la esencia del poder juieial, cuva función 
específica es la de aplicar e interpretar la ley o las conven- 
ciones, pero nunca la de crearlas. 

Lo expuesto en cuanto se refiere a la constitucional ¡dad 
del decreto T. n» 14. Con referencia al laudo dictado en bu 
consecuencia nn se advierten en el trámite de la reclamación, 
ni en la resolución administrativa, vicios de forma que inva- 
liden alguna de la* disposiciones que con respecto a las garan- 
tías individuales establece la Const. Nacional. Piensa así el 
proveyente, que el mencionado decreto y el laudo que ha sido 
su derivación — dictados dentro de los límites reconocidos por 
ia Suprema Corte de la Nación a los gobiernos de facto en 
•flH? *! e «nrencia y necesidad— no reaulta violatorio en la 
aplicación que se ha hecho de los mismos de las garantías que 
preceptúa el art. 18 de la Const. Nacional 

Por Unto, fallo: rechazando en todas sus partes la acción 
deducida. Con costas. — Raúl Sala. 



Dictamen del Procurador Gbnrral 
Suprema Corte: 

Se traen a debate en este caso, cuestiones análogas 
a las que motivaron mi dictamen de fecha 29 de mayo 
de 1945 (S. 451, L. IX, fallo 202i 14) f y en aquella 
oportunidad V. E. no admitió el recurso. Si la Corte 
mantiene esa jurisprudencia, a la que tengo expuestos . 
respetuosos reparos, oor respondería aplicar aquí el 
criterio sustentado entonces. 

En cuanto a la cuestión de inconstitucionaltdad de 
los arta. 12 y siguientes del decreto N* 15.074 del P. E. 
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Nacional de fecha 27 de noviembre de 1943, introducid* 
como lo fué después de dictada la sentencia en recur- 
so, no procede considerarla en esta instancia. Por igual 
razón tampoco cabe pronunciamiento en los términos 
del fallo de 1* de febrero ppdo. (causa D. 230, Dock 
Sud Buenos Aires Cía., infrac. ley 11.544), sobre inva- 
lides de las Delegaciones Regionales de Trabajo y 
Previsión en provincias. — Bs. Aires, abril 24 de 1946. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Martín y Cía. Ltda. v. José 
Silvestre Erazo, cobro de pesos", en los que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario interpusto a fs. 118. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto contra 
la sentencia de fs. 114 fúndase en que tanto el decreto 
T. 14 del 31 de julio de 1343 dictado por el Sr. Inter, 
ventor Federal de la Prov. de Santa Fe como el lando 
del Delegado Regional Rosario de la Secretaría de 
Trabajo y Provisión, del 3 de marzo de 1945 son con- 
trarios a la Constitución y leyes nacionales. La incoas- 
titucionnlidnd del decreto del P. E. Nacional 15.074 del 
27 de setiembre de 1943 en cuanto crea las Delegacio- 
nes Regionales se alegó al interponer el recurso de que 
ahora se trata, es decir inoportunamente, por lo cual 
debe excluírsela de él. Y lo mismo sucede con la obje- 
ción de haberse violado el principio de igualdad, hecha 
también en la interposición de fs. 118. 

Que la razón por lu cual la facultad de legislar 




de hecho en lo nacional —razón ex- 



presada en la sentencia de esta Corte del 22 de agosto 
ppdo., m re "Aríandini Enrique*'— impone el reco- 
nocimiento dé ella en lo provincial puesto que durante 
el estado de faeto puede ser tan necesario legislar en 
las provincias para realizar los fines del gobierno en 
ellas, como puede serlo en el orden nacional. Sin em- 
bargo, loa artos legislativos de los interventores, en 
cnanto delegados de un gobierno de hecho, están suje- 
to* a una limitación que no tiene en la misma materia 
el gobierno central, y es la que esto último les haya 
impuesto al determinar el alcance de la delegación. Si 
el acto legislativo del interventor recae sobre materia 
para cuya legislación fué facultado por la autoridad 
de hecho nacional de la que es delegado, o fué objeto 
de aprobación por parte de esta última, el acto tiene el 
mismo valor formal que una ley provincial. 

Qqo el recurrente no ha alegado ni resulta de las 
constancias de autos que al dicta: el decreto T. 14 el 
Interventor de la Prov. de Santa Fe extralimitase las 
atribuciones de que se le invistió al delegársele el ejer- 
cicio de! gobierno de hecho en la provincia. T en cnanto 
a ta conformidad de lo que en dicho decreto se dispone 
con los preceptos de la Constitución provincial, es cues- 
tión cuyo juzgamiento sólo incumbe a la justicia local 
y es por entle ajena a este recurso extraordinario. 

Que débese examinar si existe la colir.:5n invocada 
por el recurrente entre el decreto citado y la Const. 
Nacional. Después de lo expuesto precedentemente sólo 
falta considerar, dn las que se invocaron en la debida 
oportunidad, la que consistiría en la invasión por par- 
te de una ley provincial de una materia reservada al 
Cód. Civil como es, según el recurrente, lo relativo al 
contrato de trabajo. 

Que lo atacado del decreto en esta causa es el pre- 
cepto de él que encomienda al Departamento Provin 
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cial del Trabajo —convertido después en Delegación 
Regional de la & cretaría de Trabajo y Previsión — la 
solución con fuerza obligatoria de los conflictos surgi- 
dos entre patrones y obreros. En este caso se trataba 
de una determinación de salarios. Ha de observarse 
ante todo que el recurrente no objetó con oportunidad 
la facultad estatal de fijar salarios en determinadas 
circunstancias con fuerza obligatoria, en el sector del 
trabajo a que los mismos se refieren. La referencia a 
la violación do la libertad de contratar hecha a fs. 127 
es extemporánea. Sólo se trataría, pues, de que la fija- 
ción realizada en el caso lo hahn'a sido en virtud de 
preceptos legales provinciales, no obstante correspon- 
der a materia regida por la legislación de fondo. Se 
alude con ello al Cód. Civil en cuanto el contrato de 
trabajo sea locación de servicios, del derecho privado. 

Que restringida la cuestión a considerar si el ré- 
gimen de arbitraje obligatorio establecido por el de- 
creto provincial T. 14 invade materia propia de la 
legislación exclusiva del Congreso Nacional ha de exa- 
minarse ante todo la relación de este régimen con el 
del trabajo considerado en su generalidad y la de este 
ultimo con el derecho civil, teniendo presente que se 
trata de un sistema al que patrones y obreros deben 
sujetarse en los casos que comprende, hayan o no ex- 
presado previamente la voluntad de acogerse a él. Es, 
pues, una de tantas ingerencias de la au *ridad de la 
ley en el régimen de las relaciones del trabajo de que 
liay ejemplo en la legislación contemporánea y que tie- 
ne por objeto condicionar la autonomía de la voluntad 
de patrones y obreros en orden a la contratación que 
de los servicios personales de los segundos hagan los 
primeros. Lo de la libertad contractual que se substrae 
a este condicionamiento o superior regulación legisla- 
tiva es la libertad de contratar o no trabajo ajeno para 
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la propia empresa y de ofrecer o no el propio trabajo 
por el precio de un salario. Pero establecida la rela- 
ción, tanto las bases sobre las cuales se la ha de esta- 
blecer, cuanto la regulación ulterior del modo como el 
trabajo ha de realizarse y como se han de resolver los 
conflictos que se susciten durante su prestación, ya no 
están librados a fa voluntad de las partes entre quienes 
la relación &e lm establecido. El poder público consi- 
dérase en el dpbcr —y por ende en posesión de la fa- 
cultad corrdativa — de imponer la sujeción a determi- 
nadas normas de diversa generalidad según Be refieran 
a todas las especies de trabajo bajo el régimen del sala- 
rio en toda circunstancia, o a las modalidades de cada 
una de dichas especies o de cada particular circunstan- 
cia. Basta recordar a título de ejemplo las determinacio- 
nes legales, vigentes en el país como en gran número de 
otros, relativas a la edad y el sexo de las personas cuyo 
trabajo so contrata, a la duración máxima de la jor- 
nada, a los días de desennso obligatorio, a las vacacio- 
nes pagas, a las condiciones en que el despido ha de 
efectuarse, a las obligaciones patronales con motivo 
de incapacidades provenientes del trabajo, a los regí- 
menes de jubilaciones y pensiones sostenidos con la 
obligatoria contribución de obreros y patrones, a los 
modos de pagar el salario, al monto mínimo de éste, 
etc. No cabe duda alguna de que, aunque las relaciones 
relativas a la prestación del trabajo puedan seguirse 
considerando, en cierto sentido, de naturaleza contrac- 
tual, la autonomía de las voluntades contratantes está 
funrlumcntulinonte subordinada a un tal conjunto de 
disposiciones lesalcs iruludibles que sólo artificiosa- 
mente puede esta relación equipararse a lo que en el 
régimen común de Ja legislación civil os el contrato de 
locación de servicios. 

Qne para apreciar las consecuencias de esta trans- 
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formación en cuanto a saber si se trata aún o no de 
una relación jurídica del derecho privado ha conside- 
rarse la razón por lo cual esto lia ocurrido. La prepon- 
derancia económica de los empleadores, agrupados ade- 
más en empresas o consorcios cada vez más dilatados 
de los cuales venían a depender las posibilidades de 
trabajo y subsistencia de una cantidad muy grande 
de personas, era decisiva. Por consiguiente, en el con- 
trato de trabajo como ejercicio de derechos individua- 
les no se cumplía el requisito esencial de justicia que 
es la igual libertad de ias partes contratantes. La con- 
secuencia inmediata fue que los asalariados recurrieran 
a la sindicación para remediar la inferioridad indivi- 
dual. Con lo cual la relación cutre empleadores y asa- 
lariados vino a convertirse en un estado de tensión o 
permanente beliRcrancia potencial incompatible con el 
orden y la paz sociales. La ley asumió en muy amplia 
medida la determinación de las condiciones del trabajo 
tanto para asegurar por de pronto a los asalariados 
condiciones de justicia que no Ies era posible obtener 
por la acción individual, cuanto 1» para que la obten- 
ción de las condiciones aludidas no fuera, mediante la 
lucha sindical, justicia que en definitiva se hicieran los 
particulares por su propia mano con menoscabo del 
orden público que no consiente ese modo de obtenerla 
y con riesgo de que lo así obtenido no fuese muchas 
veces, por insuficiencia o por exceso, verdadera justi- 
cia, 2° para que la acción sindical no rematara en acción 
política dirigida a la suplantación de la autoridad del 
Estado por la dictadura del proletariado, y 3* para pro- 
mover la recuperación del orden natural en la estruc- 
tura misma de la sociedad, y en la distribución y ex- 
plotación de su asiento material que es la riqueza, bajo 
un régimen de propiedad privada ordenada al bien 
común. En suma, la intervención estatal de que se trata 
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vino a ser por de pronto acto del poder público en 
cumplimiento de los deberes de justicia distributiva 
— la que es debida por los organismos rectores de la 
comunidad a cada uno de los miembros que la compo- 
nen—, y en cumplimiento del fin inmediato de la auto- 
ridad que eB el establecimiento y resguardo del orden 
público y la paz social. 

Que de ser estas Jas causas de la legislación del 
trabajo no se sigue, sin duda, lisa y llanamente que 
pertenezca al orden del derecho público. Son muchas y 
bien conocidas las instituciones del derecho privado en 
las que está interesado el orden publico no sólo del mo- 
do general en qne lo está en todas las instituciones 
jurídicas, si do con la particular consecuencia de que la 
autonomía individual no puede alterar lícitamente lo 
que las leyes respectivas dispongan en la materia. El 
reconocimiento de ese superioi nteres va siendo cada 
día mayor, en la medida en que se comprueba que el 
libre juego de la autonomía individual no es siempre 
compatible con la preeminencia del bien común. Tanto 
que hasta en lo concerniente a los contratos la parte 
del derecho privado donde la legislación contemporá- 
nea acentuaba más su carácter individualista y acorda- 
ba, en consecuencia, mayor ámbito a la autonomía de 
la voluntad, la llamada legislación de emergencia viene 
introduciendo de un tiempo a esta parte, en todo el 
mundo, y no sólo en razón de las excepcionales circuns- 
tancian creadas por las dos última* guerras — que al 
fin y al cabo no son causa sino efecto de nn estado so- 
cial, económico y político de honda anormalidad — , 
restricciones crecientes con el carácter de disposiciones 
de orden público, no porque se las califique así en las 
propias leyes sino porque tal es, indiscutiblemente, su 
naturaleza en razón de las cansas qne determinaron su 
sanción y los fines que se ha procurado obtener con 
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ellas. Y habría fundamentales motivos para considerar 
que buena parte de la legislación del trabajo es, en so 
forma actual, legislación de emergencia, pues responde 
a una situación de anormalidad en las relaciones del 
capital y los asalariados provocada por una economía 
en la que el orden natural de la subordinación del ín- 
teres de la empresa a las exigencias fundamentales de la 
dignidad humana —individual y familiar — de quienes 
trabajan en ella, y la de la producción a las reales nece- 
sidades del consumo según la natural jerarquía de cada 
una de las especies de este último, eBtá invertido. La 
totalidad de esta legislación no es ni pretende ser re- 
medio fundamental y estable, sino establecimiento inme- 
diato de un cierto equilibrio justo, mediante actos de 
autoridad que en un ordenamiento regular da la socie- 
dad y de la distribución y el uso de la riqueza no deben 
ser necesarios porque el equilibrio ha de ser inherente 
a dicho orden. 

Que la legislación examinada no es, sin embargo, 
tampoco en su totalidad pura y simplemente derecho 
privado en el que está interesado el orden público. No 
parece qne pueda considerársela en su actual estructura 
y amplitud y con los caracteres que esencialmente la 
definen como derecho civil en todos los caaos, indiferen- 
ciadamente. Por de pronto ha de distinguirse lo que es 
regulación general y permanente de la relación median- 
te la cual el trabajo personal es puesto at servicio da 
otro mediante el pago de una retribución, de todo lo con- 
cerniente a las condiciones en que se trabajará en cada 
circunstancia. SÍ derecho público es el que tiene por 
objeto el estado de la cosa pública, según la clásica de- 
finición (Instituciones de Justiniano, libro I, tít. 1, núm. 
*)» 7t por consiguiente, el ordenamiento del cuerpo so- 
cial y la organización y actividad del Estado y de todos 
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las relaciones de asalariados y empleadores son, por su 
natnraleza, materia propia del derecho privado, solo 
qne presidida por el doble interés público de que el 
trabajo humano esté siempre a cubierto de tener que 
subordinarse al interés de la explotación para la cual 
se lo requiere, — no hay negocio que pueda tener derecho 
a subsistir mediante trabajo ajeno que haya de reali- 
zarse en condiciones injustas — , y de que la empresa, ex- 
plotación o industria para la cual se trabaja se consti- 
tuya de modo que el interés particular de los dueños del 
capital y el de los asalariados cuyo trabajo contratan 
estos últimos se ordenen concertadamente al superior 
interés social que la obra realizada con el aporte de unos 
y otros debe servir. Hay pues, por una parte, lo que 
cabría llamar legislación constituyente de cuanto con- 
cierne a las relaciones que establecen quienes contra- 
tan para el negocio propio trabajo ajeno con quienes 
prestan este último, y que por cuanto se ha explicado no 
corresponde al régimen de la locación de servicios det 
Cód. Civil fundamentalmente librada a la autonomía 
de los contratantes. Y por otra todo lo que Be puede 
comprender bajo la genérica denominación de policía 
del trabajo relativo a las concretas condiciones de or- 
den, moralidad, seguridad, higiene, etc. en las que ha 
de efectuarse en cada lugar y cada tiempo. Lo primero 
es derecho civil, sólo que correspondiente a una concep- 
ción y una estructura de él capaz de imponer una regu- 
lación justa de las relaciones ínter individuales equipa- 
rando a los contratantes en un pie de igual libertad, 
—primera condición de la justicia conmutativa—, y or- 
denando la autonomía de la voluntad al bien común — , 
primera condición de la justicia legal — , condiciones 
ambas que en un orden jurídico regular deben ser pues- 
tas por el derecho civil que es el derecho del que más 
entrañablemente depende la vida de las sociedades. Pién- 
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sese sino en la trascendencia de la alteración que pro- 
duce en ellas la corrupción de sus dos instituciones fun- 
damentales, la familia y la propiedad. Lo segundo, en 
cuanto ejercicio del poder de policía, derecho público. 
Pero con obedecer la distinción a principios claramente 
distintos no es siempre clara, en la realidad, la natura- 
leza de cada una de las partes que van integrando la 
dilatada legislación nacional y provincial del trabajo, 
puesto que, por ios motivos enunciados, lo que en un 
planteamiento teórico de estas cuestiones hubiera de- 
bido ser legislación constituyente de las relaciones del 
trabajo, de alcance general y permanente, ha sido so- 
lución de emergencia con los caracteres de un acto cir- 
cunstancial de policía social. Por otra parte, la corpo- 
ración legal de los diversos sectores de empleadores y 
asalariados, si bien no es, en rigor, legislación del tra- 
bajo sino derecho público puesto que tiene por objeto 
el ordenamiento del cuerpo social, hallase en las actua- 
les circunstancias tan concretamente relacionada con es- 
ta última que introduce un motivo más de complejidad 
en el problema de determinar, en la materia de que se 
trata, el ámbito propio de las facultades legislativas de 
la Nación y las provincias. 

Que la enunciación de las facultades de las provin- 
cias en el art. 107 de la Constitución al referirse con 
particular insistencia a la promoción de su vitalidad 
económica, —promover sn industria. . la construcción 
de ferrocarriles y canales navegables, la colonización 
de tierras. . ¡ la introducción y establecimiento de nue- 
vas industrias, la importación de capitales extranjeros 
y la exploración de sos ríos...—, implica el reconoci- 
miento de facultades relativas al régimen del trabajo 
por la doble razón de que la vitalidad aludida reposa 
sobre este último antes que sobre ninguna otra cosa, y 
porque la preocupación de acrecentar la riqueza que el 



*" FALLOS DE LA OOBTS SUPREMA 

precepto traduce no se ha de interpretar como exalta- 
cion de la riqueza por la riqueza misma sino sólo como 
cierta condición material del bienestar general a que se 
alude en el Preámbulo ; bienestar humano al que la ri- 
queza contribuye en tanto en cuanto multiplica las posi- 
bilidades de trabajo y mejora sus condiciones. Por ello, 
el federalismo, que es una realidad social con honda 
raíz histórica y no sólo la fórmula política de una solu- 
ción circunstancial, comporta en este orden de cosas la 
asignación a las provincias de la específica potestad de 
legislar en materia de trabajo, además de la que genéri- 
camente les corresponde sobre el particular en cuanto 
la materia tiene relación con el orden público local e im- 
pone el ejercicio del poder de policía (Fallos: 187, 79; 
192, 131). Esa potestad está, sin embargo, triplemente 
limitada por la Constitución. Ante todo, según queda 
expresado en considerandos anteriores, por la norma 
del inc. 11 del art. 67, relativa a la legislación civil y co- 
mercial. No en cuanto relación exclusivamente conmuta- 
tiva de locación de servicios librada a la autonomía de 
la voluntad de los contratantes, pero sí en cuanto lo 
constitutivo, orgánico, general y permanente de esta 
materia, si bien está informado y presidido por razo- 
nes de orden público, no es específicamente propio del 
derecho público sino del derecho privado. Pero como lo 
que se comprende bajo la denominación de legislación 
del trabajo incluye regulaciones que no tienen el ca- 
rácter preindicaó* » sino el de disposicones de derecho 
público puesto que destinadas a poner en ciertas emer- 
gencias bajo la autoridad del Estado poderes económi- 
cos y sociales en camino de sobreponerse de hecho a -este 
último o de substraérsele comprometiendo el orden, la 
justicia y la paz sociales, puede haber, aun fuera dé lo 
que es estrictamente policía del trabajo, materia propia 
para la legislación de las provincias sin agravio de la 
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del art. 6 . Lste ámbito, que sólo al considerar cada día- 
posición fcgal puede determinarse, se reducirá en l a 
medida en que al sancionarse proles ivamen S 
I« ? g„ ación nacional constitutiva y orgfnica d Testa 
m* ación del derecho civil en vía/de fiJSftíS 

ht n Ir'T re ntlvamente ¡«íormo aún, es decir, sin 
bien definida naturaleza-, el estado de emergencia vi 
ya siendo superado a favor, además, de un X»£aí£ 
ordenamiento justo del cuerpo social de ffifiS 

La segunda Imutac.ón es la que resulta de la primacía 
de la legislación nacional en las materias respecto a la* 
cuales concurren las facultades legislativas * X Na! 
ción y de las provincias. Todo cnanto puede ser re«£ 
í" ' egÍ8,acÍODe8 P^vinciales P en materia da 
a± JO n I° " f T> r ntras ao faere objeto de regn 
iSSalb ? de, f Con ^ Nacional o caso de £- 

dTcba facuCdTrí C ° n PUe8t0 W Proviniendo 
aicüa facultad de lo dispuesto en el art. 107 de la Cons- 
tan ob patente que no se trata de una facultadla 
vativa «no compartida con el Gobierno Nacional d 

Tin £ í h83ta °° n 108 término», en 

*h*& W del art. 67. Pero está en el orden natural que 
una tal concurrencia, tratándose de legislaciones que *l 
pueden alcanzar sus respectivas finalidades sino dispo- 
niéndose según la relación de la parte con el todo impo- 
S¡í £ c r* ,m,ent <> ** I» Primacía de la legislación del 
todo. Si bien la promoción de las industrias o de la ia- 
nngracón por ejemplo, en cualquiera de las provincias 
promueve la prosperidad de la Nación, lo que el Gobier- 
no Nacional deponga con el objeto de promover lo uno 
7 lo otro armómeamente en toda ella es más apto para 
ograr la prosperidad de cada provincia que las ¿«la- 
laciones particulares de ellas, puesto que ordena esa 
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promoción al progreso de ana entidad superior que a to- 
das las acoje y las asume: la Nación, en cuya unidad 
cada una de sus partes adquiere la máxima perfección 
propia. "En asuntos como el fomento de inmigración, 
industrias, etc., etc., respecto a los que, en una esfera 
común la Constitución establece concurrencia do linos, 
entre la Nación y las provincias, tal concurrencia sólo 
puede admitirse en el sentido de la facultad de las últi- 
mas para ejercitar el enunciado poder, siempre que no 
resultare oposición con alguna legislación general de la 
primera, pero sin que en ningún caso pueda existir el 
ejercicio simultáneo y contradictorio de idénticas facul- 
tades por los órganos de ambas jurisdicciones; siendo 
de aplicación especial en este caso el principio que des- 
conoce a las provincias aquellas facultades que, confe- 
ridas al Gobierno Nacional aunque no como exclusivas, 
sean sin embargo de tal naturaleza que entrañe verda- 
dera repugnancia y contradicción su simultáneo ejer- 
cicio de parte de la Nación y de parte de las pronvin- 
cías'* (Aiíturo H. Bas, Derecho Federal Argentino, t. 
II, pág. 156; en el mismo sentido: J. V. González, Ma- 
nual de la Constitución Argentina, pág. 732). La tercera 
limitación es la que impone la libertad del comercio in- 
terprovincial sancionada por los ines. 9 y 12 del art. 67 
de la Constitución que reservan expresamente la regu- 
lación de él al Congreso Nacional. 

Que el decreto provincial en cuestión, — T. 14, del 31 
de julio de 1943 — , reforma la ley provincial 2426 orgá- 
nica del Departamento de Trabajo, en lo relativo al ré- 
gimen de arbitraje que para la solución de los conflic- 
tos de patrones y obreros, cuya corporación ordena di- 
cha ley, se establecía en los arts. 70 a 73 de ella que 
dejaba, sin embargo, a las partes en conflicto en libertad 
de aceptar o no la conciliación que el pertinente orga- 
nismo — Consejo Regional del Trabajo — Ies propusie- 
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ra. El art. 20 del decreto dispone en la segunda parto 
que "si no se obtuviera un avenimiento de las partes 
Ja controversia deberá resolverse por medio de arbi- 
traje del Consejo Superior del Trabajo que actuará 
como Cámara de Arbitraje". Lo primero que se debe 
tener presente es que no se invoca en la causa la exis- 
tencia de disposiciones legales de carácter federal o co- 
mún que aJ tiempo de dictarse el decreto establecieran 
un sistema de esta especie para toda la Nación o quo 
contuvieran preceptos incompatibles con el estableci- 
miento que de él se hizo en la Prov. de Santa Fe, como 
no sean las disposiciones del Cdd. Civil sobre el con- 
trato de locación de servicios presidido por el principio 
de la autonomía de la voluntad. El arbitraje obligatorio 
para la solución de "todas las diferencias y conflictos 
de carácter colectivo que se suscitan entre empleadores 
y trabajadores" (art. 16 del decreto) puede ser parte 
integrante de un régimen orgánico general de las rela- 
ciones del trabajo para equilibrar la situación de las 
partes en la oportunidad de estos conflictos y ordenar 
la solndón de ellos a los fines sociales a que la empresa 
como institución debe atender superiormente. Pero co- 
mo los conflictos aludidos comprometen a un mismo 
tiempo el orden social y la normalidad de la vida eco- 
nómica con posibles consecuencias graves para el "bien- 
estar general", afectan Con ello el orden público local 
y obligan al ejercicio de los poderes de policía por parto 
de la autoridad a la que incumbe el gobierno en el lugar. 
En toda la medida en que los gobiernos provinciales 
son propiamente tales, es decir, detentadores de la auto- 
ridad sobre la que reposa el orden y de la que depende 
la conducción de la colectividad en sus respectivas ju- 
risdicciones, los poderes de poliefa les son obviamente 
inherentes (Palios: 154, 5; 132, 350 entre otros) El 
ejercicio de ellos que dispone el decreto en cuestión con 
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respecto a cuest iones fundamentalmente subordinadas 
a circunstancias particulares de modo, lugar y tiempo, 
como son las divergencias producidas entre una en? 
presa y sus asalariados respecto a la retribución de es- 
tqs úlf i moa en la clase de ocupación, el momento y el 
lugar de que se trate, está, pues, — habida cuenta de que 
la materia no había sido, al tiempo de dictarse el de- 
creto, objeto de legislación federal para todo el terri- 
torio — , dentro de los límites de lo que las provincias 
búllanse facultadas 7 aun obligadas a hacer en cuanto 
Estados, es decir, en cuanto entidades políticas respon- 
sables inmediatas de un orden público qu. salvaguarde 
en la respectiva colectividad el bien común. 

Que lo decidido m el laudo no puede constituir ma- 
teria propia del recurso extraordinario como no fuere 
porque se le atribuyese un efecto confisca torio en el 
patrimonio de la actora; poro de ello no so hizo capítulo 
ni al plantear la litis, ni en la prueba, ni en la interpo- 
sición de este recurso. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma en cuanto ha sido materia del recurso la senten- 
cia apelada de fs. 114. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 
— Rodolfo O. Valekzdela. 



JACOUO NEUMAN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federo}. Causa» 
panales. Por ti lugar. 

No corresponda a la josticis federtl sin» a la local, el co- 
nocimiento de una causa referente a un delito enmúu co- 
metido m un camino carretero nacional dentro de una 
provincia 
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Dictamen del Procurador i 



Con motivo de un accidente automovilístico oco- 
rndo el 15 de febrero ppdo. f en la ruta nacional n» * 
Jacobo Ncuman fué procesado ante la justicia ordina- 
ria de ban Meólas como presunto autor del delito de le- 

Ya^kTffraT ° Ímprudencia en P er Í™«° de Israel 

El defensor del acusado promovió cuestión de com- 
petencia sosteniendo que el proceso debía ventilarse 
ante la justicia federal, y como sus pretensiones han 
sido desestimadas por la sentencia de fs. 4|6, interpuso 
a fs. 7 recurso extraordinario para ante V, E., que ana- 
rece concedido a fs. 11. H F 

Lo considero bien acordado por cuanto resulta de- 

wToy°¿) fCderal re ° lama 61 recurrente <« rt - 
En cuanto al fondo del asunto, estimo que los fun- 
damentos del falio recurrido son suficientes para deci- 
dir que el Juez del Crimen de San Nicolás debe seguir 
entendiendo en la causa, pues es de toda evidencia que 
el accidente no ha ocurrido en lugar sometido a la ateo- 
lula y exclusiva jurisdicción del Gobierno Nacional Cabe 
agregar que dicha sentencia se ajusta a la doctrina de 
V. E. en 18o :70 y los allí citados. 

Por las razones expuestas considero que correspon- 
de confirmar el fallo apelado en cuanto ha podido ser 
materia del ocurso. Bs, Aires, setiembre 4 de 1947 — 
Carlos G. Delfino. '* 



518 



PAL LOS DI LA OOSTt SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bs. Airea, 19 de setiembre de 1947. 



Y vistos los autos "Neuman Jacobo, lesiones por 
culpa o imprudencia", en los que se lia concedido el re- 
curso extraordinario interpuesto por el defensor del 
acusado. 

Considerando : 

Que ante los tribunales de San Nicolás, Prov. de 
Bs, Aires, se procesa a Jacobo Neuman como autor del 
deüto de lesiones por culpa e imprudencia en perjuicio 
de Israel Yasotzki con motivo de un accidente de trán- 
sito ocurrido en la ruta nacional n» 8 (te. 2). 

Que la circunstancia de que el camino de referencia 
sea de propedad de la Nación conforme a lo dispuesto 
por el art. 18 de la ley 11.G58, no basta para determinar 
la competencia federal pues, como lo establece el artículo 
en su apartado final en consonancia con la jurispruden- 
cia sobre la materia {Fallos: 53, 254; 116, 234), ello no 
afecta el derecho de las provincias y municipalidades 
dentro de sus respectivas jurisdicciones. No se trata, 
pues, del caso previsto en los arts. 3, inc. 4*, de la ley 
48, y 23, inc. 4», del Cód. de Proced. Criminales. 

Que, por otra parte, el delito atribuido al procesa- 
do es de carácter meramente común y no se halla com- 
prendido entre los previstos por los arts. 3, inc. 3% de 
la ley 48, y 23, inc. 3*. del Cód. de Proced. Criminales. 

Por ello y de acuerdo con lo resuelto en el caso de 
Fallos 185, 70 y lo dietanr nado por el señor Procura- 
dor General, confírmase la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del reeurí j extraordinario. 



Tomás D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Justo L. Alvares 




linzuela. 



DE JUSTICIA M LA NACIÓN 



519 



PROCURADOR FISCAL v. PERIODICO "RENOVACION" 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Can»»» 
pénale*. Delitos que obstruyen el normal funcionamiento dt la* int- 

titueio nt's naciowUs. 

l¿i art. :i¿ de U t'onst. Nacional no priva al Congreso de la 
faunltnd de reprimir el desacato cometido contra el Presi- 
dente de la Nación por medio de la prensa ni excluye 1» 
cotnpetrneía de la justicia federal para conocer en la causa 
respectiva. 



A partir del fallo 167:136, ha decidido reiterada- 
mente V. E. (179:363; 180:148 ; 205:545, entre otros), 
que compete a la justicia federal conocer en las causas 
aohre delitos cometidos por medio de la prensa y que 
afecten a funcionarios del Gobierno Nacional. La pre- 
sente querella se sigue por ofensas inferidas al Sr. 
Presidente de la Nación por medio de publicaciones ta- 
chadas de injuriosas aparecidas en el periódico "Re- 
novación" de la ciudad de Reconquista (edición del 17 
de agosto de 1946, fs. 2), las que configurarían el delito 
de desacato previsto y penado por el art. 244 del CÓU 



La Cám. Federal de Rosario ha resuelto la cues- 
tión que planteó la defensa por aplicación de la doc- 
trina citada. Corresponde, pues, y así lo solicito confir- 
mar por sus fundamentos el fallo apelado de fs. 57 en 
cnanto lin podido ser materia de] reenrso. La proceden- 
cia de este, atento a lo relacionado, es indiscutible — 
art, 14, ley 48 — ; como lo ha reconocido el tribunal ape- 
lado al conceder el recurso por las razones que el inte- 
resado ha aducido a fs. 60. — Bs. Aires, agosto 19 de 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Procurador Fiscal querella c| 
editor responsable del periódico "Renovación" por de- 
«acato (art. 244 C. Penal) en los que se ha concedido 
at defensor del procesado el recurso extraordinario in- 
terpuesto a fs. 60. 

Considerando ¡ 

Que el art. 32 de la Const. Nacional no priva al 
Congreso de la Nación de la facultad de reprimir el de- 
lito de desacato cometido contra el Presidente de la 
Nación por medio de la prensa ni excluye la competen- 
cia de la justicia federal para conocer en la cansa res- 
pectiva conforme a lo dispuesto por los arts. 100 de la 
Constitución y 3, ínc. 3*, de la ley 48. Así lo ha resuelto 
reiteradamente el Tribunal a partir de la sentencia pu- 
blicada en el t. 167, pág. 121 de la Colección respectiva 
(confr. Fallos: 179, 363; 180, 148 ; 203, 310). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, confírmase la sentencia 
'«pelada en lo que ha pido mátenla del recurso extraor- 
dinario. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo O. Va- 
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8. A. ARGENTINA DE NEUMATICOS MTCHELIN v. PRO- 
VINCIA DE BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitncionalidad « mconttitncio- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Comercio e industria 

Para ser constitucional el impuesto provincial a (a indns- 
tna debe recaer verdadera y solamente sobre la riquesa 
creada por la actividad industrial y guardar con ella equi- 
tativa y efectiva proporción. La venta de los producto* 
estraídos y elaborados es un índice razonable de esa rique- 
za, pues ellos son valores económicos en tanto en cuanto 
satisfacen necesidades □ conveniencias. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitucionaUdad < ineonstitucie- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Comercio e i 



La ley 4198 de la Provincia de Buenos Airea no grava la 
venta en extraña jurisdicción de los productos elaborado* 
en el territorio de aquélla sino que se limita a tomarla co- 
mo índice del valor de la producción industrial para apli- 
car el impuesto correspondiente a ésta, el cual conserva ni 
especificidad. Ello no importa violación de la Constitu- 
ción Nacional mientra» el régimen del gravamen no obsto 
o perturbe la libre ejecución del acto de venta o lo supe- 
dite a sus exigencias o interfiera la salida de loa productos 
fuera de los límites de la provincia o imponga de algún 
modo normas al comercio interprovincial y siempre que se 
trate de impedimentos o influencias distintos del mero re- 
flc.io económico que todo impuesto a la producción, a la 
industria o al capital en giro tiene sobre ta negociación 
ulterior de los productos. 

IMPUESTO: Concurrencia. 

La superposición de un legítimo impuesto provincial con 
respecto a otros de la misma especie de distintas jurisdic- 
ciones no es inconstitucional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales. 

No debe considerarse a la Nación como un solo territorio 
para un solo pueblo únicamente con el objeto de oponerse 
a las extra! imitaciones de la potestad fiscal de las provín- 
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cim, sino también en favor de la plenitud de dicha potes- 
tad, que es la base material de »uateDtación de tan autono- 
mías estadnalea. 

DinTAMKN DEL PEOCÜRADOB Gl 

■ 

Suprema Corte: 

Este es un caso de jurisdicción originaria, atenta la 
materia motivo del pleito, y el ser parte demandada una 
provincia. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata, con ligeras 
variantes, de una situación jurídica equiparable a la 
que motivó mi dictamen del S de octubre de 1938, segui- 
do entre las mismas partes (186, 64). Allí, V. E. encon- 
tró que las protestas del actor contra el pago del im- 
puesto adolecían de fallas, y además, dicho actor care- 
ció de personería para invocar a bu favor disposiciones 
de la ley nacional n* 12.139. Descartadas ambas circuns- 
tancias en este nuevo litigio quedan en pie los argu- 
mentos de fondo a que en aquella oportunidad me referí 
para considerar procedente la demanda, con arreglo a 
la jurisprudencia sentada por V. E. en 173:373, 174:435 
y demás fallos allí citados. 

Mantengo, en consecuencia la misma conclusión a 
que arribé entonces. — Bs. Aires, setiembre 25 do 1945. 
— Juíih Alvares. 
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Bs. Aires, 19 de setiembre de 1947. 

Y vistos los antos "Míchelín S. A. Argentina de 
Neumáticos c. Bs. Aires, la Provincia sobro inconstitu- 
cionalidad de la ley 4198", de los que resulta: 
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Que D. Julio A. García Victorica, en representación 
de "Michelín S. A. Argentina de Neumáticos** demanda 
a la Prov. de Bs, Airea por repetición de la suma de 
f 85.086,01 min., pagada por su mandante bajo protesta 
en concepto del impuesto al comercio y a la industria 
establecido por la ley 4198 de la provincia demandada. 

Manifiesta que la actora tiene en Bella Vista, Prov. 
de Bs. Aires, Ja fábrica en la cual elabora neumáticos y 
productos afines que son remitidos a la casa central si- 
tuada en la Cap. Federal, lugar del domicilio real de la 
sociedad, y son luego vendidos en el país o en el exterior. 
Aunque la fábrica no realiza venta ni operación alguna 
con los neumáticos, la compañía tuvo que pagar la suma 
que reclama, cuyo detalle indica acompañando los reci- 
bos correspondientes, en cumplimiento de la ley 4198 
según la cual las industrias pagarán el impuesto sobre 
el monto de las ventas de sus productos. Conforme a lo 
dispuesto por esa ley, el gravamen recayó sobre las 
ventas efectuadas por la S. A. Michelín, no en Bella 
Vista Bino en la Cap. Federal, es decir en un lugar donde 
la provincia demandada carece de jurisdicción. Ello es 
violatorio de los arts. 9, 10, 11, 14, 16, 67 inc. 12 y IOS 
de la Cont. Nacional, como resulta de la jurisprudencia 
reiterada de la Corte Suprema que cita (Fallos* 151 
98). ' 

Solicita, por lo tanto, que se baga lugar a la acción 
de repetición deducida, con intereses desde las fechan 
de los pairos respectivos y las costas del juicio. 

Que D. Ismael Casan* Alsina, en representación de 
la Prov. de Bs. Aires solicita el rechazo de la demanda, 
con costas. 

Niega todos los hechos y derechos invocados por la 
actora que expresamente no reconozca en la contes- 
tación. 

Después de observar que en la demanda no se in- 
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diea cuál ea la disposición do la ley que so considera 
inconstitucional, como lo requiere el correcto plantea- 
miento de la cuestión, advierte : 1* que la ley grava los 
actos do comercio y las actividades industriales que se 
desarrollan dentro de la jurisdicción de la provincia, la 
que tiene para ello indiscutibles facultades constitucio- 
nales, conforme a lo resuelto por la Corte Suprema en 
Fallos: 51, 349; 95, 327; 106, 294 y otros; 2» quo la ley 
no grava el acto jurídico de ta venta, pues no entra a 
considerar las ventas realizadas fuera de la provincia 
a efecto de imponer o gravar cada una de ellas con un 
impuesto. Lo que tiene en cuenta es el monto, el giro, el 
valor de todas las ventas del establecimiento comercial 
o industrial para establecer la verdadera actividad in- 
dustrial y su real valor a fin de imponer sobre éste la 
contribución que corresponda. 

Afirma que si fuera aceptada la tesis de la actora, 
todas las leyes impositivas que toman en cuenta el va- 
lor de los bienes, sea cual fuere la jurisdicción en qne 
ellos estuvieran radicados, para establecer la escala 
aplicable — ley de impuesto a la herencia — serían vio- 
la tonas de la Constitución Nacional. Ello es inadmisible, 
como también que un establecimiento industrial radi- 
cado en la provincia sacara sus productos y los vendiera 
fuera de ella para que eludiera el pago del gravamen 
respectivo. La ley impugnada toma el monto del valor 
de la industria a efecto de aplicar el impuesto, teniendo 
en cuenta lo producido por las ventas y conforme a los 
libros del industrial ; de allí saca la escala y el monto 
de lo que debe pagarse ; con lo cual no se vulnera ningún 
artículo de la Constitución desde que no se entra a le- 
gislar ni a gravar cada acto jurídico de transmisión de 
productos. 

Que, abierto el juicio a prueba, se produjo la qne 
indica el certificado de fs. 83; alegaron las partes, dio- 
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taminó el Se Procurador General y dictóse a fs. 95 vta. 
la providencia de autos para definitiva. 

Considerando : 

Que la inconstitueionalidad alegada fúndase en 
que al calcularse el impuesto de la ley provincial 4198 
al comercio y la industria, sobre el monto de las ventas 
de los productos de esta última, las cuales en el caso 
de este juicio se hicieron todas fuera de la provincia, 
ésta pretende exceder la jurisdicción de su potestad 
impositiva, afecta además la circulación de sus produc- 
tos, pone normas al comercio interprovincial y super- 
pone un impuesto local a ios de otras jurisdicciones. 
Trátase, pues, de saber si el recurso de liquidar un im- 
puesto provincial a la industria, —cuya constituciona- 
lidad, considerado en sí mismo y en cuanto gravamen 
a una porción de la riqueza provincial no se objeta ni 
podría ser eficazmente objetado (Fallos: 151, 92, con- 
sid. 3»; 188, 18)—, sobre el monto de la venta de los pro- 
ductos de la respectiva industria con precindencia del 
lugar donde se la efectuó, importa las violaciones cons- 
titucionales alegadas. En otras palabras, si este modo 
de liquidar el impuesto a la industria lo convierte en 
realidad en un gravamen a las ventas que como tal la 
provincia sólo puede establecer sobre las que se efec- 
túan en bu jurisdicción. 

Por su naturaleza el impuesto a la industria, rela- 
tivo como es a la riqueza que la actividad industria] 
crea, ha de guardar en su monto alguna suerte de re- 
lación con ella. Dicho impuesto será constitucional siem- 
pre que recaiga verdadera y solamente sobre dicha ri- 
queza y guarde con la misma equitativa y efectiva pro- 
porción. Y lo que suministra el índice de la riqueza 
creada por una industria que opera con fines lucrativos 
es la venta de los productos extraídos o elaborados, 
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puesto que éstos son valores económicos en tanto en 
cuanto satisfacen necesidades o conveniencias, lo cual 
ae pone de manifiesto en oportunidad de su venta. Lo 
que el interés de los compradores no absorbe, no es un 
bien económico, ni para el productor, — lo cual es ob- 
vio—, ni para la comunidad a la que se ofrecen, pues 
si no los compra es porque los considera inútiles. 

Que a lo precedente podría objetársele que con- 
funde o hace actuar indiferenciadamente dos procesos : 
el de la industria propiamente dicha, que consiste en la 
elaboración de materias primas, y el del comercio, con- 
sistente en distribuir y negociar esos productos. Es que 
no se concibe un Impuesto legítimo si no hay de por 
medio un valor económico en razón del cual se lo esta- 
blezca y determine ; por ello la distinción de tos dos pro- 
cesos, clara y precisa, cuando se la considera en sí mis- 
ma, deja de tener esos caracteres cuando se trata de 
estimar económicamente la productividad industrial 
puesto que no hay posibilidad de hacer esto último 
mientras mediante la comercialización de los productos 
de la industria no se obtiene la medida de la absorción 
de ellos por los compradores a quienes están destina- 
dos. Es verdad que la colocación de los productos indus- 
tríales es un episodio que tiene sus gastos, riesgos y 
ganancias propias, todo lo cual influyo naturalmente 
en el precio de venta y, en consecuencia, no cabe decir 
de este último que traduce pura y simplemente el valor 
de lo elaborado por la industria. Pero es que en lo pre- 
cedentemente expuesto no Be ha pretendido identificar 
el valor económico de lo elaborado con el precio de ello 
obtenido al venderlo, sino indicar lo razonable que es, 
$* referirse a las ventas para comprobar que lo elabo- 
rado es riqueza económica, y 2* considerar el episodio 
de la venta para tener un principio de medida concreta 
de la riqueza aludida. Es problema aparte, que aquí no 
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está en tela de juicio, el del ajaste que esa medida ro- 
quiere para estimar con exactitud el valor de lo vendido, 
abstracción hecha del encareciroento que introducen los 
gastos, riesgos y ganancias correspondientes a la co- 
mercialización de los productos. En lo que aquí se con- 
sidera, que es la legitimidad de un impuesto a la indus- 
tria calculado sobre los precios de venta, esta cuestión 
sólo interesaría si se pretendiera que ese modo de cal- 
cularlo ha conspirado contra la equidad del impuesto 
haciéndolo confiscatorio. Pero no se pretende. Ha de 
observarse, de todos modos, que en la confiscatoriedad 
se puede caer con cualquiera de los criterios que ae 
adopte para graduar el impuesto en cuestión. Es, por lo 
demás, obvio que si al impuesto de qne aquí se trata no 
se lo objeta por su monto, ese mismo monto hubiera, ai- 
do también insusceptible de objeción de llegarse a él gra- 
duándolo sobre el costo. Vale decir, que en orden a la 
constitueionalidad, considerada la diferencia de monto 
proveniente de que se ha liquidado el impuesto sobre el 
de las ventas y no sobre el de costo, no influye en modo 
alguno en este caso. 

Que así como la influencia que el procedimiento de 
referirse al precio de venta de lo elaborado para gra- 
duar el impuesto a la industria puede tener sobre la 
magnitud de este último es ajena a la cuestión de cons- 
titueionalidad de que aquí se trata, también lo que es la 
influencia económica que sobre las ventas mismas, rea- 
lizadas muchas veces en jurisdicción distinta, tiene ine- 
vitablemente un impuesto a la producción o a la industria 
en cuanto tales, tanto cuando el valor de lo producido 
se calcule sobre el precio de costo, como cuando se lo 
calcula sobre el de la venta que el productor o industrial 
hagan de ello. Esto es claramente ajeno al problema 
do constitueionalidad, mientras —también en este ca- 
so— la influencia no consiste en un encarecimiento del 
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producto que lo baga invendible, puesto que los modos 
de influir o interferir que la Constitución condena son 
loa que obstan a la libre circulación y libre tránsito 
{•rts. 9, 10 y 11), supeditándolo estos últimos al régi- 
men del gravamen de tal manera que venga a ser en 
realidad un impuesto al hecho del tránsito, de la intro- 
ducción o de la extracción. Pretender que la mera in- 
fluencia económica de un impuesto sobre la condición 
y el destino ulteriores que tengan en lo económico los 
bienes gravados, —excepción hecha del extremo de la 
eonfiscatoriedad a que se acaba de aludir—, puede ser 
causa de su inconstitucionalidad, importaría hacer prác- 
ticamente imposible el ejercicio de la autonomía de las 
provincias respecto a aquella riqueza que después de 
«r legítimamente gravada por ellas fuese objeto de 
legítimo gravamen en la jurisdicción de otras provincias 
o en la de la Nación, a cuya riqueza se incorporen, pues 
no hay impuesto que no tenga una repercusión econó- 
mica de esa especie. Aunque en última instancia la sub- 
sistencia de la producción industrial dependa, como ea 
natural, de la colocación de lo producido, no por ello 
la elaboración de esto último y su comercialización de- 
jan de ser episodios económica y jurídicamente distin- 
tos, susceptibles de ser objeto de distintos gravámenes. 
Y ai bien un régimen impositivo razonablemente orga- 
nizado no ha de desentenderse de la relación que en la 
concreta realidad existe entre ambos episodios y de la 
consiguiente influencia recíproca que sobre cada uno 
de ellos tendrá cada uno de los gravámenes cuando el 
producto Be elabora en una jurisdicción y el productor 
lo vende en otra, el problema que ello plantea no con- 
cierne al rdgimen impositivo de la Constitución sino a 
la política de las relaciones económicas de la Nación 
con las provincias y de éstas entre sí. 

Que descartados los aspectos de la cuestión que 
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no hacen a lo específico de ella, es decir, a las obje- 
ciones de inconstitueionalidad consideradas en sí mis- 
mas, trátase de sabor en primer término, si gravar la 
producción industrial según su precio de venta es o no 
lo mismo que gravar la venta, pues si lo fuera la Prov 
de Bs. Aires invadiría con el impuesto en cuestión una 
jurisdicción fiscal extraña, dado que en este caso las 
ventas se efectuaron 'ucra de su territorio. 

Que en el impuesto examinado tal como se lo co- 
bró en el caso de este juicio las ventas son considera- 
das sólo en cuanto sus precios dan un índice o medida 
para estimar el valor de la producción industrial que 
constituye la materia del impuesto. Como este último 
tiene que referirse inevitablemente a ese valor y no 
puede negarse que el precio de las ventas efectuadas 
por el industrial constituye una medida de Ól según 
quedó expresado, no se ve cómo pueda objetarse el re- 
currir a esa medida porque la operación de la cual es 
tomada tuvo lugar fuera de la jurisdicción de la pro- 
vincia, si para tomarla no se obsta ni se perturba la 
ubre ejecución del acto de venta, ni se interfiere en éL 
m se lo supedita, directa ni indirectamente, a las exi- 
gencias del régimen de aplicación del impuesto objeta- 
do, ni se hace que éste recaiga subrepticiamente sobre 
otra cosa que su materia propia, es decir, la producción 
industrial que ha tenido lugar en la jurisdicción de la 
provincia. En otras palabras, si es conforme con la na- 
turaleza del impuesto en cuestión referirse a cualquiera 
medida cierta del valor de la riqueza sobre la cual re- 
cae o en vista de la cual se lo establece y una de esas 
medidas es el resultado de la venta de los productos 
de la industria respectiva, un impuesto a ella que se 
liquida sobre la base de dicho resultado no se desnatu- 
raliza, conserva en el orden jurídico fiscal su especifi- 
cidad y por ende, a pesar de que recurre a un mismo 
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ponto de referencia que el impuesto a las ventas — de 
ahí el equívoco — , es esencialmente distinto de este úl- 
timo. 

Que si en el orden fiscal el común recurso a un mis- 
mo punto de referencia no borra la distinción esencial 
de los dos gravámenes no hay transgresión de los lími- 
tes de la potestad impositiva de la provincia por obra 
del régimen que se considera, ni superposición de un 
gravamen provincial con respecto a otros de la misma 
especie de distintas jurisdicciones, superposición que t 
caso de ser legítimo el impuesto provincial considerado 
en sí mismo, no afecta su validez constitucional (Fallos: 
185, 209; 188, 464). En consecuencia sólo cabe objetar 
su constitucionalidad si, como se expresó en el conside- 
rando precedente, el régimen de esta contribución obs- 
tara o perturbase la libre ejecución del acto de venta 
o de cualquier modo directo o indirecto lo supeditara 
a sus exigencias, o interfiriera de la salida de los pro- 
ductos fuera de los límites de la provincia, o pusiese 
en alguna forma, ostensible o subrepticia, normas al 
comercio interprovincial. Bien entendido que, como se 
explicó en considerando anteriores, debe tratarse de 
cualesquiera impedimentos o influencias distintos del 
mero reflejo económico que todo impuesto a la produc- 
ción, la industria o el capital en giro tiene sobre la ne- 
gociación ulterior de lo« respectivos productos. Sobre 
esta faz de la cuestión u taría observar que la actora 
do ha invocado concretamente ninguna perturbación, 
interferencia o supeditación de esa especie, es decir 
ninguna ingerencia en la operación de venta ni en pnn- 
to alguno de la circulación o tránsito de los productos 
hasta la oportunidad de su enajenación, proveniente 
del régimen del impuesto que se objeta. Si la extracción 
no fué subordinada a ningún requisito de los que inte- 
gran las formalidades concernientes a la liquidación 
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y percepción de este gravamen, ni tampoco lo fué la 
operación de venta considerada en sí misma — ni hu- 
biera podido serlo habiendo tenido como tuvo lugar 
fnera de la jurisdicción de la provincia — , sígnese que 
el procedimiento objetado no afectó tampoco en este 
caso el comercio interprovincial. No hubo, pues, viola- 
ción de ninguna de las normas constitucionales invoca- 
das (arts. 9, 10, 11, 67 iuc. 11, y 108 de la Couatitn- 

Que el sentido, propósito y alcance de estas nor- 
mas constitucionales viene siendo expresado de anti- 
guo por esta Corte con la fórmula de que mediante ellos 
se asegura la realidad de "un solo territorio para un 
solo pueblo". Esta es la oportunidad de recordar el 
aforismo porque en definitiva es en virtud de lo expre- 
sado por él que la imputación de inconstitucionalidad 
no es atendible en este caso. No ha de considerarse a 
la Nación como un solo territorio para un solo pueblo 
solamente con el objeto de oponer esa superior realidad 
institucional a las extra! imitaciones posibles de la po- 
testad fiscal de las provincias, sino también en favor 
de la plenitud de dicha potestad, que constituye algo 
así como la base material de sustentación de las auto- 
nomías provinciales. Esa superior unidad impone que 
no se vede o desconozca a las provincias la posibilidad 
de tomar en cuenta, como punto de referencia para la 
estimación de su riqueza económica, que es la materia 
sobre la cual han de ejercer sus atribuciones impositi- 
vas, el resultado de operaciones que han tenido lugar 
fuera de sus límites, en jurisdicción de la Nación o de 
otras provincias, mientras el recurso no comporte de 
ningún modo ingerencia en el derecho fiscal de esas 
otras jurisdicciones, ni en el régimen del comercio in- 
terprovincial, ni menoscabo alguno de orden jurídico 
para la libre circulación y el libre tránsito do los pro- 
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doctos de la industria provincial que constituyen el 
objeto del gravamen. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se re- 
chaza la demanda, sin coatas. 



Tomás D. Casaras — Felipe S. 
Pérez — Luis E. Losrnni — 
J usto L. Alvabez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzubla. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. RUSTELO JOSE Y 

EXPROPIACION: Cobro de la indemnización. 

No procede In oposición al retiro de los fondos depositados, 
como precio del bien expropiado, sobre la base de que lo» 
propietarios del mismo no han satisfecho el impuesto a las 
ventas establecido por la ley local por no tratarse de un 
gravamen que afecte al inmueble y para cuya percepción 
no corresponde ocurrir a la jurisdicción originaría de la 
Corte Suprema (»)• 



JOSE LOIACONO v S. A. CASA MUÑOZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Interposi- 
ción del rerurto. Fundamento. 

* El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar Ta cuestión federal que se intenta someter 
n la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener 
las eminrincTonrs necesarias para puntualizar la vincula- 
ción do nrpiella con las cuestiones en litigio, d<» tal manera 
que su sola 'ectura permita apreciar lo referente a la pro- 
cedencia del recurso y los puntos sobre que ha de versar el 
pronunciamiento He la Corte. 



(i) 18 dt wtiemt>« d> 1B4T. 
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8. A. f doble indemnización", en los qne se ha concedido 



Que de acuerdo con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema en los fallos pronunciados el 1* del corriente in 
re "María L. Gómez Gallo de Peña v. la Nación" y el 
3 del mismo en los autos "Muñoz Gonzalo v. Impuestos 
Internos", no bastan para fundar debidamente el re* 
curso extraordinario la remisión Lecha en el escrito de 
interposición a argumentos formulados con anteriori- 
dad ni las manifestaciones limitadas a dejar constancia 
de que se cuestiona la inteligencia de determinada nor- 
ma federal sin expresar en qué consiste el error de in- 
terpretación ni cuál es el agravio inferido al derecho 
federal invoca lo. Es leeesario explicar la cuesión fe- 
deral que se pretende someter a la Corte Suprema, de 
manera clara y precisa y con las enunciaciones necesa- 
rias para puntualizar la vinculación de aquélla con las 
cuestiones en litigio, de tal modo que la sola lectura del 
escrito de interposición del recurso permita apreciar 
lo referente a ta procedencia de este último y los pun- 
tos sobre, los cuales habrá de versar el pronunciamien- 
to de la Corte, 

Que el escrito de fs. 43 no llena esas condiciones. 
Y, por lo demás, con arreglo a lo resuelto el 17 del co- 
rriente en íns causas "Castellano v. Quintana", "Cons- 
tanzo v. The South A. Stev y Light", "Lorenzo v Edi- 




a la parte demandada. 
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torial Estampa " y "Portillo v. C. I. A. D. E.'\ proce- 
dería confirmar la sentencia apelada 

En su mérito, declárase improcedente el recurso ex- 
traordinario. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loscm — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



IMPUESTOS INTERNOS v. OÑATE Y CU. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por las 

La ley 11.924 no ha modificado el art. 21 de la ley 3764 
a los efectos de ta competencia de lea jueces de pac en 
los juicios de impuestos internos (»). 



BANCO PROVINCIAL DE SALTA v. IGNACIO A. SOSA 
Y ANGELA PERETTI DE SOSA 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqvititot propio». Semencia de- 
fmitña. Rnotucitmt» posterior** a ta nenteneia definitiva. 

Procede el refiirso extraordinario fundado por el Banco 
Hipotecario Nacional en Ts interpretación de la ley 8172 
contra la resolución que, si bien no es sentencia definitiva, 
desconoce el privilegio invocado por aquél sin que haya 
otro modo u oportunidad de obtener su reconocimiento. 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Principio* generaUn. 

E! Congreso tiene facultades para dotar al Banco Hínoti>- 
earto Nacional de todas Isa prerrogativas que considere 
necesarias o convenientes para el mejor resultado de bus 
operaciones y para substraerlo a las normas provinciales, 

fi) 19 4« Mtlembre de 1W7. Falto : 1*4. 91. 
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siempre que no se afc te alguna prohibición de la Consti- 
tución Nacional. Así. no son opon ib les al Banco las leyes 
provinciales en lo referente al procedimiento que aquel de- 
be seguir, según su ley orgánica, para el deposito judicial 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Régimen legal. 

La obligación de poner el sobrante a disposición de los jue- 
ces respectivos, que el art. 76 de la ley 8172 modificado por 
la ley 10.676 impone al Banco Hipotecario Nacional, que- 
da cumplida por éste, en el caso de existir vario* embarga*, 
con el deposito de los fondos en el Banco de la Nación a 1* 
orden conjunta de aquéllos. No incumbe al Banco dilucidar 
la pretación de ios embargos para hacer el depósito a 
bre de uno u otro trih- 5 



Sentencia de 1* 



Salta, mayo 29 de 19*5. 

Y vistos: el expediente tí* 11659 pan proveer * lo 
solicitado por el Banco de ta. 108/110 y 

Considerando : 

1* El depósito judicial no es papiamento un contrato, 
sino un mandato de la justicia que se cumple aun contra la vo- 
luntad ñc las partes, y es por esencia remunerado ; sin embargo, 
no pierde el carácter de deposito. Puede ocurrir, en virtud de 
prenda, embargo o secuestro, con arreglo a las leyes de proc*> 
dim.'entos que determinarán las formalidades con que se deben 
hacer fConf. Machado, t. VI pág. 17 y Cém. Crim. de la Cap. 
en J. A., t. 58, pág. 259), Be ahí se sigue que Isa disposiciones 
del Cód. Civil sólo rigen al depósito judicial en forma subsi- 
diaria en cuanto a los efectos del depóaito, más no en lo que 
respecta a su constitución (art. 2185, inc. 2» del CÓd. Civil). 
Las responsabilidades del depositario civil y judicial son dis- 
tintas, siendo más grave la situación del último (art 172 ine 
2*, art. 395 del Cód. de Procedimientos, 262 y 263 del CoA 
Penal); por lo que tampoco es admisible, en derecho penal, 
asimilación o comparación alguna entre ambas clases de de- 
pósitos. 

wr ***** *** 



&M 
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Las cuentas especiales de depósito de títulos, accione», 
valores o dinero, hechos en Banco» públicos quedan sujetos a 
la replamcntaHón de la institución respectiva (arto. 2185. inc. 4* 
del Cód. Civil y 579 del de Com ). Sabido es que el Banco, 
tratándose de depósito a orden conjunta, solamente» entregará 
el dinero mediante cheque o piro de todas las personas a cuyo 
nombre se encuentra la cuenta. El depósito bancarín —según 
ae establece en el párrafo anterior (ver además arta. 8» y 3» del 
Cód. de Com.) — es de carácter comercial y por lo tanto tales 
disposiciones no son aplicables al depósito judicial. Este sub- 
sidiariamente se riire en cuanto a sus efectos por el CÓd. Civil 
(ver art. 2185, inc. 2») ; pero no hay disposición lesral que 
autorice a aplicarle las disposiciones del Cód. de Comercio. 
Además otros fundomentos que se consignarán a continuación 
abonan la tesis que venimos sustentando. 

2» La jurisdicción es la potestad pública de one están 
investidos los jueces para conocer en los asuntos civiles y cri- 
minsVs y de sentenciado eon arresto a las leyes (Conf. Cara- 
vanfes. t. 1. pa>. 118). Consta, entre otros elementos del "im- 
perio"; es decir de la facultad de mando para hacer eieentnr 
aus resoluciones, izando si fuera necesario de la fuerza pú- 
blica: "aine medica coercitiva nutla est jurisdictione". Ahora 
bien, los fnndes depositados judicialmente a orden adjunta de 
varios jneees. solo podrán — sepún se ha visto— ser removidos, 
transferidos o entregados, por mandato judicial de todos ellos. 
Resulta entonces qne nn depósito de tal naturaleza despoja al 
jne* d« la cansa, ffiie por ser competente rlehe conocer, de la 
jurisdicción nne por la lev está investirlo, puesto qne lo coloca 
en la imposibilidad de disponer por sí mismo de esos fondos. 

3') Que la lev riel 8 de febrero de 1ÍI0B dispone en el 
art 21 mip Ioí depósitos judiciales se finrín en el Raneo Pro- 
vincial di* Sn'ta. por lo que si ésta institución no Hdnvtió el 
depósito debió poner el depositante tal circunstancia en conoci- 
miento del .T T iez competente, y no proceder directamente a hacer- 
lo en «1 Ruñen d* la Nación. 

4*) Si se admitiera el depósito conjunto rfsit'tnríi míe el 
jno? pnra li'irnr vn srirn o ehcnnr» se vnr'a en la nc^cídad de 
pedir 'a autorización o la firma de los dcmfis magistrados, o sino 
el aereedor nne de acuerdo con la ley debe ser na«adn nrimer 
termino tendría fine ir ante cada íue? a enys nrde«T c«t4 el denó- 
sito para oHncr por la vía de incidente la transferencia del 
dinero. On n ps un deber de los inrens mantener él b»e*i orden 
en los inicios, evitando se obetrnva el curso de la justicia en 
daño de las partes (doc. del art. 62 del cód. de proc.) ; y por 
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kManto ninguna de sus solucione» pueden en mi opinión tcep- 

5») t Wmn debe proceder entonce» el Bnneo Hipotecario 
Nacional en el mw de que cubierto el crédito hipotecario quede 
un remanente obre eí qne penan varios emharpos? 

do ni orden m nne la lev lia colocado ru privilegio ¿S* 3875 

íl -.P , 1 ,rn 7 r,fnr ' r,s ;. n Rih,n,,16n «** aWESRtóü también en la 
ra, ™ h »^-A»l»w d lirt. «5 de! mi de Prnn _! £2 

5&£m Vrn ™ m f P ^ Pr wr W*W* ™ Ponido del 

enfiWlZ a / T ní1 ° rmhRríT0 » m *™ r ft ""to voluntario d« 
enajenación será ef-ea-í i>n tanto no ?o Tterindiqne" 

-7„ i T ,e,(,rm J nn ' ín ,rt Prefación o el derecho que tiene cada nno 
de os acreedor,, n„ea ser nadado C on nrcferencia a cada nno 

feria "¡TV "r CO P - Ü hM 5 r pI ñ ™ Mt ° ™ '« -í-niíS 
forma; aigewnwtar a la orden de cada jnes „n a cantidad de 

dinero eficiente rara cubrir e! endito ¿te m t*3«u«ft 

IL^ÍW T W *1 crédito de 

mnZ? el Sí? b "í a " *' T>HmPr «"torante. haciendo 
barloa P ° * Im JUeK * que han dispuesto otros em- 

erMitos Mrtmm. la earantía ae e*ti>nde ftftfe 3 T 52 393? 

g l t " ím,t ' 1 " míe a ese fin tendrá nu» enmnlir So 
^e entonce, n^e^rio acedar un término pmdeneial 

Cantes del escrito d e f s , 108/ ... 7 Ilintlftmeiltt>s con «>P- 

HcSUclvo : 

mJL£r } T r - ^P*«^ el dp P Asit '> por el Banoo 
f s lOfi Naci °nal y que da cuenta la boleta agregada a 
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2» Intimar a rata institución baga el depósito de acuerdo 
a lo resuelto en la presente resolución dentro del término de 
ocho días, bajo prevención de lo que hubiera lugar por de- 
techo; 

3» Hágasele saber por cédula al Banco depositante en la 
que ae insertará íntegramente este auto: y notifíquese legal- 
mente a los demás interesados. — l Arturo Michel Ortit. 



Sentencia de la Corte de Justicia 

Salta, septiembre 24 de 1945. 

En Salta, a loa diecinueve días del mes de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y cinco, reunidos en el Salón de 
Acuerdos de la Excm». Primera Sala de la Corte de Justicia 
los señores ministros de la misma, doctores Jo*' M. Arias Uri- 
burn. Julio Oísar Ranea y Héctor M. Saravia Bavio. para pro- 
nunciar decisión en el juicio: "Ejecución hipotecaria — Ban- 
co Provincial de Salta v. Sosa Ignacio A. y Sosa Angela Pe- 
retti de" (Expediente N* 11.659 del Juzgado de 1* Instancia 
en lo Comercial), venido por los recursos de nulidad y ape- 
lación concedidos al representante del Banco Hipotecario Na- 
cional, contra la resolución de fs. 112/114 vta., del 29 de ma- 
yo del año en curso, que declara improcedente el depósito efec- 
tuado por el Banco Hipotecario Nacional e intima a esa insti- 
tución a hacer el depósito de acuerdo a lo resuelto en dicha 
resolución, dentro del término de cebo días, fueron planteadas 
tas siguientes cuestiones: 

1* i Es mi!a la resolución recurrida! 

2* i Caso contrario, es legal f 

A la primera cuestión el Dr. Saravia Bavio dijo: 

Se fnnda este recurso en el hecho de no haberse corrido 
vista al Banco Hipotecario de la presentación de fs. 108 a 110. 

Por resolución de fs. 104 y vta., esta Sala de Ja Corte de 
Justicia resolvió que correspondía oficiar al Banco Hipote- 
cario para que depositara en este juicio la totalidad del im- 
porte del remate, naturalmente que sin perjuicio de los dere- 
chos que a terceros pudiera corresponder. 

El a-quo. en presencia del depósito de que da cuenta la 
boleta de fs. 106, podía rechazarlo de oficio si creyera que no 
se ajustaba a las normas legales pertinente». Para ello no neee- 
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«taba oír al ejecutante, ní al depositante, a quien si crevera 
que el rechazo era arbitrario, le quedaban loa recursos leealM. 
recursos que ha usado. * "™ 
La presentación de fs. 108 a 110 es oficiosa. El a quo no 
dió vista del depósito limitándose a resolver que se agremia 
la boleta y luego dictar un auto fundado rechazando el depósi- 
to. Con este procedimiento no se lia vulnerado ninguna^ía- 
rantía legal, susceptible de ocasionar una declaración útil da 
nulidad. 

Voto por que se deseche el recurso. 
El Dr. Arias Uriburu dijo: 

Aparte de los fundamentos dadoa por el Ministro preopi- 
nante, que hago míos, debo agregar lo siguiente. Según lo 
determina el art. 250 del Código de Proc, en la materia la 
nulidad por defectos de procedimiento debe reclamarse en la 
misma instancia que se cometió y al no hacerse así ella queda 
subsanada. La resolución recurrida no tiene vicios que la 
invaliden, por haberse dictado de acuerdo a lo que determinan 
¡Sa y P ° r Unt0 ' desestimarse la nulidad dedo- 
Voto por la negativa. 
El Dr. Ranea dijo: 

Que adhiere al voto del Dr. Saravia Bavío. 

A la segunda cuestión el Dr. Saravia Bavío dijo: 

I* W fliTO ape, 2íí* f I' nda Sl ! a p™"»"*«ión en el art. 7fi de 
la ley 8172, modificado por la ley 10.676. De ahí hace deri- 

™ r *Y c a P« e *>«' el Opósito a la orden conjunta da 
todos los jueces que han embargado los fondos e invocan un 
derecho sobre los mismos. 

Sostiene que el Banco Hipotecario Nacional tiene un rea- 
men de privilegio y que dicha disposición legal fe otorga en 
orden » los depósitos judiciales, el de hacerlos a la ordeí con- 
junta de todos los magistrados. 

Creo que es una interpretación arbitraria de la ley. De 
ella no fluye, en absoluto, que se haya pretendido modificar 
el régimen establecido por las leyes procesales y el art. 736 y 
concordantes del Código Civil. A este respecte- me remito a 
la bien fundada resolución del aguo. 

El art. 76 aludido establece que "El Banco pondrá el eo- 

V 1 Ir 10 ! ubiere > ° posición de los jueces respecta 
ní T que M * a H orden «"Junta de todos loa 
2 IT ^ ebe entenderse a la orden de los jueces respectivos, 
ae acuerdo a lo que «*~xí 
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Es de buena hermenéutica jurídica interpretar las leyes 
procurando armonizarlas entre sf, cuando no ton incompati- 
ble*, ai no se percibe c'aratnente la voluntad legislativa de 
derogar normas establecidas, máxime cuando con ello se pro- 
cura un régimen de excepción truc por su propia naturaleza 
debe *er de interpretación restrictiva. 

El Dr Iíaymnndo tí. Fernández en su libro sobre la hipo- 
teca, la prendn y demás privilegios, t. II, pág. 408, dice: "Es 
ilegal y hasta constituye un desacato a los jueces embargantes 
el prnncriifHÍfntit seguido por n'amuoj mawlstrjid^s v por él 
Banco Hipotecario Nacional, de depositar el excedente, en for- 
ma pJobnl. n in orden exmiunta de totfr.<¡ aquellos cnp cnusi- 
guien tes complicaciones, pues deben ponerse de acuerdo a fin 
de librtir ni ftfnen d^nnuitífío oficin? con%níps o separados 
pero concordantes, para la entrega a los acreedores en el or- 
den de sus embargos, lo que en la práctica origina incidencias 
y dilaciones innecesarias". 

IT. Pp ta) virtió psfpv d** awnwdo w <>1 fallo recurrido, 
salvo en lo que se refiere al considerando 5». 

No creo que corresponda a la misión del juez, la une debe 
circunscribirse a ta decisión del caso concreto sometido a ra 
decisión, el de fijar normas generales al Banco indicándole 
la forma en que debe proceder en cada caso. 

Debe limitarse el tribunal, en este caso, a rechazar el 
deposito y ordenar se practique en la forma dispuesta en el 
auto de fs. 104, con conocimiento de los demáa jueces embar- 
gantes. 

Por las mitones dadas y las razones del anto apelado voto 
porque se confirme, con las modificaciones qua fluyen del con- 
siderando II. la rcso'nción recurrida. Sin costa* en primera 
instancia, a enyo fin regulo el honorario del Dr. Panlo en la 
suma de setenta y cinco pesos y del procurador Santiago Es- 
quiú en veinticinco pesos. El Dr. Arias Uriburu di ja: 

Coincido en general con los conceptos emitidos por el 
Dr. Saravia Bavio, y agregaré lo siguiente. En el fallo citado 
en el memorial de fa. 129, se expresa lo siguiente: "... j pero 
recordando, por cierto que esto último no quiere decir, de 
nirurs'm modo; mte no han de consultarse las dem-ls prescrip- 
ciones de derecho común, en cuanto no estuviese previsto, so- 
bre el punto, en el convenio y en aquellas leyes especiales, o 
fu efe de nnl tención supletoria nnra esneeifiear las indemniza* 
ciones reclamadas, ya que la Corte Suprema ha resuelto que 
el Banco Hipotecario Nacional, en su carácter de persona del 
derecho, se encuentra sometido a las disposiciones da las leyes 
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genera'es en cnanto no hayan sido modificadas por la legis- 
lación especial dictada para regir sus operaciones (consid 4* 
de la sentenna de junio 26 de 1925, en el juicio Alboea Uno., 
contra Ram-o Hipotecario Nacional, registrada en "O, del 
Foro ", t fi7. p/iff. 53) Tenemos entonces, que el Banco ñipo* 
tecano Nacional está sometido a las disposiciones de las leve» 
generala f ,ire no fueron modificadas por las leves especiales, 
referente a rtieha institución. La resolución recurrida, por otra 
parte, est.i fundada en una ley de procedimiento que es local 
a cual ha io ningún concepto puede estar supeditada a una 
ley JW»inn-d. pues ?>ln wrUntee a *<w fwdtadr* mt* no fue- 
ron detonada* a la Nacum. El art. 435 del C. de P. en lo C y 
U, dispone El embargo sustrae a la propiedad de poder ser 
enajenada o gravad., en perjuicio del crédito al cual respon- 
de Queda esta afectada especialmente al pago del mismo»'. 

rodo emharpo postenor o acto voluntario de enajenación 
será eficaz en tanto no lo perjndique». "Si una cosa ha sido 

mZ ^lm ,r & R * mh * T *° pedir el pri- 

« t,!^ , ^ ante , q ° e el ^" Cr0 * de F*«ite hasta que *u crédito 
■e tramite, hqu.de o satisfaga su preferencia". "El concurso 
l Lt«M me f ,al ^^reedores hace desaparecer la prrferen- 
m e^ahleeida ñor el orden cronológico de los embargos**. Es- 
tando substraída la propiedad de poder diaponer dalo que 
embargado v etando lo embargado afectado .1 papo, «n 
SlSÉ 1 d * CTéá, } Q qne dió lQ ** r • »» traba del embargo, 
nacer loa depósitos a la orden conjunta de varios m 
primer embute tíene ^te^^Vtmb^y £ 
rTt**™* ™ qUe í Mbare " ^bargo deben ir po7s7ord£ 

emh™' " fl T Cftnoce . r a 108 *»«■ »an dispuesto ot™ 
a Ja orden del Juez que ordenó el embargo siguiente y así mee. 
«vamente. Cómo podrí, ser de otro modo, siel Banco HiSS 
Z1va7T ] n ° P V W ? e Mber «* entidad debe dentar 

li?SMJ£ Caplta -'' ^í" 1 ** * « »» «den dTeada* 

jnez que trabaron e embargo. Tenemos aún, que en el pr7 

Saha^'Z; 1 : « m . ,,did 1 'l« «1 Banco ProvincwS 

non wn»l i" y *" pPnor a la que * Opositó. f fl . 106, a la orden 
conjunta de vanos jueces, como queda acreditado oor ímWS. 
dos de fs. 1/6,77 y 86 vta. U por 108 obr ** 

Y?.° P -7 quc M ? onfirme en todas sus partes la reaoln- 
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do ni Ib estimación que hace el Dr. Saravia Bavio de loa hono- 
rario* del Dr. Pauló y procurador Esquiú. 
El Dr. Ranea dijo: 

El Banco Hipotecario Nacional está sometido, como se di- 
os en el voto que antecede, en su carácter de persona del de- 
recho, a las disposiciones de las leyes -en "rales, en cuanto no 
exista una modificación por las leyes especiales dictadas para 
regir su organización, facultades y operaciones. En talea con- 
diciones, et Banco Hipotecario Nacional, en su carácter de per- 
sona del derecho, está sometido a la autoridad imperativa de 
los órganos jurisdiccionales del Estado (Nacional o Provin- 
cial) y, por ende, está obligado a cumplir con las decisiones 
judiciales. En el caso concreto de autos, el inferior, en cum- 
plimiento de lo dispuesto a fs. 10 l por esta misma Sala, ordena 
al Banco Hipotecario Nacional que deposite a su orden el sal- 
do de precio que hubiera resultado una vez cubierto el crédito 
del acreedor hipotecario en primer término. El Banco Hipo- 
tecario Nacional está obligado a cumplir con la orden judicial 
impartida, depositando el excedente resultante a la orden del 
o quo, con conocimiento de loa demás jueces embargantes. 

Adhiero, en consecuencia, al voto del Dr. Saravia Bario, 
tanto en lo principal de su pronunciamiento, cuanto a lo que 
a costas se refiere. 

Con lo que quedó acordada la siguiente resolución : 

Salta, noviembre 19 de 1945. 

Y vistos: 

La Primera Sala de ta Corte de Justicia: 
Desestima el recurso de nulidad y confirma en lo princi- 
pal el auto de fs. 112/114, vta., debiendo, en consecuencia, 
intimarse al Banco Hipotecario Nacional para que practique el 
deposito en el Banco Provincial de Salta a la orden del infe- 
rior y como perteneciente a este juicio la suma de que da 
cuenta la boleta de fs. 106, con conocimiento de los demás 
jueces, quedando sólo en esta forma modificado el auto refe- 
rido. Sin costas en primera instancia y con ellas en segun- 
da. — Julio C. Ranea. — José Jf. Aria* Vriburv. — Héctor 
M. Saravia Bavio. 
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Dictamen del Procurador General, 
Suprema Corte: 

Ante la justicia ordinaria de Salta, el Banco Pro- 
vincia] de aquella provincia inició ejecución contra 
D. Ignacio Adriano Sosa y D? Angela Peretti de Sota 
por cobro de un crédito garantizado con segunda hipo- 
teca sobre una casa situada en la calle Oral. Oüemea 
n* 680 de la ciudad de Salta. El Banco Hipotecario Na- 
cional era titular de la hipoteca que gravaba en primer 
término a dicho inmueble; e iniciado el juicio, resultó 
qne sobre la misma propiedad pesaban ya tres embar- 
gos decretados anteriormente, por la justicia federal 
en un caso, y por la local en los dos restantes (fe. 20 
vuelta). 

Habiendo comunicado el Banco Hipotecario Nacio- 
nal que, en ejercicio de sus derechos, remató el inmue- 
ble (fs. 26 y 82), la parte actora pidió se le exigiera 
depositar el saldo como perteneciente al juicio motiva- 
do por la segunda hipoteca. El Sr. juez a quo, no hizo 
lugar, atenta la existencia de otros litigios (fs. 96, oc- 
tubre 21 de 1944) ; y el Banco Hipotecario, en 5 de ene- 
ro subsiguiente, consignó ese saldo en el Banco de la 
Nación a la orden conjunta de todos !os jueces que ha- 
bían decretado embargos (fs. 106). Entretanto, la de- 
negatoria de fs. 96 había sido materia de apelación, y 
siguiendo el recurso en trámite, en 20 de abril del mis- 
mo año, la Primera Sala de la Corte de Justicia de 
Salta, resolvió que el Banco Hipotecario depositara el 
saldo conforme lo pedía el acreedor hipotecario en se- 
gundo término, sin perjuicio de los derechos que pudie- 
ran corresponder a terceros (fs. 104). 

Hecha la intimación, el Banco Hipotecario apeló 
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(fs. 121) ; confirmado que fué ese fallo (fs. 133), Be trae 
ahora el recurso extraordinario para ante V. E., con- 
cedido a fs. 142. Lo conceptúo admisible, pues so ha 
puesto en tela de juicio la interpretación del art. 76 de 
la ley especial 8172 modificada por la 10.676 y resulta 
definitivo, e] fallo, por lo que lia dicho Banco respecte. 

Estudiado el caso, pienso que debe revocarse la 
sentencia apelada con arreglo al art. 76 citado, el Banco 
estuvo en la obligación de depositar el saldo a la orden 
de "los jueces respectivos" mas como en este caso re- 
sultaban haber decretado embargos varios jueces y uno 
de ellos era el Sr. juez federal de Salta, no tuvo por 
qué dicho Banco asumir la responsabilidad de recono- 
cer primacía al juez ante quien tramitaba el cobro de 
la segunda hipoteca. Del mismo modo, at elegir, para 
el depósito ai Banco de ta Nación, se atuvo a su propio 
fuero. Lo procedente, hubiera sido que el juez de la 
segunda hipoteca solicitara de sus colegas el levanta- 
miento de los embargos y el reconocimiento de la prio- 
ridad a que se refiere el fallo apelado. — Bs. Aires, 
junio tí de 1946. — Juan Alvare 
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Bs. Aires, 24 de setiembre de 1947. 

Y vistos los autos "Banco Provincial de Salta v. 
Sosa, [guarió Adrián y Sosa Angela Pereíti de, eje- 
cución hipotecaría", en los que se ha concedido el re- 
curso extraordinario interpuesto a fs. 140 por el apo- 
derado del Banco Hipotecario Naeional contra la sen- 
tencia dictada a fs. 133 por la Primera Sala de la Corte 
de Justicia de Salta. 
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Considerando ¡ 

Que el recurso extraordinario es procedente porqne 
la resolución apelada de fs, 133 resuelve la cuestión en 
forma adversa ai derecho que el Banco recurrente con- 
sidera amparado por la ley federal 8172, y sí bien no 
se trata de una sentencia definitiva, en lo que concierne 
a la primacía de la ley federa] citada no hay para quien 
la invoca otro modo ni oportunidad do obtener su reco- 
nocimiento que este recurso. 

Que como esta Corto lo lia declarido, el Congreso 
de la Nación tiene facultades para dotar al Banco Hi- 
potecario Nacional de todas aquellas prerrogativas que 
juzgue necesarias o convenientes para el mejor resul- 
tado de las operaciones y para sustraerlo a las normas 
de las constituciones y leyes provinciales siempre que 
con ello no se afectase alguna prohibición constitucio- 
nal (Fallos: 184, 490). No es, pues, admisible que al 
modo de proceder el Banco para el depósito judicial del 
saldo de precio cuando median embargos, modo que 
según el Banco, le estaría impuesto por el art 76 de la 
ley 8172 reformada por la 10.676» se le opongan las ñor* 
mas procesales de la provincia en Ja materia. Si fe ley 
orgánica del Banco contiene sobro el punto disposicio- 
nes distintas de las locales la primacía constitucional 
de aquéllas (art. 31 de la Constitución) justifica el 
acogimiento del Banco a ellas. En consecuencia, sólo 
que^a como cueslión a resolver la do si el precepto 
federal invocado tiene el alcance que el recurrente le 
atribuye y autoriza a efectuar el depósito del modo 
que la resolución recurrida considera irregular. 

Que de estar el Banco obligado a poner "el sobran- 
te, si lo hubiere, a disposición de lns jueces respectivos", 
es decir do los que hubiera mandado trabar los embar- 
gos a que se refiere el art. 76 de la ley 8172 reformado 
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por la ley 10.676, no se sigue para el Banco la obliga- 
ción de discernir bajo su responsabilidad las prelacioncs 
pertinentes para distribuir dicho sobrante cuando no 
alcanza a cubrir el importe total de los embargos que 
Misten. "Poner a disposición" quiere decir en este ca- 
to liberar a esos fondos de todo reato que no sea el de 
loa embargos en cuestión y hacer que sólo dispongan 
de ellos los jueces embargantes. Lo cual queda cumpli- 
do con el depósito de los fondos a la orden conjunta de 
estos últimos, y no podría ser cumplido de otra mane- 
ra, No se trata de un privilegio del Banco que importe 
menoscabo del imperio de los jueces embargantes, sea 
cual fuere su jurisdicción, Bino de lo contrarío, es de- 
cir, de un procedimiento con el cual la autoridad de 
todos y cada uno de ellos recibe igual reconocimiento 
pues queda librado a ellos mismos, no al Banco, el di- 
lucidar el orden de prclación de los embargos existentes. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Br. Procurador General, se revoca la resolución de fs. 
133 en cuanto ba sido materia del recurso, 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lonohi — 
Justo L, Alvares; Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



CIa. GENERA!, DE FERROCARRILES EN" LA PTÍOVIN- 
CIA DE BUENOS AIRES v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtquigito» propios. Resolución 
contraria. 

En las causas que vcrsnn sobro la interpretación He leyes 
pencrn'es ó> In Nación, que ambas partes considera*! com- 
patible con su derecho, la procedencia del recurso cstraor- 




» 
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dinurir*, no *e supedita a la resolución contraria a la pre- 
tcnsión fin ninguna de ellas, pues la sentencia envuelve el 
desconocimiento de una facultad o una exención fundada 
en una ley federal y el caso encuadra, entonces, en e! art. 
14, inc. 3» de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione» *» 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

Si bien las enestiones de hecho son, en principio, ajenan «1 
recurso extraordinario, dejan de serlo cuando se hallan en 
tan estrecha conexión con loa puntos de derecho federa) 
constitutivos de la materia propia del recurso, que no se 
los puede decidir por separado o cnando, en lo que se re- 
fiere a loa hechos que fundamentan la interpretación del 
precepto federal de que se trata, la decisión no se a pora en 
pruebas resultantes del expediente. 

FERROCARRILES: Contribuciones, impuestos y tasa». Genera 
lidades. 

La inclusión de un bien en la cuenta capital de una empresa 
ferroviaria no es por sí sola decisiva para substraerlo a la 
facultad impositiva del Estado. 

FERROCARRILES: Contribuciones, impuestos y tasas. Varios, 

Aun cuando figure en Ta cuenta capital de la empresa fe- 
rroviaria y cstó afectado a la explotación de ésta, a falta 
d» prueba referente al carácter v a las condiciones de la 
afectación y la inclusión aludidas y de convenio que libera- 
se al dueño, no procede dectarnr exento del para del im- 
puesto territorial durante esc tiempo, al inmueble ocupado 
por- el ferrocarril para el servicio de sn línea, cuya escrita- 
ración a su favor se efectuó varios años después. 



Sentencia del Jdes Federal 

Buenos Airea, agosto 28 de 1M9. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Cía. Ge- 
neral de FF. C.C. de la Provincia de Buenos Aires v. Gobier- 
no de la Nación s. nulidad de decreto", de los que resalta: 

1" Que a 5 se presenta la actora deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de ta Nación para que 
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se declaro la nulidad del decreto df I Poder Ejecutivo del 26 de 
agosto de 194:f y cruisifriiipntonn'iiti» se dejare libro He deuda 
do contribución territorial ¡i los efectos de e:.i-r¡¡ unir irin de una 
paréela de tierra que sé individualiza en el referido escrito, en 
mérito de las siguientes consideraciones: 

Dice que en el año 1!)17 i 20 de setiembre) adquirió a la 
Soc. Ata. Antonio L. Agrelo Dtda, una franja de terreno de 
2590 metros cuadrados ubicada en la Capital Federal en la 
calle Tabaré dirección Norte entre Pcdernera y Rivera Indnrte, 
terreno que fu-* ocupado y afectado al servicio de la empresa 
desde el año l!)0fi. Que por inconveniente de los vendedores 
esa propiedad no estuvo en condiciones de escrituración hasta 
el ano 1929. Que cuando se pidió el certificado de deuda, la 
Dir. de Contribución Territorial consultó con la Dir. de Ferro- 
carriles a W- efectos de la exención de impuestos establecida por 
la ley H 9 53Í5 (art. 8«) y su complementaria N* 10.657. Esta 
última aconsejó que como se trataba de una franja de tierra 
afectada ni servicio ferroviario debía aceederse ni pedido de 
exención solicitada Pasadas ¡astns actuaciones la Ministerio de 
Hacienda, este re*dvió míe debía dene^anse <1 pedido fonnu- 
lado, criterio que fuó confirmado definitivamente por el Poder 
Ejecutivo. Se sostiene que tal criterio es erróneo en r¡i7.ón de 
que el lienefiejo creado por la ley N*> 5315 fart. 8«) es de carác- 
ter personal y que por tnnto bí está demostrado que la tierra 
que motiva esta reclamación se halla afectada al servicio de la 
empresa, la exención es incuestionable de conformidad con lo 
dispuesto por el invocado precepto legal. Aírrega que no puede 
ser óbice rl hecho de que falte la escrituración, ya que como se 
ha señalado ni beneficio creado por la ley es de carácter perso- 
nal y nn reíd. Se hacen a continuación una serie de considera- 
ciones más Sobra el particular, se invoca subsidiariamente y? 
parcialmente la prescripción relativa ni cobro de impuestos, y 
por último se afirma que se lmbría producido la prescripción 
del do- linio en sn favor por la posesión continuada de los 10, 
20 o nn año*:. Se pide en definitiva que se basa lugar a la acción 
intentada con intereses y costas. 

2') Declarada la competencia del juzgado y corrido 
traslado de bt demanda ai Poder Ejecutivo por intermedio del 
ministerio d"1 ramo a fs, 60 se presenta el procurador fiscal, 
doctor Saturnino Funes, contestando y dice: Que la demanda es 
improcedente. Afirma que como et dominio de la tierra que rao- 
ti va e-ta litis no se lial'a inscripta a nombre de la aetora, ésta 
no puede hacer uso de la* facultades que la ley le acuerda en 
ese carácter (art. IÍ8$ í'órl civil) que el titular de la tierra 
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y en eoñsiKmenefjt de la lleuda impositiva, es, a los efectos de ' 
la ley la .Sor. An. Antonia L. Abrelo Ltda. y que en nada 
puede variar el criterio señalado el heelio do que la actora 
haya poseído n dispuesto de! uso de esa tierra a los efectos 
perseguidos. Agrega que la defensa de prescripción tampoco 
plicdc ser in vacada por la m-trini ya que un es titular del do- 
minio fart !* ley N' 11.58*0. Pide en definitiva el rechazo 
de Ja acción intentado con intereses y costas. 

Considerando : 

1° Que sscpiín se desprende de las propias manifestaciones 
heelins por t a parte actora en su presentar an de fs. 5, tn que 
por lo demás así también surfre de las constancias de untos, el 
dominio fie ln tierra que motiva esta litis se Iinlla itiseripto a 
nombre de la Soe. An. Antonio L. Aprelo Ltda. (vendedora del 
terreno). 

Kilo descarta de por sí la flolieabilidad de los beneficios 
crearlos por la ley N« 5315 fart. R') y su complementaria 10.657 
que se invoea como fundnmento jurídico de la acción intenta- 
da, porque la liquidación ríe la deuda de contribución no prava 
en forma «lírunn el patrimonio de la empresa actorn sino la de 
nn simple particular que es el que está obispado a escriturar en 
Iris condiciones comunes (libre de todod trravnmon). 

De lo expuesto se sigue con toda evidencia que la presen- 
tante carece en absoluto de acción para reclamar la liberación 
de una carpa impositiva que no se le exipe por no ser titular 
del dóroi»io de la tierra íart. 1184, cód. civil) y que consecuen- 
temente no puede ser afectada en modo alguno por ella. De- 
rmis está deeirln. que lo expuesto, no sipnifica entrar a descono- 
cer o disentir la liberalidad creada por la ley en favor de tan 
empresas ferrnviarins. 

2* Que en cuanto al nrpumento que se hace en la última 
parte del escrito de demanda ffip. 5) en el sentido de une en 
el caso oeiirrenfe la posesión continuada por más de 10, 20 y 30 
años habría hecho adquirir por prescripción el dominio de la 
tierra que motiva esta litis, tampoco puedo ser aceptada. 

La prescripción adquisitiva se halla legislada en forma 
precisa y clara en nuestro cód. civil en ios arta ,1*109 y 4015 
y oones.. ex ¡picudo a esos efeefos ciertos requisitos que ño han 
sido idóneamente probados en este .inicio. Ello hace que el sus- 
cripto no pueda entrar a considerar este nrpumento para decidir 
nada al respecto. 

Y en cuanto a la prescripción que también se invoca m 
forma subsidiariamente, su rechazo se impone ante las concha- 
dones a que se ha llegado más arriba. 
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Por las precedentes consideraciones, fallo rechazando la 
demanda instaurada por la Cía. Gral. de P.P. C.C. de la Prov. 
de Buenos Airea contra el Gobierno de la Nación, sin coatas. — 
Beluario Gaché Pirán. 



Rentencta de la Cámara Federal 

Buenos Aires, abril 29 de 1946. 

V considerando: 

La Cía. Gral. de P.P. C.C. de la Prov. de Buenos Airea, 
demanda la declaración de nulidad de ¡a resolución ministerial 
de 24 de julio de 1941, confirmada por decreto del Poder Eje- 
cutivo, dp 26 de agosto de 1943 y se disponga que Be otorgue 
por el órgano de gobierno correspondiente Administración Gral. 
da Contribución Territorial, libre de deuda, el certificado nece- 
sario para escriturar una parcela tierra ocupada por sus 
vías, a mérito de ta exención gener. que de impuestos, contri- 
cueíones y gravámenes, hacen a su favor las leyes 5315 y 10.657. 

Refiere la actor* que en 1917 convino la compra de dicha 
parcela que ya la tenía ocupada con sus vías férreas desde 1906, 
pero que por motivos ajenos a los contratantes, no se pudo escri- 
turar: que la oportunidad para ello llegó en 1929 y al pedirse 
el certificado de! raso con ese objeto, en definitiva se le negó 
personería para hacerlo, en razón de no ser la propietaria del 
terreno. 

Como peticiones subsidiaria», dedujo l¡i prescripción (leí 
dominio del mismo y la de loa deudas de contribución territo- 
rial anteriores n 1933. 

La sentencia en recurso ha rechazado "in totnm" la de- 
manda y ln parte la recurre por las vías de nulidad y apelación. 

Kn cuanto a la primera, la parte sólo ha puntualizado en 
forma expresa, una causal de nulidad, que consiste en que el 
jnez n.> trató una de sus alegaciones (fs. 82, III). 

Tal motivo no en atendible pnra el efecto perseguido si, por 
la vía del otro recurso, se la considera y resuelve. Por ello, se 
lo rechaza. 

Respecto del segundo, el actor no reclama por las prescrip- 
ciones que invocara y que le fueran rechizadas; de consiguien- 
te, sólo corresponde decidir sobre » alcance del privilegio que 
se hace valer. 

Este, que importa una exención virtual y real amplísima, 
qae ampara a la industria ferrocarrilera, eotitra toda tasa, con- 
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tribución, pravamcn o retribución de servicios, cualquier* que 
sea su carácter y denominación, excepto por aguan corrientes, 
cloacas y navimentns frontales a lar estacione» dentro de Tas 
plantas nrluirm 1 ? y las nucvns tusas y retribuciones a que alude 
el art. 2' <h 'n lev ItJG'jT. sean nacjnnnles. provincial o 
n|»íífciñaTflH furts. 8» y V: leyes 5$l5 y 10.6r>7). comprende 
sin duda, el eftwj de ñutos, ya que estos textos Icpalos no se 
refieren a io<? bienes sino a las empresas: basta que la indus- 
tria del tmnsnortf ferroviario comprenda alfrún bien dentro de 
sits sistema* narn que el privilegio juee-uc con aquella exten- 
sión ( Porte Suprema. Fallos, t. 183. p. 181 ; t. 103. ps. 77 y 365 
y t 202. n. 388). Por tanto, toda disposición lepa!, resolución 
administrativa o deerrto de alfrnno de los departamentos eje- 
cutivos de aquellas ordenen, que contraríen o se oponjran a sus 
conseenenetn<i. deben ceder en mi beneficio v no pueden opo- 
nérseles validamente, como ocurre en el subjndiee. 

En efecto, de los informes oficiales de fs. 26, 2fi v., 32. 32 
v„ 33 y 33 v.. resulta qne el terreno en cuestión fué adquirido, 
aunme BO esentnrado en 1006. está desde entonces afectado al 
servicio de la industria de la actora con los rieles qne se asien- 
tan en ffl y ''"orfi en su cuenta ennital. 

Exísrir ni paco de eonfrihución territorial por todos esos 
años por e 1 hecho dn que el jniunehlc no fué escriturado, im- 
portaría en la realidad violar la exención de impuestos acor- 
dad» a la nmnresa por las leyes citadas. 

Por ello se revoea la sentencia recurrida y haciendo lttRar 
a la demanda se declara que la resolución miniaterial y el 
decreto del P. R. «rriba citados son contrarios a las leves 5315 
y Tft.ír>7 y. nnc dicho poder, por intermedio de la Administra- 
ción firnl. dr. rWHhnHón Territorial dehe otorpnr libre de 
deuda el certificado necesario para escriturar la parcela de 
tierra n míe se n'ude en la demanda. fVtns por su orden. 
— Alfrpvn f?. rrc-nrd. — Jun-tt A. flon^ttez Cnhlrrón. — 
Ricardo Vi'lar Pa'acio, — Carlos del Campülo. — Carito He- 
rrero. 
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Bs. Aires, 24 de setiembre de 1947. 

Y vistos los ñutos "Cía. Oro?, de PF. CC. de la 
Prov. de Bs. Aires e. Gobierno de la Nación a, cobro 
de pesos", on ios que so lia concedido el recurso extra- 
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ordinario interpuesto a fs. 90 por el Sr. Proe. Fiscal 
contra la sentencia dictada a fs. 87 por la Cám. Federal 
de Apelación de la Capital. 

Considerando: 

Qnc el recurso extrnorrlinnrio es procedente por- 
que está en cuestión la inteligencia del art. 8 do la ley 
federal 5315 y la sentencia definitiva de fs. 87 es con- 
traria a la que le atribuye el apelante. Esta Corte tie- 
ne declarado que tratándose de la "interpretación de 
leyes generales de la Nación que ambas partes enten- 
dían compatibles con su derecho, la procedencia del 
recurso extraordinario no se supedita a la resolución 
contraría a la pretensión de ninguna de ollas, pues 
cualquiera sea el tenor de la sentencia necesariamente 
envuelve el desconocimiento de una fneultad... funda- 
da en nnn ley federal" (Fallos: 189, 30fl). Qnc es lo 
que ocurre en este caso donde si bien el pronunciamien- 
to es en favor de la exención dispuesta por el precepto 
legnl citado, os, al mismo tiempo, contrario al derecho 
invocado por le Fisco Nacional desdo ta contestación 
do la demanda, de cobrar el impuesto de que se trata 
por no alcanzar al ferrocarril actor, en este caso, la 
exención que invoca. 

Que si bien las cuestiones de hecho son, en prin- 
cipio, ajenas al recurso extraordinario, dejan de serlo 
cuando se hallan en tan estrecha eoi.exión con los pun- 
tos de derecho federal constitutivos de la materia pro- 
pia del recurso, que no se los puede decidir por separndo 
(FaMos: IRA. 170), o cuando, en lo que se refiere a los 
hechos que fundamentan la interpretación del precep-o 
federal de (pie se trata, Ja decisión no se apoya en prue- 
bas resultantes del expediente (Tmaz y Iíky, El recurso 
extraordinario, píicr. C>R y los tratadistas nacionales y 
estadounidenses allí citados). 
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Que la actora sostiene no estar obligada a pagar 

la contribución territorial liquidada con motivo de trá- 
mites de escrituración a su favor de una fracción de tie- 
rra que sostiene haber adquirir? j en 1917 y tener ocu- 
pada con instalaciones ferroviarias desde diciembre de 
1906, por lo cual te alcanzaría la exención dispuesta 
en el nrt. 8 <le la ley 5315. 

Que si hien en la sentencia recurrida se afirma que 
"de los informes oficiales de fs. 2G, 26 vta., 3¿¿ 32 vta,, 
33 y 33 vta. resulta que el terreno en cuestión fué ad- 
quirido (por la empresa), aunque no escriturado, en 
1906 y está desde entóneos afectado al servicio de la 
industria de la actora con los rieles que se asientan en 
él y figura en su cuenta capital" debe observarse: 1* 
que según la propia actora la compraventa habría sido 
concertada en diciembre de 1917 (fs. 1 vta. de la de- 
manda, documentos de fs. 14, presentaciones de fs. 25 
y 36), y 2» que no hay en autos documentación alguna 
en la que conste dicha convención, pues el documento 
de fs. 14 (una presentación del representante de la so- 
ciedad vendedora y del Director General de la empresa 
adquirente al Administrador General de Contribución 
Territorial, el 19 de agosto de 1936) alude a ella, pero 
nada más. 

Que según el informe do fs. 33 de la Dirección de 
Ferrocarriles el terreno de que se trata "se encuentra 
afectado a la explotación del ferrocarril y su valor in- 
cluido en la cuenta capital". Pero no hay en autos cons- 
tancia alguna del carácter y las condiciones de la afec- 
tación y la inclusión aludidas, lo eunl tonía en el caso 
importancia decisiva pues faltando como faHa toda 
prueba del dominio que la empresa invoca, la ocupación 
habría sido de un inmueble njeno. Y aunque se admitie- 
ra, en hipótesis, que esa ocupación liberaba do todo 
impuesto al bien que era objeto de ella, como lo sostiene 
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la acto ra fundándose en lo dispuesto por el art. 12 del 
decreto reglamentario de !a ley 5315, es obvio que lo 
hubiera liberado solo en cuanto la ocupación hubiese 
sido convenida, cualquiera fuese la naturaleza jurídica 
del convenio, desentendiendo al propietario del paso 
del impuesto en cuestión, es decir, poniéndolo a cargo 
de la empresa ocupante. A lo cual cabe agregar que la 
inclusión en la cuenta capital no es por si sola decisiva 
para substraer a la potestad fiscal de la Nación, las 
provincias o las municipalidades los bienes que com- 
prende. 

Que en lo referente a la ocupación con ánimo de 
adquirir el dominio, invocada en la demanda al alegar 
subsidiariamente a fs. 6 vta. preseripción adquisitiva, 
esta parte del reclamo quedó definitivamente rechazada 
en la sentencia de fs. 87, por lo cnal no cabe hacer ar- 
gumento de ello en la oportunidad de este recurso extra- 
ordinario para suplir la ausencia total de prueba res- 
pecto a la compra do 1917 y a la naturaleza de la ocu- 
pación que la habría precedido desde IDOfi. 

Por tanto se revoca la sentencia de fs. B7 en lo quo 
ha sido materia del recurso. 

Tomás T). Casares — Frl-tfb S. 
Pbrez — Tiiiis R. TjOxohi — 
Justo L. Alvares Ronníounz 
— Rodolfo O, Valbkzuela. 



800 IIR 1ÍKRP. LTDA. WOBLFLIN Y CÍA. v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS liEDITOS 

PRESCRIPC/Oy Tiempo iie la prescripción. Leyes especíala. Im- 
pmstto a los réditos. 

La neeiftn par» repetir el impuesto a Tas ventas papado 
con respecta a un contrato de impresión por quien, ínter- 
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pretando erróneamente la ley 12 143, creyó que se hallaba 
comprendido en el art. 1» de la misma, prescribe en el 
plazo de dos años establecido por el art. 24 de la ley 11.683 

(t. o.). 

Sentencia de i, Juez Federal 

Rosario, febrero 27 de 1946. 

Y vistos ¡ Estos autos caratulados "Woelflin y Cía. S. R 
L. contra Fi-co Nacional (Kíditos), repetición de pago", ex- 
pediente 7893. 

Y considerando: 

Primero - La. soledad de responsabilidad limitada "WoeK 
flin y Oía."', demanda al Pisco Nacional (Dir. Oral, de Imp. 
a los RMi:os1 por repetición de la sumn de diecisiete mi? tres- 
cientos veintiocho pesns con un centavo moneda nacional, 
abonada rn concepto de impuesto a las ventas en las oportu- 
nidades que expresa la planilla de fs. 8. 

La aetora hace presente que dicha reclamación estovo 
tnclnídn en un recurso administrativo de repetición inter- 
puesto ante la delegación de esta ciudad de la Direc. Gral. del 
Imp. a los Toditos por la suma de $ 22.252, 87 m/n. cuy» trt- 
*nitar>ión consta en rl expediente administrativo adjunto. 

En el meneinnndo recurso administrativo se hizo hipar al 
reclamo sólo hasta la sumn de $ 4.924,86 m/n. considerándose 
qup la acción para repetí r ? \ impuesto ingresado con anterio- 
ridad mayor de dns años a la fecha de la resolución se encon- 
traba preseripta, 

La actorn sostiene que el derecho a la repetición que re- 
clama n n éste exocflinute se encuentra lcuis'ado por el art. 41 
de la lev 11.683 y oue. por lo tanto, no está repirln por la pres- 
cripción de dos años, sino por ta de diez años prevista por el 
art. 402:i del Pód. Pivil. 

La demandada sostiene el mismo criterio de la resolución 
administrativa o sea que lo» ingresos afectuadog por la actor» 
con anterioridad superior a los dos años de la fecha de la re- 
solución administrativa, se encuentran preseriptos en virtud 
de Ir> dispuesto por el art. 24 de la ley 11.683 v decreto del 
P. E Naeinnnl n* 1093, de fecha 7 de noviembre de 1944. 

Segunda: La demanda, como se ve, no discute la efectivi- 
dad de los papos invocados, los que por otra parte constan en 
la planilla confeccionada a fs. 13 de! -ecurao de repetición. 
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Tampoco cuestiona el fondo del asunto, limitándose a sos- 
tener i|iic la acción para repetir se encuentra proscripta. 

Corresponde, en consecuencia, examinar esta única defen- 
sa opuesta por la parte demandada. 

Ttrccr» : El art. 24 de la !cy 11 683 ha sido ya interpreta- 
do por la í'nrte Suprema de Justicia de la Nución en el sentido 
de que el plazo de dos míos fijado en el mismo para la pres- 
cripción de la acción de repetición se refiere solo a los casos 
en que "el pago haya sido efectuado por error de cálculo o 
concepto en las propias declaraciones del contribuyente o 
agente de retención". (Fallos, 193, 81). 

En el caso euVftte no se trata de un error de cálculo o 
de concepto que surja de las propias declaraciones del con- 
tribuyeme o del agente de retención. 

Lo que aquí se discute es una cuestión de interpretación 
sobre la procedencia del impuesto abonado por la acto ra por 
cuyo motivo se trata de un pago voluntario de las previstos por 
el art. 41 de la ley 11.683 que, a falta de un plazo determinado 
de prescripción, puede ser repetido dentro del término de 
diez años fijado enmo norma general por el art. 4023 del Cód. 
Civil CS. C. N., fallo cit.). 

Cuarto -. Queda por considerar la invocación que hace la 
demandada al decreto del P. E. Nacional de fecha 7 de no- 
viembre de 1344. sepún el cual se habría aclarado el sentido 
del art. 21 de la ley 11.683 estableciéndose que "las demandas 
por repetición de impuestos, cuando el pago haya sido efectua- 
do por error de cálculo o de concepto en tas propias declara- 
ciones del contribuyente o agente de retención o cuando sin 
deducir oposición antes del vencimiento del impuesto, éste 
fuera abonado voluntaria o compulsivamente, se ajustarán al 
procedimiento previsto en el art. 41. La acción de repetición 
en todos los cuma se prescribe a los dos años del pago". 

Este artículo, como se ve, aplica la misma prescripción 
de dos años a los casos del art, 24 de la ley 11.683 como a los 
previstos en el art. 41 que no contienen término alguno de 
prescripción. . 

Por ello la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
entendido que este decreto que, so pretexto de aclarar modi- 
fica el texto lega] íi i¡ue se refiere, excede Jos facultades regla- 
mentarias del P. E. 

Tanto la facultad de aclarar como la de modificar el sen- 
tido de la ley son facultades propios del Poder Legislativo — 
ha dicho la Corte Suprema en el fallo de referencia — agre- 
gando que "tampoco le corresponde aquella atribución al P. E 
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de faeto por cuanto no se trata en el vaso de un acto indis- 
pensable para mantener él funcionamiento del Estado o del 
cumplimento de los fines de la revolución" (S. C. N. autos 
Bengocchca c. Gobierno Nacional, fallo de fecha 1* del mes en 
curso citado en la Ley del o* del corriente). 

De acuerdo con esta interpretación de la Suprema Corte 
Nacional ca indudable que el citado decreto del I\ E. Nacional 
no tiene ninguna aplicación en el sub lite y, por lo tanto, no 
puede variar In situación examinada en el considerando terce- 
ro cu cuya virtud procede rechazar la prescripción opuesta por 
la parte demandada. 

Quinto: En cuanto al fondo del asunto no solo no se ha 
deducido otra defensa que la anteriormente considerada sino 
que el reconocimiento del derceho de la actora surge de la pro- 
pia resolución recaída en el recurso de repetición, donde se 
nizo lugar parcialmente a la devolución solicitada, limitándola 
en cuanto al monto por considerarse proscripto el derecho para 
recamar el resto. Dicho reconocimiento, por otra parte según 
mí expresa en el mismo fallo administrativo, constituye ún aca- 
tamiento a lo resuelto sobre el particular por la Suprema Corta 
Nacional en el fallo registrado en el tomo 198, pág 193 

Procede en consecuencia, hacer lugar a la devolución so- 
licitada, debiendo nbnnarac las costas en el orden causado por 
haberse inspirado la defensa de la parte demandada en el texto 
expreso de un decreto del P. E„ cuya inaplicabilidad recién 
ac resuelve judicialmente. 

Por estas consideraciones, fallo: 

Rechazando la defensa de prescripción alegada y en con- 
secuencia, haciendo lugar a la demanda y condcnando'al Fisco 
a devolver * "Woelflin y Cía/' la cantidad de peso* 
17.328,01 m/n. con intereses desde la notificación de la de- 
manda al tipo percibido por el Banco de ta Nación. Las 
se abonarán en el orden causado. — Emüio li. Tasada 



Sentencia de la CAhaba Federal 

Rosario, 29 de agosto de 1946. 
Vistos y considerando que: 

Primero ¡ Tal como surge de la respuesta a la demanda, la 
única cuestión a decidir es la relativa a la prescripción de la 
acción promovida. No hay discrepancia acerca de tos hechos, 
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loa rúales constan en los antecedente* administrativos y tampo- 
co se discute la verdadera naturaleza del trabajo o contrato 
realizado por !a aetora en su actividad comercial e industrial, 
pues al respecto se acata el fallo dp la Corte Suprema ía re: 
Marcelo nanita v. R'ditea. declarando one los t^haios de im- 

E renta por encardo de tereros, no se hal'nn comprendidos en 
is disposiciones de la ley 12.143; a tal pnn'o. nue ya se acep- 
tó, administrativamente la devolución parcial de míe informa 
ín rcsolneion r]c fuia* 7. es deeir. de 1 * imnncfítos cuyo potro 
no tuviera nm antñrüedad mayor de los año?; 

Srnrtntl": J,n int*»mrctnf"ion del nrf, 24 d" }» lev ll.fiRS. 
ya na «ido fiiada por la Crvte en \'anos casos especialmente 
en lis rc^í'-tfn/^ rn <*i t. 19-3. ní¡g, Pl y t. tfin. n-V en 
t>nse n nn «smon cnortlinndo de los n re-lentos lera'es estnhTc 
riendo niK el niazo nara demandar al Fisco por renet ; eión di 
finrmestea nardos ñor error o críenlo nO"centn en 'n* nenias 
rteelíTrneioues íV| pontribiivent*». solo se refiere a' nmcedimi^n- 
to rdmin ; str;it*vn v no a' íudíe ; al. Fuera ríe con snrmestos 
precisos Tn rejvtíei "n rmr vía trtdieial se ri™e ñor el a**t, 41. qun 
no peer*, un t'rm'no de nreserinrión ceneral ^stptuída en el 
art. 4fV?'l del Cód. Civil fCnrfe ^itnremfi : t 212. ^ 4431, 

Xo es men^ter insistir en el análisis del juegn armónico 
de amhas disposiciones, ya nue es catotérica y reiteraba la 
tesis de la Ton»» sobre el pmito; a lo ou* se ttne ta oninirm da 
los actores, roroo nu»de verse en el convincente estudio de C. 
A. Velarde. publicarlo en Jja J>t/. t. 28. pa>. 123. 

Tercero: El .««& .iwdíce t «ae definitivamente en la previsión 
del art. 41 de la Tcy 11.063. No se trata aquí, de un papo por 
error de cálculo, o de concepto, es decir, de nn pairo por error 
de heclio, meramente aritmético, o de derecho, por aplicación 
equivocada de las disposiciones lépales. En verdad, estamot 
frente a nn caso de pago indebido, no por error de hecho o de 
derecho, sino sin «*nii«a fv. nota citada). Tía falta de causa o 
la cavs:t ilegitima provienen de los antecedentes existentes. Si 
el tributo se eohró en virtud de una ley. que por dcclnracíón 
jtldicial de la jurisdicción suprema, no lo impone en realidad 
a las actividades mencionada*, resulta evidente míe no media 
la sat!ei'»n legislativa indispensable para tnda creación de pra- 
vñmenes. Desaparece así el mandato legal, vale deeir. la tínica 
causa fpip autoriza al Botado n requerir el papo de impuestos; 
y los nue hubieren s*dn percibidos en esas condiciones deben 
ser devueltos, en razón de ku misma ilegalidad Por ello, con- 
ceptúase que una tal Fituanon excede oí mareo de previsión 
del art. 24. al hablar de simple error de concepto, con lo cual 
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se enfocan otros supuestos de entidad distinta, como Be expli- 
caba en el decreto reglamentario de la ley 11.683, de 1933 t 
art. lfl. 

Por iu demíís la apreciación diversa que hubiera podido 
efecÉtnaíse —como la qw* menciona la demandada en sur escri- 
tos, referente a un pronunciamiento anterior de esta Cámara—, 
dehp ceder ntite et criterio expuesto por la Corte en un inicio 
que. por la materia, guarda patente analogía con el presente. 
En la causa "SinTnrns Rauninn v. Onbiernn*' ffc 202. páp. 515), 
en nup se repetían impuestos a las ventas, también considera- 
dos jlp-rales ñor nn existir ventas, sino lorneión de obra, y en 
que. asimismo, había asentimiento a la repetición a partir de 
cierta fecha, conforme al fallo ín re: Marcelo Guaita. la Corte 
refirmando sn intcrnrctaeión del t. 193, pií« 81, dijo que el 
art. 24 de la lev 11.RS3. "solo se refiere a los papos efectuados 
por error dp calculo o de concepta lo oue no ha ocurrido Pn el 
caso de examen, en oue el paso habríase efectuado sin cansa 
y por error de derecho". Es obvio que la perfecta identidad de 
AiTiineinnm contempladas, obtiera a la misma solución jurídica 
de la cuestión propuesta, o sea. de la prescripción apiicable. 

Cnho tranr a colación, por último, las recientes decisiones 
de la Cém. Fed. de la Capital, en un todo concordantes con 1& 
doctrina dp referencia, publicadas en el diario La Ley, de 10 a 
26 de! mes en curso. 

Cuarta: El decreto n* 30.141 de noviembre 7/44, dictado 
por el P. E. de faeto, carece de validez. Su alcance modifica- 
torio y no merampnte aclaratorio de la ley lLfi83, fué decla- 
rado por la Corte Suprema ta re: Bengoeehéa v. Réditos (r. 204, 
páfr. 301 : estableciendo también que. aún en el secundo su- 
puesto, e*eedfa los poderes del P. E. por implicar el ejercicio 
de facultades privativas del Conpreso de la Nación v no tra- 
tarse do nn neto indispensable para mantener el funcionamien- 
to de' Estado o del cumplimiento de los fines de la revolución. 
Con lo que pierde toda importancia la invocación, por la de- 
mandada, del caso aludido antes, aparte de que allí no ae 
cuestionó lavalidcz del decreto, y el contenido de éste sólo 
constituía un fundamento adicional, a mayor abundancia, de 
los que realmente sustentaban el fallo. 

Quinta •. Las nuevas cuestiones introducidas al final del 
informe eti la instancia, son improcedentes, por eso mismo, o 
sea, por la oportunidad prnecsal de su alegación, que no ha 
permitido la consideración por la parte contraria; si bien, en 
cuento al decreto ley n» 14.341 /4G, no era posible hacerlo antes, 
dada su fecha, mayo de 1346. Pero a este decreto le alcanzan 
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las misnms objeciones esenciales expuestas en el considerando 
cuarto acerca del n» 30.141/44, sin que modifique la situación, 
el hecho de que haya sido dictado en acuerdo de ministros. Y 
el decreto ley 24.671, de octubre 10 de 1945, aparte de que 
pudo ser invocado untes, y admite el mismo reparo, resulta 
impertinente en la causa, pues, como se dijo al principio, aquí 
no se controvierte si la locación de obra dehe tributar el im- 
puesto a las venias, tópico consentido por Réditos, sino si loa 
paaros hechos con anterioridad de dos años al fallo del caso 
Guaita. pueden ser repetidos o están amparados por la pres- 
cripción del art. 24. ley 11.683, 

Sexto : Las costas lian de imponerse, con arréelo al art 
48 de dicha ley. y teniendo en cuenta, además, que el juicio 
se refiere a cuestiones que deben entenderse ya juzgados por la 
Corte Suprema. 

Por estos fundamentos y los concordantes del a quo, se 
resuelve ; 

Confirmar !a sentencia apelada, obrando a fojas 41-43, 
que rechaza la defensa de prescripción y hace luear a la de- 
manda declarándose que el Fisco Nacional (Dir. Oral, del 
Imp a los R'-ditrs\ debe devolver a Woelflin y Tía. Sociedad 
de Responsabilidad Limitad», la suma de $ 17.328,01, (dieci- 
siete mil trescientos veintiocho pesos con un centavo moneda 
nacional), más los intereses al tipo del Banco de la Nación 
desde la fecha de la notificación de la demanda. Con costas en 
ambas instancias. _ Juan Carlos Lubary. — Santos J. Satco- 
ne. — Manutl Granados. 

Voto imr, Dr. Manuel Granados 

Por los fundamentos explanados por el Sr. .Tuce o ano, 
que se ajustan a las constancias de autos y a la doctrina sus- 
tentada por !a Corte Suprema en los fallos citados, se resuelve: 

Confirmar ?a sentencia ane'ada, obrante a f«. 41-43, que 
rechaza la defensa de prescripción y hace lucar a la demanda, 
decorándose que el Pisco Nacional (Dir. Gral. del Impuesto 
a los Réditos! debe devolver a Woelflin y Cía S. R. L., la 
suma de $ 17.!f2.H,01 (diecisiete mil trescientos veintiocho pe- 
sos con un centavo moneda nacional), mas los intereses a) tipo 
del Raneo ri»> la Nación Argentina, desde la fechi de la notifi- 
cación de la demanda. Con costas en ambas instancia». — 
Manuel Granados. 
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» Br. Ai ros, 24 do setiembre do 1947. 

Y vistos los autos "Woelflin y Cía., S. R. L. v. 
Fisco Nacional (Réditos), s. repetición de pago" en 
los que se lia concedido el recurso ordinario de apelar 
ción deducido por la parle demandada. 

Considerando: 

Que en la expresión de agTavios de fs. 74 sólo se 
hace cuestión de Jo que la sentencia apelada decide en 
punto a aplicación de los arts. 24 y 41 de la ley 11.683 
(T. O.), por lo cual este pronunciamiento debe limitar- 
se a ello. 

Que comr lo tiene decidido esta Corte en Fallos 
205, 339, el art, 24 contempla los casos de pago por error 
de hecho o de derecho, es decir aquellos en Jos cuales 
se 3o hizo sin existir disposición legal que lo impusiera, 
y el art. 41 los de pago sin causa, esto es, Jos que sort 
hechos en virtud de un precepto que resulte ser con- 
trario a las leyes (Fallos: 188, 381). 

Que en este caso la actora pagó el impuesto a las 
ventas (ley 12.143) no obstante que, como lo tiene de- 
clarado esta Corte dicho gravamen no comprende los 
trabajos de imprenta contratados por terceros que no 
constituyen una venta sino una locación de obra (Fa- 
llos: 198, 193). 

Que el pago obedeció, pues, claramente, en este ca- 
so, a un error de concepto, pues se lo efectuó "sin me- 
diar disposición que estableciera la obligación de ha- 
cerlo, . . .cuando no existía la obligación de pagar) (Fa- 
llos: 188 pág. 382, considerando 3*). 
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Por tanto so revoca la sentencia apelada y so re- 
chaza en consecuencia la demanda. Las costas de todas 
las instancias se pagarán en el orden causado en razón 
de la naturaleza de la cuestión debatida. 

D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríouez 
- Rodolfo G. Válemela, 



JUAN A. VALENZUELA 

GOBIERNO DE FACTO. 

Los decretos* leyes dictados* por el gobierno de. fado non 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo du- 
rante el Robierno constitucional subsiguiente aunque no 
hayan sido ratificados por el Congreso. 

CONSTITUCION NACIONAL: Conttitucionalidad e inconstitucio- 
nslidad. Decretos nacional*». Vario*. 

El decreto 20.942/44, que modifica el art 52 del Cód. 
Penal, es válido por razón de bu origen. 

PENA. 

Pudiendo persistir aún el estado de peligrosidad post- 
delictnal del condenado, atento sus antecedentes y defi- 
ciente personalidad psíquica, es prematuro acceder al pe- 
dido de suspensión de la accesoria de reclusión formulado 
con antelación de varios años a la fecha en que deberá 
darse comienzo a su aplicación La suspensión autorizada 
por el decreto 20.942/44 es excepcional y requiere elemen- 
tos de juicio indubitables al termino de la condena. 




Dictamen del Procurado* General 



Suprema Corte: 

Por sentencia ríe fecha 3 de setiembre de 1943 (fs. 
130), V. E. condenó a Juan Alberto Valenzuela reo de 
violación y rapto, a sufrir doce años de prisión, acceso- 
rias de ley y pago de costas, más la accesoria especial 
de reclusión por tiempo indeterminado en un paraje 
de los territorios del Sud, después de cumplida aquella 
pena el 27 de mayo de 1954, a las veinticuatro (cómpu- 
to de fs, 133 vía.). 

Más tarde, en 3 de agosto de 1944, el P. E. de facto, 
por decreto n* 20.942, dictado en acuerdo de ministros, 
(Bol. Oficial, agosto 14/44), resolvió reformar entre 
otras disposiciones, el art. 52 del Cód. Penal, estable- 
ciendo con referencia a la reclusión en dichos territo- 
rios : 

"Los tribunales podrán, por única vez, dejar en sus- 
penso la aplicación de esta medida accesoria, en los 
casos de menor peligrosidad en el condonado". 

Es tal reforma la que ahora invoca Valenzuela pa- 
ra solicitar se deje en suspenso "por esta única vez" 
la aplicación de la accesoria especial impuesta por V. E. 
en cumplimiento de lo dispuesto por oí art, 52 citado. 
Cnhen a tal respecto tres observaciones: 
1*) ha sido .jurisprudencia corriente de la Corte 
Suprema desconocer al P. E., fuese constitu- 
cional o de jacto, la facultad de modificar por 
decreto y con carácter general las "leves pe- 
nales", salvo caso de indulto, único admitido por 
la Const. Nacional; 
2») aun en la hipótesis de que el P. E. de fncto hu- 
biera podido efectuar tal modificación durante 
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la ausencia del Congreso, los efectos de dicha 
reforma habrían cesado al reinstalarse el cuer- 
po legislativo; 
3») la reforma en cuestión lia sido sometida por el 
P. K. constitucional al 11. Congreso, sin que 
hasta ahora tenga sanción legislativa. 
Corresponde, en consecuencia, estar a lo resuelto 
en el fallo del 3 de setiembre de 1043 que impuso a Va- 
lenzucla su condena. - Bs. Aires, febrero 5 de 1947. - 
Juan Alvar cz. 



FALLG DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, setiembre 24 de 1947. 



Autos y vistos; Considerando: 

Que, respecto a los defectos de origen del decreto 
20 942/44 alegados por el Sr. Procurador General y, a 
mérito de lo resuelto por esta Corte en las causas Ar- 
landini Enrique y otras, corresponde desestimarlo. 

Que, en cuanto al pedido de suspensión por esta 
única vez de la accesoria de reclusión impuesta al reo, 
es de tener presente, que la extinción de la pena no 
habrá de operarse hasta el 27 de mayo del ano IW*. 

Que, por lo tanto, atento n los antecedentes poli- 
ciales v judiciales con más la actual deficiente persona- 
lidad psicológica del peticionante, (informe de fe. 6) 
, la especial naturaleza de la medida de segundad acco- 
aoria dispuesta en razón de la insuficiencia de la fuerza 
moral objetiva de las penas anteriores aplicadas, debe 
eeñalnrse en el caso, que pudiendo persistir aun el es- 
tado de peligrosidad post-delictual incluido dentro de 
la doctrina de la integralidad antisocial admitida por 
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esta Corte (Fallos: agosto 1» do 1938; in re "Alvaro 
Domingo Carlos"), habría de resultar prematuro todo 
favorable fundamentado en una dis- 
penal tic carácter eminentemente excepcional 
y que por lo mismo, requiere elementos de juicio indu- 
tutabk-s al término tic la condena. 

Que, por todo ello, corresponde no hacer lugar por 
ahora, al pedido de fs. 1, y así se resuelve. 

Tomás Tt, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis Tí. Losohi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



SUPERINTENDENCIA © 

iUECES. 

Lm jucees federales tienen facultad para remover por si 
solns n tr io el personal de sus juzgados, inclusive a loa 
secretaría». Por tratarse de unn facultad privativa, la 
determinación de la existencia de la causa de remoción 
queda exclusivamente librada al juez en cada caso. Ello 
no es óhie* para que la atribución del carácter de causa al 
motivo invocado sea objeto de apreciación por parte del 
superior que ejerce la superintendencia. 

KKPLEA DOS PUBLICOS: Nombramiento y eftaeión. 

La participación directa o indirecta en las lucha» política» 
es cimsn de remoción de loa secretarios le los jueces fe- 
derales. 

tlitPLEADOS PUBLICOS!: Nombramiento y cfsarión, 

La preferencia establecida por la acordada de la Corte 
Suprema de fecha 17 de srtiembre de 1945 en favor de loe 
empleados judiciales que están en condiciones de ocupar 
por ascenso el carpo vacante no está supeditada a 1» 
''absoluta confianza" que merezcan al juez. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airea, 24 de setiembre de 1947. 

i 

■* 

Autos y vistos ; Considerando : 

Que por disposición del art. 18 de la ley 27 "latí 
personas cine con arreglo al reglamento interno de sus 
juzgados hayan de desempeñar las funciones subalter- 
nas de ellos" serán propuestas por los jueces secciona- 
les, para su designación, a ln Corte Suprema, pero és- 
tos " podrán removerlas por sí solos". Que la disposi- 
ción lega! citada acuerda a los jueces seccionales, en 
punto a remoción de su personal una facultad induda- 
blemente privativa. Si bien el art. 18 de la ley 27 no 
pudo comprender a loa secretarios que entonces no exis- 
tían con su actual carácter, la disposición legal que los 
creó — art. 5* de la ley 1190 — nada dice sobre su remo* 
ción y en cuanto al nombramiento establece el mismo 
régimen del citado art. 18 de la ley 27, por lo cual y no 
haber ningún precepto legal que en punto a remociones 
del personal de los juzgados federales, sancione excep- 
ción alguna al sistema impuesto por la ley 27, ha de 
concluirse que respecto a todo el personal asiste a los 
jueces la facultad de removerlo "por sí sotos". 

Que por no ser privativa la facultad, el acto de bu 
ejercicio deja de hallarse comprendido en la superin- 
tendencia a que esté sometido por ij| ley el magistrado 
que la ejerce, comprensiva como es dicha sun^r intenden- 
cia de cuanto se refiere al cumplimiento de los deheres 
de su cargo por parte de los funcionarios incluidos en 
•U régimen (ley 4005, art. 11. inc. 4» última parte). Ser 
privativa la facultad quiere decir que la determinación 
de la existencia de la causa en enda caso queda exclusi- 
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vamente librada al juicio de quien está investido de ella, 
pero sin perjuicio de que la atribución del carácter de 
causa al motivo invocado sea objeto de apreciación por 
parte del superior. 

Que la causal invocada en la comunicación recibida 
el 23 del corriente y hecha a raíz de requerirse explica- 
ciones por el Tribunal respecto de los fundamentos 
de la resolución testimoniada a fs. 8, es, considerada 
en si mism», motivo suficiente de remoción (ley 8871, 
art 82, inc. 1\ art. 17 del decreto reglamentario del 21 
de marzo de 1912 y del decreto del 2 de enero do 1923), 
En cuanto a la comprobación de su existencia en el caso 
particular esta privativamente librada por la ley, según 
queda expresado, al juicio del titular del Juzgado a que 
pertenezcan los empleados. 

Que la preferencia establecida por la acordada del 
17 de setiembre de 1945 en favor de los empleados que 
se encuentren en condiciones de ocupar por ascenso el 
cargo vacante no puede supeditarse a la "absoluta con- 
fianza" que dichos empleados merezcan al juez, sin que- 
dar prácticamente sin efecto o librada —cuando la pro- 
puesta ha de ser hecha por un juez de reciente incorpo- 
ración—, a la eventualidad do un conocimiento anterior 
de las personas que constituyen el personal del juzgado, 
personal que en cumplimiento de lo dispuesto por la 
acordada que se araba de citar es anualmente calificado 
por el juez respectivo. 

Por tanto vistas las propuestas que para reempla- 
zar a los removidos se hacen en ln comunicación de fs. 
7, las explicaciones de fs. 10 respecto al cumplimiento 
de la acordada del 17 de setiembre de 1045 en lo que se 
refiere a la provisión del cargo de habilitado y haber 
un solo empleado con título habilitante para ser secre- 
tario, desígnase secretario en reemplazo del Dr. Carlos 
O. Vélez al propuesto, actual secretario del Juzgado 
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Letrado de Sáenz Peña, Dr. Manuel Linares, y oficial 
de justicia, a D. Rogelio Oermún Bustos cu reemplazo 
de D. Francisco Vanni. Y respecto a la vacante de se- 
cretario producida por la remoción del Dr. Horacio P. 
Dedoracinei, hágase saber al Sr, Juez lo espresado en 
el considerando 5* con transcripción íntegra de la pre- 
sente resolución. 

Tumáh D. Casares — FrxirR S. 
Pérez — Lurs R. ÍjOnohi — 
Justo L. Alvabez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valehzueu. 



NACION ARGENTINA v. PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES 

BXPROr* ACION; Principio* 9 t*sraUa. 

La facultad de expropiar del gobierno federal no está 
supeditada al consentimiento de loa provincias* ni aun 
cuando los bienes afectados estuvieran destinados a fines 
de utilidad pública en el orden local. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, setiembre 26 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada "Gobierno 
Nacional c. Buenos Aires, la Provincia, s. expropia- 
ción", a loa efectos de decidir respecto de lo solicitado 
en la audiencia de fs. 31. 

Y considerando: 

Que la facultad de expropiar del gobierno federal 
no está supeditada al consentimiento de las provincias 
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ni aun cuando los bienes afectados estuvieran destina- 
dos a fines de utilidad pública en el orden local. Así lo 
ha decidido desde antiguo esta Corte —Fallos: 108, 
240 y 2G9— siendo ésta la única solución compatible 
con la preeminencia de las autoridades nacionales en 
el cumplimiento de las atribuciones que les son propias 
—Fallos: 205, G14, cons. V—, entro las que desde lue- 
go figuran las referentes a la organización de la defensa 
nacional. Por lo demás los tribunales y la doctrina nor- 
teamericana se lian orientado en igual sentido — Conf. 
Gilbert "Tkr, Constitution of the ü. U. S. S. (annota- 
ted)" pág. 263; Willduohby "The Cottstttutional Law 
of the United States 1 ' t 1, pág. 178 y siguientes. 

Que la limitación que se solicita que el Tribunal 
imponga a la toma de posesión dispuesta por auto da 
fs, 17 t no está autorizada por la ley, no cabiendo en el 
estado actual del juicio pronunciamiento alguno qut 
pueda vincularse con los efectos de la expropiación. 

En su mérito se decide desestimar la oposición for- 
mulada en los puntos 2 y 3 del escrito de fs. 2G, y no 
hacer lugar a lo pedido en el punto 5 del mismo, reite- 
rado en el acta de fs. 31. 

Tomás D. Casahes — Felifb S. 
Pérez — Luis R, Lonohi — 
Justo L. Alvarez Romtíouaa 
— Rodolfo O. Valenzurla. 



PEDRO BALDI Y UNO. t. IMPUESTOS INTERNOS 

■ 

MULTAS: 

Las multas por defrnudanionps previstas en la ley de im- 
puestos internos son de natura'eza penal y, por regla 
general, tes son aplicables los principios del derecho penal. 
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PRESCRIPCiOS : Prescripción en materia penal. Interrupción. 

Los trámites anteriores a la demanda contenciosa del 
art. 27 de a ley 37ü'+ —17 del T. O — no interrumpen la 
prescripción do la acción penal. No habiendo existido 
actos judiciales directos contra el contribuyente o para la 
represión de la infracción hecha después de cinco años 
de cometida ésta, la acción penal ha proscripto. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de setiembre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Baldi 
Pedro y Uno. c. Fisco Nacional (Impuestos Internos 
de la Nación), s, apela resolución administrativa", en 
la que se ha concedido el recurso ordinario para ante 
esta Corte a fs. 37 vta. por la Cám. Federal de Ta- 
cumán. 

Y considerando: 

Que una reiterada jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido la naturaleza penal de las multas por de- 
fraudaciones previstas en la ley de impuestos internos 
—Fallos: 187, 569; 200, 2GS — , así como la aplicación 
con carácter de regla general, en lc« juicios a que diere 
lugar la imposición de las mismas, de los principios del 
derecho penal. Corresponde así decidir en primor tér- 
mino respecto de la prescripción de la acción, aun cuan- 
do no se haya hecho capítulo de la misma en el memo- 
rial presentado en la instancia a fs. 44 —Fallos: 18fí f 
289 y 3%, entre otros. 

.Que según se desprende do los autos, los hechos 
acriminados habrían ocurrido del 15 al 20 de abril de 
1940, en cuanto la infracción consistiría en tío haber 
denunciado las existencias de aceites lubricantes con 



arreglo a lo dispuesto en el art. 24 del tít. XII de la 
Regí, Oral, de Impuestos Internos. Aun suponiendo que 
la contravención consistiera en la falta de pago del im- 
puesto, ella habría existido a partir del 30 de mayo del 
referido año, lecha señalada para ese pago en el decre- 
to citado —Fallos : 207, 173. 



de 1944, y aplicada la multa administrativa en 17 de 
mayo do 194"), los contribuyentes ocurrieron en V de 
junio del mismo año a la justicia federal, contestándose 
la demanda contenciosa en 10 de agosto en la audiencia 
documentada a fs. 10. 

Que esta Corte, interpretando el art. 3 de la ley 
11.585, t,ut dispone: "en las causas por infracción & 
las leyó i • impuestos, los actos de procedimiento ju- 
dicial hit rrunipen el término do la prescripción de la 
acción y de la pena", ha declarado que los trámites ad- 
ministrativos anteriores a la acción contenciosa del art. 
27 de la ley 3764 —17 del T. O.— no interrumpen la 
prescripción — Fallos : 205, 594* 207, 171 y 173, entre 
otros. 

Que en la especie no han existido actos judiciales 
directos contra los contribuyentes o para la represión 
de la ¡nfraceiói antes de la audiencia de fs. 10, ocurri- 
da cuando ya había transcurrido el término de cinoo 
años del art. F de la ley 11.585. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. 
31, declarándose operada Ja prescripción de la acción 
en esta causa. 




Tomas D. Casahes — Felto 8. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Rodolfo G. Valenzuela. 
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JAIME Y EDUARDO CAMPOMAR v. PROVINCIA DE 

SANTA PE 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Camas en que et parte una 
provincia. Chusos civiles. Camas regidas par el derecho común. 

El juicio de expropiación Repuido por una provincia con- 
tra habitantes de otra, es de la jurisdicción originaria de 
la Corte Suprema ('). 



TERESA V. DE MAS v. LUIS N. TRAVERSARO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propias. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

El recurso extraordinario no procede respecto de resolu- 
ciones tendientes a la ejecución de la sentencia final firme 
de la causa, sobre la base de razones que pudieron invocar- 
se cu el curso del juicio 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos di orden local y procesal 

El recurso extraordinario es improcedente contra un pro- 
nunciamiento que declara bien denegado un recurso par» 
ante el tribunal local apelado ( a ). 



80C. DE REPP. LTDA. LOGLIO Y DÜCA v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

■ 

LEY: Interpretación y apUcadén, 

En caso de ambigüedad es acertado atenerse a la interpre- 
tación administrativa, favorable al contribuyente, que 
además conduce a una solución justa. 



(1) 29 de MtíembM da 1M7. Palloi: 178, B5; 182, 15 y 89; 188, 187. 
(3) 29 d> setiembre de 1947. Fallo*: 197, 54, 
(3) FaJlo»: .33, 12:!; 19fi, 354; 199, 128. 
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IMPUESTOS INTERNOS: Nafta y aceite» lubricantes. 

No alcanzan a los agentes de Yacimientos Petrolífero» 
Fiscales las obligaciones que respecto a la declaración de 
existencia de aceites lubricantes y pago de impuesto» in- 
ternos sobre los mismos, impone e! art. 24 del tít. XII de 
ta Reglamentación General, reglamentario del art. 12 de 
la ley 11.658, modificado por la ley 12.625. 



T vistos: 

Estm antos n« 23, año 1945, rotulados "Loglio y Dnca", 
Soc. de Resp. Ltda., apelan de una resolución de la Adm. Gral. 
de Imp. Internos de la Nación", llamados para definitiva a> 
fs. 64. 



I. La resolución impugnada corre a fs. 10 del ru vi»*.o 
n* 5425-5-944. y en elle se impone multa a la firma recurrente 
en virtud de lo dispuesto en el art, 24 del decreto n* 59.830, 
del 12 de nbril de 1940. expresando el Sr. Adm. Gral. d e Imp, 
Internos "nue al no denunciarse dentro del plazo fijado por 
la citada disposición reglamentaria, la partida de aceite lu- 
bricante, m^tivn de autos, corresponde declararla en situación 
de fraude, debiéndose aplicar a la firma Humanada, la pena- 
lidad que determina el art. 27 del T. O., sin perjuicio de 
exigirle el nasro del impuesto liquidado a fs. 7 vtá,'*. 

II. El art, 24 del decreto reglamentario aplicado por la 
Administración General determina que *' . . .Los distribuidores, 
importadores, mayoristas y manipuladores de combustibles y 
aceites lubricantes... presentarán una declaración jurada del 
15 al 20 del mes en curso, de las existencias que tengan en su 
poder el 15 del corriente...". El Sr. César Loglio, miembro 
de la razón social "Loglio y Duea" expresó, en el acto de la 
inspección (conf. f. 5 del sumario), que la firma era distri- 
buidora de los combustibles y lubricantes de la Dirección de 
Yacimientos Petrolíferos Píscales. Pero al expresar agravios 
(fs. 17) la recurrente afirma que no reviste ese carácter sino 
el de agente de Y. P. P,, y el informe tn noce, expresa que es 
comerciante minorista. Para demostrarlo ofrece como prueba: 



Sentencia del Juez Federal 



Bahía Blanca, 27 de febrero de 1946. 
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a) el informe del val «ador del partido de Coronel Sufirez, y b) 
el informe de la Dirección de Yacimiento» Petrolíferos Fis- 
cales. 

Del primero resulta que "Loglio y Duca" se encuentra 
inscripta como comerciante minorista (conf. fa. 60), y del 
segundo, que la nombrada repartición considera a sus agentes 
como simples revendedores, comerciantes minoristas (fs. 42 a 
53). 

La acusación fiscal, a la que incumbe la prueba en virtud 
de las normas que rigen el "onus probandi", resumidas en el 
art 468 de la ley procesal, no ha demostrado la existencia de 
falta imputable ni ha desvirtuado la prueba producida por los 
recurrentes. 

El referido decreto reglamentario, en su art. 24 no com- 
prende a los minoristas, y, por ello, revistiendo este carácter la 
firma apelante, no estaba alcanzada ni obligada al cumplimien- 
to de dicha disposición. 

Por ello y lo resuelto por este tribunal en la apelación 
interpuesta por "Barsky Gregorio y Cía.", fallo: 

Revocando la resolución del Sr. Adm. Oral, de Imp. In- 
ternos dictada a fs. 10 del sumario n* 5425-5-944, en cuanto ha 
podido ser materia del recurso, es decir, con respecto a la 
multa. — Mario Saravia. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, octubre 10 de 1946. 

Vistos y considerando: 

Que el decreto 59.830 de 12 de abril de 1940, dec'aró era- 
vados con los impuestos establecidos por el art. 146, inc. 1*. a 
3» del texto ordenado de las leyes de impuestos internos, a los 
aceites lubricantes de viscosidad no inferior a doscientos se- 
gundos se«?ñn el medidor Sayholt Universal a la temperatura 
de 37.R. Annmie esta disposición anterior al flobierno estable- 
cido el 4 de junio de 1943 aparece redactada en forma que 
quita apariencia de pravamen basado en In ley 11.65H. lo míe 
hace inftbjetfvh'e la procedencia de la aplicación. Conviene 
destacar que serrón el mencionado texto lecal fin". TV Jas 
t.isas impositivas deberán ser abonadas por las empresas pro- 
ductor.!-; n expendedoras desde I fecha y en ln forma (pie lo 
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establcre la mencionada ley y lo reglamenta el P. E. pero que, 
tratándose de tina carga ad valortm del precio de venta por 
mayor (15 r /, ), el supuesto legal que debe tener en cuenta la 
reglamentación es que quienes deben papar son los producto- 
res o expendedores al por mayor, sin perjuicio de la natural 
incidencia final en el consumidor y de la responsabilidad da 
los tenedores. Que no importa saber si las normas rcglamenta- 
rias se ajustaron o no fielmente al sistema legal Lo cierto es 
que el mismo decreto del 12 de abril de 1940, determinó en su 
art. 24 que |r s nuevos impuestos empezarán a hacerse efecti- 
vos sobre tos productos que salgan de fábrica desde c! 15 del 
mismo mes y que en el caso presente, en base de un procedi- 
miento deductivo de contabilidad, se ha gravado a producto» 
que en esa fecha estaban fuera de fábrica. Es cierto también 
que por el mismo decreto los distribuidores, importadores, 
mayoristas y manipuladores de combustible y aceites lubrican- 
tes debínn presentar declaración jurada de la existencia en su 
poder en la fecha arriba mencionada para pagar el impuesto 
correspondiente, pero de ninguna manera resulta claro que 
esto comprenda las existencias en circulación en poder de 
minoristas y no es justo que a estos se los considere en dolo 
por nueva interpretación administrativa recaída casi a loa 
eineo años de !a implantación del gravamen, ni tampoco se tea 
repute negligencia en cumplir una disposición reglamentaria. 

Que en un caso anterior, además, este tribunal declaró 
que un neta en la cual no aparece sino por hipótesis que un 
presunto infractor pudiera tener en existencia cierta cantidad 
de aceites minerales ni 15 de abril di« lütf). lo míe nn resulta 
eomputahle sino por deducciones de contabilidad que no cons- 
tituyen plena prueba de la materialidad de la infracción atri- 
bnída cuando ha transcurrido un largo plazo, es pertinente a 
lo sumo para liquidar administrativamente la diferencia de 
impuestos que se supone no pagados en virtud de dicha pruebe 
Circunstancial, pero no para aplicaciones penales que requie- 
ren convicción plena, sobre todo si los recurrentes no eran 
poseedores de los efectos en supuesta infracción en el momento 
de la intervención administrativa, requisito necesario para ha- 
cer recaer en ellos precisamente la responsabilidad del caso 
que. de lo contrario, habrían de ser individualizadas entre el 
proveedor de los recurrentes (como en el caso actual una re- 
partición oficial que entrega mercaderías en consignación o 
en firme), los recurrentes mismos y otros posihles cliente» 
comerciantes al menudeo (22 de noviembre de l°4ñ, recurso 
contencioso de Gallego y Rceasens, Registro de Resoluciones) ; 
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que aún debe citarse come indicio del reconocimiento de la 
especialidad de cutas situaciones por la misma administración, 
el reciente decreto d* 8349 de fecha 28 de marzo del corriente 
año, por el cual se condonan multas como la uue es discutida 
en el presente recurso, eu condiciones a las cuales no lian 
querido acogerse tus interesados en el mismo. 

A mérito de estas consideraciones, y las concordantes de 
Ut sentencia apelada, se la confirma. — Luis González IVarcoJ- 
eíe. — Ernesto HourrauHte. — Bmjamín de ta Vega. 



FALITO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de setiembre de 1947, 

Y vista la precedente causa caratulada: "Loglío 
y Duca Soe- de Resp. Ltda., apelan de una resolución 
de la Administración General de Impuestos Internos de 
la Nación", en la que se ha concedido el recurso ordi- 
nario a fs. 89 vía. 

Y considerando: 

Que el tít. XII, art. 24, de la Regí. Oral de Impues- 
tos Internos, reglamentario del art. 12 de la ley 11.658, 
modificada por la ley 12.625, dispone: "Los nuevos im- 
puestos empezarán a hacerse efectivos sobre los pro- 
ductos que salgan de fábrica desde el día 15 del corrien- 
te mes" (abril de 1940). 

"Los distribuidores, importadores, mayoristas y 
manipuladores de combustibles y aceites lubricantes, y 
los cortadores y recuperadores de este último producto 
presentarán una declaración jurada del 15 al 20 del mes 
en curso, de las existencias que tengan en su poder el 
día 15 del corriente, y tendrán plazo para abonar el im- 
puesto o las diferencias do impuesto (nafta) que corres- 
pondan, hasta el 30 del mes de mayo próximo." 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



577 



"La Administración General de Impuestos Inter- 
nos procederá el día 15 del corriente mes a inventariar 
¡as existencias gravadas qne posean los fabricantes, 
importadores, distribuidores, mayoristas y manipula- 
dores, y cortadores y recuperadores de aceites." 

Que en este juicio se discate si con arreglo al texto 
transcripto la obligación de declarar las existencias de 
aceites lubricantes al 15 de abril de 1D40, y la de pagar 
el impuesto respectivo, alcanzaba a los agentes de Ya- 
cimientos Petrolíferos Fiscales. 

Que se ha producido prueba —informe de la Direc- 
ción de Yacimientos Petrolíferos Fiscales, f s . 43 y sgtes. 
— de que el decreto cuestionado se redactó con la cola- 
boración de la mencionada repartición, la que nunca en- 
tendió, en vista del régimen que la vincula con sus agen- 
tes, que alcanzaran a éstos las obligaciones del art. 24. 
Con arreglo a ese criterio, la Dirección no instruyó a loa 
referidos agentes para que dieran cumplimiento al de- 
creto, como lo ha hecho en los demás casos en que las 
leyes o reglamentos les imponían obligaciones vincula- 
das con los impuestos internos. Por otra parte, durante 
largo tiempo la Administración General de Impuestos 
Internos habría compartido la opinión de Yacimientos, 
omitiendo realizar en las agencias el inventario previsto 
en el apartado final del art. 24. Esta última eirennstan- 
cía es corroborada por la oportunidad en qne se han 
realizado las inspecciones que han dado lugar a la for- 
mación de esta y otras causas, varios años después de 
dictado el decreto en cuestión. 

Que cabiendo duda fundada respecto de la inclusión 
en el art. 24 cuestionada de los casos similares al de 
autos, es acertada la decisión negativa, porque es «in- 
cidente con la interpretación administrativa, admisible 
en supuestos de ambigüedad, cuando es favorable al 
contribuyente — doct. de Fallos : 184, 231 ; 187, 18 y otros 
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— j «demás porque conduce a una solución justa, con 
parece incompatible la condena como defraudado- 
de los agentes de Yacimientos Petrolíferos Fisca- 
les, en las condiciones a que ae ha hecho referencia. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada de 
fla.66, 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luía K. Lonobi — 
Rodolfo O. Valbkzusla. 



